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ADVERTENCIA 


Omitimos  indicar,  en  el  prólogo  de  esta  obra,  que  el 
código  argentino,  materia  de  nuestro  estudio  y  compara- 
ciones, 68  el  dictado  para  las  Provincias  unidas,  y  cuya 
aplicación  corresponde  á  la  jurisdicción  de  éstas;  no  el  có- 
digo nacional,  constituido  por  la  ley  federal  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  que  castiga  la  traición,  los  delitos  que 
comprometen  la  paz  y  dignidad  de  la  Nación,  la  pirateria, 
los  atentados  contra  la  seguridad  interior  de  la  República 
como  son  la  rebelión  y  sedición,  los  desacatos  contra  la 
autoridad  y  otros  desórdenes  públicos,  la  resistencia  á  la 
autoridad  y  soltura  de  presos,  la  interceptación  y  sustrac- 
ción de  la  correspondencia  pública,  la  sustracción  y  destruc- 
ción de  documentos  depositados  en  las  ofícinas  públicas, 
las  falsedades,  el  cohecho  y  otros  delitos  cometidos  por 
empleados  ó  contra  el  tesoro  nacional,  y  cuya  aplicación  es 
de  la  competencia  de  los  tribunales  de  la  federación. 


salvamos  ahora  tal  omisión,  con  el  fin  de  evitar  que  se 
ique  en  esta  especie  de  compilación  las  disposiciones 
la  ley  argentina,  cuando  se  trate  de  actos  lesivos  de  los 
rechos  é  intereses  de  toda  aq^uella  nacionalidad,  y  de 
errarnos  en  lo  sucesivo  las  advertencias,  que  sinerabargo 
mos  hecho  en  algunos  puntos,  de  no  contener  el  código 
mún  argentino  prescripción  concordante  con  la  del 
estro. 
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LIBRO  SEGUNDO. 

DE     LOS    DELITOS    Y    DE     SUS    PENAS. 

SECCIÓN  PRIMERA 

DE  LOS  DELITOS  CONTRA  LA  RELIGIÓN. 

Comentaiio,  Para  darse  cuenta  de  las  dispo- 
siciones contenidas  en  la  presente  sección,  es 
necesario  tener  ¡dea  del  espíritu  en  alto  grado 
religioso  dominante  en  la  sociedad  para  la  que 
han  sido  dictadas. 

El  Perú,  heredero  de  la  civilización  y  tradi- 
ciones españolas,  que  consideraban  como  el 
principal  deber  del  caballero  combatir  por  su 
Dios  y  por  su  dama,  no  ha  podido  aún  sus- 
traerse del  influjo  que,  en  sus  ideas  respecto  | 
de  la  organización  social,  ejercieron  las  eos* 
tumbres  de  tres  siglos.  La  Religión  y  el  De- 
recho, confundidos  en  los  pueblos  primitivos, 
y  que  sólo  algunos  han  llegado  á  separar  por 
completo,  estaban  mezclados  en  las  leyes  de  ^a 
antigua  Metrópoli;  y  no  había  razón  para  exi- 
gir á  la  colonia,  recién  emancipada,  un  discer- 


Mto  que  merezca  pena  mayor,  se  observará  lo  dis- 
usto en  el  artícvlo  45. 

Comentario.  Se  considera  punible  la  tentatí- 
a  y  no  el  hecho  consumado,  porque  éste  no 
onstituiria  delito  donde  quiera  que  impere  el 
obierno  representativo,  solo  sujeto  á  las  leyes 
ceptadas  por  la  voluntad  general.  Si  todos 
>s  peruanos,  ó  el  mayor  número  de  ellos,  ab- 
irasen  del  catolicismo  para  abrazar  una  reli- 
ion  diferente;  dejaría  de  existir  el  articulo  4.° 
ü  la  Constitución,  no  habría  en  el  hecho  vÍo- 
ción  de  ley,  ni  perturbación  del  estado  de  de- 
cebo, que  legitimase  la  imposición  de  un  cas- 

Pero  ¿qué  hechos  concretos  pueden  ser  call- 
eados como  tentativa  para  abolir  ó  variar  la 
iligión  católica? 

No  encontramos  otro,  sino  la  propagación  de 
octrinas  contrarías  á  la  religión  del  Estado  por 
i  predicación  ó  la  distribución  de  libros  que 
is  contengan,  pues,  según  veremos  en  los  ar- 
culos  siguientes,  los  demás  actos  encamina- 
os al  mismo  fin  son  mirados  como  delitos  es- 
eciales,  penados  en  distinta  forma.  Y  aún  se 
odrla  considerar  incluidas  en  el  articulo  104 
i  predicación  y  otras  formas  de  propaganda, 
1  los  apóstoles  de  la  nueva  religión  no  se  limi- 
in.á  encarecer  las  excelencias  de  estay  van 
irectamente  á  combatir  el  catolicismo  en  sus 
ogmas  y  en  los  ritos  de  su  culto, 

Parécenos,  por  consiguiente,  este  articulo  sin 
plicación  práctica. 


Art.  100.  El  que  celebre  actos  públicos  de  un 
culto  que  no  sea  el  de  la  Religión  católica,  apostóli- 
ca, romana,  §erá  castigado  con  reclusión  en  primer 
grado,  (i) 

Si  reinddiercy  sufrirá  expatiiación  en  primer 
grado.  (2) 

Comentario.  En  este  artículo,  como  en  los 
relativos  á  injurias  y  otros;  habría  convenido 
que  el  legislador  precisase  las  condiciones  re- 
queridas para  la  publicidad  del  acto.  £1  lugar, 
la  calidad  de  las  personas  que  intervienen  en 
un  hecho,  el  número  de  aquellas,  y  otras  varias 
circunstancias;  determinan  el  carácter  privado 
ó  público  de  éste.  Las  elecciones  municipales 
ó  políticas  no  son  públicas,  sino  cuando  se  rea- 
lizan en  las  plazas  ó  sitios  designados  por  la 
ley.  Una  escritura  es  pública  por  la  sola  in- 
tervención eje  un  escribano  de  instrumentos  y 
cierto  número  de  testigos.  La  fama,  para  ser 
pública,  ha  de  ser  del  dominio  de  todo  el  pue- 
blo ó  gran  parte  de  él. 

Son,  pues,  tantas  las  acepciones  del  adjetivo 
público,  aun  en  el  terreno  extrictamente  legal, 
que  se  puede  ampliar  ó  restringir  cuanto  se 
quiera  el  alcance  del  presente  artículo. 

No  puede  decirse  que  haya,  á  este  respecto, 
jurisprudencia  establecida  por  nuestros  tribu- 
nales, pues,  apesar  de  nuestras  diligencias  pa- 
ra conseguir  ejecutorias  en  la  materia,  solo  te- 
nemos noticia  del  siguiente  caso. 

(i)  Un  año. 
(2)  Tresafios. 


—   lO  — 

F.  P.,  ministro  de  la  iglesia  evangélica,  acu- 
sado de  administrar  el  bautismo,  autorizar  ma- 
trimonios y  dar  conferencias  públicas  de  moral 
religiosa,  confesó  la  realidad  de  los  hechos  que 
se  le  imputaba;  pero  negó  el  carácter  público 
de  estos,  alegando  que  se  realizaron  en  recin- 
to cerrado,  al  que  sólo  tenían  acceso  los  que 
presentaban  tarjeta  de  admisión,  circunstancia 
que  probó  semiplenamente  en  forma  legal.  El 
acusado  fué  absuelto  de  la  instancia  por  el 
juez,  en  atención  á  no  estar  plenamente  acre- 
ditada la  publicidad  de  los  actos;  la  Corte  Su- 
perior confirmó  el  fallo;  y  la  Suprema  declaró 
no  haber  nulidad  en  el  de  vista. 

La  forma  de  la  absolución  nos  induce  á  creer 
que  nuestro  más  alto  tribunal  considera  como 
actos  públicos  de  culto  la  administración  de 
sacramentos  y  la  predicación  en  recinto  cerra- 
do, si  se  permite  entrar  en  él  á  toda  clase  de 
personas,  pues,  en  caso  contrario  la  absolución 
habría  sido  definitiva,  ó  se  habría  sobreseído 
en  la  causa  por  no  haber  materia  justiciable. 

Art,  101.  El  que  profane  la  Sagrada  foima  de 
la  Eucanstía^  en  el  templo  ó  en  cualquier  otro  lugar 
público,  sufrirá  reclusión  en  tercer  grado,  (i) 

Comentario.  Los  canonistas  definen  la  pro- 
fanación, una  especie  de  sacrilegio,  que  con- 
siste en  violar  ó  tratar  con  irreverencia  las  co- 
sas sagradas;  «como  si  se  profanan  los  sacra- 

(i)  Tres  afios. 


mentos  administrándolos  ó  recibiéndolos  indig- 
ñámente;  si  con  acciones  indecentes  se  viola  la 
reverencia  debida  á  las  reliquias  ó  imágenes 
de  los  santos;  si  se  abusa  de  la  Sagrada  Euca- 
ristía, del  crisma  ó  sagrados  óleos,  aplicándo- 
los á  usos  impíos  ú  operaciones  mágicas;  si  se 
destinan  á  usos  profanos  los  vasos  ú  ornamen- 
tos sagrados,  ó  cualesquiera  otros  objetos  con- 
sagrados ó  benditos  .        .    .    .  »  (i) 

Es  evidente  que  la  profanación  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  loi  de  este  Código,  es  la  con- 
sistente en  la  irreverencia  de  tocar  directamen- 
te la  Sagrada  forma,  aplicarla  á  usos  impíos  ú 
operaciones  mágicas;  administrarla  indigna- 
mente, ó  recibirla  no  estando  ayuno,  salvo  el 
caso  de  grave  enfermedad,  porque  es  la  única 
que  por  medios  externos  puede  ser  conocida. 
La  que  comete  el  que  recibe  la  Santa  Eucaris- 
tía sin  la  preparación  espiritual  que  la  Iglesia 
prescribe,  no  puede  estar  al  alcance  de  la  auto- 
ridad temporal. 

Art.  102.  El  que  profane  imágenes,  vasos  sa- 
grados ú  otros  objetos  destinados  al  cidtOf  sufíirá 
reclusión  en  primer  grado.  (2) 

Con/Dentario.  Para  los  que  profesamos  la  fé 
católica,  es  indudablemente  la  más  grave  de 
todas  las  profanaciones  la  de  la  Sagrada  Euca- 
ristía; y  el  legislador  ha  sido  consecuente  al 


(i)  Donoso:  Instituciones  de  Derecho  Canónico. 
(3)  Un  afio. 


1 


ponerle  mayor  pena,  por  el  mayor  escándalo 
le  produce  y  la  intranquilidad  que  infunde 

las  almas  timoratas,  á  las  que  el  hecho  se 
esenta  como  un  ultraje  á  la  Divinidad,  capaz 

provocar  en  castigo  las  más  dolorosas  cala- 
dades  públicas.  La  burla  ó  menosprecio  de 
i  imágenes,  vasos  y  objetos  consagrados  ó 
nplemente  benditos,  no  inspira  tanto  horror; 
r  lo  que  hallamos  justificada  la  diferencia  de 
na  para  ambas  especies  de  profanación. 


El  Código  espaRol  dice,  en  el  inciso  4.°  de 
artículo  240,  que  incurre  en  la  pena  de  prí- 
in  correccional  en  sus  grados  medio  á  máxi- 
í  (i)  y  multa  de  250  á  2500  pesetas  el  que 
n  el  fin  de  escarnecer  los  dogmas  ó  ceremo- 
LS  de  cualquiera  religión  que  tenga  proséli- 
i  en  España,  profane  públicamente  imáge- 
s,  vasos  sagrados  ó  cualesquiera  otros  obje- 
i  destinados  al  culto. 

árt.  103.  El  que  viohntammU  y  con  escándalo 
ñda  el  ejercicio  del  culto  público,  sufrirá  reclu- 
%  en  segunda)  grado.  (2) 

Comentario,  Se  comprende  fácilmente  que 
a  prescripción  no  alcanza  á  las  personas 
esiásticas  que,  en  uso  de  su  autoridad,  y  en 
nplimiento  de  su  ministerio,  prohiban  ó  ¡m- 

[)  De  3  afios  4  meses  y  i  dfa,  á  6  aSos. 
1}  Dos  aSos. 


_  13  — 

la  celebración  de  actos  de  culto  público, 
prevenir  ó  evitar  desórdenes,  que  redun- 

en  daño  de  la  Religión  misma  y  pudiesen 
r  la  tranquilidad  social. 


Código  belga,  dispone  lo  siguiente: 
.rt.  142.  Al  que  por  violencias  ó  amena- 
Tiponga  ó  impida  á  una  ó  varias  personas 
ir  un  culto,  asistir  á  ejercicios  del  mismo, 
rar  ciertas  fiestas  religiosas,  guardar  cier- 
as  de  descanso,  y,  en  consecuencia,  abrir 
rar  sus  talleres,    tiendas  ó  almacenes  y 

ó  abandonar  ciertos  trabajos,  se  le  casti- 
cen prisión  de  ocho  días  á  dos  meses  y 
i  de  a6  á  200  francos.  » 
Lft.  143.  A  los  que,  por  turbulencias  ó 
denes,  impidan,  retrasen  ó  interrumpan 
ercicios  de  un  culto  que  se  practiquen  en 
cal  destinado  ó  utilizado  habitualmente 
cto,  ó  las  ceremonias  públicas  del  mismo 

se  les  castigará  con  prisión  de  ocho  días 
i  meses  y  multa  de  26  á  500  francos.  » 


Código  chileno  consigna  disposiciones 
gas  á  las  del  belga,  aunque  menos  am- 
dice  asf: 

Lft.  138.  Todo  el  que  por  medio  de  vio- 
V  6  amenazas  hubiere  impedido  á  uno  ó 
ndividuos  el  ejercicio  de  un  culto   permi- 
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República  será  < 
r  en  su  grado  mi 
39.  SufriráD  la 
su  grado  mioimo 
>s:  1°  los  que  c< 
en  impedida,  reí 
ercicio  de  un  ci 
T  destinado  á  él  ( 
■a  celebrarlo,  ó 
e  ese  mismo  culb 


Go  espaSol  viger 
.  copiamos: 

36.  Incurrirá  en 
il  en  sus  grados  i 
:  250  á  2,500  pcs 
mazas,  violencia! 
forzare  á  un  cíuc 
ios  ó  á  asistir  á  f 
sea  el  suyo.  ■ 

37.  Incurrirá  en 
en  el  artículo  an 
os  mismos  medií 
is  actos  del  culto 
liciones  B 

i8.  Incurrirán  e: 
en  su  grado  má 

i  540  dlis. 

tíos,  4  mcsn  y  un  dU 
iicses  y  I  dl&  á  6  mes 
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correccional  en  su  grado  mínimo  (i)  y  multa 
de  125  á  1,250  pesetas:  i.^  El  que  por  los 
medios  mencionados  en  el  art.  236  forzare  á 
un  ciudadano  á  practicar  los  actos  religiosos  ó 
á  asistir  á  las  funciones  del  culto  que  este  pro- 
fese: 2.^  El  que  por  los  mismos  medios  impi- 
diere á  un  ciudadano  observar  las  fiestas  reli- 
giosas de  su  culto:  3.**  El  que  por  los  mismos 
medios  le  impidiere  abrir  su  tienda,  almacén  ú 
otro  establecimiento,  ó  le  forzare  á  abstenerse 
de  trabajos  de  cualquier  especie  en  determina- 
das fiestas  religiosas.  Lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos anteriores  se  entiende  sin  perjuicio  de 
las  disposiciones  generales  ó  locales  de  orden 
público  y  policía.  » 

«  Art  239.  Incurrirán  en  las  penas  de  pri- 
sión mayor  en  sus  grados  mínimo  á  medio  (2) 
los  que  tumultuariamente  impidieren,  pertur- 
baren ó  hicieren  retardar  la  celebración  de  los 
actos  de  cualquier  culto  en  el  edificio  destinado 
habitualmente  para  ello,  ó  en  cualquier  otro 
sitio  donde  se  celebraren,  i» 


El  Código  italiano  consigna  las  disposicio- 
nes que  van  en  seguida: 

«  Art.  140.  El  que  con  el  fin  de  ofender  uno 
de  los  cultos  admitidos  en  el  Estado  impida  ó 
turbe  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó  ceremo- 


(i)  De  6  meses  y  i  día  á  a  años  y  4  meses, 
(a)  De  6  años  y  un  día  á  10  años 
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is  religiosas  será  castigado  con  prisión 
:s  meses  y  multa  de  50  á  500  liras.  > 
I  Si  el  hecho  fuere  acompañado  de  violf 
lenaza  ó  afrenta,  será  castigado  el  cul 
1  prisión  de  tres  á  treinta  meses  y  muí 
o  á  3,000  liras.  » 


Según  queda  visto;  los  Códigos  chil< 
liano  limitan  la  protección  de  la  autorl 
rtos  cultos,  con  el  ñn  de  evitar  que  se 
;,  bajo  el  carácter  de  prácticas  religi 
:os  ofensivos  de  la  Moral  y  el  Derecho 
iguna  sociedad  civilizada  puede  tolerar 

Art.  lOá.  El  que  con  palabras  ó  hechos 
'.ca  públicamente  algwio  de  los  tilos  ó  prácti 
Religión,  será  castigado  con  arresto  mayor 
iido  g¡odo  ( [ )  ^  multa  de  diez  á  doscientos 

Comentario.  Comparadas  las  penas  es 
las  por  este  artículo  y  el  102,  de  los  que 
indo  castiga  con  un  año  de  reclusión  a 
lador  de  imágenes,  vasos  sagrados  ü  ol 
siinados  al  c^lto,  se  nota  entre  los  deli 
!  medios  de  represión  respectivos,  cierl 
de  proporcionalidad,  que  se  hace  mi 
ite  después  del  rigor  y  celo  por  el  ma: 
ento  de  la  fé  católica,  revelados  en  el  a 
99. 
Mas   cerca    está,   en    nuestro   concept 

[  i)  Tres  meses. 
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abolir  ó  variar  en  el  Perú  la  Religión  católica, 
apostólica,  romana  el  que  ridiculiza  prácticas, 
que  son  manifestaciones  inmediatas  de  las 
creencias  y  sentimientos,  que  el  que  pone  ma- 
no sobre  un  vaso  sagrado  para  aplicarlo  á  usos 
profanos,  ó  arroja  á  un  rincón  la  efigie  de  un 
bienaventurado. 

La  adición  de  la  pena  pecuniaria  al  arresto 
no  compensa  la  desigualdad;  por  cuanto,  es- 
tando á  lo  dispuesto  en  la  parte  final  del  ar- 
ticulo 53,  la  multa  se  convierte  también  en 
arresto,  cuando  el  culpable  no  puede  ó  se  re- 
siste á  pagarla. 

El  Código  belga  no  considera  punible  la 
mofa  ó  escarnio  de  los  ritos  y  prácticas  religio- 
sas de  ningún  culto:  no  hace  siquiera  mención 
de  acto  semejante. 

El  Código  chileno  guarda  la  misma  reser- 
va que  el  belga  en  esta  materia. 


El  Código  español,  en  el  inciso  3.'  de  su 
artículo  240,  castiga  con  prisión  correccional 
en  sus  grados  medio  á  máximo  (i)  y  multa  de 
250  á  2,500  pesetas  al  que  escarnezca  pública- 
mente alguno  de  los  dogmas  ó  ceremonias  de 
cualquiera  religión  que  tenga  prosélitos  en 
España 


(i)  De  2  afios,  4  meses  y  i  dia  á  6  afios. 
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El  Código  italiano  (art  141)  castiga  el 
Tiismo  hecho;  pero  sólo  en  el  caso  de  que  im- 
jorte  ofensa  individual.  Se  expresa  en  estos 
:érmÍnos: 

«t  Et  que  con  intención  de  ofender  uno  de 
os  cultos  admitidos  en  el  Estado  insulte  ó  ri- 
liculice  públicamente  al  que  lo  profesare,  será  ~ 
:ast¡gado,  á  instancia  de  parte,  con  la  pena  de 
irisión  hasta  un  año  y  multa  de  100  á  3,000 
iras.  » 

Art.  105.  El  qae  maltrate  de  obra  á  un  sacer- 
lote,  en  el  templo  ú  otro  Ixigar  público,  cuando  se 
talle  ejerciendo  las  funciones  de  su  ministerio,  sujri- 
■á  reclusión  en  primer  grado.  (1) 

Si  le  ofende  con  palabras,  la  pena  será  arresto 
■n  segundo  grado.  (2) 

Si  el  maltratamiento  fuere  de  los  que  tienen  pena 
determinada,  se  aplicará  ésta  aumentada  en  un  gror- 


Comentario.  Conviene  llamar  la  atención  so- 
)rc  los  requisitos  que  la  ley  exige  en  este  ar- 
iculo,  para  dar  á  los  maltratamientos  y  ofensas 
erbales  á  los  sacerdotes,  el  carácter  de  deli- 
os  contra  la  Religión. 

Es   necesario  que  el  sacerdote  se  halle  ejer- 
iendo  actos  propios  de  su  ministerio,  y  se  en- 
uentre  en  el  templo  ú  otro  lugar  público. 
De  suerte  que  sí  el  hecho  punible  es  per- 

(i)  Un  año. 
{ 2)  Tres  meses. 
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petrado  contra  un  sacerdote  que  ni  celebra 
misa,  ni  administra  sacramentos,  ni  practica 
ningún  otro  ofício  propio  de  su  orden  sacro; 
solo  tiene  el  carácter  de  agravio  á  persona 
constituida  en  dignidad;  y  si  se  cometiere  en  el 
templo,  el  de  gravedad  resultante  del  sitio, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  inciso  12.^  del 
articulo  10. 

Pero  el  maltratamiento,  entendemos,  no  de- 
be llegar  hasta  inferir  lesión;  ni  la  ofensa  de 
palabra,  hasta  tomar  las  proporciones  de  la  in- 
juria; porque  las  penas  de  un  año  de  reclusión 
y  arresto  de  tres  meses,  con  que  respectivamen- 
te se  les  castiga,  son  menos  graves  que  las  de 
un  año  de  cárcel  y  dos  de  reclusión  que,  respec- 
tivamente también,  imponen  el  inciso  2.®  del 
articulo  250  por  las  lesiones  inferidas  á  sacer- 
dotes, aun  en  privado,  y  el  articulo  285,  por 
toda  injuria  verbal  de  carácter  grave. 

Juzgamos  que  nuestra  interpretación  corres- 
ponde exactamente  al  pensamiento  del  legisla- 
dor; porque  de  otro  modo  no  tendría  explica- 
t:ión  aceptable  la  última  parte  del  articulo.  En 
efecto:  podría  argüirse  que  los  actos  que  no  tie- 
nen pena  determinada  por  la  ley  son  hechos  lí- 
citos, por  punto  general  y  estando  á  lo  dispues- 
to ó  declarado  por  el  articulo  i.^  de  este  Códi- 
go; y  contra  tal  objeción  solo  cabría  redargüir 
que  la  ley  no  se  refiere  en  esta  parte  á  los 
actos  inofensivos,  sino  á  las  injurias  y  lesiones, 
que  se  reagravan  por  la  dignidad  dé  la  persona 
agraviada. 

Notamos  además  que  este  artículo  viene  á 


■  ■ 


ina  excepción  del  57;  por 
as  agravantes  del  lugai 
3  aumentan  la  pena,  no 
js,  como  debería  ser,  si 
al;  sino  en  un  grado  con 
:rvación  mas. 
2."  de  este  artículo  no  di 
arrestó  que  deba  impoi 
él  se  refiere.  ■  Ignórame 
leí  Código  hay  ta  mism: 
:mos  avanzado  á  afirmar 
r  arresto  mayor,  tanto  po 
s  correspondientes  á  los 
porque,  tratándose  de  1 
simple  falta;  seria  ínacep 
arresto  menor,  después  < 
irtículo  I,"  que,  en  su  seg 
s  delitos  se  castigan  con 


co  BELGA  consigna,  á  est 

iones  siguientes: 

\$.    Se  impondrá  las   n 

|ue  por  hechos,  palabras 

ultraje  al  ministro  de  un 

:  su  ministerio,  b 

ibiere  golpeado,  se  le  ca 

dos  meses  á  dos  años  y  t 

:os.  X 

6.     Si  los  golpes  produje 

de  15  días  á  6  meses  y  multa 
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de  sangre,  herida  ó  enfermedad,  se  castigará 
al  culpable  con  prisión  de  seis  meses  á  cinco 
años  y  multa  de  ico  á  i,ooo  francos. 


El  Código  chileno  castiga  con  reclusión  de 
6 1  á  540  dias  y  multa  de  100  á  300  pesos  á  lo$ 
que  con  acciones,  palabras  ó  amenazas  ultraja- 
ren al  ministro  de  un  culto  en  el  ejercicio  de  su 
ministerio  (art.  139  inc.  3.*)  y  previene  que 
cuando  la  injuria  fuere  de  hecho,  poniendo 
manos  violentas  sobre  la  persona  del  ministro, 
el  delincuente  sufrirá  reclusión  de  540  dias  á 
5  años  y  multa  de  100  á  500  pesos;  debiendo  la 
reclusión  convertirse  en  igual  tiempo  de  presi- 
dio, si  las  lesiones  fueren  de  las  que  el  articulo 
399  caliñca  de  menos  graves;  en  presidio  hasta 
por  cinco  años,  si  fueren  bastantes  á  producir 
al  ofendido  enfermedad  ó  incapacidad  para  el 
trabajo  por  nías  de  treinta  dias;  y  asi  continúa 
agravando  la  privación  de  libertad,  según  la 
entidad  del  daño  material,  hasta  concluir  impo- 
niendo la  pena  de  muerte  para  el  caso  en  que 
las  lesiones  produjeren  la  muerte  del  agra- 
viado. 

El  Código  español,  en  el  primer  inciso  de 
su  artículo  240,  impone  las  penas  de  prisión 
correccional  en  sus  grados  medio  á  máximo  (i) 
y  multa  de  250  á  2,500  pesetas,  al  que  con  he- 
chos, palabras,  gestos  ó  amenazas  ultraje  al 

(i)  De  2  afios,  4  meses  y  i  día  á  6  afios. 


ministro  de  cualquier  culto  cuando  se  ha 
desempeñando  sus  funciones. 


El  Código  italiano,  despyés  de  castigar, 
su  articulo  142,  con  prisión  de  tres  á  treit 
meses  y  multa  de  50  á  150  liras,  la  profanaci 
de  objetos  destinados  á  un  culto  de  los  adi 
tidos  en  el  Estado,  dispone  lo  siguiente: 

K  Cuando  se  trate  de  otro  delito  cometi 
contra  el  ministro  de  un  culto  en  el  ejerci 
de  sus  funciones  ó  con  motivo  de  éstas,  se  í 
mentará  en  una  sexta  parte  la  pena  establecí 
para  tal  delito.» 

Art.  106.  El  que  exhume  cadáveres  para  m\ 
larlos  ó  profanarlos  de  cualquier  otra  manera, 
jrirá  cárcel  en  primer  grado  {i)si  llegase  á  consim 
la  mutilación  Ó  profanación;  y  si  no,  se  impotu 
arresto  mayor  en  cuarto  grado.  (2) 

Si  la  exhumación  se  verifica  con  cualquier  otroj 
sin  licencia  de  la  autoridad,  se  impondrá  arresto  t 
yoT  en  primer  grado.  (3) 

Art.  107.  El  que  profane  los  templos  ó  eem 
teños  con  actos  inmorales,  sufrirá  arresto  mayor 
primero  ó  segundo  grado  (4)  ó  multa  de  eincua 
á  doscientos  pesos  según  la  gravedad  de  la  profa: 
ción.  ' 

(i)  Un  afio. 
(i)  Cinco. meses. 

(3)  Dos  meses. 

(4)  Dos  ó  tres  meses. 
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Comentario.  No  debe  extrañarse  que  entre 
los  delitos  contra  la  religión  se  encuentren  con- 
siderados, á  mas  de  la  profanación  de  los  tem- 
plos, los  que  consisten  en  la  falta  de  respeto  á 
fas  tumbas  y  á  los  restos  humanos  que  ellas 
encierran;  respeto  que  imponen  las  creencias 
en  la  inmortalidad  del  alma,  en  la  resurrección 
de  los  muertos,  en  la  existencia  de  una  iglesia 
triunfante  y  otra  purgante,  y  en  otras  verdades 
que  el  catolicismo  enseña,  de  las  que  se  podría 
dudar  si  los  cementerios  no  hubiesen  sido  de- 
clarados como  lugares  dignos  de  piadosa  ve- 
neración, y  las  reliquias  de  los  ñeles,  como  ob- 
jetos capaces  de  excitar  graves  pensamientos 
sobre  la  vida  eterna,  y  por  tanto  merecedores 
de  conservación  cariñosa. 

Adviértase  que  la  ley  no  se  limita  á  castigar 
la  violación  de  sepultura  sagrada,  pues  los  tér- 
minos generales  en  que  está  concebido  el  ar- 
ticulo io6  conceden  la  misma  garantía  que  á 
ésta,  á  la  que  hubiese  sido  abierta  en  cualquier 
lugar. 

El  Código  belga  considera  la  destrucción  y 
la  profanación  de  sepultura,  lo  mismo  que  los 
daños  causados  en  los  templos,  como  delitos 
contra  las  consideraciones  debidas  á  las  perso- 
nas ó  contra  la  propiedad;  y  no  como  ataque  á 
una  religión  ó  al  libre  ejercicios  de  los  cultos. 

Contiene  las  siguientes  disposiciones: 

«  Art.  453.  Se  castigará  con  prisión  de  un 
mes  á  un  año  y  multa  de  26  á  200  francos,  al 
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[e  violación  de  tumbas  ó  de 

36.  Se  castigará  con  prísiói 
año  y  multa  de  26  á  ,50o  fn 
uya,  derribe,  mutile  ó  profai 
as,  signos  conmemorativos 


mentos,  estatuas,  cuadros  ó  < 
de  arte,  colocados  en  las  íj 
otros  ediñcios  públicos. » 


>iGO  CHILENO  considera  la  pr< 
jras  como  delitos  contra  la  s 
úblico,  disponiendo,  respec 
3nes,  lo  que  sigue: 
[21.  El  que  violare  los  se\ 
s  practicando  cualquier  acto 
imente  á  faltar  al  respeto  de 
de  los  muertos,  será  conder 
enor  en  su  grado  medio  (i^ 
500  pesos.  » 

;22.  El  que  exhumare  6  ti 
humanos  con  infracción  de  1 
demás  disposiciones  de  san 
enas  de  reclusión  menor  en 
í)  y  multa  de  100  á  300  peso 
iciona  siquiera  la  profanacii 


|i  dlaa  á  3  aflos. 
:  á  540  días. 
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templos  ni  la  de  los  cementerios  por  la  práctica 
de  actos  inmorales  en  su  recinto. 


El  Código  español,  en  óu  artículo  350,  dice, 
casi  literalmente,  lo  que  el  chileno  en  el  art. 
321.     Se  expresa  así: 

<c  Art.  350.  El  que  violare  los  sepulcros  ó 
sepulturas,  practicando  cualesquiera  actos  que 
tiendan  directamente  á  faltar  al  respeto  debido 
á  la  memoria  de  los  muertos,  será  condenado 
con  las  penas  de  arresto  mayor  (i)  y  multa  de 
125  á  1,250  pesetas.  » 

El  art.  355  está  también  reproducido  literal- 
mente en  el  322  del  Código  chileno;  mas  sólo 
impone  multa  de  125  á  1,250  pesetas. 

El  artículo  241  castiga  con  arresto  mayor,  en 
sus  grados  mínimo  á  medio  (2)  al  que  en  un 
lugar  religioso  ejecutare  actos  que  ofendieren 
el  sentimiento  religioso  de  los  concurrentes; 
aun  cuando  no  consistan  en  amenazas  ó  ultra- 
jes á  los  ministros  de  los  cultos,  interrupción 
de  las  ceremonias,  escarnio  de  los  dogmas  ó 
profanación  de  imágenes  ó  vasos  sagrados. 


El  Código  italiano  impone  las  penas  de 
reclusión  de  seis  á  treinta  meses,  y  multa  hasta 
1,000  liras,  al  que  cometa  cualquiera  profana- 
ción de  un  cadáver  humano  ó  sus  cenizas  con 


(i)  De  I  mes  y  i  día  á  6  meses. 
(2)  De  I  á  4  meses. 


el  fin  de  injuriarle,  ó  con  cualquiera  otro  i 
mente  ilícito  lo  sustraiga  en  todo  ó  en  pai 
desentierre  el  cadáver  ó  las  cenizas,  ó  de 
quier  otro  modo  viole  el  sepulcro  ó  la  ur 
castiga  con  detención  hasta  de  un  mes  y  i 
hasta  de  300  liras  al  que  sustraiga  sin  f 
probado,  un  cadáver  humano  ó  sus  cení 
lo  exhume  sin  autorización,  (art.  144) 

Cuando  tales  hechos  son  cometidos  pe 
empleados  del  cementerio  ó  lugar  análoj 
quienes  estén  conñados  los  cadáveres;  les 
ca  mas  graves  penas.  En  los  casos  de  [ 
nación,  la  reclusión  pasa  hasta  tres  años 
multa,  hasta  1,50x3  liras;  y  en  los  demás  1: 
sión  sube  á  dos  meses  y  la  multa  hasta 
ras.  (1) 


(i)  E^to  dice  el  Código  que  tenemos  a  la  vista; 
entendemos  que  hay  error  en  la  cifrai  parece  que  la 
debe  ser  hasta  de  500  liras. 
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SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LOS  DELITOS  CONTRA  LA  SKGURIDAD  EX- 
TERIOR DEL  ESTADO 

TÍTULO    I.^ 
DE  LOS  DELITOS  DE  TRAICIÓN  A  LA  PATRIA. 

Comentario.  Aunque  sancionada,  por  el  uso 
de  muchos  siglos,  la  denominación  que  el  Códi- 
go da  á  los  delitos  de  que  este  título  se  encar- 
ga; preferiríamos  que  emplease  la  de  traición  á 
la  República  para  consultar  la  precisión  del  len- 
lenguaje,  tan  necesaria  en  las  leyes.  El  tér- 
mino patria  es  relativo,  y  no  designa  con  exac- 
titud la  entidad  jurídica  á  quien  se  ofende 
cuando  el  culpable  no  está  ligado  á  ella  por  los 
vínculos  que  unen  al  hombre  con  el  país  de  su 
nacimiento,  ó  con  la  asociación  política  á  la  que 
se  ha  incorporado  para  siempre.  El  Perú  es 
patria  para  los  peruanos  y  extrangeros  natu- 
ralizados, más  no  para  los  estraños. 

Basta  sustituir  la  denominación  de  extrange- 
ro  á  la  de  peruano,  en  los  seis  incisos  del  ar- 
ticulo io8  y  en  los  seis  del  artículo  no,  para 
notar  que  el  114  no  está  bien  comprendido  en 
5ste  título;  pues  hay  peligro  de  considerar  al 
beligerante  como  traidor,  lo  que  es  un  contra- 
sentido. 


Art.  108.     Cometen  delito  de  traición: 

1."  El  peiiiano  que  entregue  o  trate  de  entr 
sií  patria  á  una  potencia  extraiujcra: 

2.'  El  peruano  que  tome  las  armas  bajo  ha 
ras  enemigas  para  atacar  la  independencia  ó  la 
jridad  de  la  patria: 

3."  El  peruano  que  entregue  á  otro  Estado 
fUn  Departamento,  Provincia  ó  Distrito,  desi 
brandólo  del  territorio  nacional: 

4."  El  peruano  que  entregue  á  los  enemigo, 
tu  patria  alguna  ciudad,  fortaleza,  ó  ftierza  arn. 
naval  ó  terrestre: 

5.°  El  peruano  que  incite  á  tina  potencia 
trangera  á  hacer  la  guerra  al  Perú,  ó  se  conciertt 
illa  para  tal  objeto: 

6°  El  peruano  que  facilite  á  los  enemigoí 
•¡ü  patria  la  entrada  en  el  territorio  nacional. 

Comentario.  El  primer  término  del  prí¡ 
inciso  se  ref::::re  á  un  delito  cuyo  castigo  s 
imposible,  sí  llegara  á  cometerse  y  se  pe 
uiaran  sus  efectos,  ó  al  que  no  se  podría  ; 
:íir  la  pena  mientras  subsistiesen  las  coi 
::itcncias  de  la  traición.  Entregado  el  Per 
Lina  potencia  extrangera;  habría  perdido 
iiitonomía,  carecería  de  instituciones  prop 
y  la  responsabilidad  criminal  de!  traidor  no 
:lría  hacerse  efectiva,  sino  cuando,  recobr 
a  independencia,  volviesen  á  funcionar  los 
3eres  públicos. 

Para  este  caso  surgiría  una  cuestión  de  p 
:ripción  que  no  ha  previsto  la  ley. 

¿Si  el  tiempo  de  la  dominación  üxtrangen 
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durado  tanto  ó  más  que  el  término  legal  de  la 
prescripción,  queda  sin  castigo  el  delincuente? 
Nosotros  resolveríamos  esta  cuestión  en  sen- 
tido negativo.  Creemos  que  la  prescripción, 
para  semejante  crimen,  debe  comenzar  á  co- 
rrer sólo  desde  el  día  de  la  evacuación  del  país 
por  las  fuerzas  que  lo  subyugaron;  porque  ese 
es  el  día  en  que  se  pone  término  al  delito  del 
traidor,  y  porque  sólo  desde  él  principia  el  tra- 
bajo de  reintegración  del  organismo  social  pa- 
ra el  ejercicio  normal  de  sus  funciones,  ti 
tiempo  de  ocupación  es  un  paréntesis  en  la  vi- 
da nacional:  el  curso  de  ésta  se  interrumpe  al 
advenimiento  del  invasor,  para  recomenzar  el 
día  de  su  salida;  y  durante  el  período  de  inte- 
rrupción no  puede  restituirse  la  tranquilidad 
pública  ni  el  cómodo  ejercicio  de  todos  los  de- 
rechos, restitución  que  es  el  fundamento  de  la 
prescripción  en  materia  criminal. 


El  Código  argentino,  como  lo  indicamos  al 
comentar  el  articulo  52,  no  menciona  el  delito 
de  traición  en  ninguna  de  sus  formas. 


El  Código  belga  no  prevee,  ó  no  cree  posi- 
ble la  entrega  de  la  patria  al  dominio  de  una 
potencia  extrangera,  pues  no  consigna  disposi- 
'rión  semejante  á  la  del  primer  inciso  del  artí- 
culo 108;  pero  si  castiga: 

Con  detención  extraordinaria  al  belga  que 
laya  hecho  armas  contra  Bélgica; 


Con  detención  perpetua  al  que  entrcj 
los  enemigos  del  Estado  ciudades,  forta 
plazas,  puestos  de  guardia,  puertos,  alnia( 
arsenales,  navios  ó  buques  pertenecien 
Bélgica  (inciso  2°,  artículo  115); 

Con  detención  de  10  á  15  años  al  que 
practicado  maquinaciones  ó  mantenido  : 
gencias  con  potencias  extrangeras  ó  co 
agentes  para  inducirlas  á  declarar  la  gue 
Bélgica,  ó  para  procurarles  medios  á. 
efecto; 

Con  detención  perpetua  al  mismo,  si  s 
seguido  hostilidades  (art.  114)  y  al  que  f: 
á  los  enemigos  del  Estado  la  entrada  en 
rritorio  del  reino  (inciso  i',  artículo  115). 


El  Código  chileno,  lo  mismo  que  el  a 
tino  y  belga,  guarda  silencio  respecto  de 
trega  efectiva  de  la  patria  á  una  potenc 
trangera;  pero  castiga  con  presidio  mayor 
grado  máximo  (i)  á  muerte,  al  chileno  qi 
litare  contra  Chile  bajo  banderas  enemiga; 
107)  6  que  entregue  ciudades,  puertos,  p 
fortalezas,  puestos,  almacenes,  buques,  di 
ú  otros  objetos  pertenecientes  al  Estad 
reconocida  utilidad  para  el  progreso  de  la 
rra  (inc.  2"  art.  109)  al  que  dentro  ó  fuei 
territorio  de  la  República  conspirare  conl 
segundad  exterior,  induciendo  á  una  pol 
extrangera  á  declarar  la  guerra  á  Chile 

(i)  De  15  aRos  y  undla  á  30  anos. 
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io6)  y  al  que  facilitare  al  enemigo  la  entrada  en 
el  territorio  de  la  República  (inc.  i^,  art.  io6). 


El  Código  español  tampoco  hace  mención 
del  delito  descrito  por  el  primer  inciso  del  ar- 
tículo que  comentamos;  y  castiga,  en  la  forma 
que  en  seguida  se  expresa,  los  actos  previstos 
por  los  cinco  restantes: 

Al  español  que  tomare  las  armas  contra  la 
patria  bajo  banderas  enemigas,  con  cadena 
temporal  en  su  grado  máximo  (i)  á  muerte 
(inc.  i.^  art.   135): 

Al  ministro  de  la  corona  que  autorizare  de- 
creto enagenando,  cediendo  ó  permutando 
cualquiera  parte  del  territorio  español,  con  ca- 
dena perpetua  á  muerte  (irle,  i.^  art.  142): 

Al  español  que  facilitare  al  enemigo  la  toma 
de  una  plaza,  puerto  militar,  buque  del  Estado 
ó  almacenes  de  boca  ó  guerra,  con  las  mismas 
penas  de  cadena  perpetua  á  muerte  (inc,  i.**, 
art  137): 

Al  español  que  indujere  á  una  potencia  ex- 
trangera  á  declarar  guerra  á  España,  ó  se  con- 
f  certare  con  ella  para  el  mismo  fín,  también  con 
cadena  perpetua  á  muerte,  si  se  declarase  la 
guerra,  y  en  otro  caso,  con  cadena  temporal  en 
en  su  grado  máximo  (2)  á  la  de  cadena  perpe- 
tua (art.  136): 

Al  que  facilite  al  enemigo  la  entrada  en  el 


i)  De  17  afios,  4  meses  y  un  día  á  20  afios. 
>)  Id.     id. 


reino,  con  cadena  perpetua  á  muerte  {inc. 
art.  137).  

El  Código  francés,  severlsimo  en  el  cast 
de  los  actos  de  traición,  pues,  como  veremos 
seguida,  impone  por  casi  todos  ellos  la  pena 
muerte;  tampoco  prevee  el  caso  de  entrega 
tal  del  territorio  francés  á  otra  potencia. 

Tratando  de  los  otros  hechos  á  que  se  c( 
trae  el  artículo  108  de  nuestro  Código,  o 
signa  las  prescripciones  siguientes: 

Serán  castigados  con  la  pena  de  muerte; 
I.*'  El  francés  que  hubiere  llevado  las 
mas  contra  la  Francia  (art.  75). 

2."  El  que  hubiere  practicado  maniobra 
sostenido  inteligencias  con  los  enemigos  1 
Estado  con  el  objeto  de  facilitar  su  entrada 
el  territorio  y  dependencias  de  la  República 
entregarles  ciudades,  fortalezas,  plazas,  pu 
tos,  almacenes,  arsenales,  barcos  ó  buqi 
pertenecientes  á  la  Francia  .  .  .  (art.  77). 
3.°  El  que  hubiere  practicado  maniobra: 
sostenido  inteligencias  con  las  Potencias  < 
trangeras  ó  sus  agentes  para  inducirlas  á 
meter  hostilidades  ó  á  emprender  la  gue: 
contra  la  Francia,  ó  para  proporcionarles 
medios  de  hacerlo,  aun  cuando  no  se  hubiet 
seguido  hostilidades  (art.  76). 

Las  penas  expresadas  en  los  artículos  y6 
77  serán  las  mismas  cuando  las  maquinac 
nes  ó  maniobras  hayan  sido  cometidas  con 
los  aliados  de  la  Francia  obrando  contra 
enemigo  común  ('art  79). 
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El  Código  italiano  prescinde,  como  los  de- 
más que  vamos  estudiando,  de  la  total  entre- 
ga del  territorio  nacional  á  una  Potencia  ex- 
trangera;  pero  consigna  las  siguientes  disposi- 
ciones: 

«El  que  cometa  un  hecho  encaminado  á  so- 
meter el  Estado,  ó  una  parte  del  rnísmo,  al 
dominio  extrangero,  ó  á  mermar  su  indepen- 
dencia ó  á  destruir  su  unidad,  incurrirá  en  la 
pena  de  trabajos  forzadosjí.  (art.  104). 

«El  ciudadano  que  haga  armas  contra  el  Es- 
tado, será  castigado  con  reclusión  por  quince 
años  á  lo  menos». 

«La  misma  pena  se  aplicará  cuando  el  cul- 
pable hubiese  perdido  la  ciudadanía  por  ha- 
ber entrado  al  servicio  militar  de  un  Estado 
extrangero». 

«Si  el  culpable  antes  de  cometer  el  delito 
hubiera  perdido  la  ciudadanía  por  cualquiera 
otra  causa,  será  castigado  con  reclusión  ó  pri- 
sión de  uno  á  diez  años»,  (art.  105). 

«El  que  esté  en  inteligencia  con  un  Gobier- 
no extrangero,  ó  con  los  agentes  del  mismo,  ó 
cometa  otros  actos  encaminados  á  promover 
hostilidad  ó  guerra  contra  el  Estado  italiano,  ó 
á  favorecer  las  operaciones  militares  de  un  Es- 
tado que  se  halle  en  guerra  con  Italia,  será 
castigado  con  la  pena  de  ocho  á  veinte  años  de 
reclusión,  y  con  trabajos  forzados  si  se  realiza 
su  intento»,   (art.  106). 

Art.  109.  Los  reos  comprendidos  en  los  incisos 
1.^  y  2.^  del  artículo  precedente^  serán  condenados  á 

5 
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itriación  en  quinto  grado  (i);  los  compn 
os  demás  incisos,  á  expatriación  en  tere* 

»■ 

Comentario.  Esta  pena  no  guarda  con 
la  relación  que  los  tratadistas  llam 
logia. 

Jo  profesamos  la  doctrina  de  la  exp 
a  pretender  que  la  pena  produzca  en 
lie  el  mismo  sufrimiento  que  su  delito 
tfendido,  ú  otro  semejante;  pero  si  cr' 
;  el  castigo  debe  tener  con  el  críir 
:ulo  racional,  que  su  aplicación  haya 
ada  como  el  medio  más  eficaz  de  ev 
icidencia  y  tranquilizar  á  los  espíritus 
Jos. 

*arece  que  el  legislador,  buscando  la 
1,  se  dejó  deslumhrar  por  la  analogía  i 
a  ó  aparente  de  la  expatriación  con  1 
1,  y  conceptúo  que  la  primera  derivab; 
uraleza  de  la  segunda;  parece  que  se  d 
fisor  de  la  patria,  alejarlo  de  la  patria: 
hallamos  lógica  semejante  deducción 
:rata  deque  el  traidor  sufra;  sino  de  c 
ho  infame  no  se  repita,  y  de  que  la  cor 
Iva  al  seno  de  la  sociedad  perturbada 
es  el  alejamiento  del  culpable  el  medí 
opiado  para  conseguir  tales  efectos, 
ntemente  el  expatríado  halla  en  su 
dencia  recursos  más  eficaces  para  i 


)  Quince  alios. 
)  Nueve  afios. 


mar  su  obra,  6  va  á  gozar  en  ella  el  fruto  de 
su  crimen,  sirviendo  de  permanente  amenaza 
a  la  tranquilidad  de  su  país.  Estas  no  son  su- 
posiciones gratuitas:  son  conceptos  basados  en 
la  experiencia.  La  posición  social  y  económi- 
ca en  que  de  ordinario  están  colocados  los  reos 
de  tan  repugnante  delito,  les  permite  casi  siem- 
pre continuar  su  labor  criminal. 

Alejado  el  traidor,  las  miradas  de  sus  com- 
patriotas le  siguen  recelosas  por  mucho  tiem- 
po, y  renace  la  alarma  al  más  leve  indicio  de 
su  vuelta  al  seno  de  la  patria. 

Esto  no  llena  los  fines  de  la  penalidad. 

Por  eso  los  países  que  admiten  la  pena  ca- 
pital, la  imponen  de  preferencia  á  los  traido- 
res, ó  cuando  menos  una  prisión  prolongada; 
como  hemos  visto  al  comparar  el  artículo  pre- 
cedente. 

Conceptuamos,  pues,  necesaria  una  reforma 
en  nuestro  Código,  aplicando  á  la  traición,  no 
la  pena  de  muerte,  cuya  legitimidad  no  admi- 
timos; pero  sí*  una  restrictiva  de  la  libertad  in- 
dividual, acompañada  de  multa. 

Remitimos  al  lector  al  articulo  io8  en  cuan- 
to á  la  comparación  de  penas. 

Art.  110.     Cometen  también  delito  de  traición: 
1  .^  Los  peruanos  que  favorezcan  la  toma  de 
ciudady  fortaleza j  embarcación ^   cuerpo  de  tropas  ó 
almacenes  de  parque: 

2.^  Los  pei'uanos  que  contribuyan  á  los  progre- 
sos del  enemigo  de  su  patria^  suministrándole  muni- 
ciones ú  otros  elementos  de  guerra: 
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5."  Los  peruanos  que  revelen  al  eaemíga  i 
das,  ó  le  proporcionen  documentos  que  conduzem 
rectamente  á  dañar  al  Perú.: 

4."  Los  peruanos  que  proporcionen  al  ene, 
planos  de  ciudad,  fortaleza,  puerto  ó  arsenal,  ó 
pas  del  terrilorio  que  hubiese  invadido  ó  tratasi 
invadir: 

5."  Los  peruanos  que  directamente  impida 
embaracen,  que  las  ciudades,  fortalezas,  puertos 
litares  ó  marítimos,  embarcaciones  ó  escuadras  ú 
Repüblica,  reciban  en  tiempo  de  guerra  los  aux 
necesarios,  las  noticias  ó  documentos  que  sean  ú 
á  la  causa  nacional. 

6."  Los  peruanos  que,  en  estado  de  guerra 
duzcan  oficiales,  soldados  ó  marineros,  para  qi 
pasen  al  enemigo  de  la  patria  ó  deserten  de  sus  > 
deras,  ó  cometan  cualquier  otro  acto  de  traición. 

Comentario.  Difieren  los  hechos,  materia 
este  articulo,  de  los  comprendidos  en  el  l 
en  que  los  primeros  son  cooperativos  de 
resolución  ya  adoptada  y  puesta  en  obra 
el  enemigó  del  Perú;  y  los  segundos  impoi 
iniciativa  propia  del  traidor.  Por  lo  menos 
estos  los  caracteres  predominantes  en  un 
otro  grupo;  si  bien  en  algunos  de  ellos  se  r 
algo  que  permita  incluirlos  en  la  otra  catega 
apartándolos  de  la  en  que  los  ha  inclu(d< 
legislador;  como  sucede  en  los  casos  de  los 
cisos  2.',  4.°  y  6."  del  artículo  108,  que  pre 
ponen  la  existencia  de  un  enemigo  en  camp; 
contra  la  independencia  ó  integridad  na< 
nales. 
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El  Código  belga  contiene  las  siguientes  dis- 
posiciones en  correspondencia  con  el  presente 
artículo: 

Serán  castigados  con  detención  perpetua: 

I,**  El  que  facilite  á  los  enemigos  del  Es- 
tado la  entrada  en  el  territorio  del  reino,  (art, 
115  inc.  I.**) 

2.°  El  que  les  haya  suministrado  recur- 
sos en  soldados,  hombres,  dinero,  víveres,  ar- 
mas 6  municiones,  (art.  id.  inc.  3.°) 

3.**  El  que  encargado  ó  instruido  oficial- 
mente ó  por  razón  de  su  empleo  del  secreto 
de  una  negociación  ó  de  una  expedición,  lo 
descubra  maliciosamente  á  una  potencia  ene- 
miga ó  á  sus  agentes;  pero  si  la  revelación  la 
hiciera  á  otra  potencia  cualquiera,  sólo  será  cas- 
tigado con  detención  de  10  á  15  años.  (art.  118) 

4.^  El  que,  encargado  por  virtud  de  sus 
funciones  del  depósito  de  planos  de  fortifica- 
ciones, arsenales,  puertos  ó  radas,  los .  entre- 
gue maliciosamente  á  una  potencia  enemiga  ó 
á  sus  agentes;  pero  si  los  entregare  maliciosa- 
mente á  cualquiera  otra  potencia,  sólo  será  cas- 
tigado con  detención  de  5  á  diez  años.  (art.  1 19) 
Los  particulares  en  los  mismos  casos  sufri- 
rán igual  pena  á  la  del  funcionario,  si  por  el 
fraude  ó  la  violencia,  la  corrupción  ú  otros  me- 
dios ilícitos  llegaron  á  obtener  los  planos;  pues 
si  los  hubiesen  conseguido  lícitamente,  sufri- 
rán detención  de  5  á  10  años,  cuando  los  en- 
treguen al  enemigo  ó  á  sus  agentes;  y  prisión 
de  3  meses  á  2  años,  cuando  los  entreguen  á 
cualquiera  otra  potencia,  (art  120) 


1 


Se  castigará  igualmente  con  detención  per- 
tua  al  que  haya  favorecido  en  el  reino  el 
unfo  del  enemigo  sobre  las  fuerzas  belgas 
mar  y  tierra,  corrompiendo  la  fidelidad  de 
;  ofíciales,  soldados,  marineros  ú  otros  elúda- 
nos contra  el  Rey  y  el  Estado. 
No  ha  previsto  este  Código  el  caso  de  trai- 
n  de  que  trata  el  inciso  5°  del  presente  ar- 
illo; en  cambio  considera:  i.°  los  del  mismo 
lito  cometidos  en  daño  de  una  potencia  alia- 
;  y  los  castiga  con  penas  iguales  á  las  que 
pone  á  los  que  traicionan  directamente  á 
Igica,  como  lo  hacen  los  demás,  según  veré- 
is después;  2°  los  de  ocultación  de  espías  ó 
dados  enemigos  enviados  de  descubierta,  y 
los  de  incendio  de  objetos  para  favorecer 
as  fuerzas  enemigas. 


El  Código  chileno  dispone,  respecto  de  los 

:hos   á   que   este    artículo  se    contrae,  que 

in  castigados  con  presidio  mayor  en  grado 

ximo  (i)  á  muerte: 

£1  que  facilitare  al  enemigo  la  entrada  en  el 

ritorio  de  la  República,  (art.  109  inc.  8°) 

Ei  que  como  práctico  dirigiere  al  ejército  ó 

nada  enemigos,  (art.  id.  inc.  8'^) 

al  que  les  suministrare  auxilio  de  hombres, 

ero,  víveres,  armas,  municiones,  vestuarios, 

ros,  caballerías,  embarcaciones   ü  otros  ob- 


:)  De  15  á  20  aHos. 
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jetos,  conocidamente  útiles  para  aquellos,  (art. 
¡d.  inc.  3.*") 

El  que  suministrase  al  enemigo  planos  de 
fortificaciones,  arsenales,  fuertes  ó  radas,  (art. 
id.  inc.  5°) 

Con  presidio  menor  en  cualquiera  de  sus 
grados  (i): 

El  que  haya  mantenido  con  los  subditos  ó 
ciudadanos  de  una  potencia  enemiga  corres- 
pondencia en  cifra  ü  otra  que  no  haya  tenido 
el  preciso  bbjeto  de  preparar  ó  acordar  un  ac- 
to de  traición,  si  de  esa  correspondencia  resul- 
tó que  el  enemigo  obtuviera  noticias  perjudi- 
ciales á  la  situación  militar  de  Chile,  (art.  112) 

Prescribe  además,  que  se  irnponga  la  ante- 
dicha pena  de  presidio  mayor  en  grado  máxi- 
mo á  muerte  al  que  impidiere  que  las  tropas 
de  la  República,  en  tiempo  de  guerra  extran- 
gera,  reciban  auxilios  de  caudales,  armas  mu- 
niciones de  boca  ó  de  guerra,  equipos  ó  em- 
barcaciones, ó  los  planos,  instrucciones  ó  noti- 
cias convenientes  para  el  mejor  progreso  de  la 
guerra  (art.  109,  inc.  10)  y  al  que  favoreciere 
el  progreso  de  las  armas  enemigas  en  el  terri- 
torio de  la  República  ó  contra  las  fuerzas  chi- 
lenas de  mar  y  tierra,  corrompiendo  la  fidelidad 
de  los  oficiales,  soldados  ó  marineros  ú  otros 
ciudadanos  hacia  el  Estado   (art.  id.,   inc,  4.°). 

Adiciona  el  Código  chileno  su  catálogo  de 
crímenes  y  delitos  contra  la  seguridad  exterior 
del  Estado  en  esta  forma: 


(f)  De  61  días  á  5  años. 
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«  Art.  io8.  Todo  individuo  que,  sin  pr 
der  á  nombre  y  con  autorización  de  una  po 
cia  extrangera,  hiciere  armas  contra  C 
amenazando  la  independencia  6  integridac 
su  territorio,  sufrirá  la  pena  de  presidio  pe 
tuo  á  muerte  ». 

«  Art.  109.  Será  castigado  con  la  pena 
presidio  mayor  en  su  grado  máximo  (1 
muerte;  .    ,    ,  » 

«  El  que  revelare  el  secreto  dp  una  ni 
ciación  ó  de  una  expedición:  » 

«  El  que  ocultare  ó  hiciere  ocultar  á 
espías  ó  soldados  del  enemigo  enviados  ; 
descubierta:  » 

a  El  que  diere  maliciosamente  falso  r 
bo  ó  falsas  noticias  al  ejército  ó  armada  di 
República:  » 

a  £1  proveedor  que  maliciosamente  f; 
re  á  su  deber  con  grave  daño  del  ejércit 
armada:  » 

«  El  que  por  cualquier  medio  hubiere 
cendiado  algunos  objetos  con  intención  de 
vorecer  al  enemigo.  » 

Impone  también  el  Código  chileno  pens 
presidio  mayor,  en  su  grado  medio  (2)  á 
sidio  perpetuo,  por  los  actos  de  traición  ce 
tidos  en  daño  del  aliado  de  la  República 
obra  contra  el  enemigo  común;  y  por  la  ten 
va  de  todo  chileno  para  pasar  á  país  enem 

(i)  De  15  á  20  años. 
(2)  De  10  á  15  años. 


I 
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cuando  lo  hubiere   prohibido  el   Gobierno,  la 
de  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo,  ^i) 


El  Código  español  trae  las  siguientes  pres- 
cripciones, en  relación  con  las  del  artículo  que 
comentamos: 

«  Art.  137.  Será  castigado  con  la  pena  de 
cadena  perpetua  á  muerte: 

I.®  El  español  que  facilitare  al  enemigo 
la  entrada  en  el  reino,  la  toma  de  una  plaza, 
puesto  militar,  buque  del  Estado  ó  almacenes 
de  boca  ó  guerra  del  mismo  *    .    .  » 

«  Art.  138.  Será  castigado  con  la  pena  de 
cadena  temporal  en  su  grado  máximo  (2)  á 
muerte:  .    .    . 

ce  3^*"  El  español  que  suministrare  á  las 
tropas  de  una  potencia  enemiga  caudales,  ar- 
mas, embarcaciones,  efectos  ó  municiones  de 
boca  ó  guerra  ú  otros  medios  directos  y  efica- 
ces para  hostilizar  á  España  ó  favorecer  el 
progreso  de  las  armas  enemigas  de  un  modo 
no^ comprendido  en  el  artículo  anterior.»  (137) 

4.*^  El  español  que  suministrare  al  enemi- 
go planos  de  fortaleza  ó  de  terrenos,  documen- 
tos ó  noticias  que  conduzcan  directamente  al 
mismo  fin  de  hostilizar  á  España  ó  de  favore- 
cer el  progreso  de  las  armas  enemigas:  » 

«  5.**  El  español  que  en  tiempo  de  guerra 
impidiere  que  las  tropas  nacionales  reciban  los 


(i)  De  61  días  á  $  años. 

(3)  De  17  años  4  meses  y  i  día,  á  20  años. 
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expresados  en  el  número  3."  ó  ! 
ticias  indicados  en  el  número  4^ 

137.  Serán  castigados  con  I: 
la  perpetua  á  muerte:  .  .  . 
'  El  español  que  sedujere  trop: 
\ae  se  hallare  al  servicio  de  £ 
i  se  pase  á  las  fílas  enemigas  ó  c 
landeras  estando  en  campaña.  » 
Jera  también  como  actos  de  tr 
tar  en    España  gente  para  ha 

la  patria  bajo  la  bandera  de  u 
nemiga,  ó  para  el  servicio  dt 
no  sea  para  que  tome  parte  en 
ra  España:  2°  practicar  con  d 
:ncia  aliada  de  ésta,  actos  que  t 
tra  España  merecen  tal  califi 
que  dicha  potencia  esté  en   Ca 

enemigo  común;  3.°  autorizar, 

de  la  Corona,  decreto  admitien 
angeras  en  el  reino,  ó  ratificandc 
ilianza  ofensiva,  sea  que  hayan 
[uerra  de  España  con  otra  pot( 
a  hayan  producido,  ó  ratiñcandc 
[ue  se  estipulare  dar  subsidios 

extrangera. 

de  estos  delitos  lo  castiga  con  1 
.  á  muerte,  si  el  reclutamiento  e 
guerra  (art  137  inc.  3.'*)  y  con  1 
I  en  su  grado  máximo  (i)  á  n 
re  con  este  fin  (art.  138  inc  2,°) 
con  las  penas  inferiores  en  un 

[  7  Afios,  4  meses  y  i  día  á  30  afios. 
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á  las  respectivamente  señaladas  para  los  mis- 
mos actos  cuando  dañan  directamente  á  la 
patria;  y 

El  3^  con  cadena  perpetua  á  muerte,  en  el 
primer  y  segundo  casos;  y  con  cadena  tempo- 
ral en  su  grado  medio  (i)  á  cadena  perpetua 
en  los  demás. 


El  Código  francés,  considera  también,  y 
castiga,  en  la  forma  que  vamos  á  ver,  los  actos 
siguientes: 

Si  las  correspondencias  de  que  habla  el  ar- 
tículo 77  (citado  al  comparar  el  artículo  ante- 
rior) sin  tener  por  objeto  uno  de  los  crímenes 
indicados  en  él,  hubiesen  tenido  sin  embargo 
como  fin  suministrar  á  los  enemigos  instruc- 
ciones perjudiciales  á  la  situación  militar  ó  po- 
lítica de  la  Francia  ó  de  sus  aliados;  los  que 
hubiesen  sostenido  esta  correspondencia  serán 
condenados  á  prisión;  sin  perjuicio  de  una  pe- 
na más  fuerte  en  el  caso  en  que  dichas  ins- 
trucciones hubiesen  sido  consecuencia  de  un 
acuerdo  constituitivo  de  un  hecho  de  espiona- 
f  je.  (art.  78) 

Será  castigado  con  la  pena  de  muerte  todo 
funcionario  público,  agente  del  Gobierno  ó 
cualquiera  otro  individuo,  que  estando  encar- 
gado ó  instruido  oficialmente,  ó  en  razón  de 
su  estado,  del  secreto  de  una  negociación  ó 
de  una  expedición,  lo  entregare  á  los  agentes 


(i)  De  14  afíos,  8  meses  y  i  día  á  1 7  afíos  4  meses. 
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de  una  potencia  extrangera  6  al  enemigo,  (ai 
8o) 

Todo  funcionario  público,  agente  ó  persoí 
constituida  en  autoridad  de!  Gobierno  encí 
gada,  por  razón  de  sus  funciones,  del  depósi 
de  los  planos  de  fortiñcaciones,  arsenale 
puertos  ó  radas,  que  entregare  dichos  plan< 
ó  alguno  de  ellos  al  enemigo  ó  á  los  agent< 
de  una  potencia  extrangera,  será  condenado 
muerte;  mas  la  pena  será  prisión  si  la  entrej 
la  hubiere  hecho  á  los  agentes  de  una  pote 
cia  neutral  ó  aliada,  (art.  8i) 

El  que  por  la  corrupción,  fraude  ó  violenc 
sustrajere  dichos  planos  y  los  entregare 
enemigo  ó  á  los  agentes  de  una  potencia  e 
trangera,  será  castigado  como  el  funcionario 
agente  mencionado  en  el  articulo  anterior 
.según  las  distinciones  en  él  establecidas;  peí 
si  se  encontrare  dichos  planos  sin  haber  t 
daviá  hecho  mal  uso  de  ellos  en  poder  de 
persona  que  los  hubiera  sustraído,  la  per 
aplicable  será  la  de  deportación,  en  el  primí 
caso  del  articulo  8i;  y  prisión  de  a  á  5  año 
en  el  segundo,   (art.  82) 

El  que  hubiere  ocultado  ó  hecho  ocultar 
los  espias  ó  soldados  enemigos,  enviados  p.ii 
hacer  reconocimientos,  y  los  hubiese  reconoc 
do  como  á  tales,  será  condenado  á  muert 
C^rt.  83)  

El  Código  italiano  castiga  con  prisión 
reclusión  de  i  á  5  años  y  multa  de  2,000  ür; 
la  revelación  de  secretos  políticos  ó  militan 
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concernientes  á  la  seguridad  del  Estado,  ya 
sea  comunicándolos,  ya  publicando  documeu- 
tos  ó  actos,  diseños,  planos  ú  otros  informes 
relativos  al  material,  fortificaciones  ú  operacio- 
nes militares  ó  facilitando  de  cualquier  otro 
modo  su  conocimiento;  aumenta  la  prisión  ó 
reclusión,  señalándole  el  mínimun  de  3  años 
y  la  multa  á  4,ooQ|liras,  si  la  revelación  se  ha- 
ce á  un  estado  extrangero  ó  á  sus  agentes; 
eleva  la  reclusión  ó  prisión  desde  5  hasta  15 
años,  y  la  multa  á  5,000  liras,  si  se  hace  á  un 
Hslaüo  enemigo,  en  guerra  contra  Italia,  ó  la 
revelación  altera  las  relaciones  amistosas  de 
esta  con  un  gobierno  extrangero;  y  recarga  la 
pena  en  una  tercera  parte,  si  el  culpable  estaba 
en  posesión  del  secreto  por  razón  de  su  em- 
pleo, ó  si  llegó  á  apoderarse  de  él  con  violen- 
cia ó  engaño,   (art.  107) 

Los  artículos  108  y  109  del  mismo  Código 
reducen  la  pena  á  los  que  hayan  obtenido  el 
secreto  de  distinto  modo  á  los  anteriormente 
expresados,  y  á  los  empleados  ó  funcionarios 
que  por  descuido  ó  imprudencia  lo  hubieren 
dejado  conocer. 

Al  que  indebidamente  levante  planos  de  for- 
tificaciones, naves,  establecimientos,  vías  ú 
obras  militares,  ó  con  este  fin  se  introduzca 
clandestinamente  ó  con  engaño  en  dichos  lu- 
gares, cuyo  acceso  esté  vedado  al  público,  le 
castiga  con  reclusión  ó  prisión  de  6  á  30  me- 
ses y  'multa  de  100  á  3,000  liras;  y  por  el  sólo 
hecho  de  entrar  clandestinamente  ó  con  enga- 
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dichos  lugares,  con  prisión  hasta  < 
[art  no) 

que  sea  infíel  al  mandato  que 
ido  del  Gobierno  para  tratar  con 
is  de  Estado,  haciéndolo  en  térm 
diquen  los  intereses  públicos,  le 
á  12  años  de  reclusión  ó  prisi 
r 

que  en  daño  de  una  potencia  : 
para  hacer  la  guerra  ó  en  tic 
comete  los  delitos  expresados  ( 
»  io6  y  siguientes,  le  impone  la: 
3  que  si  hubieran  sido  cometido 
.  (art  112) 

articulo  1 14  dispone  que  el  ciu( 
ngero  residente  en  el  reino  que, 
:  guerra,  suministre  directa  ó  i 
e  al  Estado  enemigo,  ó  á  sus 
siones  ú  otros  medios  que  pue 
:  en  daño  del  Estado  italiano,  sea 
on  la  pena  de  1^5  años  de  1 
sión,  y  multa  de  1,000  á  5,000  lira 

1. 111.  Loa  reos  comprendidos  en  i 
2°  del  artículo  anterior,  serán  com 
nación  en  segundo  grado;  y  los  der, 
\ción  en  primer  grado,    (i) 

nentario.  Repetimos  en  este  lug 
onsideraciones  que  hemos  hech< 

6  y  3  afios  respectivamente. 
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tando  el  artículo  109.  Sólo  al  legislador  pe- 
ruano se  le  ha  ocurrido  expatriar  á  los  traido- 
res, castigados  en  todas  partes  con  la  muerte 
ú  otras  penas  en  alto  grado  rigurosas.  Un 
destierro  de  3  á  6  años  para  el  infame  que 
asociándose  á  los  enemigos  de  su  patria  ha  so- 
metido á  ésta  á  todas  las  horrorosas  conse- 
cuencias de  la  guerra,  es  una  pena  irrisoria,  con- 
tra la  que  protestan  los  más  elementales  princi- 
pios de  la  ciencia  penal.  Más  lógica  revela  el 
Código  argentino  no  acordándose  de  la  trai- 
ción: considera  sin  duda  este  atentado  tan 
grave,  que  no  acepta  pueda  ser  cometido  por 
nadie,  apesar  de  que  la  historia  de  los  pueblos 
está  desmintiendo  esa  ilusión  de  espíritus  pa- 
triotas hasta  la  candorosidad. 

Para  la  comparación  de  las  penas  señaladas 
en  este  artículo  del  Código,  remitimos  al  lec- 
tor á  la  contenida  en  el  artículo  precedente. 

Art.  112.     En  caso  de  reincidencia^  durante  la 
condena^  los  reos  comprendidos  en  el  artículo  108,  se- 
rán penados  con  penitenciaría,  y  los  comprendidos 
en  el  artículo  110,  con  cárcel,  por  igual  tiempo  al 
de  la  primitiva  condena. 

Comentario.  Hallamos  cierta  implicancia  en- 
tre las  disposiciones  de  este  artículo  y  la  del 
64  de  este  mismo  Código,  según  la  cual,  el 
que  quebrante  la  pena  de  expatriación  debe 
ler  obligado  á  cumplir  su  condena  después  de 
sufrir  3  meses  de  arresto.  Es  evidente  que, 
para  reincidir  en  el  delito  durante  la  condena, 
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hay  necesidad  de  quebrantar  esta 
al  territorio  de  la  República;  y  qu( 
so,  se  hace  incompatible  el  cumpl 
un  artículo  con  el  del  otro. 

Si  se  objetare  que  la  disposición 
je  en  el  caso  de  no  haber  quebranl 
condena,  es  decir,  en  el  de  no  habt 
traidor  al  seno  de  la  patria;  surge  '. 
lldad  de  cumplirlo,  puesto  que  no 
encerrado  en  la  penitenciaría  ó  en 
que  no  está  al  alcance  de  la  polic 
por  hallarse  en  el  extrangero. 

La  única  interpretación  que  per 
liar  las  prescripciones  de  los  artíci 
'4-')  57.  64  y  112  de  este  Códig 
se  desprendería  de  las  declaración 
tes: 

i'  La  reincidencia,  tratándos 
que  se  castigue  con  expatriación,  c 
to  ó  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
deja  de  ser  circunstancia  agravante 
tituir  un  delito  independiente  poi 
se  aumentará  un  simple  término  dt 
al  que  la  ley  señalará  pena  especial 
2^  Cuando  el  condenado  á  í 
lo  fuere  por  delito  de  traición;  tam| 
en  el  caso  de  quebrantamiento  de 
las  penas  correspondientes  á  los  d 
triados  y  á  los  conñnados  y  sujete 
lancia  de  la  autoridad;  sino  que  la  1 
Igualmente  para  ellos  penas  especi 

Estas  excepciones,  que  vienen  á 
en  cierto  modo  los  principios  gen 
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blecidas  en  el  pí-imer  libro  del  Código,  desme- 
jorando notablemente  el  plan  en  alto  grado 
artístico  y  lógico  que  tomó  del  español;  na- 
cen, á  nuestro  modo  de  ver,  de  la  lenidad  con 
que  se  castiga  un  delito  que  tanto  horror  ins- 
pira á  todo  corazón  patriota,  como  lo  hacíamos 
notar  comentando  el  artículo  io.°  Al  traidor 
encerrado  en  la  cárcel  ó  en  la  penitenciaría  no 
le  sería  fácil  la  reincidencia;  y  en  el  caso  de 
incurrir  en  ella,  el  legislador  no  se  vería  forza- 
do á  pasar  por  inconsecuencias  con  sus  pro- 
pios principios:  le  bastaba  prolongar  la  priva- 
ción de  libertad  por  un  término,  sin  necesidad 
de  contrariar  lo  mandado  en  el  artículo  57. 


El  Código  argentino,  ya  lo   sabemos,   no 
habla  del  delito  de  traición. 


El  Código  belga  impone,  como  lo  hemos 
visto,  penas  restrictivas  de  la  libertad  indivi- 
dual; y  no  hace  de  la  reincidencia  motivo  para 
disposiciones  excepcionales,  como  se  observa 
en  el  nuestro.  El  reincidente  en  actos  de  trai- 
ción está  sujeto  á  las  prescripciones  del  cap. 
V.  del  libro  primero  de  dicho  código,  que  fija 
reglas  generales  para  la  imposición  de  la  pena 
al  que  después  de  condenado  por  un  delito 
vuelve  á  cometerlo,  ó  perpetra  otro  que  me- 
rezca igual  ó  mayor  castigo. 
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El,  Código  chileno,  que  castiga  con 
dad  la  traición,  aunque  no  le  aplica  es 
bre,  pero  la  considera  entre  los  deli 
comprometen  la  seguridad  exterior  y 
nia  del  Estado,  permitiendo  aún  la  ap 
de  la  pena  de  muerte;  nada  estatuye  | 
caso  de  reincidencia.  No  ha  caído  en  < 
de  expulsar  del  territorio  á  los  traído 
pone  en  presidio  ó  cárcel,  sin  dejarles 
bilidad  de  inquietar  íí  su  patria  con 
maquinaciones. 

El  Código  espaSol  describe  y  pena, 
artículos  136  á  143,  los  actos  que  con 
traición;  y  como  emplea  igual  severic 
que  advertimos  en  el  chileno;  omite,  c 
la  designación  de  pena  para  los  traidor 
cídentes. 

El  Código  francés,  severo  con  los  tr 
hasta  castigarlos  casi  siempre  con  la  r 
se  halla  en  el  mismo  caso  que  los  an 
tados. 

El  Código  italiano  que,  en  el  mayor 
ro  de  casos,  los  encierra  á  perpetuií 
dándoles  lugar  á  reincidir;  y  que,  para 
reincidencia  en  cualquier  delito,  ha  esta' 
las  prescripciones  generales  de  sus  ai 
80  á  84;  no  ha  necesitado  hacer  una  c 
como  la  nuestra. 

ArL  113.     Los  empleados  de  la  Repúbl 
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tjicwran  en  cualquiera  de  los  delitos  expresados  en 
los  artículos  108  y  110,  además  de  la  pena  señala- 
day  sufrirán  la  destitución  de  sus  empleos. 

Comentano.  Conceptuamos  innecesario  este 
articulo;  porque  si  las  penas  de  los  traidores  han 
de  ser  expatriación,  penitenciaría  ó  cárcel,  que 
llevan  consigo  inhabilitación  absoluta,  según  los 
artículos  35,  36  y  37;  era  demás  advertir  que 
han  de  sufrirla  los  condenados  á  ellas,  en  este 
caso  especial.  La  pérdida  del  empleo,  recuér- 
dese bien,  es  uno  de  los  efectos  legales  de  la 
inhabilitación  absoluta,  (art  79) 


El  Código  belga  no  habla  expresamente  de 
destitución  de  los  empleados  públicos  que  se 
hagan  reos  de  traición;  pero  los  condena  en 
sus  artículos  118  y  119  á  detención  temporal 
ó  perpetua,  penas  que,  jsegún  los  artículos  31 
y  32  de  dicho  código,  llevan  consigo  la  inter- 
dicción del  derecho  de  desempeñar  funciones, 
empleos  ó  cargos  públicos.  No  cae,  pues,  en 
la  redundancia  que  hacemos  notar  en  el  nues- 
tro. 

El  Código  chileno  aplica  la  pena  de  muerte 
al  empleado  público  en  los  casos  de  verdadera 
traición  (inc.  13  art.  109)  ó  le  encierra  en  pre- 
sidio de  5  á  20  años  si,  no  teniendo  ánimo  de 
traicionar,  se  ha  comunicado  con  los  subditos 
de  la  potencia  enemiga,  y  por  ese  medio  ha 
llegado  esta  á  adquirir  noticias  perjudiciales  á 


\ 
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uación  militar  de  Chile;  eticierrc 
inhabilitación  absoluta  perpétuj 
babla,  pues,  de  destitución  de  le 
traidores;  ni  era  necesario,  por 
tución   fluye   de  la  pena   princip 


.  Código  español  no  distingue, 
la  traición,  entre  empleados  y 
f  como  sus  penas  son  de  muerl 
étua  ó  temporal  y  presidio,  que  l 
inhabilitación  absoluta;  tampoco 
tuciones  para  los  primeros.  Solo 
s  que  comprometen  la  paz  ola  inc 
el  Estado,  ejecutando  bulas,  bre' 
Ds  de  la  corte  pontificia,  ú  órd 
len  de  gobierno  extrangero  y  ( 
ranía  de  aquel;  dispone,  que  si 
leran  cometidos  por  algún  funcic 
,  abusando  de  su  carácter  oficia 
a  y  perpetuamente  inhabilitado,  a 
■  las  penas  que  corresponden  s 
jIos  [44  y  145,  cuyo  tenor  daré 
r  al  comparar  el  artículo  116  del 

S°'  .  . 

imo  la  prisión  correccional,  segú 

62  del  código  español,  no  proc 
ción,  no  se  puede  tachar  á  ésta 
en  la  redundancia  que  venimí 
y. 

Código  francés  castiga  indisti 
as  mismas  penas  los  actos  de  trai 
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cometidos  por  funcionarios  ó  por  particulares; 
y  solo  hace  mención  de  los  primeros,  cuando 
el  delito  consista  en  la  entrega  de  planos  dfe 
fortaleza,  puerto,  rada,  etc.  al  enemigo,  ó  á  los 
agentes  de  una  potencia  neutral  ó  aliada-;  y  co- 
mo en  el  primer  caso  les  impone  pena  de  muer- 
te, y  en  el  segundo,  la  de  prisión,  que  produce 
la  degradación  cívica  (art.  28,)  acompañada, 
entre  otros  efectos,  de  la  destitución  de  todo 
empleo  ó  cargo  público;  no  donsigna  disposi- 
ción análoga  á  la  del  artículo  que  comentamos. 


El  Código  italiano  procede  casi  del  mismo 
modo  que  el  francés:  no  menciona  especial- 
mente á  los  empleados  ó  funcionarios,  sino  pa- 
ra hacerles  cargo  de  ciertos  delitos  que  de- 
ben considerarse  privativos,  por  cuanto  solo 
pueden  ser  cometidos  por  ellos;  como  la  entre- 
ga de  diseños,  planos  ó  documentos,  la  revela- 
ción de  secretos  de  que  el  culpable  hubiere 
estado  en  posesión  por  razón  de  su  empleo,  y 
la  infidelidad  al  mandato,  si  tenía  el  encargo  de 
tratar  con  gobierno  extrangero;  mas  no  agrega 
á  la  pena  principal  la  destitución.  Esa  pena, 
por  lo  general  es:  trabajos  forzados  perpetuos, 
reclusión  que  fluctúa  entre  cinco  y  veinte  años, 
prisión  de  varios  meses  y  multas  hasta  de  cin- 
co mil  liras;  y  en  los  casos  de  delincuencia  de 
funcionarios  ó  empleados,  reclusión  ó  prisión 
de  seis  años  y  ocho  meses  á  diez  y  ocho  años, 
y  multas  que  también  ascienden  hasta  cinco  mil 
liras.     Como  los  trabajos  forzados  producen  la 
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ón  perpetua,  lo  mismo  que  i 
ion  por  mas  de  5  años  (art.  3] 
;on  menor  pena  el  descuido  e 
senos,  planos,  documentos,  e 
digo  italiano  no  ha  creído  n 
la  redundancia  que  critican 

.  Los  extrangeros  que  ataquer 
soberanía  de  la  nación ,  por  ■ 
expresados  en  los  artículos  IC 
¡ciliados,  sufíiián  la  viisma  per 
I  si  son  transeúntes,  serán  co 
'.nie  á  la  pena  impuesta  a  los  re\ 
isminuida  en  dos  grados. 

io.     Aún    cuando  para  los 

0  es  lo  mismo  el  extrangero 
:  el  simplemente  domicilia 
primero  goza  de  derechos  f 
stricciones  que  lasexpresam 
)r  la  constitución  y  las  lej 
olo  puede  ejercer,  á  mas  d( 
|ue  se  derivan  de  la  calidad 
jenal  los  equipara  en  la  ¡m 

1  y  los  coloca  al  nivel  de  los 
mismo  fin. 

ndese  á  primera  vista  el  m 
ación,  respecto  del  extrange 
i\  ha  adoptado  la  patria  pe 
isi  los  mismos  deberes  que 
dadanos.  En  cuanto  al  me 
j,  conservando  su  nacional 
también  se  justifica;  porqu* 
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ción  de  domicilio  es  una  naturalización  tácita, 
que  vincula  los  intereses  y  el  bienestar  del 
vecino  extrangero  á  los  intereses  y  el  bienes- 
tar de  la  sociedad  en  cuyo  seno  se  ha  estable- 
cido; y  un  acto  de  traición  cometido  por  aquel 
supone  un  estado  moral  tan  semejante  al  que 
para  lo  mismo  se  requiere  en  un  peruano,  que 
la  distinción  no  puede  hacerse  sin  argumentos 
sutiles. 

La  comparación  del  peruano  y  del  extrange- 
ro transeúnte,  descubre  sin  duda  grandes  di- 
ferencias entre  ambos;  y  no  hay  dificultad  para 
afirmar  que  en  el  caso  de  traición  deben  ser 
tratados  de  muy  diverso  modo;  pero  ;se  ha 
puesto  la  ley  en  el  verdadero  terreno  del  dere- 
cho, al  imponer  al  segundo,  por  el  primer  de- 
lito, pena  tan  grave  como  la  que  aplica  al  pe- 
ruano sólo  en  caso  de  reincidencia? 

Cuando  al  nacional  impone  expatriación,  al 
extrangero  reincidente  le  impone  penitenciaría 
6  cárcel;  y  basta  la  inspección  de  la  escala  penal, 
establecida  por  el  artículo  23,  para  calcular  la 
distancia  que  media  entre  ambas,  y  convencer- 
se de  que  nuestros  legisladores  rindieron  tam- 
bién tributo  á  la  debilidad  humana,  dejándose 
arrastrar  por  ese  sentimiento  de  venganza  que 
inspiró  las  legislaciones  antiguas,  haciéndolas 
crueles  y  repugnantes. 

Medítese  en  los  fines  prácticos  y  legítimos 
de  la  pena;  y  se  verá  sin  dificultad  que  mayor 
alarma  social  produce  la  traición  del  ciudadano, 
que  la  del  huésped  que  viene  cautelosamente  á 
poner  por  obra  el  plan  de  invasión  de  que  es 
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isalariado;  que  mayores  males 
hace  en  efecto  el  desnaturalizac 
tria,  conociendo  en  sus  menore 
accidentes  de  su  suelo,  sus  re< 
lentos  de  defensa,  los  secretos 
ma;  que  no  el  que  de  fuera  Ueg 
averiguar  lo  que  conviene  á  la  i 
sus  siniestras  miras.  Planteado  i 
que  es  el  del  Derecho  penal,  < 
el  castigo,  para  el  caso  especi; 
pa;  la  razón  halla  justificable  1; 
de  pena;  pero  precisamente  en  e 
al  que  nuestro  Código  ha  seguii 
isito,  tal  vez,  de  desquitarse  de 
,  que  procede  el  extrangero  qu 
3  simpatias  por  el  pats,  viene  á  se 
lidoramente,  y  á  hundir  el  pufia 
de  quien  le  dió  hospitalidad  ger 
.  desigualdad,  no  es  el  rigor  p 
:ro  lo  que  debe  asegurar  contra 
)rpresas;  sino  la  cautela  para  adr 
ue  ella,-  la  vigilancia  de  una  dil 
Contra  la  traición  del  ciudada 
garantía  que  una  penalidad  rig 
aplicación  inflexible  calmará  la  i 
;Íedadque,  en  presencia  de  seme 
os,  cree  extinguido  el  patríotism 
rastrada  irremisiblemente  á  una 


JDiGo  BELGA,  para  la  imposición 
r  delito  de  traición,  no  distingue 
es  y  extrangeros,  sino  para  elso 
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de  haber  hecho  armas  contra  Bélgica:  no  con- 
sidera delincuentes  mas  que  á  los  primeros; 
como  es  natural. 

El  Código  chileno  se  conduce  respecto  á 
este  delito  del  mismo  modo  que  el  belga;  y  su 
articulo  io6  dispone  que  el  extranjero  que  in- 
dujere á  otra  potencia  á  declarar  la  guerra  á 
Chile  solo  sea  castigado  si  delinquiere  en  el 
territorio  chileno;  pero  declara  punible  la  trai- 
ción del  nacional,  aunque  maquinare  contra 
Chile  fuera  del  país. 


El  Código  español  no  distingue  expresa- 
mente entre  los  extrangeros  avecindados  y  los 
transeúntes;  habla  en  general  de  extrangeros 
residentes  en  territorio  español  que  cometan 
actos  de  traición  como  se  ve  por  la  trascripción 
siguiente. 

«  Art.  140.  El  extrangero  residente  que  co- 
metiere alguno  de  los  delitos  comprendidos  en 
los  artículos  anteriores  (136  á  139)  será  casti- 
gado con  la  pena  inmediatamente  inferior  á  la 
señalada  á  éstos,  salvo  lo  establecido  por  tra- 
tados ó  por  el  derecho  de  gentes  acerca  de  los 
funcionarios  diplomáticos,  d 

Nótese  desde  luego  que  el  legislador  espa- 
ñol ha  tomado  criterio  distinto  del  que  ha  ser- 
vido al  legislador  peruano,  para  apreciar  la 
gravedad  de  la  traición,  según  que  sea  cometi- 
da por  un  nacional  ó  por  un  extrangero;  y  que 
ha  cuidado  de  salvar  de  la  jurisdicción  penal  de 

8 
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la  ilación  á  los  agentes  diplomático! 
niquen  á  una  potencia  enemiga  no 
vorables  á  la  situación  militar  de 
tiempo  de  guerra;  salvedad  que  ei 
ría  en  nuestro  Código,  por  cuant 
procedimientos  no  incluye  entre  h 
sujetas  á  la  jurisdicción  penal  de  1; 
á  los  Representantes  de  las  nacic 
geras. 

El  Código  Francés,  por  el  carác 
de  las  disposiciones  que  contiene,  e 
modo  de  castigar  el  delito  de  traici 
mite  distinguir  entre  nacionales  y  e 
ni  prescribe  recargar  la  pena  de  es 
cuando  sean  transeúntes. 


El  Código  italiano  castiga  coi 
por  quince  años,  cuando  menos,  a 
que  haga  armas  contra  el  Estado  s 
goce  de  la  ciudadanía  ó  la  perdió 
entrado  al  servicio  militar  de  un  est 
gero;  y  con  reclusión  ó  prisión  de 
años,  sí  antes  de  cometer  el  delito  1: 
do  ese  derecho  por  cualquiera  c 
(Art.  105.) 

Al  que  en  tiempo  de  guerra  su 
recta  ó  indirectamente  provisiones  1 
dios  que  puedan  volverse  en  daño 
italiano,  le  castiga  con  reclusión  6 
uno  á  cinco  años  y  multa  de  mil   i 
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liras  sea  ciudadano  ó  extrangero  residente   en   el 
niño. 

Para  los  demás  actos  que  importen  delito 
contra  la  patria,  no  distingue  á  los  ciudadanos 
de  los  extrangeros  ni,  entre  éstos,  á  los  resi- 
dentes de  los  transeúntes. 

Árt.  115.  El  peruano  que  llamado  legalmente 
á  un  servicio  público  en  tiempo  de  guerra  exterior ^ 
huyere  ó  rehusare  obedecer  sin  justa  causa^  será  cas- 
tigado  con  arresto  mayor  en  segundo  grado  (i)  sin 
perjuicio  de  ser  compelido  á  prestar  el  servicio. 

Comentario.  El  artkulo  36  de  la  Constitu- 
ción impone  á  todos  los  peruanos  la  obligación 
de  servir  á  la  patria,  con  su  persona  y  bienes, 
del  modo  y  en  la  proporción  que  señalan  las 
leyes.  Esa  obligación  es  cumplida  enrolándo- 
se en  la  Guardia  Nacional  ó  en  el  Ejército  de 
linea,  ó  desempeñando  cargos  concejiles,  ó 
pagando  las  contribuciones:  pero  como  las  le- 
yes orgánicas  y  los  reglamentos  respectivos 
prescriben  los  medios  que  se  debe  emplear 
contra  los  que  rehuyan  tal  cumplimiento;  cree- 
mos que  este  artículo  se  refiera  á  servicios 
personales  ó  pecuniarios  extraordinariamente 
exijidos  á  un  determinado  ciudadano  en  tiem- 
po de  guerra,  si  bien  es  cierto  que  en  tal  caso 
no  se  podría  decir  que  el  llamamiento  era  le- 
eal. 

Desconsuela,  sin  duda,  que  haya  ciudadano 


(i)  Dos  meses. 
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tan  desprovisto  de  patriotismo,  que  pudiendo 
contribuir  eficazmente  á  la  salvación  de  la  Re- 
>üblice,  en  caso  de  peligro  común,  se  ausente 

se  niegue  á  prestar  el  contingente  que  de  él 
se  solicite;  pero  esa  miseria  de  alma  no  consti- 
tuye delito;  porque  no  puede  haber  ley  que 
imponga  deberes  exclusivos  á  una  sola  perso- 
na. Para  el  egoista,  en  el  caso  que  supone- 
mos, hay  una  sanción  moral;  el  desafecto  de 
sus  compatriotas. 

Hacer  servir  al  mal  ciudadano,  contra  su  vo- 
luntad, es  conformarse  con  una  cooperación 
deficiente,  ó  ponerle  en  peligro  de  hacerse  ver- 
daderamente traidor. 

Los  códigos  que  con  el  nuestro  compara- 
mos, guardan  silencio  en  este  punto. 


TITULO  2.^ 

DE   LOS  DELITOS  QUE  COMPROMETEN   LA  INDEPEN- 
DENCIA DEL  ESTADO 

Art.  116.  Comprometen  la  independencia  del 
Estado: 

1.^  Los  qtie  ejecuten  oficialmente  en  la  Repú- 
blica^ bula^  breve  ó  rescripto  pontificio^  ó  les  den  cur- 
sOf  sin  cumplir  con  los  requisitos  que  las  leyes  pres- 
criben. 

2.^    Los  que  oficialmente  ejecuten  cualquiera  or- 
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den  de  un  gobierno  extrangero,  que  ofenda  á  la  sobe- 
ranía del  Estado. 

Comentario.  Los  requisitos  á  que  se  refiere 
el  inciso  I.®  de  este  artículo,  son: 

I .''  Presentación  del  despacho  al  Suprem  o 
Gobierno,  para  que,  en  uso  de  sus  atribuciones 
constitucionales,  le  conceda  el  correspondiente 
pase; 

2.^    Beneplácito  déla  Representación  Na 
cional  para  que  el  Gobierno  haga  la  conce- 
sión: 

3.*  Audiencia  de  la  Corte  Suprema,  cuan- 
do la  materia  sobre  que  recae  el  despacho  se  a 
contenciosa. 

El  Gobierno,  para  otorgar  el  pase,  oye  ordi- 
nariamente al  Ministerio  Fiscal,  á  fin  de  que 
éste  exponga  si  la  bula,  breve  ó  rescripto  pre- 
sentado compromete  el  patronato  nacional  ó 
alguna  de  las  regalías  de  que  el  Estado  se  ha- 
lla en  posesión,  como  concedidas  á  los  Reyes 
de  España. 

Cuando  interviene  la  Corte  Suprema,  oye 
igualmente  á  dicho  Ministerio. 


Comprometería  la  independencia  del  Estado, 
ofendiendo  su  soberanía,  el  funcionario  que,  por 
mandato  de  gobierno  extrangero  y  sin  orden  de 
las  autoridades  nacionales  llamadas  á  conceder 
6  denegarla  extradicción  de  un  reo,  aprehendie- 
se y  remitiera  á  éste  á  disposición  de  dicho  go- 
bierno; ó  por  encargo  de   semejante  origen 


posesión  de  bienes  situ 
i  persona  que  aquél  des 
gobierno  extraño  prac 
acto  oficial  que  la  Cor 
ngan  sometido  á  determ 
con  olvido  de  éstas, 
litos,  como  del  tenor  Uto 
prende,  son  peculiares  d' 
ero  y  funcionarios  y  em] 
i  sólo  á  éstos  es  dada  la  e 
¡antes. 

ICOS  ARGENTINO  Y    BELGA 

a  disposición  á  este  resf 


30  CHiLENu  no  considera 
dependencia  ó  soberanía 
1  de  bulas,  breves  y  resc 
o  sí  la  de  órdenes  eman: 
ano:  su  articulo  ii8  dio 
n  la  República  cualesq 
siciones  de  un  gobierno  i 
n  la  independencia  ó  sej 
urrirá  en  la  pena  de  ext 
US  grados  mínimo  á  mee 
jue  no  restringe  su  pi 
estro  lo  hace,  á  las  ejec 
cial. 

K)  espaRol,  en  su  artícul 

lias  á  3  afios. 
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tíga  coft  extrañamiento  temporal,  (i)  al  Minis- 
tro eclesiástico  que,  en  el  ejercicio  de  su  cargo, 
publicare  ó  ejecutare  bulas,  breves  ó  despachos 
de  la  corte  pontificia,  ú  otras  disposiciones  ó 
declaraciones  que  atacaren  la  paz  ó  la  indepen- 
dencia del  Estado,  ó  se  opusieren  á  la  obser- 
vancia de  sus^  leyes  ó  provocaren  su  inobser- 
vancia; y  con  prisión  correccional,  en  sus  gra- 
dos mínimo  á  medio,  (2)  y  multa  de  250  á 
2,500  pesetas,  al  lego  que  las  ejecutare. 

Según  el  art  145,  el  que  introdujere,  publi- 
care ó  ejecutare  en  el  reino  cualquiera  orden, 
disposición  6  documento  de  un  gobierno  ex- 
trangero,  que  ofenda  á  la  independencia  ó  se- 
guridad del  Estado,  será  castigado  con  las  pe- 
nas de  prisión  correccional  (3)  y  multa  en  los 
mismos  grados  y  cantidades,  á  no  ser  que  de 
este  delito  se  sigan  otros  más  graves,  en  cuyo 
caso  será  penado  como  autor  de  ellos. 


El  Código  francés  solo  contiene  las  siguien- 
tes disposiciones  en  relación  con  el  artículo  que 
nos  ocupa. 

«  Art.  207.  Todo  Ministro  de  un  culto  que 
hubiere  sostenido  una  correspondencia,  en  ma- 
teria de  religión  con  una  Corte  ó  Potencia  ex- 
trangera  sin  haber  informado  previamente  de 
ella  al  Ministro  de  la  República  encargado  de 


(i)  De  12  años  y  un  día  á  20  afios. 

De  6  meses  y  x  día  á  4  afios  y  2  meses. 
Id.     id. 


(2) 
(3) 
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la  vigilancia  de  los  cultos  y  sin  habt 
su  autorización,  será  castigado  pot 
hecho  con  multa  de  cien  á  quinientc 
prisión  de  un  mes  á  dos  años.» 

«  Art.  208.     Si  la  correspondenc 
nada  en  el  articulo  anterior  hubiere 

f lañada  ó  seguida  de  otros  hechos  c 
as  disposiciones  formales  de  una  1 
decreto  del  Presidente  de  la  Repüb 
pable  será  desterrado,  á  menos  qi 
que  resultare  de  la  naturaleza  de  ei 
fuere  mayor,  en  cuyo  caso  se  le  ap 
pena.s 


El  Código  italiano  no  consigna 
sición  que  en  algo  se  asemeje  á  la  < 
que  vamos  comentando,  sino  la  sigí 

a  Art.  116.  El  ciudadano  que  a( 
res,  pensiones  ú  otras  utilidades  de 
en  guerra  con  el  Estado  italiano,  s( 
do  con  la  multa  de  100  á  3,cxx>  liras 

Como  se  vé:  la  analogía  es  remoti 
cuando  el  hecho  á  que  esta  prescrif 
fiera,  importa  ejecución  de  orden  ei 
gobierno  extrangero;  en  nada  com] 
mdependencia  del  Estado. 

Art.  117.  Los  reos  comprendidos  en 
del  precedente  artículo,  sujñrán  multa  c 
á  dos  mil  pesos. 
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Los  reos  del  inciso  2.^^  sufrirán  confinamiento  en 
cuarto  grado  (i)  ^  destitución  de  sus  empleos. 

Comentario.  Aun  cuando  hallamos  aceptable 
la  desigualdad  de  la  pena  para  los  actos  com- 
prendidos en  uno  y  otro  inciso  del  articulo  que 
comentamos,  por  no  parecemos  igualmente 
perturbadores  del  estado  de  derecho;  no  en- 
contramos razón  plausible  para  la  diferencia 
que  se  nota  en  la  naturaleza  del  castigo. 

Menos  grave  es  sin  duda  el  delito  que  co- 
mete el  Ministro  eclesiástico  ó  funcionario  pe- 
ruano que  ejecuta  órdenes  del  Jefe  Supremo 
de  la  Iglesia  Católica,  que  el  perpetrado  por 
quien  cumple  mandatos  de  gobierno  extrange- 
ro.  El  Sumo  Pontífice  gobierna  la  Iglesia 
Universal,  y  ejerce  por  consiguiente  autoridad 
sobre  la  peruana,  si  bien  llenando  formas  que 
las  leyes  del  Estado  han  prescrito  y  tienen  que 
ser  cumplidas;  en  tanto  que  los  demás  gobier- 
nos temporales  ningún  título  pueden  alegar  á 
la  obediencia  en  territorio  peruano.  La  ejecu- 
ción en  el  primer  caso  puede  excusarse  con  la 
ignorancia  respecto  de  la  malicia  del  hecho  que 
se  practica,  ó  con  la  obediencia  á  una  autoridad 
cuyos  preceptos  en  el  seno  de  la  Iglesia  son 
indiscutibles;  en  el  segundo,  ella  no  tiene  dis- 
culpa aceptable.  Pero  en  cuanto  á  la  calidad 
jurídica  de  los  actos  punibles  es  tan  cierto  que 
no  hay  distinción  sustancial,  que  el  legislador 
los  ha  abrazado  en  el  mismo  titulo,  en  lo  que 


(i)  Cuatro  años. 
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ha  procedido  lógicamente,  pues  uno  y  otro 
afectan  el  mismo  derecho:  el  de  independencia 
del  Estado. 

El  Código  ha  querido  sin  embargo  imponer 
pena  pecuniaria  en  el  caso  del  inciso  i.**;  y  de 
confinamiento,  acompañado  de  destitución  en 
el  del  2.®;  lo  que  nos  parece  una  inconsecuen- 
cia en  que  el  código  español  no  ha  incurrido, 
atendidos  los  fines  de  la  penalidad  social  y  los 
dictados  del  buen  sentido,  que  aconsejan  penar 
del  mismo  modo  delitos  semejantes,  sin  mas 
diferencias  que  las  que  resulten,  para  la  canti- 
dad de  la  pena,  de  la  mayor  ó  menor  entidad 
del  delito.  Nosotros  habríamos  impuesto  in- 
habilitación, que  al  mismo  tiempo  reprime  y 
previene  delitos  de  ese  género;  aplicándola  en 
grado  mas  alto  en  el  segundo  caso.  El  confi- 
namiento, aun  acompañado  de  la  mera  destitu- 
ción, lo  conceptuamos  ineficaz. 

Repetimos,  respecto  de  este  articulo,  la  ob- 
servación hecha  al  1 13:  el  confinamiento  pro- 
duce inhabilitación  (art  36)  y  ésta,  la  destitu- 
ción (art.  79)  por  lo  que  era  innecesario  agre- 
garla á  aquél;  á  no  ser  que  la  mente  de  la  ley 
sea  limitar  los  efectos  de  la  pena,  haciendo 
gracia  al  reo  de  la  incapacidad  de  obtener 
empleo  público,  de  la  pérdida  de  derechos  po- 
líticos y  de  la  suspensión  del  de  solicitar  pen- 
sión por  servicios  prestados;  lo  que  no  cree- 
mos, porque  la  excepción  debería  ser  expresa. 
Si  tal  es  el  propósito  del  legisjador;  bien  pudo 
omitir  del  catálogo  de  delitos  un  hecho  castiga- 
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do  en  forma   que  muchas  veces  equivaldrá  á 
una  simple  traslación  del  mal  empleado. 

La  multa  solo  la  impondríamos  al  Ministro 
eclesiástico  á  quien  la  autoridad  temporal  no 
puede  siquiera  suspender  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

El  Código  chileno,  imponiendo  extraña- 
miento á  los  ejecutores  de  órdenes  de  gobier- 
no extrangero,  es  decir,  expulsándolos  al  lugar 
que  ellos  elijan  fuera  del  territorio  nacional; 
aplica  un  castigo  mas  eficaz  que  nuestro  confi- 
namiento con  toda  su  aparente  severidad  de 
destitución. 

Como  acabamos  de  observarlo,  el  confinado 
puede  alegar  que  la  ley  atenúa  su  pena  exi- 
miéndole de  la  inhabilitacíón,y  pretender  purgar 
su  condena  con  una  simple  variación  de  domi- 
cilio, y  aun  conseguir  empleo  mas  beneficioso 
para  él. 

El  Código  español,  según  lo  dicho  en  el  co- 
mentario anterior,  mira  con  cierta  indulgencia 
á  los  eclesiásticos  al  extrañarlos,  sin  duda  por 
consideración  á  la  dependencia  en  que  se  en- 
cuentran respecto  del  Romano  Pontífice;  mas 
al  aplicar  á  los  legos  las  mismas  penas  de  pri- 
sión y  multa,  ya  sea  que  ejecuten  mandatos  de 
Gobierno  extrangero  ó  de  la  Sede  apostólica; 

Erocede  con  esa  lógica  cuya  falta  notábamos 
ace  poco  en  el  nuestro. 
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ÍL  Código  francés,  acabamos  de  d 
iba,  no  impone  pena  por  los  mismos  h( 
:  ni  siquiera  menciona. 

ÍL  Código  italiano  hállase  á  este  res 
las  mismas  condiciones  que  el  francés 


TITULO    3." 

LOS  DELITOS  CONTRA   EL  DERECHO  de  C 

lomentario.  Las  naciones,  del  mismo 
:los  individuos,  se  necesitan  reciprocar 
a  la  cómoda  realización  de  su  destino. 

grupos  dispersos  sobre  el  haz  de  la  t 
relaciones  ni  vínculos;  ni  menos  entíi 
agónicas  destinadasádevorarse  unas  á. 
10  las  ñeras  en  el  seno  de  los  bosqu 
la  inmensidad  de  los  desiertos;  sino 
¡das  de  un  origen  común  y  apartada 
designio  providencial,  para  ir  en  bus< 
elementos  de  progreso,  desparramado 
-reador  con  profusa  mano  sobre  toda 
ficie  del  planeta;  tienen  la  misión  com( 
aurar  el  perdido  Edén,  trabajando  em 
lente  en  la  obra  de  su  perfeccionam 
regados  de  seres  inteligentes  y  Ubre 

que  realizar  su  labor  en  conformidaí 
naturaleza;  libremente  y  con   Íntelig< 
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haciéndose  prestaciones  mutuas,  y  sin  que  el 
libre  desenvolvimiento  de  ninguna  ó  de  sus  in- 
dividuos, coacte  la  libertad  de  las  demás. 

Hay  por  lo  mismo  un  derecho  para  las  na- 
ciones, como  hay  un  derecho  para  los  indivi- 
duos; y  si  éste  puede  hacerlo  efectivo  cada 
sociedad,  constituyendo  un  poder  que  la  dirija; 
aquel  tienen  que  hacerlo  efectivo  todas,  por 
cuanto  no  les  es  dado  establecer  una  autoridad 
común  ni  someterse  á  ella.  Cada  una  busca 
en  los  pactos  con  las  otras,  ó  en  la  guerra,  la 
garantía  de  su  derecho  propio;  y  lo  cautela  re- 
primiendo los  actos  individuales  que  puedan 
comprometer  sus  relaciones  con  aquéllas. 

Por  eso  en  toda  legislación  penal  bien  com- 
binada, sea  con  el  nombre  de  delitos  contra  el 
derecho  de  gentes,  ó  con  denominación  distin- 
ta; están  descritos  y  penados  ciertos  actos  de 
particulares  ó  funcionarios  públicos,  capaces  de 
perturbar  la  armonía  entre  la  nación  y  los  de- 
más pueblos  del  orbe  perjudicando  á  aquélla 
en  sus  intereses. 

Art.  118.  Son  reos  de  delito  contra  el  derecho 
de  gentes: 

1.^    Los  piratas: 

2!^  Los  que  sin  autorización  del  Gobierno  co- 
meten hostilidades  contra  otra  nación: 

3.^  Los  que  violan  armisticio^  tregua  ú  otra 
convención  legítima  del  Perú  con  otra  potencia : 

4."^  Los  que  violan  el  domicilio  de  algún  agente 
diplomático. 
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Comentario.  Es  un  inconveniente,  para  lá 
perfecta  inteligencia  y  aplicación  del  primer  in- 
ciso de  este  artículo,  la  falta  de  una  definición 
legal  de  la  piratería;  pues  no  hay  completo 
acuerdo  entre  los  expositores  del  derecho  so- 
bre la  significación  y  alcance  de  esta  palabra. 

Bello,  en  sus  Principios  del  derecho  dt  gentes  {i) 
afirma  que  el  Congreso  americano,  en  1790, 
declaró  que  era  piratería  todo  delito  cometido 
en  el  mar,  que  si  lo  fuese  en  tierra  sujetaría  á 
sus  autores  á  la  pena  de  muerte. 

Para  algunos;  la  piratería  consiste  en  reco- 
rrer los  mares,  con  ó  sin  bandera  legítimamen- 
te obtenida,  apresando  6  despojando  naves, 
atacando  asi  la  propiedad  y  perjudicando  al 
comercio  universal.  Según  ellos,  no  hay  pira- 
tería sin  una  nave  tripulada  por  ladrones  de 
mar. 

Para  otros;  la  piratería  puede  ejercerse  sin 
nave  propia,  presentándose  los  asaltantes  con 
el  carácter  de  pasageros;  y  ocultamente  arma- 
dos, para  adueñarse  después  del  barco  ó  su 
cargamento.  A  juicio  de  éstos,  el  ataque  á  la 
propiedad  constituye  la  piratería;  y  es  el  mismo 
cualquiera  que  sea  la  forma  de  agresión  adop- 
tada por  los  delincuentes. 

De  los  artículos  1 19  y  121  de  este  Código  se 
puede  inferir  que,  para  el  legislador  peruano, 
solo  existe  la  piratería  cuando  varios  indivi- 
duos, que  tripulan  una  nave,  se  confabulan 
para  asaltar  las  que  encuentren  en  los  mares, 

(i)     Pagina  365. 
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capturarlas  y  despojarlas;'  y  no  son  atentónos 
contra  el  derecho  de  gentes  sino  los  actos  di- 
rectamente encaminados  á  este  fin.  Las  vio- 
lencias contraías  personas  y  aun  los  homicidios 
cometidos  á  bordo  del  buque  asaltado  son 
mirados  por  él  como  delitos  comunes,  agrava- 
dos por  la  circunstancia  de  ser  cometidos  por 
piratas,  é  imputables  únicamente  á  los  que  hu- 
bieren participado  en  su  perpetración.  Mas, 
bien  se  comprende,  que  no  basta  consignar  en 
la  ley  penal  disposiciones  capaces  de  inclinar 
el  juicio  individual  en  este  ó  el  otro  sentido,  y 
mucho  menos  para  el  efecto  de  distinguir  los 
actos  punibles;  sino  que  es  necesaria  la  clari- 
dad mas  completa  á  fin  de  evitar  vacilaciones 
y  arbitrariedades. 

Puede  surgir  además,  eft  esta  materia  la  si- 
guiente cuestión: 

¿Es  reo  de  delito  contra  el  derecho  de  gen- 
tes y  merecedor  de  las  penas  que  correspon- 
den á  los  piratas,  el  peruano  que  en  aguas 
territoriales  ó  en  alta  mar  asalta  nave  de  su 
misma  nacionalidad? 

Nosotros  resolveríamos  la  cuestión  afirmati- 
vamente; porque,  aún  en  el  caso  improbable 
de  que  el  pirata  se  limitase  á  asaltar  naves  pe- 
ruanas, despreciando  las  mayores  riquezas  que 
podría  obtener  del  asalto  y  despojo  de  naves 
extranjeras;  siendo  la  piratería  acto  prohibido 
por  la  ley  de  las  naciones,  cualquiera  que  sea 
el  lugar  en  que  se  practique  y  la  nacionalidad 
de  las  agraviados;  tanto  se  viola  dicha  ley  ata- 
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<f  Art.  113.  El  que  violare  tregua  ó  armistí- 
¡o  acordado  entre  la  República  y  otra  nación 
nemiga  ó  entre  sus  fuerzas  beligerantes  de 
lar  ó  tierra,  sufrirá  la  pena  de  presidio  me- 
or  en  su  grado  medio»,  (i). 

a  Art.  114.  El  que  sin  autorización  legitima 
svantare  tropas  en  el  territorio  de  la  Repúbli- 
a  ó  destinare  buques  al  corso,  cualquiera  que 
ea  el  objeto  que  se  proponga  ó  la  nación  á 
[ue  intente  hostilizar,  será  castigado  con  pre- 
idio  mayor  en  su  grado  mínimo  (2)  y  multa 
te  mil  á  cinco  mil  pesos. 

a  Art.  I30.  £1  que  violare  la  inmunidad 
)ersonal  ó  el  domicilio  del  representante  de 
ma  potencia  extrangera,  será  castigado  con 
-eclusión  menor  en  su  grado  mínimo,  (3)  á  me- 
10S  que  tal  violación  importe  un  delito  que 
:enga  señalada  pena  mayor,  debiendo  en  tal 
:aso  ser  considerada  aquella  como  círcunstan- 
:ia  agravante.» 

La  disposición  contenida  en  la  primera  parte 
le  este  último  articulo  no  tiene  corresponden- 
:ia  en  el  nuestro,  que  solo  ha  atendido  á  la  in- 
nunidad  local;  lo  que  nos  obliga  á  castigar  los 
lelitos  cometidos  contra  los  representantes  de 
>tra  nación,  como  simplemente  agravados  por 
a  circunstancia  prevista  en  el  inc.  13.°  del  ar- 
ículo  10." 


(i)  De  541  días  á  3  afios. 

(a)  De  5  afios  y  un  día  á  lo  afios. 

(3)- De  6t  á  540  dias. 
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El  Código  espaI^ol  considera  la  piratería 
como  delito  contra  la  seguridad  exterior  del 
Estado,  pero  no  como  infracción  del  derecho 
de  gentes;  y  la  castiga  con  cadena  temporal  á 
cadena  perpetua,  si  se  cometiere  contra  subdi- 
tos españoles  ó  de  otra  nación  con  la  que  Es- 
paña no  estuviese  en  guerra;  y  con  prisión  ma- 
yor (i)  cuando  los  agraviados  fueren  subditos 
no  beligerantes  de  nación  enemiga,  (art.  155J 
Pero,  en  el  primer  caso,  la  pena  sube  de  cade- 
na perpetua  á  muerte;  y  de  cadena  temporal  á 
perpetua,  en  el  segundo,  si  concurren  las  cir- 
cunstancias agravantes  de  abordaje,  captura 
haciendo  fuego  sobre  la  nave  apresada,  asesi- 
nato ú  homicidio,  lesiones  atroces,  atentado 
contra  la  honestidad,  ó  la  de  haberse  dejado  á 
algunas  personas  sin  medios  de  salvarse,  (art. 

156} 

En  todo  caso  el  capitán  ó  patrón  pirata  sufre 
el  máximo  de  pena  correspondiente  según  las 
disposiciones  anteriores,  (art.  156) 

Mira  también  este  código  como  reos  de  de- 
lito que  compromete  la  paz  ó  la  seguridad  del 
Estado;  á  los  que  con  actos  ilegales,  ó  que  no 
estén  autorizados  competentemente  provoca- 
ren ó  dieren  motivo  á  una  declaración  de  gue- 
rra contra  España  por  parte  de  otra  potencia, 
ó  expusieren  á  los  españoles  á  experimentar  ve- 
jaciones ó  represalias  en  sus  personas  ó  en  sus 
bienes;  (art.  147)  y  á  los  que  violaren  tregua  ó 
aimisticio  acordado  entre  la  nación  española  y 


■í 


(i)  De  6  afios  y  un  día  á  12  afios. 
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nemiga  ó  entre  sus  fuerzas  beli 
ir  ó  tierra;  (art.  148)  y  consíde 
3  caso  al  funcionario  público  que 
su  cargo  comprometiere  la  di] 
lereses  de  la  nación  española  de  ( 
nodo  (art.  149)  y  al  que  sin  aut 
ite  levantare  tropas  en  el  reint 
:Ío  de  una  potencia  extrangera,  ci 
ea  el  objeto  que  se  proponga  ó 
¡n  intente  hostilizar,  (art.  150)  1 
}s  hechos,  de  que  nuestro  códi 
da,  los  castiga  respectivamente 
nayor  (i)  é  inhabilitación  perpd 
go  de  que  se  abusó;  y  con  prisi< 
ita  de  5,CKx>  á  50,000  pesetas. 
ro  al  que  viola  domicilio  de  agen 
o  lo  incluye,  como  el  nuestro, 
le  delitos  contra  el  derecho  dt 
iber  olvidado  la  violación  de  la 
i  personales  de  dichos  agentes,  ( 
;n  el  número  de  actos  de  este  g 
»s  notar,  en  nuestro  Código,  al  c 
5  arriba  con  el  chileno. 


Código  francés  no  trata  de  de 
derecho  de  gentes;  apenas  prc 
hostilidades  ilícitas;  y  éstas  con: 
para  la  segundad  exterior  del  1 
e  dedica  sus  artículos  84  y  85 


De  6  afios  y  i  día,  á  13  afios. 
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«  Art  84.  El  que  por  medio  de  actos  hosti- 
les no  aprobados  por  el  Gobierno  hubiere  ex- 
puesto al  Estado  á  una  declaración  de  guerra, 
será  castigado  con  el  destierro;  y  si  se  hubiere 
originado  la  guerra,  será  condenado  á  la  de- 
portación.» 

«  Art.  85.  El  que  por  actos  no  aprobados 
por  el  Gobierno  expusiere  á  los  franceses  á  los 
efectos  de  las  represalias,  será  condenado  al 
destierro.» 

No  menciona  siquiera  este  código  á  los  pi- 
ratas. 


El  Código  italiano  no  habla  de  piratas;  cas- 
tiga, con  el  mismo  carácter  que  el  francés,  co- 
mo un  peligro  para  la  patria,  las  hostilidades 
no  autorizadas  (art.  113):  no  prevee  la  viola- 
ción de  armisticio  tregua  ó  tratado;  pero  si  pe- 
na la  de  las  inmunidades  de  los  agentes  diplo- 
máticos (art.  128  á  138)  en  la  forma  que  indi- 
caremos al  comparar  el  art.  124. 

Art.  119.  El  gefe  ó  comandante  de  una  embar- 
cación que  ejerza,  piratería^  será  castigado  con  peni- 
Unciaria  en  tercer  grado;  ( i )  y  los  individuos  de  la 
tripulación^  con  la  misma  pena  en  primer  grado.  (2) 

Comentario.  Para  armonizar  este  artículo 
con  el  121  que,  dicho  sea  de  paso,  ofrece  en  la 
práctica  serias  dificultades,  como  veremos  al  es- 

(i)  Doce  afios, 
(2)  Seis  años. 
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creemos  necesario  admitir  i 
mos  en  el  comentario  anter: 
ley  constituye  la  piratería  el  n 
resentarse  en  los  mares  una  n 
les  en  debida  forma,  y  con  la  ¡n 
lenos  manifiesta,  de  entregar 
nes;  y  que  los  atentados  cor 
i  y  las  propiedades  no  son  indi 
i  que  el  gefe  y  tripulantes  seai 

las  penas  que  la  ley  fulmina 

nos  justificables  tales  concep 
sencia  de  embarcaciones  piral 
íirma  y  turba  el  estado  de  d 
iendo  ó  paralizando  el  movimie 
con  daño  de  los  que  á  él  se  con 
iociedad  toda,  que  sufre  las  p 
malestar  consiguientes  á  ese « 
3el  tráfico  mercantil.  Cabe,  ] 
cíón  de  la  autoridad  pública 
n  de  medidas  tendentes  á  la 
a  tranquilidad  perdida  y  del  o 

notamos  que  en  la  imposición  c 
'ido  olvidados  los  principios  ei 
I  titulo  I*  de  la  Sección  Terce 
la  Sección  Quinta  del  primer 
ligo. 

:cto:  el  capitán  ó  patrón  de  la 
¡rata,  y  los  que  la  tripulan,  son 
nismo  delito,  estando  al  conce 
ministran  los  artículos  12,  13 
ndo  la  calidad  de  gefe  ó  direct 
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primero  responsabilidad  algo  mayor  que  á  los 
otros,  por  la  formación  y  subsistencia  de  la 
criminal  empresa;  no  lo  es  tanto  que  pueda  di- 
ferir en  dos  grados  la  pena  que  respectivamen- 
te se  les  impong^a.  Caso  análogo  ofrecen  las 
pandillas  de  malhechores;  y  sin  embargo  el  ar- 
tículo 332  de  este  mismo  Código  solo  aumenta 
en  uno  ó  dos  términos  la  pena  aplicable  á  los 
gefes  de  estas,  no  obstante  haberse  apartado 
de  las  reglas  prescritas  en  los  artículos  44  y 
siguientes  hasta  el  49.  Juzgamos  proporciona- 
da al  delito  la  pena  del  capitán  ó  patrón;  pe- 
ro creemos  que  debía  agravarse  la  de  los  tri  • 
pulan  tes. 

El  Código  español,  según  hemos  visto  al 
comparar  el  articulo  118;  si  bien  aplica  en  to- 
dos los  casos  de  piratería  la  pena  en  grado  má- 
ximo al  capitán  ó  patrón,  no  establece  que  pre- 
cisamente haya  de  ser  menor  en  dos  grados 
la  de  los  otros  tripulantes;  y  aunque  es  cierto 
que  él  no  admite  la  división  de  las  penas  en 
grados  y  términos,  como  el  nuestro,  conviene 
recordar  que  la  cadena  temporal  puede  subir 
hasta  veinte  años,  y  que  la  prisión  mayor  fluc- 
túa entre  seis  y  doce;  lo  que  no  deja  margen 
para  diferencias  tan  grandes  como  las  que  pue- 
de haber  entre  seis  y  doce  años  de  penitencia- 
ria. Veinte  años  de  cadena  equivalen  casi  á 
cadena  perpetua,  para  el  reo  de  cierta  edad;  y 
para  que  hubiese  una  diferencia  de  seis  años  de 
prisión  mayor,  sería  preciso  que  se  impusiera 
i\  reo  mas  favorecido  la  pena  en  su  mínimo. 
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II  Código  francés  y  el  itaua 
el  argentino  y  el  belga,  no  tn 
IOS  dicho,  de  la  piratería;  caree 
>nes  análogas  á  la  que  este  a 


i'í.  120.  Serán  considerados  y  c¡ 
tas: 

1.'  Los  corsarios  cuyas  naves 
quiera  de  las  naciones  que  hubiese 
ro  prin£Ípios  del  Congreso  de  Pari¡ 

3°     Los  corsarios  que  pertenecie 

donde  subsista  el  corso,  no  presen 
na,  ó  cuyos  actos  carezcan  de  los  r 
os  para  ser  reputados  legales: 

3."  Los  q-M  ejecuten  la  expat 
adano,  sin  que  hubiere  sido  canden 
los  Tribunales  de  justicia  déla  fíe 
'i fuere  empleado  el  reo  de  este  . 
nás  la  destitución  de  su  empleo. 

'omentario.  Los  dos  primeros  i 
Ttículo  no  se  prestan  á  ningí 
1.  Sise  presenta  un  corsario  co 
ion  que  aceptó  el  tratado  de  Pa 
orso;  es  indudable  que  lleva  in 
bandera,  porque,  ó  no  le  ha  si< 
,  ha  alcanzado  de  un  gobierno 
rgarla  sin  violar  un  pacto  ají 
ú;  y  si  la  nave  pertenece  á  na< 
^a  el  corso  entre  sus  hostilid 
lerse  adherido  á  dicho  tratado 
i  acreditar,  con  la  respectiva 
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corso,  que  se  halla  autorizada  para  perseguir 
las  de  nación  enemiga,  y  sujetar  sus  actos  á  los 
limites  de  esa  autorización,  manteniéndose  en 
la  esfera  permitida  por  los  usos  internacio- 
nales. 

El  inciso  tercero  lo  conceptuamos  fuera  de 
su  lugar;  y  parece  que  se  le  ha  traído  á  este 
titulo  sin  más  razón  que  la  igualdad  de  la  pe- 
na impuesta  al  pirata  y  al  que  comete  el  delito 
que  él  describe.  La  libertad  de  residencia  es 
una  garantía  constitucional,  y  los  ataques  á 
ella  deben  ser  mirados  como  infracciones  de  la 
ley  fundamental  del  Estado.  Habría  sido,  pues, 
mas  lógico  llevar  este  asunto  al  título  i^  de  la 
sección  tercera,  que  trata  de  los  delitos  contra 
la  Constitución  política;  ó  incluirlo  entre  los 
abusos  ó  usurpaciones  de  autoridad,  ó  entre 
los  atentados  contra  la  libertad  á  que  se  con- 
trae el  título  primero  de  la  sección  undécima 
de  este  libro. 

Repítese  aquí  la  redundancia,  que  en  otros 
lugares  hemos  hecho  notar,  de  destituir  á  los 
empleados   condenados  á  pena  que   produce 
inhabilitación.  Si  la  pena  del  pirata  es  peniten- 
^  ciaría;  queda  destituido,   si  es  empleado,  por 

ministerio  de  la  ley  y  sin  que  haya  necesidad 
de  declararlo  una  vez  más. 


Los  Códigos  argentino,  belga,  chileno,  es- 
pañol, FRANCÉS  É  ITALIANO  uo  contienen  dispo- 
siciones en  correspondencia  con  este  artículo 
del  nuestro. 


II 
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rt.  121  Los  delitos  especiales  que  cometan 
ñratas,  serán  castigados  con  uno  ó  dos  términos 
de  la  pena  qw  la  ley  designe  para  tales  delitos. 

'omentario.  Esta  disposición,  que  viene  á 
vertir  en  mera  circunstancia  agravante  la 
itería,  á  mas  de  las  consignadas  en  el  ar- 
lo TO,  como  lo  hicimos  notar  en  el  comen- 
o  respectivo;  ofrece,  á  nuestro  juicio,  difi- 
:ades  muy  serias  en  la  práctica,  por  lo  me- 
en el  mayor  número  de  casos. 
ín  efecto:  los  delitos  especiales  de  que  este 
culo  se  ocupa;  ó  son  más  graves,  es  decir, 
tigados  con  mayor  pena  que  la  pirateria,  ó 
5  leves,  esto  es,  castigados  con  menor  pena. 
lo  primero;  siguiendo  la  regla  del  artículo 
habrá  que  imponer  la  del  delito  especial 
netitada  en  un  término,  para  observar  lo 
ndado  por  el  artículo  57,  ó  hasta  en  dos, 
e  obedece  lo  ordenado  en  el  presente;  y 
no  al  delito  especial  puede  corresponder 
náximo  de  penitenciaría  ó  la  pena  de  muer- 
el  aumento  no  sería  posible.  Si  lo  segundo; 
lelito  especia!  merecerá  cárcel,  reclusión, 
esto  6  otras  penas  más  leves;  y  como  en  tal 
o  se  ha  de  imponerla  pena  del  delito  espe- 
,  aumentada  en  uno  ó  dos  términos,  resul- 
i  agraciado  el  pirata  que,  por  el  solo  hecho 
serlo,  merece  penitenciarla,  segán  el  articu- 
119. 

•ío  podría  objetarse  que  en  este  último  caso 
debe  considerar  la  pirateria  como  delito 
tjcipal,  y  el  especial  ó  los  especiales,  como 
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Circunstancias  agravantes,  de  suerte  que  la  pe- 
na sea  la  de  penitenciaría  aumentada  en  uno 
6  dos  términos;  porque  esto  sería  destruir  la 
excepción  hecha  por  el  artículo  que  comenta- 
mos, y  volver  á  las  reglas  generales  de  los  ar- 
tículos 45  y  57.  

Sería  inútil  buscar  en  los  códigos  argentino, 
belga  y  chileno  disposiciones  análogas  á  la  de 
este  articulo. 

El  Código  español,  que  permite  la  aplica^ 
ción  simultánea  de  diversas  penas,  cuando 
concurren  varios  delitos,  para  que  sean  des- 
contadas sucesivamente,  y  dispone  que  si  un 
hecho  importa  varios  delitos  se  castigue  por 
la  faz  del  más  grave,  imponiendo  la  pena  co- 
rrespondiente á  él;  prescribe  la  forma  que  he- 
mos indicado  en  la  comparación  del  articulo 
118  para  la  represión  de  los  actos  punibles  con- 
comitantes con  el  de  piratería. 


El  Código  francés  v  el  italiano.  Repnv 
ducimos  respecto  de  estos  códigos  la  misma 
advertencia  que  arriba  hacemos  en  cuanto  al 
argentino,  belga  y  chileno. 

Art»  122.  El  que  en  territorio  'peruano  traficare 
á  sabiendas  con  piratas^  será  castigado  con  cárcel  en 
cuarto  grado,  (i) 


n^irn 


(i)  Cuatro  afios. 
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El  reo  comprendido  ea  d 
iodo  118,  sufrirá  cárcel  en 
r  conaeruencia  de  su  delito 
ynresalias:  si  se  le  declarase 
I  en  quinto  grado.  (2) 

0.  Ks,  este  último,  uno  ( 
lue  nuestro  Código  hace  ( 
:lusívamente  de  las  consí 
ca  el  acto  ¡licito;  lo  que  d 
ural  paralizar  la  acción  de 
s  esas  consecuencias  se  n 
el  castigo  á  la  sola  magníti: 
iente  en  mucho  de  otra  ' 
a  del  culpable, 
mino  hay  para  que  ejercite 
^n  hostilizada? 
Lzo  puede  fíjarse  para  la  ( 
xa? 

lobrevienen  las  represalias 
:rra,  ¿quedará  sin  castigo  < 
puso  en  peligro  la  segurid; 
andancia  de  su  patria? 
sstado  tiene  ciertamente 
istituirse  en  custodio  de  li 
;  pero  todo  ciudadano  s( 
respetar  los  de  aquel  á  qi 
pueden  ser  gravemente  f 
)resalias  ó  una  guerra  de 
e  deber  el  que  provoca  e; 
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salías  ó  esa  guerra,  cualesquiera  que  sean  los 
resultados  de  su  provocación.  Para  nosotros, 
el  delito  está  en  esa  infracción  que  produce 
alarma  con  la  espectativa  de  desastrosos  efec- 
tos, y  turba,  por  consiguiente,  el  orden  en  el 
país  del  provocador.  Este  se  encuentra  en 
condiciones  tan  análogas  al  que  incita  á  otra 
potencia  para  que  lleve  la  guerra  á  su  patria, 
que  no  concebimos  cómo  pueda  colocárseles 
legalmente  en  situaciones  tan  diversas.  El  ca- 
lificado de  traidor  por  el  inciso  5.**  del  artículo 
108  es  punible  aunque  la  guerra  no  se  declare 
ni  sigan  hostilidades;  y  el  que  provoca  la  gue- 
rra, sin  pedirla  ni  concertarla,  solo  tiene  res- 
ponsabilidad legal  cuando  ella  se  hace  efectiva* 
Mientras  tanto,  esa  alarma,  esa  perturbación 
del  estado  de  derecho  más  ó  menos  prolonga- 
da, que  es  la  esencia  del  delito  social,  se  casti- 
ga en  un  caso  y  queda  impune  en  el  otro. 

Opinamos,  pues,  en  el  sentido  de  que  las 
hostilidades  de  que  se  encarga  el  inciso  2.®  del 
articulo  118  sean  siempre  castigadas,  como  lo 
hace  el  código  chileno  según  lo  veremos  en  la 
subsiguiente  comparación. 


El  Código  belga,  cuyo  artículo  123,  que 
trata  de  este  asunto,  hemos  reproducido  com- 
parando el  118  del  nuestro;  no  ha  caído  en 
la  falta  que  anotamos  en  el  presente  comen- 
tario: castiga  en  todo  caso  las  hostilidades  ilí- 
citas, hayan  seguido  ó  no  represalias;  y  aumen- 
ta la  pena  en  el   primer  caso,  si  bien    ha  des- 


jar  un  término  para  la  iniciación  de 
ísalias. 

DIGO  CHILENO  Ho  hace  depender  de 
:uencias  el  castigo  de  las  hostilidades 
.  En  la  comparación  del  mismo  arti- 
hemos  visto  que  en  todo  caso  impone 
ejercita  las  penas  de  presidio  ma- 
nulta. 

)iGo  espaRol  distingue,  como  no  lo 
chileno  ni  el  -nuestro  ni  el  belga, 
levantamiento  de  tropas  y  arma- 
:  buques  en  corso,  sin  autorización 
'  para  el  serviciode  una  tercera  poten- 
lostilidades  de  otro  género:  castiga  en 
los  dos  primeros  hechos,  respectiva- 
I  prisión  mayor  (2)  y  multa  de  5,ocx> 
pesetas,  y  reclusión  temporal  (3)  y 
í,5co  á  25,000  pesetas (art  i50)¡pe- 
nto  á  otras  hostilidades  establece  las 
isignadas  en  sus  artículos  147,  148  y 
lemos  dado  á  conocer  comparando 
nuestro,  y  en  los  que  se  nota  el  mis- 
o  que  en  este;  depende  el  casdgo  de 
:uencias  del  delito. 


iGo  FRANCÉS,  que  reprime  con  depor- 

iDos  ]r  I  dia  &  so  afios. 
afioí  y  I  dia  á  13  afios. 
I  afios  I  día  á  30  afios. 
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tación  y  destierro  las  hostilidades  ilegitimas 
(Véase  comparación  del  art  ii8)  peca  en  el 
mismo  sentido  que  el  nuestro  y  el  español. 


El  Código  italiano,  prescribe  lo  siguiente: 

«Art.  113.  El  que  con  alistamientos  ú  otros 
actos  hostiles  no  aprobados  por  el  Gobierno, 
llevados  á  cabo  en  el  reino  ó  en  el  extrangero, 
exponga  al  Estado  al  peligro  de  una  guerra, 
será  castigado  con  la  pena  de  cinco  á  diez  años 
de  prisión,  y  si  siguiere  la  guerra,  con  diez  y 
seis  años  de  prisión  por  lo  menos.» 

«Si  los  actos  no  aprobados  por  el  Gobierno 
solo  exponen  al  Estado  ó  á  los  habitantes  del 
mismo  al  peligro  de  represalias  ó  turban  las  re- 
laciones amistosas  del  Gobierno  italiano  con  un 
Gobierno  extrangero,  se  castigará  al  culpable 
con  la  peña  de  tres  á  treinta  meses  de  prisión, 
y  si  se  efectuasen  las  represalias,  con  la  de  trein- 
ta meses  á  cinco  años  de  prisión.» 

Advertimos  en  este  código  la  misma  subor- 
dinación de  la  pena  á  los  efectos  del  delito, 
que  solo  el  código  chileno  ha  cuidado  de  evi- 
tar, en  esta  parte;  pero  notamos  que  no  lo  deja 
impune  cuando  faltan  esos  efectos,  si  bien  es 
cierto  que  tampoco  señala  un  término  para  que 
sean  tomados  en  cuenta  al  imponer  el  castigo. 

Art.  12á.  El  que  mole  armisticio^  tregua  ó  tra- 
tado,  será  condenado  á  cárcel  en  tercer  grado;  (i)  y 

(i)  Tres  años. 


—  88  — 

iole  el  domicilio  de  un  agente  dip 
nayor  en  cuarto  grado,  (i)  por  el 
)lación. 

ntario.  La  violación  de  domi 
s  castigada  con  arresto  may< 
ado  y  multa  de  diez  á  cien  | 
no  ser  que  medien  violencia  i 
n  cuyo  caso  se  agravan,  el  . 
idos,  y  la  multa  en  quince  á  c 

observara  la  simple  regla  d 
siderando  como  circunstancia 
ad  de  la  persona  ofendida;  la 
micilio  de  un  ministro  diplo 
i,  pues,  en  ningún  caso,  á  ser 
lena  que  la  ley  señala;  pero 
ita  la  mayor  alarma  social  qu 
:  y  el  orden  de  relaciones  que  i 
arlar  la  gravedad  y  naturaleza 
;  extrañarse  que  elCódigo  ímp 
1  aunque  análoga  á  la  sefíalac 
:omún. 

da  sin  embargo  silencio  la  le 
ircunstancias  que  pueden  co 
etración  de  este  acto,  y  que  r 

tratándose  de  un  hecho  de 

cia,  pues  no  basta  que  haya 

arresto  se  impone  por  el  solc 

ción. 

fecto;  no  se  indica  la  pena  qi 

;e  si  la  violación  se  realizó  coi 

[dación,  ni  si  eximen  ó  no  de 
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bilidad  la  necesidad  de  evitar  mal  grave»  ó  la 
intención  de  cumplir  un  deber  de  humanidadi 
ó  el  de  prestar  auxilio  á  la  justicia. 

No  habiendo  cuidado  el  Código  de  incluir 
entre  los  delitos  contra  el  derecho  de  gentes 
!a  violación  de  la  inmunidad  personal  de  los 
representantes  de  otra  nación,  lo  que  impide 
solucionar  de  algún  modo  las  dificultades  que 
en  cuanto  á  intimidación  ó  violencias  pudieran 
surgir;  se  hace  más  necesaria  una  declaración 
á  este  respecto,  para  librar  al  país  de  los  con- 
flictos que  suelen  traer  las  inmoderadas  exi- 
gencias  de  los  agentes  diplomáticos  de  estados 
poderosos  en  sus  relaciones  con  los  menos 
fuertes. 

En  cuanto  á  eximir  de  responsabilidad  por 
alguna  de  las  causales  que  en  los  casos  comu- 
nes libran  de  pena;  creemos  que  debe  hacerse 
una  declaración  negativa.  La  exige  esa  ficción 
de  derecho  internacional  que  hace  considerar 
las  legaciones  como  parte  del  territorio  del  es- 
tado á  que  pertenecen;  y  las  leyes  de  un  país 
no  imperan  en  territorio  ageno.  Si  el  gefe  de 
la  legación  hace  gracia  de  la  responsabilidad 
por  los  motivos  de  la  violación,  el  violador  que- 
dará perdonado;  si  no  la  hiciere,  debe  sufrir  la 
pena.  Tal  es  nuestra  opinión;  pero  debemos 
advertir  que  esas  disposiciones,  y,  declaracio- 
nes deben  ser  acompañadas  todas  del  re- 
quisito de  la  reciprocidad,  que  es  la  base  de 
las  relaciones  internacionales.  Si  las  leyes  del 
país  á  que  el  representante  diplomático  perte- 
nezca reconocen  privilegios  á  los  representan- 

12 


1 
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is  del  Per6  ó  en  s^eneral  á  los  de  las  demás 
aciones;  regirían  las  prescripciones  especíales 
e  nuestro  Código:  en  caso  contrario,  el  hecho 
e  juzgaría  por  las  reglas  generales. 


Los  Códigos  argentino  y  belga  nada  díspo- 
en  sobre  esta  materia. 


El  Código  chileno  establece,  en  sus  artícu- 
>s  113  y  120,  lo  que  hemos  reproducido  en  la 
omparación  del  artículo  118  del  presente. 

El  Código  espaRol  castiga  con  reclusión 
smporal  (i)  al  que  violare  tregua  ó  armisti- 
io  acordados  entre  la  nación  española  y  otra 
nemiga,  ó  entre  sus  fuerzas  beligerantes  de 
lar  y  tierra  (art.  148);  y  en  cuanto  á  violación 
e  inmunidad  personal  ó  domicilio  de  represen- 
intes  de  naciones  extrangeras  dispone  lo  si- 
;uiente: 

«Art.  153.  El  que  matare  á  uñ  Monarca 
Gefe  de  otro  Estado  residentes  en  España  se- 
i  castigado  con  la  pena  de  reclusión  temporal 
n  su  grado  máxima  á  muerte.» 

tEl  que  produjere  lesiones  graves  á  las  mis- 
tas personas,  será  castigado  con  la  pena  de 
sclusión  temporal,  y  con  la  de  prisión  ma- 
or  (2)  si  las  lesiones  fueren  leves.» 

(r)  De  1 1  afios  y  un  día  á  20  aflos. 
(z)  De  6  afios  y  un  dia  á  13  aOos. 
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«En  la  última  de  dichas  penas  incurrirán  los 
que  cometieren  contra  las  mismas  personas 
cualquiera  otro  atentado  de  hecho  no  compren- 
dido en  los  párrafos  anteriores.)» 

<cArt  154,  El  que  viola  la  inmunidad  per- 
sonal ó  el  domicilio  de  un  Monarca  ó  del  Gefe 
de  otro  Estado,  recibidos  en  España  con  ca- 
rácter oficial,  6  de  un  representante  de  otra  po- 
tencia, será  castigado  con  la  pena  de  prisión 
correccional.»  (i) 

«Cuando  los  delitos  comprendidos  en  este 
artículo  y  en  el  anterior  no  tuvieren  señalada 
una  penalidad  reciproca  en  las  leyes  del  pais  á 
que  correspondan  las  personas  ofendidas,  se 
impondrá  al  delincuente  la  pena  que  seria  pro- 
pia del  delito,  con  arreglo  á  las  disposiciones 
de  este  código,  si  la  persona  ofendida,  no  tu- 
viere el  carácter  oficial  mencionado  en  el  pá- 
rrafo anterior.  I» 

El  Código  francés  no  menciona  la  violación 
de  tregua,  armisticio  ó  tratado,  ni  la  violación 
de  domicilio  de  los  agentes  diplomáticos,  ni  la 
violación  de  la  inmunidad  personal  de  estos. 


El  Código  italiano,  cuyas  penas  para  las 
hostilidades  no  autorizadas  hemos  visto  en  la 
comparación  del  artículo  anterior;  consagra  dos 
capítulos,  casi  completos,  á  describir  y  penar 
los  ultrajes  á  los  estados  extrangeros  y  sus  re- 

(i)  De  6  meses  y  i  dia  á  6  años. 


_  ga  _ 

ntantes.  No  los  reproducimos  íntegros 
u  mucha  extensión;  pero  indicaremos  sus 
pales  disposiciones. 

Los  delitos  cometidos  en  territorio  italia- 
ntra  un  soberano  extrangero,  son  castí- 
i  con  un  aumento  de  pena,  de  la  sexta  á 
rcia  parte:  si  se  trata  de  atentado  contra 
la,  su  integridad  ó  libertad  personal,  y  la 
es  menor  que  cinco  afios  de  reclusión, 
ar  del  aumento;  se  aplicará  los  cinco  años 
clusiún;  pero  en  otro  género  de  atentados, 
na  restrictiva  de  la  libertad  no  puede  ba* 
:  tres  meses,  ni  la  multa  de  500  liras.  SÍ  el 
I  es  de  los  que  necesitan  querella  de  parte, 
!  puede  formar  causa  sino  á  petición  del 
erno  del  Estado  extrangero. 
Los  ultrajes  á  bandera,  escudo  ú  otro  em- 
3  de  Gobierno  extrangero,  se  castigan,  á 
ion  de  éste,  con  prisión  hasta  de  un  aAo. 
Los  delitos  contra  los  representantes  dí- 
pticos, se  equiparan  con  los  cometidos 
a  los  funcionarios  del  Estado;  pero  si  con- 
I  en  injurias,  requieren  instancia  de  parte. 
En  los  casos  de  complot  para  cometer 
elitos  de  que  hemos  hablado;  la  reclusión 
5  que  atenten  contra  la  vida,  integridad  ó 
ad  del  soberano  es  de  dos  á  ocho  años; 
el  delincuente  que  se  desista  antes  de 
;e  cometa  el  delito  ó  ee  haya  incoado  la 
t,  queda  exento  de  pena. 
Si  para  cometer  dichos  detitos,  ha  habido 
ion  de  ediñcio  público  ó  privado,  ó  arre- 
de  armas  existentes  en  depósitos  ó  pues- 
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tos  de  venta,  ú  otros  actos  de  violencia;  la  pena 
restrictiva  de  la  libertad  personal,  que  no  pa- 
se de  cinco  años,  será  aumentada  en  una  sexta 
parte. 


SECCIÓN  TERCERA 

DK  LOS  DELITOS  CONTRA   LA    SEGURIDAD  IN- 
TERIOR DEL  ESTADO 

Los  distintos  códigos  en  cuyo  examen  com- 
parativo nos  ocupamos,  clasifícan  de  diferentes 
maneras  este  género  de  delitos;  lo  que  nos 
obliga  á  hacer  esta  advertencia  preliminar. 


El  Código  peruano  los  distingue  de  la  ma- 
nera siguiente: . 

I.*  Delitos  contra  la  constitución  política  del 
Estado,  que  son  los  encaminados  á  aboliría  ó 
alterarla  violentamente,  ó  procurar  su  despres- 
tigio é  inobservancia: 

2.^  Delitos  contra  los  que  ejercen  autoridad, 
cometidos  por  un  grupo  más  ó  menos  nume- 
roso de  personas,  y  que  pueden  ser;  rebelio- 
nes, si  consisten  en  desconocer  á  uno  ó  más  de 
los  altos  poderes  del  Estado;  sediciones,  si  tie- 
nen por  base  el  mero  desconocimiento  de  la 
autoridad  local;  motines,  si  importan  violencia 
sobre  esta  para  obligarla  á  proceder  en  de- 
terminado sentido: 
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3.®  Delitos  contra  los  que  ejercen  autoridad, 
cometidos  por  solo  uno,  dos  ó  tres  individuos, 
y  que  pueden  ser;  atentados^  si  consisten  en  el 
empleo  de  intimidación  ó  fuerza  contra  ellos, 
cuando  ejercen  sus  funciones  6  por  haberlas 
ejercido;  y  desacatos,  cuando  importen  falta  de 
respeto  á  los  mismos: 

4^  Delitos  contra  el  ejercicio  del  sufragio, 
que  consisten  en  todo  acto  de  la  autoridad,  de 
sus  agentes  ó  de  los  particulares,  que  tienda 
á  impedir  6  coactar  la  libertad  de  los  sufragan- 
tes en  las  elecciones  populares: 

5.^  Finalmente,  asonadas,  que  consisten  en 
el  levantamiento  de  un  grupo  de  más  de  tres 
personas  contra  otro  grupo  ó  individuo  parti- 
cular, para  injuriar,  amenazar  ó  coactar  á 
estos. 

Como  se  vé,  las  asonadas,  en  el  Código  pe- 
ruano, no  tienen  el  carácter  político  que  se  no- 
ta en  los  otros  delitos  comprendidos  en  esta 
sección,  en  la  que  sin  embargo  hay  que  incluir- 
las, en  razón  del  desorden  público  que  oca- 
sionan. 

El  Código  argentino  admite  los  mismos 
grupos  de  estos  delitos,  con  excepción  del  i.*, 
pues  refunde  este  en  el  de  rebeliones;  y  del 
4.**  que  sin  duda  reserva  para  la  ley  electoral. 


El   Código  belga  clasiñca  los  expresados 
delitos  en  esta  forma: 
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i.^  Atentados  contra  el  rey  y  la  familia  real, 
cometidos  por  una  persona: 

2.**  Atentados  contra  la  forma  de  Gobierno, 
cometidos  por  una  persona  y  encaminados  á 
destruirla,  cambiarla,  variar  el  orden  de  suce- 
sión al  trono,  ó  hacer  á  los  ciudadanos  tomar 
las  armas  contra  la  autoridad  real  ó  las  Cá- 
maras: 

3.®  Crímenes  contra  la  seguridad  interior 
del  Estado,  cometidos  por  una  sola  persona,  y 
consistentes;  ij°  en  la  excitación  á  la  guerra 
civil,  ó  á  llevar  la  devastación,  el  asesinato  ó  el 
pillaje  á  uno  ó  varios  pueblos;  2.^  en  levantar  ó 
hacer  levantar  masas  armadas,  enganchando  ó 
alistando,  ó  haciendo  enganchar  ó  alistar  sol- 
dados, suministrándoles  ó  procurándoles  armas 
6  municiones,  sin  orden  ni  autorización  del  go- 
bierno; 30  en  tomar  sin  derecho  ni  motivo  le- 
gítimo el  mando  de  un  cuerpo  de  ejército,  tro- 
pa, navio  de  guerra,  plaza  fuerte,  cuerpo  de 
guardia,  puerto  ó  ciudad;  4.**  en  retener,  contra 
la  orden  del  gobierno,  un  mando  militar  cual- 
quiera; en  detenerse  en  filas,  por  el  jefe,  el 
cuerpo  de  ejército  ó  tropa  cuyo  licénciamiento 
ó  disolución  se  le  hubiese  ordenado;  5.*  en  po- 
nerse á  la  cabeza  de  partidas  armadas,  ó  ejer- 
cer en  ellas  alguna  función  ó  cargo,  para  apo- 
derarse de  caudales  públicos,  invadir  dominios, 
propiedades,  plazas,  ciudades,  fortalezas,  pues- 
tos de  guardia,  almacenes  nacionales,  puertos, 
buques  ó  embarcaciones  pertenecientes  al  Es- 
tado, ó  para  atacar  ú  oponer  resistencia  á  la 
fuerza  pública  que  opera  contra  los  autores  de 
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esos  crímenes;  6.*  en  encabezar  ó  ejercer  fun- 
ciones en  partidas  que  hayan  tenido  por  obje- 
to saquear  ó  repartirse  propiedades  públicas 
ó  nacionales  ó  las  de  una  clase  de  ciudadanos» 
ó  atacar  ú  oponer  resistencia  á  la  fuerza  pú- 
blica que  opere  contra  los  autores  de  estos 
crímenes; 

4.*  Crímenes  contra  la  seguridad  interior 
del  Estado,  cometidos  por  una  partida,  y  que 
consisten  en  los  mismos  hechos  especiñcados 
en  los  números  anteriores;  pero  cometidos  por 
los  que  no  desempeñaban  en  ellas  ninguna  fun- 
ción directiva. 

Un  ligero  examen  de  lo  contenido  en  los  pá- 
rrafos precedentes,  hace  ver  que  están  agru- 
pados en  ellos  el  bandolerismo  y  los  delitos 
que  nuestro  Código  llama  atentados  contra  la 
Constitución,  rebelión  ó  sedición;  pero  el  bel- 
ga reserva  estas  dos  últimas  denominaciones 
para  actos  punibles  que  la  ley  peruana  califica 
de  distinta  manera. 

Así:  según  los  artículos  269  á  274  del  códi- 
go belga,  la  rebelión  es  un  delito  que  solo  pue- 
den cometer  los  particulares,  contra  el  orden 
público;  y  consiste  en  todo  ataque,  toda  resis- 
tencia, con  violencias  ó  amenazas,  á  los  funcio- 
narios públicos,  guardas  de  campo  ó  forestales» 
representantes  ó  agentes  de  la  fuerza  pública, 
delegados  para  la  cobranza  de  tarifas  y  de  con- 
tribuciones, comisionados  de  apremios,  delega- 
dos de  aduana,  depositarios  judiciales,  oficiales 
ó  agentes  de  la  policía  administrativa  ó  judi- 
cial que  obren  en   cumplimiento  de  las  leyes, 
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órdenes  ó  disposiciones  de  la  autoridad  públi- 
ca, de  mandamientos  judiciales  ó  de  senten* 
das.  Constituye  igualmente  rebelión  el  ataque 
ó  resistencia  á  los  empleados  del  servicio  tele- 
gráfico nacional,  y  á  los  de  servicios  privados 
cuando  trasmiten  despachos  de  la  autoridad;  y 
por  último  el  delito  puede  cometerse  por  una 
persona  ó  por  varias;  con  armas,  ó  sin  ellas; 
previo  acuerdo  ó  sin  él. 

Considera  también  dicho  código  como  cri- 
men contra  la  seguridad  pública,  que  no  es  para 
él  lo  mismo  que  seguridad  del  Estado,  la  for- 
mación de  sociedades  con  el  objeto  de  atentar, 
sin  fín  político,  contra  las  personas  y  propieda- 
des, lo  que  según  nuestra  ley  es  mera  circuns- 
tancia de  deh'to. 

La  sedición,  para  el  código  brflga  es  la  ma- 
nera de  cometer  distintos  delitos,  y  consiste  en 
asociarse  para  consumarlos  y  constituir  un  gru- 
po de  individuos,  que  se  independizan  en  cier- 
to modo  de  la  autoridad,  á  fín  de  proceder  se- 
gún sus  propósitos  culpables:  la  sedición  agra- 
va el  delito;  no  es,  como  entre  nosotros,  el 
nombre  de  una  especie  de  delitos. 

Los  términos  motin  y  asonada  no  son  usados 
en  el  código  belga;  si  bien  describe  y  castiga 
algunos  hechos  que,  según  la  ley  peruana,  cons- 
tituirían uno  ú  otro  de  estos  delitos. 

El  casuismo  de  este  Código  hace  sumamen- 
te difícil,  casi  imposible,  la   comparación  minu- 
ciosa de  sus  prescripciones  con  las  del  nuestro, 
que  sigue  un  plan   enteramente  distinto,  aspi- 
ra 
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rando  á  establecer  el  mayor  número  posible  de 
preceptos  generales. 

Los  delitos  contra  el  ejercicio  del  sufragio  no 
están  incluidos  por  el  código  de  Bélgica  entre 
los  que  comprometen  la  seguridad  interior  del 
Estado:  forman  la  materia  de  un  capitulo  espe- 
cial, en  el  título  de  los  crímenes  y  delitos  con- 
tra los  derechos  garantizados  por  la  constitu- 
ción. 

El  Código  chileno  no  considera  atentados 
contra  la  seguridad  y  orden  interior  del  Esta- 
do sino  los  crímenes  y  delitos  tendentes:  i,^  á 
promover  la  guerra  civil  armándose  contra  el 
Gobierno  legalmente  constituido,  á  cambiar  la 
constitución  ó  la  forma  de  gobierno,  á  privar 
de  sUs  funciones  ó  impedir  que  entren  en  el 
ejercicio  de  ellas  al  Presidente  de  la  República 
ó  al  que  haga  sus  veces,  á  los  miembros  del 
Congreso  nacional  ó  de  los  Tribunales  Supe- 
riores de  Justicia;  y  2.®  á  impedir  la  promulga- 
ción ó  la  ejecución  de  las  leyes  ó  la  libre  cele- 
bración de  una  elección  popular,  á  coartar  el 
ejercicio  de  sus  atribuciones  ó  la  ejecución  de 
sus  providencias  á  cualquiera  de  los  poderes 
constitucionales,  á  arrancarles  resoluciones  por 
medio  de  la  fuerza,  á  ejercer  actos  de  odio  ó  de 
venganza  en  la  persona  ó  bienes  de  alguna 
autoridad  ó  de  sus  agentes,  ó  en  las  pertenen- 
cias del  Estado  ó  de  alguna  corporación  pú- 
blica. 

Se  puede,  según  él,  cometer  estos  crímenes 
ó  delitos;  i.^  por  la  sublevación  á  mano  arma- 


—  99  — 

da;  2.^  induciendo  á  la  sublevación,  ó  sostenién- 
dola; 3.^  seduciendo  tropas,  usurpando  autori- 
dad política  ó  militar,  ó  reteniéndola  contra  la 
orden  del  Gobierno:  4^  empleando  la  astucia  ú 
otro  medio  que   no  sea  el  alzamiento  público. 

Aqui,  como  en  el  código  belga,  se  ve  uni- 
dos en  solo  un  grupo  los  actos  que  el  Código 
peruano  distingue  con  los  nombres  de  atenta- 
dos contra  la  Constitución,  rebelión,  sedición, 
motín  y  asonada. 

Los  delitos  relativos  al  ejercicio  de  los  dere- 
chos políticos  los  reserva  expresamente  el  có- 
digo chileno  á  la-ley  de  elecciones. 

Los  atentados  y  desacatos  contra  la  autori- 
dad se  hallan  incluidos  por  él  entre  los  críme- 
nes y  delitos  contra  la  seguridad  y  orden  pú- 
blicos; es  decir,  como  actos  que  comprometen 
la  tranquilidad  de  una  sección  territorrial  más 
^  menos  extensa,  sin  interesar  el  orden  políti- 
co de  la  nación. 

El  Código  español  hace  de  los  delitos  de 
que  tratamos,  dos  grupos  que  denomina:  i«^ 
delitos  contra  la  constitución,  y  2.^  Delitos 
contra  el  orden  público. 

Son  delitos  contra  la  constitución,  los  de 
lesa-magestad;  contra  las  Cortes  y  sus  indivi- 
duos; contra  el  Consejo  de  Ministros,  y  contra 
i^  forma  de  gobierno;  lo  mismo  que  los  come- 
tidos con  ocasión  del  ejercicio  de  los  dere- 
chos individuales  garantizados  por  la  consti- 
tución. 

Spn  delitos  contra  el  orden,  público,  los  de 


rebelión,  sedición,  atentados  y  desacatos 
tra  la  autoridad  y  los  desórdenes  públicos. 

I.**  Consisten  ]os  delitos  de  ¡^sa-magf¡stai 
matar  al  Rey;  privarle  de  su  libertad  pers( 
obligarle  á  ejecutar  algüa  acto  contra  si 
luntad,  con  violencias  6  intimidaciones  grs 
causarle  lesiones  graves;  injuriarle  en  su 
sencia;  invadir  violentamente  su  morada; 
ríarle  por  escrito  y  con  publicidad;  com( 
mismo  en  matar  al  inmediato  sucesor  de  la 
roña,  al  Regente  del  reino  ó  practicar  co 
estos,  ó  contra  el  conserte  del  Rey  ó  de  la ! 
na  alguno  de  los  actos  expresados. 

2."  Consisten  los  delitos  contra  las  Con 
contra  el  Consejo  de  Ministros,  en  impedir 
miembros  de  la  familia  real  6  los  Ministn 
las  Cortes,  reunirse  6  coartar  su  derecho 
nombrar  tutor  al  principe  heredero  ó  para 
gir  Regencia  del  reino  cuando  la  corona  ' 
re,  ó  se  imposibilitare  el  Rey  para  el  gobÍ 
del  Estado;  ó  en  no  obedecer  á  la  Rege 
después  de  haber  prestado  estaeljuram 
ante  las  Cortes  de  guardar  la  constituci 
las  leyes;  permitir  los  Ministros  que  el  Re 
cumpla  el  precepto  constitucional  de  re 
anualmente  las  Cortes,  ó  que  esté  reunido 
de  los  cuerpos  colegisladores  no  estando 
otro;  en  firmar,  los  Ministros,  reales  decrete 
disolución  de  alguno  de  ellos,  sin  los  req 
tos  legales;  en  invadir  violentamente  el  pa 
de  cualquiera  de  los  cuerpos    colegisladon 

fjromover  manifestaciones  ó  reuniones  al 
ibre  en  sus  alrededores,  cuando  estén  abi* 
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las  Cortes;  en  intentar  algún  individuo  parti- 
cular ó  de  la  fuerza  armada  penetrar  á  dichos 
palacios  á  presentar  peticiones  individuales  ó 
colectivas;  en  injuriar  gravemente  á  alguna  de 
sus  comisiones  que  los  represente  en  actos  pú- 
blicos; en  perturbar  gravemente  el  orden  de 
las  sesiones  ó  injuriar  durante  ellas  á  algún  Di- 
putado ó  Senador;  en  injuriarle  ó  amenazarle 
después  por  las  opiniones  que  hubiere  mani- 
festado; en  impedirle  con  fuerza,  intimidación 
ó  amenaza  que  asista  al  Cuerpo  á  que  perte- 
nece; y  en  todo  acto,  de  particular  ó  funciona- 
rio público,  que  sea  depresivo  de  la  libertad 
del  Representante  y  de  sus  inmunidades  cons- 
titucionales. 

Estos  mismos  actos  cometidos,  en  cuanto 
sea  posible,  contra  el  Consejo  de  Ministros  ó 
sus  miembros,  constituyen  los  delitos  contra 
dicho  Consejo. 

3.°  Consisten  los  delitos  contra  la  forma  de  go- 
bierno en  los  actos  tendentes  á  reemplazar  el 
gobierno  manárquico-constitucional  por  otro 
monárquico  absoluto  ó  republicano;  á  despojar 
al  Rey,  al  Regente,  la  Regencia,  al  padre  ó 
madre  del  Rey,  al  Consejo  de  Ministros  de  las 
prerogativas  y  facultades  que  la  constitución 
los  otorga  en  cuanto  al  gobierno  del  reino;  ó 
á  variar  el  orden  legitimo  de  sucesión  á  la  Co- 
rona, ó  á  privar  á  la  dinastía  de  sus  derechos 
constitucionales;  como  asi  mismo,  en  los  vivas 
ú  otros  gritos  lanzados  en  las  manifestaciones 
públicas,  provocando  aclamaciones  directamen- 
te encaminadas  á  aquellos  fines,  y  en    el  cum- 


¡miento  que  dieren  los  funcionarios 
mandato  ú  orden  que  el  Rey  dictare 
cío  de  su  autoridad  sin  estar  ñrmad 
Ministro  á  quien  corresponda. 
Los  delitos  contra  la  forma  de  goble 
ín  ser  cometidos  por  una  multitud  q 
!  públicamente  en  armas  para  perpet 
;  organice  con  gefes  superiores,  aut 
ibalternas  y  simples  ejecutores:  á  ( 
t  estas  especies  de  culpables  señala  c 
ipañol  distinta  pena,  siendo  naturalmt 
'ave  la  de  los  primeros. 
4.°  Con  ocasión  delyérddo  de  los  de 
■ntizados  por  la  constitución  pueden  i 
5  particulares  ó  los  funcionarios  ] 
'3  primeros,  abusando  de  los  den 
¡unión,  enseñanza  ó  libertad  de  im| 
s  segundos,  usurpando  autoridad 
.ndo  de  ella  con  detrimento.de  la 
^rsonal   y    demás  garantías  de  los 

)S. 

Los  abusos  del  derecho  de  reunión 
fícados  por  el  código  español  com( 
£s  ó  manifestaciones  no  pacificas,  y  o 
aciones  ilícitas:  las  primeras  son  las 
:lebran  con  infracción  de  las  disposíc 

policía  establecidas,  con  carácter  g 
srmanente,  en  el  lugar  en  que  las  r 
:ngan  efecto;  las  reuniones  al  aire  lib 
ifestaciones  políticas  que  se  celebre 
ie¡  las  reuniones  ó  manifestacíonc! 
incurre  un  número  considerable  de 
anos  con  armas  de  combate;  las   qu( 
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bra  con  el  fin  de  cometer  algún  delito  penado 
por  la  ley  ó  las  en  que,  estando  celebrándose,  se 
cometiere  alguno  de  los  delitos  que  ella  caUfíca 
de  rebelión,  sedición  atentado  ó  desacato  con- 
tra la  autoridad,  ó  de  desorden  público:  las  se- 
gundas, las  asociaciones  ilícitas,  son  las  que 
por  su  objeto  ó  circunstancias  contraríen  la  mo- 
ral pública,  y  las  que  tengan  por  objeto  come- 
ter algún  delito  penado  por  la  ley. 

En  estos  delitos,  lo  mismo  que  en  los  que 
atentan  contra  la  forma  de  gobierno,  puede 
haber  culpables  de  distintas  categorías,  que  el 
código  especiñca,  señalando  á  cada  una  la  pe- 
na correspondiente. 

Los  abusos  del  derecho  de  enseñanza  con- 
sisten en  fundar  establecimientos  docentes  que, 
por  su  objeto  ó  circunstancias  sean  contrarios 
á  la  moral  pública;  y  los  de  libertad  de  impren- 
ta, en  las  publicaciopes  clandestinas  y  en  la 
omisión  de  los  requisitos  legales  para  la  publi- 
cidad por  medio  de  la  prensa. 

Los  delitos  que,  contra  las  garantías  indivi- 
duales, pueden  cometer  los  funcionarios  públi- 
cos, no  difieren  esencialmente  de  los  que  nues- 
tro Código  denomina  abuso  y  usurpación  de 
autoridad;  por  lo  que  los  reservamos  para  ha-^ 
cer  las  respectivas  comparaciones  cuando  nos 
ocupemos  en  exponer  y  comentar  la  sección 
quinta  de  este  libro,  y  el  título  7.**  de  la  pre- 
sente. 

Los  delitos  que  el  código  español  considera 
como  opuestos  al  libre  ejercicio  de  los  cultos. 
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los  dejamos  indicados  en  los  puntos  correspon- 
dientes de  la  sección  primera. 

Consiste  la  rebelión  en  alzarse  públicamente 
y  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno,  para 
destronar  al  Rey,  al  Regente  ó  Regencia,  pri- 
varlos de  su  libertad  personal,  ú  obligarlos  á 
ejecutar  algún  acto  contrario  á  su  voluntad, 
impedir  la  celebración  de  las  elecciones  pa- 
ra Diputados  á  Cortes  en  todo  el  reino  ó  la 
reunión  legitima  de  las  mismas,  disolver  es- 
tas ó  impedir  la  deliberación  de  alguno  de  los 
Cuerpos  colegisladores  ó  arrancarles  algunas 
resoluciones,  ejecutar  alguno  de  los  delitos  ca- 
lificados como  atentatorios  contra  las  Cortes 
ó  contra  el  Consejo  de  Ministros,  sustraer 
el  reino  ó  parte  de  él  ó  algún  cuerpo  de  tro- 
pa de  tierra  ó  de  mar  ó  cualquiera  otra 
clase  de  fuerza  armada,  de  la  obediencia  al 
Supremo  Gobierno,  usar  y  ejercer  por  si  ó 
despojar  á  los  ministros  de  sus  facultades  cons- 
titucionales ó  impedirles  ó  coartarles  su  libre 
ejercicio.  Consiste  la  sedición  eti  alzarse  públi- 
ca y  tumultuariamente  para  conseguir  por  la 
fuerza  ó  fuera  de  las  vías  legales  cualquiera 
de  los  objetos  siguientes:  impedir  la  promulga- 
ción ó  la  ejecución  de  las  leyes,  ó  la  libre  ce- 
lebración de  las  elecciones  populares  en  algu- 
na provincia,  circunscripción  ó  distrito  electo- 
ral; impedir  á  cualquiera  autoridad,  corpora- 
ción oficial  ó  funcionario  público  el  Ubre  ejer- 
cicio de  sus  funciones  ó  el  cumplimiento  de  sus 
providencias  administrativas  ó  judiciales;  ejer- 
cer algún  acto  de  odio  ó  venganza  en  la  perso- 
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na ó  bienes  de  alguna  autoridad  ó  de  sus  agen- 
tes; ejercer,  con  un  objeto  político  6  social, 
algún  acto  de  odio  ó  de  venganza  contra  los 
particulares  ó  cualquiera  clase  del  Estado;  des- 
pojar con  un  objeto  político  ó  social,  de  todos  ó 
parte  de  sus  bienes  propíos  á  alguna  clase  de 
ciudadanos,  al  municipio,  á  la  provincia  ó  al  Es- 
tado ó  talar  ó  destruir  dichos  bienes. 

De  la  misma  manera  que  en  los  delitos  con- 
tra la  forma  de  gobierno  y  en  las  manifestacio- 
nes no  pacificas  y  asociaciones  ilícitas,  el  códi- 
Íro  español  distingue  á  los  culpables  de  rebe- 
lón y  sedición  en  tres  categorías  para  imponer- 
les la  pena  respectiva,  y  establece  circunstancias 
especiales  que  modifican  esta,  atenuándola  ó 
agravándola. 

Los  atentados  y  desacatos  contra  la  autoridad 
consisten,  como  en  la  ley  peruana,  en  actos  de 
fuerza  ó  intimidación,  ó  en  falta  de  respeto  á 
los  funcionarios  públicos  durante  eí  ejercicio  de 
sus  funciones  ó  á  consecuencia  de  haberlas  ejer- 
cido. Como  una  y  otra  ley  consignan  sus  dis- 
posiciones casi  en  el  nusmo  orden;  guardamos 
su  comparación  para  cuando  expongamos  y  glo- 
semos el  titulo  ó.""  de  esta  sección. 

Los  desórdenes  públicos,  consistentes  en  he- 
chos que  el  Código  peruano  incluye  éntrelos 
atentados  contra  la  autoridad,  ó  entre  los  de- 
sacatos  contra  la  misma,  ó  entre  las  asonadas, 
son  cometidos; — por  los  que  causan  tumulto  ó 
turban  gravemente  el  orden  de  la  audiencia  de 
un  tribunal  ó  juzgado,  en  los  actos^públicos  pro- 
pios de  cualquiera  autoridad  ó  corporación,  en 
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algún  colegio  electoral,  oficina  ó  establecimíen- 
to  públicos;  en  espectáculo  ó  solemnidad  ó 
reunión  numerosa; — por  los  que  turban  grave- 
mente el  orden  público  para  causar  injuria  ú 
otro  mal  á  alguna  persona  particular,  ó  impe- 
dirle el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos; — por 
los  que  dan  gritos  provocativos  de  rebelión  6 
sedición  en  cualquiera  reunión  ó  asociación  6 
en  lugar  público,  ú  ostentan  en  los  mismos  si- 
tios lemas  ó  banderas  que  provoquen  directa- 
mente la  alteración  del  orden  público;— por  los 
que  extraen  de  las  cárceles  ó  establecimientos 
penales  á  algún  detenido  en  ellos,  ó  le  pro- 
porcionan la  evasión  por  la  fuerza,  la  intimida- 
ción, el  soborno  ú  otros  medios;— por  los  que 
sorprenden  á  los  conductores  de  presos; — por 
los  que  causan  desperfectos  en  los  caminos  de 
hierro,  ó  en  las  lineas  telegráficas,  ó  interceptan 
la  comunicación; — y  por  los  que  destruyen  ó  de- 
terioran pinturas,  estatuas  ú  otro  monumento 
público  de  utilidad  ú  ornato. 

Cuida  el  código  español  de  advertir:  i.^  que 
para  los  efectos  de  sus  disposiciones  penales 
en  materia  de  atentados,  desacatos  y  desórde- 
nes públicos,  se  reputa  autoridad  al  que  por  si» 
ó  como  individuo  de  alguna  corporación  ó  tri- 
bunal, ejerce  jurisdicción  propia,  y  á  los  funcio- 
narios del  Ministerio  fiscal;  2.^  que  agrava  la 
pena  la  circunstancia  de  hallarse  el  culpable  in- 
vestido de  autoridad  civil  ó  religiosa;  3.''  que 
se  desterrará  á  los  ministros  de  una  religión 
que  en  ejercicio  de  sus  funciones  provocaren 
atentados  ó  desacatos   contra  la  autoridad  ó 
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desórdenes  públicos,  si  sus  provocaciones  no 
surtieran  efecto;  y  4.^  que  se  les  confinará,  sí 
lo  produjeran;  á  no  ser  que  por  otro  artículo 
del  mismo  código  correspondiese  al  delito  ma- 
yor pena. 

El  Código  francés,  cuyas  disposiciones  ha 
reproducido  casi  totalmente  el  belga,  considera 
como  crímenes  contra  la  seguridad  interior  del 
Estado:  i.^  los  atentados  y  maquinaciones 
contra  el  Emperador  y  su  familia  y  2.**  los  crí- 
menes que  tengan  por  objeto  perturbar  al  Es- 
do  por  medio  de  la  guerra  civil,  el  empleo  ¡legal 
de  la  fuerza  armada,  la  devastación  y  el  pillaje 
públicos. 

En  el  primer  grupo  comprende  los  atenta- 
dos contra  la  vida  del  Emperador  y  los  miem- 
bros de  la  familia  imperial,  y  toda  ofensa  á  sus 
personas;  delitos  de  imposible  ejecución  hoy 
ique  la  Francia  es  republicana;  y  los  atentados 
para  destruir  ó  cambiar  el  Gobierno  y  excitar 
á  los  ciudadanos  á  armarse  contra  su  autoridad, 
crímenes  que  se  puede  cometer,  cualquiera  que 
sea  la  forma  de  organización  del  poder  público. 

En  el  segundo  grupo  incluye  los  mismos  he- 
chos que  el  código  belga  califica  como  pertur- 
badores del  Estado,  agregando  los  siguientes: 
i.^  emplear  la  fuerza  pública  deque  lícitamen- 
te se  disponga  en  impedir  la  leva  de  gente  de 
guerra,  ordenada  con  facultad  legítima;  y  2.^ 
incendiar  ó  destruir  por  la  explosión  edificios, 
almacenes  arsenales;  buques  ú  otras  propieda- 
des pertenecientes  al  Estado. 
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Los  crímenes  y  delitos  expresados  en  los 
dos  apartes  anteriores,  pueden  ser  cometidos 
por  una  sola  persona  ó  por  partidas  organiza- 
das con  el  fin  de  perpetrarlos;  y  en  esta  última 
circunstancia  consiste  la  sedicióni 

La  rebelión,  estando  á  los  artículos  209  á  221 
del  código  francés,  la  constituyen  los  mismos 
hechos  que  el  belga  considera  como  actos  de 
rebelión;  sin  otra  diferencia  que  la  de  no  haber 
incluido  el  primero,  por  razón  de  su  atrazada 
fecha,  las  resistencias  ó  ataques  á  los  emplea- 
dos del  servicio  telegráfico;  y  es  castigada  con 
distintas  penas,  según  que  sea  cometida  por 
una  partida  numerosa,  por  más  de  veinte  per- 
sonas, por  tres  ó  más,  ó  por  una  ó  dos,  y  en 
atención  al  carácter  que  el  culpable  hubiese 
tenido  en  la  reunión  tumultuaria. 

Este  código  castiga  como  reuniones  de  re- 
beldes aquellas  que  se  forman  con  ó  sin  armas, 
acompañadas  de  violencias,  ó  amenazas  contra 
la  autoridad  administrativa,  los  oficiales  y  agen- 
tes de  policía,  6  contra  la  fuerza  pública  por 
los  obreros  y  jornaleros  en  los  talleres  pübií- 
cos  ó  en  las  manufacturas;  por  los  individuos 
admitidos  en  los  hospitales,  y  por  los  presos, 
presuntos  acusados  ó  condenados. 

Tampoco  usa  el  código  francés  los  términos 
motín  y  asonada,  á  semejanza  del  belga;  y,  lo 
mismo  que  este,  destina  una  sección  del  capí- 
tulo relativo  á  delitos  y  crímenes  contra  la  cons- 
titución, á  describir  y  penar  los  relativos  al 
ejercicio  de  los  derechos  cívicos;  y  una  del  ca- 
pítulo referente  á  crímenes  y  delitos  contra  la 
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paz  pública,  á  las  asociaciones  de  malhecho- 
res que  ataquen  ó  se  propongan  atacar  á  las 
personas  y  sus  propiedades  sin  fin  político. 


El  Código  italiano  clasifica  los  delitos  con- 
tra la  seguridad  del  Estado  en  la  siguiente 
forma: 

i^  Delitos  contra  la  patria:  2^  Delitos  con- 
tra los  poderes  del'Estado  3.*  Delitos  contra 
los  estados  extrangeros,  sus  gefos  y  repre- 
sentantes. 

De  los  primeros  y  últimos  hemos  dado  una 
noción  en  los  títulos  i.®,  2!*  y  3.®  de  la  sección 
2^  de  este  libro  al  comparar  el  código  italiano 
con  el  nuestro. 

Los  segundos;  los  delitos  contra  los  poderes 
del  Estadd,  conforme  álos  artículos  117  á  127 
de  dicho  código,  pueden  ser  contra  la  persona 
del  Rey,  de  la  Reyna,  del  Príncipe  heredero'  ó 
del  Regenté  del  reino;  contra  el  Senado  ó  la 
Cámara  de  Diputados  y  contra  la  forma  de  go- 
bierno. 

Consisten  los  delitos  contra  el  Rey,  la  fami- 
lia real  ó  el  Regente  en  atentar  contra  su  vida, 
su  integridad  ó  libertad,  en  ofenderles  con  pa- 
labras ó  actos,  ó  en  cometer  en  daño  suyo  cual- 
quier otro  delito. 

Consisten  los  delitos  contra  el  Senado  ó  la 
Cámara  de  Diputados  en  insultarles  pública- 
mente, delito  que  se  agrava  si  la  injuria  se  co- 
mete en  el  mismo  local  en  que  dichos  cuerpos 
celebran  sus  sesiones. 


Consisten  los  delitos  contra  la  I 
bierno;  en  los  atentados  tendente 
al  Rey  ó  al  Regente,  en  todo  6  en 
que  sea  temporalmente  el  ejercicií 
ranla,  á  impedir  al  Senado  ó  á  la 
Diputados  el  ejercicio  de  sus  funci 
biar  violentamente  la  constitución 
la  forma  de  gobierno  ó  el  orden  di 
trono;  ó  en  reclutar  ó  armar  ciud; 
territorio  del  reino  y  sin  autorizai 
bierno  con  el  objeto  de  ponerse  a 
un  Estado  extrangero;  en  hacer  c 
tantes  del  reino  tomen  las  armas  c 
deres  del  Estado;  en  tomar  el  m: 
pa,  plaza,  fortaleza,  puestos  milita 
cíales,  ciudades  ó  buques  de  gue 
por  la  ley  facultad  para  ello  y  sin 
Gobierno;  en  atribuir  al  Rey  pút 
censura  ó  la  responsabilidad  de  lo: 
gobierno;  en  menospreciar  ó  Ínsi 
mente  las  instituciones  constitucio 
tado. 

La  penalidad  de  estos  delitos 
que  hayan  sido  cometidos  por  un 
na  ó  por  una  partida. 

Actos  análogos  á  lo  que  nuestrc 
nomina  atentados  y  desacatos  con 
dad,  reciben  del  italiano  los  califíc: 
lencía  y  resistencia  á  la  autoridí 
contra  fas  personas  investidas  de  i 
ñas  que  les  impone  varían  si  so 
por  diez  personas  ó  menos,  6  por 
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Unos  y  otros  están  en  la  categoría  de  los  deli- 
tos contra  la  administración  pública. 

Complétase  el  cuadro  de  los  delitos  que  tie- 
nen relación  con  los  que  el  nuestro  considera 
contrarios  á  la  seguridad  interior  del  Estado, 
con  las  instigaciones  y  asociaciones  para  de- 
linquir, las  excitaciones  á  la  guerra  civil,  la  for- 
mación de  cuerpos  armados  y  la  intimidación 
pública^  hechos  que  denomina  delitos  contra  el 
orden  público. 

Instiga  á  delinquir  el  que  públicamente  indu- 
ce á  cometer  una  infracción,  ó  hace  la  apología 
de  un  hecho  que  la  ley  califica  como  delito,  ó 
incita  á  la  desobediencia  de  la  ley  ó  al  odio  en- 
tre las  clases  sociales  de  modo  peligroso  para 
la  tranquilidad  pública. 

Las  asociaciones  para  delinquir  han  de  ser 
formadas  de  cinco  ó  más  personas  que  se  unan 
con  el  objeto  de  cometer  delitos  contra  la  admi- 
nistración de  justicia,  la  fé  ó  la  seguridad  pú- 
blica, las  buenas  costumbres  y  el  orden  de  la 
familia,  ó  contra  las  personas  ó  la  propiedad; 
ya  sea  que  permanezcan  en  el  mismo  lugar,  ya 
que  recorran  los  campos  ó  las  vías  públicas,  ar- 
mados ó  sin  armas. 

Es  reo  de  excitación  á  la  guerra  civil,  el  que 
realice  un  acto  encaminado  á  promoverla  ó  lle- 
var la  devastación,  el  saqueo  ó  el  extrago  á 
cualquier  parte  del  reino:  lo  es  de  haber  for- 
mado cuerpo  armado,  el  que  sin  legítima  auto- 
rización lo  organice,  aun  cuando  no  tenga  por 
)bjeto  cometer  infracciones;  y  lo  es  de  intimi- 
dación pública,  el  que  con  solo  el  fin  de  infun- 
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d¡r  público  temor,  ó  de  excitar  tumulto,  ó  pú- 
blico desorden,  haga  estallar  bombas,  petardos 
ú  otras  máquinas  ó  materias  explosivas,  ó  ame* 
nace  con  un  desastre  de  pelijgro  común. 

Los  delitos  contra  el  ejercicio  del  derecho  de 
sufragio  están  comprendidos  en  el  artículo  139 
del  código  italiano,  que  describe  y  pena  los  de- 
litos contra  las  libertades  políticas. 


A  pesar  de  la  variedad  de  plan  y  la  diversi- 
dad de  nombres  empleados  por  los  distintos 
códÍ£[os  para  designar  hechos  perfectamente 
iguales  ó  semejantes,  se  descubre,  en  el  resumen 
que  hemos  hecho,  el  uniforme 'propósito  de 
asegurar  la  estabilidad  y  regular  funcionamien* 
to  del  organismo  político,  mediante  el  respeto 
á  la  ley  fundamental  del  Estado,  la  conserva- 
ción de  la  autoridad  en  sus  legítimos  deposita- 
rios, el  libre  ejercicio  de  sus  atribuciones  res- 
pectivas en  el  terreno  legal,  el  prestigio  de  los 
encargados  del  poder  público  y  sus  agentes,  y 
el  respeto  de  todo  derecho  individual  ó  social. 

Creemos  que  el  plan  seguido  por  nuestro 
código  es  uno  de  los  más  completos,  pues  sin 
caer  en  el  casuismo  embrollado  <}e  los  códigos 
belga  y  francés,  ni  en  las  generalizaciones  vas- 
tísimas del  chileno,  ni  en  las  distinciones  pro- 
lijas del  español  y  del  italiano;  abraza  en  pocos 
grupos  bien  distintos,  y  sin  necesidad  de  repe- 
ticiones^ todos  los  hechos  criminosos  que  se 
oponen  á  las  consecución  de  los  fines  expre- 
sados en  el  acápite  anterior. 
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TITULO    i.^ 

DE    LOS   DELITOS  CONTRA    LA  CONSTITUCIÓN 

POU'TICA  DEL  ESTADO 

Art.  125.  La  tentativa  para  destruir  ó  alterar 
por  vías  de  hecho  la  Constitiuñón  política  del  Estadoj 
se  castigará  con  expatriación  en  segundo  grado  (i.) 

Gomentaiio.  Este  es  un  caso  excepcional  del 
principio  establecido  en  el  articulo  47.  Se  cas- 
tiga la  tentativa,  y  no  la  consumación  del  pro- 
pósito^ usando  de  la  facultad  de  imponer  penas 
especiales  que  el  legislador  se  reservó  én  el  ar- 
ticulo 54;  y  al  proceder  asi  ha  habido  sobrada 
razón,  porque,  como  lo  hicimos  notar  comen- 
tando el  articulo  99,  donde  quiera  que  impere 
el  gobierno  representativo,  no  sujeto  á  otras 
leyes,  sino  á  las  que  expresen  la  voluntad  ge- 
neral inspirada  en  la  justicia;  toda  transforma- 
ción de  las  instituciones,  por  radical  que  sea; 
importa  una  manifestación  del  derecho.  Pero 
cuando  el  cambio  no  ha  podido  operarse  por- 
que la  voluntad  de  la  mayoría  no  lo  ha  secun- 
dado; en  el  mismo  fracaso  del  intento  se  tiene 
la  prueba  más  concluyente  de  que  no  se  obró 
en  armonía  con  la  aspiración  del  mayor  núme- 
ro, sino  contra  el  interés  general,  realizando,  no 
una  evolución  encaminada  al  perfeccionamien- 

(i)  Seis  afios. 
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to   social,  sino   un  trastorno   en   el  orden  po- 
lítico. 

Mas  no  ha  de  considerarse  como  tentativa 
culpable  la  manifestación  paciñca  y  razonada 
en  las  asambleas  deliberantes,  en  los  comicios 
populares,  en  la  prensa  ó  en  la  cátedra,  de  opi- 
niones contrarias  á  los  principios  declarados 
por  la  constitución:  la  ley  solo  condena  las  ten- 
tativas de  hecho,  y  no  la  profesión  ó  enseñanza 
de  doctrinas  opuestas  á  lo  que  la  constitución 
haya  establecido  como  conveniente  y  verdade- 
ro; no  prohibe  la  discusión  privada  ó  pública  de 
sus  preceptos,  pues  esto  seria  arrogarse  la  in- 
falibilidad, sujetando  á  los  pueblos  al  más  de- 
sesperante estacionarismo. 

Lo  dispuesto  en  el  siguiente  articulo  (126) 
tampoco  se  opone  á  la  discusión  serena,  por 
las  consideraciones  que  luego  expondremos,  y 
princi^Salmente  porque  nuestra  ley  fundamen- 
tal, que  no  aspira  á  la  inmutabilidad,  acepta» 
poi'  el  contrario,  la  reforma  parcial  ó  total  de 
sus  prescripciones,  siempre  que  se  guarde  las 
formas  establecidas  por  ella  misma. 


El  Código  argentino,  en  el  primer  inciso 
de  su  articulo  226,  considera  reos  de  rebelión^á 
los  que  alteren  ó  destruyan  la  constitución. 
Dice  literalmente: 

«  Son  reos  de  rebelión  y  sufrirán  destierro 
por  tres  á  seis  años,  los  que  se  alzan  pública- 
mente y  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobier- 
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fio  de  alguna  Provincia,  para  cualquiera  de  Io$ 
objetos  siguientes:]) 

ff  i."^    Alterar  ó  destruir  la  constitución:» 

Aquí  no  se  habla  de  mera  tentativa  como  en 
nuestro  Código;  pero  se  entiende  igualmente 
que  es  ella  el  acto  punible»  por  consideracio- 
nes idénticas  á  las  que  hemos  expresado  arriba. 


El  Código  belga,  según  se  vé  en  el  inciso 
2^  del  correspondiente  párrafo  de  la  adverten- 
cia que  encabeza  este  titulo,  condena  también 
los  atentados  contra  la  constitución.  Se  ex- 
presa así: 

ff  Art.  104.  £1  atentado  cuyo  objeto  sea,  ya 
destruir,  ya  cambiar  la  forma  de  gobierno,  ó  el 
orden  de  sucesión  al  trono,  ya  hacer  tomar  las 
armas  á  los  ciudadanos  ó  á  los  habitantes  con- 
tra la  autoridad  real,  las  Cámaras  legislativas, 
ó  alguna  de  ellas,  se  castigará  con  detención 
perpetua.)» 

<K  Art  105.  £1  atentado  existe  desde  que 
hay  tentativa  punible.»  * 

Al  través  de  las  diferencias  derivadas  de  las 
distintas  form^  de  gobierno,  se  descubre,  en- 
tre el  Código  peruano  y  el  belga,  el  propósito 
común  de  castigar  como  grave  delito  el  simple 
intento  de  cambiar  ó  reformar  violentamente  la 
constitución  del  Estado. 
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El  Código  chileno,  al  describir  y 
menes  y  simples  delitos  contra  la  i 
lerior  del  Estado,  en  su  articulo  is 
i  penas  de  reclusión,  conñnamient 
miento  mayores  (i)  á  los  que  se  al: 
'  armada  contra  el  Gobierno  legalmi 
uido,  entre  otros  objetos,  con  el  d< 
Constitución  del  Estado. 


El  Código  español,  ya  lo  hemos  di 
vertencia  preliminar  de  este  título, 
:litos  contra  la  constitución  los  d 
:stad  y  demás  que  en  el  primer  í 
irrafo  respectivo  hemos  indicado; 
ibe  y  pena,  como  directamente  ene 
>ntra  la  constitución,  los  contenidos 
:ulos  siguientes: 

t  Art.  i8i.  Son  reos  de  delito  i 
rma  de  gobierno  establecida  por  '. 
ción,  los  que  ejecutaren  cualquiera 
tos  ó  hechos  encaminados  directi 
nseguir  por  la  fuerza  ó  fuera  de  I< 
Jes,  uno  de  los  objetos  siguientes:i 
i"  Reemplazar  el  gobierno  me 
institucional  por  un  gobierno  mona 

luto  ó  republicano» 

«Art.  183.  Delinquen  además  COI 
a  de  gobierno  los  funcionarios  püb 
eren  cumplimiento  á   mandato  ó  < 

(i)  De  5  atlos  y  i  dta  &  10  aDos. 
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el  Rey  dicte  en  ejercicio  de  su  autoridad  sin 
estar  firmado  por  el  Ministro  á  quien  corres- 
ponda.» 

A  los  reos  del  delito  á  que  $e  refiere  el  ar- 
ticulo i8i  les  impone  la  pena  de  prisión  ma- 
yor (i)  cuando  no  hubiere  alzamiento;  y  á  los 
comprendidos  en  el  artículo  183,  la  de  inhabi- 
litación especial  temporal  (2)  sin  perjuicio  de 
l^  mayor  pena  que  pudiera  corresponderles 
cuandüo  el  acto  atentatorio  contra  la  constitu- 
ción esté  previsto  y  castigado  en  el  código  coa 
más  severidad.  Así  lo  declara  el  articulo  188. 
Nuestra  ley  (art.  99  de  la  Const.)  quita  tam- 
bién todo  valor  á  las  órdenes  y  decretos  del 
Presidente  de  la  República,  si  no  estáti  fir- 
mados por  el  correspondiente  Ministro  del 
Despacho;  más  el  Código  Penal  ha  omitido  se- 
ñalar pena  á  los  agente^s  d^l  Ejecutivo  y  fun- 
cionarios públicos  en  general  que  les  dieren 
cumplimiento  sin  ese  requisito;  lo  que  eviden- 
temente puede  causar  graves  irregularidades 
en  la  administración. 

£1  artículo  17  de  la  ley  de  organización  inte- 
rior de  la  República  de  17  de  Enero  de  1857, 
L  en  sus  iqcisos  i,^  y  2.^  impone  á  los  funcíoña- 

rios  políticos  el  deber  de  objetar  las  órdenes 
superiores  que  se  les  imparta,  cuando  sean 
opuestas  á  la  Constitución  y  á  las  leyes,  ó 
cuando  no  hayan  sido  comunicadas  con  las  for- 
malidades que  éstas  requieren;  pero  bien  se 

(i^  De  6  aüos  y  x  dia,  á  la  afíos. 
(2)  De    Ídem      ídem    á    idem. 
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comprende  que  tales  disposiciones  so 
cientes  para  evitar  las  infracciones  con 
nales  que  el  Presidente  de  la  Repúblic; 
re  cometer;  porque  ni  tienen  la  ampliti 
saria,  hallándose  circunscritas  á  las  aut< 
políticas,  ni  van  acompañadas  de  la  re 
sanción. 

La  responsabilidad  del  Gefe  del  Est 
clarada  por  los  artículos  64  y  65  de  la 
tución,  tampoco  basta  para  garantir  la 
servancia  de  ésta,  n¡  menos  para  impc 
las  medidas  atentatorias  surtan  sus  efe 
mediatos. 

Tenemos,  pues,  un  Código  Penal  q 
ancho  campo  á  las  usurpaciones  de  ai 
de  los  altos  funcionarios  públicos,  por 
limitado  á  penar  á  los  empleados  que 
atribuciones  agenas  ó  abusen  de  la  a' 
recibida  de  la  ley;  y  aun  cuando  haya  < 
celo  y  actividad  para  formular  contra 
la  acusación  respectiva;  el  juicio  podr 
resultados  nugatorios.  <  Queréis  juzg 
mo  empleado,  dirá  el  Presidente  culpal 
no  he  sido  ó  no  soy  empleado.  9 

Por  especiosa  que  la  objeción  parez 
ría  apoyada  en  la  letra  de  la  ley. 

Inferimos  de  todo  esto  que  conven( 
cionar  nuestro  Código  con  una  disposií 
loga  á  la  contenida  en  el  articulo  183 
pañol. 

El  Código  francés  califica  como  del 
tra  la  Constitución  los  relativos  al  eje 
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los  derechos  que  ella  garantiza  al  ciudadano, 
consignando  á  este  respecto  disposiciones  que 
están  en  relación  con  otras  de  nuestro  Código, 
pero  que  éste  comprende  bajo  título  diferente; 
por  lo  que  reservamos  su  comparación  para 
los  lugares  respectivos.  Apenas  tienen  remo- 
ta analogía  con  el  artículo  que  comentamos  las 
del  artículo  87,  en  el  párrafo  referente  á  aten- 
tados contra  el  Emperador  y  su  familia;  párrafo 
casi  totalmente  derogado  y  que,  en  lo  perti- 
nente dice:  «  El  atentado  cuyo  objeto  sea  des- 
truir ó  cambiar  el  Gobierno,  ó  el  orden  de  suc- 
cesión  al  trono  y  excitar  á  los  ciudadanos  á 
armarse  contra  la  autoridad  imperial,  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  deportación  en  una  for- 
taleza; »  y  la  del  artículo  88,  que  declara  existir 
el  atentado  por  la  mera  tentativa. 

Observan  los  notables  compiladores  Rome- 
ro Girón  y  García  Moreno  que  no  se  puede 
considerar  derogadas  estas  prescripciones,  por 
la  naturaleza  del  hecho  que  describen  y  penan, 
aun  cuando  haya  variado  la  forma  de  gobierno, 
pues  la  entidad  moral  subsiste  apesar  del  cam- 
bio en  lo  externo  de  su  composición. 

Este  acto  punible  no  es,  en  nuestra  ley  aten- 
tado contra  la  Constitución;  sino  delito  de  re- 
belión, como  lo  veremos  muy  en  breve. 


El  Código  italiano,  al  enumerar  los  delitos 
contra  los  poderes  del  Estado  y  señalar  sus  pe- 
nas, establece  que  se  castigará  con  12  años,  lo 
menos,  de  prisión  á   todo  el   que   cometa    un 
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acto  encaminado  á  cambiar  violentamente  la 
Constitución  del  Estado,  la  forma  de  gobierno, 
6  el  orden  de  sucesión  al  trono  (inc.  3^  art. 
118.) 

Los  artículos  131  á  138  señalan  penas  espe- 
ciales á  los  que  forman  partidas  para  cometer 
este  delito;  á  los  que  de  algún  modo  auxilian  á 
esas  partidas;  á  los  que  concierten  la  consuma- 
ción; á  los  que  públicamente  excitaren  á  come- 
terlo; á  los  que  cometan  otro  delito  simultá- 
neo; y  á  los  que,  para  atentar  cohtra  la  consti- 
tución, invadan  edificio  público  ó  privado,  6 
arrebaten  con  violencia  ó  engaño  de  un  lugar 
de  venta  ó  de  depósito  armas,  municiones  ó  ví- 
veres. Esas  penas  por  lo  general  consisten  en 
aumento  de  la  restrictiva  de  la  libertad  indivi- 
dual impuesta  en  el  articulo  118;  y  en  algunos 
casos,  en  la  adición  de  una  multa  que  fluctúa 
entre  1,000  y  3,000  liras. 

Art.  126.  El  que  públicamente  y  de  una  mane- 
ra suhersiva  desprestigie  la  Constitución  del  Estado 
ó  inc  ite  á  su  inobservancia  ^  sufrirá  arresto  mayor  en 
tercer  grado  (i)  y  suspensión  de  los  derechos  políti- 
cos por  dos  años. 

Comentario.  Decíamos,  comentando  el  ar- 
tículo anterior,  que  lo  dispuesto  en  el  presente 
no  se  opone  á  la  discusión  razonada  y  tranquila 
de  las  declaraciones  y  preceptos  constituciona- 
les; y  asi  debe  ser  y  es  en  efecto. 

(i)  Cuatro  meses. 
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£1  artículo  131  de  la  Constitución  dice:  «c  La 
reforma  de  uno  ó  más  artículos  constituciona- 
les se  sancionará  en  Congreso  ordinario,  pre- 
vios los  mismos  trámites  á  que  debe  su- 
jetarse cualquier  proyecto  de  ley;  pero  no 
tendrá  efecto  dicha  reforma,  si  no  fuere  ra- 
tificada de  igual  modo  por  la  siguiente  legisla- 
tura ordinaria,  d 

En  los  países  democráticos,  como  el  nuestro, 
todos  los  ciudadanos  son  llamados  al  desem- 
peño de  los  más  elevados  puestos  públicos,  sin 
otras  distinciones  que  las  derivadas  de  sus  ap- 
titudes y  buena  conducta  cívica:  todos  están, 
por  consiguiente,  llamados  al  estudio  de  los 
principios  del  Derecho  público,  ciencia  que 
aún  no  ha  dicho  su  última  palabra  en  materia 
de  organización  política,  y  cuyas  leyes  encuen- 
tran dificultades  ó  se  traducen  fácilmente  en 
preceptos  al  ser  llevadas  á  la  vida  práctica,  se- 
gún las  condiciones  peculiares  de  la  sociedad 
que  por  ellas  pretende  regirse.  La  raza,  las 
costumbres,  las  ideas  religiosas  y  morales,  el 
clima,  la  posición  geogránca  y  un  sin  número 
de  circunstancias,  ya  permanentes,  ya  transito- 
rias, influyen  de  tal  modo  en  esa  adaptación  de 
las  leyes  á  las  enseñanzas  científicas,  que  la 

Eolítica  viene  á  ser  uno  de  los  ramos  del  saber 
umano  más  complicados,  y  requiere  por  lo 
mismo  mucho  estudio,  mucho  vigor  intelec- 
tual, mucha  observación  y  mucha  experiencia. 
No  es  por  tanto  licito  al  ciudadano  mirar 
con  indolente  desapego  lo  que  tenga  relación 
con  el  interés  social,  que  es  su  interés  propio; 
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n!  menos  se  puede  reprocharle  que  preten 
obedecer  sabiendo  por  qué  obedece;  ó  gan 
en  libertades  que  le  permitan  un  desarrol 
más  cómodo  y  más  amplio,  abriendo  discusii 
sobre  las  obligaciones  que  se  le  impone  y  : 
bre  las  franquicias  que  se  le  deniega  ó  ce 
cede. 

Pero  entre  la  impugnación  razonada  y  la  c 
presión  maldiciente  que  la  ley  condena  hay  ta 
ta  distancia,  como  entre  la  pretensión  mesui 
da  y  la  petición  injuriosa.  Recurrir  á  los  p 
deres  públicos  solicitando  respetuosamente 
derogación  ó  reforma  de  la  ley,  ó  del  regíame 
to  6  mandato  qtie  se  conceptúa  lesivos  del  pi 
pió  derecho,  con  la  protesta  de  acatar  su  falle 
resolución;  no  es  lo  mismo  que  propalar  calu: 
niosas  especies  contra  la  ley  fundamental  d 
Estado,  Pedir  en  el  seno  del  Parlamento 
derogación  de  un  artículo  constitucional  ó 
abrogación  de  la  Constitución  toda,  para  sos 
tuirla  con  otra  que  de  buena  fé  se  concepti 
mas  aparente  para  el  bienestar  y  el  progreso  s 
ciales,  usando  del  derecho  de  Iniciativa  cor 
representante  del  pueblo,  no  puede  ser  lo  m 
mo  que  provocar  asociaciones  tumultuarias  [ 
ra  imponer  esa  abrogación  ó  sustraerse  de 
obediencia  á  la  ley  vigente. 

El  delito  que  este  artículo  describe,  y  qi 
nos  parece  una  especialidad  de  nuestro  Códig 
puede  considerarse  como  la  proposición  pa 
cometer  el  contenido  en  el  articulo  125;  y  ere 
mos  que,  en  tal  caso,  era  por  lo  menos  innec 
sario  dedicarle  un  articulo  especial,  que  jü 


12 


*% 


gamos  peligroso  para  las  libertades  y  garan- 
tías del  ciudadano,  por  cuanto  hay  que  sutilizar, 
como  hemos  visto,  para  no  hallar  en  una  im- 
pugnación, por  mesurada  que  sea,  el  despres- 
tigio de  la  ley  ó  disposición  impugnada;  sin  que 
baste  á  alejar  ese  peligro  la  calidad  de  subver- 
siva que,  según  el  articulo  126,  ha  de  tener  la 
critica. 

El  Código  argentino,  temiendo  quizás  el 
abuso  de  fuerza  que  podría  cometerse  califi- 
cando y  castigando  como  acto  delictuoso  la  me- 
ra impugnación  científica  de  los  principios  en 
que  descansa  la  constitución,  ha  omitido  con- 
signar una  disposición  semejante  á  la  nuestra; 
y  creemos  justificado  su  silencio,  porque,  si  la 
crítica  más  ó  menos  acre  de  la  ley  ñindamen- 
tal  ha  de  ser  mirada  como  una  tentativa  para 
abrogarla  ó  como  incitación  á  su  inobservancia, 
bastan  las  prescripciones  de  los  títulos  segun- 
do y  cuarto  del  libro  i^  del  código  sobre  ten- 
tativas y  participación  en  el  delito,  que  hemos 
indicado  en  los  lugares  respectivos. 


El  Código  belga,  que  castiga  con  prisión  de 
uno  á  cinco  afíos  hasta  la  simple  proposición 
liecha  y  no  aceptada  para  fraguar  una  conjura- 
ción contra  la  vida  ó  la  persona  del  Rey,  su 
presunto  heredero  ó  la  familia  real;  no  tratai 
con  el  mismo  rigor  la  proposición  hecha  con  el 
objeto  de  destruir  ó  cambiar  la  forma  de  go- 
bierno  ni   los   demás  actos  de  que  habla  el 
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articulo  104,  reproducido  en  las  comparacio- 
nes de  nuestro  articulo  125.  Para  imponer  la 
pena  de  detención  de  diez  á  quince  años,  ó  de 
cinco  á  diez,  según  que  se  haya  ó  no  practica- 
do algún  acto  tendente  á  esa  destrucción  ó 
cambio;  es  preciso  que  haya  habido  conjura- 
ción (art.  109)  la  cual  existe  desde  que  varias 
personas  se  ponen  de  acuerdo  para  realizarla 
(art.  lio).  La  pena  es  más  severa,  ciertamen- 
te, pero  se  exije  para  su  aplicación  que  se  ha- 
ya adelantado  más  en  el  camino  del  crimen. 


El  Código  chileno  califica  de  delito  contra 
la  seguridad  interior  del  Estado  la  sublevación 
que  tenga  por  objeto  cambiar  la  constitución, 
y  la  equipara  con  la  sublevación  contra  los  po- 
deres públicos:  una  y  otra  han  de  ser  cometi- 
das á  mano  armada  (art.  121).  Los  que  exci- 
tan á  la  muchedumbre  dirigiéndoles  discursos  6 
repartiéndoles  impresos,  si  la  sublevación  llega  á 
consumarse,  son  castigados  con  la  pena  de  re- 
clusión menor  ó  extrañamiento  menor  en  sus 
grados  medios;  (i)  á  no  ser  que  merezcan  la 
pena  de  promovedores.  (2) 

Según  el  articulo  125  de  este  código  (el 
chileno),  la  conspiración  para  cambiar  la  cons- 
titución se  pena  con  extrañamiento  mayor  en 
su  grado  medio,  (3)  y  la  proposición,  con  extra- 


(i)  De  541  días  á  3  afios. 

2)  De  5  afios  y  un  dia  á  ao  afios. 

3)  De  10  afios  y  un  dia  á  15  afios. 


{ 
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ftamiento  menor,  en  el  mismo  grado;  (i)  siendo 
estas  sus  únicas  disposiciones  que  tienen  remo- 
ta analogía  con  el  artículo  que  vamos  comen- 
tando. 

Los  Códigos  espaSol,  francés  é  italiano 
nada  estatuyen  sobre  esta  materia,  pues  aún 
cuando  el  último,  en  su  articulo  126,  castiga 
con  prisión  hasta  de  seis  meses  y  multa  de  100 
á  2000  liras,  al  que  públicamente  menosprecie 
ó  insulte  las  instituciones  constitucionales  del 
£stado;  entendemos  que  se  reñere  á  las  perso- 
nas morales  que  la  ley  fundamental  crea  para 
que  sirvan  de  órganos  á  la  realización  del  de- 
recho, y  no  á  la  constitución  misma. 


TÍTULO  2.* 

DE  LQS   DEUTOS  DE  REBELIÓN 

Este  y  el  siguiente  títulos  del  Código  han  si- 
do notablemente  modificados  por  las  leyes  de 
29  de  Octubre  de  1878  y  8  de  Noviembre  de 
1889;  de  las  que  la  primera  ha  aumentado  el 
número  de  casos  en  que  se  comete  el  delito  de 
rebelión,  ampliando  uno  de  los  incisos  del  ar- 
ticulo 127;  y  la  segunda,  ha  agravado  la  pena- 


(i)  De  541   días  á  3  afios. 
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lidad  de  ese  delito  y  la  correspondí* 
de  motín  y  asonada. 

Desde  que  se  inauguró  el  Gobierne 
to  de  1876,  halló  fuerte  resistencia  á 
ca  en  las  Cámaras  legislativas,  y  vio 
dos  sus  empeños  para  conseguir  en  • 
estas  una  mayoría  que  la  secundase, 
tuación  trajo  por  resultado  que,  al 
legislatura  de  1878,  se  reuniesen  piel 
distintos  lugares  de  la  Repíiblica,  esf 
te  en  las  provincias  del  Sur,  para  d 
la  legitimidad  del  Congreso  y  pedir 
tiifo  que  lo  disolviese.  No  era  dific 
el  origen  de  semejante  anomalía;  y, 
nerle  remedio,  se  expidió  en  14  de  I 
del  mismo  año  la  ley  llamada  de  pleU 
el  Gobierno  se  resistió  á  promulgar, 
gó  el  Presidente  del.  Congreso  en  ! 
de  las  fechas  arriba  citadas. 

En  los  puntos  correspondientes 
mos  las  prescripciones  de  esa  ley,  en 
advierte,  á  pesar  de  su  conveniencl 
en  conjunto,  ciertas  injusticias  en  le 
como  consecuencia  de  la  prevención 
con  que  fué  dictada. 

No  se  expidió  bajo  mejores  ausp 
8  de  Noviembre  de  1889.  Restable 
gimen  constitucional,  después  de  la 
vil  terminada  por  el  pacto  de  Dic 
1885;  la  estabilidad  délas  institucio 
Haba  sinembargo  amenazada.  Creyé 
el  medio  más  eBcáz  para  asegurai 
severidad  de  las  penas  contra  los  p 
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res  de  la  tranquilidad  pública,  y  no  teniéndose 
fé  en  la  suñciencia  de  una  política  conciliadora 
y  justiciera;  se  incurrió  en  la  falta  de  lógica  que 
hoy  se  advierte  en  nuestro  sistema  penal,  al 
ver  castigadas  con  más  rigor  las  revueltas  in- 
testinas, que  la  traición  y  demás  delitos  con- 
tra la  seguridad  exterior  del  Estado. 

Del  mismo  modo  que  la  de  plebiscitos,  inter- 
calaremos esta  ley  en  los  lugares  respectivos. 

Art.  127.  Cometen  delito  de  rebelión,  los  fun- 
cionarios ó  particulares  que  se  alzan  públicamente 
para  cualquiera  de  los  objetos  siguientes: 

i.®     Variar  la  forma  de  Gobierno: 

2.^    Deponer  al  Gobierno  constituido: 

3.^  Impedir  la  reunión  del  Congreso  ó  di- 
solverlo: 

á^  Beformar  las  instituciones  vigentes  por  me* 
dios  violentos  6  ilegales: 

S^  Impedir  que  las  Cámaras  funcionen  libre- 
mente ó  que  se  practique  la  elección  de  electores^  la  de 
Senadores  y  DipiUados^  Presidente  y  Vice-Presi' 
dentes  de  la  República  en  un  tercio  ó  más  de  las  pro- 
vincias: 

ff^  Sustraer  á  la  obediencia  del  Gobierno  al- 
gún departamento  ó  provincia,  ó  parte  de  la  fuerza 
armada  terrestre  6  naval: 

7^  Investirse  de  autoridad  ó  facultades  que 
no  se  hubiesen  obtenido  legalmente. 

Comentario.  Alzarse  públicamente  para  va- 
riar la  forma  de  gobierno,  es,  .sin  disputa,  una 
tentativa  para  alterar  por  vías  de  hecho  la 
Constitución  política  del  Estado,  de  que  se  en- 
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artículo  125;  porque  ¿cómo  se  podría 
a  primera  conservando  la  segunda? 
ítro  juicio  este  inciso,  ó  el  articulo  125 
le  objeto;  y  la  duplicidad  de  nombre 
lelito  idéntico  no  es  indiferente,  pues, 
rimera  denominación,  bajo  la  de  delí- 
1a  Constitución,  la  pena  es  siempre 
ion  en  segundo  grado;  y  bajo  la  se- 
ajo  la  de  rebelión,  puede  ser  expatria- 
primero  al  tercer  grado,  seg6n  el  Có- 
ircel  en  cuarto  grado  ó  penitenciaria 
do  ó  tercero,  según  la  reforma  de  8 
mbrede  1880. 


•os  códigos,  el  chileno  por  ejemplo, 
haya  dentó  en  la  sublevación,  se  exije 
zamiento  sea  contra  Qobiemo  legalmen' 
¡ido;  y  creemos  que  tal  exigencia  es 
porque  no  se  puede  privar  á  los  pue- 
derecho  de  deponer  álos  usurpadores 
las  vías  de  hecho  hubiesen  llegado  á 
■se  en  poder. 

3rma  de  las  instituciones  vigentes  por 
iolentos  ó  ilegales,  se  halla  en  el  mís- 
que  la  variación  de  la  forma  de  go- 
s  también  un  atentado  contra  la  Cons- 
ixie  las  establece  y  organÍ2a;  y  le  son 
3  aplicables  las  observaciones  hechas 
1?  

brese  sin  dificultad,  por  la  lectura  aten^ 
e  y  el  siguiente  títulos  que  la  base  de 


1 
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clasificación  que  nuestro  Código  ha  querido 
adoptar,  y  á  nuestro  entender  con  razón  bas- 
tante, es  la  amplitud  ó  categoría  de  la  autori- 
dad que  se  desconoce,  ó  cuyo  funcionamiento 
libre  se  trata  de  impedir  por  la  sublevación  ú 
otros  medios.  Si  es  una  autoridad  nacional ;  st 
es  alguno  de  los  altos  poderes  del  Estado,  el 
delito  que  se  comete  es  rebelión;  pero  si  los 
mismos  actos  delictuosos  se  dirigen  contra  au- 
toridades ó  instituciones  meramente  locales, 
constituyen  una  sedición. 

No  comprendemos,  pues,  qué  fundamento 
tenga  el  inciso  5.**  de  este  artículo  para  decla- 
rar que  solo  hay  rebelión  cuando  se  trata  de 
impedir  la  elección  de  Presidente  y  Vice-Pre- 
sidentes  de  la  República  ó  de  Representantes 
á  Congreso  en  un  tercio  ó  más  de  las  provin- 
cias. La  justicia  y  el  derecho  no  dependen  de 
número  ó  cantidad;  y  el  delito,  como  contrario 
á  ellos,  tampoco  está  sujeto  á  medidas,  por  lo 
menos  para  fijar  su  naturaleza:  tan  reo  de  hur- 
to es  el  que  hurta  uno,  como  el  que  hurta  cien- 
to, aunque  se  les  trate  desigualmente  para  la 
imposición  de  la  pena;  y  tan  reo  de  rebelión  es 
el  que  desconoce  á  los  poderes  políticos  del 
Estado  en  toda  la  República  ó  atenta  contra  su 
subsistencia  ó  integridad;  como  el  que  hace  lo 
mismo  en  una  circunscripción  territorial  más  ó 
menos  extensa.  Castigúeseles  con  desigual 
pena,  en  razón  del  mayor  ó  menor  daño  que 
hubieren  producido,  de  la  mayor  ó  menor  alar- 
ma social  que  hayan  causado;  pero  castigúese- 
les como  reos  de  delitos  de  idéntica  naturaleza. 

17 
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Por  haberse  desviado  el  legislador  de  la  línea 
Je  demarcación,  trazada  por  él  mismo;  ha  de- 
ado  una  laguna  en  el  campo  de  la  penalidad. 
Ks  esta:  el  inciso  2.°  del  articulo  133,  califica  de 
íedición  el  atentado  que  tenga  por  objeto  im- 
pedir la  celebración  de  las  elecciones  en  alguna 
Drovincia  ó  distrito;  y  como,  para  que  el  mismo 
lecho  tome  el  carácter  de  rebelión,  ha  de  ex- 
penderse á  un  tercio  ó  más  de  las  provincias, 
^ueda  por  saber  cuál  es  el  grupo  á  que  perte- 
nece el  hecho  de  impedir  las  elecciones  en  la 
:uarta,  quinta  etc.  partes  de  las  mismas,  que 
indudablemente  no  es  un  acto  licito. 

Este  inciso  ha  sido  ampliado  por  la  ley  29 
de  Octubre  de  1878  que  dice: 

i  El  Congreso  de  la  REPírELiCA  Peruana. 

«  Considerando: 

«  i.°  Que  las  actas  formadas  por  unos  po- 
t  eos  ciudadanos  en  algunos  lugares  de  la 
t  República,  desconociendo  la  autoridad  le- 
I  gal  del  Congreso,  son  un  atentado  contra  el 
I  orden  público  y  contra  la  Constítudón  polítí- 
1  del  Estado;  é  importan  el  delito  de  rebelión 
I  consignado  en  el  inciso  5.°  del  articulo  127 
r  del  Código  Penal; 

«  2."  Que  es  deber  del  Cuerpo  Legislativo 
it  prevenir  severamente  ese  crimen  y  dictar  las 
I  medidas  conducentes  á  la  conservación  de  las 
K  instituciones; 

«  3-°    Que  los  ciudadanos  que  en  cumplí- 
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c  miento  de  sus  deberes  defienden  el  sistema 
c  constitucional,  se  hacen  acreedores  á  los  pre- 
«  mios  y  recompensas,  que  la  justicia  dispensa, 
c  y  la  gratitud  nacional  acuerda  á  sus  buenos 
«  servidores; 


«  Ha  dado  la  ley  siguiente: 

«  Art.  I.*  Son  reos  de  delito  de  rebelión,  y 
c  quedan  por  consiguiente  sujetos  á  las  penas 
c  establecidas  en  el  articulo  132  del  Código  Pe- 
c  nal,  todos  los  individuos  que  inicien,  secun- 
ff  den  ó  protejan,  sea  por  vias  de  hecho  ó  por 
a  medio  de  actas,  el  desconocimiento  ó  la  resis- 
ff  tencia  ai  orden  constitucional  establecido  en 
ff  en  la  República  y  representado  por  la  auto- 
«  ridad  legal  del  Congreso,  el  Ejecutivo  y  el 
c  Poder  Judicial  de  la  Nación. 

«  Art.  2.®  El  Poder  Ejecutivo  procederá  á 
€  la  inmediata  destitución  y  sometimiento  á  jui- 
ff  ció  de  los  funcionarios  políticos  que  autoricen 
ce  ó  consientan  las  manifestaciones  públicas  que 
c  tiendan  á  la  perpetración  de  ese  delito. 

«  Art  3.**  Los  Generales,  Gefes  y  Oficiales^ 
c  estén  ó  no  en  servicio,  que  incurran  en  algu- 
c  no  de  los  casos  del  articulo  i  .^  de  esta  ley, 
c  serán  además  borrados  del  Escalafón  Gene- 
€  ral  del  Ejército  y  de  la  Armada;  asi  como  pri- 
a  vados  de  todos  sus  derechos  y  goces  los  em- 
«  pleados  políticos,  judiciales  y  de  hacienda 
«  que  se  hagan  reos  del  mismo  crimen;  y 

«  Art.  4.**  El  Congreso  y  á  su  vez  el  Go- 
«  bierno,  acordarán  las  recompensas  á  que  se 
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agan  acreedores  los  Generales,  Gefes  y  Ofi- 
iales  del  Ejército,  y  de  la  Armada  y  Guardia 
[acional  y  los  demás  ciudadanos  que  se  dis- 
ngan  en  la  defensa  del  régimen  constitu- 
ional. 

t  Comuniqúese  etc. 

Esta  ley  de  circunstancias,  en  la  que  la  de  8 
Noviembre  de  1889  ha  venido  á  introducir  la 
ifusión,  como  lo  demostraremos  á  su  tiem- 
;  solo  cotitiene  un  punto  aceptable  y  digno 
ser  conservado  en  la  reforma  del  Código: 
;  punto  es,  la  declaración  que  hace  de  ser 
)s  de  rebelión,  no  solo  los  que  atentan  con- 
el  Gobierno  constituido,  como  dice  el  ¡nci- 
i."del  artículo  que  comentamos;  sino  los 
e  atentan  contra  cualquiera  de  los  tres  Po- 
res  políticos  legalmente  constituidos,  pues 
i  declaración  tiene  el  doble  mérito  de  dejar 
alvo  el  derecho  de  derrocar  á  los  gobiernos 
jrpadores  ó  intrusos,  y  de  reconocer  á  los 
deres  Legislativo  y  Judicial  el  mismo  dere- 
}  de  estabilidad,  que  el  Código  sólo  garanti- 
)a  al  Ejecutivo. 

Por  lo  demás;  creemos  inconvenientes  las 
posiciones  de  sus  artículos  2.",  3'?  y  4'  en 
into  ordenan  la  inmediata  destitución  de  los 
icionarios  políticos,  la  supresión  de  los  nom- 
:s  de  los  militares  en  el  escalafón  general, 
privación  de  goces  y  derechos  para  los  em- 
ados  políticos,  judiciales  y  de  hacienda,  la 
icesión  de  premios  á  los  leales  servidores 
.  régimen  constitucional,  y  la  autorización  al 
ícutivopara  que  pueda  otorgarlos. 
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La  destitución  es  pena;  y  su  aplicación  pre- 
via, para  luego  proceder  al  enjuiciamiento,  es 
una  anomalía  jurídica  inadmisible. 

Si  se  tratara  de  una  mera  suspensión  disci- 
plinaria que  el  Ejecutivo  pudiese  adoptar  pa- 
ra prevenir  graves  desórdenes  y  facilitar  el  en- 
juiciamiento, nada  tendríamos  que  objetar  so- 
bre este  punto,  porque  según  el  art.  25  de 
este  Código  esas  suspensiones  no  tienen  el  ca- 
rácter penal  de  la  destitución. 

Borrar  del  escalafón  al  militar  ó  privar  de 
goces  y  derechos  al  empleado,  en  la  misma  for- 
ma violenta  é  irregular,  que  el  artículo  3.*  pa- 
rece prescribir,  es  tan  injusto  é  incorrecto  co- 
mo lo  anterior,  por  cuanto  importan  también  la 
destitución  á  priori. 

Prescindiendo  de  la  extravagancia  del  pre- 
mio sólo  al  que  cumple  con  el  deber  de  acatar 
la  subsistencia  del  personal  designado  para  el 
ejercicio  de  los  Poderes  políticos,  cuando  nin- 
gún otro  deber  tiene  protegida  su  observancia 
por  medio  semejante;  hay  que  objetar  al  ar- 
ticulo 4.*^  la  trasmisión  de  facultades  legfislati- 
vas  al  Gobierno  para  decretar  premios  en  fa- 
vor  de  los  leales.  Según  el  artículo  23  de  la 
Constitución,  nadie  sino  el  Congreso,  tiene  la 
iacultad  de  conceder  premios  á  Tas  corporacio- 
nes ó  personas  por  servicios  eminentes  presta- 
dos á  la  Nación. 

Es  por  lo  menos  viciosa  la  redacción  del  in- 
ciso 6.**  Si  la  rebelión  sólo  existe  cuando  se 
trate  de  sustraer  de  la  obediencia   al  Gobierno 
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parte  de  la  fuerza  armada  terrestre  ó  naval;  no 
se  incurrirá  en  delito  cuando  la  sustracción  sea 
del  total  de  una  ú  otra  fuerza,  ó  de  ambas;  lo 
que  á  más  de  ser  un  absurdo  ante  la  lógica, 
sería  un  peligro  en  el  campo  del  derecho  cons- 
titucional; por  cuanto  dejaría  á  la  fuerza  públi- 
ca en  aptitud  de  enseñorearse  del  pais.  Si  es- 
ta, en  masa,  depusiera  á  los  poderes  constitui- 
dos y  los  sustituyera  con  personal  distinto;  la 
mayoría  no  armada  de  la  Nación  tendría  que 
someterse  á  los  usurpadores,  sin  poder  afron- 
tarles delito,  pues  su  nombramiento  no  se  ha- 
había  operado  por  una  parte  de  la  fuerza  públi- 
ca, sino  por  toda  ella. 

Es  quizás,  hasta  pueril  la  observación;  pero 
creemos  que  las  leyes  no  deben  estar  conce- 
bidas en  términos  que  se  prestan  á  torcidas  in- 
terpretaciones. Si  se  hubiera  dicho  «sustraer 
de  la  obediencia  al  Gobierno  la  fuerza  armada 
ó  parte  de  ellas,  se  habría  expresado  la  idea 
con  suficiente  claridad. 


Es  necesario  no  confundir  el  delito  condena- 
do por  el  inciso  7.°  con  el  descrito  y  penado 
por  el  articulo  166:  hay  entre  uno  y  otro  gran 
analogía,  por  cuanto  ambos  tienden  al  ejerci- 
cio indebido  de  funciones  públicas  por  no  ha- 
ber sido  conferidas  legalmente;  más  también 
existe  alguna  diferencia.  El  que  comete  el 
primero, lo  hace  alzándose  públicamente  y  con 
estrépito;  el  que  incurre  en  el  segundo  se  apro- 
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pia  la  autoridad  de  un  modo  paciñco;  si  bien 
es  muy  difícil  que  esto  llegue  á  acontecer. 


Eí.  Código  argentino  (art.  226)  califica  de 
rebeldes  á  los  que  se  alzan  públicamente  y  en 
abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno  de  alguna 
provincia  para  cualquiera  de  los  objetos  si- 
guientes: 

«  i^    Alterar  ó  destruir  la  constitución:» 

«  2.®  Deponer  al  Gobernador  ó  á  otro  de 
los  poderes  públicos  é  impedir  la  trasmisión 
del  mando  en  los  términos  y  forma  estableci- 
dos en   la  constitución:» 

«  3.**  Arrancar  á  los  poderes  constituidos 
alguna  medida  ó  concesión:» 

«  4."*  Impedir  la  reunión  de  las  Cámaras 
legislativas,  disolverlas  ó  impedir  que  funcio- 
nen libremente:» 

«  5.®  Reformar  las  instituciones  vijentes 
por  medios  violentos:» 

«  6.**  Sustraer  á  la  obediencia  del  Go- 
bierno algún  departamento  ó  partido  de  una 
provincia,» 

Son  casi  los  mismos  actos  que  califica  de 
ij;ual  manera  el  Código  peruano;  si  bien  este 
incluye  además  la  usurpación  violenta  de  fun- 
ciones públicas,  y  considera  como  motín  el  he- 
cho á  que  se  refiere  el  inciso  s."*  del  artículo 
26  del  argentino. 

El  Código  belga,  como  lo  hemos  visto  en 
'  6.'  aparte  de  la  advertencia  que  precede  al 
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artículo  125,  no  da  á  la  palabra  ret 
mo  signifícado  ni  el  mismo  alcance 
tro.  Son  actos  de  rebelión,  segur 
en  dicho  aparte  hemos  enumerad 
contenidos  en  los  apartes  2.°  3.°  j 
nuestra  ley  constituyen,  casi  todos, 
rebelión,  son  designados  por  la  le 
la  denominación  genérica  de  crin 
la  segundad  interior  del  Estado. 


El  Código  chileno  no  habla  al 
de, rebelión;  sí  bien  describe  y  pe 
vaciones  contra  los  supremos  pod 
tado,  á.  los  que  nuestro  Código  a 
denominación. 

Remitimos  al  lector  al  resume 
advertencia  anterior  al  artículo  12 
cho  de  los  crímenes  y  delitos  coni 
dad  y  orden  interior  del  Estado 
el  código  chileno. 

El  Código  español,  en  su  artic 
cribe  los  actos  que  constituyen  el  delito  de  re- 
bellón; y  los  hace  consistir  en  losque  hemos 
enumerado  en  el  respectivo  párrafo  de  la  ad- 
vertencia que  precede  al  artículo  125. 

(Véase  página  104) 


El  Código  francés,  al  que  son  enteramen- 
te aplicables   las  observaciones  hechas  en  esta. 


t  . 
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parte  respecto  del  belga,  trata  de  la  rebelión 
en  los  términos  que  hemos  indicado  en  la  pá- 
gina  108. 

En  cuanto  á  los  otros  delitos  que  nuestra  ley 
califica  como  actos  de  rebelión,  y  el  código  fran- 
cés pena  bajo  denominación  distinta;  véase  los 
demás  apartes  del  mismo  párrafo,  y  lo  dicho 
respecto  del  código  belga  al  que  se  hace  refe- 
rencia. 

El  Código  italiano  tampoco  habla  de  rebe- 
lión; pero  describe  y  pena  actos  que  nuestra 
ley  designa  con  ese  nombre,  como  se  puede 
ver  en  la  advertencia  que  encabeza  el  título  i^ 
de  esta  sección,  en  el  párrafo  destinado  á  di- 
cho código. 

Art.  128.  En  los  delitos  de  rebelión  son  reos  de 
primera  clase*,  los  que  la -proyectan  y  promueven:  los 
que  la  organizan;  y  los  que  la  dirigen  después  de 
haber  estallado. 

Art.  129  Son  reos  de  segunda  clase:  los  que 
acaudillan  la  defección  de  tropas  ó  buques  de  guerra^ 
ó  la  sublevación  de  alguno  ó  algunos  departamentos 
ó  provincias;  los  generales  y  los  jefes  ó  empleados 
políticos  superiores  que  sirven  á  la  rebelión. 

Art.  130.     Son  reos  de  tercera  clase: 

1.^  Los  qu^  fomentan  la  rebelión ,  suministran- 
do  armaSy  caudales^  municiones  ó  cualquier  otro  ele-- 
mentó  bélico: 

J2,°  Los  que  coadyuvan,  imponiendo  contríbur 
dones,  haciendo  reclutamientos  y  organizando  la  Guar- 
dia Nacional^  ó  promoviendo  el  levantamiento  de  al-- 
ffün  pueblo  ó  Distrito: 

18 


-  138- 

3."  Los  jefes,  oficiales  y  empleados  injeríores 
líí  sirven  á  la  rebelión: 

á°  Los  empleados  políticos,  civiles  ó  eclesiás- 
cos,  que  en  bando,  proclama,  edicto,  pastoral,  ó  ser- 
ón inciten  al  pueblo  á  unirse  á  los  rebeldes. 

Comentario.  Convenía  que  la  ley  especifica- 
e  los  distintos  actos  que  importan  participa- 
ión  en  esta  clase  de  delitos,  á  fin  de  cerrar  á 
)s  rencores  políticos  el  camino  de  la  arbitra- 
iedad,  en  e)  que  podrían  entrar,  interpretando 
e  una  manera  caprichosa  los  artículos  1 2  á  i6, 
ara  atribuir  mayor  grado  de  culpa  á  deter- 
linados  delincuentes;  y  era  necesaria  la  susti- 
jción  fie  los  calificativos  reo  de  primera  clase, 
',0  de  segunda  clase  y  reo  de  tercera  clase.  A  los  co- 
ocidos  de  autor,  cómplice  y  encubridor,  que 
n  todas  partes  emplea  el  Código  al  designar 
)s  distintos  grados  de  delincuencia;  por  cuanto 
)a  á  salir,  en  la  imposición  de  penas,  de  las 
2glas  generales  establecidas  en  los  artículos 
8,  49  y  50.  usando  de  la  facultad  reservada 
n  el  54.  como  lo  veremos  después. 


Ofrecen  dudas  el  articulo  129  y  los  incisos 
."  y  4.'  del  130,  al  hablar  de  jefes  superiores  é 
iferiores,  lo  mismo  que  de  empleados  polítí- 
3s  superiores  é  inferiores  y  de  empleados  c¡- 
íles. 

Pueden  servir,  y  de  ordinario  sirven  á  la  re- 
elión,  no  solo  empleados  de  distintos  órdenes; 
no  funcionarios  que,  hablando  con  precisión. 
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no  son  empleados;  aunque  parece  que  el  Códi- 
go, sin  cuidar  de  advertirlo,  abraza  á  todos  ba- 
jo la  primera  denominación,  y  mira  como  em- 
pleados políticos  desde  el  Ministro  de  Go- 
bierno hasta  el  últirno  amanuense  de  subpre- 
fectura,  y  desde  los  Prefectos  hasta  los  Tenien- 
tes Gobernadores.  Pero  ¿cuáles  son,  entre 
e>tos,  los  que  deben  ser  calificados  de  infe- 
riores? 

En  las  series  que  hemos  formado,  es  claro 
que  el  Ministro  y  los  Prefectos  serán  superio- 
res; y  el  amanuense  y  el  Teniente  Gobernador, 
inferiores,  en  sus  series  respectivas;  pero  se 
ignora  cómo  debe  clasificarse  á  los  funciona- 
rios y  empleados  intermedios  entre  aquellos 
extremos. 

Un  Subprefecto  y  un  Secretario  de  Prefec- 
tura ¿son  todavía  superiores,  ó  pertenecen  á 
la  categoría  de  los  subalternos? 

Otro  tanto  se  puede  decir  de  los  jefes  mili- 
tares. Entre  el  Coronel,  primer  jefe,  y  el  Sar- 
gento Mayor,  jefe  de  la  mas  baja  graduación, 
hay  por  lo  menos  un  Teniente  Coronel,  á  quien 
no  se  puede  calificar  certeramente  para  los  efec- 
tos de  esta  designación  legal. 

Entre  los  empleados  políticos  y  jefes  milita- 
res superiores  pueden  presentarse  individuos 
en  cualquiera  de  estas  condiciones:  i^  emplea- 
dos y  jefes  que  estaban  al  servicio  del  Gobierno 
Constitucional  y  se  pasan  á  las  filas  de  los  re- 
beldes: 2^  jefes  que  no  estaban  en  servicio, 
pero  que  tenían  una  clase  militar  reconocida; 
3^  empleados  y  jefes  que  solo  han  recibido  de 
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la  rebelión  el  título  correspondiente  ¿En  cuál 
de  estas  tres  condiciones  deben  hallarse  los  je- 
fes y  empleados  políticos  superiores  que  sir- 
ven á  la  rebelión,  para  ser  incluidos  entre  los 
reos  de  segunda  clase  de  que  habla  el  artículo 
129?  No  aclara  la  dificultad  lo  dispuesto  en  el 
articulo  144,  que  manda  destituir  ó  suspender 
á  los  empleados  públicos  que  tomen  parte  en 
delitos  contra  la  seguridad  interior  del  Estado; 
porque  la  designación  de  una  pena  adicional 
para  los  que  estaban  en  servicio,  no  viene  á 
resolver  la  cuestión  sobre  el  grado  de  delin- 
cuencia en  que  se  les  debe  considerar,  para  la 
imposición  de  la  pena  principal,  según  que  ha- 
yan estado  ó  no  en  ejercicio  de  sus  funciones. 

Los  empleados  civiles  á  que  se  refiere  el  in- 
ciso 4^  del  artículo  131  no  pueden  ser  otros,  á 
nuestro  modo  de  entender,  que  los  Magistra- 
dos y  Jueces:  más  no  comprendemos  cómo  pue- 
den en  sus  edictos,  únicos  documentos,  de  los 
enumerados  en  dicho  inciso,  que  acostumbran 
suscribir,  incitar  á  los  pueblos  á  unirse  á  los  re- 
beldes. 

Estas  observaciones  demuestran  la  necesi- 
dad de  aclarar,  cuando  menos,  los  distintos  pun- 
tos á  que  ellas  se  contraen. 

De  los  códigos  que  vamos  comparando  con 
el  nuestro,  sólo  el  español  contiene,  en  sus  ar- 
tículos 168  y  193,  una  clasificación  de  delin- 
cuentes, que  guarda  cierta  relación  con  la  es- 
tablecida en  estos  tres  artículos  del  Código 
{>eruano.  El  español  ha  cuidado  de  señalar 
os  hechos  que  constituyen  á  un  individuo  pro- 
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movedor  ó  director  de  manifestaciones  políticas 
al  aire  libre,  6  de  reuniones  no  pacíficas,  para 
aplicarle  pena  distinta  de  la  señalada  á  los 
otros  culpables;  los  demás,  como  lo  veremos 
en  sus  lugares  respectivos,  castigan  con  desi- 
guales penas  también  á  los  autores,  cómplices 
y  receptadores  ó  encubridores  de  delitos  con- 
tra la  seguridad  y  orden  interior  del  estado, 
pero  ninguno  tieiie  la  pretensión  de  agrupar 
los  actos  análogos  para  someterlos  á  pena 
común. 

ArL  131.  En  los  casos  designados  en  los  inci- 
sos 1^,  2^,  3^  y  4.**  del  artículo  127,  los  reos  de  pri- 
mera clase  sufrirán  expatriación  en  tercer  grado;  ( i ) 
hs  de  segunda,  expatriación  en  segundo  grado;  (2)  y 
los  de  tercera^  confinamiento  en  cuarto  grado.  (3) 

Art.  132.  En  los  casos  enumerados  en  los  de- 
más  incisos  del  artículo  127,  los  reos  de  primera  cla- 
se sufrirán  expatriación  en  pnmer  grado;  (4)  los  de 
segunda j  confinamiento  en  tercer  grado;  (5)  y  los  de 
tercer  a,  confinamiento  en  segundo  gi'ado.  (6) 

Comentario.  Los  dos  artículos  anteriores 
han  sido  derogados  por  la  ley  de  8  de  Noviem- 
bre de  1889,  quG  <lí<^^- 


8 
í 


Naeve  aftos. 
Seis  afios. 

3)  Cuatro  años. 

4)  Tres  años. 

(5)  Id    id. 

(6)  Dos  años. 
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<r  El  Congreso  etc. 

a  Considerando: 

«  Que  los  delitos  contra  la  segundad  interior 
a  del  Estado  revisten  una  gravedad  que  no  ha 
«  sido  debidamente  apreciada  en  los  Códigos 
«  penales; 

«  Ha  dado  la  ley  siguiente: 

(c  Art.  r.°  En  los  casos  designados  en  los 
«  incisos  primero,  segundo,  tercero  y  cuarto 
a  del  artículo  127  del  Código  penal,  los  reos  de 
ce  primera  clase  sufrirán  penitenciaría  en  tercer 
«  grado;  (i)  los  de  segunda,  penitencia  en  se- 
a  gundo  grado;  (2)  y  los  de  tercera,  cárcel  en 
ce  cuarto  grado.  (3) 

«  Art.  2.°  En  los  casos  enumerados  en  los 
«  demás  incisos  del  citado  artículo  127,  los  reos 
«  de  primera  clase  sufrirán  cárcel  en  tercer  gra- 
•  do;  (4)  los  de  segunda,  reclusión  en  tercer 
a  grado;  (5)  y  los  de  tercera,  reclusión  en  se- 
ff  gundo  grado.  (6) 

<c  Art.  3.®  En  los  casos  comprendidos  en 
a  los  incisos  primero  y  segundo  del  articulo 
«133  del  citado  Código  Penal,  los  reos  de  pri- 
ff  mera  clase  sufrirán  la  pena  de  cárcel  en  se- 


(i)  Doce  afios. 

(2)  Nueve  idera. 

(3)  Cuatro  Ídem. 

(4)  Tres  Ídem. 

(5)  ídem  ídem. 

(6)  Dos  ídem. 
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«  gundo  grado;  (i)  y  los  de  segunda,  reclusión 
«  en  segundo  grado.   (2) 

«  Art.  4.**  Los  reos  de  delitos  contra  la  se- 
«  guridad  interior  del  Estado  son  civil  y  crimi- 
«  nalmente  responsables  por  los  homicidios  y 
ff  demás  delitos  privados  que  con  ocasión  de 
cí  aquellos  cometieren.  En  la  imposición  de 
«  las  penas  correspondientes  á  los  delitos  de 
«  que  se  ocupa  esta  ley,  los  jueces  aplicarán  el 
«  artículo  45  del  Código  Penal. 

«  Art.  5.*^  Quedan  derogados  los  artículos 
«131,  132  y  136  del  Código  Penal, 

a  Comuniqúese  etc. 

El  más  ligero  examen  de  esta  ley  revela  que 
se  la  dictó,  con  la  única  mira  de  afíanzar  una 
situación  política  determinada  contra  las  ame- 
nazas de  una  reacción  más  ó  menos  próxima. 

¿Cómo  no  ver  la  desproporción  de  pena  que 
por  ella  había  de  resultar  entre  el  repugnante 
é  inexcusable  delito  de  traición,  y  los  delitos 
políticos,  nacidos  en  muchos  casos  del  error  y 
de  un  laudable  deseo  de  perfeccionar  las  insti- 
tuciones, extirpando  los  abusos  y  persiguiendo 
el  progreso  social? 

Para  el  más  culpable  de  los  traidores  se  se- 
ñala como  castigo  una  expatriación  de  15  años; 
para  el  delincuente  político  hay  12  de  peniten- 
ciaria. Aun  cuando  la  duración  de  la  primera 
pena  excede  á  la  de  la  segunda;  la  naturaleza 


(i)  Dos  años. 
(2)  ídem  Ídem. 
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de  esta  la  hace  tan  grave,  que  más  de  una  vez 
se  ha  visto  entre  nosotros  conmutar,  por  vía  de 
gracia,  la  penitenciaría  en  expatriación,  castigo 
que  ha  perdido  mucho  de  su  primitivo  carác- 
ter de  severidad;  porque  ya  no  es  el  antiguo 
destierro  de  las  repúblicas  griegas,  sino  algo 
semejante  al  mero  ostracismo  de  las  mismas. 
No  creemos,  y  repetidas  veces  lo  hemos  dicho, 
que  el  fin  de  la  pena  sea  hacer  sufrir  más  ó 
menos  al  delincuente  para  que  expié  la  falta 
cometida;  pero  si  conceptuamos  necesario  que 
el  castigo  sea  tranquilizador,  y  tanto  mas  grave, 
cuanto  mayor  sea  la  alarma  social  causada  por 
el  delito;  y  la  expatriación,  aplicada  al  traidor, 
no  tranquiliza,  como  lo  hicimos  notar  comen- 
tando el  artículo  109,  ni  es  eficaz  para  evitar 
la  reincidencia  en  la  traición;  al  paso  que,  im- 
puesta al  rebelde,  llena  casi  por  completo  Ja 
necesidad  de  dificultar  sus  relaciones  con  los 
que  en  el  país  pudieran  secundarle.  El  rebel- 
de expatriado  no  goza,  por  la  índole  de  los  fi- 
nes que  se  propone,  del  prestigio  y  simpatías 
que  puede  disfrutar  el  traidor  en  el  estado  á 
donde  va  á  refugiarse,  cuyo  gobierno,  dispues- 
to á  protejer  un  delito  que  redundará  en  su 
provecho,  le  proporcionará  elementos  para  nue- 
vas empresas.  El  rebelde,  sólo  hallará  espíri- 
tus indiferentes  ó  compasivos;  no  instigadores 
ni  cómplices;  porque  no  siempre  habrá  espe- 
culadores que  aventuren  sus  caudales  para  lu- 
crar á  expensas  del  desorden  de  un  país  que 
no  es  el  suyo. 

Por  estas  consideraciones,  creemos  más  ade- 
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cuada  la  pena  de  expatriación  que  el  Código 
establece,  y  conceptuamos  excesiva  la  de  pe-, 
nitenciaria  para  el  delito  de  rebelión. 


Las  penas  señaladas  por  el  articulo  131  del 
Código  para  los  reos  de  primera  y  segunda 
clase,  ó  sean  los  que  se  denominaría  autores  y 
cómplices  tratándose  de  otros  delitos,  guarda- 
ban la  proporción  prescrita  por  el  articulo  48 
del  mismo;  pero  la  que  establecia  para  los  de 
tercera»  ó  llámeseles  encubridores,  no  obedecia 
el  precepto  del  artículo  49,  porque,  aun  cuan- 
do  ella  debia  ser  en  verdad  de  confinamiento, 
análoga  en  la  escala  inmediatamente  inferior, 
no  se  debió  tomarlo  en  el  cuarto,  sino  en  el 
segundo  grado,  por  ser  éste  el  de  expatriación 
impuesto  á  los  cómplices.  Como  el  castigo 
resultaba  suavísimo  para  la  culpa,  el  legislador 
señaló  pena  especial  para  ésta. 

Designado  el  grado  mínimo  de  expatriación 
como  pena  correspondiente  al  autor  principal 
por  el  articulo  132;  las  de  los  reos  de  segunda 
y  tercera  clases  se  hallaban  en  el  caso  previsto 
por  el  artículo  50;  quedaba  al  prudente  arbi- 
trio del  Juez  imponer  la  del  cómplice,  y  seña- 
lada ésta,  computar  con  sujeción  á  lo  ordenado 
por  el  artículo  49  la  del  encubridor  ó  reo  de 
tercera  clase.  Pero  no  era  prudente  dejar  al 
arbitrio  judicial  el  castigo  de  delitos  que  sue- 
len comprometer  hasta  la  imparcialidad  de  la 
magistratura  judicial.  Las  pasiones  políticas 
arrastran  de  ordinario  aun  á  los  espíritus  mas 
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■os  que,  sin  conocerlo,  se  dejan  poseer  de 
es  y  odios  capaces  de  la  injusticia.  Era 
iaria  la  intervención  previsora  de  la  ley;  é 
fino. 

tas  desviaciones  de  la  regla  general  han 
conservadas  en  la  ley  de  8  de  Noviembre 
¡89  que  hemos  trascrito.  El  articulo  i*^ 
ena  á  penitenciaria,  en  tercero  y  segundo 
j%  respectivamente,  á  los  autores  y  cóm- 
5;  y  cuando  debía  condenará  cárcel  en  se- 
o  grado  á  los  reos  de  tercera  clase,  les 
ena  á  la  misma  pena,  en  cuarto  grado.  El 
lio  2°  impone  á  los  reos  de  primera  clase 
¡I  en  tercer  grado;  y  siendo  asi  que  debía 
ner  cárcel  en  segundo  grado  á  los  de  se- 
a,  dejando  al  prudente  arbitrio  del  Juez 
;nar  la  de  los  de  tercera;  condena  á  los 
flices  á  reclusión  en  tercer  grado  y  á  los 
bridores  á  la  misma  pena  en  segundo  gra- 
No  garantizaríamos  sin  embargo  que  se 
presente,  para  mantener  una  penalidad 
pcional,  la  reserva  del  artículo  54  y  las  con- 
acioncs  que  en  el  aparte  anterior  hemos 
esto. 

vidaron  los  legisladores  del  año  89  que  los 
8  habían  declarado  un  caso  más  de  rebe- 
en  la  ley  de  plebiscitos,  atribuyendo  ese  ca- 
r  al  hecho  de  levantar  actas  desconocien- 
autoridad  de  alguno  de  los  altos  poderes 
Lstado,  y  señaládole  como  penas,  precísa- 
le las  designadas  por  el  artículo  132  del 
go,  es  decir,  las  de  expatriación  en  primer 
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grado  y  confinamiento  en  tercero  y  segundo,  sin 
hacer  clasificación  de  lós  culpables,  ni  precisar 
á  quienes  se  debe  expatriar  ni  á  quienes  confi- 
nar. Ese  olvido  ha  causado,  como  en  otro  lugar 
decíamos,  la  confusión  ó  la  oscuridad  en  la  ley 
de  plebiscitos;  porque,  no  habiéndose  derogado 
sino  los  artículos  131,  132  y  136  del  Código,  en 
cuanto  designa  las  penas  á  los  delincuentes  in- 
cursos  en  los  artículos  127  y  133  del  mismo,  y 
no  la  ley  del  78,  que  manda  imponer  las  penas 
señaladas  por  esos  artículos  á  los  que  por  vías 
de  hecho  ó  por  medio  de  actas  desconozcan  la 
autoridad  de  los  altos  poderes  del  Estado;  no 
se  puede  afirmar  si  hoy  los  infractores  de  la  úl- 
tima ley  citada  deben  ser  expatriados  ó  confi- 
nados, ó  si  se  les  debe  encerrar  en  la  cárcel  ó 
la  penitenciaría,  pues  la  del  89  castiga  con  estas 
penas,  no  á  todos  los  rebeldes;  sino  á  determi- 
nados rebeldes;  á  los  comprendidos  en  los  ar- 
tículos 127  y  133. 


El  Código  argentino  castiga  la  rebelión  con 
destierro  de  tres  á  seis  años  (art.  226);  designa 
el  máximo  de  pena  á  los  autores  principales,  á 
los  empleados  públicos  que  hubiesen  tomado 
parte  en  ella  y  á  los  instigadores;  (art.  229) 
destituye  á  los  encargados  del  orden  público 
que  no  la  combaten  (art.  232)  y  condena  á  los 
meros  ejecutores  al  servicio  de  las  armas  por 
uno  ó  dos  años.  (art.  243) 

Esto  es  lo  que  se  infiere  del  tenor  del  capí- 
tulo que  se  ocupa  en  describir  y  penar  los  ae- 
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Utos  de  rebelión  y  sedición,  que  presenta  en 
conjunto  y  mezclados  con  los  de  motín  y  aso- 
nada. 


El  Código  belga  impone  pena  de  muerte  al 
atentado  contra  la  vida  6  la  persona  del  Rey  ó 
del  heredero  de  la  corona;  pero  sí  él  no  llegó  á 
privarlos  de  libertad  ni  les  causó  efusión  de 
sangre,  herida  ó  enfermedad,  lo  castiga  con 
trabajos  forzados  perpetuos  en  el  primer  caso, 
y  de  quince  á  veinte  años,  en  el  segundo,  (arts. 
loi  y  102) 

Esos  mismos  atentados  contra  la  vida  de  la 
Reina,  los  parientes  y  afines  del  Rey,  los  her- 
manos de  éste,  que  tengan  el  carácter  de  bel- 
gas, contra  la  vida  del  Regente  6  de  los  Minis- 
tros que  ejerzan  legalmente  los  poderes  cons- 
titucionales del  Rey,  los  castiga  con  trabajos 
forzados  de  diez  á  quince  años,  ó  con  reclusión 
en  los  casos  que  atenúan  la  pena  según  el  in- 
ciso anterior,  (art.  103) 

La  conjuración  para  atentar  contra  las  mis- 
más  personas  la  castiga  con  trabajos  forzados 
de  quince  á  veinte  años,  si  ha  habido  princi- 
pio de  ejecución,  ó  de  diez  á  quince  si  no  lo 
ha  habido  en  el  primer  caso;  con  trabajos  for- 
zados de  diez  á  quince,  en  el  segundo,  cuando 
ha  habido  principio  de  ejecución,  y  si  no,  con 
reclusión;  y  con  esta  misma  pena  en  los  demás, 
(art.  106,  107  y  108) 

La  proposición  hecha,  pero  no  aceptada,  pa- 
ra fraguar  una  conjuración  contra  la  vida  ó  la 
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persona  del  Rey,  la  familia  real,  el  Regente  ó 
los  Ministros,  la  castiga  con  prisión  de  uno  á 
cinco  años,  quedando  el  culpable  sometido 
hasta  por  diez  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  y 
pudiendo  ser  condenado  además  á  interdicción, 
(art  1 1  i) 

El  propósito  revelado  de  cometer  estos  de- 
litos lo  castiga  con  reclusión,  (art.  112) 

Los  anteriores  delitos,  en  la  ley  peruana,  se- 
rían castigados  como  homicidio,  lesiones  ó  aten- 
tados contra  la  libertad,  aunque  hubiesen  sido 
cometidos  contra  el  Presidente  ó  Vice-Presi- 
dente  de  la  República  encargado  del  mando 
supremo,  contra  los  miembros  de  las  Cámaras 
Legislativas  ó  contra  los  del  Poder  Judicial;  ó 
en  ciertas  circunstancias,  algunos  de  ellos,  co- 
mo atentado  ó  desacato  contra  la  autoridad. 

Por  los  actos  que  este  código  llama  de  re- 
belión, que  el  nuestro  designa  con  otros  nom- 
bres, y  que  hemos  indicado  en  el  6.*^  aparte  del 
respectivo  párrafo  de  la  advertencia  prelimi- 
nar del  primer  título  de  esta  sección;  impone 
las  siguientes  penas: 

1^  Prisión  de  tres  meses  á  dos  años,  si  la 
rebelión  es  cometida  por  una  sola  persona  ar- 
mada, ó  de  ocho  días  á  seis  meses,  si  la  come- 
tió sin  arma.  (art.  271) 

2^     Reclusión,  si  se  cometió  por  varias  per- 
sonas armadas  y  previo  acuerdo;  pero  las  que 
no  llevaren   armas  no  sufren   sino  prisión  de 
le  uno  á  cinco  años.     En  el  caso  de  faltar  el 
cuerdo  anterior,  los  culpables  armados  sufren 

risión  de  uno  á  cinco  años,    y  los  demás,  la 
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misma  pena,  de  tres  meses  á  dos  años.  (art. 
272) 

Los  culpables  de  rebelión  que  hubieren  sido 
condenados  á  prisión  pueden  ser  multados,  y 
los  jefes,  sometidos  á  la  vijilancia  especial  de 
la  policía,  (art.  274) 

Los  actos  á  que  se  contraen  los  cuatro  apar- 
tes que  preceden,  la  ley  peruana  los  califica  y 
castiga,  si  no  hay  alzamiento  público,como  aten- 
tados contra  la  autoridad;  no  como  rebelión. 
(Véase  los  artículos  149  y  150). 

Los  demás  hechos  que  el  Código  belga  de- 
nomina crímenes  contra  la  seguridad  interior 
del  Estado,  y  que  enumeramos  en  el  tercer 
aparte  del  respectivo  párrafo  de  la  advertencia 
preliminar  arriba  citada,  son  respectivamente 
penados  por  él  con  detención  extraordinaria,  el 
1°;  trabaja?  forzados  de  quince  á  veinte  años, 
el  2.°;  detención  de  cinco  á  diez  años,  el  3°;  con 
pena  idéntica,  el  4°;  detención  extraordinaria,  el 
5";  y  trabajos  forzados  de  quince  á  veinte  afios, 
el  6.°.  (art.  124  á  rag) 

De  los  hechos  á  que  el  acápite  anterior  se 
refiere;  solo  el  primero,  la  excitación  á  la  gue- 
rra civil,  es  considerado  por  la  ley  peruana  co- 
mo acto  de  rebelión:  los  demás,  son  para  ella, 
usurpaciones  de  autoridad,  robos  ó  sediciones 
cuando  agravien  á  una  cíase  determinada  de 
ciudadanos. 

Contiene  además  el  mismo  código  las  si- 
guientes disposiciones: 

La  conjuración  fraguada  para  excitar  á  la 
guerra  civil  se  castiga  con  detención  de  diez  á 
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quince  años,  cuando  se  haya  cometido  algún 
acto  para  preparar  su  ejecución;  y  en  el  caso 
contrario,  con  detención  de  cinco  á  diez  años, 
(art.  124} 

La  conjuración  fraguada  para  llevar  á  uno  ó 
varios  pueblos  la  devastación  y  el  pillage  se 
castiga  con  trabajos  forzados  de  diez  á  quince 
años,  cuando  se  haya  cometido  algún  acto  pa- 
ra preparar  la  ejecución;  y  en  el  caso  contra- 
rio, con  reclusión,  (art.  125) 

Las  penas  establecidas  para  los  autores  de 
crímenes  contra  la  seguridad  interior  del  Esta- 
do, son  aplicables  á  los  que  hayan  provisto  de 
recursos  á  las  partidas  que  los  cometan,  y  á 
los  que  las  hubiesen  levantado  ó  hecho  levan- 
tar, organizado  ó  hecho  organizar,  (art.  130) 

Cuando  los  atentados  contra  el  Rey,  el  Re- 
gente, la  familia  real  ó  la  forma  de  gobierno 
lueren  cometidos  por  una  partida;  las  penas 
que  les  corresponden  se  impondrán  sin  distin- 
ción á  todos  los  que  la  formaron  y  fueron  cap- 
turados en  el  lugar  de  la  sedición;  y  en  todo  ca- 
so á  los  que  la  hayan  dirigido,  ó  ejercido  en 
L  ella  empleo  ó  mando,  aun  cuando  se  les  apre- 
henda en  otra  parte,  (art.  131) 

Fuera  del  caso  á  que  se  refiere  el  aparte  an- 
terior, los  que  hayan  pertenecido  á  la  partida, 
sin  ejercer  mando  ni  empleo,  si  fueren  captu- 
rados en  el  lugar  deja  sedición,  serán  castiga- 
dos con  la  pena  inmediatamente  inferior  á  la 
que  se  imponga  á  los  directores  ó  jefes,  ^art. 
132) 
El  que  á  sabiendas  hubiere  albergado  ó  faci- 
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litado  á  las  partidas  ó  á  grupos  de  ellas,  pun- 
tos de  reunión  ó  de  retirada,  será  castigado 
con  reclusión  ó  detención  de  cinco  á  diez  años, 
según  que  el  objeto  de  la  partida  hubiese  sido 
atentar  contra  el  Rey  6  la  familia  real,  ó  la 
forma  de  gobierno,  ó  cometer  solamente  algún 
otro  delito  contra  la  segundad  interior  del  Es- 
tado, (art.  133) 

El  artículo  134  declara  libres  de  pena,  por 
la  sedición,  á  los  meros  ejecutores  que  se  hu- 
bieren retirado  á  la  primera  intimación  de  la 
autoridad;  pero  les  hace  cargo  de  los  delitos 
especiales  que  ocasionalmente  conietan. 


El  Código  chileno,  como  hemos  visto  en  la 
comparación  del  articulo  127,  no  habla  de  re- 
beliones, bajo  este  nombre;  pero  describe,  se- 
gún dijimos  al  compararlos  artículos  125  y 
126,  actos  como  los  de  alzarse  á  mano  armada 
contra  el  Gobierno  para  cambiar  el  personal  ó 
la  forma  de  éste,  alterar  la  constitución  y  otros 
que,  según  nuestra  ley,  importan  rebelión. 

Describe  y  pena  además,  el  mismo  código 
otros  delitos,  cuyo  estudio  reservamos  para  el 
título  de  sediciones  por  consistir  en  alzamientos 
para  impedir  la  ejecución  ó  promulgación  de 
las  leyes,  la  celebración  de  las  elecciones,  y  en 
otros  actos  que  nuestro  Código  califica  de  se- 
diciosos. 

En  los  respectivos  lugares  hemos  indicado 
las  penas  que  señala  á  ios  autores  de  esos  ac- 
tos; por  lo  que  solo  nos  resta  consignar  aquí 
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las  que  establece  para  los  que  tengan  en  ellos 
otro  género  de  participación,  y  que,  según  se 
verá,  dependen  de  la  comisión  de  actos  que  el 
código  determina,  pues  no  ha  dividido  á  los 
delincuentes  en  las  tres  clases,  que  el  nuestro 
reconoce  para  sólo  los  delitos  contra  la  seguri- 
dad interior  del  Estado.  Tales  penas  son  las 
expresadas  en  los  siguientes  artículos: 

a  Art.  122.  Los  que  induciendo  á  los  alza- 
dos, hubieren  promovido  ó  sostuvieren  la  su- 
blevación y  los  caudillos  principales  de  ésta 
serán  castigados  con  las  mismas  penas  del  ar- 
tículo anterior  (i)  en  sus  grados  máximos.» 

flc  Art.  123.  Los  que  tocaren  ó  mandaren 
tocar  campanas  ú  otro  instrumento  cualquiera 
para  excitar  al  pueblo  al  alzamiento  y  los  que, 
con  igual  fin,  dirigieren  discursos  á  la  muche- 
dumbre ó  le  repartieren  impresos,  si  la  suble- 
vación llega  á  consumarse,  serán  castigados 
con  la  pena  de  reclusión  menor  ó  de  extraña- 
miento menor  en  sus  grados  medios  (2)  á  no 
ser  que  merezcan  la  calificación  de  promove- 
dores. » 

a  Art  124.  Los  que  sin  cometer  los  críme- 
nes enumerados  en  el  artículo  121,  pero  con 
el  propósito  de  ejecutarlos,  sedujeren  tropas, 
usurpen  el  mando  de  ellas,  de  un  buque  de 
guerra,  de  una  plaza  fuerte,   de  un  puesto  de 


(i)  El  artículo  121  ¿efíala  reclusión,  confinamiento  ó 
extrañamiento  de  cinco  afios  y  un  día  á  veinte  afíos,  á  los 
que  se  sublevan  á  mano  armada  contra  el  Gobierno  legal- 
mente  constituido. 

(2)  De  541  dias  á  3  años. 
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,  de  un  puerto  ó  de  una  cÍuc 
:ontra  la  orden  del  Gobierne 

ó  militar  cualquiera,  sufrii 
isión  mayor  ó  de  confinamie 
jrados  medios.  »  (i) 
.  125.  En  los  crímenes  de 
:ulos  121,  122  y  124,  la  cons 
an  extrañamiento  mayor  er 
2)  y  la  proposición  con  ext 
:n  su  grado  medio.  »  (3) 
i  disposiciones  rigen  en  toda 
ciones,  lo  mismo  que  las  sig 
lublevados  quedan  libres  de 
1  á  la  autoridad  sin  haber  ej 
bolencia;  pero  los  instigadoi 
i  y  sostenedores  de  la  subí 
itigados,    aún  sometiéndose; 

se  les  impone  una  pena  ¡nfe 
rados  á  la  que  les  hubiera  d 
sumado  el  delito,  (art  129) 
I  caso  de  que  la  sublevación 
arse  hasta  el  punto  de  em 
ñera  sensible  el  ejercicio  d 
)Iica,  serán  juzgados  los  subí 

á  lo  que  se  previene  en  la 
rte  anterior,  ('art.  130) 
|ue  por  astucia,   ó  por  cualt 
pero  sin  alzarse  contra  el  G( 
n  alguno  de  los  delitos  que  1 

10  afios  y  un  dia  á  15  afios. 
5  aQos  y  un  día  á  10  aOos. 
61  á  541  días. 
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giíen  por  la  sublevación,  serán  penados  con 
reclusión  ó  relegación  menores  en  cualquiera 
de  sus  grados,  salvo  que  se  trate  de  delitos 
relativos  al  ejercicio  de  derechos  políticos,  su- 
jetos á  las  leyes  de  elecciones  y  de  imprenta. 


El  Código  español  castiga  de  la  manera  si- 
guiente los  atentados  contra  la  forma  de  go- 
bierno: (Véase  en  la  advertencia  preliminar  que 
antecede  al  artículo  125,  cuales  son  esos  aten- 
tados) 

i.*^  A  los  que  hubieren  promovido  el  alza- 
miento ó  lo  sostuvieren  ó  lo  dirigieren  ó  apa- 
recieren como  sus  principales  autores,  con  re- 
clusión temporal  en  su  grado  máximo  (i)  á 
muerte,  (art.  184) 

2.*  A  los  que  ejercieren  un  mando  subalter- 
no, con  la  de  reclusión  temporal  á  muerte;  si 
fueren  personas  constituidas  en  autoridad  civil 
ó  eclesiástica,  ó  si  hubiere  habido  combate  en- 
tre las  fuerzas  de  su  mando  y  la  fuerza  pública 
fiel  al  Gobierno,  ó  aquella  hubiere  causado  es- 
tragos en  las  propiedades  de  los  particulares, 
de  los  pueblos  ó  del  Estado,  cortado  las  lineas 
telegráficas  ó  las  vias  férreas,  ejercido  violen- 
cias contra  las  personas,  exigido  contribucio- 
nes ó  distraído  los  caudales  públicos  de  su  le- 
gítima inversión,  (art.  184) 

Fuera  de  estos  casos  impone  al  culpable  la 
pena  de  reclusión  temporal,  (art.  184) 


(i)  De  17  afios^  4  meses  y  un  día  á  ao  afios. 
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3."  A  los  meros  ejecutores  del  alzamiento, 
con  prisión  mayor  en  su  grado  medio  (i)  á  re- 
clusión temporal  en  su  grado  mínimo  (2)  en  los 
casos  previstos  en  el  aparte  primero  del  nú- 
mero anterior;  y  con  la  de  prisión  mayor,  en 
toda  su  extensión,  en  los  comprendidos  en  el 
aparte  segundo  del  propio  número,    (art.  184) 

4."  A  los  que  atenten  contra  la  forma  de 
gobierno  sin  alzamiento,  con  la  pena  que  he- 
mos indicado  en  la  comparación  del  articulo 

125- 

5.°  Con  la  de  destierro,  á  los  que,  en  las 
manifestaciones  públicas  ó  sitios  de  numerosa 
concurrencia,  dieren  vivas  ú  otros  gritos  que 
provocaren  aclamaciones  directamente  encami- 
nadas á  variar  la  forma  de  gobierno,  despojar 
k  los  Cuerpos  colegisladores,  al  Rey,  ó  al  Re- 
gente ó  Regencia,  de  sus  prerrogativas  consti- 
tucionales, variar  el  orden  de  sucesión  á  la 
corona,  ó  privar  á  la  dinastía  de  los  derechos 
que  la  constitución  le  otorga,  y  al  padre  ó  ma- 
dre del  Rey,  ó  en  su  caso  al  Consejo  de  Minis- 
tros, de  la  facultad  de  gobernar  provisional- 
mente cuando  les  corresponda  hacerlo,  {art. 
186) 

6."  Con  la  de  inhabilitación  temporal  {3)  al 
funcionario  que  diere  cumplimiento  á  real  de- 
creto no  firmado  por  el  correspondiente  Mi- 
nistro. 

(i)  De  8  años  y  un  día,  á  10  aHos. 

(a)  De  13  afíos  y  un  día,  á  14  años  y  ocho  meses. 

(3)  De  6  a&QS  y  un  día,  á  ¡3  altos. 
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Los  actos  que  el  código  español  llama  de 
rebelión  y  describe  en  su  artículo  243,  los  he- 
mos enumerado  en  la  página  104,  en  el  aparte 
que  comienza  así:  Consiste  la  rebelión  .    .    . 

Respecto  de  ellos  estatuye  lo  siguiente: 

«  Art.  244.  Los  que  induciendo  y  determi- 
nando á  los  rebeldes,  hubieren  promovido  ó 
sostuvieren  la  rebelión,  y  los  caudillos  princi- 
pales de  ésta,  serán  castigados  con  la  pena  de 
reclusión  temporal  en  su  grado  máximo  (i)  á 
muerte,  d 

a  Art.  245.  Los  que  ejercieren  un  mando 
subalterno  en  la  rebelión,  incurrirán  en  la  pena 
de  reclusión  temporal  (2)  á  muerte,  si  se  en- 
contraren en  alguno  de  los  casos  previstos  en 
el  párrafo  primero  del  número  2^  del  articulo 
184  (3);  y  con  la  de  reclusión  temporal,  si  no 
se  encuentran  incluidos  en  ninguno  de  ellos.  » 

«  Art.  246.  Los  meros  ejecutores  de  la  re- 
belión serán  castigados  con  la  pena  de  prisión 
mayor  en  su  grado  medio  (4)  á  reclusión  tem- 
poral en  su  grado  mínimo  (5)  en  los  casos  pre- 
vistos en  el  párrafo  primero  del  número  2.°  del 
artículo  184,  y  con  la  de  prisión  mayor  en  toda 
su  extensión  (6)  no  estando  en  el  mismo  com- 
prendidos. » 


(z)  De  17  años,  4  meses  y  un  día,  á  20  años. 

(2)  De  12  años  y  i  día,  á  20  años. 

(3)  Extractado  en  el  párrafo  anterior. 

(4)  De  8  años  y  un  dia,  á  10  años. 

(5)  De  12  años  y  un  día,  á  14  años  y  8  meses. 

(6)  De  6  años  y  un  dia,  á  12  años. 
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«  Art  247.  Cuando  la  rebelión  no  hubiere 
llegado  á  organizarse  con  jefes  conocidos,  se 
reputará  por  tales  los  que  de  hecho  dirigieron 
á  los  denlas  ó  llevaron  la  voz  por  ellos  ó  firma- 
ron los  recibos  ú  otros  escritos  expedidos  á  su 
nombre  ó  ejercieron  otros  actos  semejantes  en 
representación  de  los  demás.  > 

«  Art.  248.  Serán  castigados  como  rebeldes 
con  la  pena  de  prisión  mayor:  (i) 

«  i'  Los  que,  sin  alzarse  contra  el  Gobierno 
cometieren  por  astucia  ó  por  cualquier  otro 
medio  alguno  de  los  delitos  comprendidos  en 
el  artículo  243:  »  (2) 

«  2?  Los  que  sedujeren  tropas  ó  cualquiera 
otra  clase  de  fuerza  armada  de  mar  ó  tierra 
para  cometer  el  delito  de  rebelión.  » 

«  Si  llegare  á  tener  efecto  la  rebelión,  los  se- 
ductores se  reputarán  promovedores  y  sufrirán 
la  pena  señalada  en  el  articulo  344.  b 

n  La  conspiración  para  el  delito  de  rebelión 
será  castigada  con  la  pena  de  prisión  correccio- 
nal en  sus  grados  medio  á  máximo,  b  (3) 

«t  La  proposición  será  castigada  con  la  pri- 
sión correccional  en  sus  grados  mínimo  á  me- 
dio. »  (4) 

El  Código  francés,  como  vimos  en  el  cor- 
respondiente párrafo  del  comentario  al  articulo 
125,  castiga  con  la  deportación  en  una  fortale- 

(i)  De  6  años  y  un  dia,  á  13  afios. 

Íj)  Véase  lo  dicho  al  principio  de  este  párrafo. 

(3)  De  4  afios,  3  meses  y  un  dia,  á  6  afios. 

(4)  De  2  afios,  4  mesesj  á  4  años  dos  meses. 


1 
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za  el  atentado  dirigido  á  deponer  al  Gobierno 
ó  cambiar  la  forma  de  su  organización,  ó  á  ex- 
citar á  los  ciudadanos  á  armarse  contra  su  au- 
toridad. 

Sus  artículos  91,  92,  93,  95,  96  y  97  conde- 
nan á  muerte  respectivamente: 

I.**  A  los  que  exciten  á  la  guerra  civil  ar- 
mando ó  llevando  á  los  ciudadanos  á  armarse 
unos  contra  otros,  ó  lleven  la  devastación,  la 
matanza  ó  el  pillaje  á  uno  ó  varios  pueblos: 

2.*  A  los  que  hubiesen  sublevado  ó  hecho 
sublevar  tropas  armadas,  inducido  ó  alistado, 
ó  hecho  inducir  ó  alistar  soldados,  ó  les  hubie- 
sen suministrado  armas  ó  municiones  sin  or- 
den ó  autorización  del  poder  legislativo: 

3.*  A  los  que  sin  derecho  ó  motivo  legítimo, 
tomasen  el  mando  de  un  cuerpo  de  ejército,  de 
una  tropa,  de  una  flota,  de  una  escuadra,  de  un 
buque  de  guerra,  de  una  plaza  fuerte,  de  un 
puesto,  de  un  puerto  ó  de  una  ciudad;  deten- 
tado, contra  la  orden  del  Gobierno,  un  mando 
militar  cualquiera,  ó  conservado  reunidos  el 
ejército  ó  tropa  que  comandaban,  después  de 
haberse  ordenado  su  licénciamiento  ó  separa- 
ción: 

4.*  Al  que  hubiese  incendiado  ó  destruido' 
por  la  explosión,  edificios,  almacenes^  arsena- 
les, buques  ú  otras  propiedades  pertenecientes 
al  Estado: 

5.^  Al  que  se  hubiese  puesto  á  la  cabeza  de 
partidas  armadas  ó  ejercido  en  ellas  alguna 
función  ó  mando  para  invadir  dominios,  pro- 
piedades ó  fondos  públicos,  plazas,  ciudades. 
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fortalezas,  puestos,  almacenes,  arsenales,  puer- 
tos, buques  ó  barcos  pertenecientes  al  Estado, 
ó  para  apoderarse  ó  repartirse  propiedades  pú- 
blicas ó  nacionales  ó  las  de  una  colectividad  de 
ciudadanos,  ó  en  fin,  para  atacar  ó  resistir  á  la 
fuerza  pública  que  obrase  contra  los  autores 
de  dichos  crímenes;  y  á  los  que  hubiesen  diri- 
gido la  asociación,  levantado  ó  hecho  levantar 
organizado  ó  hecho  organizar  las  partidas  ó  les 
hubieren,  consciente  y  voluntariamente,  sumi- 
nistrado ó  proporcionado  armas,  municiones  é 
instrumentos  para  el  crimen  ó  les  hubiesen  en- 
viado convoyes  de  subsistencias,  ó  hubiesen 
practicado  de  cualquier  otro  modo  inteligen- 
cias con  los  directores  ó  comandantes  de  las 
partidas: 

6.°  A  los  que  hubiesen  dirigido  la  sedición  ó 
ejercido  empleo  ó  mando  en  ella,  cuando  su 
objeto  hubiese  sido  cambiar  ó  destruir  el  Go- 
bierno, alzarse  contra  su  autoridad  ó  excitar  á 
la  guerra  civil,  como  se  expresa  en  el  número 
i^,  cualquiera  que  sea  el  lugar  en  que  se  les 
aprehenda;  y  á  los  que  compusieron  la  partida, 
sin  distinción  de  grado,  siempre  que  fueren 
aprehendidos  en  el  lugar  del  crimen. 

Los  artículos  94  y  98,  también  respectiva- 
mente, condenan  á  deportación: 

i.°  Al  que  pudiendo  disponer  de  la  fuerza 
pública  hubiese  requerido  ú  ordenado,  hecho 
requerir  ú  ordenar  su  acción  ó  empleo  contra 
la  leva  de  gentes  de  guerra  legalmente  esta- 
blecida; salvo  que  la  orden  hubiese  tenido  efec- 
to, pues  entonces  tiene  pena  de  muerte. 
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2.*  A  los  comprendidos  en  la  parte  final  del 
número  6/  del  párrafo  anterior,  cuando  la  par- 
tida no  tenga  por  objeto  ninguno  de  los  críme- 
nes expresados  en  dicho  número. 

£1  articulo  99  condena  á   trabajos  forzados 
^  temporales  á  los  que,  conociendo  el   objeto  y 

^  el  carácter  de  las  partidas,  les  hubiesen  sumi- 

nistrado, sin  haber  estado  obligados  á  ello,  alo- 
jamientos, ó  lugares  de  retiro  ó  reunión. 

Aún  cuando  lo  hemos  dicho  antes,  repetire- 
mos aquí  que  el  código  francés  califica  de  re- 
belión todo  ataque  ó  resistencia  con  violencias 
y  vías  de  hecho  contra  los  agentes  de  la  auto- 
ridad; (art.  209)  y  añadiremos  que  la  castiga: 

i.°  Con  trabajos  forzados  temporales,  si  los 
rebeldes  armados  son  más  de  veinte;  y  con  re- 
clusión, si  no  hicieron  uso  de  sus  armas,  (art. 
210) 

2.**  Con  reclusión,  si  los  rebeldes  armados 
son  de  tres  á  veinte;  y  con  prisión  de  seis  me- 
ses á  dos  años,  si  no  hicieron  uso  de  sus  ar- 
mas, (art.  211) 

3.*  Con  prisión  de  seis  meses  á  dos  años,  si 
los  rebeldes  armados  son  dos,  ó  uno  solo;  y 
con  prisión  de  seis  dias  á  seis  meses  si  no  hi- 
cieron uso  de  sus  armas,  (art.  2 1 2) 

Los  artículos  213,  214,  215,  216  y  218,  res- 
pectivamente, disponen:  que  los  rebeldes,  sin 
mando  ni  empleo  en  la  partida,  quedan  excen- 
tos  de  pena,  si  á  la  primera  intimación  de  la 
autoridad  se  retiran,  aun  cuando  se  les  captu- 
re después  en  distinto  lugar  y  sin  arma:  que, 
para  reputar  armada  una  partida,  han  de  estar- 

21 
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lo  ostensiblemente  más  de  diez  perst 
las  personas  á  quienes  se  encontra 
tas  de  armas  ocultas  y  hubiesen  form 
de  un  grupo  no  reputado  armado,  si 
vidualmente  castigadas  como  sí  hut 
mado  parte  de  dicho  grupo  ó  reuníói 
autores  de  crímenes  y  delitos  cometic 
te  el  tiempo  y  con  motivo  de  una  reí 
rán  castigados  con  las  penas  señalad 
uno  de  dichos  crímenes  si  fuesen  ma; 
las  impuestas  por  el  delito  de  rebelíó 
en  todos  los  casos  en  que  por  un  hei 
belión,  se  impusiese  la  pena  de  prisió 
pables  podrán  ser  condenados  á  una 
16  á  200  francos. 

En  ei  penúltimo  aparte  del  corres 
párrafo,  en  la  advertencia  que  prec 
tículo  125,  hemos  indicado  qué  reun 
reputadas  como  de  rebeldes  por  < 
francés;  y  añadiremos  que  los  artícu 
221  de  éste  prescriben:  el  primero, 
en  que  debe  imponerse  la  pena  por  r 
que  está  preso  por  otro  delito;  y  el 
que  los  jefes  de  rebelión,  cumplida  su 
pueden  ser  sometidos  á  la  vigilanct 
de  la  alta  policía,  por  un  término  d 
diez  años. 

El  Código  italiano  castiga  en  la 
guíente  los  actos  análogos  á  los  qu 
ley  califica  cómo  de  rebelióíi: 

I."  Con  trabajos  forzados,  los  d¡ri| 
tra  la  vida,  la  integridad  ó  la  libertad 
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grada  persona  del  Rey,  de  la  Reina,  del  Prín- 
cipe heredero  ó  del  Regente  durante  la  Regen- 
cia, (art.  117)     (i) 

2P  Con  la  de  doce  años,  por  lo  menos,  de 
prisión,  los  que  tiendan  á  impedir  al  Rey  ó  al 
Regente,  en  todo  ó  en  parte,  aunque  tempo- 
ralmente el  ejercicio  de  la  soberanía;  al  Sena- 
do ó  la  Cámara  de  Diputados,  el  de  sus  funcio- 
nes respectivas;  y  los  que  tengan  por  fin  cam- 
biar la  constitución  del  Estado,  ó  su  forma  de 
gobierno,  ó  el  orden  de  sucesión  al  trono,  por 
medios  violentos,  (art.  118) 

3.°  Con  reclusión  ó  prisión  de  uno  á  cuatro 
años  el  de  reclutar  ó  armar  ciudadanos  en  el 
territorio  del  reino,  sin  autorización  del  Go- 
bierno, con  el  objeto  de  ponerse  al  servicio  de 
un  Estado  extrangero;  salvo  que  entre  los  cul- 
pables haya  algún  militar,  para  el  que  la  pena 
será  de  dieciocho  meses  á  seis  años.  (art.  1 19) 

4.^  Con  la  de  prisión  de  seis  á  quince  años 
los  encaminados  á  hacer  que  los  habitantes  del 
reino  tomen  las  armas  contra  los  poderes  del 
i  Estado;  pero  debiendo  ser,  si  se  hubiese  efec- 

L  tuado  la  insubordinación,  de  dieciocho  años,  lo 

^  menos,  para  los  que  la  hubiesen  promovido  ó 


(i)  Aun  cuando  estos  delitos  en  la  ley  peruana,  como 
algunos  que  enumeraremos  en  seguida,  serian  castigados 
con  las  penas  del  homicidio,  las  lesiones,  la  coacción,  etc. 
sin  más  diferencia  que  la  circunstancia  agravante  de  la  ca- 
lidad de  la  persona  ofendida;  les  conservamos  el  lugar  que 
les  sefíala  el  código  italiano,  por  respetar  el  plan  que  éste 
ha  seguido. 
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dirigido;  y  de  tres  á  quince  para  los  que  solo 
hubiesen  tenido  participación  en  ella.  (art.  120) 

5.*  Con  prisión  de  cinco  á  diez  años,  el  de 
tomar  el  mando  de  tropas,  plaza,  fortaleza^ 
puertos,  militares,  puertos  comerciales,  ciuda- 
des ó  buques  de  guerra,  sin  tener  por  la  ley 
facultad  para  ello  y  sin  mandato  del  Gobierno, 
fart.  121) 

6.®  Con  reclusión  6  prisión  de  uno  á  cinco 
afios  y  multa  de  500  á  5,000  liras  las  ofensas 
de  hecho  ó  de  palabra  al  Rey:  con  reclusión  ó 
prisión  de  ocho  meses  á  tres  años  y  multa  de 
100  á  150  liras,  las  mismas  ofensas  á  alguna 
persona  de  las  expresadas  en  el  número  i.®  de 
este  párrafo;  y  debiendo,  en  uno  y.  otro  caso,  au- 
mentarse la  pena  en  una  tercera  parte,  si  la 
ofensa  fuere  pública  ó  se  cometiese  en  presen- 
cia del  ofendido,  (art.  122) 

7.^  Con  prisión  de  uno  á  treinta  meses  y 
multa  de  50  á  1,500  liras,  los  insultos  públicos 
al  Senado  ó  á  la  Cámara  de  Diputados;  pero 
si  la  ofensa  se  cometiere  en  el  mismo  Senado 
ó  en  la  misma  Cámara  de  Diputados,  la  prisión 
será  de  seis  meses  á  tres  años,  y  la  multa  de 
300  á  3,000  liras,  (art.  123) 

S°  Con  la  prisión  hasta  por  un  año  y  multa 
de  50  á  1,000  liras,  el  hecho  de  atribuir  públi- 
camente al  Rey  la  censura  ó  la  responsabili- 
dad de  los  actos  de  su  gobierno,  (125) 

9.**  Con  prisión  hasta  por  seis  meses  y  mul- 
ta de  100  á  2,000  liras,  el  de  menospreciar  pú- 
blicamente las  instituciones  constitucionales 
del  Estado,  (art.  126) 
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DE  LOS   DELITOS   DE   SEDICIÓN, 


Art  133.  Cometen  delito  de  sedición^  los  qne^ 
sin  desconocer  al  Gobierno  constituido^  se  alzan  pú- 
hlicamente  para  alguno  de  los  objetos  siguientes: 

i.^  Deponer  alguno  ó  algunos  de  los  empleados 
públicos  del  departamento^  provincia  6  distríto^  ó 
impedir  que  tomen  posesión  del  destino  los  legítima- 
mente  nombrados  ó  elegidos: 

2.^  Impedir  la  promulgación  ó  ejecución  de  las 
leyes  ó  la  celebración  de  las  elecciones  en  alguna  pro- 
vinda  ó  distrito: 

3."*  Impedir  que  las  autoridades  ejerzan  libre- 
mente sus  funciones^  6  hagan  cumplir  sus  providen- 
cias administrativas  ó  judiciales: 

4.^  Ejercer  actos  de  odio  ó  de  venganza  contra 
la  persona  ó  bienes  de  cualquier  funcionario  público^ 
ó  contra  alguna  clase  determinada  de  ciudadanos: 

6.^  Allanar  los  lugares  de  prisión^  6  atacar  á 
los  que  conducen  á  los  reos  de  un  lugar  á  otro;  sea 
para  scUvar  á  éstos  ó  para  maltratarlos. 

Comentario.  Respecto  del  inciso  2^  de  este 
artículo,  reproducimos  la  observación  consig- 
nada en  el  cuarto  párrafo  del  comentario  al  ar- 
ticulo 127.  Insistimos  en  creer  que  el  hecho 
de  jmpedir  las  elecciones  de  Presidente  ó  Vice- 
presidentes de  la  República  ó  de  miembros  de 
la  Representación  Nacional  constituye  en  todo 
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caso  un  acto  de  rebelión,  cualquiera  que  sea 
la  extensión  territorial  á  que  tal  hecho  alcance, 
pues  la  naturaleza  del  delito,  antes  que  de 
otras  circunstancias,  depende  del  ñn  ilícito  que 
persiguen  sus  autores;  y  siendo  el  carácter  es- 
pecifico de  la  rebelión  atentar  contra  los  pode- 
res del  Estado,  contra  las  grandes  instituciones 
que  ejercen  la  soberanía,  está  necesariamente 
incluido  en  ella  el  acto  á  que  se  refiere,  en  su 
segundo  término,  el  inciso  2."  de  este  articulo. 

Alterar  la  calificación  del  delito  por  el  sólo 
hecho  de  no  haberse  extendido  á  un  tercio  ó 
más  de  las  provincias  de  la  República;  serla  lo 
mismo  que  sostener  que  no  es  rebelión,  sino 
mera  sedición,  el  desconocimiento  del  Gobier- 
no nacional  en  un  solo  departamento,  provin- 
cia ó  distrito. 

No  deberla  pues  considerarse  como  sedi- 
ción, sino  el  acto  de  impedir  la  elección  de  mu- 
nicipalidad ó  cualquiera  otra  institución  local, 
creada  ó  por  crear,  puesto  que  la  clase  de  au- 
toridad contra  la  cual  se  atente  es,  digámoslo 
asi,  el  coeficiente  lega)  para  la  calificación  del 
delito.  (() 


(i)  Este  articulo  puede  considerarse  adicionado  por  el 
J3  de  !a  ley  electoral  de  ao  de  Noviembre  de  1896  que 
:ondena  á  multa  de  50  i  500  soles  ó  prisión  de  quince  dias 
i  seis  meses,  y  á  la  pena  accesoria  de  la  privación  del  su- 
fragio por  dos  aflos,  á  los  que  provoquen  desórdenes  que 
impidan  la  libertad  del  sufragio  ó  formen  tunmltos  con 
irmas,  palos,  ó  cualquier  otro  medio  agresivo,  en  los  luga- 
res en  donde  funcionen  las  juntas  electorales  6  sus  respec- 
tivas comisiones. 


1 
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Otro  tanto  podemos  observar  respecto  de 
los  delitos  consistentes  en  impedir  la  promul- 
gación de  las  leyes:  el  alzamiento  con  tal  obje- 
to tampoco  debería  tener  el  carácter  de  sedi- 
ción, sino  el  de  rebelión,  por  cuanto  va  contra 
la  suprema  autoridad  del  legislador,  y  no  sim- 
plemente contra  la  autoridad  local  que  hace  la 
promulgación  ó  procede  á  ejecutar  la  ley.  Ha- 
brá sedición  impidiendo  la  publicación  de  ban- 
dos, ordenanzas  municipales  ó  edictos;  pero 
tratándose  de  leyes  ó  decretos  del  Supremo 
Poder  Ejecutivo,  á  nuestro  juicio,  se  incurre 
en  verdadera  rebelión. 


Los  actos  de  odio  ó  venganza  contra  la  per- 
sona ó  bienes  de  un  funcionario  público,  sin 
desconocer  su  autoridad  ni  impedirle  que  la 
ejerza;  no  difieren  esencialmente  de  los  descri- 
tos en  el  artículo  139  bajo  la  denominación  de 
asonada;  y  no  creemos  que  baste  para  diferen- 
ciarlos la  condición  oficial  del  agraviado,  por- 
que ésta  no  imprime  carácter  en  su  persona  pri- 
vada, y  mucho  menos  en  sus  bienes.  El  delito 
podrá  agravarse,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  inciso  13.®  del  artículo  10;  pero  no  cambiará 
de  naturaleza. 

Nuestro  Código  ha  olvidado,  al  hablar  de  se- 
diciones contra  particulares,  la  condición  im- 
puesta por  el  español;  la  de  que  los  actos  de 
odio  ó  venganza  ejercidos  contra  ellos,  tengan 
un  fin  político  ó  social;  y  ha  caído  además  en 
la  inconsecuencia  de   referirse  á  clases  de  ciu- 
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dadanos,  que  no  hay  ni  puede  t 
República  democrática. 

Deducimos  de  to  dicho  que  los 
ó  venganza,  á  que  el  inciso  4.°  : 
ben  ser  ejecutados,  en  uno  y  otro 
fin  social  ó  politico,  como  lo  pn 
española,  por  lo  menos  en  el  seguí 
actos  son  los  de  tos  bandos  en  qi 
vidirse  los  habitantes  det  mism 
cuando  entran  en  lucha  defendien 
ó  intereses  opuestos;  y  que,  si  no  1 
ce  estos  caracteres,  está  demás 
pues  los  hechos  que  describe  es 
en  el  articulo  139. 

El  delito  descrito  por  el  inciso 
confundirse  con  los  previstos  por 
'38  y  151  de  este  Código.  Tod 
mismo  fin;  sacar  á  los  reos  de  pe 
toridad:  mas  hay  entre  ellos  las  : 
ferencias.  En  el  caso  del  presentí 
alzamiento  público  contra  la  au 
para  arrebatar  á  los  presos  de  m 
conductores  ó  extraerlos  violentai 
gar  de  su  detención:  en  el  del  arl 
nay  alzamiento,  sino  simple  reuní 
ría;  los  motinistas  no  desconocen 
sino  que  presionan  sobre  ella  p: 
orden  de  soltura;  no  arrebatan  ni 
st  solos  á  los  presos;  piden  que  le 
gados;  en  el  del  artículo  151  no  h 
to  ni  reunión  tumultuaria;  no  se 
la  libertad  de  los  presos;  la  astuci 
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6  la  seducción  se  encargan  de  burlar  los  man- 
datos de  la  autoridad  y  la  vigilancia  de  sus 
agentes. 

El  Código  argentino,  en  su  artículo  227, 
declara  reos  de  sedición  á  los  que  practican  los 
ñiismos  hechos  enumerados  en  el  artículo  que 
comentamos,  describiéndolos  casi  literalmente 
en  los  mismos  términos;  pero  omite  los  que 
éste  considera  en  su  inciso  4.*^,  y  los  incluye, 
én  parte,  entre  los  de  asonada,  sin  tomar  en 
Cuenta  que  el  ofendido  ó  perjudicado  ejerza  ó 
no  autoridad. 

Él  Código  belga,  como  lo  hicimos  notar  en 
la  advertencia  que  encabeza  el  primer  título  de 
esta  sección,  no  da  á  la  palabra  sedición  el 
mismo  significado  que  el  nuestro:  por  lo  menos 
asi  se  desprende  de  sus  artículos  131  y  siguien- 
tes, según  los  cuales  la  sedición  consiste  en  la 
asociación  para  delinquir  contra  el  Estado  ó  los 
particulares;  en  el  bandolerismo. 

Al  comparar  los  artículos  131  y  132,  y  refe- 
rirnos al  código  belga,  hemos  subrayado  la  pa- 
labra sedición,  en  los  artículos  en  que  él  la 
einpléa,  los  que  hemos  extractado  conservando 
casi  integro  su  texto,  á  fin  de  que  se  aprecie 
debidamente  el  valor  que  le  atribuye. 

El  articulo  335  y  los  siguientes  de  este  códi- 
go penan  el  hecho  de  extraer  de  los  lugares  de 
detención  á  los  presos  ó  de  procurar  ó  facilitar 
su  evasión,  en  la  forma  que  veremos  al  compa- 
rarlo con  el  artículo  182  del  nuestro. 
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El  Código  chileno  trae  las  sigu 
siciones: 

s  Art.  126.  Los  que  se  alzaren  p 
con  el  propósito  de  impedirla  prc 
a  ejecución  de  las  ieyes^la  libre  ( 
una  elección  popular,  de  coartar 
sus  atribuciones  ó  la  ejecución  d 
lencias  á  cualquiera  de  los  podere 
males,  de  arrancarles  resoluciom 
>  de  la  fuerza  ó  de  ejercer  actos  di 
nganza  en  la  persona  ó  bienes  de 
lad  ó  de  sus  agentes  ó  en  las  pt 
1  Estado  ó  de  alguna  corporací' 
frirán  la  pena  de  reclusión  meno 
conñnamiento  menor  ó  de  exti 
;nor  (i)  en  cualquiera  de  sus  grat 
«Art.  127.  Las  prescripciones  c 
los  122,  123,  124  y  125  (2)  tienen 
jpecto  de  los  simples  delitos  de  q 
:ícuIo  precedente,  siendo  las  pen£ 
mente  inferiores  en  un  grado  á  1 
:ho5  artículos  se  establecen.  9 
El  primero  de  estos  artículos  c 
mo  se  ve,  la  mayor  parte  de  los  c; 
:ión  que  nuestro  articulo  133  enun 
ico  incisos,  pues  solo  deja  de  mer 
[Heñidos  en  el  i'  y  5'. 
El  código  chileno  da  al  hecho  á  q 
:iso  3"  se  contrae,  mayor  alcance 

i)  Todas  estas  penas  duran  de  61  dias  á  > 
3)  Reproducidos  en  la  compaiaciún  de 

y  »3"' 
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ruano,  pues^éste,  si  bien  habla  de  autoridades 
«n  general,  indudablemente  se  refiere  á  las  lo- 
cales; en  tanto  que  el  primero  declara,  de  un 
modo  expreso,  que  la  sublevación  es  punible 
igualmente,  cualquiera  que  sea  la  categoría  del 
funcionario  á  quien  se  coarte  el  ejercicio  de  su 
autoridad  ó  el  cumplimiento  de  sus  providen- 
cias. No  se  puede  entender  de  otro  modo  la 
expresión  «  cualquiera  de  los  poderes  consti- 
tucionales d;  sino  por  las  grandes  instituciones 
que  ejercen  la  soberanía  y  las  secundarias  qu€ 
completan  el  organismo  del  Estado. 

Como  lo  hacíamos  notar,  en  la  advertencia 
que  precede  al  primer  título  de  esta  sección; 
el  código  chileno  hace  dos  grupos  de  las  suble- 
vaciones á  mano  armada  contra  los  poderes 
constitucionales:  es  el  primero,  el  de  las  que 
atentan  contra  la  existencia  misma  de  dichos 
poderes;  y  el  segundo,  el  de  las  que  tienden  á 
ejercer  violencias  sobre  ellos  para  hacerles 
proceder  en  determinado  sentido  é  impedirles 
el  libre  uso  de  sus  facultades  legales;  por  lo 
que,  en  este  último  quedan  comprendidos  los 

L  delitos  que  nuestro  Código  llama  sediciones  y 

'  motines. 

El  Código  español  hace  consistir  la  sedición 
en  la  práctica  de  los  actos  que  hemos  enume- 
rado en  la  advertencia  preliminar  que  precede 
al  título  i^  de  esta  sección.  (Véase,  en  el  pá> 
rrafo  correspondiente  al  código  español,  la  se- 
gunda parte  del  acápite  que  principia  así: «  Con- 
siste la  rebelión  .    .    .  x>  ) 
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Según  se  verá,  en  esa  enumeración,  tomada 
:  los  cinco  incisos  del  artículo  250,  no  están 
nsiderados  el  allanamiento  de  las  prisiones, 
ataque  á  los  conductores  de  presos,  ni  la  de- 
isición  de  empleados  póblicos  que  menciona 
lestro  Código.        

El  Código  francés  tiene  redactados  sus  ar- 
;ulos  97  y  98,  casi  literalmente  en  los  mismos 
rminos  de  los  artículos  131  y  132  del  belga- 
1  ellos  únicamente  emplea  la  palabra  sedir 
>n;  y  la  usa  evidentemente  en  el  mismo  sen- 
lo  que  éste;  en  el  de  asociación  tumultuaria 
ra  delinquir  contra  la  seguridad  interior  del 
ítado. 

La  extracción  de  presos  y  protección  de  su 
ga  de  los  lugares  de  detención,  forman  en 
te  código  la  materia  de  un  título  especial, 
rt.  237  á  248)  que  trascribiremos  al  comentar 
lestro  artículo  182  relativo  á  la  inñdelidad  en 
custodia  de  presos. 


El  Código  italiano,  como  se  lia  visto  en  el 
.rrafo  que  á  él  se  refiere,  de  la  advertencia, 
le  encabeza  el  título  i."  de  esta  sección;  solo 
encioná  las  incitaciones  y  asociaciones  para 
lÜnquir,  y  describe  actos  que  alguna  analogía 
:nen  con  los  que  nuestro  Código  califica  de 
diciones.  A  tal  objeto  destina  sus  artículos 
.6  á  251,  que  en  resumen  contienen  lo  dicho 
.  el  párrafo  citado. 


"T'S^B 


f 


—  173  — 

ArL  134.  En  los  delitos  de  sedición  son  reos  de 
primera  clase:  los  que  la  proyectan  ó  promueven:  los 
que  la  hacen  estallar;  y  los  que  la  dirigen  después  di 
haber  estallado. 

Art.  135.  Son  reos  de  segunda  clase  los  emplea- 
dos subalternos  de  los  sediciosos:  los  que  cooperan  á 
la  sedición  ó  la  fomentan  con  dinero  j  armas  ó  muni- 
ciones; y  los  que  convocan  á  la  multitud  para  que 
estalle  ó  progrese. 

Comentario.  Comparados  los  dos  anteriores 
con  los  artículos  128,  129  y  130  de  este  mismo 
Código,  se  nota  que  los  primeros  reducen  á 
dos  clases,  las  tres  de  culpables  que  distinguen 
los  segundos.  Tratándose  de  sedición,  son 
reos  de  segunda  clase  los  que  serían  de  terce- 
ra tratándose  de  rebelión. 

Probablemente  el  legislador  ha  tenido  en 
cuenta  que  no  es  posible  cooperar  indirecta- 
mente á  la  ejecución  de  este  delito,  pues  todo 
acto  encaminado  á  realizar  cualquiera  de  los 
que  el  artículo  133  menciona,  tiene  que  ser  di- 
recto, para  perpetrarlo  ú  ocultarlo  después  de 
I         cometido. 

Es  propia  de  todo  acto  de  complicidad,  por 
lo  mismo  que  no  tiene  relación  necesaria,  inva- 
riable con  el  fin  criminal,  la  posibilidad  de  ser 
mirado  como  lícito  ó  delictuoso,  según  sea  el 
propósito  con  que  se  practique;  y  si  se  exami- 
na atentamente  los  cinco  incisos  del  artículo 
133,  no  será  fácil,  por  lo  menos,  descubrir  nin- 
gún hecho  tendente  á  los  fines  perseguidos  por 
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los  sediciosos,  que  presente  ese  carácter  de  in- 
determinación ó  ambigüedad. 

Por  lo  demás,  son  enteramente  aplicables  á 
los  artículos  134  y  135,  las  observaciones  he- 
chas á  los  artículos  128,  129  y  130,  en  el  pri- 
mer párrafo  del  respectivo  comentario. 


El  Código  español,  entre  los  que  vamos 
estudiando,  es  el  único  que,  á  semejanza  del 
nuestro,  distribuye  en  categorías  á  los  culpa- 
bles en  el  género  de  delitos  á  que  la  presente 
sección  se  contrae. 

Después  de  haberlos  clasificado  en  promo- 
vedores, caudillos  y  ejecutores,  al  tratar  de  los 
delitos  contra  la  forma  de  gobierno  y  de  los  de 
rebelión,  en  sus  artículos  184,  y  244  á  46;  los 
distingue  al  castigar  los  de  sedición,  en  solo 
dos  grupos;  i.**  el  de  promovedores  y  caudi- 
llos; y  2.°  el  de  los  meros  ejecutores,  (art.  251 

y  252) 

Es  presumible  que  el  código  español,  por 
consideraciones  análogas  á  las  que  hemos  ex- 
puesto en  el  párrafo  precedente,  haya  dispues- 
to que  los  caudillos,  meros  cómplices  en  las  re- 
beliones, pasen  á  la  categoría  de  autores  prin- 
cipales cuando  el  delito  sea  de  sedición. 

Los  demás  códigos  que  entran  en  el  terreno 
de  nuestras  comparaciones,  castigan  también 
con  diversas  penas  á  los  culpables  de  sedición 
ó  delito  que  merezca  ese  nombre  en  nuestra 
ley,  según  el  grado  de  participación  que  en 
ellos  tuviesen;  pero  no   cuidan  de  hacer  la  cía- 
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stfícación,  porque  siguen  el  plan  de  castigar  el 
acto  que  describen;  y  no  el  de  señalar  la  pena 
al  individuo  responsable,  que  es  el  adoptado 
por  el  nuestro. 

Art.  136.  En  los  casos  comprendidos  en  los  in- 
cisos primero  y  segundo  del  artículo  133,  los  reos  de 
pnm^era  clase  sufrirán  confinamiento  en  segundo  gra- 
do (i)  y  los  de  segunda,  reclusión  en  primer  gra- 
do. {2) 

Comentario.  Este  artículo  ha  sido  derogado 
por  la  ley  de  8  de  Noviembre  de  1889,  que  he- 
mos reproducido  in  extenso  al  comentar  los  ar- 
tículos 131  y  132. 

El  artículo  3.®  de  esa  ley  sustituye  la  pena 
de  confinamiento,  impuesta  por  el  Código,  con 
la  de  cárcel  en  segundo  grado,  (3)  y  eleva  á 
reclusión  en  segundo  grado,  (4)  la  de  reclu- 
sión en  primero  que  aquel  aplicaba. 


El  Código  argentino,  castiga  por  lo  gene- 
ral á  los  sediciosos  con  la  pena  de  destierro 
por  uno  á  tres  años.  (art.  227) 

En  su  artículo  229  dice:  a  Sufrirán  el  máxi- 
mum de  la  pena  los  autores  principales,  los 
empleados  públicos  que  hubiesen  tomado  parte 
y  los  instigadores  del  hecho.  » 

(1^  Dos  afíos. 

(2)  Un  afio. 

(3)  Dos  afíos. 

(4)  Id.    id. 
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Como  este  articulo  viene  á  contini 
los  tres  que  describen  y  penan  respe 
te  los' delitos  de  rebelión,  sedición  y  i 
podríamos  afirmar  si  se  refiere  á  to 
como  es  natural  suponer,  ó  solo  al  úll 


El  Código  belga  no  ha  previsto  é. 
á  que  se  refiere  el  inciso  i."  del  art 
vamos  comparando;  ni  el  segundo  e 
tiene  relación  con  la  promulgación  y 
de  las  leyes;  pero  trataba  del  segund 
artículos  137  á  141  inclusive,  que  han 
rogados  por  la  ley  electoral  de  18  de 
1872,  modificada  á  su  vez  por  las  ( 
1878. 

La  primera  de  dichas  leyes  en  su 
177,  dice:  «  Los  que  por  tumulto,  víc 
amenazas  hayan  impedido  á  uno  ó  mt 
dadanos  ejercer  sus  derechos  polítio 
castigados  con  prisión  de  quince  dias 
y  multa  de  26  á  1,000  francos.  » 

Todo  el  titulo  V  de  esta  ley  está  1 
á  describir  y  penar  los  actos  contraríe 
ejercicio  del  derecho  de  sufragio. 

El  artículo  177,  que  hemos  trascril 
raímente  el  derogado  del  código,  qu^ 
en  él  el  número  137. 


El  Código  chileno,  como  hemos  v 
comparación  del  articulo  133,  castiga 
de  sedición  que  consistan  en  impedí 
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mulgación  ó  ejecución  de  las  leyes  y  la  cele- 
bración dé  las  elecciones  populares,  con  las 
penas  menores  de  reclusión,  confinamiento  6 
extrañamiento  en  cualesquiera  de  sus  grados; 
y  dispone  (art  122,  123,  125  y  127)  i.^que  los 
instigadores,  promovedores,  sostenedores  y 
caudillos  de  la  sublevación  que  tales  objetos 
tuviere  sufran  las  penas  en  grado  máximo  (1) 
2.^  que  los  que  convoquen  á  la  muchedumbre 
á  toque  de  campana  ú  otro  instrumento,  los 
que  les  dirijan  discursos,  les  repartan  impre- 
sos, 6  les  exciten  de  otro  modo,  si  la  subleva- 
ción llega  á  consumarse,  la  sufran  en  sus  gra- 
dos medios  (2)  á  no  ser  que  merezcan  la  califi- 
cación de  promovedores:  3.**  que  la  conspira- 
ción y  la  proposición  para  tales  delitos  sean 
castigadas  con  la  pena  de  extrañamiento  menor 
en  su  grado  mínimo.  (3)  Pero  no  ha  previsto 
el  caso  de  una  sublevación  que  tenga  por  ob- 
jeto deponer  á  alguno  ó  algunos  de  los  emplea- 
dos públicos  locales  ó  impedir  que  tomen  los 
nombrados  posesión  del  destino:  solo  habla,  en 
su  artículo  121,  cómo  antes  hemos  visto,  de  los 
alzamientos  á  mano  armada  para  privar  de  sus 
funciones  ó  impedir  que  entren  en  el  ejercicio 
de  ellas  al  Presidente  de  la  República  ó  el  que 
haga  sus  veces,  á  los  miembros  del  Congreso 
Nacional  ó  de  los  Tribunales  Superiores  de 
Justicia;  y  mas  tarde,  en  el  261,   del  atentado 


(i)  De  3  años  y  un  día,  á  5  afios. 

(2)  De  541  dias,  á  3  afios. 

(3)  De  61  á  540  dias. 
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contra  la  autoridad,  consistente  en  [ 
el  mismo  ñn  empleando  la  fuerza  6  1 
cía  sin  alzamiento  píibltco. 


El  Código  espaRol  castiga  á  los  i 
de  sedición  en  esta  forma; 

1.'  A  los  instigadores,  promovedon 
Hedores  y  caudillos,  con  reclusión  tem 
si  fueren  persohas  constituidas  en  s 
civil  ó  eclesiástica  ó  si  hubiese  habido 
entre  las  fuerzas  de  su  mando  y  la  fi 
blica,  ó  aquellas  hubieren  causado  est 
las  propiedades  particulares,  de  los  p 
del  Estado,  cortada  las  líneas  telegrám 
vias  férreas,  ejercido  violencias  grave 
las  personas,  exigido  contribuciones  < 
do  los  caudales  públicos  de  su  legítiti 
sión;  y  con  la  de  prisión  mayor  (2)  si  r 
contraren  en  ninguna  de  estas  circun 
(art.  251)  _ 

2.°  A  los  meros  ejecutores,  con  la  d 
correccional,  en  sus  grados  medio  á 
(3)  en  los  casos  previstos  en  la  priraí 
del  acápite  anterior;  y  con  la  misma  [ 
sus  grados  mínimo  á  medio  (4)  fuera  d 
casos,  (art.  252) 

Cuando  la  sedición  no  hubiere  llegí 
ganizarse  con  jefes  conocidos,  dice  el 

(ij  De  12  afios  y  un  dia,  á  ao  afios. 

(i)  De  6  aHos  y  un  dia,  á  i  a  afios. 

(s)  De  3  afios,  4  meses  y  un  dia,  hasta  6  afio 

(4)  De  6  meses  y  un  día,  á  4  afios  7  2  meses. 
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español,  se  tendrá  por  tales  á  los  que  de  hecho 
hubieren  asumido  la  representación  de  los  se- 
diciosos (art.  253);  y  cuando,  para  cometer  el 
delito,  se  hubiere  seducido  fuerza  armada;  los 
seductores  sufrirán  la  pena  de  prisión  correccio- 
nal en  sus  grados  medio  á  máximo,  (i)  si 
aquella  no  se  consumase;  y  las  de  reclusión 
temporal  6  prisión  mayor,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 251,  si  llegase  á  estallar,  pues  se  les  re- 
putará promovedores,  (art.  255) 

La  conspiración  para  cometer  éste  delito  la 
pena  dicho  código  con  arresto  mayor  á  prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo,  (2)  y  dispone 
que  si  la  sedición  no  hubiere  llegado  hasta  el 
punto  de  embarazar  de  una  manera  grave  el 
ejercicio  de  la  autoridad  pública,  ni  ocasionado 
la  perpetración  de  otro  delito  grave,  se  puede 
rebajar  de  uno  á  dos  grados  las  penas  que  él 
señala,  (art.  254  y  256) 


El  Código  francés,  aunque  no  sea  bajo  el 
hombre  de  sedición,  castiga: 

I  .•  Todo  ataque  ó  resistencia  á  los  represen- 
tantes de  la  autoridad  que  obren  en  ejecución 
de  las  leyes  ó  mandatos  superiores,  con  traba- 
jos forzados  temporales,  si  lo  hubieren  come- 
tido mas  de  veinte  personas,  empleando  ar- 
mas; ó  con  reclusión,  si  no  las  hubiesen  emplea- 
do ó  los  culpables  fueran  menos  de  veinte  pero 


{ 


1)  De  2  años,  4  meses,  á  6  años. 

2)  De  6  meses  y  un  día,  á  2  años  y  4  meses. 
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mas  de  tres;  Ó  con  prisión  de  seis  meses 
años,  en  éste  último  caso,  si  tampoco  se 
re  hecho  uso  de  armas,  (art.  209  á  21 1) 

2."  Las  reuniones  tumultuarias  que  tu 
por  objeto  impedir,  por  medio  de  amen 
vías  de  hecho,  el  ejercicio  de  sus  derec 
vicos  á  uno  ó  varios  ciudadanos,  con  pri; 
seis  meses  á  dos  años  y  privación  del  d 
de  elección  activa  y  pasiva  de  cinco  á  die: 
penas  que  se  convierten  en  la  de  deslíe 
el  crimen  se  hubiere  cometido  á  consec 
de  un  plan  concertado  para  ejecutarlo  e 
la  República,  Ó  en  uno  ó  varios  distritos 
109  y  1 10) 

Este  código  no  menciona  la  deposiciói 
ciosa  de  empleados  públicos,  ni  la  oposi 
que  ellos  tomen  posesión  de  sus  puesto; 
resistencia  á  la  promulgación  de  las  leye 


El  Código  italiano  no  ha  tomado  en 
deración  ninguno  de  los  delitos  á  que  Sí 
ren  los  dos  primeros  incisos  del  artícuL 
Apenas  reprime  el  atentado  del  indivídi 
impida  en  todo  ó  en  parte  el  ejercicio 
derecho  político  (írt.  1 39)  y  el  del  que 
públicamente  á  la  desobediencia  de  las 
(art.  247J  per©  indudablemente  esos  atei 
no  constituyen  las  reuniones  tumultúa 
alzamientos  á  que  nuestro  Código  se  : 
en  el  articulo  que  varaos  comparando. 
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ArL  137.  En  los  demás  casos  designados  en  el 
artículo  133 y  los  reos  de  primera  clase  sufrirán  con- 
finamiento en  prím^er  grado;  (i)  y  los  de  segunda^ 
arresto  mayor  en  quinto  grado.  (2) 

Comentaiio.  No  habiendo  tocado  éste  artícu- 
lo la  ley  derogatoria  de  8  de  Noviembre  de 
1889,  han  quedado  aplicables  á  los  delitos  des- 
critos por  los  tres  últimos  incisos  del  artículo 
i33i  las  penas  establecidas  por  el  Código. 

Como  los  expresados  delitos  no  han  perdido 
su  carácter  político,  y  el  fundamento  de  la  ex- 
presada ley  es  que  el  Código,  de  una  manera 
general,  no  había  apreciado  bien  su  gravedad; 
era  lógico  agravar  también  el  castigo  á  los  se- 
diciosos que  los  cometieran.  Pero  no  se  ha 
procedido  así:  sé  cuidó  de  hacer  mas  severa  la 
penalidad  para  los  casos  que  podian  comprome- 
ter la  estabilidad  de  la  situación  política  de 
aquella  época,  poniendo  en  trasparencia  los 
verdaderos  móviles  de  la  ley,  y  no  se  tocó  los 
demás. 

El  Código  argentino  (Véase  lo  dicho  al 
compararlo  con  el  artículo  136), 


El  Código  belga  castiga: 
I.®    Todo  ataque  ó  resistencia  á  los  funcio- 
narios públicos  cuando  tratan  de  cumplir  las 


(i)  Un  afio. 
(2)  Seis  meses. 
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leyes,  las  disposiciones  de  la  autoridac 
ó  los  mandamientos  ó  sentencias  ji 
cuando  sea  cometido  por  varias  persc 
vio  acuerdo;  con  reclusión,  á  los  que  11 
mas,  y  con  prisión  de  uno  á  cinco  añc 
demás,  (art.  269,  272)  Si  no  hubo  . 
las  penas  son  menores;  y  los  culpables 
ción  ni  empleo  eñ  la  sedición,  que  se  i 
la  Tntimación  de  la  autoridad  ó  á  qu 
capture  después,  fuera  del  lugar  de  la  ; 
sin  nueva  resistencia  y  sin  armas,  qu« 
centos  de  pena.   (art.  272  y  273) 

2."  La  formación  de  partidas  armí 
tengan  por  objeto  saquear  ó  repartirse 
dades  públicas  ó  nacionales,  ó  las  de  u 
de  ciudadanos,  con  trabajos  forzados 
que  las  hayan  encabezado  ó  ejercido 
función  ó  mando  y  para  los  que  las  h 
vantado  ó  hecho  levantar,  organizado 
organizar,  y  abastecido  de  recursos.  ( 
y  >3o) 

Lo  dicho  respecto  de  los  culpables 
ción  ni  empleo  en  el  primer  aparte  de 
rrafo  es  aplicable  á  los  no  comprendido 
artículos  129  y  130.    (art.  132) 

No  habla  el  código  belga  de  reunioi 
ciosas  para  allanar  prisiones  ó  arrebata! 


El  Código  chileno,  el  espaSol,  el 
y  el  italiano. 

(Véase  lo  dicho  respecto  de  estos  1 
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en  las  comparaciones  de  los  artículos  133  y  si- 
guientes.) 


TÍTULO  4* 

DE   LOS   DELITOS   DE   MOTÍN   Y   ASONADA 

ArL  138.  Son  reos  de  motín,  los  que  sin  rebe- 
larse contra  el  Gobierno  ni  desconocer  las  autorida- 
des locales,  se  reúnen  tumultuariamente  para  exijir 
de  éstaSj  con  violencias^  gritos^  instdtos  ó  amenazas 
la  deposición  de  algún  funcionario  sabalternOt  la 
soltura  de  un  preso,  el  castigo  de  un  delincuente  ú 
otra  cosa  semejante. 

Comentario.  Este  articulo  tiene  su  comple- 
mento en  el  149,  que  declara  reos  de  motín, 
en  su  segunda  parte;  á  los  que,  en  número  que 
pase  de  tres,  emplean  contra  la  autoridad, 
cualquiera  que  ella  sea,  intimidación  ó  fuerza 
al  tiempo  de  practicar  sus  funciones  ó  á  con- 
secuencia de  haberlas  practicado. 

A  primera  vista  parece  que  el  artículo  138 
sólo  comprendiera  las  reuniones  tumultuarias 
con  que  se  presiona  sobre  las  autoridades  lo- 
cales; lo  que  habría  sido  en  alto  grado  incon- 
conveniente,  pues  los  atentados  de  la  misma 
especie  contra  el  Gobierno,  las  Cámaras  legis- 
lativas ó  los  Tribunales  de  Justicia  habrían  re- 
sultado actos  lícitos;  pero  su  mente  queda 
aclarada,  como  hemos  dicho,  con  el  articula 
149. 


Si  el  atentado  se  comete  contra  las  Cám; 
legislativas;  es  necesario  no  confundirlo  co 
acto  de  pebelión  previsto  por  el  inciso  5." 
artículo  127  en  su  primer  término. 

Se  puede  atentar  contra  la  libertad  de 
Cámaras,  ya  impidiendo  que  se  reúnan  y 
clonen  de  una  manera  absoluta;  ya  ejercíe 
presión  sobre  el  ánimo  de  los  Representan 
por  medio  de  amenazas  y  actos  de  violer 
para  obligarlos  á  votar  en  cierto  sentido  en 
so  determinado.  Lo  primero  constituye  h 
belión  de  que  se  encarga  el  articulo  12; 
segundo,  el  motín  que  describen  los  artíci 
138  y  144. 


El  Código  argentino,  en  su  artículo  ; 
abraza  los  dos  que  en  el  nuestro  llevan  los 
meros  138  y  139;  si  bien  es  cierto  que  no 
da,  como  cuida  el  peruano,  de  distinguir 
hechos  que  constituyen  motín  de  los  que 
portan  asonada;  distinción  que,  por  otra  pa 
no  le  era  necesaria,  por  cuanto  castiga  to 
ellos  con  una  pena  común. 

En  el  código  argentino,  la  redacción 
artículo  no  excluye,  ni  aparentemente  ct 
en  el  nuestro,  los  motines  contra  los  podt 
supremos  del  Estado. 


El  Código  belga  no  habla  de  motin,  ni  I 
denominación  diferente. 
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El  Código  chileno,  en  su  artículo  126,  que 
hemos  reproducido  íntegramente  en  la  compa- 
ración del  133  del  nuestro;  pena  las  subleva- 
ciones que  tengan  por  objeto  arrancar  resolu- 
ciones por  medio  de  la  fuerza  á  cualquiera  de 

^        los  poderes  constitucionales. 

'  Es  ésta  la  única  disposición  suya  que  puede 

considerarse  relativa  al  delito  de  motín,  que 
no  menciona. 

El  Código  español,  se  halla  á  este  respecto 
en  condiciones  análogas  á  las  del  chileno.  En 
su  artículo  243,  incisos  i^  y  3^  considera  reos 
de  rebelión,  00  de  motín,  á  los  que  se  alcen 
públicamente  para  obligar  al  Rey,  al  Regente 
ó  á  la  Regencia  á  practicar  algún  acto  contra- 
rio á  su  voluntad;  y  á  los  que,  en  la  misma 
forma  se  alzan  para  arrancar  resoluciones  á 
los  Cuerpos  colegísladores;  pero  no  toma  en 
cuenta  los  alzamientos  contra  las  autoridades 
locales  con  fines  semejantes:  habla  de  amena- 

¡  zas  y  violencias  contra  éstas,  según  veremos 
en  su  lugar;  pero  de  amenazas  y  violencias  sin- 

I         guiares;   no  en    masa,  como  las  que   nuestro 

f       Código  describe  en  esta  parte. 


El  Código  francés  (Véase  el  penúltimo 
acápite  del  párrafo  correspondiente  á  este  có- 
digo en  la  advertencia  que  encabeza  esta  sec- 
::ión.) 
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El  Código  Italiano,  describiendo  las  violen- 
cias contra  la  autoridad,  señala  pena: 

I.**  Para  el  que  emplee  la  violencia  ó  pro- 
fiera amenazas  contra  un  miembro  del  Parla- 
mento ó  un  funcionario  público,  para  obligarle 
á  que  haga  ó  deje  de  hacer  un  acto  de  su  car- 
go. 

2.^  Para  el  que  por  medios  análogos  pre- 
tenda influir  en  las  deliberaciones  de  las  corpo- 
raciones jurídicas,   políticas  ó  administrativas; 

Y  en  uno  y  otro  caso,  esas  penas  son  más 
graves,  si  los  hechos  son  practicados  con  armas 
y  por  grupos  que  pasen  de  cinco  ó  de  diez 
personas,    (art.   187,  188  y  189) 

El  delito  previsto  por  dicho  código  tiene, 
por  consiguiente,  estrecha  relación  con  el  que 
prevee  el  artículo  que  comparamos. 

Art.  139.  Cometen  asonada,  los  que  se  reiinen 
en  número  que  no  baje  de  cuatro  personas^  para  cau- 
sar alboroto  en  el  puebloj  con  algún  fin  ilícito  que 
no  esté  comprendido  en  los  delitos  precedentes;  ó  p Ji- 
ra perturbar  con  gritos^  injurias  ó  amenazas,  una 
reunión  publica^  ó  la  celebración  de  alguna  fiesta  re- 
ligiosa ó  cívica;  ó  para  exijir  á  los  particulares  aU 
guna  cosa  justa  ó  injusta. 

Comentario.  Se  deduce  de  la  definición  de  la' 
asonada,  que  contiene  este  artículo:  i^que  la 
reunión  tumultuaria  no  ha  de  tener  trascen- 
dencia sobre  el  orden  político,  es  decir,  sobre 
las  relaciones  entre  los  ciudadanos  y  la  autori- 
dad encargada  de  conservar  aquel;  porque,  en 


i 
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caso  de  tenerla,  sería  rebelión,  sedición  ó  mo- 
tín, según  su  importancia;  y  2^  que  solo  por 
eufonía  se  puede  aceptar  la  calificación  de  la 
fiesta  perturbada  como  religiosa  ó  política, 
pues,  en  nuestro  entender,  no  es  necesario 
que  ella  sea  un  acto  de  culto  católico,  pa- 
ra que  los  gritos  ó  amenazas  contra  los  con- 
gregados con  el  fin  de  celebrarla  constituyan 
un  verdadero  desorden  y  merezcan  castigo: 
basta  que  un  grupo  de  personas  atente  contra 
otro,  formando  alboroto,  para  que  la  tranquili- 
dad del  pueblo  sea  alterada;  y  precisamente  en 
esto  consiste  el  delito. 


El  Código  argentino,  en  la  segunda  parte 
de  su  artículo  228,  enumera  los  mismos  actos 
que  el  nuestro  comprende  bajo  la  denomina- 
ción de  asonada,  y  emplea  para  ello  exacta- 
mente los  mismos  términos. 


El  Código  belga.  Guardan  alguna  relación 
con  el  artículo  que  comentamos,  los  siguientes 
del  código  belga: 

i.°  El  129,  que  condénalas  partidas  forma- 
das con  el  objeto  de  saquear  ó  repartirse  pro- 
piedades de  una  colectividad  de  ciudadanos; 

2.*  El  143,  que  impone  pena  de  prisión  de  8 
lías  á  3  meses  y  multa  de  26  á  500  francos  á 
os  que,  por  turbulencias  ó  desórdenes,  impi- 
lan, retrasen '  ó  interrumpan  los  ejercicios  de 
m  culto  cualquiera  ó  sus  ceremonias  públicas; 
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3.'  El  322,  que  declara  criminal  el  men 
cho  de  la  formación  de  sociedades  con  el  1 
to  de  atentar  contra  las  personas  ó  las  pr 
dades. 

Como  sabemos,  el  código  belga  no  ca 
de  asonada  semejantes  hechos;  y  debí 
agregar  que  la  analogía  de  los  contenidc 
los  articulos  citados,  con  los  descritos  pt 
artículo  139  del  Código  peruano,  eshart 
mota.  

El  Código  chileno  dice; 
«  Art.  269.     Los  que  turbaren  graven' 
la   tranquilidad  publica  para  causar  inju 
otro   mal  á  alguna  persona  particular  ó 
k  cualquier    otro    fin   reprobado,    incurrirá 

I'"'  ]a  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 

I.  mo  (i)  sin   perjuicio  de  las  que  les  corres 

f  »  den  por  el  daño  ú  ofensa  causados,  d 

h  En  la  esencia,  el  acto  que  pena  el  ce 

I'  chileno  es  el  mismo  que  castiga  el  per' 

['  con  el  nombre  de  asonada.     En  el  primer 

;;.  delito  está  descrito  en  términos  más  genet 

r  sin  determinación  del  número  de  defincue 

[  ni  señalamiento  de  fines. 

;  Preferible  habría  sido  que  nuestro  C£ 

I  hubiese  adoptado  la  forma  que  ha  seguí) 

¡f--  chileno    en    este  punto;  porque   el  casuí 

?,  las  especificaciones,  dejan,  casi    siempre,  I 

I  de  la  ley  hechos  que  no  pueden  menos  d< 

^'  punibles. 

Y:  (O  De  61,  á  540  tjias. 
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El  Código  español  considera  como  desor- 
den público,  en  su  artículo  272,  el  mismo  he- 
cho á  que  se  contrae  el  269  del  chileno.  Uno 
y  otro  están  concebidos  en  los  mismos  términos; 
más  el  primero  no  hace  la  salvedad  de  mayor 
pena  que  contiene  el  segundo.  El  español  dice 
literalmente: 

«  Art.  272.  Los  que  turbaren  gravemente 
el  orden  público  para  causar  injuria  ú  otro  mal 
á  alguna  persona  particular,  incurrirán  en  la 
pena  de  arresto  mayor.»  (i) 

«  Si  este  delito  tuviere  por  objeto  impedir  á 
alguna  persona  el  ejercicio  de  sus  derechos 
político^  se  impondrá  al  culpable  la  citada  pe- 
na de  arresto  mayor  en  su  grado  máximo,  » 

Y  añade: 

«  Art.  273.  Se  impondrá  también  la  pena 
de  arresto  mayor,  á  no  corresponder  una  su- 
perior con  arreglo  á  otros  artículos  del  códi- 
go, á  los  que  dieren  gritos  provocativos  de  re- 
belión ó  sedición  en  cualquiera  reunión  ó  aso- 
ciación, ó  en  lugar  público,  ú  ostentaren  en 
los  mismos  sitios  lemas  ó  banderas  que  provo- 
caren directamente  á  la  alteración  del  orden 
público.  » 

Otros  actos  que  nuestro  Código  califica  co- 
mo daños,  desacatos  á  la  autoridad  ó  atentados 
contra  la  misma,  se  hallan  incluidos  por  el  es- 
pañol entre  los  desórdenes  públicos. 


(i)  De  un  mes  7  un  dia^  á  6  meses. 
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El  Código  francés  no  habla  de  aso 
como  antes  lo  hemos  dicho;  pero  si  de  < 
asociaciones  que  tienen  por  objeto  caus 
fio  á  particulares,  que  es  uno  de  los  cara 
distintivos  de  los  delitos  que  nuestro  C 
designa  con  aquel  nombre;  por  lo  que 
mos  en  este  lugar  los  artículos  que  des 
y  penan  esas  asociaciones.     Son  éstos; 

I."  El  art  96,  que  castiga  con  peí 
muerte  á  los  que  se  ponen  á  la  cabeza  d 
tidas  que  se  apropian  ó  reparten  los  biei 
una  colectividad  de  ciudadanos;  lo  mism 
á  los  que  dirigen  esas  partidas,  las  levaí 
hacen  levantar,  las  organizan  ó  hacen  o 
W-  zar,  y  concientemente  les  proporcionan  £ 

•^  municiones  ó  instrumentos  para  el  crin 

fe'  .  hubieren   estado  en  inteligencias  con  loi 

|v  las  comandan; 

K  2.°    El   art   98,   que   castiga  con    de 

w  ción  á  los  que,  sin  ejercer  mando  iii  emp! 

%  ]as  partidas,   hubieren   pertenecido  á    e 

I*  fueren  capturados  en  el  lugar  de  la  reuni 

F  3.°     El   art.  99,  que  impone  trabajos 

1t,  dos  temporales  á  los  que  hubieren  prop 

;;■.  nado  alojamientos  ó  lugares  de  reunión 

;£  retiro  á  las  indicadas  partidas; 

%  4.°     El  art.  109.  que  castiga  con  prísii 

%_  seis  meses  á  dos  años,  y  privación  del  de 

f(.  de  elección   activa  y  pasiva    de  cinco  á 

>  años,  las  reuniones  tumultuarias  en  qu< 

amenazas  ó  vías  de  hecho,  se  impidiere  ; 
ó  varios  ciudadanos  el  ejercicio  de  sus 
chos  cívicos. 
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5."  El  art  291,  que  prohibe  formar  asocia- 
ción de  más  de  veinte  personas  con  él  objeto 
de  reunirse  diaria  ó  periódicamente  sin  autori- 
zación del  Gobierno  ni  condiciones  impuestas 
por  la  autoridad  pública; 

6.*  El  art.  292,  que  manda  disolver  las  aso- 
ciaciones no  autorizadas  y  multa  en  16  á  500 
francos  á  sus  directores  ó  administradores; 

7.°  El  art.  293,  que  dice:  a  Si  en  dichas 
asambleas  ^e  produjeren  excitaciones  para  co- 
meter crímenes  ó  delitos  por  medio  de  discur- 
sos, exhortaciones,  invocaciones  ó  plegarias, 
en  cualquiera  idioma  que  fuere,  ó  con  la  lectu- 
ra, carteles,  publicación  ó  distribución  de  cua- 
lesquiera escritos,  la  pena  será  de  100  á  300 
francos  de  multa,  y  de  tres  meses  á  dos  años 
de  prisión  contra  los  jefes,  directores  ó  admi- 
nistradores de  dichas  asociaciones,  sin  perjui- 
cio de  las  penas  mayores  que  la  ley  establecie- 
re contra  los  individuos  personalmente  culpa- 
bles de  la  provocación,  á  los  cuales,  en  ningún 
caso,  se  impondrá  una  pena  menor  que  la  im- 
puesta á  los  jefes,  directores  y  administrado- 
res de  la  asociación  »;  y 

8.®  El  art.  294,  que  condena  en  una  multa 
de  16  á  500  francos  á  los  que  proporcionen  lo- 
cal para  las  reuniones  de  la  asociación. 

Menos  clara  que  la  de  los  cinco  primeros  es 
la  relación  de  los  tres  últimos  artículos  con  los 
que  en  nuestro  Código  se  refieren  á  las  asona- 
das; y  si  los  hemos  recordado  aquí,  es  sólo  por 
la  generalidad  del  artículo  291,  que  no  circuns- 
cribe el  fin  de  las  asociaciones  á  objetos  reli- 
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giosos,  literarios  ó  políticos;  y  extiende  la 
hibicíón  á  todo  propósito,  cualquiera   qi 
P  sea.  

I  El  Código  italiano  no  trae  más  artícul 

g'  algo  semejante  al  que  comparamos,  que  el 

?;^  el  cual  castiga  con  prisión  de  seis  á  dieci 

|v  -  meses  y  con  multa  de  100  á  3000  liras,  al 

-^  tome  parte  en  una  asociación  que  incite  al 

'■  ^                entre   las  varias    clases   sociales  de.  un    n 
peligroso  para  la  tranquilidad  pública. 


f 


Art.  140.  Los  cabecillas  ó  promotores  de  : 
ó  asonada,  suftirán  reclusión  en  primer  grado 
y  los  demás  reos,  anesto  mayor  en  tercer  grado 


C  El   Código   argentino  señala   la   pen; 

'-■i  arresto  para  los  culpables  de  motín  y  ason 

L  (art.  2  28)  prescribe  que  sufran  el  máximt 

!t  esta  pena  los  autores  principales,  los  em 

f  dos  públicos  que  hubiesen  tomado  parte  < 
delito  y  los  instigadores  de   éste;  (art.  2í 

¿^  que  los  meros  ejecutores  sean  condenadi 

¿  servicio  de  las  armas,  por  uno  ó  dos  años. 

F  Hallamos  en  alto  grado  inconveniente 

^-  última  disposición,  no  sólo  porque  la  pena 

^  ella  impone   no   figura  entre  las  legalm 

I  aplicables  según  el  art.  54.  del  mismo  có( 

K  sino  también  porque  da  el  carácter  denigr 

»  (i)  Un  ano. 

E  (í)  Cuatro  meses. 
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de  castigo  al  honroso  servicio  militar  de  que 
el  ciudadano  debe  gloriarse  ea  un  país  demo- 
crático. 

El  Código  belga  (Véase  las  respectivas 
comparaciones  en  los  artículos  anteriores.) 

Sólo  nos  resta  agregar  que  la  pena  impues- 
ta por  el  articulo  129  es  la  de  trabajos  forzados 
de  quince  á  veinte  años;  y  que  las  correspon- 
dientes al  hecho  condenado  por  el  322  varían 
en  la  siguiente  forma: 

«  Art.  323.  Si  la  asociación  ha  tenido  por 
objeto  la  perpetración  de  crímenes  castigados 
con  la  pena  de  muerte,  ó  de  trabajos  forzados, 
los  promovedores  de  la  referida  asociación,  los 
jefes  de  dicha  partida  y  los  que  en  ella  hayan 
ejercido  un  mando  cualquiera  serán  condena- 
dos á  reclusión.  » 

<r  Se  les  castigará  con  prisión  de  dos  á  cinco 
años,  si  la  asociación  se  ha  formado  para  co- 
meter otros  crímenes,  y  con  prisión  de  seis 
meses  á  tres  años,  si  la  asociación  se  ha  forma- 
do para  cometer  delitos.  » 

«  Art.  324.  Los  demás  individuos  que  ha- 
yan formado  parte  de  la  asociación  y  los  que 
conciente  y  voluntariamente  hayan  facilitado 
á  la  partida  ó  á  los  grupos  de  la  misma,  armas, 
municiones,  instrumentos  para  el  crimen,  alo- 
jamiento, retiro  ó  lugar  para  reunirse,  serán 
castigados:  j» 

«  En  el  primer  caso  previsto  por  el  artículo 
precedente,  con  prisión  de  seis  meses  á  cinco 
años:  ^ 

25 
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a  En  el  segundo  caso,  con  prísíé 
meses  á  tres  aftos:  » 

«  En  el  tercero,  con  prisión  de  de 
dos  años.  » 

Los  artículos  525  y  326  disponen  1 
mente  que  tos  condenados  á  prisió 
sujetos  á  interdicción  y  á  la  vigitanc: 
de  la  policía  por  cierto  tiempo;  y  e> 
pena  los  comprometidos  que  oporl 
delaten  á  sus  compañeros;  lo  que  n 
harto  inmoral,  por  provechoso  que  s< 
tenimiento  del  orden  público. 


El  Código  chileno  (Véase  la  coi 
respectiva  en  el  articulo  anterior.) 


El  Códig(^  espaRol   (Véase  la  coi 
respectiva  en  el  articulo  anterior.) 


El  Código  francés   (Véase  la  coi 
respectiva  en  el  artículo  anterior.) 


El  Código  italiano  (Véase  tambi 
paración  respectiva  en  el  artículo  ant 

Art.  141.  La  justicia  de  la  petición 
cause  el  motín  ó  la  asonada,  no  exime  d 
bilidad;  pero  se  considera  como  circunsi 
nvante. 
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Comentario.  Esta  declaración,  fundada  en 
las  mismas  razones  que  eximen  de  culpa  al  que 
obra  en  defensa  de  su  persona  ó  derechos,  y 
al  que,  procediendo  lícitamente,  causa  daño 
de  un  modo  accidental;  sólo  la  encontramos  en 
nuestro  Código:  ninguno  de  los  que  con  él 
comparamos  la  contiene. 


TÍTULO    5.^ 

DISPOSICIONES   COMUNES  A   LOS  TRES  TÍTULOS 

PRECEDENTES 

ArL  142.  En  caso  de  disolverse  el  tumulto^  sin 
haber  causado  otro  mal  que  la  perturbación  momen- 
tánea del  orden,  sea  que  la  dispersión  se  verifique 
expontáneamente  y  de  común  acuei'do  por  los  mismos 
sublevados^  ó  bien  por  obediencia  á  la  intimación  de 
la  autoridad;  sólo  serán  enjuiciados  los  autores  prin- 
cipales y  el  que  hubiese  tocado  rebato,  y  sufrirán  dos 
grados  menos  de  la  pena  que  respectivamente  les  co- 
rresponda, según  la  especie  del  delito. 

Los  demás  cómplices  quedarán  bajo  la  vigilancia 
de  la  autoridad,  de  dos  á  seis  m^eses. 

Comentario.  Si  la  restitución  del  orden  jurí- 
dico consistiese  en  la  simple  vuelta  de  las  cor 
sas  y  las  personas  físicas  á  su  antiguo  estado, 
y  la  misión  del  poder  público  se  limitase  á  con- 
sultar el  orden  por  el  momento  presente;  todo 
procedimiento  penal  contra  los  sublevados  que 
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se  dispersaran  en  las  condiciones  que  i 
tículo  indica  y  volvieran  á  sus  hogareí 
cerla  de  título  y  sería  por  consiguiente  : 
rio  é  inútil.  Pero  no  es  ast:  la  reinte: 
del  organismo  social,  una  vez  turbad 
funciones,  no  puede  realizarse  sino  pas 
gún  tiempo;  por  lo   menos,  el  absolut 

fireciso  para  que  las  relaciones  de  derí 
os  asociados  entre  sí  y  con  la  autorid 
blica  recobren  su  normalidad,  y  para  1 
nazca  la  confianza  en  la  estabilidad  de  '. 
tituciones,  disipándose  la  alarma  causa 
el  delito;  y  nada  de  esto  puede  alcanza 
el  empleo  de  medios  correccionales  que 
man  el  desorden  y  aseguren  la  tranq 
para  el  porvenir.  Esos  medios  de  re[ 
deben  concretarse  á  los  autores  principa 
desorden;  á  los  que  lo  hubiesen  proyec 
dirijido,  á  los  que  hubiesen  convocado 
rebeldes,  sediciosos,  motinistas  ó  pertu 
res  de  la  tranquilidad  pública;  porque  1 
ros  ejecutores,  no  tienen  en  tales  nech( 
participación  que  el  daño  material  que  c 
y  precisamente  el  supuesto  legal  es  ( 
naya  habido  consecuencia  de  esta  natu 
La  reducción  de  la  pena  para  los  n 
instigadores,  promovedores,  directores  ; 
dillos  es  fundada  en  justicia;  porque  des 
ceria  toda  proporcionalidad  entre  ella  y 
lito,  si  se  castigase  lo  mismo  al  que  rea 
propósito  criminal  en  toda  su  exten: 
al  que  se  detuvo  y  desistió,  cualquiera  qi 
la  causal  de  la  detención  ó  desistimiento. 
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La  sujeción  6  la  vigilancia  de  la  autoridad, 
que.  la  última  parte  del  artículo  prescribe,  y 
que  otros  códigos  también  ordenan;  no  tiene 
en  el  nuestro  el  carácter  de  pena,  por  cuanto 
no  va  precedida  de  enjuiciamiento.  Es  una 
medida  de  previsión  aconsejada  por  la  pru- 
dencia. 

El  Código  argentino  dice: 

«  Art.  230.  En  caso  de  disolverse  el  tumul- 
to sin  haber  causado  otro  mal  que  la  pertur- 
bación momentánea  del  orden,  sea  que  la 
dispersión  se  verifique  expontáneamente  y  de 
común  acuerdo  por  los  mismos  sublevados,  ó 
bien  por  obediencia  á  la  intimación  de  la  auto- 
ridad, sólo  serán  enjuiciados  los  autores  prin- 
cipales y  castigados  en  su  caso  con  la  mitad 
de  la  pena  señalada  al  delito.  » 


El  Código  belga  trae  las  siguientes  dispo- 
siciones: 

«  Art.  134.  No  se  impondrá  pena  ninguna 
por  el  hecho  de  la  sedición  á  los  que,  habien- 
do pertenecido  á  las  partidas,  sin  ejercer  en 
ellas  ningún  mando,  ni  desempeñar  función  ni 
empleo,  se  hayan  retirado  á  la  primera  intima- 
ción de  las  autoridades  civiles  ó  militares,  ó 
aún  después,  cuando  hayan  sido  capturados 
fuera  de  los  lugares  de  la  reunión  sediciosa, 
sin  oponer  resistencia  y  sin  armas  .    •    •  » 

«  Art,  273.  En  caso  de  rebelión  en  partidas 
se  aplicará  el  art.  134  del  presente   código  á 
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los  rebeldes  sin  funciones  ni  emplet 
y  que  se  hayan  retirado  á  la  prime 
ción  de  la  autoridad  pública,  ó  aún  < 
se  les  captura  fuera  del  punto  de  1: 
sin  nueva  resistencia  y  sin  armas.  y> 

Debemos  recordar  que  el  código 
lifíca  de  sedición  todo  levantamiento 
seguridad  interior  del  Estado. 


El  Código  chileno  dispone  lo  qu 

(c  Art.  129.  Cuando  los  subleva( 
solvieren  ó  sometieren  á  la  autorida 
antes  de  las  insinuaciones  ó  á  cense* 
ellas  sin  haber  ejecutado  actos  de 
■quedarán  excentos  de  toda  pena,  n 

«  Los  instigadores,  promovedores 
dores  de  la  sublevación,  en  el  caso  ó 
te  artículo,  serán  castigados  con  peí 
en  uno  ó  dos  grados  á  la  que  les  h 
rrespondido  consumado  el  delito. 

a  Art.  130.  En  el  caso  de  que  1í 
ción  no  llegare  á  agravarse  hasta  e 
embarazar  de  una  manera  sensible  < 
de  la  autoridad  pública,  serán  juzga* 
blevados  con  arreglo  á  lo  que  se  p 
el  inciso  ñnal  del  artículo  anterior.  » 


El  Código  espaíIoi.  restringe  á  s< 
Utos  de  rebelión  y  sedición,  las  dis 
relativas  al  punto  que  comparamos 
presa  asi: 
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a  Art.  256.  En  el  caso  de  que  la  sedición 
no  hubiese  llegado  hasta^  el  punto  de  embara- 
zar de  un  modo  grave  el  ejercicio  de  la  autori- 
dad pública,  y  no  hubiere  tampoco  ocasionado 
la  perpetración  de  otro  delito  grave,  los  tribu- 
nales rebajarán  de  uno  á  dos  grados  las  penas 
señaladas  en  los  artículos  de  este  capitulo,  d 

K  Art  258.  Cuando  los  rebeldes  ó  sedicio- 
sos se  disolvieren  ó  sometieren  á  la  autoridad 
legitima,  antes  de  las  intimidaciones  ó  á  conse- 
cuencia de  ellas,  quedarán  excentos  de  toda 
pena  los  meros  ejecutores  de  cualquiera  de 
aquellos  delitos  y  también  los  sediciosos  com- 
prendidos en  el  artículo  251  (i)  si  no  fueren 
empleados  públicos.  » 

fit  Los  tribunales  en  este  caso  rebajarán  á 
los  demás  culpables  de  uno  á  dos  grados  las 
penas  señaladas  en  los  dos  capítulos  anterio- 
res. » 

El  Código  francés,  en  sus  artículos  roo  y 
213,  prescribe  exactamente  lo  mismo  que  el 
belga  en  sus  artículos  134  y  273  que  arriba 
hemos  reproducido. 

El  Código  italiano,  después  de  señalar  en 
sus  artículos  131  y  132  las  penas  que  debe  im- 
ponerse á  los  que  se  asocien  en  partidas  para 
cometer  los  delitos  de  traición,  lesa  magestad 


(i)  £1  articulo  251  lo  hemos  trascrito  casi  integro  en 
L  primer  aparte  de  la  comparación  de  nuestro  articulo 
3^- 


L 
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I 


Ó  rebelión,  á  los  que  alberguen  ó  de  al 
do  favore2can  á  dichas  partidas;  se  ex 
estos  términos: 

«  Art.  133.  Están  excentos  de  peni 
hechos  previstos  en  los  dos  artículos 
ceden: 

«  I."    Los  que,  antes  de  la  intimac 

autoridad  ó  de  la  fuerza  pública  ó  in 

.  mente  después,  disuelvan  la  partida  ó 

que  esta  cometa  el  delito  para  el  que 

formado;  j» 

«  2."  Los  que  no  habiendo  tenidc 
pación  en  la  formación  ó  en  el  mando  i 
tida  antes  de  dicha  intimación  ó  inme<J 
te  después  se  retiren  sin  resistencia  en 
ó  abandonando  las  armas.  » 

No  hallamos  en  este  código  la  redi 
pena,  que  los  demás  conceden  á  los  su 
responsables,  cuando  se  someten  ó  de 

Art.  láS.  Se  considerará  como  cin 
alenuanU  el  que  la  reunión  de  los  sublevad 
bita  y  sin  armas. 

Comentario.  Habiendo  descrito  el 
las  rebeliones,  sediciones,  motines  y  ; 
como  sublevaciones  ó  alzamientos  y  r 
tumultuarias,  sín  traer  á  considerad 
tal  objeto  el  empleo  de  armas  en  ell< 
hiendo  establecido  por  consiguiente  1 
sobre  el  concepto  de  asociaciones  i 
das;  era  lo  natural  hacer  las  excep< 
los  delitos  en  que  se  usara  de  armas, : 
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para  tales  casos  castigos  más  severos.  El  le- 
gislador, no  obstante,  ha  querido  seguir  el  pro- 
cedimiento contrario,  con  lo  que  ha  puesto  en 
peligro  la  claridad  de  sus  disposiciortes;  sin 
que  esto  afecte  la  justicia  de  ellas,  pues  real- 
mente se  concibe  sin  esfuerzo  que  mayor  per- 
turbación del  orden  causa  una  sublevación  ar- 
mada. 

La  circunstancia  de  ser  súbita  la  subleva- 
ción, revela  que  no  ha  habido  premeditación,  lo 
que  generalmente  hace  menos  grave  todo  de- 
lito.   

El  Código  argentino  no  hace  ninguna  de- 
claración á  este  respecto;  á  pesar  de  que  des- 
cribe los  delitos  contra  la  seguridad  y  orden 
públicos  en  los  mismos  términos  que  el  Códi- 
go peruano. 

El  Código  belga  habla  generalmente  de  de- 
litos contra  la  seguridad  interior  del  Estado 
cometidos  por  partidas  armadas,  como  se  pue- 
de ver  en  los  lugares  respectivos.  Sólo  al 
tratar  de  los  actos  que  califica  como  rebelión 
y  que  en  su  mayor  parte  constituirían,  según 
nuestra  ley,  desacato  á  la  autoridad;  distingue 
los  cometidos  con  armas  para  imponerles  ma- 
yor pena. 

Que  la  sublevación  ó  rebelión  sean  ó  no  sú- 
bitas, es  asunto  que  ño  ha  tomado  en  conside- 
ración. 


El  Código  chileno,  tampoco  hace  declara- 
so 
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clones  sobre  la  materia  de  este  artículo.  Al 
hablar,  en  su  articulo  121,  de  las  sublevaciones 
que  nuestra  ley  llama  actos  de  rebelión,  las 
describe  como  reuniones  de  individuos  arma- 
dos; pero  en  los  demás,  que  tratan  de  actos 
análogos,  prescinde  absolutamente  de  tal  cir- 
cunstancia. 

En   ninguna  parte  hace  reducción  de  la  pe- 
na por  ser  súbita  la  sublevación. 


El  Código  Español  omite  igualmente  toda 
disposición  análoga  á  la  contenida  en  nuestro 
artículo  143. 

El  Código  francés  (Véase  lo  dicho  arriba 
respecto  del  belga.) 

El  Código  italiano  sólo  hace  distinción^  en- 
tre las  asociaciones  armadas  y  las  que  no  lo 
estuvieren,  al  tratar  de  las  que  tengan  por  ob- 
jeto delinquir  contra  la  administración  de  jus- 
ticia, la  fé  ó  la  seguridad  pública,  las  buenas 
costumbres  y  el  orden  de  la  familia  ó  contra 
las  personas  ó  la  propiedad.  Su  artículo  248 
dispone  que  los  que  formen  parte  de  esas  aso- 
ciaciones sean  castigados  con  reclusión  de  uno 
á  cinco  años,  por  el  sólo  hecho  de  haberse  aso- 
ciado; pero  que  si  recorrieren  el  campo  ó  las 
vías  públicas,  y  si  dos  ó  mas  de  ellos  llevasen 
armas  ó  las  tuvieren  en  un  depósito,  la  pena 
sea  reclusión  de  tres  á  diez  años;  siendo  en 
uno  y  otro  caso  más  graves   las  impuestas  á 


\ . 


I  ■ 
I 
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los  promovedores  ó  jefes,  pues  para  ellos  la 
reclusión  es  de  tres  á  ocho  años  en  el  primero, 
y  de  cinco  á  doce  en  el  segundo. 

Compréndese  sin  dificultad  que  tales  asocia- 
ciones no  pueden  formarse  súbitamente. 

Art.  144.  Los  empleados  públicos  que  tomaren 
parte  en  cualquiera  de  los  delitos  especificados  en 
hs  títulos  precedentes^  sufrirán  además  la  pena  de 
destitución^  ola  de  suspensión  de  uno  á  cuatro  años, 
según  la  gravedad  del  delito. 

Comentario  Esta  pena  adicional,  que  no  sal- 
va la  dificultad  indicada  en  el  comentario  del 
artículo  129,  respecto  de  la  condición  en  que 
deben  encontrarse  los  empleados  que  tomen 
parte  en  rebelión,  sedición,  motin  ó  asonada, 
para  ser  incluidos  en  la  categoría  de  delincuen- 
tes que  les  corresponda;  tiene  además  el  in- 
conveniente de  prestarse  á  ser  eludida,  como 
otra  vez  lo  hemos  representado.  La  suspen- 
sión y  la  destitución  son  propiamente  efectos 
penales  y  no  penas  en  s!  mismas:  son  resulta- 
dos de  la  inhabilitación;  y  lo  lógico  es  inhabili- 
tar por  cierto  tiempo  al  que  se  quiere  suspen- 
der ó  destituir.  Sólo  de  ese  modo  se  puede 
impedir  que  la  pena  se  convierta  en  simple 
traslación,  ó  en  promoción  provechosa  para  el 
culpable. 

Por  otro  lado,  siendo  las  penas  correspon- 

entes  á  estos  delitos,  de  penitenciarla,  cárcel 

reclusión,  según  la  ley  de  8  de  Noviembre 

'  1 889,  penas  que  llevan  anexa  la  de  inhabi- 
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litación,  estando  á  lo  dispuesto  por 
los  35  y  37;  y  siendo  efecto  de  esi 
conforme  al  inciso  i."  del  articulo  79, 
da  del  empleo  ó  cargo  público  que 
penado,  aunque  provenga  de  elecciói 
era  de  todo  punto  innecesario  agreg 
títución  ni  la  suspensión,  á  no  tratar; 
pies  reos  de  última  clase  en  los  moti 
nadas,  únicos  á  quienes  se  impone  u 
sin  más  efecto  penal  que  una  auspe 
el  tiempo  que  él  dure. 

Aún  cuando  se  conservase  para 
tos  la  penalidad  establecida  por  e 
subsistiría  la  redundancia  de  la  destit 
que  obste  que  la  segunda  haya  sido 
su  duración  legal,  (i)  porque  las  peí 
patriación  y  confinamiento  producen 
ción,  y  con  ella,  la  pérdida  del  emplt 
suspender  al  destituido? 


El  Código  argentino  se  limita  (a 
aplicar  el  máximo  de  la  pena  legal  á  le 
dos  que  tomen  parte  en  estos  delitos 


El  Código  belga  nada  estatuye  ei 
tería.  

El  Código  chileno  trae   el    sigu 
ticulo: 

(1)  De  un  mes,  á  1  años.  (inc.  40  art.  18.) 
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«  Art.  135.  Los  empleados  que  continua- 
ren funcionando  bajo  las  órdenes  de  los  suble- 
vados ó  que  sin  haberles  admitido  la  renuncia 
de  su  empleo,  lo  abandonaren  cuando  haya  pe- 
ligro de  alzamiento,  incurrirán  en  la  pena  de 
inhabilitación  absoluta  temporal  para  cargos  y 
oficios  públicos  en  sus  grados  medio  á  máxi- 
mo.  (1) 

Como  se  vé;  la  primera  parte  de  este  articu- 
lo x\o  contiene  disposición  idéntica  á  la  del  ar- 
ticulo que  comparamos:  la  nuestra  es  más 
general,  pues  impone  la  pena  aún  cuando  el 
empleado  haya  ejercido  entre  los  rebeldes,  se- 
diciosos, ó  amotinados,  funciones  distintas  de 
las  peculiares  de  su  empleo. 


El  Código  español  en  sus  artículos  184, 
245,  251  y  278,  estima  la  circunstancia  de  ha- 
llarse entre  los  culpables  de  delito  contra  la 
forma  de  gobierno,  rebelión,  sedición,  atentado 
6  desacato  contra  la  autoridad  y  desorden  pú- 
blico, alguna  persona  investida  de  autoridad 
civil  ó  religiosa,  como  causal  bastante  para 
imponer  á  aquella  las  más  graves  penas  de  las 
que  señala  al  atentado;  y  además  dispone  lo 
siguiente: 

«  Art.  261.  Los  empleados  que  continua- 
ren desempeñando  sus  cargos  bajo  el  mando 
de  los  alzados,  ó  que  sin  habérseles  admitido 
la  renuncia    de   su  empleo,  lo   abandonaren 


(i)  De  5  años  y  un  día,  á  10  años. 


/ 


cuando  haya  peligro  de  rebelión  ó  sedición,  in- 
currirán en  la  pena  de  inhabilitación  especial 
temporal  »  (i) 

«  Art.  262.  Los  que  aceptaren  empleos  de 
los  rebeldes  ó  sediciosos,  serán  castigados  con 
la  pena  de  inhabilitación  absoluta  temporal  pa- 
ra cargos  públicos  en  su  grado  máximo.  »    (2) 


El  Código  francés  y  el  italiano  se  hallan 
á  este  respecto  en  las  mismas  condiciones  que 
el  belga. 

Art.  143.  Los  reos  de  rebelión,  sedición,  motín 
ó  asonada,  son  responsables  de  los  delitos  que  co- 
metan, observándose  lo  dispuesto  en  el  artículo  áS. 

Comentario.  Este  artículo,  como  lo  hemos 
visto  en  el  comentario  de  los  artículos  131  y 
132;  ha  sido  reiterado  por  el  4.*  de  la  ley  de  8  de 
Noviembre  de  18S9,  s'"  '"^s  diferencia  que  la 
de  haber  agregado  la  innecesaria  declaración 
de  que  la  responsabilidad  es  criminal  y  cívíl 
(Véase  el  articulo  18.) 


El  Código  argentino  dice: 
a  Art.  231.     Los  que  cometen  delitos  comu- 
nes con  motivo  de  la  rebelión,  motin  ó  asona-. 


(i)  De  6  aSos  y  un  dfa,  á  12  aflos. 
(a)  De  6  alíos  y  wn  día,  á  8  allos. 
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da,  ó  con  ocasión  de  ella,  serán  castigados  con 
la  pena  que  corresponde  á  esos  delitos.  » 

Este  artículo  está  evidentemente  mal  redac- 
tado. El  artículo  87  del  mismo  código  declara, 
como  todos  los  que  vamos  estudiando,  que  en 
los  casos  de  concurrencia  de  delitos  se  impon- 
ga al  culpable  la  pena  del  más  grave;  y,  según 
el  231,  parece  que  en  todo  caso  se  debiera  im- 
poner la  del  delito  común,  aunque  sea  la  me- 
nos grave,  » 

El  Código  belga  incluyendo,  como  lo  hace, 
toda  especie  de  delitos,  al  ocuparse  en  descri- 
bir los  que  afectan  el  orden  interior  del  Esta- 
do; no  tenía  necesidad  de  declarar  justiciables 
los  delitos  comunes  cometidos  por  los  que  él  lla- 
ma sediciosos.  Con  todo;  la  última  parte  del 
articulo  134,  que  exime  de  pena  á  los  que  for- 
maron partida  si  se  dispersan  sin  haber  ejerci- 
do mando  en  ellas  y  no  hacen  resistencia;  ha- 
ce la  s  iguiente  declaración: 

«  Se  les  castigará,  sin  embargo,  por  los  de- 
más crímenes  ó  delitos  que  personalmente  ha- 
yan cometido.  » 

El  artículo  273  hace  extensiva  la  misma  de- 
claración á  los  rebeldes. 


El  Código  chileno  consigna  la  disposición 
siguiente: 

«  Art.  131.  Los  delitos  particulares  cometi- 
dos en  una  sublevación  ó  con  motivo  de  ella, 
serán  castigados  respectivamente,  con  las  pe- 
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ñas  designadas  para  ellos,  no  obstante  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  129.  »  (i) 

«  Si  no  pueden  descubrirse  los  autores,  se- 
rán considerados  y  penados  como  cómplices  de 
tales  delitos  los  jefes  principales  ó  subalternos 
de  los  sublevados,  que  hallándose  en  la  posi- 
bilidad de  impedirlos,  no  lo  hubieran  hecho,  jí 

Aún  cuando  el  artículo  74  del  mismo  código 
establece,  como  base  de  penalidad,  que  se 
aplique  al  autor  de  varias  delitos  todas  las  pe- 
nas correspondientes  á  ellos;  el  75  salva  el  ca- 
so de  que  un  mismo  hecho  importe  varias  in- 
fracciones, ó  una  de  ellas  sea  el  medio  necesa-  i 
rio  para  cometer  la  otra;  y  dispone  que  entonces 
se  imponga  la  pena  correspondiente  al  delito 
mayor.  Es,  por  consiguiente,  posible  que  es- 
ta última  prescripción  importe  una  implicancia 
con  el  artículo  13T,  pues  habrá  casos  en  que 
la  pena  correspondiente  á  la  sublevación  sea 
la  más  grave. 

El  Código  español,  después  de  señalar  las 
penas  correspondientes  á  los  delitos  de  lesa 
magestad,  contra  las  Cortes,  contra  el  Conse- 
jo de  Ministros  y  contra  la  forma  de  gobierno; 
prescribe,  en  el  artículo  188,  que  tales  penas 
son  impuestas  sin  perjuicio  de  las  mayores 
que  el  mismo  código  señale  á  cualquiera  de 
los  mismos  hechos. 

El  artículo  259  dice  textualmente:  «  Los 
delitos  particulares  cometidos  en  una  rebelión 

(i)  Reproducido  en  la  comparación  del  articulo  142. 
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6  sedición,  ó  con  motivo  de  ellas,  serán  casti- 
gados respectivamente  según  las  disposiciones 
de  este  código.  » 
/  «  Cuando  no  puedan  descubrirse  sus  autores, 
serán  penados  como  tales  los  jefes  principales 
de  la  rebelión  ó  sedición.  » 

►  Como  el  artículo  88   de  este  código  permite, 

Cómo  el  chileno,  imponer  al  culpable  de  dos  ó 
más  delitos  todas  las  penas   correspondientes 
i  á  éstos;  y  su  artículo  90  hace  la  misma  salve- 

dad que  él  respecto  de  los  casos  expresados 
en  el  párrafo  anterior;  reproducimos  también 
nuestra  observación. 


El  Código  francés,  en  sus  artículos  100  y 
213,  hace  las  mismas  declaraciones  que  el  bel- 
ga á  este  respecto. 

El  Código  italiano  que,  como  sabemos,  es- 
tá acorde  con  el  nuestro  en  el  precepto  de  im- 
poner una  sola  pena,  aún  en  el  caso  de  multi- 
plicidad de  delitos;  consigna  la  siguiente  dispo- 
sición: 

«  Art.  250.  Para  los  delitos  cometidos  por 
los  asociados,  ó  por  alguno  de  ellos  en  el  tiem- 
po 6  con  ocasión  de  la  asociación,  la  pena,  re- 
sultante de  la  aplicación  del  artículo  77,  se  au- 
mentará de  una  sexta  á  una  tercera  parte.  »  (i) 


(i)  El  artículo  77  trata  del  modo  como  ha  de  formarse 
la  pena  para  el  que  cometa  un  delito  con  ocasión  de  otro 
ó  para  ocultar  éste,  guardando  las  reglas  establecidas  del 
artículo  67  al  76  inclusive. 

27 


Art.  146.  Si  no  pudiese  aveHguarsi 
los  sublevados  cometió  el  delito  especial,  sí 
ponsables  á  los  autores  del  tumulto. 

Comentario.  Creemos  injusto  en  al 
lo  que  este  artículo  dispone.  Nadie  j 
condenado  sino  por  los  acto^  que 
con  ánimo  deliberado,  y  previa  prue 
de  que  los  cometió.  Esto  proclam: 
razón,  que  si  admite  alguna  ver  resj 
dades  indirectas  en  actos  ágenos,  eí 
esas  responsabilidades,  bien  miradas 
nan  en  directas,  pues  son  la  conseci 
del  acto  ageno,  sino  del  propio,  ó  de  1; 
en  que  intencionalmente  se  hubiere  i 
pero  declarar  culpa,  y  culpa  de  au 
individuo  determinado  por  un  del 
agente  se  ignora,  por  el  sólo  hecho 
rarse;  es  á  nuestro  entender  una  a 
lamentable.  Que  el  autor  de  un  ht 
ponda  de  sus  consecuencias  nos  pan 
table;  pero,  en  el  caso  de  este  articul 
puede  probar  que  el  delito  común  es 
cuencia  de  los  actos  practicados  por  e 
rebelde  ó  sedicioso?  ¿No  concurren 
lito  colectivo  otras  voluntades  igual 
bres? 

El  Código  argentino  no  contien 
ción  especial  sobre  este  punto;  mas,  e 
i"  consigna  los  artículos  21  á  30,  que 
nan  las  condiciones  que  deben  con 
un  inJividuo  para  ser  considerado  au 
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delito  cometido  directamente,  por  ¡nterpósita 
persona,  ó  en  complot. 

Aún  cuando,  al  comparar  el  primer  libro  de 
este  Código,  hemos  indicado  cuáles  son  las  dis- 
posiciones del  argentino;  recordaremos  aquí 
el  inciso  2.*  del  artículo  22,  que  dice  que  «  el 
autor  principal  por  orden,  comisión,  etc,  no 
responderá  sólo  del  hecho  especial  que  hubie- 
se tenido  en  vista,  sino  también  •  .  .  de  to- 
do delito  que  resulte  como  consecuencia  del 
hecho  ordenado,  aconsejado,  etc.  y  que  se  im- 
putaría al  mandante  ó  instigador,  si  el  mismo 
hubiese  ejecutado  el  delito  »  y  los  artículos  25 
y  26,  que  establecen  solidaridad  entre  los  con- 
jurados para  responder  del  delito  que  se  pro- 
pusieron cometer  ó  cometieron;  pero  aplicando 
á  cada  uno  la  pena  en  proporción  á  la  parte 
que  hubiese  tomado  en  la  ejecución  de  aquel. 
Él  segundo  de  estos  dos  últimos  artículos 
prescribe  ciertamente  que  los  jefes  del  com- 
plot lleven  siempre  el  máximo  del  castigo;  pe- 
ro esto  no  importa  la  aplicación  del  que  corres- 
ponde al  crimen  cuyo  autor  sea  desconocido. 

El  inciso  2.*  del  artículo  22  tampoco  impor- 
ta este  injusto  procedimiento;  salvo  el  caso  de 
probarse  que  el  jefe  ordenó  un  hecho  cuya 
consecuencia  obligada  era  el  delito  incidental. 
Pero  entonces  se  sale  del  caso  propuesto  por 
nuestro  articulo  146,  que  es  el  de  ignorarse 
quien  cometió  ese  delito. 


El  Código  chileno  declara  complicidad,  en 


el  caso  que  examinamos,  á  los  jefes  qu 
diendo  impedir  el  delito  ¡iicideEital  no  lo 
ron.  Asi  !o  hemos  visto  en  la  compar 
del  artículo  145.  Pero  esto  no  tiene  el  i 
ce  de  la  prescripción  contenida  en  nuestr 
digo:  1."  porque  sólo  atribuye  compücii 
no  el  carácter  de  autor;  y  2.°  porque  req 
la  prueba  de  la  omisión  culpable  en  los 
á  quienes  castiga  por  ella  y  no  por  el  ac 
un  tercero. 


El  Código  espaRol,  cuyo  artículo  259  h 
reproducido  en  la  comparación  del  articul 
terior,  sanciona  la  misma  injusticia  qi 
nuestro,  s¡  bien  la  limita  á  los  casos  de 
lión  y  sedición. 

Los  Códigos  belga,  francés  é  italiano 
disponen  para  el  caso  que  estudiamos. 

Art.  147.  Los  empleados  que  estando  en< 
dos  de  coiiscrvar  el  orden  público,  no  combatie 
rebelión,  sedición,  motín  ó  asonada  con  los  1 
de  que  dispongan,  serán  considerados  como  cóm^ 

Comentario.  Es  manifiesta  la  culpabilid; 
los  comprendidos  en  este  artículo,  pues 
su  omisión  contribuyen  indirectamente 
consumación  del  delito;  mas,  tratándose  d 
cer  efectiva  su  responsabilidad  criminal, 
gen  diñcultades  nacidas  de  las  clasíñcac 
hechas  por  los  artículos  128  á  130,  134  ; 
de  este  Código,  que   no  están  en  armonl; 
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las  distinciones  de  los  artículos  12  a  16  del 
mismo;  y  de  las  modificaciones  que  la  ley  de 
8  de  Noviembre  de  1889  ha  introducido  en  la 
penalidad  de  los  delitos  de  rebelión  y  sedición. 

¿  Equivalen  las  denominaciones  reo  de  pri- 
mera clase,  reo  de  segunda  clase  y  reo  de  ter- 
cera clase,  á  las  de  autor,  cómplice  y  encubri- 
dor, ó  puede  haber  autores,  cómplices  y  encu- 
bridores en  cada  una  de  dichas  clases  ? 

Si  lo  primero;  claro  es  que  á  los  cómplices, 
como  reos  de  primera  clase,  se  les  aplicará  la 
pena  de  los  de  primera  disminuida  en  un  gra- 
do. 

Si  lo  segundo  ¿  en  cuál  de  las  tres  catego- 
-  rías  de  cómplices  que  resultarían  se  colocará 
á  los  que  este  articulo  condena  ? 


El  Código  argentino  dice: 

a  Art,  232.  Los  empleados  que  estando  en- 
cargados de  conservar  el  orden  público,  no 
combatieren  la  rebelión,  sedición,  motín  ó  aso- 
nada con  los  medios  de  que  dispongan,  sufri- 
rán la  pena  de  destitución. 


El  Código  belga  y  el  francés  nada  dispo- 
nen sobre  esta  materia. 


El  Código  chileno  dice: 
a  Art.  134.     Los  empleados  públicos  que  de- 
biendo resistir  la  sublevación  por  razón  de  su 
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oficio,  no  lo  hubieren  hecho  por  todo 
dios  que  estuvieren  á  sus  alcances,  si 
pena  de  inhabilitación  absoluta  temp 
cargos  y  oficios  públicos  en  cualquie 
grados.  »  (i) 

El  Código  espaíSol  dispone  lo  sígu 
«  Art.  260.  Las  autoridades  de 
miento  directo  del  Gobierno  que  no 
resistido  á  la  rebelión  ó  sedición  por 
medios  que  estuvieren  á  su  alcance 
la  pena  de  inhabilitación  absoluta  tem 
á  perpetua,  s 

e  Los  que  no  fueren  de  nombram 
recto  del  Gobierno  sufrirán  la  pen; 
pensión  en  su  grado  máximo  (3)  á  i 
ción  temporal  en  su  grado  medio,  n  ( 


El  Código  italiano  no  contiene  d! 
especial  para  este  caso;  más  al  descri 
nar  los  abusos  de  autoridad,  en  su  art 
dice:  «  El  funcionario  público  que  I 
quier  pretexto  aunque  sea  de  silenci 
dad,  contradicción  ó  insuficiencia  de  l¡ 
ta  6  se  niegue  á  hacer  un  acto  pro[ 
cargo,  será  castigado  con  la  multa  de 
taámil  quinientas  liras 


{i)  De  3  afios  y  un  dia,  i  10  afios. 

(a)  De  6  aflos  y  un  dia,  á  ra  alios. 

(3)  De  4  afios  j  un  dia,  á  6  afios. 

(4)  De  8  afios  y  un  día,  á  10  afios. 
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Art.  148.  Si  los  reos  de  rebelión  ó  sedición  no 
pasaren  de  diez  de  cada  clase^  serán  procesados  y 
sentenciados^  ejecutándose  en  todos  la  sentencia. 

Si  fueren  mas  de  diez^  todos  serán  igualmente 
procesados  y  sentenciados;  pero  la  sentencia  sólo  se 
éjectUará  en  un  número  que  no  exceda  de  diez  de  ca- 
da clase,  debiendo  ser  sacados  por  suerte. 

Comentario.  Nos  declaramos  decididamente 
en  contra  de  esta  disposición  legal,  cuyos  fun- 
damentos no  pueden  ser  sino  éstos:  i.°  una 
conmiseración  mal  entendida  por  el  gran  nú- 
mero de  familias  que  pueden  quedar  en  des- 
amparo, si  se  condena  á  todos  los  delincuentes; 
2.®  el  fuerte  gasto  que  resulta  á  los  fondos  pú- 
blicos con  la  mantención  de  un  personal  nume- 
roso en  las  cárceles;  y  3.°  la  necesidad  de  no 
reducir  aún  más  nuestra  escasa  población. 

Recuérdese  que  este  artículo  fué  dictado 
cuando  las  penas  de  la  rebelión  eran  la  expa- 
triación, el  confinamiento,  la  reclusión  y  el 
arresto;  de  las  que,  las  más  graves,  han  sido 
sustituidas  con  las  de  penitenciaria  y  cárcel  por 
la  ley  de  8  de  Noviembre  de  1889. 

Suponiendo  que  cada  enjuiciado  represente 
en  verdad  la  subsistencia  de  una  familia;  lo 
que  es  poco  probable,  porque  los  jefes  de  fami- 
lia se  hallan  por  lo  común  alejados  del  terreno 
en  que  se  fraguan  las  conjuraciones;  pongámo- 
nos en  el  caso  de  que  todos  ellos,  lo  fuesen  por 
'diferentes  delitos  cometidos  singularmente  por 

ida  uno,  y  que  la  pena  legal  fuese  sin  embar- 

3  la  misma,     ¿  No  parecería  una  monstruo- 


sidad  jurídica  que  se  librase  al  acaso  la  suerte 
de  los  acusados  para  que  él  designase  á  los 
que  debían  gozar  de  la  impunidad  más  com- 
pleta, y  á  los  que  debían  sufrir  su  correspon- 
diente castigo  ?  ¿  Bastarían  las  consideracio- 
nes arriba  apuntadas  para  justificar  un  proce- 
dimiento semejante  ? 

Se  nos  pudiera  replicar  que  no  siendo  el  fin 
de  la  pena  la  expiación,  sino  el  restablecimien- 
to del  orden  turbado  por  el  delito,  la  restitu- 
ción de  la  tranquilidad  social  y  la  prevención 
de  actos  semejantes  en  el  porvenir;  basta  á  los 
fines  de  la  justicia  social  que  se  imponga  cas- 
tigo á  si^lo  alguno  de  varios  delincuentes  pú- 
blicos, sin  que  sea  preciso  aplicarlo  á  todos 
ellos.  Pero,  aún  cuando  tal  vez  nos  inclinára- 
mos á  aceptar  en  el  fondo  la  observación; 
siempre  dejaríamos  en  pié  nuestra  protesta 
contra  el  medio  escogitado  para  la  designación 
de  los  que  han  de  sufrir  la  pena.  ¿  Se  tiene, 
por  ventura  la  seguridad  de  que  no  sean  los 
más  peligrosos  para  la  tranquilidad  pública, 
los  más  culpables,  quienes  resulten  favoreci- 
dos por  la  suerte  ? 

Por  otra  parte:  cuando  la  expatriación  era 
el  castigo  de  los  delitos  políticos,  su  aplicación 
á  todos  los  culpables  de  la  misma  categoría 
podía  ser  la  causa  de  la  emigración  de  nume- 
rosas familias  con  detrimento  de  la  población; 
y  era  excusable  que  se  pensara  en  aminorar 
t  llanto  fuese  posible  ese  desmedro  social:  más 
hoy,  con  un  buen  régimen  carcelario  todo  fun- 
damento para  el  sorteo  desaparece.     S¡  el  en- 


carcelado  trabaja;  si  trabaja  el  recluso  que  no 
tenga  medios  de  subsistencia,  y  una  adminis- 
tración previsora  indemniza  á  los  fondos  públi- 
cos de  todo  desembolso  en  el  sostenimiento  de 
los  establecimientos  penales;  no  habrá  familias 
desamparadas  ni  gastos  perdidos. 

En  cuanto  á  la  pena  de  confinamiento,  que 
importa  un  simple  cambio  de  residencia;  no 
se  podrá  alegar  nunca  razones  de  bien  público 
ni  de  simple  clemencia,  que  justifiquen  el  sor- 
teo de  los  condenados. 

En  ninguno  de  los  códigos  que  vamos  estu- 
diando hemos  encontrado  disposición  análoga 
á  la  de  nuestro  articulo  148. 

La  forma  del  sorteo  prescrito  por  la  segun- 
da parte  del  artículo,  debe  ser  la  establecida 
por  la  ley  de  21  de  Enero  de  1879,  que  dice  lo 
siguiente: 

Mariano  I.  Prado — Presidente  de  la  Repú- 
blica. 

«  Por  cuanto  el  Congreso  ha  dado  la  Ley 
siguiente:  d 

o  El  Congreso  de  la  República  Peruana  » 

«  Considerando:  » 

«  Que  es  necesario  reglamentar  el  sorteo  de 
los  condenados  á  la  pena  capital;  » 

Ha  dado  la  Ley  siguiente: 

«  Art.  único.  En  el  sorteo  de  que  se  ocu- 
«  pan  los  incisos  2."*  y  3.*  del  artículo  70  del 
a  Código  Penal,  se  observarán  las  reglas  si- 
«  guientes:  » 
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«  i"  Constituido  el  Juez  de  I; 
B  el  local  de  su  despaclio,  con  asif 
«  agente  ó  promotor  fiscal^  de  los 
«  de  los  reos,  de  dos  testigos  y  d- 
«  éste  procederá  á  escribir  el  nornt 
I  do  de  cada  uno  de  los  reos  con 
«  muerte,  en  cédulas  distintas,  que 
«  por  el  Juez,  se  depositarán  una  f 
«  el  ánfora  que  se  tendrá  al  efecto, 
«  manifestar  á  los  concurrentes  qu 
a  cía.  » 

«  2?  Cuando  falten  6  no  estéi 
«  \o^  defensores  de  los  reos,  los  ti 
«  concurran  al  acto  serán  cuatro,  i 

(t  3?  E!  Juez  designará  de  en 
rt  sonas  presentes,  la  que  deba  extr; 
«  la  ó  cédulas  que  determinan  los  i: 
«  3-°  del  citado  artículo  70  del  Cóc 
a  en  sus  respectivos  casos;  debien 
«  cutado  el  reo  ó  reos,  cuyos  nomb 
«  can  en  la  cédula  ó  cédulas  exti 
«  se  permitirá  'que  la  persona  que 
«  cédulas  del  ánfora  las  vea  al  tiem] 
«  ticar  la  operación.  » 

*  4*  Verificado  el  sorteo,  se  e: 
«  el  proceso  el  acta  correspondíenti 
n  en  ella  el  orden  en  que  se  extfaí 
a  dulas  y  todas  las  circunstancias  q 
«  y  será  firmada  por  el  Juez,  los  d 
«  los  testigos.  Én  seguida  se  re 
n  autoridad  política  una  copia  cer 
«  acta  extendida  para  la  ejecución  d 
«  Si  antes  del  sorteo  fallecieran 
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j  ce  de  los  condenados  á  muerte,  sus  nombres  se 

I  <r  escribirán,  no  obstante,  en  las  respectivas  cé- 

I  a  dulas,  y  se  depositarán  en  el  ánfora.     Si  al- 

ce guno  ó  algunos  de  estos  resultasen  designa- 
i  «  dos  por  la  suerte,  sólo  se  ejecutará  la  pena 

'  «  capital    en    los   condenados  cuyos   nombres 

r  «  aparezcan  en  las  demás  cédulas  extraídas.  9 

«  Comuniqúese,  etc.  »  (1) 
Esta  ley,  según  vemos,  sólo  ha  tomado  en 
consideración  el  sorteo  de  los  reos  condenados 
i  á  muerte;  pero,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 

í  N.°  IX  del  título  preliminar  del  Código  Civil, 

!  debe  regir  también  en  el  de  los  sentenciados  á 

otras  penas,  pues  los  casos  serán  siempre  per- 
fectamente ]análogos;  mas  notamos  en  ella  una 
omisión,  á  nuestro  juicio  grave;  la  de  no  de- 
clarar expeditos,  ó  denegar  expresamente, 
los  recursos  de  apelación  y  nulidad  por  los 
I  fraudes  en  que  se  incurriere  al  realizar  el  sor- 

I  teo. 


> 


(i)  En  la  fecha  de  la  proniulgación  de  esta  ley,  hallá- 
base preocupada  la  atención  pública  con  el  estado  de 
nuestras  relaciones  internacionales  y  con  los  aconteci- 
mientos que  determinaron  la  guerra  del  Pacifíco.  Tenía- 
mos entonces  participación  activa  en  la  política;  y,  como 
muchos,  pasamos  desapercibida  esa  promulgación.  Al  re- 
dactar nuestro  comentario  al  art.  70,  tomamos  datos  de 
personas  á  quienes  debíamos  suponer  bien  informadas;  y 
nos  aseguraron  que  no  existia  tal  ley;  lo  que  nos  indujo  en 
error,  para  el  que  pedimos  excusa. 


TITULO  6." 

DE   LOS   ATENTADOS   Y   DESACATOS   CONTRA 
AUTORIDAD. 

Art.  149.  Cometen  atentado  contra  la  auton 
los  qtie  emplean  sobre  ella,  sin  alzamiento  pul 
intimidación  ó  fuerza,  al  tiempo  depracticar  sus 
ciojus  6  por  consecuencia  de  haberlas  practicado 
Si  el  n&m^ro  de  reos  pasara  de  tres,  el  delito 
motín  ó  asonada,  según  los  casos. 
^  Art.  150.     Si  el  atentado  se  cometiere  coi 

E.  mas,  serán   condenados   los  reos    á  reclusión  en 

Ir  m4r  grado,  {i) 

y.  Si  se  cometiere  sin  armas,   la  pena  será  ar 

t  mayor  en  quinto  grado.  (2) 

I'  Art.  151.     Se  considera  coma  atentado    ce 

Si  la  autoridad,  la  extracción  de  los  presos  de  lai 

f.  sas  de  seguridad,  por  astucia,   ó  mediante  cohec 

ú'  seducción  del  que  los  custodie, 

f- 

í:  Comentario.     Desígnase  con  la  denomina 

í-  genérica  de  autoridad,  á  toda  persona   nr 

*"  individual  ó  colectiva,  encargada  de  dicta 

)it  ley  ó  de  practicar  actos  encaminados  á  su 

:;;■  cución  ó  aplicación. 

I'  En  este   sentido  toman  nuestros  tribun 

|;  la  palabra  autoridad,  cuando  consideran  c 

I"  circunstancia  agravante  de  un  delito  el  sei 

íi)  Unafio. 

(a)  Seis  meses. 
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metido  con  violencia  sobre  los  inspectores   de 
policia,  alguaciles  y  demás  agentes  subalter- 
nos de  la  Administración,     Y  al  proceder  así 
obran  en  sobrada   razón,   porque  las  autorida- 
des no  representan  una  voluntad  privada;  sino 
la  soberanía  de  la  Nación,  en  cuyo  nombre  le- 
gislan, juzgan,  decretan,  apremian,  recaudan  y 
practican  todos  los  actos  conducentes  á  mante- 
ner sobre  la  sociedad  el  imperio  del  derecho;  y 
porque  es,  de  consiguiente,  tan  respetable  la  in- 
timación del  policial  que  exije  el  cumplimiento 
de  una  ordenanza,  como  el  decreto  del  Presi- 
dente de  la  República  disponiendo  algo  de  al- 
tísima trascendencia  sobre  los  intereses  del  Es- 
tado. 

La  ley  no  establece  en  el  delito  gradacio- 
nes fundadas  en  la  categoría  de  la  autoridad 
contra  la  cual  se  atentare,  y  mira  como'igual- 
mente  criminales  los  hechos  encaminados  á  su- 
primir la  autoridad,  impedirle  el  libre  ejercicio 
de  sus  funciones,  ó  frustar  sus  mandatos:  sin 
embargo,  debería  establecer  tal  gradación  por- 
que el  delito  produce  un  escándalo  y  alarma 
sociales  tanto  más  graves,  cuanto  más  eleva- 
das son  las  funciones  de  la  autoridad  ata- 
cada. 


No  comprendemos  cómo  el  desacato  á  la 
autoridad  pueda  convertirse  en  asonada,  es- 
tando á  la  idea  que  el  artículo  139  da  de  este 
delito.  El  carácter  de  la  asonada  es  el  de 
agravio  de   particulares  á  particulares;  y  esto 
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no  se  concilia  con  la  advertencia  que  hace  la 
última  parte  del  artículo  149. 

Entendemos  que  hay  motín  cuando  el  aten- 
tado es  cometido  por  más  de  tres  personas, 
mientras  la  autoridad  ejerce  sus  funciones;  y 
que  cuando  esto  mismo  sucede  á"  consecuencia 
dehaberlas  ejercido,  el  caso  es  de  sedición  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  inciso  4^  del  artícu- 
lo 133. 

Parece  que  en  este  punto  se  necesita  una 
rectificación  ó  por  lo  menos  una  declaración. 


Las  penas  establecidas  por  el  artículo  150 
nos  parecen  leves,  dada  la  indisciplina  de  nues- 
tras poblaciones,  donde  el  respeto  á  la  autori- 
dad puede  decirse  que  es  desconocido,  pues 
por  el  contrario,  se  hace  lujo  de  menospreciar 
sus  mandatos,  con  grave  perjuicio  del  progreso 
material  y  moral.  Creemos  que,  por  lo  me- 
nos, debería  agregarse  á  ellas  una  multa  pro- 
porcionada á  la  gerarqula  de  la  autoridad  ofen- 
dida, que  se  convertiría  en  reclusión  ó  arresto 
en  los  casos  de  insolvencia  del  culpable. 


El  Código  argentino  trae  los  siguientes  ar- 
tículos. 

<c  Art.  234.  Cometen  atentado  contra  la  au- 
toridad los  que,  sin  alzamiento  público,  em- 
pican sobre  ella  intimidación  ó  fuerza  al  tiem- 
po de  practicar  sus  funciones,  ó  por  conse- 
cuencia de  haberlas  practicado.» 
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«  Art.  235.  Se  considera  como  atentado 
contra  la  autoridad  la  extracción  de  los  presos 
de  las  casas  de  seguridad  por  astucia,  ó  me- 
diante cohecho  ó  seducción  del  que  los  cus- 
todia.» 

Estos  artículos,  con  solo  la  diferencia  de  la 
indeterminación  del  mínimo  de  culpables,  y  de 
la  mayor  pena  que  impone  la  primera  parte 
de)  segundo;  son  la  reproducción  literal  de  los 
que  comentamos  en  el  nuestro. 


El.  Código  belga  considera  en  dos  grupos 
separados  los  delitos  á  que  los  artículos  149  y 
1 51  de  nuestro  Código  se  refieren:  el  primero 
lo  forman  los  que  él  denomina  de  rebelión,  cu- 
ya descripción  y  penalidad  hemos  visto  en  los 
respectivos  párrafos  al  comparar  nuestros  ar- 
tículos 131,  132  y  137:  el  segundo  está  cons- 
tituido por  los  que  dicho  código  llama  «  ultra- 
jes y  violencias  á  los  Ministros,  los  miembros 
de  las  Cámaras  legislativas  y  los  representan- 
tes de  la  autoridad  ó  de  la  fuerza  pública.  y> 

Los  primeros,  tomando  las  denominaciones 
de  la  ley  peruana,  son  atentados  y  desacatos 
contra  los  agentes  subalternos  de  la  Adminis- 
tración; los  segundos,  atentados  y  desacatos 
contra  sus  más  altos  funcionarios;  y  asi  queda 
formada  la  gradación  de  delitos,  que  echába- 
mos de  menos  en  nuestro  Código  al  principio 
de  este  comentario;  pero,  como  se  vé,  quedan 
ronfundidos,  para  los  efectos  penales,  el  aten- 
tado y  el  desacato;  probablemente  por  creerse 
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que  el  segundo,  minando  el  prestigio  de  la  au- 
toridad y  tendiendo  por  lo  mismo  á  hacer  ine- 
ficaz su  acción,  es  también  un  atentado  contra 
ella. 

Los  artículos  que  el  código  belga  destina  á 
describir  y  castigar  el  segundo  grupo  de  estos 
delitos  disponen  lo  siguiente: 

Los  ultrajes  y  violencias  pueden  ser  de  tres 
clases: 

i^  Injurias  ó  amenazas  por  medio  de  pala- 
bras, gestos  ó  acciones  á  los  que  ejercen  auto- 
ridad al  tiempo  de  practicar  sus  funciones  ó  á 
consecuencia  de  haberlas  practicado; 

2^  Golpes  que  no  produzcan  efusión  de  san- 
gre ni  enfermedad,  dados  á  las  mismas  perso- 
nas en  las  mismas  circunstancias: 

3^  Maltratos  que  produzcan  enfermedad, 
heridas  ó  efusión  de  sangre. 

Los  ultrajes  de  i^  clase  son  castigados  con 
prisión  de  quince  días  á  seis  meses  y  multa  de 
50  á  300  francos  si  son  inferidos  á  los  miem- 
bros de  las  Cámaras  Legislativas,  á  los  Minis- 
tros, á  los  Magistrados  del  orden  administrati- 
vo ó  del  judicial,  á  los  jurados  6  á  los  testigos 
que  hubiesen  declarado  ante  estos;  con  prisión 
de  ocho  días  á  un  mes  y  multa  de  26  á  2cx> 
francos  si  son  inferidos  á  oficiales  ministe- 
riales, ó  á  agentes  representantes  de  la  auto- 
ridad ó  de  la  fuerza  pública  ó  á  cualquiera 
otra  persona  que  tenga  carácter  público. 

Los  de  segunda  clase  son  castigados  con 
prisión  de  dos  meses  á  dos  años  y  multa  de 
50  á  500  francos,  si  son  inferidos  á  las  perso- 
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i  ñas  indicadas  en   la  primera  parte  del  acápite 

i  .  anterior;  y  con  prisión    de  un  mes  á  un  año  y 

multa  de  50  á  300  francos,    si  son  inferidos  á 
j  los  designados  en  la  segunda  parte. 

Los  de  tercera  clase  tienen   respectivamente 
f  las  penas  de  prisión  de  seis  meses  á  cinco  años 

I  y  multa  de  200  á  1.500  francos;  y  de  prisión  de 

tres  meses  á  dos  años  y  multa  de  100  á  500 
francos  según  que  la  violencia  se  haya  come- 
tido con  personas  del  primero  ó  del  segundo  de 
los  grupos  indicados. 

Si  el  ultraje  á  legisladores  ó  magistrados  fué 

inferido  en  el   lugar  mismo  de  sus  funciones 

I  oficiales,  la  prisión  será  de  dos   meses  á  dos 

años  y  la  multa,  de  200  á  1,000  francos,  siendo 

de  los  de  i^   clase;   pero  se  elevará  la  prisión 

hasta  de  tres  meses  á  tres  años  y  la  multa  has- 

I  ta  de  200  á  1500  francos,  si  fuere  de  los  de  se- 

[  gunda  clase. 

■  Si  las  corporaciones  constituidas  por  las  per- 

'  sonas  expresadas  en  los  apartes  anteriores  fue- 

ren ultrajadas;  las  penas  serán   las  mismas  co- 
i  rrespondientes  á  la  violencia  ó  ultraje   cometi- 

L  dos  contra  cualquiera  de  sus  miembros. 


El  Código  chileno  trae  los  siguientes  ar- 
tículos: 

<c  Art.  261.  Cometen  atentado  contra  la 
autoridad.  » 

«  i.°  Los  que  sin  alzarse  públicamente  em- 
plean fuerza  ó  intimidación  para  alguno  de  los 
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objetos  señalados  ea   los  artículos  121 

(■) 

«  Los  que  acometen  ó  resisten  con  vi 
emplean  fuerza  ó  intimidación  contra  U 
dad  pública  ó  sus  agentes,  cuando  ac 
éstos  ejercieren  funciones  de  su  cargo, 

«  Art.  262.  Los  atentados  á  que  si 
el  articulo  anterior  serán  castigados  co 
na  de  reclusión  menor  en  su  grado  mi 
ó  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos, 
que  concurra  alguna  de  las  círcunstar 
guientes;   » 

(t  i^  Si  la  agresión  se  verifica  á  m 
mada.  » 

n  2'  Si  los  delincuentes  pusieren  m 
la  autoridad  6  en  las  personas  que  ac 
á  su  auxilio.  » 

3*  Si  por  consecuencia  de  la  coai 
autoridad  hubiere  accedido  á  las  exigei 
los  delincuentes.  » 

■  Sin  estas  circunstancias  la  pena  ser 
sión  menor  en  su  grado  mínimo  (3)  ( 
de  ciento  á  trescientos  pesos,  t 

«f  Para  determinar  si  la  agresión  se 
á  mano  armada,  se  estará  á  lo  dispues 
artículo    132.  »  (4) 


(i)  Reproducidos,  el  primero  en  extracto  y  el  si 
teralniente,  en  las  comparaciones  de  los  artículos  . 

(2)  De  541  dias,  á  3  años. 

(3)  De  61,  á  540  días. 

(4)  Que  dice  ser  arma  todo  instrumento,  m 
>itensÍUo  que  se  haya  tomado  para  herir  ó  matar 
no  se  haya  hecho  uso  de  él. 


í 
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K  Art  263.  El  que  de  hecho  ó  de  palabra 
injuriare  gravemente  al  Presidente  de  la  Re- 
pública, ó  á  alguno  de  los  cuerpos  colegislado- 
res ó  á  las  comisiones  de  éstos,  sea  en  los  ac- 
tos públicos  en  que  los  representan,  sea  en  el 
desempeño  de  sus  atribuciones  particulares,  6 
á  los  tribunales  superiores  de  justicia,  será 
castigado  con  reclusión  menor  en  sus  grados 
medio  á  máximo  (i)  y  multa  de  ciento  á  mil 
pesos.  » 

a  Cuando  las  injurias  fueren  leves,  las  penas 
serán  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo  (2) 
y  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos,  ó  simple- 
mente esta  última.  » 


El  Código  Español  consigna  las  disposicio- 
nes que  en  seguida  copiamos: 

a  Art.  263,     Cometen  atentado: 

«  I.®  Los  que  sin  alzarse  públicamente 
emplean  fuerza  ó  intimidación  para  alguno  de 
los  objetos  señalados  en  los  delitos  de  rebelión 
y  sedición.  »  (3) 

a  2.®  Los  que  acometieren  á  la  autori- 
dad ó  á  sus  agentes,  ó  emplearen  fuerza  contra 
ellos,  ó  los  intimidaren  gravemente,  ó  les  hicie- 
ren resistencia  también  grave,  cuando  se  halla- 
ren ejerciendo  las  funciones  de  sus  cargos,  ó 
con  ocasión  de  ellas.  » 


(i)  De  541  días,  á  5  años. 

(2)  De  6t,  á  541  días. 

(3)  Véase  las  comparaciones  de  los  artículos  127,  131 

á  136,  y  138. 


«  Art.  264.  Los  atentados  comp 
en  el  articulo  anterior  serán  castigado 
penas  de  prisión  correccional  en  s 
medio  á  prisión  mayor  en  su  grado  mí 
y  multa  de  250  á  2,500  pesetas,  síer 
'concurra  alguna  de  las  circunstancia;! 
tes:  B 

«  i"  Si  la  agresión  se  verificarí 
armada:  » 

«  2?  Si  los  reos  fueren  función 
blicos:  » 

«  3*  Si  los  delincuentes  pusien 
á  la  autoridad:  » 

«  4*  Si  por  consecuencia  de  la  1 
la  autoridad  hubiere  cedido  á  las  exigí 
los  delincuentes.  » 

a  Sin  estas  circunstancias  la  pena 
prisión  correccional  en  su  grado  minír 
dio  (2)  y  multa  de  150  á  1500  pesetas. 

«  Se  impondrá  ¡a  pena  señalada  en 
fo  anterior  en  su  grado  máximo  (3)  é 
pables,  cuando  hubieren  puesto  mane 
personas  que  acudieren  en  auxilio  de 
ridad,  ó  en  sus  agentes,  ó  en  los  fun' 
públicos.  » 

«  Art.  265.  Los  que  sin  estar  comf 
en  el  artículo  262  resistieren  á  la  £ 
ó  á   sus  agentes  ó   los   desobedeciere 


(1)  De  2  años,  4  meses  y  i  dia,  á  8  aBos. 
(i)  De  6  meses  y  un  día,  á  4  afios  y  2  meses 
(3)  De  4  atlos  3  roeses  y  un  día,  á  6  aflos. 
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mente  en  el  ejercicio  de  las  funciones  de  sus 
cargos,  serán  castigados  con  las  penas  de  arres- 
to mayor  (i)  y  multa  de  125  á  1250  pesetas.  » 


El  Código  francés,  aun  mas  casuístico  que 
el  belga  en  esta  materia,  divide  los  «  ultrajes  y 
violencias  contra  los  depositarios  de  la  autori- 
dad y  la  fuerza  pública  en  las  siguientes  cla- 
ses: 

i^  Ultrajes  de  palabra,  por  escrito  ó  por 
medio  de  dibujos  no  hechos  públicos,  que  ata- 
quen el  honor  ó  la  delicadeza. 

2r     Ultrajes  por  gestos  ó  amenazas. 

3^  Golpes  ú  otros  actos  de  violencia  que 
no  produzcan  efusión  de  sangre,  herida  ó  en- 
fermedad. 

4^  Golpes  ú  otros  actos  de  violencia  que  pro- 
duzcan efusión  de  sangre,  herida  ó  enfermedad. 

Los  ultrajes  de  la  primera  clase  son  castiga- 
dos con  prisión  de  quince  días  á  dos  años  si 
hubieren  sido  inferidos  á  uno  ó  varios  magis- 
trados del  orden  administrativo  ó  judicial  ó 
miembros  del  Jurado  durante  el  ejercicio  de 
sus  funciones  ó  con  motivo  de  dicho  ejercicio; 
con  prisión  de  seis  días  á  un  mes  y  multa  de 
16  á  200  francos,  si  son  inferidos  á  un  oficial 
municipal,  agente  depositario  de  la  fuerza  pú- 
blica, ó  ciudadano  encargado  de  un  servicio 
público,  en  las  mismas  circunstancias  expresa- 
das en  el  inciso  anterior;  con  prisión  de  quince 

(i)  De  un  mes  y  un  día,  á  6  meses. 
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días  á  tres  me^es  y  una  multa  de  i6  á5oo  fran- 
cos si  son  inferidos  al  comandante  de  la  fuerza 
pública. 

Los  ultrajes  de  segunda  clase  son  castigados 
con  prisión  de  uno  á  seis  meses  si  son  inferi- 
dos ájos  magistrados  y  miembros  del  Jurado, 
en  las  circunstancias  antedichas;  y  en  la  mis- 
ma forma  que  los  de  primera  clase,  si  son  in- 
feridos á  algún  oficial  ministerial,  agente  de- 
positario de  la  fuerza  pública  ó  ciudadano  en- 
cargado de  un  servicio  público.  Si  son  infe- 
ridos al  comandante  de  la  fuerza  pública  tie- 
nen las  mismas  penas  indicadas  en  el  aparte 
anterior. 

Las  violencias  ó  ultrajes  de  tercera  clase  son 
castigados  con  prisión  de  dos  á  cinco  años, 
privación  de  ciertos  derechos  políticos  y  civiles 
de  cinco  á  diez  años,  y  sujeción  á  la  vigilan- 
cia de  la  autoridad  por  el  mismo  tiempo  si 
son  inferidos  á  un  Magistrado  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  ó  con  motivo  de  ese  ejercicio; 
con  prisión  de  uno  á  tres  meses  y  multa  de  i6 
á  500  francos,  si  son  inferidos  á  un  oficial  mi- 
nisterial, un  agente  de  la  fuerza  pública  ó  un 
ciudadano  encargado  de  un  servicio  público. 

Las  violencias  ó  ultrajes  de  la  cuarta  clase 
son  castigadas  con  reclusión,  cualesquiera  que 
sean  los  funcionarios  ó  agentes  á  quienes  hu- 
biesen sido  inferidos;  y  con  trabajos  forzados 
á  perpetuidad  si  dentro  de  los  cuarenta  días 
de  cometido  el  delito  sobreviniese  la  muerte 
del  agraviado. 

Se  agravan  los  ultrajes  contra  los  magistra- 
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dos  y  miembros  de  Jurado  cuando  son  come- 
tidos en  la  audiencia  del  tribunal,  pues  enton- 
ces la  prisión  es  de  dos  á  cinco  años  para  los 
de  primera  clase;  de  un  mes  á  dos  años  para 
los  de  segunda;  y  llegará  á  su  máximo  para  los 
de  tercera. 

Aún  cuando  las  violencias  no  hubieren  pro- 
ducido efusión  de  sangre,  heridas  ó  enferme- 
dad, se  impondrá  la  pena  de  reclusión  si  los 
golpes  hubiesen  sido  dados  con  premeditación 
y  alevosía;  y  si  hubiese  habido  intención  de 
matar,  se  aplicará  al  culpable  la  pena  capital. 
(Art  222  á  233) 

Contienen  además  los  artículos  que  hemos 
extractado,  otros  detalleá  que  omitimos  por  no 
creerlos  de  absoluta  necesidad  para  el  objeto 
que  tenemos  en  mira. 


El  Código  italiano  describe  y  pena  los  de- 
litos que  denomina  violencia  y  resistencia  á  la 
autoridad,  según  dijimos  en  la  advertencia  que 
precede  al  articulo  125,  en  las  disposiciones 
que  á  continuación  trascribimos. 

«  Art.  187.  El  que  emplee  la  violencia  ó 
profiera  amenazas  contra  un  miembro  del  Par- 
lamento ó  un  funcionario  público,  para  obligar- 
le á  que  haga  ó  deje  de  hacer  un  acto  de  su 
cargo,  será  castigado  con  la  reclusión  de  tres 
á  treinta  meses.  y> 

«r  La  reclusión  será:  » 

«  i.^  De  seis  meses  á  cinco  años,  ai  el  he- 
':ho  se  cometiere  con  armas.  » 
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((  2,^  De  tres  á  quince  años,  sí  se  cometie- 
re por  un  grupo  de  mas  de  cinco  personas  con 
armas,  ó  por  más  de  diez  personas  aunque  sin 
armas  y  previo  concierto.  » 

a  Art.  1 88.  En  las  mismas  penas  establecidas 
en  el  articulo  anterior  incurrirá  el  que  apele 
á  violencias  ó  amenazas  para  impedir  ó  pertur- 
bar las  reuniones  ó  el  ejercicio  de  las  funcio- 
nes de  las  corporaciones  jurídicas,  políticas  ó 
administrativas  y  de  sus  representantes  ó  de 
otras  autoridades,  cargos  ó  instituciones  pú- 
blicas, ó  para  influir  en  sus  delibe'raciones.  » 

«  Art.  189.  El  que  forme  parte  de  un  gru- 
po de  diez  ó  mas  personas,  que  mediante  vio- 
lencias ó  amenazas,  intente  cometer  el  acto 
punible  previsto  en  el  articulo  anterior,  será 
castigado  con  la  pena  de  reclusión  de  un  mes 
á  dos  años.  »  (i) 

(c  Si  el  hecho  se  cometiere  con  armas,  la  re- 
clusión será  de  tres  meses  á  tres  años.  » 

((  Si  á  la  intimación  de  la  autoridad  se  disol- 
viere  la  reunión,  las  personas  que  la  formaban 
quedarán  excentas  de  la  pena  para  el  hecho 
previsto  en  el  presente  artículo.  » 

<c  Art.  190.  El  que  apele  á  violencias  ó 
amenazas  para  oponerse  á  un  funcionario  pú- 
blico en  el  cumplimiento  de  los  deberes  de  su 
cargo  ó  á  los  que  requeridos,  le  presten  ayuda, 


(i)  Los  hechos  á  que  se  refieren  el  inciso  a.*  del  artícu- 
lo 187,  el  188  y  el  inciso  i.®  del  189  serían  considerados 
como  actos  de  sedición  en  la  ley  peruana,  (inc.  3.*  art. 
133  Cod.  per.) 
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será   castigado  con   la    reclusión  de  un  mes  á 
dos  años.  » 

«  La  reclusión  será: 
«  i^     De  tres  á  treinta  meses,  si  el  hecho 
se  cometiere  con  armas.  » 

«  2°  De  uno  á  siete  años  si  el  hecho  se 
cometiere  por  un  grupo  de  mas  de  cinco  per- 
sonas con  armas,  ó  de  mas  de  diez  personas 
aunque  sin  armas  y  previo  concierto.  » 

«  Si  el  hecho  tuviese  por  objeto  sustraerse 
de  la  prisión  á  si  mismo  ó  á  un  pariente  cer- 
cano (x)  la  pena  será  de  reclusión  ó  prisión 
hasta  veinte  meses,  ó  de  confinamiento  por 
tres  meses  á  lo  menos  en  el  caso  de  la  prime- 
ra parte;  y^de  reclusión  respectivamente  de  dos 
meses  á  dos  años  en  el  caso  del  número  i.**  y 
de  seis  meses  á  cinco  años  en  el  caso  del  nú- 
mero 2.^  del  aparte  anterior.  »  .    .    .    . 

«  Art.  192.  Cuando  el  funcionario  público 
haya  provocado  el  hecho  traspasando  con  ac- 
tos arbitrarios  los  limites  de  sus  atribuciones, 
no  se  aplicarán  las  disposiciones  de  los  artí- 
culos anteriores. 

Art.  152.  Cometen  desacato  contra  la  autoridad. 

i.**  Los  que  provocan  á  duehj  injurian  ó  amt- 
nazan  á  un  funcionario  público,  á  causa  del  ejercicio 
de  sus  funciones: 

2."^  Los  que  causen  grave  perturbación  del  orden 
en  los  juzgados  ó  tribunales^  y  en  donde,  quiera  que  las 
autoridades  públicas  estén  ejerciendo   sus  funciones: 


(2)  Conyugue,  ascendiente,  descendiente,  sobrino,  her- 
mano y  afín  en  el  mismo  grado,  (art.  191  Cod.  ital.) 


30 
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5.°  Los  que  entran  armados, 
ocultamente,  al  salón  de  sesiones  del  C 
las  Cámarus: 

4."  Los  que  impiden  que  un  n 
funcionario  publico  concurra  á  su  Can 
cito- 

5.'  L-ys  que  resisten  ó  ■ies}heiecei 
te  á  la  autoridad. 

Art.  153.  Los  reos  de  cualquiera 
comprendidos  en  el  inciso  primero,  sitf 
de  arresto  mayor  en  quinto  grado  (i)  ; 
cometiere  en  la  caja  de  Sesiones  ó  en 
oficina  del  empleado  público:  en  tercer 
se  cometiere  fuera  de  las  oficinas,  pero 
en  segundo  ipado  (3)  cuando  se  cometie 

Art.  15i.  L  'S  reos  de  los  delitos  . 
los  incisos  segundo,  tercero  y  quinto,  su 
ma  pena  en  primer  grado.  (4) 

Art.  155.  Los  reos  del  delito  á  (¡ 
el  inciso  cuarto,  sufrirán  el  mismo  a 
cer  grado  (5)  sí  la  detención  fuere  r 
gundo  grada  (6)  si  se  verificare  con 
primiro  {7)  si  solo  se  realizare  por  a 
gaño  ó  violencia. 

Comentario  Nuestra  ley  110  cai 
vocación  ó    duelo    sino    en    los  ca 


(i)  Seis  meses. 

(2)  Cuatro  meses. 

(3)  Tres  meses. 

(4)  Dos  meses. 

Í5)  Cuatro  meses, 
ó)  Tres  meses. 
(7)  Dos  meses. 
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hecha  proponiéndose  un  interés  pecuniario 
ó  un  objeto  inmoral,  ó  á  un  funcionario  público 
en  las  circunstancias  expresadas  en  el  número 
I.**  del  artículo  152;  pero  entendemos  que,  pa- 
ra ser  mirada  y  penada  como  desacato,  es  ne- 
cesario que  el  desafiado  no  la  acepte  ni  se  ve- 
rifique el  duelo,  pues  entonces  constituye  di- 
ferente delito  en  el  que  tiene  responsabilidad 
criminal  ambos  combatientes. 

En  cuanto  á  las  injurias,  de  que  también  ha- 
ce mención  el  mismo  número,  hay  que  obser- 
var que  el  Código  reconoce  las  que  se  infiere 
de  palabra,  por  escrito  ó  por  acciones;  las  gra- 
ves y  las  leves;  las  públicas  y  las  privadas,  cas- 
tigando en  todo  caso  solo  las  públicas  (art. 
281  á  286)  y  proporcionando  la  pena  á  la  en- 
tidad del  agravio.  Mas  tratándose  de  desa- 
catos á  la  autoridad,  olvida  todas  estas  distin- 
ciones, é  incluye  entre  las  injurias  punibles 
hasta  las  privadas  (art.  153)  sin  haber  expresa- 
do cuales  son  estas;  ni  los  medios  de  probar  la 
ofensa,  si  por  injuria  privada  ha  de  entenderse 
la  dirijida  á  solas,  sin  testigo  ninguno,  ó  por 
medio  de  carta  cerrada,  pues  no  es  posible  es- 
tar á  la  mera  palabra  de  honor  del  agraviado. 

Vacíos  son  estos  que  provienen  de  la  insufi- 
ciencia del  titulo  único  de  la  sección  novena 
de  este  libro,  que  manifestaremos  en  su  lugan 


Sería  conveniente  expresar  cuándo  es  grave 
y  cuando  no  lo  es,  la  perturbación  del  orden 
en  los  juzgados  y   tribunales   y  en  los  lugares 


—  236  — 

donde  la  autoridad  ejerza  sus  fuiícior 
la  vaguedad  de  los  términos  en  que 
dactado  el  número  2."  del  mismo  art 
permite  la  impunidad  de  hechos  v( 
mente  crimínales  y  autoriza  la  impos 
pena  por  otros  que  no  tengan  signifi 
trascendencia.  Por  lo  menos  habría 
feribie  declarar  punible  toda  perturl 
ese  género;  señalar  un  máximo  de  peí 
jar  su  graduación  al  prudente  arbitrio 
según  Tas  circunstancias. 


Creemos  que  la  prohibición  de  ei 
armas  en  los  salones  de  sesiones  del  ( 
ó  de  las  Cámaras,  no  se  extiende 
militares  y  empleados  ó  funcionarios 
curran  á  ellas  en  ocasiones  solemnes 
uniforme  prescrito  por  los  reglaraen 
seria  un  contrasentido  señalar  traje 
designar  espadas,  espadines  y  bastoi 
distintivos,  obligar  á  asistir  en  su  traj 
hibir  sin  embargo  las  insignias. 

La  practica  es  presentarse  armadi 
usa  arma  como  prenda  necesaria  ó  con 
tivo. 

Debería  igualmente  prohibirse  en 
armas  á  las  audiencias  de  los  tribunal 
gados,  al  despacho  de  los  Ministros  di 
y  demás  oficinas  del  Poder  Ejecutivo, 
rantias  de  libertad  para  los  actos  del 
público  son  tan  necesarias  en  esos  lug 
mo  en  los  salones  del  Cuerpo  Legisla 
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Por  lo  general  son  harto  leves  las  penas  im- 
puestas en  los  artículos  153,  154  y  155  á  los 
reos  de  desacato  contra  la  autoridad.  Entre  un 
arresto,  que  fluctúa  de  dos  á  seis  meses,  y  la 
reclusión  hasta  de  tres  años,  que  los  artículos 
284,  285  y  286  imponen  por  una  injuria  á  un 
particular,  sin  perjuicio  de  una  multa  que  pue- 
de elevarse  hasta  docientos  pesos;  hay  eviden- 
temente una  desproporción  escandalosa,  aún 
cuando  la  pena  de  la  injuria  sea  verdaderamen- 
te excesiva. 

Es  cierto  que,  en  el  caso  de  consistir  el  de- 
sacato en  una  injuria,  debe  tenerse  en  cuenta 
lo  dispuesto  por  el  articulo  45,  castigando  esta 
como  delito  principal  y  considerando  el  desa- 
cato como  circunstancia  agravante;  pero  se  de- 
be recordar  que  la  injuria,  según  el  artículo 
278,  está  reservada  á  la  persecución  del  ofen- 
dido; que  si  este  no  hace  valer  su  acción,  el 
desacato  no  recibe  más  pena  que  el  arresto;  y 
que,  en  los  demás  casos,  cuando  no  haya  ofen- 
sa al  honor  del  funcionario,  no  podrá  agravar- 
se el  castigo  por  la  concurrencia  de  delitos. 


El  Código  argentino,  en  su  artículo  237,  di- 
ce literalmente  lo  que  el  peruano  en  el  152;  y 
á  continuación  se  expresa  asi: 

«  238.  Los  reos  de  cualquiera  de  los  deli- 
tos comprendidos  en  el  inciso  i.^  sufrirán  la 
pena  de  tres  á  seis  meses  de  arresto,  si  el  de- 
lito se  cometiese  en  la  casa  de  sesiones  ó  en  el 
despacho  ú  oñcina  del  emplado  público.     Con 
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arresto  de  uno  á,  tres  meses  cuan 
se  comete  en  los  lugares  design 
rrafo  anterior,  b 

«  Art.  239.  Los  reos  de  los 
sados  en  los  demás  artículos  su 
de  uno  á  tres  meses.  » 

El.  Código  belga.  (Véase  lo  c 
rrafo  respectivo  de  la  compara 
ticulos  150  y  151.) 

El.  Código  chileno  dice: 
«  Art.     264.     Cometen  desac 
autoridad: 

«  I."     Los   que  perturben 
orden  de  las  sesiones   de   los 
gisladores    y    los    que    injurian 
en  los    mismos  actos  á  algún  d 
nador.  » 

«  2."  Los  que  perturban  j 
orden  en  las  audiencias  de  lo; 
justicia  y  los  que  injurian  ó  air 
mismos  actos  á  un  miembro  d 
nales.  » 

I  3.°     Los  que  injurian  ó  a: 

«  Pñmero — A  un  senador  é 
las  opiniones  manifestadas  en  c 

«t  Segundo — A  un  miembro  1 
de  justicia  por  los  fallos  que  hut 

fl  Tercero — A  los  ministros 
otra  autoridad  en  el^ejercicio  d< 
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«  Cuarto — A  un  superior  suyo  con  ocasión 
de  sus  funciones,  j» 

<c  En  todos  estos  casos  la  provocación  á  due- 
lo, aunque  sea  privada  ó  embozada,  se  reputa- 
rá amenaza  grave  para  los  efectos  del  presen- 
te articulo.  » 

«  Art.  265.  S¡  el  desacato  consiste  en  per- 
turbar el  orden,  ó  la  injuria  ó  amenaza,  de  que 
habla  el  artículo  precedente  fuere  grave,  el  de- 
lincuente sufrirá  las  penas  de  reclusión  menor 
en  cualquiera  de  sus  grados  (i)  y  multa  de 
ciento  á  mil  pesos.  Cuando  fuere  leve,  las  pe- 
nas serán  reclusión  menor  en  su  grado  míni- 
mo (2)  y  multa  de  ciento  á  trescientos  pesos, 
ó  simplemente  esta  última.  » 

«  Art.  266.  Para  todos  los  efectos  de  las 
disposiciones  penales  respecto  de  los  que  co- 
meten atentado  contra  la  autoridad  ó  funcio- 
narios públicos,  se  entiende  que  ejercen  aque- 
lla constantemente  los  ministros  de  Estado  y 
las  autoridades  de  funciones  permanentes  ó 
llamadas  á  ejercerlas  en  todo  caso  y  circuns- 
tancias. » 

«  Entiéndese  también  ofendida  la  autoridad 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  cuando  tuviere 
lugar  el  atentado  ó  desacato  con  ocasión  de 
ellas  6  por  razón  de  su  cargo.  » 

«  Art.  267.  El  que  con  violencia  ó  fraude 
impidiere  ejercer  sus  funciones  á  un  miembro 
del  Congreso,  de  los   tribunales  superiores  de 


(i)  De  61  dias,  á  5  afíos. 
(a)  De  61  dias,  á  540. 


—    240  — 

justicia  ó  del  Concejo  del  Estado,  suf 
penas  de  reclusión  menor  en  su  gra< 
mo  (i)  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos.» 
í  Art.  268.  El  que  ocasionare  tu 
exitare  al  desorden  en  el  despacho  de 
toridad  ó  corporación  pública  hasta  < 
de  impedir  ó  interrumpir  sus  actos,  se 
gado  con  reclusión  menor  en  cualqi 
sus  grados  (2)  y  multa  de  ciento  á  mil 


El  Código  espaRol  prescribe  esto: 

«  Art.  266.  Cometen  desacato: 
B  i."  Los  que,  hallándose  un  Mín: 
la  Corona  ó  una  autoridad  en  el  cjer 
sus  funciones,  ó  con  ocasión  de  estas, 
lumniaren,  injuriaren  ó  insultaren  de 
de  palabra  en  su  presencia  ó  en  esc: 
les  dirigieren,  ó  los  amenazaren.  » 

a  2."  El  funcionario  público  que  h 
se  su  superior  gerárquico  en  el  ejercici 
cargo,  lo  calumniare,  injuriare  ó  insu 
hecho  ó  de  palabra  en  su  presencia  ó  c 
to  que  le  dirígiere  ó  lo  amenazare.  » 

•  Por  consecuencia  de  lo  dispuestc 
dos  números  anteriores,  la  pubHcaciói 
prensa  periódica  de  los  escritos  en  ell 
Clonados  no  constituirá  por  si  sola  delit 
sacato.  » 

«Art.  267.     Cuando  la   calumnia, 

CO  De  61  días,  á  5  años. 
(a)  De  61  dias,  á  540. 
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injuria  ó  amenaza  de  que  habla  el  artículo  pre- 
cedente fueren  graves,  el  delincuente  sufrirá 
la  pena  de  prisión  correccional  en  su  grado 
mínimo  á  medio  (i)  y  multa  de  150  á  1500  pe- 
setas.» 

«  Si  fueren  menos  graves,  la  pena  será  de 
arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo  (2)  y  multa 
de  1250  pesetas.  » 

a  Art.  268.  La  provocación  á  duelo  aunque 
sea  embozada  ó  con  apariencias  de  privada  se 
reputará  amenaza  grave  para  los  efectos  del 
articulo  anterior.  » 

«  Art.  269.  Los  que  hallándose  un  Ministro 
de  la  Corona  ó  una  autoridad  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  ó  con  ocasión  de  estas,  los  ca- 
lumniaren, insultaren  de  hecho  ó  de  palabra 
fuera  de  su  presencia  (3)  ó  en  escrito  que  no 
estuviere  á  ellos  dirigido,  serán  castigados  con 
la  pena  de  arresto  mayor,  n  (4) 

«  Art.  270.  Se  impondrá  también  la  pena 
de  arresto  mayor  á  los  que  injuriaren,  insul- 
taren ó  amenazaren  de  hecho  6  de  palabra  á 
los  funcionarios  públicos  ó  á  los  agentes  de  la 
autoridad  en  su  presencia  ó  en  escrito  que  se 
les  dirigíere. 


(O  De  6  meses  y  un  dia,  á  4  años  y  2  meses. 

(2)  De  4  meses  y  un  día,  á  2  años  y  4  meses. 

(3)  No  comprendemos  cómo  se  puede  insultar  de  hecho 
á  una  persona  fuera  de  su  presencia.  Parece  que  no  se  ha 
cuidado  sino  de  conservar  la  simetría  en  los  artículos. 

(4)  De  un  mes  y  un  dia,  á  6  meses. 

3» 


iprs^^v<v 


Í-Xr    ♦ 


—     242    

El  Código  francés.  (Véase  lo  dicho,  en  el 
párrafo  correspondiente  al  comparar  los  ar- 
tículos 150  y  151.) 

El  Código  itall\no.  (Véase  también  el  pá- 
rrafo respectivo  en  la  citada  comparación.) 


TITULO   ^• 


"i"" 


K 


t 


DE  LOS  delitos  CONTRA  EL  EJERCICIO  DEL 

SUFRAGIO 

Art.  156.     Cometen  delito  contra  el  ejercicio  del 
sufragio: 

1."  Los  funcionarios  públicos  que  abusen  de  la 
autoridad  que  ejerzan^  para  coactar  á  los  ciudadanos^ 
ó  impedir  que  sufraguen  con  entera  libertad: 

2.^  Los  empleados  políticos  y  militares  que  fa- 
vorezcan y  apoyen  alguna  candidatura,  induciendo  á 
los  ciudadanos^  por  medio  de  ofrecimientos  ó  am^na- 
zaSy  á  sufragar  en  el  sentido  que  dichas  autoridades 
se  propongan: 

5.®  Los  mismos  empleados  que  durante  la  época 
eleccionaria  manden  aprehender  á  algún  ciudalano 
hábilf  salvo  el  cuso  de  fiagrante  delito: 

4.^  Los  encargados  de  la  formación  del  Regis- 
tro Cívico,  que  se  niegtien  á  insertar  el  nombre  de  un 
ciudadano  hábil,  ó  suplanten  nombres: 

6^  Los  encargados  de  distribuir  cartas  de  ciu- 
dij.laaia,  que  las  expidan  sin  las  firmas  y  demás  r«- 
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quisitos  legales;  que  se  nieguen  á  dar  la  que  le  co- 
rresponde á  un  ciudad'Vio  inscrito  en  el  registro  que 
la  pida  personalmente;  que  la  concedan  al  que  no  está 
inscrito;  ó  que  se  nieguen  á  efectuar  la  distribución 
en  público: 

6.®  Los  empleados  políticos  y  militares  que^  á 
pret-exto  de  conseiTar  el  orden  público^  se  injieran  en 
los  actos  electorales j  penetren  en  el  lugar  de  las  elec^ 
cioneSf  impidan  que  se  acerque  á  él  un  ciudadano 
ctuilquiei^a,  ó  dispersen  violentamente  los  grupos  que 
se  mantengan  pacíficos  y  desarmados: 

7J*  Los  presidentes  de  mesas  electorales^  que 
impidan  á  los  ciudadanos  el  libre  acceso  á  ellaSy  ó  se 
nieguen  á  recibir  sufragios^  ó  insertar  en  el  acta  cual- 
quiera circunstancia  gi'ave  que  otro  individuo  de  la 
mesa  ó  adjunto  quiera  consignar  á  ella. 

89  Los  ciudadanos  que  lleven  aunas  al  lugar 
de  las  elecciones,  ó  formen  alborotos  en  ély  ó  se  nie^ 
guen  á  despejar  el  local  cuando  lo  mande  el  presi- 
dente de  la  mesa: 

9S  Los  qvs  empleen  cohecho  ó  soborno  para 
obtener  ilegalmente  cartas  de  ciudadanía^  ó  sufraguen 
á  sabiendas  con  ellas. 


Comentario.  Cualesquiera  que  sean  la  forma 
de  sufragio  y  los  procedimientos  que  para  su 
libre  emisión  adopte  la  ley;  siempre  importa- 
rán delito  los  actos  que  el  anterior  artículo 
prohibe;  porque  siempre  serán  necesidades  so- 
ciales, la  fiel  relación  de  los  sufragantes,  la 
comprobación  del  carácter  de  elector  por  un 
título  auténtico,  y   el  respeto  del  voto  de  cada 
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ciudadano  hábil  por  parte  de  los  demás  ; 
autoridad  pública. 

Las  prescripciones  que  dicho  articul 
sagra  son,  por  consiguiente,  de  impoi 
esencial  en  los  paises  democráticos,  ya  at 
el  voto  indirecto,  como  sucedía  antes  en 
sotros,  ya  el  directo  como  ocurre  actuali 
ya  se  encomiende  á  las  municipalidades 
mación  del  registro  de  electores,  ya  corr 
da  ésta  á  juntas  especiales;  ya  se  reciba  ] 
te  los  votos  en  colegios,  ya  en  corpora 
de  distinta  denominación. 


La  abstención  de  los  funcionarios  p£ 
de  todo  orden,  y  especialmente  de  ios  pt 
y  militares,  que  los  tres  primeros  incisos 
nen,  es  tan  elemental,  que  casi  habría  s¡( 
til  prescribirla,  s¡  una  dolcrosa  experier 
hubii;ra  deinostrado  hasta  donde  pueden 
píritu  de  partido  y  los  intereses  de  círcí 
traviar  el  criterio  de  los  políticos  que  } 
lido  proclamar  el  derecha  de  los  gobierne 
sus  agentes  para  intervenir  en  las  fun 
electorales,  dirigiendo  la  opinión  públic 
ser  los  más  aptos  conocedores  de  la  ven 
conveniencia  nacional. 

No  es  de  nuestra  incumbencia  refutar 
fisma  envuelto  en  semejante  afirmación: 
nos  decir  que  la  ejecutoria  de  competeni 
litica  que  se  decanta  no  tiene  los  caracte 
ta\\  y  que  la  Constitución  política  del  I 
!H>  reoíioce  más  fuente  de    poder  que  1; 
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ción  popular  practicada  expontáneamente  y 
sin  dirección  de  mentores  oficiosos.  Apenas 
debe  permitirse  álos  que  pueden  influir,  con  la 
promesa  6  la  amenaza,  en  el  éxito  de  una  elec- 
ción, que  usen  de  sus  facultades  ordinarias  pa- 
ra impedir  la  lucha  armada  de  los  partidos  y 
sus  funestas  consecuencias;  pero  cuidando,  co- 
mo lo  hace  el  inciso  6^  de  evitar  que  esa  atri- 
bución se  tome  como  un  medio  de  inmiscuirse 
en  actos  que  les  están^  vedados. 


\  Atacan  gravemente  la  verdad  y  legitimidad 

de  las  elecciones,  exponiendo  al  país  á  los  ho- 
rrores de  la  guerra  civil  y  la  anarquía,  Ips  com- 
prendidos en  los  incisos  4.^  5^  y  7,^ 
Las  omisiones  y  suplantaciones   en  el  regis- 

i  tro  general  de  ciudadanos  y  todo  fraude  en  la 
distribución  de  cartas  de  ciudadanía  ó  creden- 
ciales de  sufragio,  ponen  el  derecho  de  elegir 
en  los  que  legalmente  no  lo  tienen,  excluyen  á 
los  sufragantes  legítimos,  y  levantan  á  los 
puestos  públicos  un  personal  rechazado  por  la 

I        opinión  de  las  mayorías. 

'  No  se  necesita  la  previsión  de  un  gran  polí- 

tico para  deducir  de  todo  esto  que,  con  tales 
precedentes,  es  imposible  tener  buen  gobierno, 
ni  paz  interior. 

El  uso  de  armas  y  el  empleo  de  violencias 
I  le  el  inciso  8."*  condena,  no  pueden  tener  más 

[  ,  en  las  luchas  del  sufragio,  que  suplir  con  la 

trza  material  la   deficiencia   de  prosélitos,  y 
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suplantar  la  voluntad  general,  levanta 
bre  ella  la  de  un  círculo  más  ó  menos  r 
so,  lo  que  es  ir  contra  la  esencia  de  1: 
cracia. 

Consiste  el  cohecho  de  que  habla  e 
9^  en  ganarse,  con  dádivas  ó  promesí 
que  alguna  participación  tienen  en  la 
de  credenciales  de  sufragante  para  que 
gan  éstas  y  las  entreguen  á  quienes  r 
sus  legítimos  dueños;  y  el  soborno  en  i 
por  los  mismos  medios,  de  los  tenedor 
timos  esas  credenciales. 

Hurto  ó  comercio  ilícito  de  cartas  de 
danla:  esto  es  lo  que  el  mencionado  ir 
condena  como  verdadero  atentado; 
conduce  ai  mismo  fin  culpable  de  pone 
fragio  en  quienes  no  han  recibido  de 
autorización  de  emitirlo,  ó  á  hacer  infa 
fice  del  mas  augusto  derecho  del  ciui 
que  como  todo  derecho  es  inalienable. 


El  Código  argentino  no  trata  de  lo: 
relativos  al  ejercicio  del  sufragio:  es  p 
que  los  haya  reservado  para  conslden 
la  ley  privativa  de  elecciones. 


El  Código  belga  contiene  cinco  arti 
del  137  al  141  inclusive— relativos  á 
contra  el  ejercicio  de  los  derechos  p 
más  como  han  sido  abrogados  por  la  k 
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de  Mayo  de  1872,  solo  citaremos  las  siguientes 
disposiciones  de  ésta  sobre  la'  materia. 

Son  castigados: 

1.**  Con  multa  de  20  á  200  francos,  los  que 
se  supongan,  ó  supongan  á  otro,  las  calidades 
necesarias  para  elector  6  para  ser  elegido  miem- 
bro del  Senado. 

2.^  Como  falsificador  de  documento  público, 
el  que  lo  fuere  de  papeletas  electorales. 

3.®  Como  falsificador  de  documento  privado, 
el  que  suplantare  firma  en  la  exhibición  de  una 
candidatura. 

4.^  Con  multa  de  26  á  200  francos,  el  que 
ofreciere  dinero  ú  obsequiare  á  los  elecctores, 
aun  cuando  fuere  so  pretexto  de  indemniza- 
ciones. 

5.®  Con  multa  de  50  á  500  francos»  el  que 
ofreciere  dinero  ó  empleo  público  á  un  elector 
por  su  voto,  ó  por  que  se  abstenga  de  votar;  y 
el  mismo  elector  que  aceptare  la  propuesta. 

6.*^  Con  multa  de  26  á  200  francos,  el  que 
intimidare  por  vías  de  hecho  á  un  elector  con 
los  mismos  fines  indicados  en  el  número  pre- 
cedente. 

7.®  Eft  la  misma  forma  que  los  autores  de 
los  delitos  expresados  en  los  cuatro  números 
precedentes,  los  que  proporcionen  fondos  que 
hayan  de  invertirse  en  cohechar  electoies,  y 
los  que  consientan  que  el  ofrecimiento  se  haga 
en  su  nombre. 

8.°  Con  prisión  de  quince  días  á   un  mes  y 

•nultade  26  á  200  francos,  los  que  comprome- 

an,  reúnan  ó  aposten  gente  armada,  para  in- 


\ 
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tímidar  á  los  electores  ó  turbar  el  orden  en  las 
elecciones. 

9.°  Con  la  misma  pena,  los  que  con  tumul- 
to ó  violencias  impidan  á  uno  ó  varios  ciudada- 
nos el  ejercicio  de  su  derecho  político. 

Si  estos  hechos  se  hubieran  cometido  por  un 
grupo  organizado,  como  se  índica  en  el  número 
8,  los  que  hubieren  comprometido,  reunido  ó 
apostado  á  los  individuos  que  tomasen  parte 
en  ellcs,  serán  castigados  con  prisión  de  un 
mes  á  un  año  y  multa  de  100  á  1000  francos. 

10.®  Con  prisión  de  tres  meses  á  dos  años 
y  multa  de  200  á  2000  francos,  la  irrupción  á 
un  colegio  electoral  ó  el  mero  intento  de  reali- 
zarla, con  el  objeto  de  impedir  sus  operaciones; 
debiendo  imponerse  las  penas  en  su  máxima 
si  hubo  violencia  sobre  el  ánfora  con  las  pape- 
letas; serla  prisiórt  de  uno  á  tres  años  y  la 
multa  de  500  á  3000  francos,  si  el  atentado  se 
comete  con  armas;  y  trasformarse  la  prisión  en 
reclusión  y  elevarse  la  multa  hasta  de  3000  á 
5000  francos,  si  hubo  al  mismo  tiempo  empleo 
de  armas  y  violencia  sobre  la  urna. 

Los  que,  en  estos  casos  y  los  expresados  en 
el  número  9  hubieren  directamente  inducido  á 
cometer  el  delito  mediante  dádivas,  promesas, 
amenazas,  abuso  de  autoridad  ó  de  poder,  ma- 
quinaciones ó  artificios  culpables,  discursos 
pronunciados  ó  gritos  proferidos  en  las  reu- 
niones ó  sitios  públicos,  pasquines,  escritos 
impresos  ó  no,  vendidos  ó  distribuidos,  serán 
castigados  como  autores;  pero  si  á  las  provo- 
caciones no  han  seguido  los  efectos,  lo  serán 
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con  prisión  de  uno  á  seis  meses  y  multa  de 
50  á  500  francos. 

TI.®  Con  prisión  de  quince  dias  á  un  mes 
y  multa  de  100  á  1000  francos,  los  miembros 
de  los  colegios  electorales  que  ultrajaren  á  los 
que  componen  la  mesa  ó  emplearen  contra 
ellos  violencia  ó  impidieren  ó  retrasaren  las 
funciones  de  dichos  colegios;  debiendo  impo- 
nerse el  máximo  de  pena  y  aún  el  doble,  en  el 
caso  de  que  hubiere  violación  del  escrutinio. 
En  el  caso  de  que  los  culpables  hubiesen  lle- 
vado armas,  la  prisión  será  de  tres  meses  á 
dos  años  y  la  multa  de  200  á  2000  francos, 
cuando  no  hubo  violación  del  escrutinio;  y 
cuando  la  hubo,  la  pena  será  de  reclusión  y 
multa  de  3000  á  5000  francos. 

12.®  Con  multa  de  500  á  3000  francos,  y 
suspensión  hasta  por  diez  años  del  derecho  de 
intervenir  en  elecciones,  los  Presidentes,  Es- 
crutadores y  Secretarios  de  los  colegios  que 
revelaren  el  secreto  de  uno  ó  muchos  votos. 

13.**  Con  prisión  de  un  mes  á  un  año  y 
multa  de  26  á  1000  francos,  los  que  sustraigan, 
aumenten  6  falsifiquen  votos;  debiendo  ser  la 
prisión  de  tres  meses  á  dos  años,  y  la  multa 
de  50  á  2000  francos,  si  el  delito  fuere  cometi- 
do por  un  miembro  de  la  mesa. 

14.**  Con  las  mismas  penas  del  número  an- 
terior, los  que  sustraigan  por  astucia  papeletas 
electorales,  las  sustituyan  fraudulentamente,  ó 
escriban  en  ellas  nombre  que  no  les  haya  sido 
Indicado  por  el  sufragante  que  no  sepa  leer,  ó 
'>e  presenten  á  votar  por  un  elector  ausente. 

32 
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A  los  reincidentes  en  los  delitos  expresados 
en  este  número  y  los  tres  anteriores,  se  les 
suspenderá  además  por  dos  á  cinco  años  del 
derecho  de  elección  activa  y  pasiva. 

15.*  Con  multa  de  26  á  200  francos,  al  que 
sufrague  sin  tener  las  calidades  legales,  ó  te- 
niendo en  suspenso  el  derecho  de  votar, 

16.**  Con  multa  de  50  á  500  francos,  á  los 
que  causen  desorden  en  el  lugar  de  las  elec- 
ciones enarbolando  alguna  enseña  de  reunión. 

Consigna  esta  ley  otras  disposiciones  de 
procedimiento  y  manera  de  aplicar  las    penas 

en  los  casos  de  concurrencia  de  delitos. 


El  Código  chileno,  en  su  artículo  137,  re- 
serva, como  dijimos  en  la  advertencia  que  pre- 
cede al  125  del  presente,  los  delitos  contra  el 
ejercicio  del  sufragio  á  la  ley  de  elecciones  que 
no  hemos  podido  conseguir. 


El  Código  español  no  consigna  mas  dis- 
posición á  este  respecto,  que  la  de  su  artículo 
271,  castigando,  con  arresto  mayor  en  su  gra- 
dro  medio  á  prisión  correccional  en  su  grado 
mínimo  (i)  y  una  multa  de  150  á  1500  pesetas, 
á  los  que  turbaren  gravemente  el  orden  en  al- 
gún Colegio  electoral. 


(r)  De  2  meses  á  2  afíos  74  meses. 


^ 
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El  Código  francés  castiga: 

i.^  Con  prisión  de  seis  meses  á  dos  años,  é 
interdicción  de  los  derechos  de  votar  y  ser  ele- 
gido de  cinco  á  diez  años,  á  los  que  por  medio 
de  reuniones  tumultuarias,  amenazas  ó  vías  de 
hecho  impidieren  á  uno  ó  varios  ciudadanos  el 
ejercicio  de  sus  derechos  cívicos;  penas  que  se 
trasforman  en  destierro,  si  el  crimen  es  come- 
tido á  consecuencia  de  u-n  plan  concertado  pa- 
ra ejecutarlo  en  toda  la  República,  ó  en  una  ó 
varias  provincias: 

2.**  Con  degra3ación  cívica  al  que,  estando  en- 
cargado en  una  votación  del  escrutinio,  fuere 
sorprendido  falsificando  votos  de  los  ciudadanos, 
sustrayendo  algunos,  añadiendo  otros,  ó  escri- 
biendo en  las  papeletas  de  los  sufragantes  que 
no  sepan  leer  ni  escribir  otros  nombres  que  los 
que  dichos  sufragantes  les  hubiesen  indicado: 

3.*^  Con  prisión  de  seis  meses  á  dos  años,  y 
suspensión  del  derecho  de  elección  activa  y 
pasiva  de  cinco  á  diez  años,  á  cualquiera  otra 
persona  culpable  del  delito  á  que  se  refiere  el 
número  anterior: 

4.®  Con  prohibición  de  los  derechos  de  ciu- 
dadano y  de  toda  función  y  empleo  por  un  tér- 
mino de  cinco  á  diez  años,  á  cualquier  ciudada- 
no que  en  las  elecciones  hubiere  comprado  ó 
vendido  un  voto,  cualquiera  que  hubiese  sido 
el  precio. 

El  vendedor  y  el  comprador  serán  conde- 
nados á  una  multa  doble  del  valor  de  lo  reci- 
bido ó  prometido. 
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El  Código  italiano  garantiza  en  general  las 
libertades  políticas,  no  solo  la  del  sufragio,  en 
su  articulo  139  que  dice  «  El  que  con  vio- 
lencia, amenaza  ó  tumulto,  impida  en  todo  ó 
en  parte  el  ejercicio  de  cualquier  derecho  po- 
lítico, será  castigado,  cuando  el  hecho  no  esté 
previsto  por  disposición  especial  de  la  ley,  con 
uno  á  treinta  meses  de  prisión  y  de  100  á  1000 
liras  de  multa.  »— «  Si  el  culpable  fuere  un 
funcionario  público  que  haya  cometido  el  deli- 
to con  abuso  de  sus  funciones,  la  pena  será 
de  uno  á  cinco  años  de  prisión. 

Art,  157.  Los  comprendidos  en  el  inciso  primero 
del  artículo  precedenU^  sufrirán  la  destitución  de  sus 
empleos  c  inhabilitación  en  priru^r  grado,  (i)  sí  el 
delito  se  cometiere  empleando  la  fuerza  pública;  y 
suspensión  de  seis  meses  á  un  arto  y  cuándo  no  media- 
re fuerza  ó  violencia. 

Los  reos  comprendidos  en  el  inciso  segundo^  sufri- 
rán suspensión  de  dos  á  seis  meses. 

Los  comprendidos  en  el  tercero,  la  misma  pena;  y 
ademáSy  multa  de  veinticinco  á  cien  pesos. 

Los  comprendidos  en  los  incisos  cuarto,  quinto, 
sexto  y  séptimo,  sufrirán  inltahilitación  absoluta  en 
primer  grado  (2). 

Los  comprendidos  en  el  inciso  octavo,  su^pen^ón 
de  los  derechos  políticos  de  dos  á  cuatro  años. 

Los  comprendidos  en  el  íioveno,  arresto  mayor  en 
primer  grado.  (3) 

( i )  Tres  años. 
(2)  ídem  Ídem. 
(3^  Dos  meses. 
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Comentario.  Eran  verdaderamente  irrisorias 
las  penas  señaladas  por  el  código  á  los  delitos 
contra  el  ejercicio  del  sufragio:  una  suspensión 
de  derechos  políticos  y  una  inhabilitación,  cu- 
yas duraciones  máximas  se  fijaba  en  cuatro  ó 
tres  años,  cuando  la  elección  de  Presidente  y 
Vice-Presidentes  de  la  República  es  cuatrie- 
nial,  lo  que  hacía  que  el  inhabilitado  ó  suspen- 
so lo  estuviese  para  una  sola  campaña  electo- 
ral; una  distitución  acompañada  de  simple  in- 
habilitación especial,  que  permitía  la  promo- 
ción del  destituido  á  un  puesto  más  importante; 
un  arresto  máximo  de  dos  meses;  no  eran  cas- 
tigos para  delitos  capaces  de  comprometer  los 
más  altos  intereses  nacionales  y  tener  al  país 
constantemente  agitado  por  sacudimientos  po- 
líticos. 

La  ley  electoral  de  20  de  Noviembre  de  1896 
ha  venido  á  remediar  en  algún  modo  los  efec- 
tos de  la  lenidad  del  Código,  si  bien  dejando 
vacíos  que  la  experiencia  hará  colmar,  á  medi- 
da que  las  necesidades  de  la  vida  práctica  los 
vayan  descubriendo. 

El  título  XIII  de  esa  ley  está  consagrado  á 
preveer  y  castigar  sus  infracciones;  y  entre 
otras  cosas  que  se  hallan  fuera  de  nuestro  pro- 
pósito,* dispone  lo  siguiente: 

«  Art.  85.  Las  autoridades  políticas  no  po- 
«  drán  intervenir  por  ningún  motivo  en  los  ac- 
«  tos  electorales.  Los  Prefectos,  Subprefectos 
«  y  Gobernadores  y  sus  subalternos,  que  de 
«  alguna  manera  contravengan  á  esta  disposi- 
«  ción  ó  coacten  la  libertad  del  sufragio,  serán 
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«  sometidos  á  juicio  y   castigados  ce 
B  de  cárcel  en  4.°  grado,  b  (i) 

a  Art.  86.  Sufrirán  la  pena  de  des 
«  inhabilitación  en  tercer  grado  (2)  1 
«  dades  políticas  que  negaren  su  pn 
«  el  apoyo  de  la  fuerza  pública  á  las  Ji 
«  vinciales,  Delegaciones  de  Registro 
a  les,  Comisiones  Receptoras  de  su 
«  Juntas  Escrutadoras  de  Provincia. 
a  ma  pena  se  harán  acreedores  las  q 
«  ran  curso  ó  pusieren  impedimento 
a  sión  de  las  actas  y  demás  documení 
«  rales  y  los  administradores  y  emplea 
«  rreos  que  intercepten  ó  no  den  c 
<t  comunicaciones  y  paquetes  de  que 
a  ley.  » 

«  Art.  87.  Los  que  se  Inscriban  ■ 
«  bres  ó  datos  falsos,  se  presenten  á 
t  nombre  supuesto,  6  voten  ante  m 
a  comisión,  serán  sometidos  á  juicio  ) 
«  con  multa  de  veinte  á  cincuenta  s< 
B  sión  de  tres  á  seis  meses.  »  (3) 

«  Art.  88.  Los  miembros  de  la  n 
a  las  Juntas  Provinciales,  Delegacior 
«  tales  de  Registro,  Comisiones  Rece 
t  sufragios  y  juntas  escrutadoras  ó  < 
«  tamento,  que  se  separen  para  funcii 
«  pendientemente  de  la  mayoría,  será: 

(i)  Cuatro  afios. 
(a)  Nueve  afios. 

(3)  En  e!  Código  no  hay  pena  de  prisión, 
itios  que  el  articulo  ha  querido  decir  arresto  nti 
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€  sometidos  á  juicio  y  castigados  con  la  pena 
«  de  cárcel  en  cuarto  grado.  »  (i) 

€  Art  89.  Los  miembros  de  cuerpos  electo- 
te  rales,  cualesquiera  que  fuesen,  que  incurran 
«  en  el  delito  de  suplantación,  sufrirán  la  pena 
«  de  cárcel  en  quinto  grado.  »  (2) 

«  Art.  90.  Los  miembros  délas  Juntas  Depar- 
a  laméntales  que  incurrieren  en  los  delitos  pe- 
«  nados  por  esta  ley,  serán  acusados  por  acción 
«  popular  ante  la  Corte  Superior  del  respectivo 
«  distrito  judicial,  y  serán  penados,  en  caso  de 
«  delincuencia,  con  arresto  mayor  en  i.**  ó  2.** 
«  grado,  (3)  ó  multa  de  cincuenta  á  cien  soles.  » 

«  Lo  mismo  se  prescribe  respecto  de  las  in- 
ir  fracciones  que  cometieren  los  funcionarios 
«  del  Registro  provincial  y  de  las  elecciones.  » 

flc  Art.  91.  Los  delitos  que  consistieren  en 
«  negar  injustamente  los  títulos  de  sufragio, 
«  recibir  los  votos  ó  tramitar  y  resolver  las  re- 
«  clamaciones  que  se  entablasen  ante  los  fuñ- 
ir cionarios  que  intervienen  en  los  actos  elec- 
«f  torales,  serán  penados  con  multas  de  cincuen- 
r  ta  á  cien  soles,  ó  encarcelamiento  de  diez  días 
«  á  tres  meses,  (4)  por  fallo  de  los  jueces  de  i^ 
«(  Instancia.  » 


«  Art.  93.   Los  que   provocaren  desórdenes 
«  que   impidieran    la   libertad   del    sufragio,  ó 

(i)  Cuatro  años. 

(2)  Cinco  años. 

(3)  Dos  ó  tres  meses. 

(4)  El  término  genérico  que  usa  aquí  la  ley  no  puede 
tomarse  sino  en  el  sentido  de  arresto  mayor. 
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t  formaran  tumultos  con  armas,  palos,  ó  cual- 
«  quier  otro  medio  agresivo  en  los  lugares  don- 
«r  de  funcionan  las  juntas  electorales  ó  sus 
«  respectivas  comisiones,  serán  sometidos  á  jui- 
«  cío  y  penados,  en  caso  de  condenatoria,  con 
«  multa  de  cincuenta  á  quinientos  soles  ó  pri- 
«  sión  de  quince  dias  á  seis  meses;  (i)  con  la 
«  accesoria  de  quedar  privados,  durante  dos 
«  años,  del  ejercicio  del  sufragio,  sin  perjuicio 
K  de  aplicárseles  también  la  pena  que  en  el  Có- 
ff  digo  Penal  se  señala,  por  los  delitos  comunes 
K  k  que  dieren    origen    los    indicados  desórde- 

t  nes.  » 

«  Art.  95.  Las  faltas  ó  delitos  contra  la  liber- 
II  tad  del  sufragio  ó  contra  los  funcionarios  elec- 
«  torales  producen  acción  popular.  » 


El  articulo  85  abroga  indudablemente  el  157 
del  Código,  en  las  partes  relativas  á  los  incisos 
i.°,  2.°  5.°,  y  el  inciso  6."  del  156. 

Lo  creemos  concebido  en  términos  demasia- 
do genéricos,  por  cuanto  niega  á  los  funcio- 
narios políticos  y  sus  subalternos  toda  inter- 
vención en  las  elecciones;  siendo  asi  que  la  tie- 
nen por  ministerio  de  la  misma  ley  en  ciertos 
actos,  como  son;  informando  en  los  casos  á  que 
se  refiere  el  art.  25;  prestando  datos  sobre  va- 
riaciones de  domicilio  para  las  correcciones  del 
Registro   electoral;   poniendo  á  disposición  de 

(r)  También  aquí  la  p.ilabra  prisión  debe  tomarse  por 
irresto. 
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las  comisiones  receptoras  de  sufragios,  juntas 
de  registro,  y  electorales  de  Departamento  la 
fuerza  necesaria  para  mantener  el  orden  y  ha- 
cer respetar  la  autoridad  de  los  funcionarios 
electorales;  y  comunicando  á  la  Junta  Nacional 
el  resultado  de  la  elección  del  directorio  con- 
servador de  la  matrícula  délos  respectivos  gru- 
pos electorales;  pero,  con  todo;  se  comprende 
bien  que  solamente  condena  la  ingerencia  in- 
debida, sea  oculta  ó  descubierta;  y  la  gravedad 
de  la  pena  que  impone,  guarda  proporción  con 
ia  magnitud  del  delito. 

Deja,  sin  embargo,  en  vigencia  lo  dispues- 
to por  el  inciso  3^  del  157  del  Código  que  cas- 
tiga con  suspensión  de  dos  á  seis  meses  y  mul- 
ta de  25  á  ICO  pesos,  á  los  empleados  políticos 
y  militares  que  manden  aprehender  á  algún 
ciudadano  hábil  durante  la  época  de  elecciones 
fuera  del  caso  de  flagrante  delito;  y  como  se- 
mejantes mandatos  pueden  ser  un  medio  indi- 
recto de  intervención;  seria  conveniente  agra- 
var el  castigo,  por  lo  menos  en  el  caso  de  pro- 
barse que  no  había  razón  legal  para  semejante 
mandato. 


La  prescripción  del  artículo  86  es  enteramen- 
te nueva;  y  las  penas  que  establece,  de  carác- 
ter eficaz.     Una  destitución  acompañada  de  in* 
habilitación  por  nueve  años,  alejará  al  culpable 
le  dos   campañas  electorales  cuando   menos; 
ero  habría    sido   preferible  que  se  declarase 
er  absoluta  y  no  especial  la  inhabilitación,  por- 
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que  la  vaguedad   de  lo  dispuesto  pen 
lar  sus  efectos. 

El  especialmente  inhabilitado  no  v 
ser  Sub-prefecto,  por  ejemplo,  sí  delí 
ese  puesto;  pero  podrá  ser  Tesorero, 
tendente  de  Aduanas  <j  ocupar  otro 
más  honroso  ó  más  lucrativo. 


También  es  nueva  la  disposición  de 
87.  El  Código,  fijándose  más  en  la 
que  en  la  verdad  de  las  elecciones,  hat 
do  castigar  un  hecho,  por  desgracia  h; 
cuente  y  que  tantos  males  ha  causado 
suplantación  de  sufragantes  ha  sido  la 
todas  ó  la  mayor  parte  de  nuestras  di 
políticas.  Ese  acto  punible  ha  sido  casi 
yo  de  hombres  pertenecientesá  las  cías 
les  menos  acomodadas,  que  se  prestí 
por  un  miserable  estipendio:  la  multa  ( 
el  más  eficaz  correctivo,  y  en  ella  ha 
el  remedio  el  legislador. 


El  artículo  88,  nuevo  como  los  dos 
res,  viene  á  matar  las  escandalosas  di 
que  durante  largos  años  han  sido  una 
lidad  del  sistema  electoral  del  Perú, 
menos  el  objeto  de  la  disposición  leg 
nerles  término;  y  la  experiencia  prob 
ha  acertado,  ó  la  dificultad  subsiste. 


o 
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No  existe  en  el  Código  el  delito  de  suplatila- 
tión,  pues  esta  no  es  sino  un  modo  de  cometer 
el  de  falsificación  de  documentos  públicos  ó  pri- 
vados, que  se  pena  ordinariamente  con  reclu- 
sión y  multa  en  grado  y  cantidad  variables,  se- 
gún la  naturaleza  del  documento  y  la  condición 
del  culpable  (art.  212  y  213).  Al  hablar  de  su- 
plantación el  artículo  89  de  la  novísima  ley,  de- 
be suponerse,  pues,  que  se  refiere  á  la  falsifi- 
cación de  documentos  electorales  por  los  miem- 
bros de  las  Juntas  Electorales  de  Departamen- 
to, de  las  Escrutadoras  de  Provincia  y  de  las 
comisiones  receptoras  de  sufragios,  practican- 
do cualquiera  de  los  actos  que  dicho  Código 
(art.  212)  declara  punibles. 


Es  necesario  leer  con  suma  atención  los  ar- 
tículos 88,  89,  90  y  91,  para  que  no  resulte  de 
ellos  un  embrollo,  proveniente  de  su  mala 
coordinación  y  de  la  oscuridad  con  que  el  pe- 
núltimo ha  sido  redactado. 

El  88  señala  pena  especial  á  la  escisión  de 
cuerpos  electorales,  cualquiera  que  sea  su  ca- 
tegoría. 

El  89  la  señala  para  la  falsificación  de  docu- 
mentos electorales  por  suplantación,  cometida 
por  los  mismos  cuerpos,  sin  distinción  de  ran- 
gos. 

El  90  y  91  establecen  las  jurisdicciones  com- 
petentes para  conocer  de  los  delitos  de  los  fun- 
cionarios que  intervienen  en  las  elecciones:  el 
primero  somete  á  las  Cortes  Superiores  á  los 
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funcionarios  departamentales  que 
reos  de  escisión,  falsiñcación  (sup 
otros  delitos  que  cometieren  en  el  e 
sus  cargos;  señalando  como  pena  ci 
los  últimos,  arresto  mayor  en  i,'  ó 
multa  de  cincuenta  á  cien  soles,  seg 
vedad,  y  dejando  comprender 'que  e 
ción  no  afecta  lo  dispuesto  en  los  a 
y  89  para  los  casos  de  escisión  y  su 
El  segundo,  el  gi,  somete  á  íos  ji 
instancia  los  delitos  que,  en  el  des 
sus  atribuciones,  cometieren  los  f 
provinciales  y  distritales;  pero  respe 
ha  de  tenerse  en  cuenta  también  le 
en  la  parte  ñnal  del  articulo  90;  es 
delito  consiste  en  escisión  ó  supla 
les  impone  las  penas  de  los  artícul 
pero  si  consistiere  en  negar  injust 
títulos  de  sufragio,  en  negarse  á  rec 
tos  ó  á  tramitar  las  reclamacione: 
ellos  se  entablasen,  se  les  aplicará 
que  dicho  artículo  91  Indica. 


El  Código  argentino,  el  belga, 
más  que  con  el  nuestro  comparamo 
signan  penas,  ó  seüalan  las  que  hen: 
do  en  las  comparaciones  del  artícul 
lo  que  á  estas  nos  remitimos. 

Art.  168.  Si  loi  comprendidos  en  el 
vo  del  artículo  156  hidei'en  uso  de  arm 
depusieren,  terdn  condenados  como  reos  t 
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Art.  159.  En  caso  de  cometerse  algún  delito  espe- 
cial en  los  actos  electorales^  se  observará  lo  dispues- 
to en  el  artículo  45. 

Comentario.  Lo  dispuesto  por  este  último  ar- 
tículo, está  reproducido,  como  hemos  visto,  en 
la  parte  final  del  93  de  la  ley  de  20  de  Noviem- 
bre que  hemos  trascrito  en  lo  pertinetite,  al  co- 
mentar el  articulo  157. 


SECCIÓN  CUARTA 

DE  LOS  DELITOS  CONTRA  I-A   SALUBRIDAD 

PUBLICA 

Art.  160.  El  que  á  sabiendas  elabore  ó  expenda 
sustancias  nocivas  á  la  saluda  sufrírá  ari'esto  mayor 
en  primer  grado  {i)y  multa  de  ciento  á  mil  pesos. 

La  misma  pena  sufrirá  el  que^  sin  autorización 
bastante  elabore  productos  químicos  que  puedan,  cau- 
sar extragos. 

Si  procediere  con  autorización^  pero  faltando  á 
las  formalidades  presentas  por  los  reglamentos  sobre 
fabricación  ó  expendio  de  tales  productos  y  se  reducirá 
la  pena  á  multa  de  cincuenta  á  quinientos  pesos. 


(i)  Dos  meses. 


'■■ik 
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El   Código  argentino  en   su  artículo  295, 
consigna  literalmente  las  mismas  disposiciones. 


ff»i 


El  Código  belga,  en  la  última  parte  de  su 
articulo  455,  castiga  con  prisión  de  seis  meses 
á  cinco  años  y  multa  de  200  á  2000  francos,  al 
que  haya  vendido  ó  adquirido  materias  mortífe- 
ras ó  gravemente  nocivas  á  la  salud  á  sabiendas 
de  que  serian  empleadas  para  mezclarlas  en  las 
bebidas  ó  alimentos  que  se  había  de  vender  al 
público. 


El  Código  chileno  preceptúa  casi  lo  mismo 
que  el  nuestro,  en  los  siguientes  artículos: 

Art.  313.  El  que,  sin  hallarse  competente- 
mente autorizado,  elaborase  sustancias  ó  pro- 
ductos nocivos  á  la  salud  ó  traficare  en  ellos, 
estando  prohibidos  su  fabricación  ó  tráfico,  se- 
rá castigado  con  reclusión  menor  en  su  grado 
medio  (i)  y  multa  de  ciento  á  quinientos  pe- 
sos. )) 

f  Art.  314.  El  que  hallándose  autorizado  pa- 
ra la  fabricación  ó  tráfico  de  la  sustancia  ó  pro- 
ductos expresados  en  el  artículo  anterior,  los 
fabricare  ó  expendiere  sin  cumplir  con  las  for- 
malidades prescritas  en  los  reglamentos  res- 
pectivos, sufrirá  las  penas  de  reclusión  menor 


(i)  De  541  días  á  3  años. 
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en  su  grado   míniaio  (i)  y  multa  de  ciento  á 
trescientos  pesos.  » 

El  Código  español,  dispone  lo  siguiente: 

a  Art.  351.  El  que  sin  hallarse  competente- 
mente autorizado  elaborare  sustancias  nocivas 
á  la  salud  ó  productos  químicos  que  puedan 
causar  grandes  estragos  para  expenderlos,  ó 
los  despachare,  ó  vendiere,  ó  comerciare  con 
ellos,  será  castigado  con  las  penas  de  arresto 
mayor  (2)  y  multa  de  250  á  2500  pesetas.  » 

íf  Art.  352.  El  que  hallándose  autorizado  pa- 
ra el  tráfico  de  sustancias  que  puedan  ser  noci- 
vas á  la  salud  ó  productos  químicos  de  la  clase 
expresada  en  el  artículo  anterior,  los  despacha- 
re ó  suministrare^  sin  cumplir  con  las  formali- 
dades prescritas  en  los  reglamentos  respecti- 
vos, será  castigado  con  las  penas  de  arresto 
mayor  (3)  y  multa  de  125  á  1250  pesetas. 


El  Código  francés  apenas  consigna,  entre 
las  contravenciones  de  policía,  la  venta  ó  des- 
pacho de  bebidas  falsificadas,  y  de  comestibles 
echados  á  perder,  corrompidos  ó  nocivos;  or- 
denando que  las  primeras  sean  arrojadas,  y 
destruidos  los   últimos   (incisos   2.°  y   4.°  art. 

477.) 


(i)  De  61,  á  540  días. 

(2S  De  un  mes  y  un  día,  á  6  meses. 

(3;  De  ídem  ídem  á  ídem. 
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El  Código  italiano  estatuye  lo  que  sigue, 
en  relación  con  los  tres  incisos  del  artículo  que 
comentamos: 

«  Art.  320.  El  que  ponga  á  la  venta  sustan- 
cias alimenticias  ü  otras  cosas  no  falsificadas 
ni  adulteradas,  pero  peligrosas  para  la  salud, 
sin  que  este  peligro  sea  conocido  por  el  com- 
prador, incurrirá  en  la  pena  de  reclusión  hasta 
seis  meses  y  multa  de  ico  á  30CO  liras.  » 

El  artículo  318  castiga  con  reclusión  de  tres 
á  diez  años  al  que,  corrompiendo  ó  envene- 
nando aguas  potables  de  uso  común  ó  sus- 
tancias destinadas  á  la  alimentación  pública, 
ponga  en  peligro  la  salud  de  las  personas: 
el  319,  con  reclusión  de  un  mes  á  cinco  años 
y  multa  de  100  á  5,000  liras,  al  que  falsifi- 
que ó  adultere  de  un  modo  peligroso  para  la 
salud  sustancias  alimenticias  ó  medicinales  ú 
otras  cosas  destinadas  al  comercio,  ó  ponga  á 
la  venta  ó  entregue  al  comercio  en  otra  forma 
tales  sustancias  ó  cosas  falsificadas  ó  adultera- 
das: el  321,  con  reclusión  hasta  un  año  y  multa 
de  50  hasta  500  liras,  al  que  estando  autorizado 
para  vender  sustancias  medicinales  las  sumi- 
nistre en  clase,  calidad  ó  cantidad  no  corres- 
pondientes á  las  ordinarias  dosis,  ó  diferente 
de  la  declarada  ó  convenida:  el  322,  con  reclu- 
sión hasta  un  mes  y  multa  de  50  á  500  liras, 
al  que  ponga  á  la  venta  ó  de  otro  modo  lan- 
ce al  comercio  como  puras  sustancias  alimen- 
ticias no  puras,  pero  no  peligrosas  para  la  sa- 
lud; y  agrega: 

<(  Art.  323.  Cuando   alguno   de   los  hechos 
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previstos  eft  los  artículos  que  preceden  se  co* 
metiere  por  imprudencia  ó  descuido  ó  por  im- 
pericia en  el  propio  arte  ó  profesión  ó  por  inob- 
servancia de  los  reglamentos,  órdenes  etc.,  el 
culpable  será  castigado:  » 
i  «I.**  Con  la  prisión  de  un  mes  á  un  año  y 

multa  hasta  1,000  liras  en  el  caso  previsto  en 
el  artículo  318:  » 

«  2.®  En  la  de  prisión  hasta  tres  meses  y 
multa  hasta  500  liras  en  los  casos  previstos  en 
el  art  319.  » 

«  3.^  En  la  de  prisión  hasta  un  mes  y  mul- 
ta hasta  100  liras  en  los  casos  previstos  en  los 
artículos  320  y  321.  » 

«  Art.  324.  Cuando  alguno  de  los  hechos 
previstos  en  los  artículos  que  preceden  produz- 
ca peligro  para  la  vida  de  las  personas,  las  pe- 
nas que  en  los  mismos  se  establecen  se  aumen- 
tarán en  la  mitad.  » 


Art.  161.  El  que  á  sabiendas  mezcle  con  las  behi^ 
das  ó  comestibles  que  se  destinan  al  consumo  público^ 
sustancias  nocivas  á  la  saluda  será  castigado  con 
arresto  mayor  en  segundo  grado  (i)  y  multa  de  veinte 
á  docientos  pesos. 

La  misma  pena  tendrá  el  que  venda  á  sabiendas 
las  bebidas  ó  comestibles  así  mezclados. 

Comentario.  La  simple  adición  de  un^  grado 
i  la  pena  de  arresto,  acompañándola,  por  otra 
parte,  de  una  reducción  considerable  en  la  de 


(x)  Tres  meses. 
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multa,  destruye  la  proporción  del  cas 
este  delito,  comparado  con  el  á  que  ! 
)a  primera  parte  del  artículo  anterior. 

Culpable  es  sin  duda,  el  que  elabo 
de  sin  autorización  sustancias  dañosa: 
lud,  porque  á  mas  de  los  males  que  pi 
sar,  procede  con  menosprecio  de  las 
clones  legales  ó  reglamentarias;  pero 
no  envuelve  el  fraude  que  comete  el  q 
duce  con  engaño  la  sustancia  nociva, 
causar  tantos  males  como  éste. 

El  que  sabe  lo  que  recibe,  conoce 
y  puede  evitarlo:  el  que  es  engañado. 

Creemos,  pues,  que  ía  ley  castiga 
severidad  al  menos  culpable. 


El  Código  argentino  incurre  en 
inconsecuencia  que  el  nuestro  y  de 
más  notable. 

Su  artículo  29o  está  concebido  cas 
mente  en  los  mismos  términos  que  e 
mentamos;  pero  no  altera  la  pena  de  : 
reduce  la  multa  á  la  mitad,  en  su  min 
su  máximo.  Al  que  conceptuamos  m; 
ble  la  aplica  dentro  de  los  limites  de  c 
á  quinientos  pesos;  al  que  elabora  y  ve 
tancias  dañosas  á  la  salud  declarand 
son,  le  aplica  la  multa  entre  ciento  y  n* 
(Art.  295.) 
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El  Código  belga  considera  este  entre  los  de- 
litos contra   las  personas  y  lo  pena  asi: 

Con  prisión  de  seis  meses  á  cinco  años  y  mul- 
ta de  200  á  2000  francos,  á  los  que  mezclen  sus^ 
tancias  mortíferas  ó  gravemente  nocivas  á  la 
salud  con  los  alimentos  y  bebidas  destinados  á 
ser  vendidos  al  público,  y  á  los  que  pongan  en 
venta  bebidas  ó  alimentos  sabiendo  que  contie- 
nen esa  clase  de  sustancias  (art.  454  y  455.) 

Con  prisión  de  seis  meses  á  tres  años  y  mul- 
ta de  100  á  mil  francos,  al  que  tenga  en  su  al- 
macén ó  tienda  bebidas  ó  alimentos  adulterados 
del  mismo  modo  para  expenderlas. 

En  su  articulo  457  dispone  la  confiscación  é 
inutilización  de  tales  bebidas  y  comestibles,  que 
se  dé  de  baja  al  culpable  de  la  respectiva  ma- 
tricula durante  la  condena,  y  que  á  su  costa  se 
fije  la  sentencia  en  los  lugares  que  el  Tribunal 
designe;  permitiendo  á  este  condenarle  á  la  in- 
terdicción de  los  derechos  de  elección  activa  y 
pasiva,  del  de  desempeñar  funciones  públicas, 
y  otros  designados  por  el  artículo  33  del  mismo 
código. 

El  Código  Chileko  dispone,  efi  su  articulo 
316,  que  el  que  con  cualquiera  mezcla  nociva 
á  la  salud  altere  las  bebidas  ó  comestibles  des- 
tinados al  consumo  público,  sufra  las  penas  de 
reclusión  menor  en  su  grado  medio  (i)  y  multa 
de  ICO  á  500  pesos,  á  más  de  la  destrucción  de 
^os  objetos  adulterados. 

(i)  De  61  á  540  dia3. 
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Comparada  con  la  del  artículo  i; 
cida  en  el  comentario  anterior,  esta 
no  adolece  del  defecto  que  hemos  a 
nuestro  Código  y  en  el  argentino 
yor  pena  al  mayor  delito;  y  es  mí 
ordenando  la  destrucción  de  la  co; 
da,  que  dichos  códigos  olvidan. 


El  Código  espaRoi.  dispone  lo  q 

«t  Art.  356.  El  que  con  cualqui 
nociva  á  la  salud  altere  las  bebida: 
bles  destinados  al  consumo  público 
géneros  corrompidos  ó  fabricare  ó  ' 
jetos  cuyo  uso  sea  necesariamente 
salud,  será  castigado  con  las  pena 
mayor  en  su  grado  máximo  (t) 
125  á  1250  pesetas.  » 

«  Los  géneros  alterados  y  los  obj 
serán  siempre  inutilizados,  » 

Aquí  se  advierte  queaún  cuando 
menor  que  la  señalada  para  el  cas 
ración  sin  autorización   bastante; 
trictiva  de  la   libertad  puede   ele 
prisión  correccional. 


El  Código  francés  apenas  con; 
posición  siguiente:. 

«  Art.  475.  Sarán  castigados  cor 
desde  6  francos   hasta    10  inclusiv 

(i)  De  4  meses  y  un  dta  &  t  afios  y  4  mes 
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que  contravinieren  á   los  bandos  de  vendimias 
ü  otros  autorizados  por  los  reglamentos,  » 


El.  Código  italiano  solo  dispone  en  esta  ma- 
teria lo  prescrito  por  los  artículos  que  hemos 
extractado  en  la  comparación  del  anterior. 

Art.  162.  El  que  venda  á  sabiendas  medicameiir 
tos  deteriorados  ó  adulterados^  ó  los  sostituya  con 
otros^  sufrirá  reclusión  en  primer  grado  {i)  y  multa 
de  cincuenta  á  quÍ7iientos  pesos» 

Comentario,  No  comprendemos  bien  el  fun- 
damento de  la  gran  diferencia  entre  las  penas 
que  impone  nuestro  Código  á  la  mezcla  de  las 
bebidas  ó  comestibles  con  sustancias  nocivas  á 
la  salud,  y  á  la  venta  de  medicamentos  dete- 
riorados ó  adulterados,  ó  sustitución  de  medi- 
camentos. El  móvil  de  uno  y  otro  delito  es  el 
mismo;  el  deseo  de  hacer  mal  en  la  salud,  ó  de 
obtener  ilícitos  provechos  sacrificando  esta:  las 
consecuencias  pueden  ser  las  mismas;  graves 
enfermedades,  ó  la  muerte  por  la  ingestión  de 
la  sustancia  nociva  ó  del  medicamento  inapa- 
rente:  la  alarma  social  es  la  misma,  cuando  el 
delito  llega  á  ser  descubierto.  Creemos,  pues, 
que,  para  proceder  lógicamente,  se  debería  cas- 
tigar ambos  hechos  con  la  misma  pena,  como 
lo  hace  el  código  italiano  que,  según  se  vé  en  la 
comparación   del  artículo   anterior  (véase  art. 

(1)  Un  afio. 


.1       I 


319  código   italiano)   equipara  los  dos  delitos 
mencionados  en  cuanto  al  castigo. 


El  Código  argentino  reprime  con  más  leni- 
dad que  el  nuestro  el  expendio  de  medicamen- 
tos deteriorados  ó  adulterados  6  la  sustitución 
de  unos  por  otros,  pues  su  articulo  297,  conce- 
bido casi  literalmente  en  los  mismos  términos 
que  el  que  comentamos,  señala  para  este  deli- 
to las  penas  de  arresto  (i)  y  multa  de  cincuen- 
ta á  trescientos  pesos. 


El  Código  belga,  según  hemos  visto  en  el 
comentario  y  comparación  del  artículo  anterior, 
pena  la  falsificación  y  adulteración  de  comesti- 
bles y  bebidas;  pero  nada  estatuye  en  particu- 
lar sobre  la  venta  de  medicamentos  deteriora- 
dos, adulterados  ó  sustituidos;  por  lo  que  el  ca- 
so debe  juzgarse  según  las  disposiciones  de  su 
artículo  498  sobre  estafas  y  engaños,  que  casti- 
ga con  prisión  de  un  mes  á  un  año  y  multa  de 
cincuenta  á  mil  francos,  á  los  vendedores  que 
engañan  sobre  la  identidad,  naturaleza  ú  ori- 
gen de  los  objetos  que  expenden. 


El  Código  chileno  dice: 
«  Art.  313.  Los   droguistas  que  despachen 
medicamentos  deteriorados  ó  sostituyeren  unos 


(i)  De  un  raes  á  un  afto. 


_iit 
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por  otros,  haciéndolo  de  una  manera  nociva  á 
la  salud,  serán  castigados  con  reclusión  menor 
en  su  grado  medio  (i)  y  multa  de  ciento  á  qui- 
nientos pesos,  á  más  de  la  destrucción  de  los 
objetos  deteriorados.  • 

«t  Las  disposiciones  de  este  artículo  y  del  an- 
terior (314)  son  aplicables  á  los  que  trafiquen 
con  las  sustancias  ó  productos  expresados  en 
ellos,  y  á  los  dependientes  de  los  droguistas, 
cuando  fueren  los  culpables,  n 

Hallamos  conveniente  la  calidad  que  el  có- 
digo chileno  agrega  á  la  sustitución  de  medi- 
camentos para  declararla  punible,  y  que  el 
nuestro  no  ha  cuidado  de  expresar;  que  sea  no- 
civa á  la  salud.  Es  sabido  que  hay  sustancias 
medicinales  cuyos  efectos  terapéuticos  son  los 
mismos  que  los  de  otras;  y  que  en  casos  de 
necesidad,  se  apela  á  las  primeras  á  falta  de 
las  segundas;  lo  que,  lejos  de  ser  un  crimen, 
es  una  prudente  previsión  que  no  puede  me- 
recer castigo. 

El  Código  español  hace  las  siguientes  pres- 
cripciones: 

«  Art.  353.  Los  farmacéuticos  que  despacha- 
ren medicamentos  deteriorados  ó  sustituyesen 
unos  por  otros,  ó  los  despacharen  sin  cumplir 
con  las  formalidades  prescritas  en  leyes  y  re- 
glamentos,  serán  castigados  con  las  penas  de 


(i)  De  541  días  á  3 afios. 


arresto  mayor  en  su  grado  máxl: 
multa  de  125  á  1250  pesetas.  » 

«  Si  por  efecto  del  despacho  del  m 
to  hubiese  resultado  la  muerte  de  i 
na,  se  impondrá  al  culpable  la  pena 
correccional  en  sus  grados  medid  á  n 
y  la  multa  de  250  á  2500  pesetas.  » 

El  mismo  código  aplica  iguales  p< 
que  trafican  con  medicamentos  deter 
á  los  dependientes  de  los  farmacéut 
do  fueran  los  culpables. 


El  Código  FEA^•cÉs.  Reproducim< 
to  de  este  código,  la  observación  h' 
comparación  del  artículo  161. 


El  Código  italiano  trata  simuití 
del  expendio  ¡lícito  de  bebidas,  al 
sustancias  medicinales,  equiparando, 
mos  dicho,  el  de  uno  y  otros  objet 
que  remitimos  al  lector  á  la  compara< 
nida  en  el  comentario  del  artículo  p 

Art.  163.  Si  á  consecuencia  de  aialq 
delitos  á  me  se  contraen  los  artículos  pre 
svltaren  daños  ^ue  merezcan  mayor  peni 
vara  lo  dispuesto  en  el  artículo  46» 


(1)  De  4  meses  y  tin  dia,  á  6  meses. 

(3)  De  3  atlos,  4  meses  y  UD  dSa,  á  6  alioi. 


—  273  — 

Comentario.  Según  lo  dispuesto  por  el  inci- 
so 6.^  del  articulo  lo,  agrava  la  responsabilidad 
del  agente,  la  circunstancia  de  haber  cometido 
el  delito  por  medio  de  incendio,  veneno  ó  explo- 
sión; 

Estando  á  la  prescripción  del  inciso  3.**  del 
articulo  232;  el  homicidio  cometido  por  medio 
de  veneno  ó  incendio,  se  agrava  á  punto  de  ser 
castigado,  como  asesinato,  con  la  pena  ca- 
pital. 

El  articulo  45  manda  que  al  culpable  de  más 
de  un  delito  se  le  imponga  la  pena  correspon- 
diente al  más  grave,  considerándose  los  demás 
como  circunstancias  agravantes  de  él;  y  el  57, 
que  por  cada  circunstancia  agravante  se  au- 
mente la  pena  en  un  término;  más  el  55  pre- 
viene que  no  se  haga  tal  aumento,  cuando  di- 
chas circunstancias  formen  parte  constitutiva 
del  delito,  ni  cuando  la  ley,  al  describirlo  y  pe- 
narlo, haga  mención  especial  de  ellas. 

Viniendo  con  tales  antecedentes,  á  lo  pre- 
ceptuado por  el  artículo  163,  y  poniéndonos  en 
el  caso  de  que  hubiese  resultado  la  muerte  de 
una  ó  más  personas,  por  el  imprudente  despa- 
cho y  empleo  de  productos  químicos  explosi- 
vos, ó  por  la  venta  y  uso  de  medicamentos  sus- 
tituidos, ó  por  adulteración  de  sustancias  ali- 
menticias que  se  hubiesen  tornado  en  venenos; 
examinemos  cuál  seria  legaimente  la  pena  im- 
ponible. 

Por  la  prescripción  del  articulo  10,  estaría- 
mos en  presencia  de  un  homicidio  agravado 
por  la  circunstancia   del  medio  empleado  para 

35 
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su  perpetración;  por  lo  que  la  pena 
tenciaria  (art.  330)  se  elevarla  en  ui 
(art.  57)  llegando  á  13  años: 

Por  la  delartlculo  232,  la  pena  d< 
de  muerte;  si  la  explosión  produjo  ¡r 
hubo  intoxicación  por  la  naturaleza  1 
tancia  empleada  como  alimento  ó  mee 
que  el  castigo  pudiese  aumentar,  tan 
calidad  de  indivisible,  cuanto  porque  1 
del  medio  está  previsto  por  la  ley  al 
el  delito  y  constituye  una  parte  ii 
de  él; 

Mas  por  la  del  articulo  163,  el  ca 
trasformado  en  el  de  concurrencia  de 
tos:  uno  contra  la  salubridad  pública,  c 
te  t?n  la  elaboración  ó  venta  de  susta 
civas  ó  peligrosas,  sustitución  de  med 
etc.  y  otro  un  homicidio,  que  no  toma  '. 
teres  graves  del  asesinato  ó  el  pan 
es  calificado,  estando  al  valor  que  la 
ción  del  Perú  da  á  esta  palabra;  sino 
cidio  simple,  de  los  que  se  castiga  con 
ciaría  en  tercer  grado,  pena  que  del 
varse  en  su  término  (hasta  13  aflos,) 

Deducimos,  como  consecuencia  de 
men  que  el  legislador  solo  se  ha  pro[ 
consignar  el  artículo  que  comentamos 
la  imposición  de  la  pena  de  muerte  < 
sos  de  homicidio  consecutivo  de  un  d 
tra  la  salubridad  pública;  extremidad  i 
dlan  conducir  los  términos  del  inciso  ; 
ticulo  232;  propósito  en  el  que  hay  jus 
cuanto  para  que  el  empleo  del  venen 


' 
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candió  constituya  asesinato,  debe  ser  delibera- 
do, intencional;  y  no  el  efecto  de  una  simple 
imprudencia  culpable. 

Consecuencia  igual  se  deriva  para  los  daños 
de  otro  género:  no  se  debe  considerar  variada 
la  naturaleza  del  delito  por  la  concurrencia  del 
atentado  contra  la  salubridad  pública;  sino  que 
se  los  ha  de  dividir,  se  les  ha  de  tener  como 
actos  punibles  separados,  y  aplicar  la  pena  co- 
rrespondiente al  más  grave,  aumentada  según 
las  reglas  generales  para  los  casos  de  concu- 
rrencia de  delitos. 

El  Código  argentino  tiene  escrito  lo  si- 
guiente: 

«  Art.  298.  Si  á  consecuencia  de  cualquiera 
de  los  delitos  expresados  en  los  artículos  pre- 
cedentes, (i)  resultasen  daños  que  merezcan 
mayor  pena,  se  aplicará  la  correspondiente 
al  delito  más    grave.  » 


El  Código  belga,  como  en  otro  lugar  lo  di- 
jimos, permite,  en  sus  artículos  58  y  60,  la  impo- 
sición de  todas  las  penas  respectivas,  al  culpa- 
ble de  varias  infracciones  ó  de  varios  delitos;  y 
aun  cuando,  para  la  concurrencia  de  crímenes 
prescribe  que  se  imponga  la  pena  del  crimen 
mayor  aumentada  aún,  en  ciertos  casos  (art. 
62)    debemos    recordar  que  no  reconoce  más 


(i)  Artículos  295  á  297  que  hemos  extractado  ó  repro- 
ducido en  las  comparaciones  precedentes  de  esta  sección. 
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circunstancia  general  de  agravación 
reincidencia;  y  que  cada  delito  ó  crimen 
crito  por  él  con  sus  correspondientes  < 
tancias  y  penado  especialmente  según 
Con  semejante  plan,  harto  pesado  es  c 
expuesto  á  dejar  fuera  de  la  ley  penal  i 
actos  antijurídicos  y  antisociales;  hay  ; 
bargo  la  ventaja  de  que  unos  delitos  n 
den  ser  confundidos  con  otros;  y  por  ta 
era  innecesario  un  articulo  en  relación 
que  comentamos. 
I  No  lo  tiene  pues  el  código  belga. 


El  Código  chileno  previene,  en  su  j 
319,  que  las  penas  correspondientes  á  !( 
tos  contra  la  salubridad  pública,  se  eni 
sin  perjuicio  de  los  designados  para  los 
que  fueren  consecuencia  de  aquellos. 


El  Código  espaRol  solo  prevee  los  c 
muerte  ocasionada  por  un  delito  contra 
lubridad  pública,  como  se  vé  por  la  disp 
siguiente: 

«  Art.  353  ....  Si  por  efecto  del 
cho  del  medicamentohubiere  resultado  1: 
te  de  una  persona,  se  impondrá  al  culp: 
pena  de  prisión  correccional  en  sus  gra( 
dio  á  máximo  (i)  y  la  multa  de  250. 
pesetas. 

(i)  De  2  aS09,  4  meses  y  un  dfa,  á  6  afios. 
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Aun  cuando  esta  prescripción  del  código  es- 
pañol es  menos  extensa  que  las  contenidas  en 
los  códigos  argentino  y  chileno  y  en  el  nuestro; 
I  la  hallamos  más  conforme  á  derecho.     Ella  to- 

I  ma  como  base,  para  la  imposición  de  la  pena, 

L  el  delito  que  el  culpable  se  propuso  cometer; 

la  aumenta,  es  cierto,  en  razón  del  mal  efectivo 
que  ha  causado,  porque  este  hace  mayor  la 
alarma  social;  pero  no  incurre  en  la  inconse- 
cuencia de  imputar  al  agente  aquello  que,  á 
toda  luz  en  muchos  casos,  no  tuvo  el  disignio 
de  hacer. 

Aceptamos,  como  lo  decíamos  al  principiar 
estos  comentarios,  que  toda  acción  ú  omisión 
penada  por  la  ley  se  repute  voluntaria  y  mali- 
ciosa mientras  no  se  pruebe  lo  contrario;  pero, 
en  el  caso  de  que  hablamos,  esa  prueba  en  con- 
trario se  desprende  de  las  mismas  circunstan- 
cias del  hecho.  El  que  por  lucrar  vende  sus- 
tancias que  causan  la  muerte,  tomadas  como 
alimento  ó  como  medicina,  es  para  el  concepto 
público  un  estafador  sin  conciencia,  antes  que 
un  homicida  alevoso;  y  para  satisfacer  eso  que 
suele  llamarse  la  vindicta  pública,  basta  castí- 
^  garlo  como  á  codicioso  desalmado. 

i  — 

I 


El  Código  francés  á  más  de  no  tratar,  como 
hemos  dicho  ya  varias  veces,  de  delitos  contra 
la  salubridad  pública;  carece  de  reglas  para  la 
imposición  de  las  penas  en  los  casos  de  concu- 
rrencia de  actos  punibles:  por  lo  que  se  debe 
admitir  que,  como  el  belga,  permite  la  acumu- 
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lación  de  castigos  que  este  y   otros  c 
sancionan. 

El  Código  italiano  dispone,  en  su  a 
325,  que  cuando  los  delitos  contra  la  e 
alimentación  pública  produzcan  peligro 
la  vida  de  las  personas,  las  penas  para  el 
tablecidas  se  aumenten  en  la  mitad;  y  en 
que  si  de  ellos  resultare  la  muerte  ólesi< 
sonal  de  alguno,  esas  penas  se  dupliqt 
el  primer  caso,  ó  se  aumenten  de  una  t 
parte  á  la  mitad  en  el  segundo;  no  del 
nunca  la  reclusión  ser  menor  de  cinco  af 
caso  de  muerte,  ni  menor  de  tres  mese: 
de  lesión. 

El  mismo  artículo  327  prescribe  que  c 
Jos  muertos  sean  muchos  y  el  lesionac 
solo;  ó  cuando  los  muertos  y  lesionado 
muchos,  ó  cuando  todos  sean  lesionados 
clusión  no  baje  de  dieciocho  años  en  el  ] 
caso,  pudiendo  elevarse  al  máximo  en 
gundo;  y  que  no  podrá  bajar  de  seis  me 
el  último,  pudiendo  elevarse  á  cinco  y 
quince  años. 

Prevalece  aquí  el  propósito  del  cód 
pañol,  de  castigar  al  culpable,  no  come 
micida;  sino  como  reo  de  atentado  contn 
lubridad  pública,  aumentándole  si  la  p 
proporción  á  la  magnitud  del  daño. 

Art.  164,  Los  médicos,  cirujanos,  /arma: 
ó  profesores,  que  abusen  de  su  profesión  pan 
tej'  alguno   de  los  delitos  contenidos  en  esta  . 
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sufrirán  un  grado  más  de  la  pena   que  á  tal  delito 
corresponda. 

Comentario.  De  la  comparación  de  este  ar- 
tículo con  los  que  le  preceden  en  la  misma  sec- 
ción, surgen  algunas  observaciones  que  vamos 
á  anotar  someramente. 

Es  muy  difícil  que  los  médicos,  cirujanos  y 
flebótomos  incurran,  abusando  de  sus  respecti- 
vas profesiones,  en  los  delitos  de  elaborar  ó  ex- 
pender sustancias  nocivas  á  la  salud  ó  produc- 
tos químicos  que  puedan  causar  extragos;  por- 
que en  el  ejercicio  de  tales  profesiones  no  en- 
tra ninguna  operación  de  esa  especie,  A  los 
médicos,  especialmente,  les  está  prohibido  el  de- 
sempeño simultáneo  de  la  medicina  y  la  farma- 
cia y  por  consiguiente,  si  elaboran  medicamen- 
tos, no  lo  harán  nunca  suficientemente  autori- 
zados, ni  abusando  de  su  profesión,  sino  usur- 
pando otra  que  no  les  corresponde.  Los  ciru- 
janos y  flebótomos,  aun  cuando  no  tengan  pro- 
hibición expresa,  indudablemente  están  com- 
prendidos en  el  común  de  profanos  respecto 
de  las  labores  farmacéuticas;  y  su  intromi- 
sión en  ellas  será  todo,  menos  abuso  de  profe- 
sión. 

Mezclar  las  bebidas  ó  comestibles  destinados 
al  consumo  público  con  sustancias  nocivas  á  la 
salud  y  expenderlas  en  esa  forma,  es  propio  de 
comerciantes;  iio  de  médicos,  cirujanos,  flebó- 
tomos ni  farmacéuticos;  y  solo  estos  últimos 
y  sus  dependientes  pueden  vender  medicamen- 
tos deteriorados  ó  adulterados,  ó  sustituir  unos 
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con  otros  en  las  preparaciones  profesionales. 
El  médico,  en  casos  de  necesidad,  suele  hacer 
esta  preparación,  y  administrar  remedios;  pero 
no  venderlos  al  público;  porque,  como  he- 
mos recordado,  le  está  prohibido:  si  lo  hace,  no 
abusa,  ya  lo  hemos  dicho,  de  su  profesión;  sino 
se  entromete  en  la  que  no  le  corresponde. 

£1  articulo  166,  en  su  última  parte,  reduce 
la  pena  al  que,  autorizado  para  elaborar  sustan- 
cias nocivas  ó  productos  químicos  que  puedan 
causar  estragos,  procediese  sin  sujeción  á  los 
respectivos  reglamentos:  el  farmacéutico  se 
halla  evidentemente  comprendido  entre  los  au- 
torizados; y  sin  embargo,  por  la  misma  circuns- 
tancia de  su  profesión,  el  articulo  que  comenta- 
mos manda  aumentarle  en  un  grado  la  pena;  lo 
que  es  á  toda  luz  una  contradicción. 

Conceptuamos,  por  todo  esto,  conveniente 
una  reforma,  en  el  sentido  del  código  italiano, 
cuyas  disposiciones  hemos  extractado  en  los 
anteriores  artículos  y  hallamos  suficientemente 
claras  y  justificadas. 

El  Código  argentino  agrega  á  su  artículo 
297.  citado  en  la  comparación  del  162  del  pre- 
sente, esta  declaración: 

«  Si  el  delito  se  ejecuta  abusando  de  una 
profesión  para  cuyo  ejercicio  se  requiere  titulo, 
se  aplicará  también  la  pena  de  suspensión  por 
un  año.  Ji 

En  esta  disposición  quedan  incluidos  los  far- 
macéuticos y  droguistas;   pero  no  alcanza  ella 


^ 
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hasta  los  médicos,  cirujanos  y  flebótomos  por 
lo  menos  de  una  manera  expresa. 


El  Código  belga  nada  dispone  que  tenga 
I  relación  directa   con  el  artículo   que  comenta- 

É  mos;  pero  su  artículo  297  condena  á   interdic- 

r  ción  al  provedor  del  ejército  ó  armada  que  co- 

I  meta  fraude  en  la  calidad  de  las  cosas  suminis- 

tradas,  á  más  de  la  prisión  y  multa  con  que  le 
castiga;  y  el  502,  que  se  dé  de  baja  de  la  ma- 
trícula por  tiempo  igual  al  de  su  condena  al  in- 
dustrial 6  mercader  que  adultere  ó  falsifique 
alimentos  y  bebidas;  todo  lo  cual  supone  el 
mismo  propósito  de  castigar,  á  más  del  fraude, 
el  abuso  del  cargo  ó  ejercicio  para  cometer 
aquel. 

El  Código  chileno  no  prescribe  nada  seme- 
jante á  lo  que  es  materia  de  este  articulo. 


El  Código  español  y  el  francés  se  hallan 
al  respecto  en  la  misma  condición  que  el  chi- 
leno. 

El  Código  italiano  dice: 

«  Art  325.  Cuando  el  culpable  de  alguno  de 
los  delitos  previstos  en  los  artículos  319,  320  y 
322  cometa  el  hecho  abusando  de  una  profe- 
síón  sanitaria  ó  de  otra  profesión  ó  arte  sujeta 
á  vigilancia  por  razón  de  salud  pública,  la  pena 
será:  » 

|6 
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«  I*?  De  reclusión  de  seis  mese 
años  y  multa  no  inferior  á  loo  liras  ei 
previsto  en  el  artículo  319.  b  (i) 

«  2."  De  reclusión  de  tres  meses  ; 
y  multa  de  50  á  5,cxx>  liras  en  el  caso 
en  el  artículo  320.  (2) 

«  3.°  De  reclusión  de  uno  á  seis 
multa  de  200  á  1,000  liras  en  el  caso 
en  el  articulo  322.  »  (3) 

(c  La  condena  por  alguno  de  los  del 
vistos  en  los  artículos  que  preceden 
324)  (4J  tiene  siempre  por  efecto  la  su; 
en  el  ejercicio  de  la  profesión  ó  arte  t 
servido  de  medio  para  cometerlo,  du 
tiempo  igual  al  de  la  reclusión  ó  de  I; 
impuesta,  » 

Si  nuestro  Código  hubiese  previsto  I 
lidad  del  abuso  de  cualquier  arte  ó  \ 
para  cometer  los  delitos  de  que  trata 
ción,  no  limitándola  á  tas  profesiones  s 
que  enumera;  si  hubiese  distinguido 
autorización  profesional  y  el  permiso 
toridad  competente  para  dedicarse  al 
de  un  arte  ó  industria,  y  considerado  h 
cada  uno  de  ellos  en  su  caso  como  cir 


(i)  Falsificación  6  adulteración  de  alimento; 
ñas. 

(z)  Venta  de  sustancias  alimenticias  ú  otras 
grosas  para  la  salud  pero  no  adulteradas  ni  faisi 

(3)  Venta  de  sustanta acias  alimenticias  no  ] 
tampoco  dano:ias. 

(4)  Véase  las  comparaciones  de  los  articule 
guientes. 
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cía  agravante,  no  habría  caído  en  la  oscuridad 
rayana  en  la  antinomia  que  hemos  hecho  notar 
al  principio  de  este  comentario, 

Art.  165,  El  médico  ó  ciiiijano  que  sin  justa  cau- 
sa rehuse,  en  circunstancias  urgentes^  prestar  los  ser- 
vicios de  su  profesión,  ó  concurra  fuera  de  tiempo ^  ó 
abandone  al  paciente  sin  motivo  grave^  sufrirá  U7ia 
multa  de  veinte  á  doscientos  pesos ,  á  favor  de  la  fa- 
milia damnificada. 

Comentario.  Ninguno  de  los  códigos  que  va- 
mos comparando  con  el  nuestro  consigna  una 
disposición  como  ésta,  que  consideramos  aten- 
tatoria contra  la  libertad  individual,  é  inspira- 
da por  un  completo  olvido  de  las  nociones  de 
derecho  y  de  delito. 

¿Quién  puede  asegurar  que  tiene  derecho  á 
los  servicios  profesionales  de  un  médico  antes 
que  á  los  de  cualquier  otro,  sin  haber  contrata- 
do previamente  su  prestación? 

Y  en  el  caso  de  preceder  contrato  ¿desde 
cuándo  es  delito  la  falta  de  cumplimiento  de 
los  pactos,  cuya  ejecución  aseguran  las  leyes 
civiles  por  medios  distintos  del  castigo? 

¿No  existe,  contra  el  médico  descuidado  ó 
indolente,  la  sanción  moral  del  juicio  público; 
la  sanción  de  la  pérdida  de  su  clientela,  con  da* 
ño  de  sus  intereses  económicos? 

Aun  cuando  en  el  lugar  hubiese  un  solo  mé- 
dico, y  éste  se  negase  á  concurrir,  llamado  á 
prestar  su  asistencia;  no  habría  derecho  para 
enrostrarle   otra  falta  que  la  de  caridad,  deber 
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muy  alto  indudablemente  en  el  campo  de  la 
religión  y  de  la  moral;  pero  que  no  tiene  puesto 
en  el  terreno  jurídico.  Ese  médico  habrá  peca- 
do: nada  más. 


SECCIÓN    QUINTA 

DE  LOS  DELITOS  PECULIARES  A  LOS 
EMPLEADOS  PÚBLICOS 

Comentaría.  Para  examinar  con  seguro  cri- 
terio las  disposiciones  contenidas  en  esta  sec- 
ción, debemos  aquilatar  el  valor  jurídico  de 
ciertos  términos  que,  en  el  lenguaje  vulgar  y 
en  la  misma  ley,  suelen  ser  considerados  como 
sinónimos  6  equivalentes,  no  siéndolo  en  reali- 
dad; confusión  de  voces  que  puede  traer  y  trae 
en  efecto  confusión  de  las  ideas. 

Autoridad,  atribución,  función,  empleado  y 
funcionario;  son  palabras  que  generalmente 
usamos  sin  darles  su  signiñcación  propia;  y 
nuestros  legisladores,  al  emplearlas,  por  lo 
menos  con  igual  falta  de  cuidado,  han  in- 
troducido en  el  Código  cierto  desorden  y 
abierto  ciertos  vacíos  que  un  examen  atento 
nos  hará  percibir. 

El  ejercicio  del  poder  político  no  puede  efec- 
tuarse sin  el'  consurso  de  muchos  individuos; 
de  los  que,  unos  practican  actos  materiales  en- 
caminados al   desarrollo  y  perfeccionamiento 


\ 
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comunes,  y  otros,  dirigen,  en  esferas  más  ó 
menos  amplias,  la  ejecución  de  esos  actos, 
dictando  las  órdenes  convenientes  en  forma  de 
leyes,  decretos,  reglamentos  6  resoluciones,  es 
decir,  llevando  la  iniciativa  en  esa  labor  solida- 
ria de  los  consagrados  al  servicio  público. 
Unos  y  otros  son  órganos  para  la  realización 
del  derecho;  y  cada  una  de  las  manifestaciones 
de  su  actividad  tendentes  á  ese  fin  es  um  fun- 
ción. De  suerte  que  aun  cuando  desde  la  pri- 
mera y  más  alta  entidad  en  el  organismo  so- 
cial, desde  el  soberano  hasta  el  último  de  los 
ciudadanos,  todos  son  funcionanoSf  porque  á  to- 
dos corresponde  hacer  una  suma  mayor  ó  me- 
nor de  esfuerzos  encaminados  á  la  conserva- 
ción, desarrollo  y  perfeccionamiento  de  la  so- 
ciedad; se  reserva  especialmente  tal  denomina- 
ción á  los  que  desempeñan  funciones  no  enco- 
mendadas á  todos  los  miembros  de  la  asocia- 
ción en  general. 

Entre  los  funcionarios,  los  encargados  de  la 
dirección  y  revestidos  de  poder  bastante  para 
señalar  con  más  ó  menos  amplitud  el  rumbo 
que  se  haya  de  seguir  para  que  el  orden  se 
conserve  y  el  derecho  se  cumpla,  son  designa- 
dos con  el  nombre  de  autoridades.  Igual  deno- 
minación, autoridad,  tiene  el  poder  de  que  es- 
tan  investidos. 

Los  funcionarios  que  no  ejercen  autoridad 
pueden  desempeñar  las  labores  que  les  están 
confiadas  sin  necesidad  de  prepararse  con  co- 
nocimientos especiales  ni  de  consagrarles  casi 
toda  su  actividad;  ó   han  menester,  por  el  con- 
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trario,  de  estudios  teóricos  y  prácticos, 
particular  dedicación  á  la  tarea  que 
impuesta.  En  este  segundo  caso,  la  s 
á  la  vez  que,  para  llamarlos  al  servicio, 
ge  la  condición  de  poseer  ciertas  calida 
señales  y  una  aplicación  asidua  á  sus  fi 
oficiales,  les  garantiza  la  subsistencia, 
doles  de  los  fondos  públicos  una  renta 
do  como  remuneración.  Estos  funciona 
los  empleados. 

Seria  imposible  el  orden  en  el  servic 
co,  si  los  que  á  él  están  consagrados  fu 
bitros  para  tomar  á  su  cargo  las  funcio 
les  pareciese  conveniente  desempeñj 
sería  un  desconcierto,  y  para  evitarlo,  i 
ben  tener  ciertas  funciones  y  otros,  fi 
diferentes.  Las  funciones  asignadas 
uno  son  sus  atñbuciones. 

Deducimos  de  lo  expuesto; 

I.*  Que  los  particulares  usurpan  furu 
blicas  practicando  actos  que  correspo 
especial  á  determinados  individuos  c 
mlnistración: 

2°  Que  los  funcionarios  al  inmiscuir: 
tos  que  no  son  de  su  incumbencia  usw 
buciones  de  otro: 

2°  Que  los  funcionarios  no  investídc 
der  directivo  usurpan  autoñdad,  cuando 
cen: 

4."  Que  las  autoridades  usutpan  ati 
ó  autoridad  de  otra,  cuando  ejercen  la 
lugar  ó  sobre  cosas  ó  personas  que  no 
legalmente  sometidos: 
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5.^  Que  el  legislador  que  administra  ó  juz- 
ga; el  juez  que  administra  ó  legisla,  y,  el  admi- 
nistrador que  legisla  ó  juzga;  cometen  en  el 
más  alto  grado  el  delito  de  usurpación  de  auto- 
ridad: 

6.*  Que  los  funcionarios  revertidos  de  auto- 
ridad pueden  abusar  de  ella,  axcediéndose  en 
su  ejercicio;  y  los  subalternos  y  empleados,  in- 
currir en  inexactitud  y  otros  delitos  al  desem- 
peñar sus  cargos  respectivos;  más  no  abusar, 
como  los  primeros,  de  un  poder  de  que  carecen: 

7^  Que  un  código  penal  perfecto  debe  poner 
á  la  cal>eza  de  los  delitos  de  usurpación  de  au- 
toridad, los  que  consistan  en  la  invasión  de  las 
funciones  que  la  Constitución  señala  respectiva- 
mente á  los  tres  poderes  del  Estado;  en  segui- 
da, la  intromisión  en  actos  de  autoridad;  luego, 
el  ejercicio  indebido  de  empleo  ó  cargo  publico; 
y  por  último,  la  usurpación  de  funciones  subal- 
ternas. 

Nuestro  Código,  como  veremos  en  seguida, 
ó  ha  olvidado  los  atentados  que  el  Congre- 
so y  el  Poder  Ejecutivo  pudieran  cometer  in- 
vadiéndose recíprocamente,  ó  usurpando  las 
funciones  del  Judicial;  ó  no  ha  tenido  valor  pa- 
ra declarar  la  criminalidad  de  esos  atentados, 
capaces  de  producir  mayores  trastornos  en  el 
orden  público  que  el  parricidio,  castigado  con 
el  último  suplicio.  Apenas  ha  habido  coraje 
para  mostrar  los  puños,  permítase  la  frase,  al 
manso  Poder  Judicial,  exagerando  sus  debili- 
dades y   extravíos,  al   extremo  de  hacerle   crí- 
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men  aún  de  sus  errores  al  seguir  las  i 
des  del  enjuiciamiento. 

No  nos  ciega  el  espíritu  de  cuerpo 
guese  las  iniquidades  del  Juez  apasionj 
nal;  pero  no  se  deje  á  la  sociedad  ei 
á  la  tiranía  de  los  otros  Poderes,  cus 
sando  sobre  la  ley  fundamental  y  sobr 
deros  que  ella  marca  á  sus  atribucione: 
al  campo  judicial  á  extrangular  el  der 
vado:  al  de  la  administración,  á  sacri 
del  Estado;  ó  al  del  legislador,  para  '. 
bla  rasa  de  las  instituciones. 

¿Que  importa  que  un  articulo  const 
declare  que  el  Presidente  de  la  Repúl 
Ministros  de  Estado  y  los  miembros  d 
maras  pueden  ser  acusados  por  los  de 
cometan  en  el  ejercicio  de  sus  résped 
Clones? 

¿Que  importa  la  existencia  de  una  ] 
ral  de  responsabilidad  para  fijar  las  fo 
enjuiciamiento;  si  el  Código  penal  no 
el  delito  de  usurpación  de  funciones 
toridad  á  que  nos  referimos,  ni  sefíala 
correspondiente? 

¿Que  importa  que  un  articulo  de  est 
(inc.  3^  art.  166)  declare  reo  de  usurp 
autoridad  al  empleado  público  que  ejerc 
ciones  que  no  le  competen  por  la  ley 
el  Jefe  del  Estado  y  sus  Ministros,  1 
que  los  Diputados  y  Senadores  están 
mente  excluidos  del  número  de  los  et 
públicos,  y  no  hay   una  prescripción  I 
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cV^rre  las  puertas  á  toda  distinción  para  los 
^Xfectos  penales? 

Tenemos,  pues,  el  sentimiento  de  creer  que 
la  sección  que  vamos  á  comentar  ha  sido  meti- 
culosamente encerrada  dentro  de  limites  es- 
^  trechisimos,  al  destinarla  puramente  á  delitos 

peculiares  á  los  empleados  y  no  á  los  funciona*- 
ríos  públicos.  Verdadera  telaraña  que  cogerá 
á  los  débiles  y  dejará  escapar  á  los  fuertes. 

Podría  objetársenos  que  es  absurdo  preten* 
der  el  enjuiciamiento  de  todo  el  personal  de 
un  Congreso  ó  del  Poder  Ejacutivo;  que  la 
Constitución  declara  irresponsables  á  los  Re* 
presentantes  por  las  opiniones  que  expresen 
en  los  debates  parlamentarios;  que  sería  des- 
'  conocer  su  inviolabilidad  declararles  culpables 
por  los  hechos  á  que  hemos  aludido;  y  que  el 
Congreso  no  puede  usurpar  las  atribuciones 
de  los  otros  Poderes  sin  la  complicidad  del  Eje- 
cutivo, por  cuanto  las  resoluciones  del  primero 
tienen  que  ser  promulgadas  por  el  segundo 
para  quedar  en  aptitud  de  surtir   sus   efectos. 

Trataremos  de  contestar  tales  argumentos. 

£1  primero  es  visiblemente  fútil:  la  justicia 
no  depende  del  número  en  ningún  caso,  ni 
nunca  podría  sostenerse  que  un  delito  debe 
quedar  impune  por  ser  crecido  el  número  de 
los  delincuentes.  En  los  de  rebelión  y  sedi- 
ción, los  culpables  son  con  frecuencia  aún  más 
numerosos  que  los  que  podrían  resultar  en  el 
enjuiciamiento  de  una  Cámara  ó  de  ambas;  y 
ese  no  es  obstáculo  para  que  la  culpa  se  casti- 
gue.    Para  los  casos  en  que  la  pena  resulte,  al 

37 
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parecer,  cruel  ó  inconveniente,  por  el  gran  nu- 
mero de  individuos  á  quienes  se  haya  de  apli- 
car; se  ha  tomado  un  temperamento  que  se 
supone  concilia  los  fueros  de  la  justicia  con  el 
interés  de  la  sociedad,  (i)  Adoptando  el  mis- 
mo procedimiento,  ü  otro  análogo,  se  reduciría 
á  menores  proporciones  el  efecto  del  castigo. 
La  irresponsabilidad  del  Representante  no 
se  extiende  ni  puede  extenderse  hasta  cubrir 
con  la  impunidad  los  atentados  contra  las  le- 
yes existentes.  Expresar  una  opinión  contra- 
ria á  un  mandato  legal  ó  un  artículo  de  la  Cons- 
titución, cuando  se  trate  de  derogarlos  ó  refor- 
marlos, es  licito  á  los  legisladores;  pero  de  ahi 
á  resolver  que  se  conculque  la  ley  no  deroga- 
da, y  esto  en  punto  tan  sustancial  como  la  in- 
dependencia de  los  poderes;  hay  inmensa  dis- 
tancia. Todo  el  que  ejerce  funciones  públicas 
es  responsable  del  modo  como  las  ejerce,  se- 
gún el  articulo  ii.®  déla  Constitución. 

La  complicidad  del  Ejecutivo,  en  las  usurpa- 
ciones de  autoridad  que  el  Congreso  cometa, 
no  es  extrictamente  necesaria  ni,  aun  cuando 
lo  fuera,  legitimaria  la  violación  de  la  ley. 
Cuando  el  primero  no  promulga  las  resolucio- 
nes del  segundo,  toca  hacerlo  al  Presidente  de 
éste;  y  entonces  el  atentado  puede  consumarse 
sin  anuencia  del  Ejecutivo  y  aún  á  pesar  de  és- 
te. Pero  si  ambos  poderes  hacen  de  su  parte 
lo  necesario  para  que  la  invasión  de  atribucio- 


(i)  .Véase  los  artículos  70  y  148  de  es  Código. 
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nes  se  realice;  la  existencia   de  un  cómplice  ó 
coautor  no  es  obstáculo  para  la  penalidad. 


TITULO    I.* 

DE  LA  USURPACIÓN  DE  AUTORIDAD 

Art.  166.   Usurpa  autoridad: 

1^  El  que  ejei^ce  funciones  públicas  sin  título  ó 
nombramiento   expedido  por  autoridad    competente: 

2S  El  que  hallándose  destituido  ó  suspenso  de 
un  cargo  público^  continua  ejerciendo  las  funciones 
anexas  á  el: 

3.^  El  empleado  público  que  ejerce  atribuciones 
que  no  le  competen  por  ley: 

4.^  El  juez  ó  tribunal  que  ejerce  jurisdicción^ 
contraviniendo  á  lo  dispuesto  sobre  esta  materia 
por  el  Código  de  Enjuiciamientos  en  materia  civil 
ó  penal. 

Comentario.  Bien  claras  son  las  disposiciones 
de  los  incisos  i.*  y  2.*  de  este  artículo,  para  que 
nos  detengamos  en  amplificarlas;  y  en  cuanto 
á  la  del  inciso  4.®  nos  basta  referirnos  á  los  ar- 
tículos del  Código  de  Enjuiciamientos  en  ma- 
teria civil  que  tratan  de  los  modos  como  se  ad- 
quiere, se  suspende  ó  se  pierde,  del  todo  ó  par- 
cialmente, la  jurisdicción.  Pero  con  respecto 
de  lo  declarado  por  el  3.**  tenemos  que  hacer 
algunas  observaciones  sobre  lo  que,  en  la  prác- 
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tica  de  la  vida  civil  sucede  entre  nos 
bre  las  corruptelas  que  en  ella  han 
introducirse  y  que  una  tradición  inve 
revestido  de  cierto  prestigio,  hasta  el 
erarse  que  son  el  legitimo  ejercicio  t 
cienes  legales. 

Nos  referimos  á  la  administrador 
cia  por  las  autoridades  políticas;  y  á 
vención  indebida  de  los  jueces  de  paz 
tos  criminales  que  no  son  de  su  coir 

Deberíamos  prescindir  en  este  libn 
batir  abusos,  dejando  esta  tarea  á  la  { 
riódica,  á  la  que  extrictamente  con 
pero  ellos  están  tan  arraigados  en  ni 
ganismo  político,  y  se  ha  extravtad( 
criterio  de  los  diaristas,  aplaudidoresn 
ees  de  las  más  chocantes  anomalías,  qu 
muchos  años  antes  de  que  nuestras 
ciones  carezcan  de  oportunidad.  B 
mos  que  al  estudiar  las  institucione! 
prescindir  de  censurarlo  mismo  que 
denan;  más  cuando  los  abusos  han  [ 
mar  en  el  concepto  público,  las  apari< 
Instituciones  también,  no  es  perdido 
que  se  consagre  i.  criticarlas. 

Los  funcionarios  políticos,  espe 
Subprefectos,  Gobernadores  yTenien 
tos,  admiten  demandas,  expiden  es 
emplazamiento,  actúan  pruebas,  y  s 
como  verdaderos  jueces;  no  siendo  ra 
fallo  que  pronuncian,  á  más  de  nulo, : 
dalosamente  injusto. 


—  293  — 

Esos  mismos  funcionarios»  cuando  se  trata 
de  instruir  un  sumario,  con  ocasión  de  delito 
cometido  donde  no  reside  el  Juez  de  i*  Instan- 
cia, acostumbran  designar  un  juez  de  paz  dócil 
á  sus  exijencias,  declarando,  por  sí  y  ante  sí, 
impedido  al  que  legalmente  debió  intervenir 
en  la  organización  de  tal  sumario,  que  resulta 
nulo  por  falta  de  jurisdicción  en  el  juez  que  lo 
levantó;  y  se  apresuran  á  hacer  restituciones  y 
ordenar  indemnizaciones,  imposibilitando  en 
muchos  casos  la  comprobación  del  cuerpo  del 
delito  y  el  castigo  del  verdadero  culpable.  Sin 
embargo^  hay  prensa  que  los  alienta  en  sus  de- 
masías, aplaudiendo  el  celo  de  los  que  así  tras- 
tornan la  administración  de  la  justicia  criminal, 
cuando  precisamente  debiera  improbar  su  con- 
ducta, por  honrados  que  sean  sus  propósitos, 
puesto  que  al  practicar  tales  actos  usurpan 
funciones  que  corresponden  al  Poder  Judicial. 
Los  jueces  de  paz,  por  lo  general,  usurpan 
á  su  vez  la  jurisdicción  de  los  de  i^  Instancia, 
en  los  juicios  por  delitos  contra  el  honor,  cono- 
ciendo de  los  que  versan  sobre  injurias  que  la 
ley  considera  coma  graves;  so  pretesto  de  que 
cada  cual  es.  dueño  de  caliñcarla  ofensa  verbal 
6  escrita  que  recibe,  y  de  que  estimándola  le- 
ve, está  en  el  derecho  de  llevar  su  querella  á 
un  juzgado  de  paz,  para  que  allí  sea  castigado 
el  injuriante  con  pena  menos  rigorosa  Pero 
semejante  modo  de  discurrir  descansa  sobre 
-  errado  concepto  de  la  justicia  social,  como 
»  otro  lugar  lo  hemos  demostrado:  no  es  el 
;z  el  ejecutor  de  las  venganzas  privadas,  sino 
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el  reparador  del  estado  de  derecho  turbado  con 
el  delito,  sin  que  desaparezca  este  carácter  por 
el  hecho  de  reservarse  su  acción,  en  ciertos  ca- 
sosy  hasta  que  el  agraviado  la  solicite. 

Los  funcionarios  políticos  y  judiciales  de  que 
hemos  hablado  se  hacen,  pues,  reos  del  delito 
de  usurpación  de  autoridad  que  prevee  el  ter- 
cer inciso  del  articulo  que  comentamos. 

Este  artículo  ha  sido  ampliado  por  el  56*  de 
la  ley  de  Municipalidades  de  14  de  Octubre  de 
1892  que,  que  refiriéndose  á  la  formación  de 
las  Mesas  receptoras  de  sufraj;ios  para  la  elec- 
ción de  los  Concejos,  dice:  <r  Son  reos  del  deli- 
(c  to  de  usurpación  de  autoridad  y  como  tales 
a  penados  conforme  á  la  ley  los  que  forman 
c  otras  mesas  distintas,  aun  en  el  caso  de  ha- 
a  ber  sido  favorecidos  por  la  suerte.  » 

La  nueva  disposición  tiene  el  inconveniente 
de  no  señalar  cual  de  las  penas  establecidas 
por  el  artículo  167  debe  imponerse  al  caso  adi- 
cional, aunque  parece  lo  más  natural  que  sean 
las  prescritas  para  los  reos  del  delito  descrito 
en  el  inciso  i^  del  166  y  en  la  primera  parte 
del   167. 

El  Código  argentino,  en  su  artículo  240 
consigna  exactamente  las  disposiciones  de  los 
tres  primeros  incisos  del  nuestro,  concebidos 
literalmente  en  los  mismos  términos;  pero  no 
considera  delincuentes  á  los  jueces  y  tribunales 
que^  al  ejercer  jurisdicción,  lo  hacen  contra- 
viniendo á  las  disposiciones  de  los  respectivo! 
Códigos  procesales;  porque  sin  duda  conside 
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ra  suficientes  las  prescripciones  sobre  respon- 
sabilidad judicial  que  esos  mismos  códigos  ó 
leyes  especiales  contienen,  para  reprimir  y  pre- 
venir los  desvios  de  la  magistratura.  Yá  nues- 
tro juicio  tiene  sobrada  razón,  si  es  ese  el  mo- 
tivo de  su  silencio;  porque  hay  mucha  distan- 
cia entre  usurpar  una  potestad  de  que  en  lo 
absoluto  se  carece,  ó  dar  mayor  amplitud  que 
la  legalmente  concedida  á  la  que  se  posee;  y 
ejercerla  con  olvido  de  las  ritualidades  del  for- 
mulismo. 

El  Código  belga  considera  reos  de  usurpa- 
ción de  funciones:  al  que  se  haya  inmiscuido  en 
funciones   públicas,    civiles   ó    militares    ("art. 
227):  á  los  jueces,    oficiales  del  Ministerio  pú- 
blico y  de  la  policía  judicial  que   se  hayan    in- 
miscuido en  el   ejercicio   del  poder  legislativo, 
ya  por  reglamentos  que   contengan  disposicio- 
nes legislativas,  ya  decretando  ó  suspendiendo 
la  ejecución  de  una  ó  varias   leyes,  ya  delibe- 
rando sobre  la  tesis  de  si  se  ejecutarán  dichas 
leyes;  ó  que  se  hayan   extralimitado  de  sus  fa- 
cultades,   inmiscuyéndose   en  materias   de   la 
competeticia  de  las  autoridades  administrativas, 
ya  dictando  reglamentos   sobre   dichas   mate- 
rias, ya   resistiéndose  á  ejecutar   las  órdenes 
emanadas  de  la  Administración  (art.  237):  á  los 
^ueces  que,  conociendo  con  anterioridad  á  ellos 
iel   asunto  la  autoridad  administrativa,   hayan 
procedido   sin  embargo   al  fallo   del  negocio, 
ipesar  de  la  competencia  legalmente  entabla- 
da por  dicha  autoridad  y  antes  de  la  decisión 
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del  tribunal  de  casación  (art.  238):  y  á  los  Go- 
bernadores, Comisarios  de  distrito,  burgomaes- 
tres (alcaldes)  y  miembros  del  cuerpo  adminis- 
trativo que  se  hayan  inmiscuido  en  el  ejercicio 
del  poder  legislativo,  6  que  se  hayan  ingerido 
tomando  resoluciones  encaminadas  á  imponer 
órdenes  ó  prohibiciones  á  los  tribunales  (art. 
239.) 

¿;  La  lectura  atenta  de   estas  disposiciones  de- 

^  muestra  que  tampoco  el  código  belga  conside- 

ra delictuoso  el  ejercicio  irregular  de  las  fun- 
ciones judiciales  por  los  individuos  que  perte- 
necen á  este  poder,  mientras  no  hayan  invadido 
las  atribuciones  del  legislador  ó  de  la  Adminis- 
tración. 


El  Código  chileno  distribuye  en  cuatro  pá- 
rrafos diferentes  la  materia  de  este  artículo  y, 
á  nuestro  entender,  con  más  lógica  y  claridad 
que  el  Código  peruano.  Se  ocupa  de  la  tmír- 
pación  de  funciones  ó  nombres;  de  la  anticipaeión  y 
prolongación  indebida  defunciones  públicas;  de  la 
usurpación  de  atribuciones,  y  de  la  prevaricación. 

Entre  los  que  usurpan  funciones  considera, 
no  solo  al  que  se  ñnge  autoridad  ó  empleado 
público;  sino  también  al  que,  sin  serlo,  se  pre- 
senta como  profesor  de  una  facultad  que  re- 
quiera titulo;  ó  como  sacerdote,  ó  con  el  nom- 
bre  de  distinta  persona;  y  previene  que  el  sa- 
cerdote suspenso  que  ejerciere  las  funcione 
de  que  está  privado,  incurre  en  el  mismo  del 
to  que  el  que   las  usurpa  (art.  213,  214,  215, 
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Entre  los  que  anticipan  funciones  públicas, 
usurpándolas  en  cierto  modo,  por  cuanto  no 
se  hallan  legalmente  aptos  para  su  desempeño, 
incluye  al  que  hubiere  entrado  en  ejercicio  de 
cargo  ó  empleo  sin  haber  prestado  en  debida 
forma  el  juramento  6  la  fianza,  ó  llenado  las  de- 
más formalidades  exijidas  por  la  ley  ó  (art. 
216);  y  entre  los  que  indebidamente  prolongan 
dichas  funciones,  al  empleado  público  que  con- 
tinuare desempeñando  su  empleo,  cargo  ó  co- 
misión después  de  que  debiera  cesar  conforme 
á  las  leyes,  reglamentos  ó  disposiciones  espe- 
ciales de  su  ramo  respectivo  (art.  217),  y  al  que 
legalmente  requerido  para  que  se  inhiba,  con- 
tinué procediendo  antes  de  que  se  decida  la 
contienda  (art.  219.) 

Son  usupadores  de  atribuciones:  el  emplea- 
do público  que  dictare  reglamentos  ó  disposi- 
ciones generales  excediendo  maliciosamente 
sus  atribuciones  (art.  221):  el  empleado  del  or- 
den judicial  que  se  arrogare  atribuciones  pro- 
pias de  las  autoridades  administrativas,  ó  im- 
pidiere á  estas  el  ejercicio  legítimo  de  las  suyas 
(art.  222):  el  empleado  del  orden  administrati- 
vo que  se  arrogue  atribuciones  judiciales  ó  im- 
pidiere la  ejecución  de  una  providencia  dictada 
por  tribunal  competente  (art.  id.)  siendo  ne- 
cesario, para  que  haya  delito  en  uno  y  otro  ca- 
so, que,  entablada  y  resuelta  la  competencia, 
el  funcionario  declarado  incompetente  continué 
procediendo. 

Reservamos,  para  cuando  comparemos  el  tí- 
tulo referente  á  prevaricato  en  nuestro  Código, 

38 
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los  distintos  casos  de  prevaricación  qu2  el 
leño  contiene;  pero  indicaremos  desde  I 
que,  según  el  inciso  2.°  del  artículo  224  d 
te  último,  es  de  prevaricación,  y  no  de  usi 
ción  de  autoridad,  el  de  contravenir  á  sa 
das  á  las  leyes  que  reglan  la  sustanciacíó 
los  juicios,  en  términos  de  producir  nu 
en  todo  ó  en  parte  sustancial. 


El  Código  espaSol  destina  sus  articulo! 
á  348,  de  los  que  forma  capítulo  especial,  á 
cribir  y  penar  la  usurpación  por  particul; 
de  funciones,  calidad  y  títulos  y  el  uso  inde 
de  nombres,  trajes,  insignias  y  condecor 
nes:  del  361  en  adelante  se  ocupa  de  los 
tos  de  los  empleados  públicos  en  el  ejer 
de  sus  cargos,  considerando  como  tales  la 
varicación,  la  inñdelidad  en  la  custodia  de 
sos  y  de  documentos,  la  violación  de  secretí 
desobediencia  y  denegación  de  auxilio,  lí 
ticipación,  prolongación  y  abandono  de  fui 
nes  públicas,  la  usurpación  de  atribución 
nombramientos  ilegales,  los  abusos  cont 
honestidad,  el  cohecho,  la  malversación  de 
dales  públicos,  los  fraudes  y  exacciones  Í1 
les,  y  de  las  negociaciones  prohibidas  á  los 
pleados. 

En  este  código  se  advierte  la  separacíór 
tre  los  delitos  cometidos  por  particulares  ; 
de  los  funcionarios  públicos,  que  el  nuestro 
funde  abrazándolos  en  el  mismo  título;  j 
cuando  se  nota  inexactitud  de  expresión  i 
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á  la  en  que  ha  incurrido  el  Código  peruano,  lla- 
mando en  general  empleados  á  cuantos  ejer- 
cen funciones  públicas;  ha  cuidado  de  salvar 
todo  error,  en  las  disposición  general  de  su  ar- 
tículo 416,  que  dice;  «  Para  los  efectos  de  este 
título  y  de  los  anteriores  del  presente  libro,  se 
reputará  funcionario  público  todo  el  que  por 
disposición  inmediata  de  la  ley  ó  por  elección 
popular  ó  por  nombramiento  de  autoridad  com- 
petente, participe  del  ejercicio  de  funciones 
públicas.  ]i 

Viniendo  ahora  á  la  comparación  especial 
del  artículo  166  de  nuestro  Código  con  el  es- 
pañol; hallamos  que  éste  considera  reo  de  usur- 
pación de  funciones,  al  que  sin  título  ó  causa 
legítima  ejerce  actos  propios  de  una  autoridad 
ó  funcionario  público,  atribuyéndose  carácter 
oficial  (art.  342):  reo  de  usurpación  de  calidad, 
al  que  atribuyéndose  la  de  profesor  ejerciere 
publicamente  actos  propios  de  una  facultad 
que  no  pueda  ejercerse  sin  título  especial  (art. 
343),  al  que  usurpare  carácter  que  habilita  pa- 
ra el  ejercicio  de  los  actos  propios  de  los  mi- 
nistros de  un  culto  que  tenga  prosélitos  en  Es- 
paña ó  ejerciere  dicho  actos  (art.  344):  reo  de 
usurpación  de  título,  al  que  usare  y  pública- 
mente se  atribuyere  títulos  de  nobleza  que  no 
le  pertenecieren  (art.  345):  de  usurpación  de 
nombre  supuesto  sin  permiso  de  la  autoridad, 
delito  que  se  agrava  cuando  la  suposición  de 
nombre  tiene  por  objeto  ocultar  delito,  eludir 
pena  ó  causar  perjuicio  á  los  particulares  ó  al 
Estado  (art-  346);  y   reo  de  uso  indebido   de 


traje,  insignia  ó  condecoración,  al  que 
nare  con  ellos  sin  estar  autorizado  á 
{art.  347.) 

El  mismo  código  declara  culpable  i 
pación  de  funciones  públicas,  al  que  < 
desempeñar  un  empleo  ó  cargo  públic 
ber  prestado  en  debida  forma  el  jura 
fíanza  requeridos  por  las  leyes  (art. 
prolongación  de  las  mismas,  al  funcioi 
buco  que  continuare  ejerciendo  su  emf 
go  6  comisión  después  que  debiere  ct 
forme  á  las  leyes,  reglamentos  ó  dispc 
especiales  de  su  ramo  respectivo  (art, 
de  abandono,  al  que,  sin  habérsele  ; 
la  renuncia  de  su  destino,  lo  abandoi 
daño  de  la  causa  pública  (art.  387);  de 
ción  de  atribuciones,  al  funcionario  pút 
invadiere  las  del  poder  legislativo,  ya 
reglamentos  ó  disposiciones  generali 
diéndose  de  sus  atribuciones,  ya  derc 
suspendiendo  la  ejecución  de  una  ley  (e 
al  juez  que  se  arrogue  atribuciones  pr 
las  autoridades  administrativas  ó  imf 
estas  el  ejercicio  legítimo  de  las  suyas, 
cionario  administrativo  que  se  arrogu 
clones  judiciales  ó  impidiere  la  ejecti 
una  providencia  ó  decisión  dictada  f 
competente  (art.  389),  al  funcionario 
que,  legalmente  requerido  de  ¡nhibici¿ 
tinuare  procediendo  antes  que  se  decid 
tienda  jurisdiccional  (art.  390),  á  los  f 
rios  administrativos  ó  militares  que  di 
órdenes  ó  intimaciones  á  una  autoridad 
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I  que  sean  déla  exclusiva  competencia  de  los  tri- 
í,  bu  nales  de  justicia  (art.  391),  al  eclesiástico 
i  que,  requerido  por  el  tribunal  competente,  re- 
husare remitirle  los  autos  pedidos  para  la  de- 
p  cisión  de  un  recurso  de  fuerza  interpuesto 
f  (art.  392.)  

f  El  Código  francés  no  admite  usurpación  de 

autoridad  ó  atribuciones  en  los  individuos  del 
I  poder  legislativo   que   indebidamente  ejerzan 

funciones  judiciales  ó  administrativas;  pero  si 
considera  culpables  de  usurpación  de  autoridad: 
i.*^  á  los  jueces,   procuradores  generales  ó  de 
la  República  ó  sus  sostitutos  y  oficiales  de  po- 
licía que  se   hubiesen  inmiscuido  en  el  ejerci- 
cio del  poder   legislativo,  ya   con  reglamentos 
que  contengan  disposiciones  legislativas,  ya  de- 
cretando ó  suspendiendo  la  ejecución    de  una 
ó  varias  leyes,  ya  deliberando  sobre  si  las  leyes 
deben  ser  publicadas  ó  ejecutadas:  2.°  á  los  mis- 
mos que  se  hubiesen  extralimitado  en  su  auto- 
ridad, inmiscuyéndose  en  las  materias  que  son 
de  la  jurisdicción    délas   autoridades  adminis- 
trativas,   ya  prohibiendo  ejecutar   las  órdenes 
emanadas  de  la  administración,  ó  que  habiendo 
permitido  ó  mandado  citar  á  los   administrado- 
res con  motivo  del   ejercicio  de  sus  funciones, 
hubiesen  persistido   en  la  ejecución  de  sus  fa- 
os  ú  ordenanzas,  á  pesar  de  la  anulación  con- 
tra ellos    pronunciada,  ó   del  conflicto  que  les 
ubiese  sido  notificado  (art.  127):  3.^á  los  jue- 
es  que  á  pesar  de   la  reivindicación  formal- 
mente hecha  por  la  autoridad  administrativa 
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sobre  un  asunto  llevado  ante  los  mismos,  hu- 
biesen pronunciado  un  fallo  antes  de  la  decisión 
de  la  autoridad  superior;  y  á  los  oficiales  del 
Ministerio  público  que  hubiesen  hecho  reque- 
rimientos ó  presentado  conclusiones  sobre  el 
mismo  /alio  (art.  128):  4.®  á  los  jueces  que  des- 
pués de  una  reclamación  legal  de  las  partes  in- 
teresadas ó  de  la  autoridad  administrativa,  hu- 
biesen, sin  autorización  del  Gobierno,  dado 
ordenanzas  ó  decretado  mandatos  contra  sus 
agentes  ó  comisionados,  acusados  de  crímenes 
ó  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, y  á  los  oficiales  del  Ministerio  público  ó 
de  policía  que  hubieren  requerido  dichas  orde- 
nanzas ó  mandatos  (art.  129):  5.®  á  los  Gober- 
nadores, Sub-gobernadores,  Alcaldes  y  demás 
funcionarios  administrativos  que  se  hubieren 
inmiscuido  en  el  ejercicio  del  Poder  Legislati- 
vo, como  queda  dicho  en  el  número  i."del 
articulo  127,  ó  que  se  hubieren  propasado  á 
publicar  datos  generales  con  objeto  de  intimar 
órdenes  ó  prohibiciones,  cualesquiera  que  sean, 
á  los  Tribunales  de  apelación  ó  de  primera 
instancia  (art.  130):  6.**  á  los  mismos  funciona- 
rios administrativos  que  usurparen  las  funcio- 
nes judiciales  propasándose  á  conocer  de  los  de- 
rechos ó  intereses  privados  que  son  de  la  ju- 
risdicción de  los  Tribunales,  y  que  después  de 
la  reclamaciones  de  las  partes  ó  de  una  de  ellas 
hubiesen  resuelto  no  obstante  el  asunto  antes 
que  la   autoridad   superior  haya   fallado    (art. 
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El  Código  italiano,  en  sus  artículos  185  y 
186,  califica  de  usurpación  de  funciones  públi- 
cas, títulos  ú  honores  los  actos  siguientes:  asu- 
mir indebidamente  cargos  públicos,  civiles  ó 
militares;  continuar  ejerciéndolos  después  de 
haber  recibido  comunicación  oficial  que  mande 
cesar  en  ellos  ó  suspender  su  ejercicio,  llevar 
indebida  y  públicamente  la  divisa  ó  los  distin- 
tivos de  un  cargo,  de  un  cuerpo  ó  de  un  oficio, 
ó  arrogarse  grados  académicos,  honores,  títulos, 
dignidad  ó  cargo  público. 

En  esta  disposición,  menos  prolija  que  las 
contenidas  en  los  distintos  códigos  que  hemos 
examinado,  caben  las  usurpaciones  de  todo'  li- 
nage;  inclusive  las  que  el  legislador  puede  co- 
meter, asumiendo  las  atribuciones  de  los  otros 
poderes,  antes  de  haber  derogado  ó  modificado 
la  ley  que  demarca  las  que  á  cada  uno  de  ellos 
corresponden. 

ArL  167.  A  los  reos  comprendidos  en  el  inciso 
primero  del  artículo  anterior,  se  les  castigará  con 
arresto  mayor  en  segundo  grado  ( i )  ¿  inhabilitación 
en  primero  (2)  para  el  cargo  usurpado. 

Si  el  delito  se  comete  falsificando  títidos  ú  otro 
documento  auténtico^  se  castigará  conforme  al  artícu- 
lo 45. 

Los  comprendidos  en  el  inciso  segundo  serán  cas- 
tigados con  iíihabilitación  en  primer  grado  para  el 
cargo  de  qu^  fueron  destituidos  ó  suspensos. 


« 


Tres  meses. 
Tres  afios. 


Los  comprendidos  en  los  incisos  te 
tufrirán  suspensión  de  uno  á  tres  mese 

Comentario.  El  artículo  lo  de  la 
declara  nulos  los  actos  de  los  que 
cienes  públicas;  lo  mismo  que  los  i 
feridos  sin  los  requisitos  que  elle 
designan:  de  suerte  que,  á  mas  de 
bilidad  criminal  en  que  incurren  le 
hay  que  tener  presente  la  invalidé 
tencia  de  los  actos  que  indebidan 
caren  para  la  suspensión  de  sus 
ros,  pues  bien  se  comprende  que 
tos,  los  ya  producidos  son.  por  la 
ma  de  las  cosas,  inevitables.  Cua 
cometido  el  delito  de  usurpación  i 
públicas  se  buscará,  pues,  la  rej 
sea  posible,  más  no  se  pretendí 
mente  destruir  lo  que  es  indestruc 

Las  penas  impuestas  por  este  a 
dan  relación  con  el  delito  y  son 
cuadas  para  prevenirlo:  debiendo 
hay  justicia  en  hacer  menos  grav 
funcionarios  invasores  de  atribucic 
que  los  de  los  demás,  porque  la  i 
indebida  de  facultades  produce  mi 
nos  y  menor  alarma  social  que  1: 
escandalosa  cometida  "por  el  que  n 
rencia  legal  ninguna  en  el  ejercici( 
ridad  pública. 

El  Código  argentino,  que  sí 
dicho,  excluye  del  número  de  usu 
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autoridad,  á  los  jueces  y  tribunales  que  violan 
las  formas  del  enjuiciamiento;  castiga  á  los  de- 
más comprendidos  en  los  tres  primeros  incisos 
de  nuestro  artículo  i66,  con  arresto  de  un  mes 
á  un  año  é  inhabilitación  por  uno  ó  tres  años 
(art.  241)  y  previene  que  si  el  delito  se  come- 
tiere falsificando  títulos  ó  documentos  públicos, 
se  aplique  la  pena  del  delito  más  grave,  consi- 
derándose el  otro  como  circunstancia  agravan-- 
te  (art.  242.) 

El  Código  belga  castiga: 

i.°  Con  prisión  de  un  mes  á  dos  años,  el  de- 
lito que  hemos  mencionado  como  contenido  en 
su  articulo  227. 

2.®  Con  la  misma  pena,  y  multa  de  50  a  500 
francos,  los  comprendidos  en  el  artículo  237, 
pudiendo  imponerse  además  á  sus  autores,  du- 
rante un  periodo  de  cinco  á  diez  años,  la  inter- 
dicción de  los  derechos  de  desempeñar  funcio- 
nes, empleos  ó  cargos  públicos;  de  elección  ac- 
tiva y  pasiva  y  de  usar  condecoraciones  y  títu- 
los de  nobleza.  ^ 

3^  Con  multa  de  26  á  500  francos,  á  cada  uno 
de  los  jueces  comprendidos  en  el  articulo  238 
y  á  los  oficiales  del  Ministerio  público  que  for- 
mulen pretensiones  ó  conclusiones  para  la  sen- 
tencia. 

4.**  Con  prisión  de  un  mes  á  dos  años  y  mul- 
ta de  60  á  200  francos,  á  los  gobernadores  y  al- 
caldes á  que  se  refiere  el  artículo  239,  á  quie- 
nes se  podrá   imponer  también  la  interdicción 

S9 
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á  que  se  refiere  el  número  2°  (Véase  1 
ración  del  art.  166.) 

El  Código  chileno  pena  la  usuf] 
funciones,  á  que  se  refieren  sus  artlcu 
214,  con  reclusión  menor  en  cualquie 
grados  (i)  y  multa  de  ciento  á  mil  p 
de  nombre,  con  reclusión  menor  en 
mínimo  (2)  sin  perjuicio  de  la  pena  q 
re  corresponder  al  culpable  á  consecu 
daño  que  en  su  fama  ó  intereses  oca 
la  persona  cuyo  nombre  usurpó. 

El  que  usurpa  funciones  sacerdc 
queda  excento  por  la  pena  temporal, 
pirituales  que  la  autoridad  eclesiástic 
bien  imponerle. 

Por  los  delitos  comprendidos  en  s 
los  216,  217  y  219  impone  respectiva 
suspensión  del  empleo  ó  cargo  hasta 
satisfechos  los  requisitos  legales,  sin 
de  una  multa  de  ciento  á  quinientos 
inhabilitación  especial  temporal  para 
ú  oficio  en  su  grado  mínimo  (3)  y 
ciento  á  trescientos  pesos:  3.°  multa 
á  quinientos  pesos. 

Dispone  en  su  artículo  218,  que  el  1 
que  hubiese  percibido  indebidament 
mantos,  por  anticipación  ó  prolongada 
clones,  los  restituya  con  ta  multa  de 
por  ciento  sobre    su  importe. 

(i)  De  6t  dias  á  5  afios. 

(3)  De  61  á  540  días. 

(3)  De  3  aOos  y  un  día,  i  5  afios. 
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Por  los  delitos  comprendidos  en  los  artícu- 
los 221  y  222  impone:  suspensión  del  empleo 
en  su  grado  medio  (i)  pero  advierte  que  estas 
penas  no  sean  aplicadas  sino  cuando  entablada 
competencia  y  resuelta  por  la  autoridad  corres- 
pondiente; los  empleados  administrativos  ó  ju- 
diciales continuaren  procediendo  indebidamen- 
te.    (Véase  la  comparación  del  art.  i66.) 


El  Código  español,  después  de  castigar  con 
la  pena  de  prisión  correccional  en  sus  grados 
mínimo  á  medio  (2)  al  particular  que,  atribu- 
yéndose carácter  oficial,  ejerce  actos  propios  de 
una  autoridad  ó  funcionario  público;  impone 
respectivamente,  por  los  delitos  contenidos 
en  sus  artículos  343,  344,  345  y  346;  i.*"  arresto 
mayor  en  su  grado  m^imo  á  prisión  correccio- 
nal en  su  grado  mínimo  (3)  por  los  comprendi- 
dos en  los  dos  primeros:  2.^  multa  de  250  á 
2500  pesetas,  por  los  comprendidos  en  el  ter- 
cero; y  3.*  multa  de  125  á  1250  pesetas  por  los 
comprendidos  en  el  cuarto. 

Al  funcionario  público  que  en  los  actos  pro- 
pios de  su  cargo  atribuye  á  cualquiera  persona, 
en  connivencia  con  ella^  títulos  de  nobleza  ó 
nombre  que  no  le  pertenezcan,  le  castiga  con 
una  multa  de  150  á    1500  pesetas;  y  al  rea  de 


(i)  De  un  año  y  un  dia  á  2  afios. 

(2)  De  6  meses  y  un  dia,  á  4  afios  y  2  meses. 

(3)  De  6  meses  y  un  día,  á  2  afios  y  4  meses. 
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uso  indebido  de  traje,  insigaia  ócondecorai 
con  una  de  125  á  1250. 

Por  los  delitos  comprendidos  en  sus  artic 
384,  385.  387,  388,  389,  390,  391  y  392  ¡m¡ 
respectivamente  las  siguientes  penas: 

i^  Suspensión  del  empleo  ó  cargo  hasta 
sean  satisfechos  los  requisitos  legales  y  n: 
de  185  á  1250  pesetas: 

2^  Inhabilitación  especial  temporal  en  su 
do  mínimo  (i)  y  multa  de  125  á  1250 
setas: 

3^  Suspensión  en  sus  grados  medio  á  n 
mo  (2)  por  lo  corriente;  arresto  mayor  ( 
el  abandono  del  destino  se  hace  por  no  p< 
guir  ó  castigar  á  algún  delincuente;  y  pri 
correccional  en  sus  grados  mínimo  á  medio 
si  el  delincuente  á  quien  se  proteje  es  reí 
atentados  contra  la  Constitución  del  Estai 
su  seguridad  exterior; 

4*  Inhabilitación  especial  temporal  (5)  y 
ta  de  1 50  á  1 500  pesetas. 

5*  Suspensión.  (6) 

6^  multa  de  125  á  1250  pesetas. 

7*  Suspensión  en  sus  grados  mínimo  ó 
dio  (7)  y  multa  de  250  á  2500  pesetas. 

(i)  De  6  afios  y  un  dia,  á  8  afios. 

(aj  De  a  aftos  y  un  dia,  á  íi  años. 

(3)  De  un  raes  y  un  día,  á  6  meses. 

(4)  De  6  meses  y  un  día,  á  4  afios  y  1  meses. 

(5)  De  6  anos  y  un  dia,  á  12  afios. 
(6}  De  un  mes  y  un  dia  á  6  afios. 
(7)  De  un  mes  y  un  día  á  4  años. 
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8^  Inhabilitación  especial  temporal  (i)  que 
se  hará  perpetua  en  el  caso  de  reincidencia. 

Dispone  este  código  (art.  386)  lo  mismo 
que  el  chileno,  la  devolución  de  emolumentos 
indebidamente  percibidos  por  anticipación  ó 
prolongación  de  funciones  públicas;  pero  ha- 
ce fluctuaría  multa  adicional  entre  el  10  y  el 
50  por  ciento.  (Véase  la  comparación  del  art. 
166,  en  sus  dos  últimos  apartes.) 


El  Código  francés  castiga  con  degradación 
cívica  á  los  culpables  de  los  delitos  que  descri- 
ben sus  artículos  127  y  130,  y  con  multa  de  16  á 
icx>  francos,  á  los  que  lo  fueren  de  los  consig- 
nados en  su  articulo  128;  de  100  á  500,  francos, 
á  los  comprendidos  en  el  129;  y  de  16  á  150, 
á  los  incursos  en  el  131.  (Véase  la  compara- 
ción del  art.  166. 


El  Código  italiano  pena  con  prisión  hasta 
de  tres  meses  al  que  asuma  indebidamente 
cargos  públicos  civiles  ó  militares;  y  con  la  mis- 
ma prisión  é  inhabilitación  temporal  para  car- 
gos públicos,  al  que  prolongue  las  que  ejercía 
después  de  habérsele  notiñcado  de  suspensión 
ó  cesantía. 

El  mismo  código  castiga  con  multa  de  50  á 
IODO  liras  el  uso  indebido  de  distintivo  6  in- 
signias. 


(i)  De  6  afios  y  un  dia^  á  13  afios. 


Dispone  que  las  sentencias  en  que 
dene  por  esta  clase  de  delitos  sean  put 
á  costa  del  condenado. 


TITULO    a.* 

DE  LOS  ABUSOS  DE  AUTORIDAD 

Comentario.  Conviene  distinguir  en 
delitos  de  que  trata  este  título  y  la  sim 
cunstancia  agravante  á  que  se  refiere  é 
8.°  del  artículo  lo. 

Et  abuso  de  autoridad  es  un  acto  ofíc 
se  practica  por  un  funcionario  público 
viniendo  á  las  leyes  reguladoras  de  sus 
cienes  y  excediéndose  de  las  facultad 
ellas  le  acuerdan. 

El  delito  común  cometido  por  un  fu 
rio  ó  por  un  particular,  es  agravado  cor 
cunstancia  de  abuso  de  autoridad,  sieni] 
el  agente  se  prevale,  para  perpetrarlo, 
der  que  tiene  sobre  el  ofendido;  aune 
poder  no  se  derive  del  cargo  público  q 
sempeña.  El  padre,  guardador  ó  maes; 
prostituyen  á  la  hija,  pupila  ó  discipula  i 
nen  á  su  cuidado,  por  ejemplo,  son  reos 
lito  común,  que  se  hace  mas  grave  poi 
cunstancia  del  abuso  de  autoridad.  El 
nario  público  que  induce  á  su  subaltern 
bar,  perjurar  ó  cometer  otro  acto  punib 
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pleando  para  ello  los  medios  de  que  dispone 
por  su  carácter  oficial,  es  igualmente  culpable 
de  delito  común  con  circunstancia  agravante; 
y  no  del  privativo  abuso  de  autoridad. 

Son  sin  embargo,  numerosas  las  acusaciones 
que  ante  nuestros  juzgados  y  tribunales  hemos 
visto  presentar,  contra  funcionarios  públicos, 
por  delitos  comunes  agravados  con  la  circuns- 
tancia del  abuso  de  autoridad;  y  en  las  que  se 
daba  indebidamense  á  este  el  carácter  de  deli- 
to privativo  é  independiente  del  delito  común, 
lo  que  revela  un  error  de  concepto,  que  hemos 
creído  conveniente  rectificar.  Desgraciadamen- 
te nuestro  Código,  y  algunos  de  Tos  que  estu- 
diamos hacen  la  misma  confusión,  como  vere- 
mos al  comentar  el  articulo  siguiente. 

Art.   168.  Abusa  de  la  autoridad: 

1.^  El  empleado  público  que  sin  ser  juez  impo- 
ne penas: 

j8^  El  juez  que  impone  penas  sin  precedente 
juicio: 

3.^  El  juez  que  impone  penas  diferentes  de  las 
designadas  por  la  ley  para  cada  delito: 

4i.^  El  juez  que  de  intento  ó  por  negligencia  no 
procede  á  instruir  el  sumaríoy  ó  no  practica  las  di- 
ligencias del  juicio  dentro  de  los  términos  que  la  ley 
zeñála: 

5.^  El  juez  que  no  otorga  la  libertad  al  dete- 
nido ó  preso,  cuya  soltura  ha  debido  decretar  confor- 
me álá  ley: 
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6S  El  empleado  púllico  que  prolonga  la  de- 
tención de  un  individuo  por  más  de  veinticuatro  ho- 
ras ^  sin  ponerlo  á  disposición  del  juez  competente: 

7.^  El  empleado  público  que  allana  el  domici- 
lio de  un  ciudadano  sin  las  formalidades  prescritas 
por  la  ley,  ó  fuera  de  los  casos  que  ella  determina: 

8,^  El  empleado  público  que  no  admite  un  re- 
curso legalf  ó  rehusa  despacharlo^  ó  deniega  certifica- 
do de  prísión  ó  de  otro  acto  judicial  que  se  pida  con 
arreglo  á  la  ley: 

9.*"  El  empleado  público  que  pone  en  incomu- 
nicación sin  decreto  judicial  á  los  reos  sometidas  á 
juicio f  ó  que  levanta  la  incomunicación  ordenada  por 
el  juez: 

10.^  El  empleado  público  que  impone  privacio- 
nes arbitrarias  á  los  reos  que  se  hedían  á  su  cui- 
dado: 

11.^  El  jefe  de  la  penitenciaría  j  ó  el  que  haga 
sus  veceSf  que  reciba  algún  reo  sin  testimonio  de  la 
sentencia  ejecutoriada  en  que  se  hubiere  impuesto  lu 
pena: 

12.^  El  alcaide  ó  cualquier  empleado  de  las 

cárceles  y  otros  lugares  de  detención  y  seguridad^  que 
recibe  á  un  reo  rematado  sin  constancia  legal  de  su 
condena,  ó  á  algún  individuo  en  clase  de  detenido 
sin  orden  de  autoridad  competente,  salvo  el  caso  de 
captura  en  flagrante  delito: 

13.^  El  alcaide  ó  cualquier  otro  empleado  que 
oculta  á  la  autoridad  un  preso  detenido  que  deba  pre- 
sentar^ ó  emplea  con  este  alguna  severidad  innece^ 
sarta: 
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14  J^  El  empleado  público  que  pone  á  un  preso 
ó  detenido  en  otro  lugar  que  no  sea  la  cárcel  ó  el  es- 
tabledmiento  público  señalado  al  efecto: 

15.^  El  empleado  que  desempeñando  un  acto 
del  servicio f  comete  cualquier  vejación  contra  las  per- 
sonas,  ó  les  aplica  apremios  ilegales  é  innecesarios: 

16.^  El  juez  ó  empleado  que  seduce  á  la  mujer 
que  litiga  ó  tiene  pendiente  alguna  gestión  ante  él: 

17.^  El  alcaide  ó  encargado  de  las  prisiones  ó 
lugares  de  seguridad^  que  seduce  á  una  mujer  senten- 
dada  ó  detenida: 

18.^  El  empleado  que^  en  el  ejercicio  de  su  car- 
^0,  no  se  sujeta  á  las  prescripciones  de  las  leyes  y  re- 
glamentos  especiales. 

Comentario.  Hallamos  correctos  é  inobjeta- 
bles los  incisos  i.^  2.S  4-^  lo.*  y  14.*  de  este 
articulo;  pero  respecto  de  los  demás  tenemos 
que  hacer  las  siguientes  observaciones. 


Puede  el  juez  incurrir  en  el  abuso  descrito 
por  el  inciso  j.^  inventando  castigos  que  no 
sean  legales,  como  si  impusiera  las  penas  de 
marca,  mutilación,  azotes  etc.  que  el  Código 
na  reconoce  tales;  ó  mandando  aplicar  á  un  de- 
lito la  pena  designada  para  otro,  como  si  impu- 
siera la  de  muerte  para  el  robo,  la  de  peniten- 
ciaria para  la  calumnia,  et  sic  de  oBteris. 

La  culpabilidad  del  juez  en  el  primer  caso  es 
incuestionable;  más  en  el  segundo  puede  su- 
ceder: 1^  que,  haciendo  una  mala  calificación 
del  delito  por  su  analogía  con  otro,  imponga  la 
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pena  correspondiente  en  ese  equivocado  í 
cepto.  Asi  puede  suceder  que  por  un  hu 
que  en  extricto  derecho  no  mereciese  más 
na  que  la  de  arresto,  aplicara  la  de  cárcel 
quinto  grado,  en  la  creencia  de  tratarse  de 
robo;  y  2."  que,  haciendo  la  debida  caliñcac 
del  delito,  le  imponga  pena  señalada  para  c 
más  ó  menos  grave^  La  responsabilidad 
este  último  supuesto'es  tan  clara,  como  cua 
se  inventa  la  pena;  no  asi  en  el  de  caliñcac 
equivocada,  pues  el  error  no  es  punible. 

Buena  seria  una  declaración  de  este  in 
en  el  sentido  que  hemos  indicado. 


No  creemos  que  sea  aplicable  el  incisc 
al  caso  en  que  el  juez  deniegue  la  libertad, 
gando  procedente  la  detención  ó  prisión 
ventiva;  por  cuanto  la  apelación  para  ant 
superior,  que  hoy  es  permitida  en  virtud  d 
dispuesto  en  el  artículo  i.**  de  la  ley  de  21 
Diciembre  de  1878,  puede  remediar  el  e 
en  que  el  juez  hubiera  incurrido  al  dene 
la  soltura. 

Cuando  se  promulgó  el  Código,  la  condií 
del  acusado,  durante  el  sumario,  dependía 
elusivamente  del  juez,  que  era  arbitro  i 
mantenerle  en  dentención,  y  responsable, 
consiguiente,  en  el  caso  de  ser  esta  ¡nmei 
da.  Mas  hoy  el  detenido  puede  pretende 
libertad,  y  apelar  á  la  Corte  si  no  se  le  oto 
Las  circunstancias  de  juez  y  reo  han  cambi 
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sustancialtnente;  y  la  disposición  del  inciso  á 
que  nos  referimos  no  puede  subsistir  inva- 
riable. 

En  los  casos  en  que  admitida  y  expedita  la 
fianza  de  haz;  decretada  la  soltura  por  el  supe- 
rior;ó  absuelto  el  reo  por  sentencia  ejecutoriada, 
se  negare  el  juez  á  poner  en  libertad  al  detenido 
ó  preso;  el  abuso  es  indiscutible;  pero,  repe- 
timos, no  nos  parece  que  todo  auto  superior, 
revocatorio  de  otro  que,  con  más  ó  menos  fun- 
damento racional,  deniegue  la  libertad  del  de- 
tenido ó  preso,  haya  de  ser  acompañado  de 
la  orden  de  enjuiciamiento  del  juez  inferior. 


Aun  cuando  el  inciso  6.°  está  en  armonía  con 
lo  dispuesto  por  el  artículo  18^  de  la  Constitu- 
ción política,  hay  que  convenir  en  que  no  co- 
rresponde al  estado  casi  embrionario  de  nues- 
tras instituciones,  y  especialmente  de  nuestra 
incipiente  policía  de  seguridad.  El  término  de 
veinticuatro  horas  es  angustiosísimo  para  fun- 
cionarios que  no  disponen  de  elementos  bas- 
tantes que  les  permitan  hacer,  dentro  de  él,  las 
investigaciones  y  acopio  de  datos  necesarios 
para  conocer  el  origen  y  circunstancias  de  un 
delito  y  descubrir  á  los  que  tengan  participa- 
ción en  él,  á  fin  de  que  se  abra  el  correspon- 
diente juicio. 

Si  la  libertad  individual  merece  profundo  res- 
peto; no  lo  merecen  menor  las  relaciones  ínter- 
nacionales,  que  suelen  quedar  comprometidas 
cuando  los  delincuentes  son  extrangerosy  la  po- 
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lícía,  por  impotencia,  no  alcanza  á  llenar  su 
compromiso  de  pasar  á  los  culpables  al  poder 
judicial  dentro  de  dicho  término. 


Creemos  inconveniente  el  empleo  de  la  pala- 
bra ciudadano  en  el  inciso  7.°  por  cuanto  no  se 
requiere  la  calidad  de  tal  para  gozar  de  la  ga- 
rantía de  inviolabilidad  de  domicilio.  Si  el  agra- 
viado ha  perdido  la  calidad  de  ciudadano  ó  es 
extrangero,  el  delito  nada  pierde  de  su  grave- 
dad; y  sin  embargo  se  podría  argüir  que  no 
existe  siquiera,  por  no  tratarse  del  domicilio  de 
un  ciudadano.  El  mayor  numero  de  los  códi- 
gos que  estudiamos  han  procurado,  como  ve- 
remos en  sus  lugares  respectivos,  salvar  el  in- 
conveniente que  en  el  nuestro  advertimos. 


Conviene  distinguir  entre  el  abuso  de  auto- 
ridad que  describe  el  inciso  8."*  y  la  inexactitud 
en  el  cumplimiento  de  deberes  oficiales,  de  que 
habla  el  inciso  4,**  del  artículo  178,  pues  á  pri- 
mera vista  parece  que  una  de  estas  disposicio- 
nes fuera  la  reproducción  de  la  otra;  más  debe 
advertirse  que  la  primera  se  refiere  á  funciona- 
rios que  ejercen  autoridad  ó  poder  directivo;  y 
la  segunda,  á  agentes  subalternos  de  la  admi- 
nistración de  justicia  á  quienes  ninguna  autori- 
dad está  concedida  y  que,  por  consiguiente,  no 
pueden  abusar  de  un  poder  de  que  carecen. 
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Debe  entenderse  que  la  incomunicación  abu- 
siva á  que  se  refiere  el  inciso  9,®  es  la  impues- 
ta al  reo  después  de  prestada  su  instructiva,  y 
no  la  anterior  á  ella,  que  es  indispensable  para 
impedir  que,  aleccionado  aquel  por  sus  cóm- 
plices ó  protectores,  combine  los  medios  de 
desorientar  á  la  justicia. 


Para  que  exista  el  delito  á  que  se  contrae  el 
inciso  II**  es  necesario  que  el  jefe  de  la  peni- 
tenciaría, ó  el  que  haga  sus  veces,  reciba  al  reo 
en  la  condición  de  penitenciado,  y  lo  aloje  en 
los  departamentos  correspondientes  á  estos. 

Si  las  autoridades  superiores  de  que  el  esta- 
blecimiento depende,  remitiesen  á  él  algún  in- 
dividuo, como  detenido,  para  que  se  le  custo- 
die en  lugar  diferente  de  los  destinados  al  cas- 
tigo de  los  penitenciados,  caso  que  alguna  vez 
ha  ocurrido;  esas  autoridades  se  harán  culpa- 
bles del  delito  previsto  por  el  inciso  14.**;  pero 
no  cabrá  al  jefe  ó  empleado  que  le  reciba  res- 
ponsabilidad criminal  por  abuso  de  autoridad. 


Parece  que  en  el  inciso  12/  se  concede  á  los 
alcaides  y  empleados  de  las  cárceles  un  poder 
muy  amplio  para  eceptar  ó  no  admitir  deteni- 
dos, con  la  salvedad  que  hace  su  parte  final. 

¿Cómo  se  probaria  al  alcaide  ó  empleado  que 
rehusa  aceptar  aun  detenido,  que  él  sabia  haber 
sido  capturado  éste  en  delito  flagrante? 


Preferible  sería  en  todo  caso  obligarles  á 
aceptar  á  los  detenidos  que  en  nombre  de  la  au- 
toridad competente  les  fuesen  entregados,  con 
la  condición  de  dejarlos  en  libertad  si  dentro 
de  un  término  prudencial,ibrevís¡mo,  no  se  pre- 
sentaba escrita  la  orden  respectiva. 


Indudablemente  falta  en  el  inciso  I3.*  la 
conjuhción  ó  entre  las  palabras  preso  y  detenido; 
y  en  el  I5^,  la  misma  conjunción  ha  sido  inde- 
bidamente sustituida  con  la  copulativa  é  entre 
las  palabras  ilegales  é  innecesarios;  apesar  de  que 
usamos  la  edición  oficial  del  Código. 

El  primer  error  no  necesita  explicación. 

Creemos  en  la  existencia  del  segundo;  por- 
que evidentemente  no  es  preciso,  para  que  ha- 
ya abuso  de  autoridad,  que  los  apremios  sean 
al  mismo  tiempo  ilegales  é  innecesarios,  pues 
basta  cualquiera  de  estos  caracteres  para  que 
se  cometa  una  arbitrariedad  punible. 


Los  incisos  16.**  y  17.**  no  corresponden  á  es- 
te título,  en  que  se  trata  de  delitos  privativos 
de  funcionarios  públicos. 

Deciamos,  en  el  comentario  preliminar  de 
este  mismo  título,  que  era  un  error  confundir 
el  delito  privativo  de  abuso  de  autoridad  con 
la  simple  circunstancia  de  abuso  de  autoridad 
que  agrava  los  delitos  comunes;  y  que  nuestro 
Código,  en  alguna  parte,  incurría  en  esa  lamen- 
table confusión.     Es  precisamente  aquí  donde 
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se  ha  caido  en  esa  falta.  La  seducción  de  la 
mujer  litigante  ó  presa  no  es  peculiar  al  juez 
que  conoce  de  su  causa,  ni  al  empleado  que  la 
custodia,  aunque  uno  y  otro  puedan  consu- 
marla, haciéndose  reos  de  delito  común. 

No  parece  correcto,  tampoco,  que  se  traiga 
á  este  lugar,  propio  de  delitos  pesquisables  de 
oficio,  uno  que  no  se  puede  perseguir  sino  por 
accción  de  la  mujer  seducida  ó  de  sus  repre* 
sentantes  legales,  estando  á  lo  mandado  por 
el  artículo  278;  sin  que  baste  á  justificar  la  ano- 
malía la  necesidad  de  perseguir  el  abuso,  aun  á 
pesar  de  la  ofendida,  porque  la  negativa  de 
esta  haría  imposible  la  prueba  del  delito. 


El  inciso  18.®  puede  considerarse  como  la  re- 
capitulación de  lo  prescrito  en  todos  los  ante- 
riores, y  ha  podido  ser  omitido;  á  no  tener  por 
objeto  abrazar  los  abusos  de  autoridad  no  pre- 
vistos, en  cuyo  caso  se  debió  expresar  esto 
de  un  modo  más  explícito. 


El  Código  argentino  califica  como  abuso  de 
autoridad,  en  su  articulo  243,  casi  los  mismos 
hechos  á  que  el  nuestro  da  ese  carácter,  cou 
las  diferencias  siguientes: 

i^  No  menciona  los  comprendidos  en  los  in- 
cisos i.^  2.**  y  4.*  de  nuestro  articulo  168: 

2^  Sustituye  el  3.°  con  éste:  «  Comete  pre- 
varicato: I."*  El  juez  que  expide  sentencia  de- 
finitiva ó  interlocutoria  que  tenga  fuerza  de  tal, 
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si  fuere  contraria  á  la  ley  expresa  invocada  en 
los  autos,  salvo  prueba  de  que  ha  procedido 
por  error:  » 

3^  Expresa  que  es  culpable  de  abuso  de  au- 
to ridad  el  empleado  que  viola  la  comunicación 
ó  incomunicación  de  un  preso,  ordenada  por  el 
juez. 

Por  lo  demás,  prescribe  lo  mismo  que  nues- 
tro Código,  siéndole  por  consiguiente  aplica- 
bles las  observaciones  que  en  el  precedente 
comentario  hacemos. 


El  Código  belga  trata  de  estos  delitos  en  la 
siguiente  forma:  i.**  De  los  atentados  cometi- 
dos por  funcionarios  públicos  contra  los  dere- 
chos garantidos  por  la  Constitución:  2.*  De 
los  abusos  de  autoridad. 

Considera  delincuentes  en  el  primer  grupo: 

I.**  Al  funcionario  ú  oficial  público,  delegado 
ó  agente  de  la  Autoridad  ó  de  la  fuerza  públi- 
ca que  ilegal  ó  arbitrariamente  arreste  ó  haga 
arrestar,  detenga  ó  haga  detener  á  una  ó  va- 
rias personas  (art.  147). 

2^  Al  funcionario  del  orden  administrativo  ó 
judicial,  oficial  de  jysticia  ó  de  policía,  jefe  ó 
agente  de  la  fuerza  pública  que,  obrando  con 
tal  carácter,  se  introduzcan  en  el  domicilio  de 
un  habitante  contra  su  voluntad,  fuera  de  los 
casos  prevenidos  y  sin  las  formalidades  pres- 
critas por  la  ley  (art.  248). 

3.^  Al  funcionario  ó  agente  del  Gobierno  ó 
al  empleado  del  servicio  de  correos  y  telégrafos, 
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que  haya  abierto  ó  sustraído  cartas  confiadas  al 
correo  ó  despachos  telegráficos;  ó  que  haya 
facilitado  la  apertura  ó  sustracción  (art.  149). 
4.°  Al  que  siendo  depositario  de  despachos 
telegráficos  revele  su  existencia  ó  su  contenido, 
fuera  de  los  casos  en  que  se  le  requiera  en  jus- 
ticia á  dar  su  testimonio,  y  de  los  en  que  la  ley 
le  obligue  á  revelar  la  existencia  ó  el  contenido 
de  dichos  despachos   (art.  150). 

5.*  Al  funcionario  ú  oficial  público,  delegado 
ó  agente  de  la  Autoridad  ó  de  la  fuerza  públi- 
ca que  ordenare  ó  ejecutare  cualquier  otro  ac- 
to arbitrario  y  atentatorio  á  las  libertades  y  de- 
rechos  garantidos    por   la    Constitución    (art. 

150- 

6°  A  los  funcionarios  ú  oficiales  públicos  en- 
cargados de  la  policía  administrativa  ó  judicial, 
que  descuiden  ó  rehusen  alzar  una  detención 
ilegal,  de  que  se  les  haya  dado  conocimiento, 
teniendo  facultad  para  alzarla  (art.  155). 

y^  A  los  mismos  funcionarios  cuando,  no  te- 
niendo facultades  para  alzar  una  detención  ile- 
gal, descuiden  ó  rehusen  hacer  constar  la  que 
haya  llegado  á  su  conocimiento  y  denunciar- 
la á  la  autoridad  competente  (art.  156). 

8^  A  los  directores,  comandantes,  guardia- 
nes y  conserjes  de  casas  de  prevención,  cárce- 
les, prisiones  ó  establecimientos  penales  que 
hayan  recibido  un  presó  sin  orden  ó  mandato 
legal  ó  sin  sentencia;  retenido  ó  rehusado  pre- 
sentarlo al  oficial  de  policía  ó  portador  de  sus 
órdenes,  sin  justificar  la  prohibición  del  Procu- 
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rador  del  Rey  ó  del  Juez;  ó  negándose  á  exhi- 
bir á  dicho  oficial  sus  registros  (art.  157). 

9^  A  los  jueces,  oficiales  del  Ministerio  pú- 
blico, que  sin  los  requisitos  prevenidos,  provo- 
quen, den  ó  firmen,  ya  una  sentencia  contra  un 
Ministro,  un  Senador  ó  un  Diputado,  ya  una 
orden  ó  un  mandamiento  encaminado  á  perse- 
guirlos ó  á  someterlos  á  acusación,  ó  que,  sin 
los  mismos  requisitos,  den  ó  firmen  orden  ó 
mandamiento  para  prender  ó  encarcelar  á  un 
Ministro  ó  á  un  Senador  ó  á  un  Diputado,  ex- 
ceptuando, en  cuanto  á  estos  dos  últimos,  el 
caso  de  delito  infraganti  (art.  158). 

10^  A  los  mismos  funcionarios  que  retengan 
ó  hagan  retener  á  una  persona  fuera  de  los  lo- 
cales determinados  por  el  Gobierno  ó  por  la 
Administración  (art.   159). 

Considera  delincuentes  en  el  segundo  grupo: 

i^  Al  funcionario  público,  agente  ó  delegado 
del  Gobierno  que  haya  requerido  ú  ordenado, 
hecho  requerir  ú  ordenar  el  empleo  de  la  fuer- 
za pública  contra  la  ejecución  de  una  ley  ó  real 
decreto,  ó  contra  la  cobranza  de  un  impuesto 
legalmente  establecido,  ó  contra  la  ejecución 
de  uña  orden  ó  mandato  judicial,  ó  contra  cual- 
quiera  orden .  emanada  de  la  autoridad   (art. 

254). 

2^  Al  funcionario  ú  oficial  público,  adminis- 
trador, agente  ó  delegado  del  Gobierno  ó  de  la 
policía,  ejecutor  de  mandatos  ó  sentencias  ju- 
diciales, comandante  en  jefe  de  la  fuerza  públi- 
ca que  haya,  sin  motivo  legítimo,  empleado  ó 
hecho  emplear  violencias   contra  las  personas, 
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en  el  ejercicio  ó  con  ocasión  del  ejercicio  de 
sus  funciones  (art.   257), 

3.®  Al  Juez,  administrador  ó  miembro  de  un 
cuerpo  administrativo  que  bajo  cualquier  pre- 
texto,  aunque  sea  el  de  silencio  ú  oscuridad  de 
la  ley,  haya  denegado  la  justicia  que  debe  á  las 
partes  (art.  258). 

4.**  Al  comandante,  oficial  ó  teniente  de  la 
fuerza  pública  que,  después  de  haber  sido  re- 
querido legalmente  por  la  autoridad  civil,  haya 
rehusado  emplear  la  fuerza  puesta  á  sus  orde- 
nes   (art.  259). 

El  Código  chileno  trata  de  los  actos  delic- 
tuosos á  que  el  presente  título  se  refiere  y  de 
otros  análogos,  distribuyéndolos  en  los  siguien- 
tes grupos:  I.*' Agravios  inferidos  por  funciona- 
rios públicos  á  los  derechos  garantidos  por  la 
Constitución:  2. *  Prevaricación:  3.*"  Abuso  con- 
tra particulares. 

Declara  delincuentes  en  el  primer  grupo: 

I.®  Al  empleado  público  que  ilegal  y  arbi- 
trariamente desterrare,  arrestare  ó  detuviere  á 
una  persona:  (art.  148) 

2.®  A  los  que  encargados  de  un  estableci- 
miento penal  recibieren  en  él  á  un  individuo 
en  calidad  de  preso  ó  detenido,  sin  haberse  lle- 
nado los  requisitos  prevenidos  por  la  ley:  (art. 

3.**  A  los  que  habiendo  recibido  auna  perso- 
na en  clase  de  detenida,  no  dieren  parte  al  tri- 
bunal competente  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes:  (art.  id) 
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4.®  A  los  que  impidieren  comunicarse  á  los 
detenidos  con  el  juez  que  conoce  de  su  causa, 
y  á  los  rematados  con  los  magistrados  encarga- 
dos de  visitar  los  respectivos  establecimientos 
penales:  (art  id) 

5.*  A  los  encargados  de  los  lugares  de  de- 
tención que  se  negaren  á  trasmitir  al  tribu- 
nal, á  requisición  del  preso,  copia  del  decreto 
de  prisión,  ó  á  reclamar  para  que  se  dé  dicha 
copia,  ó  á  dar  ellos  mismos  un  certificado  de 
de  hallarse  preso  aquel  individuo:  (art  id) 

6^  A  los  que  teniendo  á  su  cargo  la  policía 
administrativa  ó  judicial  y  sabedores  de  cual- 
quiera detención  arbitraria,  no  la  hicieran  ce- 
sar, teniendo  facultad  para  ello,  ó  en  caso  con- 
trario dejaren  de  dar  parte  á  la  autoridad  su- 
perior competente:  (art  id) 

7^  A  los  que  habiendo  hecho  arrestar  á  un 
individuo  no  dieren  parte  al  tribunal  competen- 
te dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas,  ponien- 
do al  arrestado  á  su   disposición:  (art.  id) 

8.°  A  los  que  decretaren  ó  prolongaren  in- 
debidamente la  incomunicación  de  un  reo,  le 
aplicaren  tormentos  ó  usaren  con  él  de  un  rigor 
innecesario:  (art.  150) 

9.*  A  los  que  arbitrariamente  hicieren  arres- 
tar ó  detener  en  otros  lugares  que  los  desig- 
nados por  la  ley:  (art.  id) 

ic*  Al  empleado  público  que  en  el  arresto 
ó  formación  de  causa  contra  un  Senador,  un 
Diputado  ú  otro  funcionario,  violare  las  prerro- 
gativas que  la  ley  les  acuerda:  (art.  151) 
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11^  A  los  empleados  públicos  que  arrogán- 
dose facultades  judiciales  impusieren  algún  cas- 
tigo equivalente  á  pena  corporal:  (art.  152) 

12.®  Al  empleado  público  que  abusando  de 
su  ofício  allanare  un  templo  ó  la  casa  de  cual- 
quiera persona,  ó  hiciere  registro  en  sus  pape- 
les, á  no  ser  en  los  casos  y  forma  que  prescrí- 
^  ben  las  leyes:  (art.  155) 

13.*^  A  los  empleados  en  el  servicio  de  co- 
rreos y  telégrafos  ü  otros  que,  prevaliéndose 
de  su  autoridad,  interceptaren  ó  abrieren  la 
correspondencia  ó  facilitaren  á  tercero  su  aper- 
tura ó  supresión,  y  á  los  que  dolosamente  re- 
tardaren su  entrega  ó  envió:  (art.   156) 

14.^  Al  empleado  público  que  sin  un  decre- 
to de  autoridad  competente  deducido  de  la  ley 
que  autoriza  la  exacción  de  una  contribución  ó 
de  un  servicio  personal,  los  exigiere  bajo  cual- 
quier pretexto:  (art.  157) 

1 5,®  Al  empleado  público  que  impidiere  la 
libre  publicación  de  opiniones  por  la  imprenta 
en  la  forma  prescrita  por  la  ley;  prohibiere  un 
trabajo  ó  industria  que  no  se  oponga  á  la  ley, 
á  las  buenas  costumbres,  seguridad  y  salubri- 
dad públicas;  prohibiere  ó  impidiere  una  reu- 
I  nión  ó  manifestación  paciñca  y  legal  ó  la  man- 
dare disolver  ó  suspender;  impidiere  á  un  ha- 
bitante de  la  República  permanecer  en  cual- 
quier punto  de  ella,  trasladarse  de  uno  á  otro 
6  salir  de  su  territorio,  en  los  caso3  que  la  ley 
no  lo  prohiba,  concurrir  á  una  reunión  ó  mani- 
i  festación  pacífica  y  legal,  formar  parte  de  cual- 

quiera asociación  licita  ó  hacer  uso  del  dere- 
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cho  de  petición  que  le  garantiza  la  ley;  privare 
á  otro  de  la  propiedad  exclusiva  de  su   descu- 
brimiento ó  producción  6  divulgare  los  secre- 
tos del  invento  que  hubiere    conocido  por  ra- 
zón de  su  empleo;  ó   expropiare  á  otro  de  sus 
bienes  ó  le  pertubare  en  su  posesión,  á  no  ser 
en  los  casos  que  permite  la  ley.  (art.  158) 
Declara  delincuentes  del  segundo  grupo: 
1.°  A  los  miembros  de  los  tribunales  de  jus- 
ticia, colegiados  ó  unipersonales  y  á  los  funcio- 
narios que  desempeñan  el  Ministerio  público, 
cuando   á  sabiendas  fallaren   contra    ley   ex- 
presa y  vigente  en  causa  criminal  ó  civil;  cuan- 
do por  si  ó  por  interpuesta  persona  admitan  ó 
convengan  en  admitir  dádiva  ó  regalo  por  ha- 
cer ó  dejar  de  hacer  algún  acto  de   su  cargo; 
cuando  ejerciendo  las  funciones  de  su  empleo 
6  valiéndose  del  poder  que  este  les  da,  seduz- 
can ó  soliciten  á  mujer  procesada  ó  que  litigue 
ante  ellos:  (art.  223) 

2^  A  los  mismos  funcionarios  cuando  por 
negligencia  ó  ignorancia  inexclusables  dictaren 
sentencia  manifiestamente  injusta  en  causa  cri- 
minal; cuando  á  sabiendas  contravinieren  á  las 
leyes  que  reglan  la  sustanciación  de  los  juicios, 
en  términos  de  producir  nulidad  en  todo  6  en 
parte  sustancial;  cuando  maliciosarnente  nie- 
guen ó  retarden  la  administración  de  justicia  y 
el  auxilio  6  protección  que  legalmente  se  les 
ida^  cuando  maliciosamente  omitan  decretar 
a  prisión  de  alguna  persona,  habiendo  motivo 
legal  para  ello  ó  no  lleven  á  efecto  la  decretada, 
pudiendo  hacerlo;  cuando  maliciosamente    re- 
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tuvieren  en  calidad  de  preso  á  un  individuo 
que  debiera  ser  puesto  en  libertad  con  arreglo 
á  la  ley;  cuando  revelen  los  secretos  del  juicio 
ó  den  auxilio  ó  consejo  á  cualquiera  de  las 
partes  interesadas  en  él  en  perjuicio  de  la  con- 
traria, ó  cuando  con  maniñesta  implicancia,  que 
les  sea  conocida  y  sin  haberla  hecho  saber  pre- 
viamente á  las  partes,  fallaren  en  causa  crimi- 
nal ó  civil:  (art.  224) 

3.°  A  los  mismos  funcionarios  cuando,  por 
negligencia  ó  ignorancia  inexcusables,  dictaren 
sentencia  maniñestamente  injusta  en  causa  ci- 
vil; contravinieren  á  las  leyes  que  reglan  la  sus- 
tanci^ción  de  los  juicios  en  términos  de  produ- 
cir nulidad  en  el  todo  ó  en  parte  sustancial; 
negaren  6  retardaren  la  administración  de  jus- 
ticia y  el  auxilio  ó  protección  que  legalmente 
se  les  pida;  omitieren  decretar  la  prisión  de  al- 
guna persona,  habiendo  motivo  legal  para  ello 
ó  no  llevaren  á  efecto,  la  decretada,  pudiendo 
hacerlo;  ó  retuvieren  preso  por  más  de  cuaren- 
ta y  ocho  horas  á  un  individuo  que  debiera 
ser  puesto  en  libertad  con  arreglo  á  la  ley; 
(art.  225) 

4^  A  los  mismos  funcionarios  cuando  no 
cumplan  las  órdenes  que  legalmente  se  les  co- 
muniquen por  las  autoridades  superiores  com- 
petentes, á  menos  de  ser  evidentemente  con- 
trarias á  las  leyes  ó  que  haya  motivo  fundado 
para  dudar  de  su  autenticidad,  ó  que  aparezca 
que  se  han  obtenido  por  engaño  ó  se  tema  con 
razón  que  de  su  ejecución  resulten  graves  ma- 
les que  el  superior  nr:)  puJo  prever;  (art.  2  26^ 
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5.®  A  las  personas  que,  desempeñando  por 
ministerio  de  la  ley  los  cargos  de  miembros  de 
los  tribunales  dejusticia  colegiados  ó  unipersona- 
les, se  hicieren  reos  de  alguno  de  loscrimenes  6 
simples  delitos  enumerados  en  les  artículos  pre 
cedentes;  á  los  subdelegados  é  inspectores  que 
incurrieren  en  iguales  infracciones,  y  á  los  com- 
promisarios, peritos  y  otras  personas  que,  ejer- 
ciendo atribuciones  análogas,  derivadas  de  la 
ley,  del  tribunal  ó  del  nombramiento  de  las 
partes,   se  hallaren   en    idénticos    casos:  (art 

227) 

6^  Al  que  desempeñando'  un  empleo  público 
no  perteneciente  al  orden  judicial,  dictare  á  sa- 
biendas, ó  por  negligencia  ó  ignorancia  inexcu- 
sables, providencia  ó  resolución  manifiestamen- 
te injusta  en  negocio  contencioso-administrati- 
vo  ó  meramente  administrativo:  (art.  228) 

7^  A  los  mismos  funcionarios  que  por  maK- 
cia  ó  negligencia  inexcusables  y  faltando  alas 
obligaciones  de  su  oficio,  no  procedieren  á  la 
persecución  ó  aprehensión  de  los  delincuentes 
después  de  requerimiento  ó  denuncia  formal 
hecha  por  escrito:  (art.  229) 

8^  Al  abogado  ó  procurador  que  con  abuso 
malicioso  de  su  oficio,  perjudicare  á  su  cliente 
ó  descubriere  sus  secretos:  (art.  231) 

9^  Al  abogado  que,  teniendo  la  defensa  ac- 
tual de  un  pleito,  patrocine  ala  vez  á  la  parte 
contraria  en    el  mismo  negocio:  (art.  232) 

Declara  finalmente  delincuentes  del  tercer 
grupo: 
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T.'  Al  empleado  público  que  desempefSando 
un  acto  del  servicio,  cometiere  cualquier  veja- 
ción injusta  contra  las  personas  ó  usare  de 
apremios  ¡legítimos  ó  innecesarios  para  el  de- 
sempeño del  servicio  respectivo:  (art.  255) 

2.*  Al  empleado  del  orden  administrativo 
que  maliciosamente  retardare  ó  negare  á  los 
particulares  la  protección  ó  servicio  que  deba 
dispensarles  en  conformidad  á  las  leyes  y  re- 
glamentos: (art.  256) 

3.**  Al  empleado  público  que  arbitrariamen- 
te rehusare  dar  certificación  ó  testimonio,  ó  im- 
pidiere la  presentación  ó  el  curso  de  una  soli- 
citud: (art.  257) 

4,^  Al  empleado  público  que  solicitare  á  una 
mujer  que  tenga  pretensiones  pendientes  de 
su  resolución:  (art.  258) 

5.°  Al  empleado  que  solicitare  á  mujer  suje- 
ta á  su  guarda  por  razón  de  su  cargo,  ó  á  la  hi- 
ja, madre,  hermana,  afin  legitima  en  los  mis- 
mes  grados,  ó  mujer  de  la  persona  que  tuvie- 
re bajo  su  guarda:  (art.  259) 

Queda  visto  que  también  el  código  chileno 
incurre  en  la  misma  confusión  que  el  nuestro 
y  el  argentino,  entre  el  delito  privativo  de  abu- 
so de  autoridad  y  el  común  de  atentado  contra 
la  honestidad  reagravado  por  el  abuso  de  au- 
toridad. 

El  Código  español  trata  de  los  delitos  que 
el  nuestro  califica  como  abusos  de  autoridad, 
en  los  grupos  siguientes:  i.®  Delitos  cometi- 
dos por  los  funcionarios  públicos  contra  el  ejer- 
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ciclo  de  los  derechos  individuales  sancionados 
por  la  constitución:  2.**  Abusos  contra  la  ho- 
nestidad. 

Eteclara  culpables  del  primer  grupo. 

I.**  Al  funcionario  que  arrogándose  atribu> 
ciones  judiciales  impusiere  algún  castigo  equi- 
valente á  pena  personal  ó  pecuniaria:  (art. 
204  y  206) 

2."  A  las  autoridades  y  funcionarios  civiles  y 
militares,  que  aún  hallándose  en  suspenso  las 
garantías  constitucionales,  establecieren  una 
penalidad  distinta  de  la  prescrita  previamente 
por  la  ley  para  cualquier  género  de  delitos,  y 
á  los  que  la  aplicaren:  (art.  207). 

3.**  A  la  autoridad  judicial  que  entregue  in- 
debidamente una  causa  criminal  á  otra  autori- 
dad ó  funcionario  militar  ó  administrativo  que 
ilegal  mente  se  la  reclama;  y  á  la  autoridad  ó 
funcionario  militar  ó  administrativo  que  insis- 
tiere en  la  exigencia  de  la  entrega  indebida  de 
la  causa  obligando  á  la  autoridad  judicial  des- 
pués de  haberle  hecho  ésta  presente  la  ilegali- 
dad de  la  reclamación:  (art.  208) 

4.^  A  las  mismas  autoridades  y  funcionarios 
que  junto  con  la  causa  exijan  ó  entreguen  la 
persona  del  reo:  (art.  209) 

5.^  Al  funcionario  público  que  detuviere  á 
un  ciudadano,  á  no  ser  por  razón  de  delito,  no 
estando  en  suspenso  las  garantías  constitucio- 
nales: (art.  210) 

6.*  Al  funcionario  público  que  dilatare  el 
cumplimiento  de  un  mandato  judicial  para  qne 
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se  ponga  en  libertad  á  un  preso  ó  detenido  que 
tuviere  á  su  disposición:  (art.  211) 

7.*  Al  funcionario  público,  que  no  siendo 
autoridad  judicial,  y  no  estando  en  suspenso 
las  garantías  constitucionales,  detuviere  á  un 
ciudano  por  razón  de  delito  y  no  lo  pusiere  á 
disposición  de  la  autoridad  judical  en  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes  á  la  en  que  se  hubie- 
re hecho  la  detención:  (art.  212) 

8.**  Al  alcaide  de  cárcel  ó  cualquier  funcio- 
nario público  que  practique  alguno  de  los  actos 
siguientes:  i.®  recibir  en  calidad  de  detenido 
á  cualquier  ciudadano,  dejando  trascurrir  vein- 
ticuatro horas  sin  ponerlo  qn  conocimiento  de 
la  autoridad  judicial:  2.**  conservar  detenido 
hasta  setenta  y  dos  horas,  después  de  dado 
aviso  á  la  autoridad  judicial,  al  que  no  hubiere 
sido  constituido  en  prisión  dentro  de  ese  térmi- 
no: 3.''  recibir  en  calidad  de  preso  á  un  ciuda- 
no, á  no  ser  en  virtud  de  un  mandato  judicial, 
ó  retenerle  en  prisión  después  de  las  setenta  y 
dos  horas  de  haberle  sido  entregado  en  tal 
concepto,  ó  habérsele  notificado  el  auto  de  pri- 
sión, sin  que  durante  este  tiempo  le  hubiese 
sido  notificado  también  el  auto  ratificando 
aquel:  4.°  ocultar  un  preso  á  la  autoridad  judi- 
cial: (art  213) 

9.**  AI  alcaide  de  cárcel  ó  jefe  de  estableci- 
miento penal  que  sin  mandato  de  autoridad 
judicial  tuviere  á  un  preso  ó  sentenciado  inco- 
municado ó  en  lugar  distinto  del  que  le  corres- 
ponde; impusiere  á  los  presos  ó  sentenciados 
privaciones  indebidas;  usare  coíi  ellos  de  un 
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rigor  iniiecesario;  negare  á  un  detetiídc 
ó  á  quien  lo  representare  certíficació 
detención  ó  prisión  ó  no  diere  curso 
quiera  solicitud  relativa  á  su  libertad 
viere  á  un  ciudadano  en  el  establec¡m¡< 
pues  de  tener  noticia  oficial  de  su  i 
después  de  haber  extinguido  su  condt 
Ídem) 

lO."  A  la  autoridad  judicial  que  nc 
en  libertad  ó  no  constituyere  en  pri 
auto  motivado  al  ciudadano  detenid 
de  las  setenta  y  dos  horas  siguientes 
que  aquel  hubiere  sido  puesto  á  su  dts 
que  no  ratificare  el  auto  de  prisión  ó  i 
jare  sin  efecto  dentro  de  las  setenta  3 
ras  siguientes  á  la  en  que  aquel  hub 
dictado;  que  fuera  de  los  dos  casos  ai 
retuviere  en  calidad  de  preso  al  ciuda 
ya  soltura  proceda,  ó  que  decretare  < 
gare  indebidamente  la  incomunícacic 
preso;  (art.  214) 

11."  Al  escribano  ó  secretario  de  ji 
tribunal  que  deje  trascurrir  setenta  y 
ras  sin  notificar  al  detenido  el  auto, 
yendole  en  prisión  ó  dejando  sin  efec 
tención;  ó  que  dilatare  dar  cuenta  al  ji 
bunal  de  cualquiera  solicitud  de  un  d( 
de  su  representante  relativa  á  suHberl 
Ídem) 

12.'  Ai  funcionario  público  que  n 
autoridad  judicial  y  no  estando  en  • 
las  garantías  constitucionales,  entrare 
micilio  de  un  español  ó  extrangero  sit 
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sentimiento,  á  no  ser  en  los  casos  y  con  los  re- 
requisitos previstos  por  la  constitución:  (art. 

13.*  Al  funcionario  público  que,  no  siendo 
autoridad  judicial  y  no  estando  tampoco  en  sus- 
penso las  garantías  constitucionales,  registrare 
papeles  de  ciudadano  ó  extrangero  y  efectos 
que  se  hallaren  en  su  domicilio,  á  no  ser  que 
el  dueño  hubiere  prestado  su  consentimiento: 
(art.  215) 

14.°  Al  funcionario  público  que  con  ocasión 
del  registro  de  papeles  y  efectos  de  un  ciuda- 
dano cometiere  cualquiera  otra  vejación  injus- 
ta contra  las  personas  ó  daño  innecesario  en  sus 
bienes:  (art  ídem) 

15.*^  Ala  autoridad  judicial  que,  fuera  de  los 
casos  previsl:os  por  la  constitución  y  no  estan- 
do suspensas  las  garantías  constitucionales, 
entrare  de  noche  en  el  domicilio  de  un  español 
ó  extrangero  sin  su  consentimiento:  (art.  216) 

16.®  A  la  autoridad  judicial  que  registrare 
de  noche  el  domicilio  de  un  esoañol  ó  extran- 
gero,  sus  papeles  y  efectos,  á  no  ser  con  su  con- 
sentimiento: (art.  217) 

17.®  Al  funcionario  público  que,  no  siendo 
autoridad  judicial  detuviere  la  correspondencia 
privada  confiada  al  correo  ó  recibida  y  enviada 
á  su  destino  por  la  primera  estación  telegráfi- 
ca en  que  se  hubiere  entregado:  (art.  218) 

18^  Al  funcionario  público  que  no  siendo 
autoridad  judicial  abriere  la  correspondencia 
privada  confiada  al  correo:  (art,  219) 
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19.*^  Al  funcionario  público  que  la  sustrajere: 
(art.  220) 

20.**  Al  funcionario  público  que,  estando  en 
suspenso  las  garantías  constitucionales,  deste- 
rrare á  un  ciudadano  á  una  distancia  mayor  de 
250  kilómetros  de  su  domicilio,  á  no  ser  en  vir- 
tud de  sentencia  judicial;  y  al  que,  no  estando 
en  suspenso  dichas  garantías,  compeliere  á  un 
ciudadano  á  mudar  de  domicilio  ó  residencia: 
(art.  221) 

21,**  Al  funcionario  público  que  deportare  ó 
extrañare  del  reino  á  im  ciudadano,  á  no  ser 
en  viitud  de  sentencia  firme:  (art.  222) 

22^  Al  Ministro  de  la  Corona  que  mandare 
pagar  un  impuesto  del  Estado  no  votado  ó 
autorizado  por  las  Cortes:  (art.  223) 

23.°  A  la  autoridad  que  mandare  pagar  un 
impuesto  provincial  ó  municipal  no  aprobado 
Icgalmente:  (art  224) 

24.^  A  les  que  exigieren  á  los  contribuyen- 
tes para  el  Estado,  la  Provincia  ó  el  Municipio 
el  psgo  de  impuestos  no  autorizados,  según  su 
clase  respectiva,  por  las  Cortes,  la  Diputación 
provincial  ó  el  Ayuntamiento:  (Art.  225) 

25,*  A  las  autoridades  que  presten  su  auxi- 
lio y  cooperación  á  los  funcionarios  menciona- 
dos en  el  artículo  anterior:  (art.  227) 

26.*  Al  funcionario  público  que  expropiare 
de  sus  bienes  á  un  ciudadano  ó  extrangero  pa- 
ra un  servicio  ú  obra  pública,  á  no  ser  en  vir- 
tud de  sentencia  ó  mandamiento  judicial,  y  con 
los  requisitos  prevenidos  en  las  leyes;  y  al  que 


—  335  — 

los  perturbare  en  la  posesión  de  ellos  sin  man- 
dato de  juez:  (art.  228) 

27.*"  Al  funcionario  público  que  no  estando, 
en  suspenso  las  garantías  constitucionales  pro- 
hibiere ó  impidiere  á  un  ciudadano,  no  deteni- 
do ni  preso,  concurrir  á  cualquiera  reunión  ó 
manifestación  pacífica,  ó  formar  parte  de  cual- 
quiera asociación  licita,  ó  dirigir,  solo  ó  en  co- 
mún con  otros,  peticiones  alas  Cortes,  al  Rey 
ó  alas  autoridades:  (art.  229) 

28.**  Al  funcionario  público  que  impidiere 
por  cualquier  medio  la  celebración  de  una  reu- 
nión ó  manifestación  pacífica  de  que  tuviere 
conocimitnto  oficial,  ó  la  fundación  de  cualquie- 
ra asociación  que  no  esté  legalmente  prohibida, 
ó  la  celebración  de  sus  sesiones,  á  no  ser  en  las 
que  se  hubiere  cometido  algún  delito  contra  el 
orden  público:  (art.  230) 

29.^  Al  funcionario  público  que  ordenare 
la  disolución  de  alguna  reunión  ó  manifestación 
pacifica,  ú  ordenare  la  suspensión  de  cualquie- 
ra asociación  no  comprendida  entre  las  ilícitas: 
(art.  231) 

30.°  Al  funcionario  público  que  no  pusiere 
en  conocimiento  de  la  autoridad  judicial,  en  las 
veinticuatro  horas  siguientes  al  hecho,  la  sus- 
pensión de  una  asociación  ilícita  ó  la  de  la  se- 
sión de  cualquiera  otra  asociación  que  hubiere 
acordado,  y  las  causas  que  hayan  motivado  la 
suspensión  ordenada:  (art.  232) 

31^  Al  funcionario  público  que  ordenare  la 
clausura  ó  disolución  de  cualquier  estableci- 
miento privado   de  enseñanza,   á  no    ser  por 
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motivos  racionalmente  suficientes  < 
moralidad,  y  al  c\ue  no  pusiere  en  c 
de  la  autoridad  judicial  dicha  clausí 
ción  en  las  veinticuatro  horas  sigui 
ber  sido  llevada  á  efecto:  (art.  233] 

32.**  Al  funcionario  público  qu 
intimado  dos  veces  consecutivas  I 
de  cualquiera  reunión  ó  manifestat 
pensión  de  la  sesión  de  una  aso 
picare  la  fuerza  <para  disolverla  ¿ 
la:  (art.  234) 

33.°  Al  funcionario  público  que 
suelta  cualquiera  reunión  ó  mat 
suspendida  cualquiera  asociación 
se  negare  á  poner  en  conocimien 
toridad  judicial  que  se  lo  reclamar 
que  hubieren  motivado  la  disoluci 
sión. 

Declara  culpables  del  segundo 

I.*  Al  funcionario  público  que 
una  mujer  que  tenga  pretensíone 
de  su  resolución  ó  acerca  de  las 
que  evacuar  informe  6  elevar  con! 
perior:  (art.  394) 

2.**  Al  alcaide  que  solicitare  á  u 
jeta  á  su  guarda;  ó  á  la  esposa,  hij 
afin  en  los  mismos  grados  de  la  | 
custodia  le  esté  encomendada:  (ai 

No  menciona  el  código  espa 
prevaricación  que  el  nuestro  cali 
sos  de  autoridad  ni  al  contrario; 
advierte,  ha  cuidado  de  separare 
vos  de  esta  última  dencmihacicn, 


t 


\ 
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contra  la  honestidad  agravados  con  el  abuso  de 
poder;  si  bien  hubiera  sido  más  correcto  que  se 
hubiera  limitado,  al  tratar  de  estos  en  su  lugar 
respectivo,  á  haber  hecho  mención  de  la  cir- 
cunstancia para  recargar  la  pena  en  la  propor- 
ción conveniente. 

El  Código  francés  distribuye  los  delitos  que 
el  nuestro  califica  de  abuso  de  autoridad,  entre 
los  siguientes  grupos:  i^  Atentados  contra  la 
libertad:  2.*"  Abusos  de  autoridad  contra  par- 
ticulares: 3.*  Abusos  de  autoridad  contra  la 
cosa  pública. 

Declara  delincuentes  del  primer  grupo: 
i^  Al  funcionario  público,  agente  ó  comisio- 
nado del  Gobierno,  que  hubiere  mandado  ó  eje- 
cutado algún  acto  arbitrario  ó  atentatorio,  ya 
contra  la  libertad  individual,  ya  contra  los  de- 
rechos cívicos  de  uno  ó  de  varios  ciudadanos, 
ya  contra  la  constitución:  (art.  114) 

2.**  Al  Ministro  que  hubiere  mandado  ó  eje- 
cutado los  actos  6  alguno  de  los  actos  mencio- 
nados en  el  artículo  anterior:  (art.  115) 

3.^  A  los  funcionarios  públicos  encargados 
de  la  policía  administrativa  ó  judicial  que  se 
negaren  á  acceder  á  una  reclamación  legal  con 
objeto  de  hacer  constar  las  detenciones  ilega- 
les y  arbitrarias,  ya  en  las  casas  destinadas  á 
a  guarda  de  presos,  ya  en  cualquiera  otro  pun- 
to, ó  hubieren  demorado  acceder  á  dicha  reda- 
nación  y  no  justificaren  haberlas  denunciado  á 
la  autoridad  superior:  (art.  119) 

43 
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4.^  A  los  carceleros  y  conserges  de  las  pre- 
venciones, cárceles,  prisiones  judiciales  ó  pena- 
les que  hubieren  recibido  á  un  preso  sin  man- 
dato, sentencia  ó  sin  orden  provisional  del  Go- 
bierno; á  los  que  lo  hubieren  retenido  ó  se  hu- 
bieren negado  á  presentarlo  al  oficial  de  poli- 
cía ó  al  portador  de  sus  órdenes  sin  justificar 
la  prohibición  del  Procurador  déla  República  ó 
del  Juez;  y  á  los  que  se  hubieren  negado  á  exhi- 
bir sus  registros  al  oficial  de  policía:  (art  120) 

5.**  A  los  oficiales  de  policía  judicial,  procu- 
radores generales  ó  de  la  República,  á  los  sus- 
titutos y  los  Jueces  que  hubiesen  provocado, 
dado  6  firmado  un  juicio,  una  ordenanza  ó  un 
mandato  de  diligencia  personal  ó  de  acusación, 
ya  contra  un  Ministro,  ya  contra  un  miembro 
del  Senado,  de  la  Cámara  de  Diputados  ó  del 
Consejo  de  Estado,  sin  las  autorizaciones  pres- 
critas por  las  leyes;  ó  que  fuera  de  los  casos 
de  flagrante  delito  ó  de  clamor  público,  hubie- 
ren dado  ó  firmado,  sin  las  mismas  autoriza- 
ciones, la  orden  ó  el  mandato  de  prisión  contra 
una  ó  varias  de  las  personas  indicadas,  ó  con- 
tra el  Gobernador;  y  á  los  oficiales  ministeria- 
les que  hubieren  ejecutado  dichos  actos:  (art. 
121) 

6.^  A  los  procuradores  generales  ó  de  la 
República,  los  sustitutos,  los  Jueces  ó  los  ofi- 
ciales públicos  que  hubieren  retenido  ó  hecho 
retener  á  individuos  fuera  de  los  lugares  de- 
terminados  por  el  Gobierno  ó  por  la  Adminis- 
tración pública,  ó  que  hubieren  llevado  á  un 
ciudadano  ante   el  Tribunal    de  lo  criminal  sin 
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que  previamente  haya  sido   puesto  en  estado 
de  acusación  legal  (art.  122). 

Declara  delincuentes  del  segundo  grupo: 

i^  A  todo  funcionario  del  orden  administra- 
tivo ó  judicial,  oficial  de  justicia  ó  de  policía, 
comandante  ó  agente  de  la  fuerza  pública  que, 
obrando  en  su  dicha  calidad,  se  introdujere  en 
el  domicilio  de  un  ciudadano  contra  la  volun- 
tad de  éste,  fuera  de  los  casos  previstos  por  la 
ley  y  sin  las  formalidades  que  la  misma  pres- 
cribe: (art.  184) 

2.^  Al  Juez  ó  Tribunal,  administrador  ó  au- 
toridad administrativa  que,  bajo  un  pretexto 
cualquiera,  aún  el  del  silencio  16  de  la  oscuri- 
dad de  la  ley,  se  hubiere  negado  á  hacer  la 
justicia  que  debe  á  las  partes,  después  de  ha- 
ber sido  requerido,  y  que  hubiese  persistido 
en  su  negativa  después  de  la  amonestación  ó 
mandato  de  sus  superiores:  (art.  185) 

3.**  Al  funcionario  ú  oficial  público,  adminis- 
trador, agente  ó  comisionado  del  Gobierno  ó 
de  la  policía,  ejecutor  de  los  mandatos  ó  sen- 
tencias de  justicia,  comandante  en  jefe  ó  co- 
mandante subalterno  de  la  fuerza  pública  que 
hubiere  sin  motivo  legítimo,  usado  ó  hecho 
usar  de  violencia  contra  las  personas,  en  el 
ejercicio  ó  con  motivo  del  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones: (art.  186) 

4.^  Al  funcionario  ó  agente  del  Gobierno, 
ó  de  la  Admistración  de  Correos,  que  sustraiga 
ó  fracture  cartas  confiadas  al  correo,  ó  facilite 
'lacerlo  á  otra  persona:  (art.  187) 

Declara  delincuentes  del  tercer  grupo. 
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A  los  funcionarios  públicos,  agentes  ó  comi- 
sionados del  Gobierno  que  hubieren  requerido 
ó  mandado,  hecho  requerir  ó  mandar  la  acción 
6  el  empleo  de  la  fuerza  pública  contra  la  eje- 
cución de  una  ley  ó  contra  la  recaudación  de 
una  contribución  legal,  ó  contra  la  ejecución  de 
una  ordenanza  ó  mandato  de  justicia,  ó  de  cual- 
quiera otra  orden  emanada  de  la  autoridad 
legítima:  (art.  i88) 

El  Código  italiano  considera,  por  lo  ge- 
neral, como  mera  circunstancia  agravante  de 
los  delitos  el  haber  sido  perpetrados  por  per- 
sonas que  tengan  carácter  oficial;  así: 

La  traición  consistente  en  entrega  de  planos 
de  forticaciones,  documentos  etc.,  ó  en  la  re- 
velación de  secretos,  se  agrava  si  el  culpable, 
por  razón  de  empleo,  estaba  en  posesión  de 
ellos:  (art.  107) 

£1  atentado  contra  las  libertades  políticas  se 
castiga  con  mayor  pena  si  es  cometido  por  un 
funcionario  público  con  abuso  de  sus  funciones: 
(art.  139) 

Los  atentados  contra  la  libertad  individual 
tienen  penas  especiales,  si  son  cometidos  por 
funcionarios  públicos  con  igual  abuso:  (art.  147, 

H9f  150»  151»    152,   153) 

La  violación  de  domicilio  es  castigada  con 
mayor  severidad  si  la  comete  un  funcionario  pú- 
blico: (art.  158) 

La  violación  deT  secreto  epistolar  es  má" 
grave  si  es  cometida  por  los  funcionarios  des 


tinados  á  los  servicios  de  correos  y  telégrafos: 
(art.  162) 

Sin  embargo;  t:onsagra  á  describir  y  penar 
el  abusó  de  autoridad  y  la  violación  de  los  de- 
beres inherentes  á  un  cargo  público,  el  capitu- 
lo IV,  Tit.  III  de  su  segundo  libro. 

Este  capitulo  será  el  asunto  de  la  presente 
Comparación;  y  reservaremos,  para  las  de  los 
títulos  respectivos,  indicar  las  penas  que  impo- 
ne á  los  diferentes  delitos  cuando  los  agrava 
el  abuso  de  autoridad. 

Contrayéndonos  á  lo  primero,  tócanos  decir 
qué  castiga  de  un  modo  especial: 

I.**  Al  funcionario  que  abusando  de  su  cargo 
ordene  ó  cometa  contra  los  derechos  de  otros 
cualquier  acto  arbitrario  no  previsto  como  in- 
fraóéíón  de  una  disposición  especial  de  la  ley; 
ó  que  excite  á  alguien  á  infringir  las  leyes  ó 
las  disposiciones  de  la  autoridad:  (art.  175) 

2.^  Al  funcionario  público  que  directamente 
ó  por  tnediacióti  de  otra  persona,  ó  con  actos 
simulados  tome  un  interés  privado  en  cualqnier 
acto  de  la  administración  pública,  en  la  que 
ejerza  su  propio  cargo:  (art.  176) 

3^  Al  funcionario  público  que  comunique  6 
publique  documentos  ó  hechos,  que  tenga  en 
su  poder  ó  conozca  por  razón  de  su  oficio,  y 
deban  permanecer  secretos,  ó  que  de  cualquier 
modo  facilite  su  conocimiento:  (art.  177) 

4.^  Al  funcionario  público  que  bajo  cualquier 
pretexto,  aunque  sea  de  silencio,  oscuridad, 
contradicción  ó  insuficiencia  de  la  ley,  omita  ó 
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se  niegue  á  hacer  un  acto  propio  de  su  cargo: 
(art.  178) 

5."  Al  militar  6  agente  de  la  fuerza  pública 
que  se  niegue  á  ejecutar  ó  demore  la  ejecución 
de  una  petición  que  la  autoridad  competente 
le  haya  dirigido:  (art.  179) 

6.°  Al  funcionario  público  que,  habiendo  ad- 
quirido en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  noti- 
cia de  una  infracción  en  materia  relacionada 
con  las  mismas  contra  las  que  deba  procederse 
de  oficio,  omita  ó  demore  indebidamente  el 
dar  parte  á  la  autoridad:  (art.  180) 

7.**  A  los  funcionarios  públicos  que  en  núme- 
ro de  tres  ó  más  y  previo  concierto,  abandonen 
indebidamente  su  propio  cargo  y  al  funciona- 
rio que  hiciere  otro  tanto  para  impedir  que  se 
trate  de  un  asunto  ó  para  causar  cualquier 
otro  perjuicio  al  servicio  público:  (art.  i8i) 

Art.  169.  El  que  incurra  en  cualquiera  de  los 
delitos  especificados  por  los  incisos  primero  y  segun- 
do ^  sufrirá  multa  de  doscientos  á  dos  mil  pesosy  en 
favor  de  la  parte  damnificada^  y  suspensión  del  em- 
pleo de  uno  á  dos  años. 

El  que  incurra  en  el  delito  de  que  se  encarga  el  in- 
ciso once  y  sufrirá  multa  de  ciento  á  mil  pesos  y  des- 
titución del  empleo. 

El  que  incurra  en  el  delito  de  que  habla  el  inciso 
diez  y  seis^  inhabilitación  especial  en  segundo  gra-^ 
do.  (i) 


(i)  Seis  meses. 
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El  que  incurra  en  el  delito  de  que  se  ocupa  el  in- 
ciso diez  y  siete f  cárcel  en  segundo  grado,  (i) 

Los  que  incwran  en  cualquier  otro  delito  de-  los 
contenidos  en  los  demás  incisos,  sufrirán  suspensión 
de  dos  á  seis  meses^  y  multa  de  cincuenta  á  quinien- 
tos pesos  en  favor  de  la  parte  damnificada. 

Comentario.  No  alcanzamos  la  razón  de  la  dife- 
rencia notable  entre  las  penas  impuestas  por  los 
incisos  segundo  y  quinto  de  este  artículo,  al  jefe 
de  la  penitenciaria  ó  empleado  que  haga  sus  ve- 
ces; y  al  alcaide  ó  empleado  de  cárcel  que  admi- 
tan en  sus  respectivos  establecimientos  á   reos 
rematados,  sin  las  respectivas  constancias  de  las 
sentencias  en  que  fueron  condenados.     El  de- 
lito á  nuestro  entender  es  el  mismo,   pues  la 
mayor  gravedad  de   la   pena  de  penitenciaría 
no  hace  mas  ni  menos  axequible  el  deber  de 
sujetarse  en  el  desempeño  del  empleo  á  las  le- 
yes y  disposiciones  reglamentarias  de  las  pri- 
siones. Si  la  diferencia  de  pena  impuesta  al  re- 
matado que  se  admite,    fuese  un  motivo  para 
aumentar  ó  disminuir  la  del  empleado  que  abu- 
sa; sería  necesario  que  la  señalada  á  los  alcai- 
des variase  según  la  categoría  de  la  cárcel,  es 
decir,  según  que  ella  sea   departamental,  pro- 
vincial ó  distrital,  por  cuanto  las  penas  de  cár- 
cel, reclusión  y  arresto,  que  se  descuenta  res- 
pectivamente en  ellas,  son  también  de  distin- 
ta gravedad. 


(i)  Dos  afios. 
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Otro  tanto  decimos  de  la  desigualdad  de  pe- 
nas, que  señalan  los  incisos  tercero  y  cuarto,  y 
aun  varios  de  los  códigos  que  con  el  nuestro 
vamos  comparando,  al  juez  ^  empleado  que 
seduce  á  la  mujer  que  litiga  ó  tiene  pendiente 
ante  él  alguna  gestión;  y  al  alcaide  ó  encarga- 
do de  las  prisiones  ó  lugares  de  seguridad,  que 
seduce  á  una  mujer  sentenciada  ó  detenida. 
El  primero  en  nuestra  ley,  tiene  como  pena 
una  inhabilitación  especial  de  seis  affos;  el  se- 
gundo, cárcel  por  dos.  Sin  embargo,  uno  y 
otro  han  violado  el  deber  de  respetar  la  hones- 
tidad de  la  mujer;  uno  y  otro  estaban  igualmen- 
te obligados  á  ser  escrupulosos  en  ese  respeto, 
por  razón  del  cargo  público  que  desempeña- 
ban; uno  y  otro  han  hecho  á  la  ofendida  el  mismo 
daño;  uno  y  otro  han  alarmado  igualmente  á  la 
sociedad,  inspirando  el  temor  de  que  la  virtud 
de  )a  mujer  no  encuentre  garantías  y  esté,  al 
contrario,  amenazada  por  la  torpeza  de  los 
mismos  encargados  de  protejer  aquella  virtud 
y  hacer  prácticas  estas  garantías. 

¿Cual  es,  pues,  la  razón  de  tal  desigualdad 
de  castigos? 

¿Qué  proporción  ó  equivalencia  puede  ha- 
llarse entre  seis  años  de  inhabilitación  y  dos  de 
cárcel?  Son,  digámaslo  asi,  cantidades  incomen- 
surables,  y  es  imposible  encontrar  relación  de 
valor  entre  ellas. 

El  efecto  práctico,  de  otro  lado,  será,  que 
mientras  el  alcaide  delincuente  estuviere  su- 
friendo, durante  dos  años,  la  privación  de  li- 
bertad, el  trabajo  obligatorio  y  las  demás  con- 
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secuencias  naturales,  civiles  y  políticas  del  en- 
carcelamiento; el  juez  ó  empleado  culpable  del 
mismo  delito  se  hallaría  en  libertad;  y,  aunque 
privado  del  cargo  ó  empleo  de  que  abusó,  de* 
sempefiando  quizás  otro  más  honroso  ó  lucra- 
tivo, porque  la  inhabilitación   es  sólo  especial. 

¿No  tendrá  tampoco  ninguna  influencia  en  la 
imposición  del  castigo  la  condición  déla  mujer 
seducida  ó  simplemente  solicitada?  Será  el 
mismo  ya  se  trate  de  una  virgen  ya  de  una 
mujer  casada,  ya  de  otra  de  estado  y  circuns- 
tancias diferentes? 

Parece  que  tal  es  el  propósito  de  este  artícu- 
lo, y  que  el  castigo  por  él  designado  ha  de  im- 
ponerse aún  sin  necesidad  de  acción  de  la  ofen- 
dida ó  su  representante,  procediéndose  de 
oficio  ;  pues  no  se  explica  de  otro  modo  el  de- 
sacuerdo entre  él  y  los  artículos  270  y  271,  se- 
gún los  cuales  la  seducción  de  una  virgen  se 
castiga  con  reclusión  de  tres  años,  que  pueden 
elevarse  á  cinco  si  el  seductor  ejerce  autoridad 
y  la  seducida  no  era  litigante  ni  se  hallaba  en 
detención  ó  prisión.  Creemos  que  si  la  agra- 
viada reclamase,  no  habría  razón  para  no  apli- 
car los  citados  artículos  270  y  271,  como  así 
rnismo  el  que  impone  la  obligación  de  dotar  á 
]a  estuprada  y  mantener  la  prole  que  resulte; 
y  que,  por  consiguiente,  la  pena  del  169  solo 
es  para  el  caso  de  enjuiciamiento  de  oficio, 
que,  como  dijimos  en  el  comentario  del  168, 
ofrece  serias  dificultades  cuando  la  ofendida  se 
resista  á  la  prueba  material  del  delito. 
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El  Código  argentino,  en  su  artículo  244, 
castiga  de  un  modo  general,  todos  los  hechos 
que  califica  de  abuso  de  autoridad,  con  las  pe- 
nas de  arresto  y  suspensión  del  empleo,  á  no 
ser  que  el  hecho  importe  delito  al  que  la  ley 
señale  mayor  pena. 
^í  Conviene  recordar  que  el  inciso  11.®  del  ar- 

^  tículo  84  del  código  argentino  considera  cir- 

ftf  cunstancia  agravante  la  de  prevalerse  el  cul- 

W  pable  del  carácter  público  que  inviste. 


El  Código  belga  aplica  á  los  delincuentes 
expresados  en  el  primer  grupo  de  la  compara- 
ción del  artículo  anterior,  las  siguientes  pe- 
nas: 

i.°  Prisión  de  tres  meses  á  dos  años,  al  cul- 
pable del  delito  previsto  por  el  articulo  147; 
pena  que  será  de  seis  meses  á  tres  años,  si  la 
detención  ¡legal  ha  durado  más  de  diez  dias;  y 
de  uno  á  cinco  años,  si  dicha  detención  ha  du- 
rado más  de  un  mes.  Le  impone  además  una 
multa  de  50  á  1000  francos  y  permite  conde- 
narle á  la  interdicción  de  los  derechos  de  de- 
sempeñar funciones,  empleos  ó  cargos  públi- 
cos, de  elección  activa  y  pasiva  y  de  usar  con- 
decoraciones y  títulos  de  nobleza. 

2.^  Prisión  de  ocho  días  á  seis  meses  y  mul- 
ta de  26  á  200  francos,  al  comprendido  en  el 
art.  148. 

3.**  Prisión  de  quince  días  á  dos  meses,  al  cojm- 
prendido  en  el  art.  149. 


\ 
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4.*  Prisión  de  quince  días  á  seis  meses  y 
multa  de  26  á  5C0  francos,  al  incurso  en  el  ar- 
ticulo 150. 

5.^  Prisión  de  quince  dias  hasta  un  año,  al 
incurso  en  el  151;  más  si  el  acusado  de  este 
delito  y  los  expresados  en  los  números  ante- 
riores justifican  que  han  obrado  por  orden  de 
sus  superiores  á  los  que  debían  obediencia  je- 
rárquica, serán  aplicables  á  estas  las  penas  es- 
tablecidas: y  si  á  su  vez  alegaren  que  se  les  hi- 
zo ñrmar  orden  por  sorpresa,  se  les  obligará  á 
la  prueba; ^debiendo  perseguírseles  personal- 
mente si  no  la  presentaren  denunciando  al  cul- 
pable. Cuando  el  delito  haya  sido  perpetrado 
mediante  falsificación  de  fírma,  los  autores  de 
la  falsificación  y  los  que  maliciosamente  usaren 
de  ella  sufrirán  trabajos  forzados  de  diez  á 
quince  años. 

6.®  Prisión  de  un  mes  á  un  año,  á  los  conte- 
nidos en  el  artículo  155. 

7.^  Prisión  de  ocho  días  á  seis  meses,  á  los 
comprendidos  en  el  156. 

8.^  Prisión  de  quince  días  á  dos  años  y  multa 
de  26  á  200  francos,  á  los  incursos  en  los  dife- 
rentes casos  del  art.  157. 

g.""  Multa  de  200  á  2000  francos,  á  los  conte- 
nidos en  el  158,  pudiendo  imponérseles  además 
la  interdicción  del  derecho  de  desempeñar  fun- 
ciones empleos  ó  cargos  públicos;  é  ¡guales  pe- 
nas, á  los  comprendidos  en  el  artículo  1 59. 

A  los  comprendidos  del  segundo  grupo: 

I  .**  Prisión  de  uno  á  cinco  años,  pudiendo 
ser  condenados  á  la   interdicción  de  derechos 
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espresada  en  el  último  inciso  del 
cedente,  á  los  comprendidos  en  el 
Siendo  de  advertir  que  si  el  req 
la  orden  han  producido  efecto,  se  i 
culpable  á  detención  de  cinco  á  di 
255^  y  si  ellos  han  sido  causa  din 
crímenes  castigados  con  penas  má: 
las  establecidas  en  los  artículos  25 
penas  más  graves  serán  impuestas 
narios,  agentes  ó  delegados  culpí 
ber  dado  dichas  ordenes  ó  hecho  1 
requerimientos  (art.  256). 

2.*  Duplicación  de  la  pena  mlnir 
y  aumento  de  dos  años  en  las  de 
trabajos  forzados  temporales,  á  lo; 
dos  en  el  art,  257. 

3.°  Multa  de  200  á  500  francos, 
les  imponer  además  la  interdicción 
de  desempeñar  funciones,  empU 
públicos,  á  los  incursosen  los  delii 
por  el  art.  258. 

4."  Prisión  de  quince  días  á  t 
los  contenidos  ert  el  artículo  259, 


El  Código  chileno  castiga  á  1( 
tes  del  primer  grupo  que  hemos 
la  comparación  del  artículo  165,  er 

I."  Reclusión  menor  y  susper 
pleo  en  sus  grados  mínimos   á  me 


(1)  Reclusión  de  61  días  á  3  aQos; 
dias  a  z  ¿fios. 


\ 
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ñas  que  se  elevarán  á  sus  grados  máximos  (i) 
si  el  arresto  ó  detención  excediere  de  treinta 
dias: 

2.*  Reclusión  menor  y  suspensión  en  sus 
grados  mínimos  á  medios  (2)  á  los  comprendi- 
dos en  los  distintos  casos  que  contiene  el  ar- 
ticulo 149: 

3.*  Presidio  á  reclusión  menores  y  suspen- 
sión en  cualquiera  de  sus  grados  (3)  á  los  con- 
tenidos en  los  dos  números  del  articulo  150; 
debiendo  advertirse  que  si  de  la  aplicación 
de  los  tormentos  ó  del  rigor  innecesariamen- 
te empleado  resultaren  lesiones  ó  la  muer- 
te del  paciente,  se  aplicarán  al  responsable  las 
penas  señaladas  á  estos  delitos  en  sus  grados 
máximos. 

4^  Reclusión  menor  ó  suspensión  en  cual- 
quiera de  sus  grados  (4)  á  los  contenidos  en 
articulo  151. 

5.^  Inhabilitación  absoluta  temporal  para  car- 
gos y  oficios  públicos  en  cualquiera  de  sus  gra- 
dos (5)  á  los  comprendidos  en  el  artículo  152, 
si  el  castigo  impuesto  fuere  equivalente  á  pena 
de  crimen:  la  misma  inhabilitación  en  sus  gra- 


(i)  Reclusión  de  3  años  y  un  día  á  5  aftos;  y  suspensión 
de  2  años  y  un  día  á  3  años. 

(2)  Reclusión  de  61  días  á  tres  afios;  y  suspensión  de  61 
dlgs  á  dos  años. 

(3)  Presidio  ó  reclusión  de  61   días  á  5  años;  y  sus- 
pensión de  61  días  á  3  años. 

(4)  Reclusión  menor  de  61  días  á  5  años  y  suspensión 
de  61  días  á  3  años. 

(5)  ^^  3  ^^^s  y  un  dia,  á  10  años. 
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á  cualquiera   de  los  incursos    en    el  artículo 

158. 
Si  en  los  casos  de  los  artículos  anteriores  de 

este  párrafo,  el  inculpado  justificare  que  ha  obra- 
do por  orden  de  sus  superiores  á  quienes  de- 
be obediencia  disciplinaria,  las  penas  señaladas 
en  dichos  artículos  se  aplicarán  sólo  á  los  su- 
periores que  hayan  dado  la  orden  (art.  159). 

Si  un  empleado  público  acusado  de  haber 
ordenado,  autorizado  ó  facilitado  alguno  de  los 
actos  de  que  se  trata  en  el  presente  párrafo, 
pretende  que  la  orden  le  ha  sido  arrancada  por 
sorpresa,  será  obligado,  revocando  desde  luego 
tal  orden  para  hacer  cesar  el  acto,  á  denunciar 
al  culpable;  en  caso  de  no  denunciarlo,  respon- 
derá personalmente  (art.  160). 

Cuando  para  llevar  á  efecto  alguno  de  los 
delitos  enunciados,  se  hubiere  falsificado  ó  su- 
puesto la  firma  de  un  funcionario  público,  los 
autores  ó  los  que  maliciosa  ó  fraudulentamen- 
te hubieren  usado  de  la  falsificación  ó  suposi- 
ción^ serán  castigados  con  presidio  menor  en 
su  grado  máximo  (i)  (art.  161). 

Para  los  delincuentes  del  segundo  grupo  es- 
tablece las  siguientes  penas: 

i^  Inhabilitación  absoluta  perpetua  para  car- 
gos y  oficios  públicos,  derechos  políticos  y  pro- 
fesiones titulares,  y  la  de  presidio  ó  reclusión 
menores  en  cualquiera  de  sus  grados  (2)  para 
los  contenidos  en  el  artículo  223. 

2^    Inhabilitación    absoluta    temporal    para 


(i)  De  3  afios  y  un  dia,  á  5  afios, 
(2)  De  61  dfas,  á  5  años. 
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cs^rgos  y  oficios  públicos  en  cualquiera  de  sus 
grados  (i)  y  la  de  presidio  ó  reclusión  menores 
en  sus  grados  mínimos  á  medios   (2)  para  los 
contenidos  en  el  artículo  224. 
i  3^  Suspensión  de  cargo  ó  empleo  en  cual- 

quiera de  sus  grados  para  los  comprendidos 
en  el  articulo  225. 

4?  Las  mismas  penas  para  los  contenidos  en 
el  artículo  226. 

5^  Las  penas  designadas  en  los  artículos  an- 
teriores, para  los  contenidos  en  el  artículo  227. 
6^  Suspensión  del  empleo  en  su  grado  me- 
^ío  (3)  y  niulta  de  ciento  á  quinientos  pesos, 
al  comprendido  en  el  artículo  228,  si  la  resolu- 
ción ó  providencia  injusta  fuere  dada  á  sabien- 
das; y  suspensión  en  su  grado  mínimo  (4)  y 
multa  de  ciento  á  trescientos  pesos,  si  fuere 
dada  por  negligencia  ó  ignorancia  inexcusables. 
7^  Suspensión  de  empleo  en  su  grado  me- 
dio (¡)  y  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos  á 
los  incursos  en  el  artículo  229. 

Si  no  tuviere  renta  el  funcionario  que  debe 
ser  penado  con  suspensión  ó  inhabilitación  pa- 
ra cargos  6  empleos  públicos,  se  le  aplicará, 
I  además  de  estas  penas,  la  de  reclusión  menor 
[  en  cualquiera  de  sus  grados  (6)  ó  multa  de 
I        ciento  á  mil  pesos,   según  los  casos  (art.  230). 


( f )  De  3  años  y  i  día,  á  10  años. 

(2)  De  61   días,  á  3  años. 

(3)  De  un  año  y  un  día,  á  2  años. 

(4)  De  61  días,  á  un  año. 

(5)  De  un  año  y  un  día  á,  2  años. 

(6)  De  61  días,  á  5  años. 
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8^  Suspensión  en  su  grado  mínimo  (i)  á  in- 
habilitación especial  perpetua  para  el  cai^  ó 
profesión  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos,  á  los 
abogados  y  procuradores  incursos  en  el  articu- 
lo 231. 

9^  Inhabilitación  especial  perpetua  para  el 
ejercicio  de  la  profesión  y  multa  de  ciento  á 
mil  pesos,  para  el  abogado  que  incu  rra  en  el 
delito  previsto  por  el  artículo  232. 

Finalmente,  para  los  culpables  de  los  delitos 
á  que  el  tercer  grupo  se  refiere,  establece  las 
penas  siguientes: 

i^  Suspensión  del  empleo  en  cualquiera  de 
sus  grados  (2)  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos» 
si  estuvieren  incursos  en  el  articulo  255. 

2^  Las  mismas  penas  á  los  comprendidos 
en  el  artículo  256. 

3^  Multa  de  ciento  á  quinientos  pesos  á  los 
contenidos  en  el  artículo  257;  pero  si  el  testi- 
monio, certificación  ó  solicitud  versaren  sobre 
un  abuso  cometido  por  el  mismo  empleado,  la 
multa  será  de  ciento  á  mil  pesos, 

4^  Inhabilitación  especial  temporal  para  el 
cargo  ú  oficio  en  su  grado  medio,  (3)  para  el 
comprendido  en  el  artículo  258. 

5^  Reclusión  menor  en  cualquiera  de  sus 
grados  (4)  é  inhabilitación  especial  temporal 
para  el  cargo  ü  oficio   en  su  grado   medio  (5) 


(i)  De  61  días,  á  un  afío. 
(2^  De  61  días,  á  3  aflos. 

(3)  De   5  años  y  un  día,  á  7  años. 

(4)  De  61  días,  á  5  años. 

(5)  De  5  años  y  un  día,  á  7  años. 
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para  el  que  se  hallare  comprendido  en  la  pri- 
mera parte  del  artículo  259;  y  reclusión  menor 
en  sus  grados  medio  á  máximo  (i)  é  inhabilita- 
ción especial  perpetua  para  el  cargo  ú  oficio, 
cuando  se  hallare  comprendido  en  la  segunda 
parte  del  mismo  artículo. 


El  Código  español,  para  los  delincuentes 
del  primer  grupo  que  hemos  indicado  en  la  res- 
pectiva comparación  del  artículo  168,  establece 
las  siguientes  penas. 

i^  Inhabilitación  absoluta  temporal  (2)  para 
los  comprendidos  en  los  artículos  204  y  206, 
si  la  pena  indebidamente  impuesta  tiene  el  ca- 
rácter de  aflictiva;  suspensión  en  sus  grados 
medio  á  máximo  (3)  si  fuere  equivalente  á  una 
correccional;  suspensión  en  sus  grados  mínimo 
á  medio  (4)  si  fuere  equivalente  á  una  leve;  in- 
habilitación absoluta  temporal  y  multa  del  tan- 
to al  triplo,  cuando  la  pena  fuere  pecuniaria  y 
se  hubiere  ejecutado;  suspensión  en  sus  gra- 
dos medio  á  máximo  y  multa  de  la  mitad  al 
tanto,  si  no  se  hubiere  ejecutado  por  causa  in- 
dependiente de  su  voluntad;  y  suspensión  en 
sus  grados  mínimo  á  medio  si  no  se  hubiere 
ejecutado  por  revocación  del  mismo  funcio- 
nario. 


(i)  De  541  días,  á  5  años. 

(2)  De  6  años  y  un  dia,  á  12  años. 

(3)  De  2  años  y  un  dia,  á  6  años. 

(4)  De  un  mes  y  un  dia,  á  4  años. 
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En  los  casos  de  haberse  impuesto  indebida- 
mente pena  personal;  se  aplicará  al  funcionario 
culpable  á  más  de  las  indicadas  en  los  tres 
primeros  incisos  del  aparte  anterior,  la  misma 
que  impuso  y  en  el  mismo  grado,  si  esta  se  lle- 
gó á  ejecutar;  y  si  no  se  ejecutó  por  causa  in- 
dependiente de  su  voluntad,  se  le  aplicará  la 
inmediatamente  inferior  en  grado  (art.  205). 

2^  Las  mismas  penas  señaladas  en  el  núme- 
ro anterior,  según  los  casos,  á  los  contenidos 
en  el  artículo  207. 

3^  Suspensión  en  sus  grados  medio  á  má- 
ximo (i)  á  la  autoridad  judicial  culpable  de  la 
entrega  indebida  á  que  se  refiere  la  primera 
parte  del  articulo  208;  y  la  inmediatamente  su- 
perior en  grado  á  la  militar  ó  administrativa 
comprendida  en  la  segunda. 

4^  Las  mismas  penas  en  sus  grados  inme- 
diatamente superiores  á  los  comprendidos  en 
el  artículo  209. 

5^  Multa  de  125  á  1250  pesetas  á  los  conte- 
nidos en  el  artículo  2 10,  si  la  detención  no  hu- 
biere excedido  de  tres  días;  suspensión  en  sus 
grados  mínimo  á  medio,  (2)  si  pasando  de  tres 
no  llegó  á  quince;  suspensión  en  su  grado  má- 
ximo á  inhabilitación  absoluta  temporal  en  su 
grado  medio,  (3)  si  pasó  de  quince  días  sin  lle- 
gar aun  mes;  prisión  correccional  en  su  grado 
máximo  á   prisión   mayor  en   su  grado  mlni- 


(i)  De  2  años  y  un  día,  á  6  años. 

(2)  De  un  mes  y  un  día,  á  4  años. 

(3)  De  4  años  y  un  día,  á  10  años. 
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mo,  (i)  si  hubiere  pasado  de  un  mes  sin  exce- 
der de  un  año;  y  prisión  mayor  en  su  grado 
medio  á  reclusión  temporal  en  toda  su  exten- 
sión, (2)  si  hubiere  pasado  de  un  año, 

6^  Las  penas  inmeditamente  superiores  á 
Jas  señaladas  en  el  número  precedente  y  en 
proporción  al  tiempo  de  la  dilación,  para  los 
comprendidos  en  el  artículo  211. 

7^  Las  mismas  del  número  5^  á  los  incursos 
en  el  artículo  212;  y  en  sus  respectivos  casos, 
á  los  alcaides  y  jefes  de  prisión  á  quienes  com- 
prenda el  artículo  213. 

8^  Suspensión  en  sus  grados  mínimo  á  me- 
dio (3)  á  las  autoridades  judiciales  y  escribanos 
incursos  en  el  artículo  214;  pero  cuando  la  de- 
mora hubiese  durado  más  de  un  mes  y  no  hu- 
biere excedido  de  tres,  incurrirán  los  culpables, 
en  sus  respectivos  casos,  en  la  pena  de  suspen- 
sión en  su  grado  máximo  á  inhabilitación  abso- 
luta temporal  en  su  grado  medio  (4)  y  multa  de 
125  á  1250  pesetas;  y  si  hubiera  excedido  de 
dicho  tiempo,  en  la  de  inhabilitación  absoluta 
temporal  en  su  grado  máximo  (5)  á  inhabilita- 
ción absoluta  perpetua  y  multa  de  500  á  5,000 
pesetas. 

9^  Suspensión  en  sus  grados  mínimo  á  me- 
dio (6)  y  multa  de  125  á  1250  pesetas  á  los  cul- 


(i)  De  4  años,  2  meses  y  un  día,  á  8  afíos. 

2)  De  8  á  20  años. 

3)  De  un  mes  y  un  día,  á  4  afíos. 
(4)  De  4  años  y  un  dfa,  á  10  años. 
(5^  De  10  años  y  un  día,  á  12  años. 
(6)  De  un  mes  y  un  día  á  4  años. 


í 
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f)ab]es  de  los  delitos  á  que  se  refier 
o  215.  Pero,  si  el  que  registró 
sustrajo  y  se  los  apropió,  será  castí: 
leo  de  robo  con  violencia  en  las  pe 
cualquiera  de  los  delitos  de  que  el 
encarga  fuere  cometido  de  noche;  la 
rán  suspensión  en  sus  grados  mee 
mo  (1)  y  multa  de  250  á  2500  peset 

10.*  Las  mismas  penas  de  sui 
multa,  en  las  proporciones  indicada 
mera  parte  del  número  anterior  p 
toridades  judiciales  á  que  se  refierer 
los  216  y  217. 

II.'  Multa  de  125  a  1250  peseta; 
tenidos  en  el  artículo  218, 

12?  Suspensión  en  sus  grados  n 
ximo  (2)  y  multa  de  250  á  2500  p« 
incursos  en  el  artículo  219. 

13^  Inhabilitación  absoluta  temp 
grados  mínimo  á  medio  {3)  y  muí 
5000  pesetas  á  los  contenidos  e; 
lo  220. 

14^  Multa  de  125  á  1250  pesetas 
tenidos  en  la  primera  parte  del  artl 
de  250a  2500,  á  los  incursos  en  la; 

15*  Multa  de  500  a  5000  pesetas 
prendidos  en  el  artículo  222. 

16'    Inhabilitación  absoluta  temp 


[)  De  3  aRos  y  un  dfa  á  6  aflos. 
^  )  De    Ídem      idem    á    ídem. 

3)  De  6  aflos  y  un  dia  á  10  aAos. 

4)  De  6  aflos  y  un  á  12  años. 


—  359  — 

multa  de  500  a  SOCmd  pesetas,  á  los  Ministros  á 
que  se  refiere  el  artículo  223;  suspensión  en  su 
grado  máximo  á  inhabilitación  absoluta  tempo- 
ral en  su  grado  mínimo  (i)  y  multa  de  250  á 
2500  pesetas,  á  las  autoridades  incursas  en  el 
artículo  224;  y  suspensión  en  sus  grados  me- 
dio á  máximo  á  inhabilitación  absoluta  tempo- 
ral en  su  grado  medio  (2)  y  multa  de  250  á 
2500  pesetas,  á  los  expresados  en  el  artícu- 
lo 225. 

Si  la  exacción  se  hubiere  hecho  efectiva,  la 
multa  será  del  tanto  al  triplo  de  la  cantidad 
cobrada;  y  sí  se  hubiere  hecho  empleando  el 
apremio  ú  otro  medio  coercitivo,  la  pena  será 
la  de  inhabilitación  absoluta  temporal  y  la  mul- 
ta sobredicha.  Si  el  importe  cobrado  no  hu- 
biese entrado,  según  su  clase,  en  las  cajas  del 
Tesoro,  de  la  provincia  ó  del  municipio,  por 
culpa  del  que  lo  hubiere  exijido,  será  éste  cas- 
tigado como  estafador  con  el  grado  máximo  de 
la  pena  que  como  tal  le  corresponda,  (art*  226) 

17^  Inhabilitación  absoluta  temporal  en  sus 
grados  mínimo  á  medio  (3)  á  las  autoridades  in- 
cursas en  el  artículo  227,  á  las  que,  en  el  caso 
de  haberse  lucrado  de  las  cantidades  cobradas, 
se  les  castigará  como  co-autores  de  la  estafa, 
(art.  227) 

18^  Suspensión  en  sus  grados  medio   á  má- 


(i)  De  4  afíos  á  8. 

(2)  De  2  años  y  un  día  á  6  años  ó  hasta  10. 

(3)  De  6  afíos  y  un  día  á  10  afíos. 
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ximo  (i)  y  multa  de  125  á  1250  pesetas 
contenidos  ^n  el  artículo  228. 

1 9?  Suspensión  en  sus  grados  tnínimo 
dio (2)  y  multa  de  125  á  1250  pesetas  á  le 
pables  de  los  actos  expresados  en  elartícul 

20*  Suspensión  en  sus  grados  n:\edio 
ximo  {3)  y  multa  de  250  á  2500  pesetas 
que  lo  fueren  de  los  indicados  en  el  : 
lo  230. 

21*  Suspensión  en  su  grado  máximo  é 
bilitación  absoluta  temporal  en  su  grade 
mo  (4)  y  multa  de  250  á  2500  pesetas, 
contenidos  en  el  artículo  231. 

22^  Suspensión  en  sus  grados  medio 
ximo  (5)  y  multa  de  250  á  2500  pesetas 
comprendidos  en  los  artículos  232  y  233. 

23?  Destierro  en  sus  grados  mínimo 
dio  (6)  á  los  contenidos  en  el  artículo  23, 

24^  Inhabilitación  absoluta  temporal 
multa  de  250  á  2500  pesetas  á  los  que  le 
vieren  en  el  235. 

A  los  culpables  del  segundo  grupo,  fina 
te,  los  castiga: 

I."  Con  inhabilitación  temporal  es 
(8)  á  los    contenidos  en   el   artículo    1 

(1)  De  z  aflos  y  un  d!a  á  6  años . 
(al  De  un  mes  y  un  dia,  á  4  años. 

(3)  De  1  años  y  un  dia,  S  6  años. 

(4)  De  4  años,  á  8. 

(5)  De  3  años  y  un  dia,  A  6  afíos. 

(6J  De  6  meses  y  un  dia,  i  4  años  y  2  meses. 

(7)  De  6  á  12  años. 

(8)  De  6  años  y  un  día,  &  13  aflos. 
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2.^  Con  prisión  correccional  en  sus  grados 
medio  á  máximo  (i)  á  los  contenidos  en  el  ar- 
tículo 395,  á  quienes  se  reducirá  la  pena  de  pri- 
sión en  un  grado,  en  los  casos  previstos  por  la 
segunda  parte  de  dicho  artículo;  debiendo  si  en 
todo  caso  sufrir  la  de  inhabilitación  especial 
temporal  que  puede  hacerse  perpetua. 


El  Código  francés  castiga  á  los  culpables 
del  primer  grupo  de  que  se  habla  en  la  compa* 
ración  respectiva  del  articulo  i68,  en  esta 
forma: 

i^  Con  degradación  cívica  á  los  comprendi- 
dos en  el  articulo  114;  pero  si  justificaren  que 
obraron  por  orden  de  sus  superiores  para  ob- 
jetos de  su  jurisdicción  en  los  cuales  se  les  de- 
bía obediencia  jerárquica,  quedarán  excentos 
de  pena,  en  cuyo  caso  se  aplicará  solamente  á 
los  superiores  que  hubiesen  dado  la  orden: 

2.**  Con  destierro  al  Ministro  incurso  en  el 
artículo  115;  y  si  alegare  que  se  le  hizo  firmar 
la  orden  por  sorpresa,  quedará  obligado  á  de- 
nunciar al  culpable:  si  no  lo  hiciere  será  per- 
sonalmente responsable.  Si  el  delito  se  come- 
tiere falsificando  la  firma  de  un  Ministro  ó  fun- 
cionario público,  el  autor  de  la  falsificación  su- 
frirá trabajos  forzados  temporales  en  su  má- 
ximo. 

3^  Con  degradación  cívica  á  los  incursos  eii 


(i)  De  6  meses  y  un  día,  á  6  afíos. 

46 
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el  artículo  T19,  quedando  además  obligados  á 
pagar  daños  y  perjuicios. 

4.°  Con  prisión  de  seis  meses  á  dos  años  y 
multa  de  16  á  200  francos  á  los  comprendidos 
en  el  artículo  120. 

5.**  Con  degradación  cívica  á  los  que  lo  estu- 
vieren en  el  121  y  el  122. 

A  los  culpables  del  segundo  grupo  les  im- 
pone las  siguientes  penas: 

I."*  Prisión  de  seis  días  á  un  año  y  multa 
de  16  á  500  francos  á  los  co.nprendidos  en  el 
artículo   184. 

2,°  Multa  de  200  á  500  francos  é  interdicción 
de  ejercer  funciones  públicas  durante  un  perio- 
p  do  de  cinco  á  veinte  años,  á  los  contenidos  en  el 

i^v  artículo  185. 

^  3.**    Reclusión,   trabajos   forzados    tempora- 

5  les  y  trabajos   forzados  perpetuos,    á  los    com- 

fi  prendidos  en  el  artículo  186  cuando  los  delitos 

Ifr  que  cometieren,  si  hubieran  sido  perpetrados  por 

^^  .  un  particular  debieran  ser  penados  respectiva- 

|í  mente  con   destierro  ó   degradación  cívica,  re- 

C  clusión  ó  prisión,  deportación  ó  trabajos  forza- 

-  dos  temporales. 

4.°  Multa  de  16  á  500  francos,  prisión  de 
tres  meses  á  cinco  años,  é  interdicción  de  ejer- 
cer funciones  ó  empleos  públicos  durante  un 
periodo  de  cinco  á  diez  años,  á  los  comprendi- 
dos en  el  artículo  187. 

Para  los  culpables  de  los  delitos  á  que  se  re- 
í  fiere  su  articulo  188,  designa  la  pena  de  reclu- 

i  sión,  que  se  elevará  al  máximo  si  la  requisición 

EC  ú  orden  hubiesen  sido  seguidas  de  sus  efectos, 
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y  se  impondrá  en  todo  caso  á  los  funcionarios 
culpables;  salvo  el  de  que  hubieren  obrado  obe- 
deciendo debidamente  órdenes  de  superiores 
jerárquicos  en  quienes  entonces,  caerá  la  pe- 
na y  además  la  responsabilidad  de  los  críme- 
nes más  graves  que  con  motivo  de  sus  órde- 
nes se  hubiere  cometido. 


El  Código  italiano  castiga: 

I.®  Con  prisión  de  quince  días  á  un  año,  que 
se  aumentará  en  una  sexta  parte,  sustituyen- 
do la  prisión  con  la  reclusión,  á  los  contenidos 
en  su  artículo  175. 

2^  Con  reclusión  de  un  mes  á  cinco  años  y 
multa  de  ICO  á  5,000  liras  á  los  comprendidos 
en  su  artículo  176. 

3.°  Con  prisión  hasta  treinta  meses,  ó  con 
multa  que  fio  baje  de  300  liras  á  los  incursos 
en  el  artículo  177. 

4.^  Con  multa  de  50  á  1500  liras  al  que  lo 
estuviere  en  el  artículo  178;  ó  de  ico  á  3000 
si  el  delito  fuere  cometido  por  varios,  previo 
acuerdo. 

5^  Con  prisión  hasta  dos  años  á  los  compren- 
didos en  el  artículo  179. 

6.*^  Con  multa  de  50  á  1500  liras  al  incurso 
en  el  articulo  180,  á  la  que  se  agregará  la  in- 
habilitación para  cargos  públicos  hasta  treinta 
meses,  si  el  culpable  fuere  oficial  de  policía  ju- 
dicial. 

7.*  Con  multa  de  500  á  3.0CMD  liras  á  los 
comprendidos  en  el  artículo  181. 
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TÍTULO  3? 

DEL  PREVARICATO 

Art.  170.   Comete  prevaricato: 

I."  El  juez  que  expide  sentencia  definitiva  ma- 
nifiestamente injusta: 

2."  El  que  conoce  en  causa  que  patrocinó  como 


3."  El  juez  que  cita  hechos  ó  resoluciones  falsas: 
é.*^  El  juez  que  se  niega  á  juzgar,  bajo  prelesto 
de  oscuridad  ó  insuficiencia  ile  la  ley: 

5f  El  juez  que  se  apoya  en  leyes  supuestas  6  . 


Art.  171.  Los  que  incurran  en  cualquiera  de  los 
tres  pñmeros  delitos  comprendidos  en  el  artícub  an- 
terior, serán  castigados  con  suspensión  del  empleo  de 
seis  meses  á  un  año. 

Los  que  incurran  en  los  dos  últimos  delitos  serán 
condenados  á  suspensión  de  tres  á  seis  meses. 

Comentario.  En  el  caso  previsto  por  el  in" 
ciso  I."  del  artículo  170,  se  requiere  dos  con- 
diciones; que  laresolusión  injusta  sea  una  sen- 
tencia definitiva,  y  que  su  injusticia  sea  mani- 
fiesta para  que  haya  prevaricato;  pero  ¿cuándo 
es  manifiesta  y  cuándo  no  lo  es,  la  injusticia 
de  un  fallo  judicial?  No  lo  dice  la  ley;  más 
el  sentido  común  enseña  que  debe  decirse  lo 
primero  cuando  no  haya  disposición  legal  ex- 
presa, principio  ó  regla  de  derecho,  ni  razón 
de  mera  equidad  que  puedan  servirle   de  fun- 
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damento,  pues  solo  entonces  hay  motivo  bas- 
tante para  creer  que  el  juez,  no  podiendo  equi- 
vocarse en  la  apreciación  legal  de  los  hechos  y 
de  las  circunstancias  de  la  litis,  ha  obrado  con 
intención  punible. 

Creemos  que  no  hay  razón  para  exceptuar 
'  del  prevaricato  las  resoluciones  Interlocutorias 
'  injustas,  ni  en  equiparar,  como  lo  hace  dicho 
inciso  i.^,  las  sentencias  civiles  con  las  crimina- 
les y,  entre  estas,  las  absolutorias  con  las  con- 
denatorias, ó  las  que  impongan  pena  grave 
con  las  que  impongan  una  leve.  En  otros  có- 
digos se  hace,  y  con  sobrada  razón,  las  distin- 
ciones que  en  sus  lugares  veremos,  pues  no 
toda  sentencia  injusta  produce  igual  daño  ni  el 
mismo  grado  de  alarma   social. 


El  inciso  3,°  del  mismo  artículo,  es  uno  de 
los  muchos  de  redacción  defectuosa  que  nues- 
tro Código  contiene.  Compréndese  sin  difi- 
cultad que  el  propósito  del  legislador  fué  con- 
denar la  cita  de  hechos  falsos  y  de  resolucio- 
nes falsas;  pero,  tomado  literalmente  el  inciso, 
lo  que  se  percibe  á  primera  vista  es  que  la  ley 
castiga  de  un  modo  absoluto  la  cita  de  hechos, 
sean  ó  no  ciertos,  y  la  de  resoluciones  falsas. 
Sería  conveniente,  en  la  reforma,  cuando  se  rea- 
lice, adoptar  un  giro  que  haga  desaparecer  la 
anfibología. 

El  inciso  5.**  será  sumamente  peligroso,  en  su 
último  término,  para  los   que  administran  jus- 


Y 
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ticía,  mientras  no  se  haya  hecho  una  revisión 
general  de  nuestras  leyes  y  la  compilación  ex- 
clusiva de  las  vigentes.  El  juez  está  cierta- 
mente obligado  á  hacer  el  detenido  estudio  de 
la  legislación,  para  pplicarla  con  oportunidad 
y  acierto;  más  son  tantas  las  leyes  que  tenemos 
abrogadas  sin  derogación  expresa,  y  tantas  las 
derogaciones  y  reposiciones  en  esta  materia, 
que  se  necesita  un  paciente  y  prolongado 
examen,  incompatible  con  el  ejercicio  de  fun- 
ciones públicas  permanentes,  para  alejar  el 
riesgo  de  errar  en  lo  que  no  sea  de  uso  cuoti- 
diano. 

La  invocación  de  leyes  supuestas  ó  deroga- 
das en  apoyo  de  la  resolución  judicial  que  se 
expida  debe  ser  castigada,  aun  cuando  se  ha- 
ga en  una  sentencia  justa;  porque  de  otro  mo- 
do se  tendría  el  caso  previsto  por  el  inciso  i^, 
y  el  fraude  no  sería  sino  una  prueba  de  la  ma- 
licia del  juez  que  apeló  á  él  para  sacrificar  el 
derecho  de  la  parte  perjudicada. 

Da  nuestro  código  á  la  palabra  prevaricato, 
según  se  desprende  de  este  artículo  y  de  los 
restantes  del  presente  título,  la  mas  restringida 
de  sus  acepciones;  la  de  crimen  peculiar  á  los 
que  administran  la  justicia  común.  Otras  le- 
gislaciones extienden  mas  su  significado  ha- 
ciéndole comprender  ciertos  delitos  análogos 
perpetrados  por  otros  géneros  de  funcionarios 
y  particularmente  por  los  jueces  y  tribunales 
en  materia  contencioso-administrativa. 
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Consideramos  muy  leves  las  penas  que  para 
el  grave  delito  de  prevaricación  impone  el  ar- 
tículo 171. 
La  buena  administración  de  justicia  es  la 
I  más  sólida  garantía  del  orden  social  y  político; 

I  y  cuanto  pueda  contribuir  á  malearla   causa 

i  profunda  alarma   social,  especialmente   en  los 

paises  donde,  como  el  nuestro,  se  usa  el  siste- 
ma de  juzgados  y  tribunales  permanentes. 
Como  lo  hemos  visto  en  algunas  de  las  com- 
¡  paraciones  del  articulo  anterior,  y  como  conti- 

!  nuarémos  viéndolo  en  las  que  hagamos  del  pre- 

¡  senté,  nuestro  Código  es  quizás  el  más  toleran- 

te con  esa  carcoma  de  las  sociedades,  pues  no 
hay   comparación  posible  entre  la  suspensión 
í  por  un   año,  castigo  máximo  que  él   le  impo- 

ne, y  la  inhabilitación  absoluta  perpetua  y 
pena  de  presidio  que  otras  legislaciones  le 
aplican.  Si  en  esta  materia  no  se  puede  lle- 
gar al  rigorismo  cruel  de  Cambises,  tampoco 
se  puede  quedar  en  un  término  rayano  de  la 
'  impunidad. 

1  El  Código  argentino  castiga  el  prevaricato 

^  del  juez,  en  los  términos  siguientes: 

I  ce  Art.  246.  Los  jueces  que  incurran  en  cual- 

I  quier  delito  de  los  expresados  en  el  artículo  an- 

'  terior,  serán  castigados  con  destitución  é  inha- 

I  bilitación  perpetua  para  ser  juez.  » 

i  «  Si  la  sentencia  se  hubiere  ejecutado,  siendo 

I  condenatoria,   sufrirá  además   la  misma    pena 

I  que  impuso.  » 
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El  Código  belga  solo  menciona  ■ 
delitos  á  que  este  artíciilo  se  refier 
de  abuso  de  autoridad;  y  lo  castig 
ticulo  258,  como  hemos  visto  en  I; 
comparación  del  articulo  anterior 
de  200  á  500  francos  é  interdicción 
de  desempeñar  funciones,  empleo 
públicos. 

El  Cód'go  Chileno,  según  hem 
la  comparación  de  los  artículos  16 
tre  otros  actos  que  califica  como  d* 
ción,  describe  y  pena,  en  la  forma 
mos  indicado,  los  delitos  á  que  se 
incisos  i.''y4.''  de  nuestro  artículo 


El  Código  espaRol  trae  los  si: 
tic  u  I  os: 

«  Art.  361.  El  juez  que  á  sabiei 
sentencia  injusta  contra  el  reo  en 
nal  por  delito,  incurrirá  en  la  per 
por  la  sentencia,  si  esta  se  hiibier 
y  además  en  la  de  inhabilitación  t 
soluta  en  su  grado  máximo  (i) 
ción  perpetua  absoluta.  » 

«  Art.  362.  El  juez  que,  á  sabten 
sentencia  injusta  en  contra  del  reo,  ■ 
no  hubiere  llegado  á  ejecutarse,  se 
con  la  pena  inmediatamente  jnferii 


(i)  De  to  años  y  un  dia,  á  la  aflos. 
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á  la  que  en  la  sentencia  injusta  hubiere  impues- 
to, siendo  el  delito  grave,  y  con  la  inmediata- 
mente inferior  en  dos  grados  á  la  que  hubiere 
impuesto  si  el  delito  fuere  menos  grave.  » 

«  En  todos  los  casos  de  este  artículo  se  im- 
pondrá también  al  culpable  la  pena  de  inhabi- 
litación temporal  especial  en  su  grado  máxi- 
mo (i)  á  inhabilitación  perpetua  especial.  » 

Art.  363.  Si  la  sentencia  injusta  se  dictare 
á  sabiendas  contra  el  reo  en  juicio  sobre  falta, 
las  penas  serán  las  de  arresto  mayor  é  inhabi- 
litación temporal  especial  en  su  grado  máximo 
á  inhabilitación  perpetua  especial,  d  (2) 

tf  Art.  364.  El  juez  que  á  sabiendas,  dictare 
sentencia  injusta,  en  causa  criminal  á  favor  del 
reo,  incurrirá  en  la  pena  de  prisión  correccio- 
nal en  sus  grados  mínimo  á  medio  (3)  é  inha- 
bilitación temporal  especial  en  su  grado  máximo 
(4)  á  inhabilitación  perpetua  especial,  si  la  cau- 
sa fuere  por  delito  grave;  en  la  de  arresto  ma- 
yor en  su  grado  máximo  (5)  á  prisión  correccio- 
nal en  su  grado  mínimo  é  igual  inhabilitación, 
si  la  causa  fuere  por  delito  menos  grave,  y 
en  la  de  arresto  mayor  en  su  grado  mínimo  y 
suspensión,  si  fuere  por  falta.  » 

«  Art.  365.  El  juez  que,  á  sabiendas,  dicta- 
re sentencia  injusta  en  causa   civil,  incurrirrá 

(i)  De  10  años  y  un  dia,  á  12  años. 

(2)  Arresto  de  un  mes  y  un  día  á  6  meses;  é  inhabilita- 
ción de  10  años  y  un  día  á  12  aftos. 

(3)  De  6  meses  y  unidla,  á  4  afios  y  2  meses. 

(4)  De  10  afios  y  un  día,  á  12  afios. 
—  (5)  De  4  meses,  á  2  afios  4  meses. 
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en  las  penas  de  arresto  mayor  en  su 
dio  á  prisión  correccional  en  su  j 
mó  (i)  é  inhabilitación  temporal  esp 
grado  máximo  á  inhabilitación  per¡ 
cial.  »  (2) 

.  «  Art.  366.  El  juez  que  por  negli 
norancia  inexcusable,  dictare  en  causa  »..v<i  u 
criminal  sentencia  manifiestamente  injusta,  in- 
currirá en  la  pena  de  inhabilitación  temporal 
especial  en  su  grado  máximo  á  inhabilitación 
especial  perpetua.  » 

«  Art.  367.  El  juez  que,  á  sabiendas,  dictare 
providencia  interlocutoria  injusta,  incurrirá  en 
la  pena  de  suspensión.  »  (3) 

«  Art.  368.  El  juez  que  se  negare  á  juzgar, 
so  pretexto  de  oscuridad,  insuficiencia  ó  silen- 
cio de  la  ley,  será  castigado  con  la  pena  de 
suspensión,  b 

a  En  la  misma  pena  incurrirá  el  juez  culpa- 
ble de  retardo  malicioso  en  la  administración 
de  justicia,  u 

Consigna  ademas  las  siguientes  disposicio- 
nes: 

a  Art.  369.  El  funcionario  público  que  á  sa- 
biendas, dictare  ó  consultare  providencia  ó  re- 
solusión  injusta  en  negocio  contencioso-admi- 
nistrativo,  ó  meramente  administrativo,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  inhabilitación  temporal  es- 


(0  De  a  meses  y  un  dfa  á  I  aSos  y  4  meses, 
(a)  De  10  afios  y  un  día,  á  12  afios. 
(3}  De  un  mes  y  un  dia  á  d  afios. 
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Li  grado  máximo  (i)  á  inhabilitación 
special,  » 
misma  pena  será  castigado  el  fun- 
blico  que  dictare  ó  consultare,  por 
i  ó  ignorancia  inexcusables,  provi- 
;soIiición  manifiestamente  injusta  en 
itencioso-admínistrativo  ó  meramen- 
rativo,  » 

■JO.  El  funcionario  público  que,  fal- 
obligación  de  su  cargo,  dejare  malí- 
de  promover  la  persecución  de  los 
:s,  incurrirá  en  la  pena  de  ínhabili- 
iporal  especial  en  su  grado  máxí- 
ihabilitación  perpetua  especial. 


Go  FRANCÉS  al  contrario  del  nuestro, 
abra  prevaricato  la  mayor  amplitud 
tener,  como  se  vé  por  las  siguien- 
ciones  y  prescripciones, 
66.  Todo  crimen  cometido  por  un 
)  público  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ina  prevaricación.  » 
167.  Toda  prevaricación  contra  la 
no  haya  consignado  pena  más  gra- 
istigada  con  la  degradación  cívica.  » 
68.  Los  simples  delitos  no  constitu- 
íspecto  á  los  funcionarios,  el  crimen 
cación.  » 


afíos  y  un  día,  á  1 
afios  y  un  dfa,  á  1 
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Entre  los  actos  punibles  de  los  funcionarios, 
cometidos  por  corrupción  ó  cohecho,  incluye 
los  siguientes  artículos. 

cr  Art.  t8i.  Si  el  que  se  hubiere  dejado  co- 
rromper fuere  un  juez  fallando  en  materia  cri- 
minal, ó  un  miembro  del  Jurado,  ya  en  favor, 
ya  en  perjuicio  del  acusado,  además  de  la  mul- 
ta decretada  por  el  artículo  177  (i)  se  le  im- 
pondrá la  pena  de  reclusión.  » 

«  Art.  182.  Si  por  efecto  de  la  corrupción 
se  hubiere  pronunciado  una  condena  á  una  pe- 
na superior  á  la  de  reclusión,  se  aplicará  dicha 
pena,  cualquiera  que  ella  sea,  al  Juez  ó  miem- 
bro del  Jurado  culpable  de  corrupción,  i» 

«  Art.  183.  Todo  Juez  ó  administrador  que, 
por  favor,  se  hubiere  decidido  por  una  parte, 
ó  por  enemistad  se  hubiere  decidido  contra  la 
misma,  será  culpable  de  prevaricación  y  casti- 
gado con  la  degradación  cívica.  » 

Entre  los  abusos  de  autoridad  contra  los  par- 
ticulares incluye,  como  hemos  visto,  en  la  co- 
rrespondiente comparación  del  artículo  168  de 
nuestro  Código,  el  que  su  artículo  185  cas- 
tiga con  multa  de  200  á  500  francos  é  ínter- 
dicción  del  ejercicio  de  funciones  públicas  de 
cinco  á  veinte  años,  y  que  consiste  en  negarse 
el  Juez  ó  Tribunal  á  administrar  justicia  aun- 
que sea  bajo  el  pretesto  de  silencio  ú  oscuridad 
de  la  ley. 


(i)  200  francos  mínimo. 
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El  Código  italiano  aun  cuando  considera  la 
prevaricación  entre  los  delitos  contra  la  adminis- 
tración de  justicia;  no  da  tal  carácter  á  los  actos 
á  que  se  refiere  el  artículo  que  vamos  comparan- 
do y  que  ni  siquiera  menciona;  con  excepción 
del  contenido  en  el  inciso  4.°  que  él  califica  de 
abuso  de  autoridad  en  su  artículo  178,  y  des- 
cribe y  pena  en  la  forma  indicada  bajo  el  nú- 
mero 4®  en  las  respectivas  comparaciones  de 
nuestros  artículos  168  y  169, 

A  lo  dicho  en  los  citados  lugares  agrega  el 
código  italiano:  «  Si  el  funcionario  público  per- 
teneciere al  orden  judicial,  habrá  omisión  ó 
negativa  cuando  concurran  las  condiciones  re- 
queridas por  la  ley  para  ejercitar  contra  él  la 
acción  civil.  )> 

Art.  172.  Cometen  tanihién  prevaricato^  los  abo- 
gados y  procuradores  que  defienden  ó  representan  á 
ambas  partes  simultáneamente ^  ó  después  de  patroci- 
nar ó  representar  á  una  parte^  defienden  ó  represen- 
tan á  la  contraría  en  la  misma  causa. 

Art.  173.  Los  reos  expresados  en  el  artículo  an- 
terior y  sufrirán  multa  de  cincuenta  á  doscientos  pe- 
sos. 

Comentario.  Los  artículos  182  del  Código 
de  Enjuiciamientos  en  materia  civil  y  200  del 
Reglamento  de  Tribunales,  imponen  respecti- 
vamente á  los  abogados  y  procuradores,  entre 
otras  obligaciones,  la  de  guardar  fidelidad  á 
sus  clientes  no  revelando  sus  documentos  ni 
el  secreto  de  su  defensa,  á  más  de  la  de  abste- 
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nerse  de  la  defensa  ó  representación  simultá- 
nea ó  succesiva  de  ambas  partes  en  el  mismo 
asunto. 

Estas  obligaciones  no  tienen,  como  las  otras 
que  las  acompañan,  suficientemente  garantido 
su  cumplimiento  con  las  penas  disciplinarías, 
que  los  juzgados  y  tribunales  pueden  imponer 
á  los  que  intervienen  en  la  administración  de 
justicia;  ellas  necesitan  sanción  forma!,  porque 
su  violación  es  capaz  de  causar  gravísimos  da- 
ños al  derecho  privado  y  trascender  sobre  el 
orden  público. 

Asi  lo  reconoció  el  legislador  en  el  artículo 
153  del  Reglamento  de  Tribunales,  que  decla- 
ra responsabilidad  criminal  al  abogado  preva- 
ricador, conforme  al  Código  Penal;  en  el  200 
del  de  Enjuiciamientos  civil  arriba  citado,  que 
somete  al  apoderado  infiel  á  las  penas  del  pre- 
varicato; y  en  el  17a  que  vamos  comentando; 
aunque  éste  no  ha  comprendido  el  delito  en  to- 
da su  amplitud,  limitándose  á  castigar  la  defen- 
sa y  representación  de  intereses  y  derechos 
contrarios. 

El  prevaricato  por  infidencia  ha  sido  reser- 
vado para  el  articulo  193,  que  lo  castiga  con 
ima  simple  multa. 

Hallamos  levísima  la  pena  impuesta  por  el 
artículo  173.  Como  veremos  en  las  compara- 
ciones que  vienen  en  seguida,  todas  las  legis- 
laciones son  severisimas  con  el  abogado  ¡ndig' 
no  que  trafica  con  su  noble  profesión,  y  con  el 
apoderado  infiel,   que  burla  la  confianza  de  su 


1 
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mandante  y  sacrifica  su  derecho  á  las  pretensio- 
nes del  que  le  ofrezca  mayor  paga. 


El  Código  argentino,  en  su  artículo  247, 
dice: 

«  Conieten  prevaricato  los  abogados  y  pro- 
curadores en  los  casos  siguientes:  » 

<c  i.°  Cuando  revelan  los  secretos  que  el 
defendido  ó  poderdante  les  hubiese  confiado 
para  la  defensa.  )^ 

ce  2p  Cuando  defienden  á  ambas  partes  en 
el  mismo  juicio.  » 

a  3.®  Cuando  después  de  representar   ó  pa- 
trocinar á  una  parte,  representan  á  patrocinan 
á  la  contraria  en  la  misma  causa.  » 
Y  agrega: 

«  Art.  248.  Los  reos  expresados  en  el  artí- 
culo anterior,  sufrirán  multa  de  cien  á  quinien- 
tos pesos  y  suspensión  del  ejercicio  de  la  pro- 
fesión por  cuatro  á  seis  años. 


El  Código  belga  no  contiene  disposición 
análoga  á  la  que  nos  ocupa;  su  articulo  458 
solo  castiga  el  prevaricato  por  infidencia,  en  la 
forma  que  veremos  al  comparar  nuestro  ar- 
tículo 193. 

El  Código  chileno  hace  las  prescripciones 
siguientes: 

«  Art.  231.  El  abogado  ó  procurador  que 
con  abuso  malicioso  de  su  oficio,  perjudicare 
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á  su  cliente  ó  descubriere  sus  secretos,  será 
castigado  según  la  gravedad  del  perjuicio  que 
causare,  con  la  pena  de  suspensión  en  su  gra- 
do mínimo  (i)  á  inhabilitación  especial  perpe- 
tua para  el  cargo  ó  profesión  y  multa  de  ciento 
á  mil  pesos,  jd 

«  Art.  232,  El  abogado  que,  teniéndola  de- 
fensa actual  de  un  pleito,  patrocinare  á  la  vez 
á  la  parte  contraria  en  el  mismo  negocio,  sufri- 
rá las  penas  de  inhabilitación  especial  perpe- 
tua para  el  ejercicio  de  la  profesión  y  multa 
de   ciento  á   mil  pesos. 


El  Código  español  dispone  lo  que  sigue: 

«  Art.  371.  Será  castigado  con  una  multa 
de  250  á  2500  pesetas  el  abogado  ó  procura- 
dor que,  con  abuso  malicioso  de  su  oficio,  6  ne- 
gligencia ó  ignorancia  inexcusable,  perjudicare 
á  su  cliente  ó  descubriere  sus  secretos,  habien- 
do de  ellos  tenido  conocimiento  en  el  ejercicio 
de  su  ministerio,  d 

«  Art.  372.  El  abogado  ó  procurador  que 
habiendo  llegado  á  tomar  la  defensa  de  una 
parte,  defendiere  después,  sin  su  consentimien- 
to, á  la  contraria  en  el  mismo  negocio,  ó  la 
aconsejare,  será  castigado  con  las  penas  de  in- 
habilitación temporal  especial  (2)  y  multa  de 
125  á  1250  pesetas.  » 

Encontramos  más  conforme  á  la  moral  la 


í;í 


(i)  De  61  días,  á  un  año. 

De  6  afios  y  un  día,  á  1 2  años. 
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inflexlbilidad  de  nuestro  Código,  del  argentino 
y  del  chileno,  que  la  laxitud  del  español  permi- 
tiendo el  prevaricato  y  excusándolo  si  la  parte 
á  quien  pudo  perjudicar  lo  consiente. 

El  que  acepta  el  patrocinio  de  una  causa  de- 
be tener  el  convencimiento  de  su  justicia,  y 
cumple,  antes  que  las  estipulaciones  de  un  con- 
trato, el  deber  del  abogado  de  luchar  por  el 
triunfo  de  la  verdad  y  del  derecho. 

Reducir  el  ejercicio  de  una  profesión  ilustre 
á  la  prestación  de  servicios  de  orden  secunda- 
rio, como  es  la  simple  redacción  de  memoria- 
les y  alegatos,  sin  tener  en  consideración  el 
influjo  de  esa  profesión  en  la  buena  marcha  de 
la  sociedad,  que  andará  desconcertada  si  no  se 
da  á  cada  uno  lo  que  es  suyo;  es  degradarla, 
envilecerla;  y  no  se  hace  otra  cosa  al  dispensar 
al  letrado  de  la  obligación  de  no  tomar  bajo  su 
amparo  causa  de  cuya  bondad  no  esté  persua- 
dido. Esta  obligación  es  para  nosotros  de  or- 
den público;  y  sobre  estas  no  son  admisibles 
transacciones  ni  componendas. 


El  Código  francés  no  contiene  al  respecto 
más  disposición  que  la  de  un  articulo  378,  cas- 
tigando de  un  modo  general,  con  prisión  de 
uno  á  seis  meses  y  multa  de  100  á  500  francos, 
á  cualquiera  persona  depositarla  por  su  estado 
ó  profesión  de  los  secretos  que  se  le  confiase, 
-;  que  los  revelase  fuera  del  caso  en  que  la  ley 
i  obligue  á  hacerse  denunciante. 
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El  Código  italiano  dispone  lo  que  á  conti- 
nuación trascribimos: 

<(  Art.  222.  El  defensor  quede  acuerda  coa 
la  parte  contraria,  ó  de  otro  modo,  perjudique 
la  defensa  que  le  está  confiada,  ó  que  en  la  mis- 
ma causa  aconseje  simultáneamente  á  partes 
contrarias,  incurrirá  en  la  pena  de  tres  á  trein- 
ta meses  de  reclusión,  inhabilitación  temporal 
para  cargos  públicos,  que  se  extenderá  al  ejer- 
cicio de  la  profesión  ó  arte  y  multa  de  looá 
3,000  liras.  » 

«  Si  después  de  haber  defendido  á  una  parte, 
asumiere  el  defensor,  sin  el  asentimiento  de 
aquella,  en  la  misma  causa,  la  defensa  de  la 
parte  contraria,  incurrirá  en  la  pena  de  reclu- 
sión hasta  seis  meses  ó  en  la  multa  de  500  á 
5,000  liras,  jd 

«  Art.  223.  El  defensor  en  causa  criminal 
que  fuera  de  los  casos  previstos  en  el  artículo 
anterior,  fuese  infiel  á  los  deberes  de  su  propia 
profesión,  ó  perjudique  al  inculpado  por  él  de- 
fendido, incurrirá  en  la  pena  de  un  mes  á  tres 
años  de  reclusión  é  inhabilitación  temporal  pa- 
ra cargos  públicos,  que  se  extenderá  al  ejerci- 
cio de  la  profesión.  i> 

(c  Si  el  defendido  estuviere  acusado  de  un  de- 
lito que  lleve  consigo  pena  restrictiva  de  la  li- 
bertad personal  que  excediere  de  cinco  años, 
la  reclusión  será  de  tres  á  ocho  años.  » 

«  Art.  224.  El  defensor  que  exija  la  entrega 
de  dinero  ú  otras  cosas,  por  su  cliente,  con 
pretexto  de  proporcionar  el  favor  del  testigo, 
perito  ó  intérprete  ó  del  representante  del  Mi- 


s 
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nlsterio  público,  que  deba  intervenir  en  el  jui- 
cio, de  Magistrados  ó  Jurados  que  deban  deci- 
dir en  la  causa,  será  castigado  con  la  pena  (i) 
de  dos  á  seis  años,  multa  no  inferior  á  3,000 
liras  é  inhabilitación  temporal  para  cargos  pú- 
blicos que  se  extenderá  al  ejercicio  de  la  pro- 
fesión. ))  -    • 

Hacemos  al  2T  inciso  del  artículo  222  del  có- 
digo italiano,  la  misma  objeción  que  al  372 
del  español,  A  nuestro  juicio  el  prevaricador 
no  deja  de  merecer  castigo,  aun  cua^ido  el  per- 
judicado lo  autorice, 

Ari.  174.  Los  jaeces  árhitrosy  los  asesores  y  los 
peritos^  qyedan  sujetos  en  sus  respectivos  casos  á  las 
disposiciones  de  este  título. 

Comentario.  Comprendemos  muy  bien  que 
los  arbitros  y  asesores  incurran  en  prevaricato 
en  los  mismos  casos  que  los  jueces,  pues  te- 
niendo este  carácter,  están  obligados  á  proce- 
der con  imparcialidad  y  á  hacer  recta  justicia; 
más  no  concebimos  cómo  puedan  prevaricar, 
por  lo  menos  en  el  sentido  que  á  esta  palabra 
dá  nuestra  ley,  los  peritos,  que  ni  administran 
justicia  ni  defienden  á  las  partes,  ni  las  repre- 
sentan, ni  tienen  más  misión  en  los  juicios  que 
emitir  su  parecer  con  lealtad,  sujetándose  á 
las  enseñanzas  de  la  ciencia  que  profesan  ó  á  las 
reglas  del  arte  que  ejercen;  y  que  si  por  afecto, 

(i)  En  la  edición  de  nuestro  uso  falta  la  designación  de 
la  pena;  más  entendemos  que  debe  ser  prisión. 
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ó  desafecto,  soborno  ú  otra  causa,  faltaren  á  la 
verdad;  incurrirán  en  el  delito  previsto  por  el 
artículo  225  de  este   mismo  Código, 

Creemos,  pues,  que  solo  por  distracción  se 
ha  deslizado  este  término  más  en  la  enumera- 
ción que  hace  el  presente  artículo,  y  que  por 
igual  causa  se  omitió  en  ella  á  los  conjueces. 


El  Código  argentino  se  expresa  en  los  mis- 
mos términos  que  el  nuestro,  en  su  artículo 
249;  sin  otra  diferencia  que  la  de  agregar,  á  los 
arbitros,  los  arbitradores.  Le  es  por  consi- 
guiente aplicable  la  objeción  que  acabamos  de 
hacer. 

El,  Código  belga  guarda  silencio,  como  es 
natural  en  este  punto,  pues  sabemos  que  no 
trata  del  prevaricato. 


El  Código  chileno,  en  su  artículo  227,  y  co- 
mo lo  hemos  visto  en  las  respectivas  compara- 
ciones de  los  artículos  168  y  169  del  nuestro; 
declara  reos  de  prevaricación  y  les  señala  las 
penas  indicadas  en  el  segundo  de  los  citados 
lugares,  á  las  personas  que  nuestro  Código  ín- 
dica y  á  algunas  otras,  incluyendo  también  en- 
tre ellas  á  los  peritos;  más  no  incurre  en  la  fal- 
ta en  que  cae  el  Código  peruano,  al  conside- 
rarles á  la  vez  reos  de  falso  testimonio. 
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íiGO  espaRol  nada  dispone  sobre  los 
3Ítoriamente  ejercen  jurisdicción  ú 
:iünes  públicas.  Es  de  creer  que  las 
!ones  generales  de  sus  artículos  361  á 
en  sus  respectivos  lugares  hemos  re- 
>,  abracen  á  todos  los  jueces  y  oficia- 
mínistración  y  de  justicia,  sean  ó  no 
ites. 

'DIGOS  FRANCÉS  É    ITALIANO,   SC    hallan, 

ipecto,  en  las  mismas  condiciones  que 
I. 


TÍTULO  4? 

DEL    COHECHO 

IOS  del  Diccionario  de  Legislación  pe- 
,  Dr.  D.  Francisco  García  Calderón  lo 

30.  La  acción  y  efecto  de  corromper 
as  al  juez  ó  á  otra  persona  para  que  ha- 
se  le  pide,  aunque  sea  contra  justicia, 
asignar  este  delito  se  emplean  las  pa- 
hecko,  soborno,  concusión  y  prevaricato. 
uede  usar  indistintamente  de  ellas, 
¡presan  cosas  diversas.  El  colucho  es 
ion  del  juez  con  dádivas;  pero  hay  la 
ídad  de  que  esta  palabra  se  emplea 
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para  designar  el  delito  que  comete  el  sedi 
mientras  que  la  de  prevaricato  se  usa  pai 
signar  el  delito  que  comete  el  juez  sedi 
Por  esto  no  se  puede  decir  que  un  juez  co 
y  se  dice  que  un  juez  prevaríca. 

Se  llama  soborno  la  dádiva  que  se  hace 
mismos  jueces  ó  á  su  familia  por  la  person 
anle  ellos  litiga  ó  pretende  litigar,  para 
garlos  A  juzgar  contra  justicia.  Tambif 
soborno  la  promesa  de  alguna  cosa,  bie 
dinero  ú  otros  efectos,  ó  esperanza  de 
fortuna  (Art.  3°  dec.  i^  de  Ag.  de  1826.) 

No  es  necesario  que  el  juez  llegue  á  j 
contra  justicia;  pues  para  que  haya  sol 
basta  que  á  sabiendas  haya  recibido,  ó  si 
venga  en  recibir,  por  sí  ó  por  su  familia, 
de  los  litigantes,  ó  en  nombre  ó  por  coi 
ración  de  estos.  (Art.  4°  ¡d) 

Las  palabra-í  coíiciíii'ón  y  prevaricato  ai 
convienen  en  significar  el  delito  que  come 
juez  ó  magistrado  que  obra  en  virtud  1 
borno  ó  cohecho,  se  diferencian  en  que  I 
cusión  designa  la  venta  de  la  justicia,  c 
gracias  y  de  los  favores;  y  el  prevaricato 
delito  que  comete  el  que  á  sabiendas  juzg 
tra  derecho  por  afecto  ó  desafecto  á  ur 
ios  litigantes,  ó  por  soborno  ó  cohecho, 
suerte  que  hay  concusión  cuando  el  so 
se  recibe  como  precio  de  lajustícia  ó  del 
y  en  los  demás  casos  hay  prevaricato.  Ai 
de  esto  la  concusión  significa  el  delito  que 
te  un  juez  ó  magistrado  que  abusando  de 
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der  cobra  derechos  injustos;  y  en  esto  se  dife- 
rencia esencialmente  del  prevaricato  .... 
Este  delito  puede  ser  cometido  no  solo  por 
los  jueces  y  demás  empleados  del  poder  judi- 
cial, sino  también  por  todos  los  empleados  pú- 
blicos. (Art.  20  y  21  dec.  i.°  Ag.  182 1)  .    .    . 

Art.  175.  Cuando  medie  cohecho  ó  soborno  en  los 
delitos  que  los  empleados  públicos  cometen  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  se  les  aplicará  la  pena  corres- 
pondiente á  estos  delitos  aumentada  en  un  grado;  y 
además  una  multa  del  duplo  del  valor  recibido  ó  del 
tanto  del  prometido  ó  aceptado. 

El  cohecho  ó  soborno  cuando  sea  para  ejercer  ac- 
tos de  justicia,  se  castigará  con  lá  multa  estableci- 
da en  este  artículo  y  con  suspensión  de  dos  meses  á 
un  año. 

Comentario.  La  primera  parte  de  este  ar- 
tículo da  al  delito  que  describe  el  simple  carác- 
ter de  circunstancia  agravante  de  otro;  lo  que 
á  nuestro  modo  de  ver  no  se  justifica,  ni  au- 
mentando la  pena  del  delito  principal  en  un 
grado,  en  vez  de  un  término,  por  dicha  circuns- 
tancia. 

Como  veremos  en  seguida,  por  las  compara- 
ciones que  haremos;  todas  las  legislaciones  cas- 
tigan el  cohecho  como  delito  especial,  señalán- 
dole penas  especiales  también,  más  graves  en 
todo  caso  que  las  que,  según  nuestra  ley,  re- 
sultan de  aumentar  en  un  grado  las  correspon- 
dientes á  las  infracciones  cometidas  por  el  co- 
hechado. 
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Por  otra  parte;  siendo  las  penas  mas  comu- 
nes en  nuestro  Código,  para  los  delitos  pecu- 
liares á  empleados  públicos,  las  de  suspensión 
y  destitución,  de  las  que  la  primera  no  tiene 
grados,  pues  el  legislador  se  ha  reservado  se- 
ñalarle una  duración  discrecional  segOn  los 
casos,  y  la  segunda  es  por  su  naturaleza  indi- 
visible; el  aumento,  por  razón  del  cohecho,  de 
ese  grado  que  el  artículo  175  prescribe,  será 
en  muchos  casos  irrealizable. 

Mas  aún. 

Entre  los  delitos  privativos  de  los  funciona- 
rios que  merecen,  según  el  Código,  inhabi- 
litación, arresto,  reclusión,  cárcel  ú  otras  penas 
divisibles;  hay  muchos  en  los  que  no  cabe  co- 
hecho; como  en  los  de  seducción  de  mujeres, 
previstos  por  los  incisos  i6.°y  17.**  del  artículo 
168;  en  el  de  abandono  de  empleo,  á  que  se 
refiere  el  artículo  180;  en  los  de  malversación 
de  caudales  públicos,  de  que  tratan  los  artícu- 
los 194  á  199;  y  en  los  de  exacción  indebida, 
hecha  excepción  de  solo  el  descrito  por  el  artícu- 
lo 205,  que  es  posible  cometer  por  soborno;  y 
de  aquí  resulta  que  lo  dispuesto  en  dicho  artícu- 
lo 175  casi  no  no  tiene  aplicación,  pues  queda 
limitado  á  los  casos  de  infidelidad  en  la  cus- 
todia de  presos  ó  de  documentos  y  á  los  de 
revelación  de  secretos. 

Basta  lo  dicho  para  reconocer  que  en  esta 
parte  nuestro  Código  reclama  urgente  reforma. 


k 
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El  Código  argentino  dice: 

«  Art.  250.  Todo  empleado  en  el  orden  ad- 
ministrativo ó  judicial,  ájente  ó  encargado  de 
cualquier  ramo  de  la  administración  pública, 
que  recibiese  dinero  ó  cualquier  otra  dádiva,  ó 
que  aceptase  una  promesa,  directa  ó  indirecta, 
para  hacer  ó  dejar  de  hacer  alguna  cosa,  será 
castigado  con  la  pérdida  del  empleo,  é  inhabi- 
litación por  cinco  á  diez  años  para  obtener  otro 
alguno,  y  con  una  multa  igual  al  triple  del  va- 
lor de  la  dádiva  ó  promesa.  » 

«  Si  estas  se  hicieren  para  el  cumplimiento 
de  sus  deberes,  perderá  su  empleo  y  pagará  el 
duplo  del  valor  de  la  gratificación  ó  recom- 
pensa. » 

«  Art.  251.  El  juez  que  diese  por  precio  una 
sentencia  justa  incurrirá  en  las  penas  estable- 
cidas en  el  primer  párrafo  del  artículo  ante- 
rior. » 

«c  Si  la  sentencia  fuere  injusta,  en  causa  ci- 
vil, 6  si  lo  fuese  en  causa  criminal,  siendo  abso- 
lutoria, la  pena  será  además  de  penitenciaria  por 
tres  á  seis  años.  » 

«  Si  por  la  sentencia  injusta  se  impusiere  pe* 
na,  se  aplicará  al  juez  la  misma,  á  escepción 
de  la  de  muerte  que  se  conmutará  en  presidio 
por  tiempo  indeterminado.  » 

«  El  juez  incurrirá  además  en  inhabilitación 
perpetua.  » 

Art.  252.  Los  arbitros  que  por  precio  diesen 
sentencia  ihjusta,  sufrirán   las  penas  de  inhabi- 

49 
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litación  y   multa  designadas  en  el  primer  pá- 
rrafo del  artículo   250. 


El  Código  belga,  en  sus  artículos  246  á  25 1^ 
castiga  á  los  funcionarios  ú  oficiales  públicos  ó 
cualesquiera  otras  personas  encargadas  de  un 
servicio  público  que  hayan  aceptado  ofrecimien- 
tos ó  promesas,  ó  que  hayan  recibido  dádivas  ó 
presentes  en  esta  forma: 

i.°  Con  prisión  de  ocho  días  á  seis  messs  y 
multa  de  26  á  500  francos,  si  fuere  por  ejecu- 
tar un  acto  de  su  función  ó  empleo  que,  sí  bien 
justo,  no  esté  sin  embargo,  sujeto  á  remunera- 
ción: 

2'^  Con  prisión  de  un  mes  á  un  año  y  multa 
de  50  á  IODO  francos,  si  fuere  por  realizar  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  un  acto  injusto  ó  por 
abstenerse  de  realizar  un  acto  que  esté  en  el  or- 
den de  sus  deberes;  pudiendo  además  ser  con- 
denado á  la  interdicción  del  derecho  de  desem- 
peñar funciones,  empleos  ó  cargos  públicos: 

3.*^  Con  prisión  de  tres  meses  á  tres  años  y 
multa  de  100  á  3000  francos,  pudiendo  ademáis 
ser  condenado  á  la  misma  interdicción,  si  llegó 
á  realizar  el  acto  injusto  ó  se  abstuvo  de  cum- 
plir su  deber,  en  los  términos  indicados  en  el 
número  anterior: 

4^  Con  prisión  de  uno   á  cinco  años  y  multa 
de  200  á  5000  francos  si  por  el  cohecho  se  com- 
prometió  á  cometer    un  crimen    ó  delito  en  el 
ejercicio  de  su  cargo. 
Castiga  también: 
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1.^  Con  trabajos  forzados  de  diez  á  quince 
años,  al  juez  y  con  prisión  de  uno  á  cinco 
años  é  interdicción  del  dereciio  de  desempe- 
ñar cargos  ó  empleos  públicos,  al  arbitro  Jwn'í 
ó  arbitrador  que  se  hayan  dejado  corromper;  y 
si  han  recibido  dinero  6  alguna  otra  recompen- 
sa ó  promesa,  con  una  multa  de  200  á  5000 
francos  á  más  de  las  indicadas  penas. 

2.°  Con  reclusión,  al  jurado  que  se  deje  co- 
rromper. 

El  Código  chileno  dispone,  en  su  artículo 
248,  que  el  empleado  público  que,por  dádiva  ó 
promesa  delinca  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, á  más  de  la  pena,  correspondiente  al  delito 
que  cometiere  incurre  en  las  de  inhabilitación 
especial  perpetua  para  el  cargo  ú  oficio  y  mul- 
tad de  la  mitad  al  tanto  de  la  dádiva  ó  promesa 
aceptada. 

El  artículo  249  dice  «El  empleado  público 
que  por  dádiva  ó  promesa  ejecutare  un  acto 
obligatorio  propio  de  su  cargo,  no  sujeto  á  re- 
muneración, será  penado  con  una  multa  de  la 
mitad  al  tanto  de  la  dádiva  ó  promesa  acep- 
tada. » 

ff  En  la  misma  multa  sola  ó  acompañada  de 
la  inhabilitación  especial  perpetua  para  el  car- 
go ü  oficio,  incurrirá  el  empleado  que  omitiere 
por  dádiva  ó  promesa  un  acto  debido  propio 
de  su  (íStrgo.  » 

El  Código  español  prescribe   lo  siguiente: 
€  Art.  396.   El    funcionario  público  que  reci- 
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bíere,  por  sí  ó  por  persona  intermedia,  dádiva  6 
presente,  ó  aceptare  ofrecimientos  ó  promesas 
por  ejecutar  un  acto  relativo  al  ejercicio  de  su 
cargo  que  constituya  delito,  será  castigado  coa 
las  penas  dé  presidio  correccional  en  sus  gra- 
dos mínimo  al  medio  (i)  y  multa  del  tanto  al 
triplo  del  valor  de  la  dádiva,  sin  perjuicio  de  la 
pena  correspondiente  al  delito  cometido  por  la 
dádiva  ó  promesa  si  lo  hubiere  ejecutado.  » 

«  Art.  397.  El  funcionario  público  que  reci- 
biere, por  sí  ó  por  persona  intermedia  dádiva 
ó  presente,  6  aceptare  ofrecimiento  ó  promesa 
por  ejecutar  un  acto  injusto  relativo  al  ejerci- 
cio de  su  cargo,  que  no  constituya  delito,  y  que 
lo  ejecutare,  incurrirá  en  la  pena  de  presidio 
correccional  en  su  grado  mínimo  á  medio  (2) 
y  multa  del  tanto  al  triplo  del  valor  de  la  dádi- 
va; si  el  acto  injusto  no  llegare  á  ejecutarse,  se 
impondrá  las  penas  de  arresto  mayor  eu  su 
grado  máximo  á  presidio  correccional  en  su 
grado  mínimo  (3)  y  multa  del  tanto  al  duplo 
del  valor  de  la  dádiva,  » 

«  Art.  398.  Cuándo  la  dádiva  recibida  6 
prometida  tuviere  por  objeto  abstenerse  el 
funcionario  público  de  un  acto  que  hubiera  de 
practicar  en  el  ejercicio  de  los  deberes  de  su 
cargo,  las  penas  serán  de  arresto  mayor  en  su 
grado  medio  al  máximo  (4)  y  multa  del  tanto  al 
triplo  del  valor  de  aquella.  » 


(i)  De  6  meses  y  un  día,  á  4  afios  y  2  meses. 

(2)  De  Ídem  idem  á  idem. 

(3)  De  4  meses  y  un  día,  á  2  afios  y  4  meses. 
(2)  De  2  meses  y  un  día  á  6  meses. 
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«  Art.  399.  Lo  dispuesto  en  los  artículos 
precedentes  tendrá  aplicación  á  los  jurados, 
arbitros,  arbitradores,  peritos,  hombres  buenos 
6  cualquiera  persona  que  desempeñare  un  ser- 
vicio público.  » 

«  Art.  400.  Las  personas  responsables  cri- 
minalmente de  los  delitos  comprendidos  en  los 
artículos  anteriores,  incurrirán,  además,  de  las 
penas  en  ellos  impuestas,  en  la  inhabilitación 
especial  temporal.  »  (i) 

«  Art.  401.  El  funcionario  público  que  ad- 
mitiere regalos  que  le  fueren  presentados  en 
consideración  á  su  oficio,  será  castigado  con  la 
suspensión  en  sus  grados  mínimo  á  medio  (2) 
y  reprensión  pública. 


El  Código  francés  (art.  177)  castiga: 
I.®  Con  degradación  cívica  y  multa  do- 
ble del  valor  de  las  promesas  aceptadas  ó  de 
las  cosas  recibidas,  sin  que  dicha  multa  pueda 
bajar  de  2CX)  francos,  al  funcionario  público, 
administrativo  ó  judicial,  agente  ó  comisionado 
de  una  administración  pública  que  hubiere 
aceptado  ofrecimientos  ó  promesas  ó  recibido 
donativos  ó  presentes  para  hacer  un  acto  pro- 
pio de  su  función  ó  empleo,  aunque  fuere  jus- 
to, pero  no  sujeto  á  derechos;  ó  para  no  ejecu- 
tar otro  comprendido  en  el  orden  de  sus 
deberes: 


(i)  De  6  afios  y  un  día,  á  12  años. 
(2)  De  I  mes  y  un  día,  á  4  afios. 
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2.®  Con  las  mismas  penas  al  arbitro  6 
perito  nombrado,  ya  por  el  Tribunal,  ya  por 
las  partes,  que  hubiere  aceptado  ofrecimientos 
ó  promesas  ó  recibido  dones  ó  presentes  para 
tomar  un  acuerdo  ó  dar  una  opinión  favorable 
á  una  de  las  partes,  (art.  id.) 

Si  la  corrupción  tuviere  por  objeto  un  hecho 
criminal  que  lleve  consigo  una  pena  mayor 
que  la  degradación  civica,  esta  pena  mayor 
se  aplicará  también  á  los  culpables  (art.  178) 
3.^  Con  reclusión,  á  mas  de  la  multa  de- 
cretada por  el  articulo  177,  al  juez  que  se  hu- 
biere dejado  corromper  fallando  en  materia 
criminal  ó  at*  miembro  del  jurado  que  lo  hicie- 
re, ya  sea  en  favor,  ya  en  contra  del  reo.  (art. 
181)  . 

Si  por  efecto  de  la  corrupción  se  hubiere 
pronunciado  una  condena  á  una  pena  superior 
á  la  de  reclusión,  se  aplicará  dicha  pena,  cual- 
quiera que  ella  sea,  al  juez  ó  al  miembro  del 
jurado  culpable  de  corrupción,  (art.  182) 


El  Cói^iGO  ITALIANO  trae  á  este  respeto  los 
siguientes  artículos: 

Art.  171.  El  funcionario  público  que  para 
un  acto  de  su  cargo  reciba  para  si  ó  para  otros 
en  dinero  ú  otra  clase  de  valores  una  retribu- 
ción que  no  le  es  bebida  ó  acepte  la  promesa, 
será  castigado  con  la  reclusión  hasta  un  año  y 
con  la  multa  de  50  á  3,000  liras.  » 

«  Art.  172.  El  funcionario  público  que  por 
retrasar  ó  no  efectuar  un  acto  propio  de    su 
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cargo,  ó  para  realizar  un  acto  contrarío  á  los 
deberes  de  dicho  cargo,  reciba  ó  se  haga  pro- 
meter dinero  ú  otro  beneficio  pí^ra  sí  ó  para 
otros,  será  castigado  con  la  reclusión  de  seis 
meses  á  cinco  años,  con  la  inhabilitación  tem- 
poral para  cargos  públicos  y  con  la  multa  de 
ICO  á  5,000  liras.  » 

ff  La  reclusión  será  de  tres  á  diez  años  si  el 
hecho  tuviere  por  objeto:  » 

«  i.^  Conferir  empleos  públicos,  estipendios, 
pensiones  honores  ó  la  estipulación  de  con- 
tratos en  que  esté  interesado  el  Centro  admi- 
nistrativo á  que  pertenezca  el  funcionario  pú- 
blico; » 

<t  2.^  El  beneficio  ó  perjuicio  de  una  parte 
en  un  pleito  ó  de  un  inculpado  en  una  causa.  » 

«  Si  el  hecho  tuviera  por  efecto  una  senten- 
cia condenatoria  á  pena  restrictiva  de  la  liber- 
tad personal  por  más  de  un  año,  la  reclusión 
será  de  cinco  á  quince  años  y  la  multa  podrá 
elevarse  al  máximum.  » 

ArL  lf6.  Los  que  sobornen  ó  cohechen,  y  los 
que  sil-van  de  agentes  intermediarios  para  la  dádiva 
ú  oferta^  serán  castigados  con  airesto  mayor  en  se- 
gundo gi-ado.  ( I ) 

Comentario.  Parece  que  el  legislador  hubie- 
se olvidado  el  principio  general  que  estableció 
en  el  artículo  13.  Si  no  hubiese  un  sobornador, 
el  cohecho  sería  imposible;  y  por  consiguiente, 

(1)  Tres  meses. 
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el  que  dá  ó  promete  algo  para  que  se  atente 
contra  la  garantía  que  al  derecho  individual  y  al 
público  ofrece  la  recta  administración  general  ó 
de  justicia  es  tan  autor  del  delito,  como  el  mal 
funcionario  que  acepta  la  dádiva  ó  promesa. 
Si  al  sobornador  no  se  le  puede  imponer  las 
penas  de  suspensión,  destitución,  é  inhabilita- 
ción especial,  que  de  ordinario  se  aplica  al  co- 
hechado, por  cuanto  el  primero  no  desempeña 
funciones  públicas  ó  no  hace  mal  uso  de  ellas 
si  también  es  empleado;  por  lo  menos  debe 
aplicársele  un  castigo  tan  grave  como  al  se- 
gundo, é  igualar  las  penas  para  ambos  en  cuan- 
to sea  posible.  Así  proceden  casi  todos  los  có- 
digos que  con  el  nuestro  comparamos:  solo  el 
chileno  considera  al  sobornador  como  simple 
cómplice  del  cohechado,  y  le  impone  la  pena 
en  relación  con  este  carácter;  más  sin  llegar  á 
decretarle  el  simple  arresto  que  nuestro  ar- 
ticulo  176  le  señala. 


El  Código  argentino  manda  lo  siguiente: 
a  Art.  253,  El  que  diese  ó  prometiese  las 
dádivas,  será  castigado  con  la  multa  de  que 
habla  el  articulo  250(1)  y  prisión  de  uno  á. 
tres  años,  á  menos  que  siendo  el  soborno,  en 
causa  criminal,  en  favor  del  reo^  fuese  hecho 
por  su  cónyuge,  ascendiente,  descendiente, 
hermano,   ó  afines  en   los  mismos   grados,  en 


(1)  I^  impuesta  al  cohechado. 
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cuyo  caso  se  impondrá  al  sobornante  una  mul- 
ta de  valor   igual  al  de  la  dádiva  ó  promesa.  )> 

«  Art.  254.  En  todo  caso  las  dádivas  cae- 
rán en  comiso.  » 

Aquí  conviene  recordar  que  también  hues- 
tra  ley  atenúa  la  pena  de  los  delitos  que  se  co- 
metiere en  defensa  de  la  persona  ó  derechos 
de  un  ascendiente,  descendiente,  hermano, 
cónyugue  ó  afín;  cuando  no  concurran  en  fa- 
vor de  esa  defensa  todos  los  requisitos  nece- 
sarios para  legitimarla. 


El  Código  belga,  en  su  artículo  252,  casti- 
ga con  las  mismas  penas  que  al  cohechado,  al 
sobornador  que  le  hubiese  corrompido,  y  al 
que  por  violencias  ó  amenazas  hubiese  obliga- 
do á  un  funcionario  á  faltar  á  sus  deberes;  é 
impone  á  la  tentativa  de  estos  delitos,  pri- 
sión de  ocho  días  á  un  año  y  multa  de  26  á  500 
francos, 

_  ■ 

Su  artículo  253  declara  el  comiso  de  las  co- 
sas que  se  haya  entregado  ó  de  su  valor. 


El  Código  chileno  (articulo  250)  dice:  <c  El 
sobornante  será  castigado  con  las  penas  corres- 
pondientes á  los  cómplices  en  los  casos  respec- 
tivos, excepto  las  de  inhabilitación  y  suspen- 
sión. y> 

<c  Cuando  el  soborno  mediare  en  causa  cri- 
minal á  favor  del  reo  por  parte  de  su  cónyuge, 
de  algún  ascendiente  ó  descendiente  legítimo 

50 
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por  consanguinidad  6  afinidad,  de  un  colateral 
legitimo  consanguíneo  ó  afin  hasta  el  segundo 
grado  inclusive  ó  de  un  padre  ó  hijo  natural  ó 
ilegitimo  reconocido,  sólo  se  impondrá  al  sobor- 
nante una  multa  igual  á  la  dádiva  ó  pro- 
mesa. » 

El  artículo  251,  declara  también  el  comiso  del 
soborno. 

El  Código  español  dice: 

«  Art.  402.  Los  que  con  dádivas,  presentes, 
ofrecimientos  ó  promesas  corrompieran  á  los 
funcionarios  públicos,  serán  castigados  con  las 
mismas  penas  que  los  empleados  sobornados, 
menos  la  de  inhabilitación.  » 

((  Art.  403.  Cuando  el  soborno  mediare  en 
causa  criminal  en  favor  del  reo,  por  parte  de 
su  cónyuge  ó  de  algún  ascendiente,  descendien- 
te, hermano  ó  afin  en  los  mismos  grados,  solo 
se  impondrá  al  sobornante  una  multa  equiva- 
lente al  valor  de  la  dádiva  ó  promesa.  » 

«  Art.  404.  En  todo  caso  las  dádivas  ó  pre- 
sentes serán  decomisados.  » 


El  Código  francés  (art.  1 79)  declara  que  el 
corruptor  de  funcionarios  públicos  y  el  que  por 
violencia  ó  amenaza  les  hiciere  faltar  á  su  de- 
ber, sufrirán  las  mismas  penas  que  el  funciona- 
rio corrompido;  y  que  la  tentativa  de  estos  de- 
litos será  castigada  con  prisión  de  tres  á  seis 
meses  y  multa  de  100  á  300  francos. 
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En  su  articulo  i8o  declara  también  el  comiso 
del  soborno  ó  su  valor. 


El  Códico  italiano  dispone  que  el  que  in- 
duzca á  un  funcionario  á  cometer  el  delito  de 
recibir  retribución  que  no  se  le  debe,  sea  cas- 
tigado con  multa  de  50  á  3,000  liras,  que  es  la 
misma  pena  impuesta  al  sobornado;  y  que  el 
que  le  indujere  á  retrazar  ú  omitir  un  acto  pro- 
pio de  su  cargo,  ó  practicar  otro  contrarío  á  su 
deber,  lo  sea  también  con  la  multa  de  100  á 
5,000  liras  y  la  reclusión  que  corresponden  al 
que  se  dejó  corromper: 

Ordena,  además,  que  cuando  el  funcionario 
público  no  hubiere  cometido  el  delito,  el  que 
ha  intentado  inducirlo  sufra  las  mismas  penas 
reducidas  á  la  mitad  (art.  173). 

De  la  misma  manera  que  los  otros  códigos, 
declara  (art  1 74)  el  comiso  del  soborno. 


TÍTULO  5^ 

INSUBORDINACIÓN  DE    LOS  EMPLEADOS  PÚBLICOS  É 
INEXACTITUD  EN   EL  EJERCICIO  DE  SUS 

FUNCIONES 

Art.  177.  El  empleado  público  que^  en  asuntos  del 
servicio^  desobedezca  abiertamente  las  órdenes  de 
sus  superiores,  sufrirá  suspensión  de  tres  á  seis  meses. 
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Art.  178.  Incurren  con  la  misma  pena  del  ar- 
tículo anterior: 

2.^  El  juez  ó  tribunal  que  se  niega  á  adminis- 
trar justicia: 

2.^  El  empleado  político  que  rehusa  prokjer 
la  administración  de  justicia^  ó  hacer  ejecutar  las  de- 
cisiones ó  providencias  judiciales: 

5.®  Los  Fiscales  y  Agentes  fiscales  que  no  in- 
terponen su  acción  en  los  casos  en  que  la  ley  les  im- 
pone este  deber: 

4^  IjOS  escribanos j  alguaciles  y  demás  funcio- 
narios, que  debiendo  intervenir  de  algún  modo  en  la 
administración  de  justicia^  se  niegan  á  hacerlo  en 
la  parte  que  legalmente  les  corresponda. 

Comentario.  Sólo  con  el  carácter  de  subsi- 
diaria, para  salvar  las  omisiones  en  que  pudie- 
ran incurrir  los  reglamentos  de  las  distintas 
instituciones  que  funcionan  en  el  Estado,  pue- 
de admitirse  en  el  Código  una  disposición  co- 
mo la  consignada  en  el  artículo  177,  Las  re- 
laciones de  los  empleados  ó  funcionarios  pú- 
blicos con  sus  superiores  jerárquicos,  no  están 
reguladas  por  las  leyes  generales,  cuya  infrac- 
ción constituye  el  delito  social;  sino  por  los  re- 
glamentos— orgánicos  ó  interiores, — cuya  vio- 
lación es  una  falta  contra  la  disciplina,  sin  tras- 
cendencia, por  lo  menos  grave  é  inmediata,  so- 
bre el  estado  de  derecho;  y  que  debe  ser  re- 
primida administrativamente. 

Otro  tanto  decimos  de  las  demás  disposi- 
ciones de  este  título.  El  Reglamento  de  Tri- 
bunales y  Juzgados;  la  Ley  de  funcionarios  po- 
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Uticos,  y  los  reglamentos  especiales  de  las  di- 
versas instituciones  deben  ser  los  que  se  encar- 
guen de  mantener  la  regularidad  de  los  servi- 
cios públicos  y  la  más  severa  disciplina  entre 
los  encargados  de  ellos.  Traer  al  Código  Pe- 
nal hasta  las  faltas  contra  esa  disciplina  es  des- 
naturalizar la  noción  del  delito  y  delegar  inde- 
bidamente en  el  Poder  Judicial  las  atribuciones 
que  corresponden  á  los  otros.  No  se  debe  lle- 
var ante  la  justicia  sino  las  infracciones  que 
comprometan  el  organismo  social  ó  sus  gran- 
des intereses. 

La  negativa  á  administrar  justicia  de  que  ha- 
bla el  inciso  i^  del  artículo  178,  no  es  la  abso- 
luta, es  decir;  no  trata  dicho  inciso  de  juez 
ó  tribunal  que  cierren  las  puertas  de  sus  res- 
pectivos despachos  y  se  abstengan  de  todo  ac- 
to propio  de  su  ministerio,  pues  en  tal  caso 
incurrían  en  el  delito  de  abandono,  previsto 
por  el  articulo  180;  no  puede  referirse  sino 
á  los  jueces  y  magistrados  que,  en  determi- 
nado asunto,  se  resistan  al  cumplimiento  de 
su  deber;  y  en  tal  caso  es  difícil,  cuando 
menos,  distinguir  entre  este  delito  y  los  previs- 
tos por  los  incisos  4.®  del  artículo  168  y  4."*  del 
170.  Todos  ellos  son  de  inexactitud  en  el  de- 
sempeño del  cargo,  y  pudieron  reducirse  á  uno 
solo;  pues  apenas  se  nota  diferencia  en  el  mó- 
vil de  la  omisión  culpable,  que  ya  es  el  intento 
de  perjudicar  con  la  lentitud  del  procedimiento 
ó  la  mera  negligencia,  ya  el  mismo  intento  ocul- 
to tras  la  oscuridad  ó  insuficiencia  de  la  ley,  ya 
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finalmente   descubierto   con   descaro,  sin  ale- 
gación de  pretesto  ninguno. 

La  pena  que  para  todos  ellos  señala  la  ley, 
por  otra  parte,  es  la  misma;  suspensión  hasta 
de  seis  meses;  si  bien  para  el  primer  caso,  más 
grave  á  nuestro  entender  que  el  segundo,  el 
mínimo  de  ella  se  reduce  hasta  á  dos  meses, 
en  vez  de  tres,  que  es  el  fijado  para  los  demás. 


Consideramos  demasiado  amplia  la  prescrip- 
ción contenida  en  la  parte  final  del  inciso  2^  El 
funcionario  político  no  puede  ser  un  instrumen- 
to meramente  pasivo  para  la  ejecución  de  pro- 
videncias judiciales  sin  discernimiento  ni  crite- 
rio legal.  Si  se  le  pide  auxilio  para  la  ejecu- 
ción de  un  mandato  ó  providencia  judicial 
abiertamente  ilegales,  no  podrá  convertirse  en 
cómplice  inconciente  de  un  escandaloso  abuso 
de  poder.  En  el  caso  de  Vicente  Escobar,  ci- 
tado en  el  comentario  del  artículo  70  (tomo  1/ 
pag.  436).  Si  el  Prefecto  de  Huancavelica  hu- 
biera accedido  sin  observación  á  las  exigencias 
del  Juez  de  i^  instancia,  el  codelincuente  desig- 
nado por  un  sorteo  hecho  en  forma  caprichosa, 
habría  sido  abusivamente  ejecutado,  y  ese  fun- 
cionario político  habría  asumido  evidente  res- 
ponsabilidad por  su  condescendencia. 


Hay  también  cierta  dificultad  para  diferenciar 
el  abuso  de  autoridad  descrito  por  el  inciso  8^ 
del  artículo  168,  y  el  delito  de  inexactitud,  que 
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pena  el  inciso  4.®  del  presente,  en  la  parte  que 
tiene  relación  con  la  administración  de  justicia. 
Parece  á  primera  vista  que  el  segundo  estuvie- 
ra incluido  en  el  primero;  más  debe  advertirse 
que  los  escribanos,  alguaciles  y  demás  funcio- 
narios á  que  el  inciso  4.^del  artículo  178  se  re- 
fiere, no  ejercen  autoridad  para  que  puedan 
abusar  de  ella;  y  que  aún  cuando  toca  á  los 
actuarios  expedir  certificados  de  las  piezas  del 
proceso  y  de  los  hechos  que  ocurran  en  las 
audiencias,  no  pueden  otorgarlos  sin  mandato 
del  juez.  Será  éste  el  que  abuse  de  su  auto- 
ridad, si  deniega  el  certificado  que  se  le  pida; 
pero  si  manda  expedirlo  y  el  escribano  se  re- 
siste á  extenderlo,  caerá  el  actuario  en  el  delito 
de  inexactitud,  más  no  en  el  de  abuso  de  au- 
toridad. 

El  Código  argentino  y  ei*  belga,  probable- 
mente por  consideraciones  análogas  á  las  ex- 
puestas en  el  primer  párrafo  de  este  comenta- 
rlo, no  tratan  de  la  insubordinación  ni  de  la 
inexactitud  de  los  empleados  públicos  en  el 
ejercicio  de  sus  deberes. 


El  Código  chileno  castiga  con  inhabilita- 
ción especial  para  el  cargo  ú  oficio,  al  emplea- 
do público  que  se  negare  abiertamente  á  obe- 
decer las  órdenes  de  sus  superiores  en  asun- 
tos del  servicio;  y  al  que  habiendo  suspendido 
con  cualquier  motivo  la  ejecución  de  órdenes 
de  sus  superiores,  las  desobedeciere   después 
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que  estos  hubiesen  desaprobado  la  suspensión; 
y  para  el  caso  de  no  ser  retribuido  el  emplea- 
do, le  designa  por  una  ú  otra  causa  la  pena  de 
reclusión  menor  en  cualquiera  de  sus  grados 
(i)  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos. 

Como  este  código  califica  de  prevaricatos 
los  actos  á  que  se  refiere  el  artículo  178,  según 
hemos  visto  en  la  página  326,  no  los  menciona 
en  este  lugar.'  Sin  embargo,  á  más  de  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  3.*  de  su  artículo  224,  trae 
la  prescripción   siguiente: 

«  Art.  253.  El  empleado  público  del  orden 
civil  ó  militar  que  requerido  por  autoridad 
competente,  no  prestare,  en  el  ejercicio  de  su 
ministerio,  la  debida  cooperación  para  la  admi- 
nistración de  justicia  ü  otro  servicio  público, 
será  penado  con  suspensión  del  empleo  en  sus 
grados  mínimo  á  medio  (2)  y  multa  de  ciento 
á  500  pesos. 

«  Si  de  su  omisión  resultare  grave  daño  á  la 
causa  pública  ó  á  un  tercero,  las  penas  serán 
inhabilitación  especial  perpetua  para  el  cargo 
ú  oficio  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos.  » 


El  Código  español  dice: 

<c  Art.  380.  Los  funcionarios  judiciales  ó 
administrativos  que  se  negaren  abiertamente  á 
dar  el  debido  cumplimientoá  sentencias,  decisio- 
nes ú  órdenes  de  autoridad  superior,  dictadas 

(i)  De  61  días,  á  5  años. 
{2)  De  61  días,  á  2  años. 
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dentro  de  los  límites  de  su  respectiva  compe- 
tencia y  revestidas  de  las  formalidades  legales 
incurrirán  en  las  penas  de  inhabilitación  tem- 
poral especial  en  su  grado  máximo  (i)  á  inha- 
bilitación perpetua  especial  y  multa  de  150  á 
1,500  pesetas.  » 

«  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior,  no  incurrirán  en  responsabilidad  cri- 
minal los  funcionarios  públicos  por  no  dar 
cumplimiento  á  un  mandato  administrativo  que 
constituya  una  infracción  maniñesta,  clara  y 
terminante  de  un  precepto  constitucional  ji 

«  Tampoco  incurrirán  en  responsabilidad 
criminal  los  funcionarios  públicos  constituidos 
en  autoridad  que  no  den  cumplimiento  á  un 
mandato  de  igual  clase  en  el  que  se  infrinja 
manifiesta,  clara  y  terminantemente  cualquiera 
otra  ley.  » 

«  Art.  381.  El  funcionario  que  habiendo 
suspendido  por  cualquier  motivo,  que  no  fue- 
re de  los  expresados  en  el  segundo  párrafo 
del  artículo  anterior,  la  ejecución  de  las  órde- 
nes de  sus  superiores,  las  desobedeciere  des- 
pués que  aquellos  hubieren  desaprobado  la 
suspensión,  sufrirá  la  pena  de  inhabilitación 
perpetua  especial  y  prisión  correccional  en  sus 
grados  mínimo  á  medio.  »  (2) 

«  Art.  383.  El  que  rehusare  ó  se  negare  á 
desempeñar  un  cargo  público  de  elección  po- 
pular, sin  presentar  ante  la  autoridad  que  co- 


(i)  De  10  afíos  y  un  día,  á  12  años. 

(2)  De  6  meses  y  un  día,  á  4  años  y  2  meses. 

5« 


cusa  fuere  desaten  i:  ia.  :'.c-rrra  ^¡rli  srm 
de  1 50  á  i,5CO  pesetas.  » 

€  En  ¡a  mrsma  pena  iac-rr'ri::;  eí  j-:r:iá2  cae 
volur.tanamerite  dejare  ce  destr^r-^far  sa 
cargo  sin  excusa  admit'da,  y  eí  peHr:?  j  e:  ces- 
tígo  q-je  dejaren  también  vol  j aterís .-rrecte  oc 
comparecer  á  ua  tnbunai  á  prestar  sss  decÍ2- 
radones,  cuando  hubieren  sido  orrarfcaasxents 
citados  al  efecto.  » 

El  Código  francés  no  contiene  á  este  res- 
pecto mas  disposiciones  que  la  de  su  artknlo 
234  que  castiga  con  prisión  de  uno  á  tres  me- 
ses, sin  perjuicio  de  las  reparaciones  que  pu- 
dieran exijirle,  al  encargado  de  la  fuerza  púbB- 
ca  que  requerido  por  la  autoridad  civil  hubiese 
negado  su  auxilio;  y  la  de  su  articulo  236,  qoe 
impone  prisión  de  seis  días  á  dos  meses  y  b 
multa  de  reglamento,  á  los  testigos  y  miembros 
del  jurado  que  hubiesen  alegado  una  excasa 
notoriamente  falsa  para  no  comparecer. 


Él  Código  italiano  tampoco  hace  de  la  ne- 
gativa de  servicios  legalmente  debidos  un  de- 
lito ó  una  especie  de  delitos,  peculiar  de  los 
empleados  públicos,  como  se  ve  por  los  artícu- 
los que  en  seguida  copiamos,  y  que  son  los 
únicos  que  tienen  relación  con  el  asunto  qu 
nos  ocupa. 

«  Art.  210.     El  que  llamado  por  la  autori- 
dad judicial   como  testigo,  perito  ó  intérprete, 
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no  comparezca  alegando  para  ello  un  falso 
pretexto,  ó  habiéndose  presentado,  se  niegue 
á  declarar  ó  á  servir  de  perito  ó  de  intérprete/ 
incurrirá  en  la  pena  de  reclusión  hasta  seis 
meses  ó  multa  de  cien  á  mil  liras.  » 

<í  Esta  disposición  se  aplicará  también  á  los 
jurados,  cuando  alegando  una  circunstancia 
falsa  eludan  el  cumplimiento  del  deber.  » 

<í  Si  se  trata  de  un  perito,  la  condena  lleva- 
rá consigo  la  suspensión  en  el  ejercicio  de  la 
profesión  ó  arte  durante  un  tiempo  igual  al  de 
la  prisión,  j» 

Art.  179,  Los  encargados  de  conservar  el  orden 
público  que  teniendo  conocimiento  del  proyecto  de  un 
delito^  no  expidan  conforme  á  sus  atnbuciones  las 
providencias  necesarias  para  impedir  la  perpetración^ 
serán  condenados  á  suspensión  de  uno  á  tres  meses. 

Sufrirán  suspensión  de  dos  á  seis  meses,  si  sabien- 
do la  perpetración  de  un  delito,  omiten  perseguir  ó 
aprehender  á  los  delincuentes. 

Comentario. .  Este  artículo,  á  nuestro  modo 
de  ver,  debería  formar  parte  de  la  ley  orgáni- 
ca de  funcionarios  políticos. 


El  Código  argentino,  según  hemos  visto, 
comentando  los  artículos  15  y  i6  del  nuestro 
(tomo  i^  pág.  153  y  158)  considera  cómplices 
ó  encubridores  del  delito  cometido,  á  los  fun- 
ionarios  públicos  que  se  hallen  en  los  casos  á 
jue  el  presente  se  refiere;  y  les  impone,  por 
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consiguiente,  la  pena  en  relación  ^an  la  que 
corresponda  á  los  autores  de  dicho  delito. 


El  Código  belga  guarda  respecto  de  este 
artículo,  el  mismo  silencio  que  respecto  de  los 
dos  anteriores. 

El  Código  chileno,  en  su  artículo  229,  cas- 
tiga con  suspensión  de  empleo  en  su  grado 
medio  (i)  y  multa  de  100  á  500  pesos  al  que 
desempeñando  un  empleo  público  no  pertene- 
ciente al  orden  judicial,  por  malicia  ó  negligen- 
cia inexcusables  y  faltando  á  las  obligaciones 
de  su  oficio,  no  procediere  á  la  persecusión  6 
aprehensión  de  los  delincuentes,  después  de 
requerimiento  ó  denuncia  formal  hecha  por  es- 
crito. 

El  Código  espaRol,  en  su  artículo  370,  re- 
producido en  la  comparación  de  nuestro  ar- 
tículo 171,  declara  reo  de  prevaricación,  y  cas- 
tiga con  las  penas  que  allí  hemos  indicado,  al 
funcionario  público  que,  faltando  á  las  obliga- 
ciones de  su  cargo,  dejare  maliciosamente  de 
promover  la  persecusión  de  los  delincuentes; 
y  en  su  artículo  382  dice:  <c  El  funcionario  pú- 
blico que  requerido  por  autoridad  competente 
no  prestare  la  debida  cooperación  para  la  ad- 
ministración de  justicia  ü  otro  servicio  público, 
incurrirá  en  la  pena  de  suspensión  en  sus  gra- 

(i)  De  un  año  y  un  día,  á  2  afíos. 
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dos   minig^^o   á    medio  (i)  y  multa  de  125    á 
1 250  pesetas.  » 

«  Si  de  su  omisión  resultare  grave  daño  á  la 
causa  pública  ó  á  un  tercero,  las  penas  serán 
de  inhabilitación  perpetua  especial  y  multa  de 
1 50  á  1 500  pesetas.  » 


El  Código  francés  nada  estatuye  en  la  ma- 
te ria. 

El  Código  italiano  califica,  en  sus  artículos 
178  á  180,  como  abuso  de  autoridad,  los  hechos 
á  que  se  refiere  el  que  comentamos.  (Re- 
mitimos al  lector  á  lo  dicho  en  las  compara- 
ciones de  este  código  en  nuestros  artículos  168 
y  169.) 

Art.180.  El  qiíe  sin  motivo  legal  abandone  el 
empleo  ó  cargo  público  qae  ejerce^  será  condenado  á 
inhabilitación  especial  en  primer  grado ^  (2)  y  á  la 
deooludón  de  los  sueldos  ó  emolumentos  que  hubiere 
percibido  durante  el  abandono, 

Art.  181.  Será  condenado  á  destitución  el  em- 
pleado público  que  habiendo  recibido  su  nombra- 
miefíio^  no  tome  posesión  del  cargo,  sin  justa  causa ¡ 
en  el  término  de  noventa  días. 

Comentario.  Sólo  nuestro  Código,  el  chile- 
no, el  español  y  el  italiano  consideran  el  aban- 

(i )  De  un  mes  y  un  día  á  4  años. 
(2)  Tres  afios. 
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dono  |?e  tmj.!eo  ó  cargo  público  en^T  encero 
de  !os  delitos  peculiares  á  ios  fuDconar^^is  o£- 
ciaies,  pero  ios  ú!timos  requieren,  para  ^oeei 
acto  sea  pun!L!e,  una  condición  que  el  pñnen) 
no  impone;  la  de  que  haj-a  daño  de  la^  causa 
pública,  ccnsíguiente  al  abandono:  par^  tlios 
el  dfl'to  no  está  en  :a  dejación  áél  cmp  Teo,  si- 
no en  el  daño  público  que  cause. 

El  argentino  no  trata  de  él  absolutamente. 
Los  demás  que  comparamos  en  este  estuc3¡o só- 
lo hablan  de  coaliciones  de  funcionarios  que, 
con  dañado  intento,  presentan  siroultáne^nieo- 
te  sus  dimisiones,  entorpeciendo  el  serviciio  pú- 
blico. 

El  delito  previsto  por  el  artículo  i8i,    no  lo 
hallamos  consignado  en  ningún  código;  >'  cree- 
mos que  lo  han  omitido   con   razón  suficiente, 
pues  no  le  encontramos  ninguno  de  los  €:arác- 
teres   de  los  actos  punibles.     No   se  infringe 
con  él  ninguna  ley;   ni  se  lastima  derecho  age- 
no.     La   mera  cancelación  del  nombramiento, 
en  el  caso  de  acreditarse  que  el  designado,  sin 
justa  causa,  no  se  ha  presentado  á  servir  el  em- 
pleo, basta  para  evitar  los  riesgos  de  una  va- 
cante prolongada. 

Declarados  como  están,  por  otra  parte,  me- 
ras comisiones  los  empleos  públicos,  con  excep- 
ción de  los  judiciales;  se  hace  innecesaria  la  pro- 
secución de  un  juicio  contra  el  nombrado  que 
no  entre  oportunamente  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  para  hacer  una  nueva  provisión  del 
destino;  porque  indudablemente  ese  juicio  no 
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tiene  por  objeto  tanto  castigar  a!  designado, 
mas  descortés  que  culpable,  cuanto  evitar 
sustituciones  injustas  y  arbitrarias  bajo  el  an- 
tiguo régimen  de  propiedad  de  los  empleos;  y 
la  disposición  del  articulo  expresado  quedó,  por 
>  tonsiguiente,  restringida  á  los  funcionarios  del 

poder  judicial  que  incurran  en  la  omisión  con- 
denada por  él. 

En  los  dos  casos  previstos  por  los  artículos 
180  y  181  puede  acontecer  que,  iniciado  el  ju¡-' 
cío  de  abandono,  el  culpable  renuncie  el  em- 
pleo, y  sucítarse  las  siguientes  cuestiones; 

¿Puede  la  autoridad  competente  ante  la  cual 
haga  la  dimisión,  aceptar  ésta,  y  declarar  la  va- 
cante del  empleo? 

¿Debe  el  juez  ó  tribunal,  que  conoce  de  la 
causa,  continuarla  hasta  sentencia,  apesar  de 
la  aceptación  de  la  renuncia? 

Cuando  se  trata  de  verdadero  abandono,  es 
decir,  en  el  caso  del  artículo  180;  creemos  que 
no  se  debe  dar  curso  á  la  renuncia,  porque  es- 
te sería  un  medio  de  eludir  la  pena  de  inhabili- 
L  tación    y   la  devolución    de    lo   indebidamente 

t  percibido;  y  que  el  juicio  debe  continuar  hasta 

sentencia,  sin  que  obste  la  indebida  aceptación 
que  se  hubiere  prestado  á  aquella,  por  cuanto 
la  separación  voluntaria  del  puesto  no  puede 
anular  la  responsabilidad  criminal  contraida, 
ni  conferir  derecho  á  la  renta  ó  emolumentos 
que  ao  se  devengaron  legítimamente. 

En  el  caso  del  artículo  181.  opinamos  por- 
que se  debe  seguir  el  procedimiento  contrnrio: 
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la  renuncia  puede  ser  admitida,  y  el  juicio  so- 
b  reseído  á  consecuencia  de  ella;  porque  no  per- 
siguiéndose  en  aquel,  sino  la  prueba  del  aban- 
dono para  declarar  la  vacante,  á  ningún  resul- 
tado práctico  conducirá  un  proceso  á  cuyo  tér- 
mino se  hubiera  de  pronunciar  el  fallo  separan- 
do del  puesto  al  que  por  si  mismo  se  habla 
apartado  de  él. 

El  Código  argentino,  ya  lo  hemos  dicho, 
n  o  considera  entre  los  delitos  el  abandono  de 
u  n  empleo  ó  cargo  público. 


El  Código  belga  no  habla  tampoco  del  aban- 
dono que  de  su  puesto  haga  un  funcionario 
público;  pero,  en  su  artículo  236,  prescribe  lo 
que  á  continuación  trascribimos: 

c  Se  impondrá  prisión  de  un  mes  á  dos  años 
y  multa  de  ico  á  500  francos,  á  los  funciona- 
rios que,  por  consecuencia  de  concierto,  hayan 
presentado  sus  dimisiones  con  el  objeto  de 
suspender  ó  entorpecer,  ya  la  administración 
de  justicia,  ya  el  cumplimiento  de  un  servicio 
legal.  » 

ce  Podrán,  además,  ser  condenados  á  la  in~ 
terdicción  del  derecho  de  desempeñar  funcio- 
nes, empleos  ó  cargos  públicos.  » 


El  Código  chileno,  cuyo  articulo  135  he- 
mos copiado  en  la  correspondiente  compara- 
ción de  nuestro  articulo  144,  trae,  además,  ha- 
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jo  el  que  lleva  el  número  254  las  disposiciones' 
que  en  seguida  trascribimos. 

<  £1  empleado  que  sin  renunciar  su  destino 

lo  abandonare,  sufrirá  la  pena  de  suspensión 

en  su  grado  minimo  á  inhabilitación,  especial 

:  temporal  para  el  cargo  ú  oficio  en    su  grado 

r         medio  (i)  y  multa  de  ciento  á  500  pesos.  » 

«  Si  renunciado  el  destino  y  antes ,de  tras» 
currir  un  plazo  prudencial  en  que  haya  podido 
ser  reemplazado  por  el  superior  respectivo, 
lo  abandonare  con  daño  de  la  causa  pública, 
ias  penas  serán  multa  de  ciento  á  quinientos 
pesos  é  inhabilitación  especial  temporal  para 
el  cargo  ú  oficio  en  su  grado  medio.  »  (2) 

(c  Las  penas  establecidas  en  los  dos  incisos 
anteriores  se  aplicarán  respectivamente  al  que 
abandonare  un  cargo  concejil  sin  alegar  excu- 
sa legítima,  y  al  que  después  de  haber  alegado 
•  tal  excusa,  pero  antes  de  transcurrir  un  plazo 
prudencial  en  que  haya  podido  ser  reempla- 
zado, hace  el  abandono,  ocasionando  daño  á 
la  causa  pública.  » 

«  Las  disposiciones  de  este  articulo  han  de 
entenderse  sin  perjuicio  de  lo  establecido  en 
el  135.  » 

El  Código  español  trata  también  del  aban- 
dono de  puestos  públicos,  en  estos  térmi- 
nos; 

«  Art.  387.     El  funcionario  público  que,  sin 


^i)  De  5  años  y  un  día,  á  7  años. 
(2)  De  id.  á  id.    . 
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habérsele  admitido  la  renuncia  de  su  desti- 
no, lo  abandonare,  con  daño  de  la  causa  públi- 
ca, será  castigado  con  la  pena  de  suspensión 
en  sus  grados  medio  á  máximo.  »  (i) 

«  Si  el  abandono  de  destino  se  hiciere  para 
no  impedir,  no  perseguir  ó  no  castigar  cual- 
quiera de  los  delitos  comprendidos  en  los  títu- 
los I.®  y  2.*"  del  libro  2,*  de  este  código  (2)  se 
impondrá  al  culpable  la  pena  de  prisión  correc- 
cional en  su  grado  mínimo  al  medio  (3)  y  la 
de  arresto  mayor  (4)  si  tuviere  por  motivo  el 
no  impedir,  no  perseguir  ó  no  castigar  cual- 
quiera otra  clase  de  delito.  » 


El  Código  francés  dice: 

«  Art.  126.  Serán  culpables  de  prevarica- 
ción y  castigados  con  la  degradación  cívica: 
los  funcionarios  públicos  que  por  un  acuerdo 
hubieren  resuelto  presentar  dimisiones  cuyo 
objeto  ó  efecto  fuere  impedir  ó  suspender,  ya 
la  administración  de  justicia,  ya  el  cumplimien- 
to de  un  servicio  cualquiera.  » 


(i)  De  2  años  y  un  dia,  á  6  afios.  Esta  pena  la  concep- 
tuamos ilusoria.  ¿  Cómo  se  suspenderá  al  que  de  hecho  y 
de  su  voluntad  se  ha  separado  para  siempre  del  puesto  eo 
que  servia  ?  Salvo  que  manifieste  el  intento  de  reasumirlo, 
ó  que  lo  hubiese  reasumido. 

(2)  Delito  contra  la  seguridad  interior  del  Estado  y 
contra  la  Constitución. 

(3)  De  6  meses  y  un  día,  á  4  años  y  2  meses. 

(4)  De  un  mes  y  un  día,  á  6  meses. 


TALIANO  castiga  las  mismas  coa- 
belga  y  el  francés.     Su  articulo 

■narios  públicos  que  en  número 
y   previo   concierto,  obandonan 

su  propio  cargo,   serán  castiga- 
de  500  á  3,000  liras  y  con  la  in- 
poral  del  cargo.  » 
na  pena  incurrirá  el  funcionario 

su  propio  puesto  para  impedir 
:  un  asunto  ó  para  causar  cual- 
rjuicío  al  servicio  público.  » 


TITULO  6? 

DAD    EN   LA   CUSTODIA    DE     PBESOS 

'  empleado  público  culpable  de  con- 
asían  de  algún  pt-eso  ó  detenido,  cu- 
mducción  le   hubiere  sido   confiadoy 

üvsión  por  la  tercera  parte  del  tietn- 
1  del  reo  prófugo,  si  estuviere  í/ecíí- 

dvsión,  por  la  cuarta  parle  del  tiem- 
i  del  prófugo,  si  al  verificarse  la 
iere  ejecutoriada  la  sentencia: 

Este  artículo  se  presta  á  la  si- 


guíente  observación.  Aun  cuando  al  describir 
el  delito  menciona  el  caso  de  coadyuvar  á  la 
evasión  de  detenidos  ó  meramente  enjuiciados  so- 
bre los  que  no  pesa  aún  una  condena;  no  de- 
signa el  castigo  que  haya  de  imponerse  al  fun- 
cionario inñel  en  su  custodia. 

Pudiera  contestarse  que  el  detenido  ó  mera- 
mente enjuiciado  es  un  reo  cuya  sentencia  no 
está  aún  ejectoriada;  más  esta  seria  una  sutile- 
za', inadmisible  en  el  caso  de  no  haberse  aún 
pronunciado  fallo  ni  etl  primera  instancia.  No 
está  siquiera  señalada  la  pena  cuya  duración 
debe  fíjar  la  de  la  reclusión  aplicable  al  funcio- 
nario culpable  de  la  evasión. 

Justo  sería  que  se  ampliara  el  artículo  que 
comentamos,  señalando  penas  diferentes  según 
que  el  evadido  sea  rematado  ó  enjuiciado;  en 
este  último  caso,  según  que  haya  ó  no  contra 
él  un  mandamiento  de  prisión  y  siempre,  se- 
g^n  la  gravedad  de  la  acusación  que  se  le 
haga. 

El  Código  argentino  ha  previsto  mejor  que 
el  nuestro  los  diversos  grados  de  responsabili- 
dad en  que  pueden  incurrir  los  funcionarios 
infieles  en  la  custodia  de  presos,  como  se  vé 
por  la  disposición  siguiente,  que  él  contiene: 

«  Art.  255.  El  empleado  público  culpable 
de  connivencia  en  la  evasión  de  algún  preso  ó 
detenido,  cuya  costodia  ó  conducción  le  hubie- 
se sido  confiada,  será  castigado:  » 

«I,®  Con    penitenciaria   por   tres   á  seis 
años,  si   el  reo  prófugo   estuviere  condenado 
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por  sentencia  ejecutoriada  á  la  pena  de  muer- 
te 6  á  presidio  ó  penitenciaria  por  tiempo  in- 
determinado, ji 

c  2,**  Con  prisión  de  uno  á  tres  aftos,  si  el 
prófugo  fuese  reo  de  delito  que  merezca  algu- 
na de  las  penas  expresadas  en  el  inciso  ante- 
rior y  no  hubiese  sentencia  ejecutoriada;  » 

c  3.^  Con  pena  de  prisión  de  uno  á  tres 
afíos,  si  el  prófugo  estuviese  condenado  por 
sentencia  ejecutoriada  á  presidio  ó  á  peniten- 
ciaria por  tiempo  determinado;  » 

4.'  Con  prisión  de  uno  á  dos  años,  si  el 
prófugo  fuese  reo  de  delito  que  merezca  algu- 
na de  las  penas  señaladas  en  el  inciso  anterior 
y  no  estuviere  condenado  por  sentencia  ejecu- 
toriada; 9 

«  5.°  Con  pena  de  arresto  de  un  mes  hasta 
nueve,  si  el  prófugo  fuese  reo  de  delito  menor 
de  los  expresados,  esté  ó  no  condenado.  » 


El  Código  belga  dispone  lo  siguiente: 

«  Art.  332.  En  el  caso  de  evasión  de  dete- 
nidos, se  castigará  á  las  personas  encargadas 
de  su  conducción  ó  de  su  custodia,  de  la  si- 
guiente manera:  » 

«  Art.  333.  Si  el  evadido  estaba  procesado 
ó  condenado  como  autor  de  un  delito,  ó  si  era 
prisionero  de  guerra,  se  castigará  á  dichos  en- 
cargados en  caso  de  negligencia,  con  prisión 
de  ocho  días  á  tres  meses,  y  en  caso  de  conni- 
vencia, con  prisión  de  seis  meses  á  dos  años.  » 

«  Art.  334.     Si  el  evadido  estaba  procesado 
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ó  condenado  como  autor  de  un  crimen,  ó  si  es- 
taba preso  en  virtud  de  la  ley  sobre  extradi- 
ción, dichos  encargados  sufrirán  prisión  de 
quince  días  á  un  año,  en  caso  de  negligencia; 
y  prisión  de  un  año  á  cinco,  en  caso  de  conni- 
vencia. » 

<r  Art.  335.  A  los  que  sin  estar  encargados 
de  la  custodia  ó  de  la  conducción  del  detenido» 
hayan  procurado  ó  facilitado'su  evasión,  se  les 
castigará  en  el  caso  del  artículo  333,  con  pri- 
sión de  quince  dias  á  un  año;  y  en  el  caso  del 
artículo  234,  con  prisión  de  tres  meses  á  dos 
años.  )» 

<c  Se  exceptúan  de  la  presente  disposición 
los  ascendientes  ó  descendientes,  esposos  y  es- 
posas, hermanos  ó  hermanas  de  los  detenidos 
evadidos,  aunque  estén  divorciados,  ó  sus  afí- 
nes en  los  mismos  grados.  » 

a  Art.  336.  Si  la  evasión  se  ha  efectuado,  ó 
intentado,  con  violencia,  amenazas  ó  fractura 
de  prisión,  las  penas  contra  los  que  la  hayan  fa- 
vorecido, ó  suministrado  los  instrumantos  pro- 
pios para  realizarla,  serán:  j) 

<x  En  las  circunstancias  mencionadas  en  el 
artículo  333,  prisión  de  dos  á  citico  años  con- 
tra los  encargados,  y  de  tres  meses  á  dos  años 
contra  las  demás  personas,  d 

<c  En  las  circunstancias  mencionadas  en  el 
artículo  334,  se  impondrá  reclusión  á  los  en- 
cargados y  prisión  de  seis  meses  á  tres  años  á 
las  demás  personas.  » 

di  Art.  337.  Si  la  evasión  se  ha  efectuado,  ó 
intentado,  con   violencia,  amenazas  ó  fractura 
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de  prisión;  las  penas  contra  los  que   la   hayan 
favorecido  pr/)veyéndoles  de  armas,  serán: 

c  En  las  circunstancias  mencionadas  en  el 
articulo  333,  reclusión  para  los  encargados,  y 
prisión  de  dos  á  cinco  años  para  las  demás 
personas:* » 

«  En  las  circunstancias  mencionadas  en  el 
artículo  334,  se  impondrán  trabajos  forzados 
de  diez  á  quince  años  á  los  encargados,  y  re- 
clusión á  las  demás  personas.  » 

Aun  cuando  el  artículo  335  del  códiga  belga 
se  refiere  á  un  delito  que  el  nuestro  califica 
como  sedición  ó  como  atentado  contra  la  au- 
toridad, según  vimos  al  comparar  nuestro  ar- 
tículo 133;  lo  hemos  reproducido  integramente 
en  este  lugar  para  no  destruir  la  unidad  del 
título'  de  que  él  y  los  que  le  preceden  y  siguen 
forman  parte. 

Haremos  notar  también,  desde  luego,  que 
el  código  belga,  para  la  imposición  de  la  pena 
no  distingue  entre  el  particular  y  el  funciona- 
rio encargados  de  la  custodia  del  detenido  ó 
preso  de  cuya  evasión  son  responsables;  y 
creemos  que  tiene  razón  al  no  aceptar  diferen- 
cias, porque  entendemos  que  quien  admite  una 
comisión  de  la  autoridad  se  constituye,  aunque 
sea  accidentalmente,  en  funcionario,  y  asume 
las  obligaciones  de  tal. 


El  Código  chti.kno  no  trata  de  la  infidelidad 
en  la  custodia  de  presos,  sin  duda  porque  su 
articulo  í7  declara  encubridor  del  delito  al  que, 
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con  abuso  de   funciones  públicasi  preporciona 
1  a  fuga  al  culpable. 

El  Código  español  prescribe  esto: 
«  Art.  373.  El   funcionario  público  culpable 
de    connivencia   en   la   evasión  de    un  preso 
cuya  condución  ó  custodia  le  estuviere  confia- 
da, será  castigado:  » 

I.*  En  el  caso  de  que  el  fugitivo  se  halla- 
re condenado  por  ejecutoria  en  alguna  pena» 
con  la  inferior  á  esta  en  dos  grados  y  con  la  de 
inhabilitación  temporal  especial  en  su  grado 
máximo.  ^  (i) 

«  2.''  Con  la  pena  inferior  en  tres  grados 
á  la  señalada  por  la  ley  al  delito  por  el  cual  se 
hallare  procesado  el  fugitivo,  si  no  se  le  hubie- 
re condenado  por  ejecutoria,  y  con  la  de  inha- 
bilitación temporal  especial.  »   (2) 


El  Código  francés  prescribe  que  en  los  ca- 
sos de  evasión  de  presos,  cuantos  estén  encar- 
gados de  la  conducción,  traslación  ó  guarda  de 
los  presos  sean  castigados  en  la  forma  que  ex- 
presan los  siguientes  artículos: 

a  Art.  238.  Si  el  evadido  fuere  acusado  de 
delitos  de  policía  ó  de  crímenes  simple- 
mente infamantes,  ó  condenado  por  uno  de 
dichos  crímenes,  ó  si  fuere  prisionero  de  gue- 
rra; los  encargados  de  su  custodia  ó  conduc- 

(i)  De  10  á  12  años. 

(2)  De  6  años  y  un  día,  á  12  afios. 
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Clon  serán  castigados,  en  caso  de  descuido,  á 
la  pena  de  seis  dias  á  dos  meses  de  prisión; 
en  caso  de  connivencia,  con  la  de  seis  meses  á 
dos  años.  » 

«c  Los  que  no  estando  encargados  de  la  cus- 
todia ó  conducción  del  preso,  hubieren  pro- 
porcionado ó  facilitado  su  evasión,  sufrirán  la 
pena  de  seis  días  á  tres  meses  de  prisión.  » 

<r  Art.  239.  Si  los  presos  evadidos,  ó  uno 
de  ellos,  estuvieran  acusados  de  un  crimen 
susceptible  de  una  pena  aflictiva  temporal  ó 
condenados  por  uno  de  dichos  crímenes,  la  pe- 
na será  de  dos  á  seis  meses  de  prisión  contra 
los  encargados  de  su  custodia  ó  conducción,  y, 
en  caso  de  connivencia,  se  les  impondrá  la  pe- 
na de  reclusión.  » 

«  Los  individuos  no  encargados  de  la  custo- 
dia de  los  presos  que  hubiesen  proporcionado 
ó  facilitado  la  evasión  serán  condenados  á  una 
pena  de  dos  meses  á  tres  años  de  prisión.  » 

«  Art  240.  Si  los  evadidos,  ó  uno  de  ellos, 
estuviesen  acusados  de  crímenes  susceptibles 
de  la  pena  capital  ó  de  penas  perpetuas,  ó  si 
hubiesen  sido  condenados  á  una  de  dichas  pe- 
nas, sus  conductores  ó  guardianes  sufrirán  la 
de  uno  á  dos  años  de  prisión  en  caso  de  negli- 
gencia, y  en  caso  de  connivencia,  la  de  traba- 
jos forzadoé  temporales.  » 

«í  Los  individuos  que  no  estando  encargados 
de  la  conducción  ó  de  la  custodia  de  las  presos 
hubiesen  facilitado  ó  proporcionado  su  evasión, 
sufrirán  la  pena  mínima  de  un  año  y  máxima 
de  cinco  de  prisión.  » 
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«  Art.  241.  Si  la  evasión  hut 
gar,  ó  se  hubiera  intentado  con 
calo  de  prisión,  las  penas  aplic: 
la  hubiesen  favorecido,  suminisi 
instrumentos  propios  para  efect 

X  Si  el  preso  evadido  se  encor 
so  previsto  por  el  artículo  238, 
á  dos  años  de  prisión;  en  el  ca 
Z39>  de  uno  á  cuatro  años  de  | 
caso  del  articulo  240,  de  dos 
multa  de  50  á  2,000  francos.  j> 

<  En  este  último  caso  los  cu 
ser,  además,  privados  de  los  de: 
nados  en  el  articulo  43  del  pn 
(i)  durante  un  periodo  que  no  1 
años  ni  pasará  de  diez,  á  contar 
hubiesen  cumplido  su  pena.  » 

«  Art.  242.  En  todos  los  cas 
merados,  cuando  las  terceras  pe 
biesen  proporcionado  ó  facilitad 
hubiesen  conseguido  corrompiei 
dianes  ó  carceleros,  ó  en  conniv 
sufrirán  las  mismas  penas  que  '. 
y  carceleros  susodichos,  s 

«  Art.  243.  Si  la  evasión  pe 
lencia  hubiese  sido  favorecida 
armas,  los  guardianes  y  condu 
dicho  suministro  hubiesen  toma 
condenados  á  la  pena  de   tralla 

(i)  Los  de  elección  activa  y  pasiva, 
de  jurado,  ser  empleado  de  la  Admínis 
Eer  tutor  ó  cuiador  y  otros  análogos. 
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perpetuidad;  y  los  demás,  á  trabajos  forzados 
temporales.  » 

«  Art  244.  Los  que  hubiesen  tolerado  la 
evasión  de  un  preso  serán  solidariamente  con- 
denados, á  títulos  de  daños  y  perjuicios,  á  todo 
lo  que  la  parte  civil  del  preso  tuviese  derecho 
de  reclamar  contra  él.  » 

«  Arf  246.     Todo  el  que  fuere  condenado, 
por  haber  favorecido  una  evasión  ó  una  tenta- 
tiva de  evasión,  á  la  pena  de  seis  meses  de  pri- 
I  sión,  podrá,  además,  ser  sometido  á  la  vigilan- 

cia especial  de  la  alta  policía  durante  un  perio- 
do de  cinco  á  diez  años,  d 

Los  artículos   247  y  248  del  mismo  código 
disponen:  el  i.*^  que  los  culpables,  por  negligen- 
cia, de  la  evasión  de   presos  queden  libres  de 
la  pena  de  prisión,  si  los  prófugos  se  presen- 
J2: 1  tan  ó   son  aprehendidos   dentro  de  los  cuatro 

p^l  primeros   meses  siguientes  á  la  evasión  y  no 

^^1  son  capturados  por  nuevos  delitos;  y  el  2.^  cas- 

tiga el  encubrimiento  por  ocultación  de  delin- 
^\  cuentes,   salvando  de  responsabilidad  á  los  as- 

cendientes, descendientes,  cónyuge,  hermanos 
^1  ó  hermanas  de  aquellos. 

I    •  El  Código  italiano,  que  considera  punible 

^}  la  evasión  del  que   se  halla  legalmente  preso; 

^^t\  pero  solo  en  el  caso  de  emplear  violencia  con- 

^^\  tra  las  personas  ó  de  que  medie  fractura,  esta- 

blece lo  siguiente: 

«  Art.  229.  El  funcionario  público  encargá- 


is 
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do  de  la  custodia  ó  conducción  de  un  preso  y 
que  por  cualquier  medio  procure  6  facilite  su 
evasión,  será  castigado  con  la  pena  de  reclusión 
de  uno  á  cinco  años,  y  de  tres  á  ocho  si  el  eva- 
dido cumplía  la  pena  de  trabajos  forzados;  y 
cuando  la  condena  no  tenga  como  efecto  la 
inhabilitación  perpetua,  con  la  inhabilitación 
temporal  para  cargos  públicos.  » 

«  Si  para  procurar  ó  facilitar  la  evasión  ayu- 
dase el  culpable  á  la  violencia  ó  á  la  fractura,  ó 
suministrase  armas  ó  los  instrumentos,  ó  no 
impidiere  su  suministro,  la  pena  será  de  inha- 
bilitación perpetua  pata  cargos  públicos  y  de 
reclusión  de  tres  á  diez  años  cuando  se  realice 
la  evasión  y  de  ur.o  á  cinco  años  cuando  no  se 
realice:  » 

ce  Si  se  realizare  la  evasión  por  descuido  ó 
imprudencia  del  funcionario  público,  será  casti- 
gado este  con  la  prisión  de  tres  meses  á  dos 
años  si  el  evadido  cumplía  la  pena  de  trabajos 
forzados,  y  siempre  con  la  inhabilitación  tem- 
poral para  cargos  públicos.  » 

<c  En  la  aplicación  de  la  pena  se  tendrá  siem- 
pre en  cuenta  la  gravedad  de  la  infracción  im- 
putada ó  de  la  naturaleza  y  duración  de  la  pe- 
na que  falta  que  cumplir.  » 

a  Art.  230.  Cuando  la  violencia  prevista  en 
los  artículos  anteriores  se  cometa  con  armas  ó 
tenga  lugar  el  hecho  con  la  reunión  de  tres  6 
más  personas  previo  concierto,  se  aumentarán 
las  penas  establecidas  en  dichos  artículos  en 
una  tercera  parte,  y  si  el  culpable  cumplía  la 
pena  de  trabajos  forzados,  el  aumento  ó  el  nue- 
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;  aislamiento  celular  continuo  po- 
lasta  tres  años,  u 

El  funcionario  público  encarga- 
>dia  ó  conducción  de  un  preso 
le  sin  autorización  le  permita  a¡e- 
temporalmente,  del  lugar  en  que 
;cer  detenido  ó  cumplir  la  pena, 
>  con  la  prisión  de  un  mes  á  un 
tación    temporal   para  cargos  pú- 

D  en  que  por  causa  de  dicho  per- 
e  la  evasión  del  preso,  la  prisión 
leses  á  cuatro  años.  » 
i  se  reducen  á  menores  proporcío- 
n  de  ser  aplicadas  si  el  evadido  se 
svamente  en  prisión,  ó  si  los  fun- 
■onsables  lo  recapturan  dentro  de 
rt.  232  y  233). 

Los  particulares  que  hallándose  en- 
conducción  ó  custodia  de  algún  preso 
en  soltura  ó  favorezcan  sa  fuga,  se- 
•.on  arresto  mayor  en  tercero  ó  cuarto 
1  la  gravedad  del  caso. 

Insinuábamos,  al  comparar  el 
que  el  código  belga  no  hace  dis- 
los  particulares  y  los  funcionarios 
iponerles  la  pena' por  infidelidad 
a  de  presos;  ahora  añadiremos 
o  modo  proceden  el  francés  y  el 
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italiano;  y  que  el  chileno,  considerando  como 
acto  de  encubrimiento  del  delito  la  protección 
de  la  fuga  de  su  autor,  nada  estatuye  respecto 
del  funcionario  que  se  haga  culpable  procuran- 
do ó  facilitando  su  evasión. 


El  Código  argentino  prescribe  que  los  par- 
ticulares que  estando  encargados  de  la  custo- 
dia ó  conducción  de  algún  preso  ó  detenido^ 
les  den  soltura  ó  favorezcan  su  fuga  sean  cas- 
tigados con  el  mínimo  de  las  penas  impuestas 
á  los  funcionarios  públicos  culpables  del  mis- 
mo delito,  (art  257) 


El  Código  espaIíol  dispone  que  los  particu- 
lares que  hallándose  encargados  de  la  conduc- 
ción ó  custodia  de  un  preso  ó  detenido  se  ha- 
gan culpables  de  connivencia  en  su  evasión, 
sean  castigados  con  las  penas  inmediatamente 
inferiores  en  grado  á  las  señaladas  para  los 
funcionarios  públicos  en  identidad  de  circuns- 
tancias. 

Art.  184.  Sijuesen  vanos  los  reos  á  quieties  se 
dé  soltura  ó  cuya  fuga  se  favorezca^  los  culpables  de 
que  tratan  los  artículos  182  y  183,  sufrirán  la  pe- 
na en  estos  designada,  con  aumento  de  un  grado. 

Si  conespondie^e  al  reo  la  pena  de  muerte,  car 
cel  en  quinto  grado.  ( i ) 

(i)  Cinco  años. 
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Comentario.  Para  la  aplicación  de  este  ar- 
tículo se  presentan  dificultades  cuando  los  eva- 
didos hubiesen  estado  condenados  á  diferentes 
penas,  cuando  estando  condenados  á  una  mis- 
ma pena,  el  tiempo  que  de  ella  les  falte  cum- 
plir sea  distinto  para  cada  uno,  y  cuando  entre 
los  prófugos  haya  varios  condenados  á  muerte. 

En  los  dos  primeros  casos  habrá  que  salvar 
la  insuficiencia  de  esta  disposición  por  el  artícu- 
lo 45,  tomando  como  delito  especial  la  conni- 
vencia en  la  evasión  de  cada  preso;  á  fin  de 
imponer  al  funcionario  culpable  la  reclusión 
que  le  corresponde  en  proporción  al  mayor 
tiempo  de  pena  que  esté  por  cumplir. 

En  el  último  caso  la  dificultad  es  insalvable: 
la  pena  de  cárcel  impuesta  al  culpable  está  en 
su  grado  máximo,  y  es  legalmente  imposible 
su  aumento. 

El  Código  argentino  en  su  artículo  256 
dispone  que  si  fuesen  varios  los  reos  á  quienes 
se  dé  soltura  ó  cuya  fuga  se  haya  favorecido, 
se  imponga  el  máximo  de  las  penas  que  su  ar- 
ticulo 255  establece. 

Los  Códigos  belga,  español,  francés  é  itA- 
i-iANo  no  distinguen  para  la  imposición  de  la 
pena,  la  evasión  de  muchos  detenidos  ó  pre- 
sos de  la  fuga  de  uno  solo:  el  primero  y  penúl- 
timo establecen  sus  prescripciones  en  términos 
que  autorizan  á  suponer  que  más  que  la  eva- 
sión de  uno,  tuvieron  en  cuenta  la  simultánea 
le  muchos,  pues  casi  todos  los  artículos  que 
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consagran  á  esta  materia  hablan  en  plural  de 
detenidos,  presos  y  prófugos.  El  español  y  el 
italiano  se  contraen  á  describir  y  penar  el  deli- 
to resultante  de  la  fuga  de  uno  sólo;  pero  na- 
da especial  disponen  para  el  que  fluya  de  la  de 
muchos. 

El  Código  chileno  ya  sabemos  que  no  tra- 
ta este  punto. 


TÍTULO  7^ 

DE     lA    INFIDELIDAD    EN    LA    CUSTODIA   DÉ    DOCU- 
;  MENTOS. 

Art,  185.  El  empleado  público  que  sustraiga^ 
ccultef  destruya  ó  inutilice  los  documentos  confiados 
á  su  custodia,  como  esciituras^  partidas  de  bautismo^ 
de  matrimonio  ó  defunción ^  ó  los  asientos  del  regis- 
tro cívico  y  sufrirá  reclusión  en  primar  grado  (i)  y 
multa  de  cincuenta  á  doscientos  pesos. 

Comentario.  Es,  para  nosotros,  evidente  que 
en  este  artículo,  la  frase  asientos  del  registro  cí- 
vico ha  sido  escrita  para  designar  los  asientos 
de  los  registros  del  estado  civil;  tanto  por  la 
calidad  de  los  otros  documentos  entre  los  que 
viene  enumerado  el  registro  cívico,  cuanto  por- 
que ya  el   Código  había  asegurado  la  integri- 

(i)  Un  año. 
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dad  de  este  con  lo  dispuesto  en  los  incisos  4.' 
y  5.®  del  artículo  156. 


El  Código  argentino,  en  su  artículo  258, 
dispone  lo  siguiente: 

«  El  empleado  público  que  sustraiga,  oculte, 
destruya  ó  inutilice  documentos  confiados  á 
su  custodia,  será  castigado  con  prisión  por 
uno  ó  tres  años  é  inhabilitación  por  doble 
tiempo  y  multa  de  cincuenta  á  quinientos  pe- 
sos. » 

«  Si  del  hecho  no  resulta  grave  daño  á  ter- 
cero ó  á  cosa  pública,  la  pena  será  de  arresto 
de  tres  á  doce  meses  y  multa  de  veinte  á  dos- 
cientos pesos.  » 

El  Código  belga  considera  este  delito  entre 
las  malversaciones  y  concusiones  que  pueden 
cometer  los  funcionarios  públicos.  Dice  asi: 

«  Art.  241.  Se  castigará  con  reclusión  á  los 
funcionarios  ú  oficiales  públicos  y  cualesquiera 
personas  encargadas  de  un  servicio  público 
que,  maliciosa  ó  fraudulentamente,  hayan  des- 
truido ó  sustraído  documentos  ó  títulos  de  que 
fueran  depositarios,  bajo  dicho  concepto,  ó  que 
hubieran  recibido  por  razón  de  su  cargo.  » 

a  Art.  242.  Cuando  se  hayan  sustraído  ó 
destruido  piezas  ó  procesos  criminales  ú  otros 
papeles,  registros,  documentos  ó  efectos  guar- 
dados en  archivos,  escribanías  ó  depósitos  pú- 
blicos, ó  remitidos  á  un  depositario  público,  ba- 
jo este  carácter,  el  depositario  culpable  de  ne- 

54 
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gligencia  será  castigado  con  prisión   de  ocho 
dias  á  seis  meses.  » 

Este  código,  en  su  artículo  491,  castiga  por 
abuso  de  confianza,  con  prisión  de  un  mes  á 
cinco  años  y  multa  de  26  á  500  francos  al  que 
{raudamente  haya  distraido  cartas  de  pago,  es- 
critos dé  cualquier  naturaleza  y  otros  objetos 
que  se  le  hubiese  entregado  con  la  condición 
de  devolverlos,  permitiendo  condenarle  á  inter- 
dicción de  los  derechos  de  desempeñar  funcio- 
nes públicas  y  otras;  y  en  su  articulo  527  dice: 
((  Al  que  maliciosa  ó  fraudulentamente  destru- 
ya de  cualquier  manera  registros,  minutas  ó 
documentos  originales  de  la  autoridad  pública, 
títulos,  billetes,  letras  de  cambio,  efectos  de  co- 
mercio ó  de  banco  que  contengan  ó  produzcan 
operación,  entrega  ó  descargo,  se  le  castigará 
como  sí  hubiese  sustraído  los  mismos  efectos.» 


El  Código  chileno  dice: 

((  Art.  242.  El  eclesiástico  ó  empleado  pú- 
blico que  sustraiga  ó  destruya  documentos  ó 
papeles  que  le  estuvieren  confiados  por  razón 
de  su  cargo,  será  castigado:  » 

((  i.°  Con  las  penas  de  reclusión  menor 
en  su  grado  máximo  (i)  y  multa  de  mil  á  tres 
mil  pesos,  siempre  que  del  hecho  resulte  grave 
daño  de  la  causa  pública  ó  de  tercero. 

2.°     Con  reclusión  menor  en  sus  grados 


(i)  De  ^  años  y  un  día,  á  5  años. 
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:dio  (i)  y  multa  de  ciento  á  mil 
>  no  concurriesen  las  circunstan- 
as  en  el  número  anterior.  » 
}siciones  son  más  completas  que 
sn  el  artículo  que  cementamos. 
e  nosotros  son  los  párrocos  y  sus 
depositarios  de  los  libros  de  sa- 
;  se  asientan  las  partidas  de  bau- 
onio  y  defunción;  y  aún  cuando 
de  menos  de  referirse  á  ellos,  al 
custodios  de  tales  documentos; 
sutilezas  al  emplear  los  términos 
eos  para  designarlos. 
|ue  la  observación  parezca,  cree- 
riene  tomarla  en  cuenta  para  la 
-ódigo,  pues  conocemos  por  éx- 
ito se  abusa  de  los  más  leves  de* 
cción  de  las  leyes. 


ESPAÑOL  se  expresa  así: 

El  funcionario  púbico  que  sus- 
jyere  ú  ocultare  documentos  ó 
e  estuvieren  confiados  por  razón 
era  castigado;  » 

las  penas  de  prisión  mayor.  (2) 
)0  á  2,500  pesetas,  siempre  que 
litare  grave  daño  de  tercero  6  de 
ca.  » 

las  de  prisión  correccional  en 


á  3  años. 
y  na  día,  á  13  afios. 
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sus  grados  mínimo  á  medio  (i)  y  multa  de 
125  á  1,250  pesetas  cuando  no  fuese  grave  el 
daño  de  tercero  ó  de  la  causa  pública,  i 

ff  En  uno  y  otro  caso  se  impondrá  además 
la  pena  dé  inhabilitación  temporal  especial  en 
su  grado  máximo  (2)  á  inhabilitación  perpetua 
especial.  » 

El  Código  francés  castiga; 

i.^  Con  trabajos  forzados  temporales  á  los 
recaudadores,  sus  empleados  y  escribientes 
que  hubiesen  sustraído  fondos  públicos  ó  pri- 
vados, 6  efectos  activqs  equivalentes,  documen- 
tos, títulos,  actos  ó  efectos  moviliarios  que  se 
encontraren  en  su  poder  en  virtud  de  sus  fun- 
ciones, si  el  valor  de  las  cosas  hurtadas  ó  sus- 
traídas pasase  de  3,000  francos  (art.  169), 

2/  Con  la  misma  pena,  cualquiera  que  sea 
el  valor  de  lo  hurtado  ó  sustraído,  sí  dicho  valor 
fuese  igual  ó  superior  á  la  tercera  parte  del 
ingreso  ó  del  depósito,  cuando  se  trate  de  fon- 
dos recibidos  ó  depositados  por  una  sola  vez, 
ó  á  la  ñanza,  si  se  tratase  de  un  ingreso  6  de 
un  depósito  perteneciente  á  un  empleo  sujeto 
á  fíanza,  ya  en  fín  á  la  tercera  parte  del  produc- 
to común  del  ingreso  durante  un  mes  si  se  tra- 
tase de  un  ingreso  compuesto  de  varios  co- 
bros sucesivos  y  no  sujetos  á  fianza.  (Art  170). 

3.**  Con  prisión  de  dos  á  cinco  años  é  inter- 
dicción perpetua  del  derecho  de  servir  cargos 


(i)  De  6  meses  y  un  dia,  á  4  años  y  2  meses. 
(2)  De  10  años  y  un  día,  á  12  años. 
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públicos,  si  los  valores  hurtados  ó  sustraídos 
pasasen  de  3,000  francos  y  además  fuesen  in- 
feriores á  las  medidas  expresadas  en  el  número 
anterior  (art.  171). 

En  los  tres  casos  impone  además  una  multa 
de  la  dozava  á  la  cuarta  parte  de  las  restitucio- 
nes é  indemnizaciones  (art-  172). 

4.*^  Con  trabajos  forzados  temporales,  á  los 
jueces,  administradores,  funcionarios  ú  oficia- 
les públicos  que  hubiesen  destruido,  suprimido, 
sustraído  ó  hurtado  las  actas  ó  títulos  de  que 
fuesen  depositarios  en  esta  calidad,  ó  que  les 
hubiesen  sido  entregados  ó  comunicados  por 
razón  de  sus  funciones  (art,  173). 

5.®  Con  la  misma  pena  á  lo^  agentes,  comi- 
sionados, ó  empleados,  ya  del  Gobierno,  ya  de 
los  depositarios  públicos  que  fuesen  culpables 
de  las  mismas   sustracciones,  (art  id). 

AI  tratar  del  robo  de  documentos  en  los  de- 
pósitos públicos,  dice: 

«  Art.  254.  En  cuanto  á  las  sustracciones, 
destrucciones  y  robos  dé  documentos  ó  causas 
criminales,  ó  de  otros  papeles,  registros,  actas 
y  efectos  contenidos  en  los  archivos,  escriba- 
nías ó  depósitos  públicos,  ó  entregados  á  un 
depositario  público  con  esta  calidad,  las  penas 
aplicables  á  los  Escribanos  archiveros,  los  Ar- 
chiveros, Notarios  ú  otros  depositarios  negli- 
gentes, serán  de  tres  meses  á  un  año  de  pri- 
sión y  una  multa  de  100  á  300  francos.  » 

«  Art  255.  El  que  se  hieíere  culpable  de  las 
sustracoiones,  robos  ó  destrucciones  menciona- 
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das  en  el  artículo  anterior,  será  condenado  á  la 
reclusión.  » 

«  Sí  el  crimen  hubiese  sido  cometido  por  el 
mismo  depositario,  éste  será  condenado  á  tra- 
bajos forzados  temporales.  » 


El  Código  italiano  castiga  con  reclusión  de 
uno  á  cinco  años,  al  que  sustraiga,  arrebate, 
destruya,  ó  altere  cuerpos  de  delito  ó  documen- 
tos custodiados  en  ofícina  pública  ó  por  funcio- 
nario público  por  razón  de  su  cargo  (art.  202) 
y  agrega: 

a  Si  el  culpable  fuere  el  mismo  funcionario 
público  que,  por  razón  de  su  cargo,  tenía  en 
depósito  los  cuerpos  de  delito,  ó  las  actas  ó  do- 
cumentos, la  pena  será  de  inhabilitación  perpe- 
tua para  cargos  públicos  y  de  reclusión  de  dos 
á  siete  años.  i> 

El  mismo  artículo  declara  que  si  el  daño  fue- 
re leve  ó  el  funcionario  culpable  restituyere 
sin  alteración  el  acta  ó  documento  sin  haberse 
aprovechado  de  él  y  antes  del  procedimiento, 
la  reclusión  sea  de  uno  á  cinco  años;  y  la  inha- 
bilitación, solo  temporal. 

Art.  186.  El  empleado  público  que  Uniendo  á 
su  caigo  la  custodia  de  archivos ,  papeles  ó  efectos 
sellados  por  la  autoridad ^  viola  los  sellos  ó  consien- 
te en  su  violación^  será  castigado  con  arresto  mayor 
en  quinto  grado  {i)  y  multa  de  cincuenta  á  doscien- 
tos pesos. 

(i)  Seis  meses. 
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El  Código  ARGENTINO,  en  su  artículo  259, 
prescribe  casi  literalmente  lo  mismo  que  el 
nuestro:  las  únicas  diferencias  consisten  en  que 
suprime  el  término  archivos,  fija  al  arresto  la 
duración  de  tres  á  doce  meses  y  señala  como 
entidad  á  la  multa  de  50  á  500  pesos. 


El  Código  belga  (art.  283  á  286)  castiga  á 
los  particulares  encargados  de  custodiar  se- 
llos puestos  por  la  autoridad,  en  la  siguiente 
forma: 

I.®  Con  prisión  de  ocho  dias  á  seis  meses, 
cuando  por  su  negligencia  han  sido  rotos  los 
sellos. 

2.**  Con  prisión  de  uno  á  tres  años,  cuando 
á  sabiendas  los  rompió  él  mismo;  y  con  prisión 
de  seis  meses  á  dos  años,  la  mera  tentativa  de 
romperlos. 

3.*^  Con  prisión  de  tres  meses  á  un  año  en 
el  caso  previsto  por  el  número  i.®  si  los  sellos 
estaban  puestos  en  papeles  ó  efectos  de  un  in- 
dividuo procesado  ó  acusado  de  un  crimen  cas- 
tigado con  pena  de  muerte,  de  trabajos  forza- 
dos perpetuos  6  de  detención  perpetua  6  de  un 
condenado  á  cualqoiera  de  estas  penas. 

4.^  Con  prisión  de  dos  á  cinco  años,  cuando 
concurren  á  la  vez  las  circunstancias  expresa- 
das en  Jos  números  2.**  y  3.°;  y  la  tentativa,  con 
prisión  de  I  á  3  años. 

Este  código  equipara,  en  cuanto  á  la  aplica- 
ción de  la  pena,  al   encargado  de  custodiar  los 
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sellos  y  al  funcionario  que   haya  ordenado  6 
ejecutado  la  imposición  (i) 


El  Código  chileno  dice  lo  siguiente: 
«  Art.  243.  El  empleado  púdico  que,  tenien- 
do á  su  cargo  la  custodia  de  papeles  ó  efectos 
sellados  por  la  autoridad,  quebrantare  los  se- 
llos ó  consintiere  en  su  quebrantamiento, sufrirá 
la  pena  de  reclusión  menor  en  sus  grados  mí- 
nimo á  medio  (2)  y  multa  de  ciento  á  quinien- 
tos pesos.  » 

«  El  gnardián  que  por  su  negligencia  diera 
lugar  al  delito,  será  castigado  con  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo  (3)  y  multa  de 
ciento  á  trescientos  pesos.  » 


El  Código  espaNol,  impone  las  mismas  pe- 
nas al  guardián  que  quebranta  los  sellos,  que 
al  que  consiente  en  su  quebrantamiento,  y  esas 
penas  son:  prisión  correccional  en  sus  grados 
mínimo  á  medio,  {4)  inhabilitación  especial 
temporal  en  su  grado  máximo  (5)  á  inhabilita- 


(i)  La  palabra  imposición  que  subrayamos  figura  varias 
veces  en  el  ejemplar  de  nuestro  uso;  pero  tememos  que  sea 
por  equivocación;  pues  juzgamos  que  quien  mandó  poner 
los  sellos  puede  alguna  vez  ordenar  que  sean  quitados. 

(2)  De  61  días,  á  3  afíos. 

(3)  De  61,  á  540  días. 

(4)  De  6  meses  y  un  día,  á  4  años  y  2  meses. 

(5)  De  10  años  y  un  día,  á  12  años. 


a  especial,  y  multa  de  250  á  2,500 
•  376)    

o  FRANCÉS  castiga  en  la  siguiente 
itodio  responsable  del  delito  com- 
el  articulo  que  vamos  comentan- 

prisión  de  seis  días  á  seis  meses, 
negligencia,  por  lo  general;  y  con 
eses  á  dos  afíos,  cuando  los  sellos 
uestos  en  papeles  ó  efectos  de  un 
resunto  autor  ó  acusado  de  un  crí- 
tibie  de  las  penas  de  muerte,  tra- 
os  á  perpetuidad  ó  deportación,  6 
alguna  de  dichas  penas,  (art.  249 

)ris¡ón  de  dos  á  cinco  años,  por  lo 
;uard¡án  que  fracturase  ó  intentase 
ir  sí  mismo  los  sellos,  ó  contribu- 
jebrantamiento,  ó  á  la  simple  t<;n- 
lizarlo. 

lemas  á  los  culpables  de  violación 
multa  de  50  á  2,000  francos;  y  au- 
:rdicción  durante  cinco  á  diez  años, 
hos  civiles  y  de  familia  que  indica, 
e  su  sometimiento,  por  igual  tiem- 
ancia  de  la  policía,  (art.  251  y  252) 


o  ITALIANO  impone  reclusión  de 
:s  á  cinco  años,  y  multa  de  300  á 
al  funcionario  público  que  rompa 
ualquier  modo  los  sellos,  puestos 
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por  disposición  legal  ó  por  orden  de  la  autoría 
dad,  á  fin  de  asegurar  la  conservación  ó  la 
identidad  de  una  cosa,  que  se  le  hubiere  con- 
fiado en  custodia  ó  en  depósito;  y  solo  multa 
de  50  á  1,500  liras,  cuando  el  delito  se  hubie- 
ra cometido  por  su  negligencia. 

Este  código,  como  el  belg.i,  castiga  con 
iguales  penas  por  la  efracción  de  sellos,  al  cus- 
todio de  la  cosa  sellada  y  al  funcionario  que 
ordene  ó  ejecute  la  efracción;  por  lo  que  repe- 
timos la  observación  hecha  por  nota,  más  arri- 
ba, al  segundo. 

Creemos  que  cuando  menos  se  debería  ex- 
presar que  se  castiga  al  funcionario  público 
que  sin  autoridad  para  ello  ordene  ó  ejecute 
el  quebrantamiento  de  los  sellos;  pero  el  ar- 
ticulo 20 [  del  código  italiano  dice  precísamen- 
.  te  que  impone  la  pena  al  funcionario  que  ha 
ordenado  ó  ejecutado  el  cierre  y  viole  después 
el  sello. 

Art.  187,  El  escribavo  que  <>Hsfrae  algún  do- 
eiunento  original  d^  5íí.^  archivos  ó  protocolos,  ó  con- 
siente en  esta  sustracción^  será  castigado  con  rcclu- 
ffión  en  Sr'gando  grado  {\)  y  multa  de  cincuenta  á 
quinicnto:i  pesos. 

Comentario.  Con  excepción  de  la  parte  que 
declara  responsabilidad  al  escribano  que  con- 
siente en  la  sustracción,  creemos  que  este  ar- 
tículo está    comprendido  en  el    185,  al  que  fal- 


(1)  Dos  tifias. 
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taba  Indudablemente  esa  declaración,  sin  po- 
dernos explicar  de  un  modo  satisfactorio  la 
gran  diferencia  entre  las  penas  de  reclusión  y 
multa  que  ambos  artículos  imponen  por  el 
mismo  delito.  Para  el  escribano  la  reclusión 
es  de  dos  años;  para  otro  funcionario  público 
es  de  solo  uno:  para  eí  primero  la  multa  se 
eleva  hasta  quinientos  soles;  para  el  segundo 
no  pasa  de  doscientos.  Y  sin  embargo,  uno 
y  otro  están  igualmente  obligados  k  ser  fieles 
en  la  conservación  de  los  documentos  confia- 
dos á  su  custodia. 

No  se  justifica  semejante  desigualdad  por  la 
magnitud  del   daño   que   el  escribano  puede  "^ 

causar;  porque  si  bien  el  delito  de  éste  puede 
herir  gravemente  los  derechos  privados  y  aún 
los  intereses  económicos  del  Estado;  el  que  co- 
meta el  custodio  de  archivos  y  documentos  de 
otra  especie  puede  trascender  sobre  las  rela- 
ciones internacionales  y  comprometer  la  sobe-  1 
ranía  é  integridad  de  la  República, 


El  artículo  187  es  además  deficiente,  pues 
no  expresa  los  casos  de  la  ocultación  de  autos 
ni  de  la  sustracción  de  documentos  originales 
de  los  procesos  en  jiro,  si  bien  por  extensión 
se  les  pudiera  incluir  entre  los  citados:  mas 
debemos  recordar  que  en  materia  penal  las  in- 
terpretaciones extensivas  son  inaceptables  en 
cuanto  sea  adverso  á  los  acusados.  No  hay 
más  actos  delictuosos  que  los  penados  expre- 
samente por  la  ley:  en  esta  materia  no  caben 


-I 
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ni  las  analogías  ni  los   prin 
derecho. 

El  Código  argentino  es  aun  más  severo 
que  el  nuestro  con  los  escribanos:  su  articulo 
260  les  impone,  por  el  mismo  delito,  las  penas 
de  penitenciarla  de  tres  á  seis  años  y  de  ¡nli^- 
bilitación  perpetua. 

Incurre  en  las  mismas  omisiones  que  hei 
advertido  en  el  código  peruano. 


El  Código  belga  no  contiene  disposi 
especial  relativa  á  escribanos;  pero  sus  art 
los  241  y  242,  que  hemos  trascrito  en  la  con 
ración  de  nuestro  articulo  185,  compren 
indudablemente  á  estos,  como  funcionaric 
oficiales  públicos. 

El  Código  chileno,  tampoco  establece  r 
especial  respecto  de  los  escribanos.  Sin  d 
reputa  suficientes  las  prescripciones  de  su 
tícuto  242  que  comprenden  á  toda  clase 
funcionarios,  y  aún  las  sustracciones  de  au 
ó  piezas  de  autos  en  giro  que  nuestro  Cód 
y  el  argentino  olvidaron. 


El  Código  ESP.\floL  se  halla  á  este  resp< 
en  las  mismas  condiciones  que  el  chileno,  p 
éste  no  ha  hecho  más  que  reproducir  casi  I 
raímente,  el  articulo  375  de  aquel. 
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"óniGO  FRANCÉS  nada  agrega  á  lo  esta- 
en  sus  artículos  169  á  173.  254  y  355, 
:nios  extractado  ó  reproducido  al  compa- 
estro  artículo  185  Y  nada  necesitaba 
ir,  pues,  como  se  vé,  sus  prescripciones 
\n  a  todos  los  casos  y  á  toda  clase  de  de- 
rios  ó  custodios  de  documentos. 


Código  italiano  tampoco  añade  una  pa- 
l  su  articulo  202  que,  en  lo  pertinente, 
;  reproducido  en  el  mismo  lugar. 

188.  El  empleado  público  que  abre  ó  per- 
ñr,  sin  autorización  competente,  papeles  ó 
ntos  cerrados  cuya  custodia  le  estuviere  con- 
or  razón  de  oficio,  sufrirá-  arresto  mayor  en 
grado  (i)  y  multa  de  veinticinco  á  doscientos 


enlario.  El  delito  descrito  en  este  articu- 
[  penado  por  el  186  no  son  exactamente 
1;  se  diferencian,  no  solo  en  la  forma  del 
sino  también  en  la  condición  del  culpa- 
in  el  caso  del  artículo  186  hay  fractura 
o;  en  el  del  188,  simple  apertura  del  cie- 
sellado.  En  el  primero,  el  autor  puede 
funcionario  que  ocasionalmente  recibe 
)SÍto;  en  el  segundo,  uno  cuyo  oficio  es 
ar  documentos.  Parece  que  esta  última 
¡tancia  casi   no  la  ha  tomado  en  cuenta 
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el  legislador,  considerando  igualmente  obliga- 
dos á  ambos  á  la  fidelidad  en  la  custodia  del  de- 
pósito; y  que  hace  depender  la  gravedad  mayor 
del  delito  sólo  de  la  circunstancia  del  quebran- 
tamiento de  sellos. 


Los  Códigos  argentino  y  belga  no  mencio- 
nan absolutamente  el  hecho  á  que  este  ar- 
tículo  se   contrae. 

El  Código  chileno  lo  describe  poco  más  ó 
menos  en  los  mismos  términos  que  el  nuestro; 
y  lo  castiga  con  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo  (i)  y  multa  de  ciento  á  trescientos  pe- 
sos. 


El  Código  español,  dice: 

«  Art.  377.  El  funcionario  público  que  no 
estando  comprendido  en  el  artículo  anterior 
(376)  abriere  ó  consintiere  abrir,  sin  la  autoriza- 
ción competente,  papeles  ó  documentos  cerra- 
dos cuya  custodia  le  estuviese  confiada,  incurri- 
rá en  las  penas  de  arresto  mayor  (2)  inhabilita- 
ción temporal  especial  (3)  y  multa  de  125  á 
1250  pesetas. 

En  la  disposición  trascrita  se  deja  comprender 
que  el  autor  del  delito  debe  no  ser  empleado  que 
por  razón  de  su  oficio  esté  constituido  en  custo- 
dio ó  guardián  de  archivos;  sino  otro  que,  de 


i)  De  61,  á  540  días. 

'2)  De  un  mes  y  un  día,  á  6  meses. 

(3)  De  6  años  y  un  día,  á  12  afios. 
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un  modo  accidental  y  transitorio,  haya  recibido 
el  encargo,  pues  el  artículo  376,  como  hemos 
visto  comparando  nuestro  artículo  186,  se  re- 
fiere á  los  de  la  primera  clase. 


El  Código  francés  guarda    en  este  punto 
el  mismo  silencio  que   el   argentino  y  el  belga. 


El  Código  italiano  considera  este  delito 
como  violación  de  secreto;  y  lo  castiga,  por  lo 
general  con  reclusión  hasta  de  15  dias  ó  multa 
de  50  á  1,500  liras;  y  en  los  empleados  de  co- 
rreos, con  reclusión  de  i  á  30  meses,  ó  con  re- 
clusión de  6  meses  á  4  años  y  multa  de  ico  á 
5,000  liras  si  el  hecho  causare  daño. 

Art.  189,  Las  penas  de  reclusión  y  arresto  desig- 
nadas  en  los  artículos  anteriores^  son  aplicables^  con 
diminución  de  un  graio,  á  los  particulares  encargados 
del  despacho  6  custodia  de  documentos  ó  papeles,  ó 
que  violen  los  sellos  puestos  por  la  autoridad. 

Comentario.  La  parte  final  de  este  articulo 
"puede  referirse  á  ios  particulares  que,  sin  te- 
ner á  su  cargo  la  custodia  de  papeles  ü  otros 
objetos  sellados  por  la  autoridad,  quebranten 
los  sellos;  y  si  es  así,  la  conceptuamos  fuera  de 
su  lugar,  pues  el  título  es  de  injidelidad  en  la 
la  custodia  de  documentos;  y  no  incurre  en  infi- 
delidad quien  no  desempeña  cargo  de  confian- 
za. 
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Además,  la  sección  se  halla  destinada  á  de- 
litos cometidos  por  funcionarios  públicos;  y 
no  debe  traerse  á  ella  los  actos  de  particulares, 
sino  cuando  accidentalmente  desempeñen  algu- 
na función  oficial. 

Pero  si  el  objeto  del  legislador  ha  sido  seña- 
lar menor  pena  que  al  custodio  de  carácter 
oficial  permanente,  al  particular  encargado  de 
un  modo  transitorio  de  un  depósito  sellado; 
la  justicia  que  en  el  artículo  se  percibía  clara- 
mente, desaparece  por  completo.  Hemos  di- 
cho, y  nuestra  opinión  se  apoya  en  lo  estable- 
cido por  otras  legislaciones,  que  el  particular 
que  toma  á  su  cargo  una  función  pública  cual- 
quiera, acepta  de  hecho  las  responsabilidades 
consiguientes  á  su  mal  desempeño;  sin  que  la 
falta  de  recompensa,  ni  menos  la  ignorancia 
de  la  ley  penal,  basten  á  atenuar  siquiera  esas 
responsabilidades. 

La  ley  peruana  necesita,  pues,  una  aclaración 
en  esta  parte;  porque  es  preciso  que  desapa- 
rezca la  anfibología  resultante  de  la*  redacción 
del  artículo  189.  Por  la  forma  que  éste  tiene 
actualmente  puede  creerse  que  habla,  ya  en  el 
sentido  del  primero,  ya  del  segundo  de  los 
apartes  anteriores. 

A  nuestro  entender;  los  particulares  que, 
sin  ser  custodios  ni  depositarios  de  cosa  sella- 
da por  la  autoridad,  quebrantan  los  sellos,  son 
reos  de  desacato,  y  deberían  ser  penados  con 
castigos  más  severos  que  los  designados  por 
los  artículos  153.  154  y  155;  y  los  que  siendo 
depositarios   ó   custodios   proceden    de   igual 
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modo,  son  reos  de  infidelidad  y  deben  sufrir 
la  misma  pena  que  los  funcionarios  públicos 
en  igualdad  de  circunstancias. 


■  El  Código  argentino   (art.  2 1 6)  castiga  en 

f  la  misma  forma,  y  con  las  mismas  penas  que  á 
los  funcionarios  públicos  infieles  en  la  custodia 
de  documentos,  á  los  empleados  subalternos 
de  las  respectivas  oficinas  y  á  los  particu- 
lares encargados  accidentalmente  de  la  cus- 
*todía  de  archivos,  registros  del  ^estado  civil, 
documentos  etc.,  y  creemos  que  tiene  justicia 
en  hacerlo,  pues,  como  antes  lo  hemos  dicho; 
el  que  asume  funciones  públicas  aunque  sea 
transitoriamente,  asume  también  las  responsa- 
bilidades anejas  á  ellas. 

De  los  particulares  que  incurran  en  los  mis- 
mos delitos  de  sustracción,  ocultación,  destruc- 
ción ó  inutilización  de  documentos,  fractura  de 
sellos  ó  apertura  de  pliegos  ó  paquetes  cerra- 
dos por  la  autoridad,  no  siendo  depositarios  de 
ellos,  no  hace  mención  en  dicho  artículo  ni  en 
ningún  otro. 

El  Código  belga.     A  lo  dicho  respecto  de 
este   código   en  las  comparaciones  de  los  artí- 
culos 185,  186  y  187,   solo  nos  resta  agregar 
que  él  pena  en  la  siguiente  forma  el  quebran- 
imiento  de  sellos  por  particulares  que  no  teñ- 
an el  encargo  de  custodiarlos. 

1^  Con  prisión  de  seis  meses  á  dos  años  el 

S6 
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hecho  consumado;  y  con  prisión  de  tres  meses 
á  un  año  la  mera  tentativa  (art.  284). 

2^  Con  prisión  de  uno  á  tres  años  el  hecho 
consumado,  si  los  sellos  estaban  puestos  en 
papeles  6  efectos  de  un  individuo  procesado  ó 
acusado  de  un  crimen  castigado  con  pena  de 
muerte,  de  trabajos  forzados  perpetuos  ó  de 
detención  perpetua,  ó  de  un  individuo  conde- 
nado á  alguna  de  estas  penas;  y  con  prisión  de 
seis  meses  á  dos  años  la  mera  tentativa  (art. 
286). 

3^  Con  prisión  de  dos  á  cinco  años,  si  la  ro-. 
tura  de  sellos  se  ha  cometido  con  violencia  con- 
tra las   personas;  y  la   mera  tentativa,  en  este 
caso,    con   prisión  de  seis  meses  á  tres  años 
(art.  287). 

A  los  autores  del  quebrantamiento  de  sellos 
se  les  puede  condenar  además  á  una  multa  de 
50  á  2,000  francos  (art.  288). 

El  código  belga  tiene  designadas,  pues,  di- 
ferentes penas  para  los  funcionarios  públicos, 
para  los  particulares  encargados  de  custodiar 
documentos;  y  para  los  particulares  que  no  ha- 
yan recibido  semejante  comisión. 


El  Código  chileno  declara,  en  su  artículo 
245,  que  las  penas  decretadas  contra  los  fun- 
cionarios públicos  infieles  en  la  custodia  de  do- 
cumentos son  aplicables  á  los  particulares  en- 
cargados accidentalmente  del  despacho  ó  cus 
todia  de  documentos  ó  papeles,  por  comisión 
del  Gobierno  ó   de  los  funcionarios  á  quieneí 
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hubieren  sido  confiados  aquellos  en  razón  de 
su  oficio,  y  que  dieren  el  encargo  ejerciendo 
sus  atribuciones;  pero  cuida  de  castigar  la  ro- 
tura de  sellos  por  particulares  que  no  sean  sus 
custodios,  en  la  siguiente  forma: 

ce  Art.  270.  Los  que  hubieren  roto  intencio- 
i  nalmente  los  sellos  puestos  por  orden  de  la  au- 
•  toridad  pública,  serán  castigados  con  reclusión 

menor  en  su  grado  mínimo  (i)  y  multa  de  cien- 
to á  trescientos  pesos.  » 

«t  Las  penas  serán  reclusión  menor  en  su  gra- 
do medio  (2)  y  multa  de  ciento  á  quinientos 
pesos  cuando  los  sellos  rotos  estaban  coloca- 
dos sobre  papeles  ó  efectos  de  un  individuo 
acusado  por  crimen.  » 

«f  Art.  271.  Si  la  rotura  de  los  sellos  ha  sido 
ejecutada  con  violencia  contra  las  personas,  el 
culpable  sufrirá  las  penas  de  reclusión  menor 
en  su  grado  máximo  (3)  yjnulta  de  quinientos 
á  mil  pesos. 

El  Código  español  hace,  en  la  segunda  par- 
te de  su  artículo  377,  la  misma  declaración  que 
el  chileno  contra  los  particulares  y  contra  los 
k  eclesiásticos  que  custodian  documentos;  pero 
^  no  hallamos  en  él  ninguna  disposición  referen- 
te á  los  mismos  delitos  cuando  fueren  cometi- 
dos por  personas  no  encargadas  de  tal  cus- 
todia. 


(i)  De  61  á  540  días. 

(2)  De  541  dias^  á  3  años. 

(3)  ^^  3  2tños  y  un  día  á 


a,  a  ^  auwa. 

y  un  día  á  5  años. 
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El  Código  francés  pena,  de  la  manera  que 
hemos  indicado  al  comparar  nuestro  artículo 
185,  las  sustracciones  de  valores  y  las  de  efec- 
tos y  documentos,  la  destrucción  de  estos,  de 
registros  y  otros  papeles;  lo  mismo  que  el  que- 
brantamiento de  sellos,  cuando  tales  delito^ 
sean  cometidos  por  los  funcionarios  ó  particu- 
lares encargados  de  custodiarlos  permanente  ó 
transitoriamente;  y  en  cuanto  á  las  penas  que 
decreta  contra  los  particulares  que  no  tenían 
encargada  la  vigilancia  de  lo  que  sustrageron, 
destruyeron,  ocultaron  ó  inutilizaron,  restaños 
decir  que  castiga: 

i.°  Con  prisión  de  uno  á  tres  años  al  que 
hubiere  fracturado  de  intento,  intentado  fractu- 
rar, ó  contribuido  á  la  fractura  de  sellos  pues- 
tos en  papeles  ó  efectos  pertenecientes  á  un 
individuo  condenado  ó  acusado  por  delito  que 
merezca  la  pena  de  muerte,  ó  las  de  trabajos 
forzados  á  perpetuidad  ó  de  deportación: 

2.°  Con  prisión  de  seis  meses  á  dos  años 
cuando  se  tratare  de  otros  sellos. 

La  pena  que  corresponde  al  particular  que 
sustraiga,  oculte,  inutilice  etc.  documentos  no 
confíados  á  su  custodia,  la  indica  el  articulo 
255,  reproducido  en  la  comparación  del  185 
del  presente  Código. 

No  contiene,   pues,   la  ley  francesa  disposi- 
ción análoga  ala  de  nuestro  artículo  189:  cada 
delincuente   es  tratado  en  ella  según  su  conr^' 
ción  de  funcionario,    de  encargado  provisión 
ó  de  simple  particular. 
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El  Código  italiano   castiga  en  la  siguiente 
forma  á  los  particulares  que  no  sean  custodios 

,  de  documentos,  por  actos  que,  en  funcionarios 

ó  particulares  encargados  de  esa  custodia,  cons- 
tituyen infidelidad: 

!  1^  Al  que  rompa  ó  viole  de  cualquier  modo 

É  los  sellos  puestos  por  disposición  legal  ó  por 

orden  de  la  autoridad  á  fin  de  asegurar  la  con- 
servación ó  la  identidad  de  una  cosa,  con  re- 
clusión de  tres  meses  á  dos  años  y  multa  de  50 
á  1,000  liras  (art.  201). 

2.**  Al  que  sustraiga,  arrebate,  destruya  ó  al- 

■  tere   cuerpos  de    delito    ó   documentos  custo 

diados  en    oficina  pública  ó   por  un    funciona 

.  rio  público  por  razón  de   su   cargo,  con  reclu- 

sión de  uno  á  cinco  años;  pero  si  el  daño  fuese 
leve  ó  el  culpable  restituye  sin  alteración  el  ac- 
ta ó  documento  sin  haberse  aprovechado  de  él 
y  antes  del  procedimiento,  la  pena  será  reclu- 
sión de  seis  meses  á  tres  años  (art.  202). 


r 


TITULO  8? 

> 

DE  LA  REVELACIÓN  DE  SECRETOS 

ArL  190.  El  empleado  que  en  asuntos  del  servi- 
cio publico  revele  secretos  de  que  tenga  conocimiento 
por  razón  de  su  cargo,  será  castigado  con  suspensión 
del  empleo  de  tres  á  seis  meses. 
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Si  de  la  revelacim  resultare  grave  daño  á  la 
causa  pública^  la  pena  será  reclusión  en  segundo 
grado,  (i) 

Comentario.  Conviene  distinguir  entre  este 
delito  y  el  descrito  por  el  inciso  3.*  del  artículo 
1 10  de  este  Código.  Hay  de  común  entre  am- 
bos la  revelación,  en  daño  del  Estado»  de  un 
hecho  conocido  por  razón  de  empleo;  pero  se 
diferencian  en  que  el  mal  que  se  causa  ó  puede 
causar  con  el  primero,  lo  será  en  el  orden  me- 
ramente interno;  en  tanto  que  con  el  segundo, 
lo  será  en  el  de  las  relaciones  internacionales. 
El  empleado  que  descubre  á  los  enemigos  del 
orden  público  las  medidas  que  se  propone 
ejecutar  el  Gobierno  para  sofocar  una  rebelión, 
es  solo  infidente:  el  empleado  peruano  que  en 
tiempo  de  guerra  nacional  descubriese  al  ene- 
migo el  plan  de  una  campaña,  sería  un  trai- 
dor. 

Se  puede  caer  en  el  delito  de  revelación  de 
secretos  de  dos  modos  diferentes:  descubrien- 
do los  conocidos  por  medios  legítimos,  y  divul- 
gando los  que  se  haya  llegado  á  sorprender 
por  medios  reprobados.  El  presente  artículo 
se  contrae  á  lo  primero:  los  delitos  cometidos 
al  apoderarse  de  secretos  mediante  la  apertura 
de  pliegos,  con  ó  sin  quebrantamiento  de  sellos 
están  descritos  y  penados  en  el  título  anterior. 


(i)  Dos  años. 
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Creemos  que  seria  bueno  cambiar  la  forma 
de  la  segunda  parte  de  este  articulo  diciendo, 
en  vez  de  resultare  grave  daño,  pudiere  resul- 
tar grave  daño;  porque,  como  en  otros  lugares 
hemos  dicho,  las  penas  no  deben  estar  ligadas 
á  acontecimientos  futuros  é  inciertos,  que  se 
hallen  fuera  del  alcance  de  toda  previsión,  pues 
esto  paralizaría  indeñnidamente  la  acción  de  la 
justicia. 

El  Código  argentino,  para  la  imposición  de 
la  pena,  en  este  caso,  atiende  á  la  magnitud 
del  mal  que  se  cause  al  Estado,  y  á  los  móvi- 
les que  hubiesen  impulsado  al  delincuente.  Si 
resulta  grave  daño  á  la  causa  pública,  impone 
prisión  de  uno  á  tres  años,  destitución  é  inha- 
hiiitación  por  doble  tiempo.  Si  la  revelación 
se  hace  por  dinero,  y  no  hay  grave  daño  del 
Estado,  aplica  las  mismas  penas;  y  si  se  ha 
procedido  por  mera  indiscreción,  sin  miras  in- 
teresadas ni  grave  daño  de  la  causa  pública, 
sólo  destitución  del  empleo  (art.  262)  • 


El  Código  belga  considera  como  un  crimen 
contra  la  seguridad  exterior  del  Estado  la  re- 
velación de  los  secretos  de  éste,  aún  cuando 
no  sea  hecha  á  potencia  enemiga.  Así  su  ar- 
ticulo 118,  después  de  castigar  con  detención 
perpetua  á  la  persona  que  encargada  ó  instrui- 
da oficialmente  ó  por  razón  de  su  cargo  del  se- 
creto de  una  negociación  ó  de  una  expedición, 
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lo  descubra  maliciosamente  á  una  potencia  ene- 
miga ó  sus  agentes;  agrega: 

«  Se  le  castigará  con  detención  de  diez  á 
quince  años  si  ha  descubierto  maliciosamente 
el  secreto  á  otra  potencia  cualquiera.  » 

De  las  revelaciones  de  secretos  que  solo  com- 
prometan el  orden  interno  no  hace  mención 
ninguna. 

El  Código  chileno  se  expresa  así: 
«  Art.  246.  El  empleado  público  que  reve- 
lare los  secretos  de  que  tenga  conocimiento 
por  razón  de  su  oficio  ó  entregare  indebida- 
mente papeles  ó  copia  de  papeles  que  tenga  á 
su  cargo  y  no  deban  ser  publicados,  incurrirá  en 
las  penas  de  suspensión  del  empleo  en  sus  gra- 
dos mínimo  á  medio  (i)  ó  multa  de  ciento  á 
quinientos  pesos,  ó  bien  en  ambas  conjunta- 
mente, » 

«  Si  de  la  revelación  resultare  grave  daño 
para  la  causa  pública,  las  penas  serán  reclusión 
mayor  en  cualquiera  de  sus  grados  (2)  y  mul- 
ta de  mil  á  cinco  mil  pesos.  » 


El  Código  español  dice  casi  literalmente  lo 
mismo  que  el  chileno:  las  penas  que  por  lo  ge- 
neral impone  son  suspensión  en  su  grado  mí- 
nimo á  medio  (3)  y  multa  de  125  á  1250  pese- 


(x)  De  61   días,  á  2  aftos. 

(2)  De  5  años  y  i  día,  á  20  afios. 

(3)  De  un  mes  y  un  día,  á  4  años. 
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tas:  más  sí  resultare  grave  daño  á  la  causa 
pública,  castiga  la  violación  del  secreto  con 
inhabilitación  especial  temporal  en  su  grado 
máximo  (i)  á  inhabilitación  especial  perpetua  y 
prisión  correccional  en  sus  grados  medio  á  má- 
ximo (2). 

El  Código  francés,  del  mismo  modo  que  el 
belga,  considera  la  revelación  de  los  secretos 
de  Estado  como  un  crimen  contra  su  seguridad 
exterior,  cualquiera  que  sea  el  estado  de  rela- 
ciones de  la  Francia  con  la  potencia  á  la  que 
dicha  revelación  se  hiciere.     Al   respecto  dice: 

«  Art.  8o'  Será  castigado  con  la  pena  expre- 
sada en  el  artículo  76  (3)  todo  funcionario 
público,  agente  del  Gobierno  ó  cualquier  otro 
individuo  que  estando  encargado  ó  instruido 
oficiarmente,  ó  en  razón  de  su  estado,  del  se- 
creto de  una  negociación  ó  de  una  expedición, 
lo  revelare  á  los  agentes  de  una  potencia  ex- 
trangera  ó  del  enemigo.  » 


El  Código  italiano  trae  el  siguiente  ar- 
ticulo: 

«  Art.  163.  El  que  teniendo  noticia,  por  ra- 
zón de  su  estado  ú  oficio,  ó  de  su  profesión  ó 
arte,  de  un  secreto  que,  revelado  pueda  causar 


(i)  De  10  afíos  y  un  dia,  á  13  años. 

(2)  De  2  años^  4  meses  y  un  dfa,  á  6  afíos. 

(3)  La  pena  de  muerte. 


57 


—  450  — 

perjuicios,  lo  revele  sin  justa  causa,  será  casti- 
gado con  prisión  hasta  de  un  mes  ó  con  multa 
de  50  á  1,000  liras,  que  no  podrá  ser  menor 
de  300  liras  si  el  perjuicio  tuviere  lugar.  » 

A  esta  disposición  que  evidentemente  abra- 
za á  funcionarios  públicos  y  particulares;  que 
proteje  t^nto  los  secretos  de  Estado  como  los 
individuales;  agrega  (art.  i64jque  cuando  el 
hecho  no  haya  ocasionado  perjuicio  público,  iw 
se  procederá  sino  á  instancia  de  parte. 

Contiene  además  el  código  italiano  una  dis- 
posición especial  en  protección  de  los  secretos 
de  Estado  concernientes  á  la  seguridad  de  él, 
que  en  lo  pertinente,  dice  así: 

«  Art.  107.  Todo  el  que  revele  los  secretos 
políticos  ó  militares  concernientes  á  la  seguri- 
dad del  Estado,  ya  comunicando  ó  publicando 
documentos  ó  actos,  ya  diseños,  planos  ú  otros 
informes  relativos  al  material,  fortiñcaciones  ú 
operaciones  militares,  ya  facilitando  de  cual- 
quier modo  su  conocimiento,  será  castigado 
con  la  pena  de  uno  á  cinco  años  de  reclusión  ó 
prisión  y  con  más  2,000  liras  de  multa.  » 

((  La  pena  será:  » 

1^  De  tres  á  cinco  años  de  reclusión  ó  pri- 
sión y  de  multa  que  no  baje  de  4,000  liras,  si 
son  revelados  los  secretos  á  un  Estado  extran- 
gero  ó  á  sus  agentes.    .    .  » 

«  Si  el  culpable  por  razón  de  su  cargo  estaba 
en  posesión  de  los  diseños,  planos  ó  documen- 
tos, ó  hubiere  venido  de  otro  modo  en  co- 
nocimiento de  los  secretos   con  violencia  ó  en- 
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aumentará  la  pena  en   una  tercera 

3  á  que  este  articulo  se  contrae  es, 
:e,  un  término  medio  entre  la  mera 
y  la  traición;  y  creemos  que  toda  le- 
>revisora  debería,  como  la  italiana, 
lara  él  una  pena  especial. 

1.  El  empleado  público  que  abusa  de  su 
interceptar,  sustraer,  inspeccionar,  acid- 
ar cartas  ó  documentos  particulares,  se- 
>  con  reclusión  en  primer  grado,  (i) 
•■so  recae  en  documentos  públicos,  se  agrá' 
a  en  un  téitnino. 


[GO  ARGENTINO  dice: 

63.  £1  empleado  que,  abusando  de 
intercepte,  sustraiga,  inspeccione, 
ubiique  cartas  ó  documentos  parti- 
iifrirá  las  penas  señaladas  en  el  ar- 
srior  (2)  en  los  respectivos  casos.  » 
buso  recae  en  documentos  públicos; 
dinero  ó  grave  daño  se  aplicará  el 
de  las   penas. 


iGo  BELGA  contiene  esta  disposición: 
3.  Se  castigará  con  prisión  de  quince 
meses  y  multa  de  26  á  5íX)  francos. 


la  comparación  con  el  articulo  190. 
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al  funcionario  ó  agente  del  Gobierno,  ó  al  em- 
pleado del  servicio  de  correos  y  telégrafos, 
que  haya  abierto  ó  sustraído  cartas  confiadas 
al  correo,  ó  despachos  telegráficos,  ó  que  haya 
facih'tado  la  apertura  ó  sustracción. 


El  Código  chileno  (art.  155)  pena  con  re- 
clusión menor  en  sus  grados  mínimo  í  me- 
dio (i)  ó  con  la  de  suspensión  en  cualquiera 
de  sus  grados  (2)  al  empleado  público  que  abu- 
sando de  su  oficio  hiciere  registro  en  los  pape- 
les de  una  persona,  á  no  ser  en  los  casos  y  forma 
que  prescriban  las  leyes|  y  á  continuación  dice: 

t  Art.  156.  Los  empleados  en  el  servicio  de 
correos  y  telégrafos  ü  otros  que  prevaliéndose 
de  su  autoridad  interceptaren  ó  abrieren  la  co- 
rrespondencia ó  facilitaren  á  tercero  su  aper- 
tura ó  supresión,  sufrirán  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo  (3)  y,  si  se  aprove- 
charen de  los  secretos  que  contiene  6  los  di- 
vulgaren, las  penas  serán  reclusión  menor  en 
cualquiera  de  sus  grados  (4)  y  multa  de  ciento 
á  mil  pesos.  » 

En  los  casos  de  retardo  doloso  en  el  envió  ó 
entrega  de  la  correspondencia  epistolar  ó  de 
partes  telegráficos,  la  pena  será  reclusión  me- 
nor en  su  grado  mínimo.  (5) 


(i)  De  61  días,  á  3  años. 

(2)  De  id.  id.  á  id. 

(3)  De  61,  á  540  dias. 

(4)  De  61  días,  á  5  años. 

(5)  De  61,  á  540  días. 
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DIGO  ESPAÑOL  declara  reos  de  atentado 
3S  derechos  individuales  sancionados 
snstitución,  y  les  impone  las  penas  que 
lación  indicamos,  á  los  funcionarios  si- 

que  no  siendo  autoridad  judicial  y  no 
:n  suspenso  las  garantías  constítucio- 
;¡strare  tos  papeles  de  un  ciudadano  ó 
ro  y  efectos  qae  se  lnUaren  en  su  do- 
tdvirtiendo  que  si  los  sustrajere  será 
I  como  reo  del  delito  de  robo  con  vio- 
las personas  (ínc.  2^  art.  215). 
para  estos  las  penas  de  suspensión 
rados  mínimo  á  medio  (i)  y  multa  de 
50  pesetas. 

as  autoridades  judiciales  que  registra- 
)che  en  el  domicilio  de  un  español  ó 
ro  sus  papeles  ó  efectos  á  no  ser  con 
ntimiento  (art.   2 1 7). 
pone  las  mismas  penas  que  á  los  an- 

que  no  siendo  autoridad  judicial  detu- 
orrespondencia  privada  confiada  al  co- 
cibida  y  cursada  á  su  destino  por  la 
estación  telegráfica  en  que  se  hubiere 
3  (art.  218). 
á  éste  la  pena  de  multa  de  125  á  1250 

que  no  siendo  autoridad  judicial  abrie- 
espondencia  privada  confiada  al  correo 


ti  mes  y  uD  dta,  ¿  4  afios. 
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Le  castiga  con  suspensión  en  sus  grados 
medio  á  máximo  (i)y  multa  de  250  á  2500 
pesetas. 

5.°  Al  que  sustrajere  la  misma  correspon- 
dencia (art.  220). 

Le  pena  con  inhabilitación  absoluta  tempo- 
ral en  sus  grados  minimo  á  medio  (2)  y  multa 
de  500  á  5,000  pesetas. 


El  Código  francés,  hablando  de  los  abusos 
de  autoridad  contra  particulares,  dice: 

«  Art.  187.  Toda  sustracción  ó  fractura  de 
cartas  confiadas  al  correo,  cometida  ó  facilitada 
por  un  funcionario  ó  agente  del  Gobierno  ó  de 
la  Admimstración  de  correos  será  -castigada 
con  una  multa  de  16  á  500  francos  y  prisión  de 
tres  meses  á  cinco  años.  » 

(c  El  culpable  estará  además  privado  de  ejer- 
cer cualquiera  función  ó  empleo  püblíeo  duran- 
te un  periodo  que  no  bajará  de  cinco  años  ni 
pasará  de  diez.  » 

El  Código  italiano  limita  sus  disposiciones 
en  esta  materia,  á  los  empleados  en  el  servicio 
de  telégrafos  y  correos,  como  se  vé  en  las  si- 
guientes prescripciones. 

«Art.  162.  El  que  perteneciendo  al  servicio 
de  correos  ó  telégrafos,  y  abusando  de  dicha  ca- 
lidad, se  apodere  de  carta,  pliego,  telegrama  ó 


(i)  De  2  afios  y  un  día,  á  6  años. 
(2)  De  6  años  y  un  día  á  10  años. 
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srrespondencia  no  cerrada,  para  cono- 
mtenido,  ó  la  entregue  ó  revele  su 
L  y  contenido  á  otro  que  no  sea  el  des- 
será castigado  con  reclusión  de  uno  á 
eses.  » 

misma  pena  incurrirá  el  que  pertene- 
servicio  de  correos  ó  telégrafos  y  abu- 
esta  calidad  intercepte  una  correspon- 
¡jtolar  ó  ttíltígráfica.  a 
no  de  los  hechos  previstos  en  el  pre- 
cuto  causare  daño,  la  reclusión  será 
leses  á  cuatro  años  y  se  le  añadirá  la 
lOO  á  5,000  liras.  » 

3.  El  empleado  público  que  revele  secre- 
articular,  de  que  tenga  conocimiento  por 
'ficio,   sufrirá   suspensión  de  dos   á  seis 


rio.  El  delito  que  este  articulo  des- 
stiga,  no  está  comprendido,  como  á 
ista  pudiera  creerse,  entre  los  descri- 
ados por  el  anterior,  por  cuanto  la 
n  del  secreto,  que  en  los  casos  del 
:e  por  medios  ilegítimos,  es  en  el  pre- 
larácter  contrario.  El  empleado  lle- 
e  último,  á  poseer  el  secreto  de  una 
gal,  y,  por  consiguiente,  sólo  es  cul- 
laberlo  revelado;  en  tanto  que  en  los 
ición,  interceptación,  inspección  inde- 
o  es  principalmente  del  abuso  come- 
conocer  lo  que  no  tenía  derecho  de 
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El  Código  argentino  dispone  lo  siguiente: 
a  Art.  264.  El  empleado  público  que  revele 
secretos  de  un  particular  de  que  tenga  conoci- 
miento por  Kazón  de  su  oficio,  será  destituido 
y  susfrirá  arresto  por  uno  á  tres  meses.  » 


El  CóaiGo  belga  dice: 

ff  Art.  150.  Al  que  siendo  depositario  de 
despachos  telegráficos  revele  su  existencia  ó 
contenido  fuera  de  los  casos  en  que  se  le  requie- 
ra en  justicia  á  dar  su  testimonio  y  de  los  en 
que  la  ley  le  obligue  á  revelar  la  existencia  ó 
el  contenido  .de  dichos  despachos,  se  le  conde- 
nafá  á  prisión  de  quince  días  á  seis  meses  y 
multa  de  26  á  500  francos. 


El  Código  chileno  consigna  también  lo  si- 
guiente: 

ce  Art.  247.  El  empleado  público  que,  sa- 
biendo por  razón  de  su^cargo  los  secretos  de 
un  particular;  los  descubriere  con  perjuicio  de 
éste,  incurrirá  en  las  penas  de  reclusión  menor 
en  sus  grados  minimo  á  medio  (i)  y  multa  de 
ciento  á  quinientos  pesos.  » 

<K  Las  mimas  penas  se  aplicarán  á  los  que, 
ejerciendo  alguna  de  las  profesiones  que  re- 
quieren titulo,  revelen  los  secretos  que  por  ra- 
zón de  ella  se  les  hubieren  confiado.  » 


(i)  De  61    días,  á  3  años. 
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DIGO  espaRol  trae  lo  siguiente: 
379.  Él  funcionario  público  que,  sa- 
or  razón  de'  su  cargo  los  secretos  de 
ular  los  descubriere,    incurrirá  en  las 

suspensión,   (r)  arresto  mayor  (2)  y 

125  á  1250  pesetas.  » 


DIGO  FRANCÉS.  No  hcmos  encontrado 
posición  ninguna,  que  sea  análoga  á  la 
ulo  que  comentamos.  Sólo  hallamos 
articulo  418  que  condena  á  prisión  y 
os  directores  y  empleados  de  fábricas 
;len  los  secretos  de  estas;  acto  muy 
leí  que  nos  ocupa. 


DIGO  ITALIANO.)  Vcasc  la  comparación 
90). 

93.  Sufrirán  multa  de  veinticinco  á  dos- 
103,  los  abogados,  médicos,  cirujanos  y  to- 
e  revelen  los  secretos  que  se  les  confie  por 
la  profesión  que  ejei-zan,  Sizlvo  los  casos  en 
'  les  obligue  á  hacer  tales  revelaciones. 

año.  Creemos  que  este  arriculo  está 
su  lugar;  y  que  corresponde  al  titulo 
ección  undécima  de  este  libro,  que  tra- 
■evelación  de  secretos  de  particulares 


in  roes  y  un  dfa,  á  6  aflos. 
un  mes  y  tin  dfa,  á  6  meses. 
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cometida  por  otros  particulares,  pues  entende- 
mos que  los  abogados,  médicos  y  demás  per- 
sonas á  que  se  refiere  no  son  funcionarios  pú- 
blicos en  el  sentido  legal   de   esta  expresión. 


La  pena  de  multa  que  aqui  se  impone  al  abo- 
bado prevaricador  por  revelación  de  secretos 
no  le  exime  de  la  disciplinaría  de  inhabilitación 
prescrita  por  el  artículo  153  del  Reglamento  de 
Tribunales,  ni  de  la  indemnización  de  daños  á 
que  él  le  obliga,  pues  previene  que  una  y  otra 
son  independientes  de  la  condena  que  corres- 
ponda según  el  Código  Penal. 

Se  echa  de  menos  en  este  lugar,  más  que  en 
ningún  otro,  la  falta  en  nuestra  ley  de  la  pena 
de  suspensión  de  profesión,  arte  ú  oficio  que 
otras  legislaciones  establecen  contra  los  que 
delinquen  abusando  de  ellos;  porque  de  esa 
omisión  resulta  que,  mientras  el  abogado  reve- 
lador de  secretos  de  su  cliente,  á  más  de  pagar 
la  multa,  queda  inhábil  para  ejercer  su  profe- 
sión por  un  tiempo  que  no  se  expresa;  el  mé- 
dico y  demás  comprendidos  en  el  artículo  193 
continúan  ejerciendo  la  suya,  con  mengua  de 
la  justicia. 

El  Código  argentino  castiga  (art  265)  con 
suspensión  de  seis  meses  á  un  año  y  multa  de 
veinticinco  á  trescientos  pesos,  indistintamen- 
te á  todos  los  que  ejerciendo  profesión  titular 
revelen  secretos  que,  por  razón  de  ella,  se  les 
hubiese  confiado. 


«Go  BELGA  dice: 

4.58.  A  los  médicos,  cirujanos,  oñcia- 
nidad,  farmacéuticos,  comadrones  y 
:ra    otras   personas  depositarías,  por 

6  por  su  profesión,  de  secretos  que 
a  confiado,  y  que  fuera  del  caso  en 
llamados  á  dar  testimonio  en  juicio  y 
;  la  ley  les  obligue  á  descubrir  dichos 
los  hayan  revelado,  serán  castigados 
n  de  ocho  días  á  seis  años  y  multa  de 

francos.  » 

1.59.  Se  castigará  con  las  mismas  pe- 
erapleados  ó  agentes  del  Monte  de 

je  hayan  revelado  á  otros,  á  no  ser 
le  policía  ó  Autoridad  judicial,  el 
s  las  personas  que  hayan  deposí- 
:ho  depositar  objetos  en  el  estableci- 


iGO  CHILENO.  (Véase  la  segunda  par- 
rtlculo  247,  trascrito  en  la  compara- 
lestro  art   192). 


[GO  ESPAÑOL  castiga  como  reos  de  pre- 
'  en  la  forma  que  hemos  visto  al  com- 
■ticulo  173  de  este  Código  (pag.  376) 
ados  y  procuradores  que  revelen  los 
e  sus  respectivos  clientes. 
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El  Código  francés  dice; 

«  Art.  378.  Los  médico 
practicantes,  asi  como  los  1Í 
madres  y  cualesquiera  otra 
fias  por  su  estado  ó  profes 
que  se  les  conñasen,  que  ft 
la  ley  les  obliga  á  hacerse 
len  dichos  secretos,  serán 
na  de  uno  á  seis  meses 
una  multa  de  100  á  500  fra 


El  Código  italiano  (Ve 
crito  en  la  página  449). 


DE  LA  MALVERSACIÓN  DE  C 

Árt.  194.  El  empleado  pi 
su  cargo  caudales  ó  efectos  de 
aplicación  pública  distinta  de 
leyes,  será  condenado  á  suspem 
ses;  y  además  sufrirá  una  muí 
por  ciento  sobre  la  cantidad  ) 
tare  daño  ó  entorpecimiento  del 

Comentario.  Este  artícul 
mente  modificado  por  la  lej 
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,  que  le  dá  la  siguiente  forma:  «El  em 
público  que,  teniendo  á  su  cargo  cau- 
efectos  ó  bienes  de  la  Nación  les  da 
ilicación  pública  distinta  de  la  señalada 
i  leyes,  será  condenado  á  la  pena  de 
ción  y  al  reintegro  de  los  bienes  mal 
ios.  » 

se  vé;  la  suspensión  que  imponía  el 
fia  sido  sustituida  con  la  pena  más  gra- 
¡stitución;  y  la  multa  de  diez  á  cincueii- 
iento  sobre  la  cantidad  mal  aplicada, 
eintegro  de  la  misma, 
mos  injusta  é  inmoral  la  segunda  parte 
na.  Et  estado  no  debe  aprovechar  del 
}  que  le  produzca  un  acto  delictuoso; 
se  ha  de  tener  presente  que  la  malver- 
ue  se  condena  consiste  en  haber  hecho 
icio  público  en  lugar  de  otro;  como  si 
el  haber  de  un  Magistrado  con  el  fon- 
nado  á  cubrir  el  de  un  General  ó  un 
Ejército;  ó  se  aplicó  á  construir  una 
>IÍca  la  suma  votada  para  la  construc- 
otra  de  la  misma  especie.  Si  el  fisco 
a  cancelado  el  haber  que  se  pagó  con 
genos,  ó  acepta  la  propiedad  de  la  obra 
da;  cumple  sus  obligaciones  á  expensas 
leado  arbitrario  ó  complaciente,  á  quien 
siquiera  á  salvo  su  derecho  para  re- 
las  cantidades  invertidas,  y  esto  no  lo 
^  conforme  á  la  moral  ní  á  la  justicia. 

J^pgt  Cierto  es  que  la   ley  podía,  á  título  de  pena 

pecuniaria,  multar  al  delincuente  en  tanto  co- 
jjo*  nio  importase  la  suma  mal  invertida;  pero  aún 

4*' 
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cuando  los  efectos  económicos  fueran  los  mis- 
mos, se  les  habría  alcanzado  por  medios  que 
no  repugnarían  á  la  moral  mas  escrupulosa. 

Cuestión  de  palabras;  dirán  los  hombres  de 
práctica:  cuestión  de  principios  replicariamos 
nosotros;  porque  la  ley  para  ser  buena  ha  de 
serlo,  en  la  intehción  que  la  inspira,  en  el  fín 
que  persigue  y  en  los  medios  que  emplea;  y  no 
puede  ser  buena,  en  ninguno  de  estos  sentidos, 
una  ley  que  pone  al  Estado  al  igual  de  los  re- 
ceptadores ó  encubridores  de  delitos;  aprove- 
chándose de  los  efectos  de  estos  (art.  16 
inc.   i^). 

Estamos  por  la  multa  que  imponía  el  articu- 
lo reformado,  aunque  se  hubiesen  aumentado 
sus  proporciones. 

La  destitución,  aún  cuando  ñgura  en  nuestra 
escala  penal,  no  es  propiamente  una  pena;  sino 
el  efecto  de  la  inhabilitación  especial,  aplicada 
al  que  sirve  un  empleo.  Sí  no  se  inhabilita  al 
destituido,  queda  apto  para  ser  destina4o  in- 
mediatamente á  puesto  igual  ó  superior  á  aquel 
de  que  ha  sido  separado.  Este  es  el  defecto 
que  creemos  haber  opuesto  á  dicha  pena  en  el 
correspondiente  examen  del  título  respectivo 
del  libro  i^;  y  puesto  que  se  trataba  de  casti- 
gar con  más  severidad  á  los  malversadores  de 
caudales  públicos,  ha  debido  imponerse  la  inha- 
bilitación, especial  ó  absoluta,  por  un  tiempo 
proporcionado  á  la  entidad  del  delito. 
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El  Código  argentino  dice  textualmente  lo 
que  decía  el  que  comentamos:  No  hay  entre 
ellos  más  diferencia  que  la  de  señalar  el  argen- 
tino á  la  pena  de  suspensión  seis  meses  y  un 
año,  como  su  mínimo  y  máximo. 


¡f  El  Código  belga  contiene  esta  disposición: 

(K  Art.  240.  Se  castigará  con  reclusión  al  fun- 
cionario ú  ofícial  público  ó  á  cualquier  persona 
encargada  de  un  servicio  públrco  que  haya  mal- 
versado caudales  públicos  ó  privados,  efectos 
equivalentes,  piezas,  títulos,  documentos  ó  efec- 
tos moviliarios  que  estuvieran  en  su  poder,  ya 
en  virtud,  ya  por  razón  de  su  cargo.  » 

<(  Si  la  malversación  no  excede  de  la  fianza, 
el  culpable  será  castigado  con  prisión  de  uno  á 
seis  meses.  » 

A  pesar  de  que  este  código  emplea  el  tér- 
mino genérico  de  malversación,  entendemos  que 
solo  se  refiere  al  delito  de  peculado  ó  hurto  de 
caudales  públicos,  y  á  defraudaciones  cometi- 
das por  funcionarios  del  Estado  en  daño  de  par- 
ticuldres.  Asi  nos  lo  hacen  creer,  el  tenor  de 
los  artículos  que  siguen  en  el  mismo  título,  ocu- 
'  ^  pandóse  siempre  de  sustracciones,  y  el  silencio 

que,  sobre  la  indebida  aplicación  pública  de  cau- 
dales del  Estado,  guardan  el  código  francés  y 
los  demás  formados  sobre  éste. 


El  Código  chileno,  dice: 

«  Art.  236.  El  empleado  público  que  arbi 
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trariamente  diere  á  los  caudales  ó  efectos  que 
administre  una  aplicación  pública  diferente  de 
aquella  á  que  estuvieren  destinados,  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  suspensión  del  empleo 
en  su  grado  medio  (i),  si  de  ello  resultare  da- 
ño ó  entorpecimiento  para  el  servicio  ú  objeto 
en  que  debían  emplearse,  y  con  la  misma  en 
su  grado  minimo  (2),  si  no  resultare  daño  ó 
entorpecimiento.  » 

El.  Código  español  trae  el  siguiente: 
«  Art.  408.  El  funcionario  publico  que  diere 
á  los  caudales  ó  efectos  que  administrare  una 
aplicación  pública  diferente  de  aquella  á  que 
estuvieren  destinados,  incurrirá  en  las  penas 
de  inhabilitación  temporal  (3)  y  una  multa  de 
cinco  al  cincuenta  por  ciento  de  la  cantidad 
sustraída,  si  de  ello  resultare  daño  ó  entorpe- 
cimiento del  servicio  á  que  estuvieren  consig- 
nados, y  en  la  de  suspensión,  (4)  si  no  resul- 
tare. » 

Los  Códigos  francés  é  italiano  guardan 
silencio  en  esta  materia. 

ArL  195.  El  empleado  qxu  hace  uso  para  sí  ó 
para  otro  de  los  caudales  que  custodia  ó  administra, 
sufrírá  suspensión  de  seis  meses  á  un  año  y  multa  de 


(i)  De  un  año  y  un  día,  á  2  años. 

(2)  De  6 1  días,  á  un  año. 

(3)  De  6  afíos  y  un  dia,  á  12  afios. 

(4)  De  un  mes  y  un  dia,  á  6  afios. 
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:  por  ciento  sobre  la  cantidad  de  que  hubiere 
y,  si  la  reintegra  después  de  haber  causado 
servicio  publico, 
•eintegro  se  verijíca  antes  de  haber  resultado 

utorpecimiento  en  el  servicio,  la  suspensión 
ino  á  tres  meses  y  la  multa  de  seis  á  treinta 

0. 

empleado  no  reintegra  expontaneamente  la 
,  será  condf.nndo  como  svstractor  de  cauda- 


ttario.  También  este  artículo  ha  sido 
do  por  la  ley  de  Octubre  de  1896,  cita- 
comentario  del  artículo  anterior, 
a  en  estos  términos:  «  El  empleado  que 
so  para  sí  ó  para  otro  de  los  caudales, 
i  ó  bienes  que  custodia  ó  administra, 
istigado  como  defraudador  con  la  pena 
ón  en  tercer  grado  (i)  sin  perjuicio  del 
jro  de  los  caudales,  efectos  ó  bienes  de 
ibiese  hecho  mal  uso.  » 
.ta  aqui  del  empleado  que  sin  apropiar- 
ludales,  efectos  ó  bienes  que  adminis- 
lestina  arbitrariamente  á  la  satisfacción 
lecesidades  personales  ó  de  familia,  á 
icios  particulares,  ó  al  servicio  de  se- 
lersona,  en  calidad  de  préstamo;  más 
itención  de  reintegrarlos.  El  Código 
aba  cen  las  penas  que  hemos  visto  arri- 
endólas más  graves  cuando  la  distrac- 
fondos  hsbia  causado  perjuicio  ó  entor- 

s  aRos. 
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pecimiento  en  el  servicio  publico,  aunque  el 
reintegro  se  hiciera  expontáneamente;  y  mayo- 
res aún  para  los  casos  en  que  ese  reintegro  no 
se  verificara  expontáneamente. 

La  reforma  no  ha  querido  conservar  esa  gra- 
dación de  penas,  tan  conforme  á  la  justicia  na- 
tural que  reclama  mayor  castigo  para  el  que  ha 
causado  mayor  daño,  y  por  tanto,  mayor  per- 
turbación en  el  estado  de  derecho:  ha  colocado 
bajo  el  mismo  racero  á  delincuentes  que  se  ha- 
llan en  condiciones  diversas,  y  aplicado  á  todos 
penas  más  severas.  La  suspensión  de  uno  á 
tres  meses  y  multa  de  6  á  30  7o  sobre  la  canti- 
dad distraída,  al  que  expontáneamente  y  sin 
daño  público  hacía  la  restitución;  la  suspensión 
de  seis  meses  á  un  año  y  multa  de  cincuenta 
por  ciento,  al  que  reintegraba  después  de  ha- 
ber causado  daño;  y  la  inhabilitación  absoluta 
acompañada  de  reclusión  proporcional  á  la 
cuantía  de  lo  distraído,  al  que  no  reintegraba  ex- 
pontáneamente; han  podido  ser  elevadas  cuan- 
to se  quiera,  manteniendo  la  relación  entre 
la  pena  y  Is  culpa. 


El  Código  argentino  se  expresa  asi: 

«  Art.  267.  El  empleado  que  hace  uso  para 
si  ó  para  otro  de  los  caudales  que  custodia  ó 
administra,  sufrirá  suspensión  de  uno  á  dos 
años  y  multa  de  veinte  á  cincuenta  por  ciento 
sobre  la  cantidad  de  que  hubiere  hecho  uso,  si 
la  reintegra  después  de  haber  causado  daño  al 
servicio  público.  » 


f 


% 
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«  S¡  el  empleado  verifica  expontáneamente 
el  reintegro  antes  de  haber  resultado  daño  ó 
entorpecimiento  en  el  servicio,  la  suspensión 
será  de  tres  á  seis  meses,  y  la  multa  de  diez  á 
veinticinco  por   ciento.  » 


El  Código  belga,  y  lo  mismo  el  francés  y  el 
ITALIANO  han  olvidado  esta  forma  de  malversa- 
ción de  caudales  públicos;  por  lo  menos  noso- 
tros no  hallamos,  apesar  de  nuestro  paciente 
estudio,  disposición  ninguna  sobre  la  materia 
en  ninguno  de  ellos. 


El  chileno  dice: 

Art.  235.  El  empleado  que,  con  daño  ó  en- 
torpecimiento del  servicio  público,  aplicare  á 
usos  propios  ó  ágenos  los  caudales  ó  efectos 
puestos  á  su  cargo  sufrirá  las  penas  de  inhabi- 
litación especial  temporal  para  el  cargo  ú  oficio 
en  su  grado  medio  (i)  y  multa  del  diez  al  cin- 
cuenta por  ciento  de  la  cantidad  que  hubiere 
sustraído.  » 

<c  No  verificado  el  reintegro,  se  le  aplicará 
las  penas  señaladas  en  el  artículo  233.  j>  (2) 

ic  Si  el  uso  indebido  de  los  fondos  fuere  sin 
daño  ni  entorpecimiedto  del  servicio  público, 
las  penas  serán  suspensión  del  empleo  en   su 


(1)  De  5  años  y  un  día,  á  7  afios. 

(2)  Véase  dicho  artículo  con  sus  respectivas  notas  en  la 
^paración  del  artículo  196. 
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grado  medio  (i)  y  multa  de  cinco  á  venticínco 
por  ciento  déla  cantidad  sustraída,  sin  perjui- 
cio del  reintegro.  » 


El  Código  español  dispone  esto: 
«  Art.  407.  El  funcionario  que,  con  daño 
ó  entorpecimiento  del  servicio  público,  aplí> 
care  á  usos  propios  ó  ágenos  los  caudales  ó 
efectos  puestos  á  su  cargo,  será  castigado  con 
las  penas  de  inhabilitación  especial  temporal 
(2)  y  multa  del  20  al  50  por  ciento  de  la  canti- 
dad que  hubiese  distraído.  No  verificándose 
el  reintegro,  se  le  impondrán  las  penas  señala- 
das en  el  articulo  405.  »  (3J 

«c  Si  el  uso  indebido  de  los  fondos  fuere  sin 
daño  ni  entorpecimiento  del  servicio  público, 
incurrirá  en  las  penas  de  suspensión  (4)  y  mul- 
ta del  5  al  25  por  ciento  de  la  cantidad  dis- 
traída. )) 

ArL  196.  El  empleado  que  sustrae  ó  consienta 
que  otro  sustraiga^  los  bienes^  caudales  ú  otros  valo- 
res  públicos  confiados  á  su  administración  ó  cusía- 
dia^  será  castigado  con  inhibilitación  absoluta  en  ter- 
cer grado  (5)   y  reclusión  en  primero    (6)  si  la  sus- 


(i)  De  un  afio  y  un  día,  á  2  años. 

(2)  De  6  años  y  un  día,  á  12  años. 

(3)  Véase  el  articulo  405  del  Código  español  con    sus 
respectivas  notas  en  la  comparación  del  articulo  196, 

(4)  De  un  mes  y  un  día  á  6  años. 

(5)  Nueve  años. 

(6)  Un  año. 
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i'oecióa  fuere  menor  de  quinientos  pesos;  aumentan- 
lose  un  término  por  caaa  quinientos  m4s,  hasta  el 
fuinto  grado,  (i) 

Comentario.  A  este  articulo  ha  alcanzado 
gualmente  la  reforma:  hoy  se  halla  siistitui- 
io  por  éste:  «  El  empleado  público  que  sus- 
r  trae  ó  consiente  que  otro  sustraiga  los  bienes, 
;  caudales  ü  otros  valores  públicos  con.iados  á 
;  su  admmistración  ó  custodia  será  castigado 
■  con  la  pena  dé  cárcel  en  tercero  ó  cuarto 
;  grado,  {2)  según  la  entidad  de  lo  sustraído.  11 

Lo  primero  que  se  hace  notar  en  la  reforma 
!s,  la  falta  de  un  límite  que  permita  al  juez  sa- 
)er  cuando  ha  de  imponer  cárcel  en  tercer  gra- 
lo  ó  en  cuarto;  lo  que  puede  dar  origen  á  de- 
igualdad  de  pena  por  delitos  perfectamente 
déntícos. 

Respecto  de  este  y  los  dos  artículos  anterio- 
es,  surge  la  implicancia  de  ser  todos  ellos  apli- 
;ables,  según  el  artículo  197,  á  los  que  admí- 
listran  bienes  de  particulares  por  orden  de  au- 
oridad  competente. 

Las  observaciones  que  hemos  hecho  al  194 
10  se  salvan  entonces  ni  por  consideraciones 
ie  bien  público: 

Resulta  un  caso  de  defraudación  á  particu- 
ires,  cuya  pena   excede  al   máximo  que,  para 


(j)  Cinco  afios. 

(3)  Tres  ó  cuatro  aflos. 
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el  mismo  delito,  señala  el  inciso  6.**  de 
346,  que  es  el  de  cárcel  en  tercer  gra 
Justo  habría  sido  hacer  la  corresf 
salvedad,  ya  que  la  mente  déla  ley  se 
ner  la  hacienda  pública  á  cubierto  de 
dad  de  sus  malos  administradores. 


El  Código  argentino  prescribe  lo  1 

«  Art.  268.  El  empleado  que  susti 
siente  que  otro  sustraiga  los  bienes, 
ú  otros  valores  públicos  confiados  á 
nistración  ó  custodia,  será  castigado  c 
ñas  señaladas  páralos  ladrones é  inha 
perpetua  para  cargos  públicos.  » 

Como  la  palabra  ladrón  se  emplea 
signar  tanto  al  que  roba  cuanto  al  c¡ 
creemos  que  su  uso  no  lia  podido  : 
en  este  artículo  del  código  argenlint 
juicio  de  la  claridad. 

¿Tiene  el  empleado  malversador  de 
públicos  la  pena  del  robo  ó  la  del  hii 

Esto  es  lo  que  el  artículo  trascrito 
finir;  y  no  lo  ha  hecho. 

Parece  que  lo  racional  es  castlg 
culado  como  hurto;  y  en  tal  caso, 
designadas  por  el  articulo  193  del  m' 
go  son:  arresto  de  un  mesa  un  año,  ; 
de  la  cosa  hurtada  no  excede  de  qmn 
sos;  y  prisión  de  uno  á  tres  años,  si  1 
dicha  suma. 

(i)  Tres  aflos. 


—  471  — 

El  Código  belga,  á  más  de  lo  prescrito  en 
su  articulo  240,  que  hemos  trascrito  al  compa- 
rar nuestro  artículo  194,  dispone;  en  el  241, 
que  se  castigue  con  reclusión  á  los  funciona- 
rios ú  oficiales  públicos  que  maliciosa  ó  frau- 
dulentamente hayan  distraido  ó  sustraído  do- 
cumentos ó  títulos  de  que  fueren  depositarios 
ó  que  hubieren  recibido  por  razón  de  su  car- 
go; y  en  el  242,  que  el  depositario  culpable  de 
negligencia  sea  castigado  con  prisión  de  ocho 
días  á  seis  meses  en  todos  los  casos  de  distrac- 
ción ó  sustracción  de  piezas,  procesos  crimina- 
les, ú  otros  papeles,  registros,  documentos,  ó 
efectos  guardados  en  archivos,  escribanías  ó 
depósitos  públicos. 


El  Código  chileno  consigna  los  artículos 
que  á  continuación  copiamos: 

«  Art.  233.  El  empleado  público  que,  tenien- 
do á  su  cargo  caudales  ó  efectos  públicos  ó  de 
particulares  en  depósito,  consignación  ó  se- 
cuestro, los  sustrajere  6  consintiere  en  que 
otro  los  sustraiga,  será  castigado:  » 

«I.**  Con  la  pena  de  presidio  menor  en  su 
grado  medio  (i),  si  la  sustracción  no  excediere 
de  cincuenta  pesos.  » 

«f  2.°  Con  la  de  presidio  menor  en  su  grado 
máximo  (2)  si  excediere  de  cincuenta  y  no  pa- 
sare de  quinientos  pesos,  d 


(1^  De  541  días,  á  3  años. 

(2)  De  3  afios  y  un  dia  á  5  afios. 


^ 
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3.®  Con  la  de  presidio  mayor  en  sus  grados 
mínimo  á  medio,  (i)  si  excediere  de  quinientos 
pesos.  )) 

«  En  todos  los  casos  con  la  pena  de  inhabili- 
tación absoluta  temporal  en  su  grado  míni- 
mo (2)  á  inhabilitación  absoluta  perpetua  para 
cargos  y  oficios  públicos.  » 

Art.  234.  El  empleado  público  que,  por 
abandono  ó  negligencia  inexcusable,  diere  oca- 
sión á  que  se  efectué  por  otra  persona  la  sus- 
tracción de  caudales  ó  efectos  públicos  ó  de 
particulares  de  que  se  trata  en  los  tres  núme 
ros  del  artículo  anterior,  incurrirá  en  la  pena 
de  suspensión  en  cualquiera  de  sus  grados,  (3) 
quedando  además  obligado  á  la  devolución  de 
la  cantidad  ó  efectos  sustraídos. 


El  Código  español  dice: 

a  Art.  405.  El  funcionario  público  que,  por 
razón  de  sus  funciones,  teniendo  á  su  cargo 
caudales  ó  efectos  públicos,  los  sustrajere  6 
consintiere  que  otro  los  sustraiga;  será  casti- 
gado: ^) 

I.**  Con  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  gra- 
do máximo  á  presidio  correccional  en  su  grado 
mínimo  (4)  si  la  sustracción  no  excediere  de 
50  pesetas.  » 


(i)  De  5  años  y  un  día,  á  15  años. 

(2)  De  3  años  y  un  día,  á  5  años. 

(3)  De  61  días,  á  3  años. 

(4)  De  6  meses  y  un  día,  á  2  años  y  4  meses. 
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2.**  Con  la  de  presidio  correccional  en  sus 
grados  medio  á  máximo,  (i)  si  excediere  de  50 
y  no  pasare  de  2500.  » 

3.°  Con  la  de  presidio  mayor,  (2)  si  excedie- 
re de  2,500  y  no  pasare  de  50^00  pesetas. 

4.®  Con  la  de  cadena  temporal,  (3)  si  exce- 
diere de  50,000.  » 

«  En  todos  los  casos,  con  la  de  inhabilitación 
especial  temporal  en  su  grado  máximo,  (4)  á 
inhabilitación  perpetua  absoluta,  u 

«  Art  406.  El  funcionario  público  que  por 
abandono  ó  negligencia  inexcusable,  diere  oca- 
sión á  que  se  efectuare  por  otra  persona  la  sus- 
tracción de  caudales  ó  efectos  públicos  de  que 
se  trata  en  los  números  2,**,  3.**  y  4**  del  articu- 
lo anterior,  incurrirá  en  la  pena  de  multa  equi- 
valente al  valor  de  los  caudales  ó  efectos  sus- 
traídos. )) 

El  Código  francés.  Las  disposiones  de  los 
artículos  169  á  173  de  este  código,  que  hemos 
reproducido  en  compendio  ó  tn  extenso  en  la 
página  428  al  tratar  de  la  infidelidad  en  la 
custodia  de  documentos,  son  enteramente  apli- 
cables á  la  sustracción  de  caudales  públicos, 
pues  precisamente  las  consigna  bajo  el  epígra- 
fe D&  las  sustracciones  cometidas  por  los  depositarios 
públicos. 


(i)  De  2  años,  4  meses  y  un  d$a,  á  6  afios. 

(2)  De  6  años  y  un  día,  á  12  afíos. 

(3)  De  12  años  y  un  día,  á  20  años. 

(4)  De  1  o  á  12  años. 

60 
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'    El  Código   italiano  dedica  capítulo   espe- 
cial al  peculado,  y  lo  forma  sólo  este  artículo: 

«  Art  1 68.  El  funcionario  público  que  sus- 
traiga ó  robe  dinero  ú  otras  cosas  muebles  cu- 
ya administración,  recaudación  ó  custodia  ten- 
ga por  razón  de  su  cargo,  será  castigado  con 
la  inhabilitación  perpetua  para  cargos  públicos, 
con  la  pena  de  reclusión  de  tres  á  diez  años  y 
con  multa  no  inferior  á  3D0  liras.  » 

«  Si  el  delito  fuere  leve  ó  fuere  íntegramen- 
te resarcido  antes  del  procesamiento,  la  inha- 
bilitación será  temporal  y  la  reclusión  será  de 
uno  á  cinco  años. 

Art.  197.  Quedan  sujetos  á  las  disposiciones  an- 
terioreSf  los  que  administran  bienes  municipales  ó 
pertenecientes  á  estahlecimientos  de  instrucción  públi- 
ca ó  de  beneficcfuia,  así  como  los  administradores  y 
depositarios  de  caudales  depositados  por  aut^Hdad 
competente,  aunque  pertenezcan  á  particulares. 

Comentario.  Teniendo  la  palabra  caudal  el 
doble  significado  de  conjunto  de  bienes  y  de  suma 
de  dinero,  conviene  advertir  que  la  disposición 
final  del  artículo,  en  lo  relativo  á  depositarios, 
se  refiere  á  caudales  en  el  primero  de  los  sen- 
tidos expresados;  pues  ño  bay  razón  para  ex- 
cluir de  las  medidas  protectoras  de  la  ley,  los 
valores  y  efectos,  restrinjiendolas  á  solo  la  mo- 
neda metálica» 

Para  evitar  interpretaciones  absurdas,  habrí; 
sido  preferible  el  empleo  de  la  palabra  biene 
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en  vez  de  caudales,  no  obstante  la  repetición, 
pues  no  se  puede  sacriñcar  á  la  eufonía  la 
precisión  y  claridad  de  la  ley. 


f  El  Código  argentino  hace  la  misma  amplia- 

ción en  su  artículo   269  y  empleando  los  mis- 
mos términos. 


El  Código  belga,  aunque  no  con  la  claridad 
y  precisión  que  el  nuestro  y  el  argentino,  la 
hace  también  en  su  artículo  244,  que  declara 
aplicables  á  los  delegados  ó  comisionados  de 
los  funcionarios  ú  ofíciales  públicos  y  de  cua- 
lesquiera otras  personas  encargadas  de  un  ser- 
vicio público,  las  penas  impuestas  á  los  expre- 
sados funcionarios  por  malversaciones  y  concu- 
siones. Y  creemos  que  aun  los  depositarios 
nombrados  por  autoridad  competente  quedan 
comprendidos  en  tal  declaración,  pues  eviden- 
temente son  comisionados  por  un  funcionario 

^  público    para  prestar   un  servicio    del  mismo 

^  carácter. 


El  Código  chileno  es,  al  respecto  tan  explí- 
cito como  el  peruano  y  el  argentino.  Su  ar- 
tículo 238  dice:  <c  Las  disposiciones  de  este  pá- 
rrafo son  extensivas  al  que  se  halle  encargado 
oor  cualquier  cencepto  de  fondos,  rentas  ó  efec- 
os  municipales  ó  pertenecientes  á  un  estable- 
mietito  público  de  instrucción  ó  beneficencia.» 
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Conviene  recordar  que  el  artículo  233.  tras- 
crito en  la  comparación  del  196  de  nuestro  Có- 
digo, equipara  á  los  públicos,  los  bienes  de  par- 
ticulares entregados  en  depósito,  consignación 
ó  secuestro. 

El  Código  español  hace  igualmente  la  de- 
claración de  que  tratamos,  en  su  artículo  que 
copiamos  á  continuación: 

«  Art.  410.  Las  disposiciones  de  este  capitu- 
lo son  extensivas  á  los  que  se  hallaren  encar- 
gados por  cualquier  concepto  de  fondos,  rentas 
ó  efectos  provinciales  ó  municipales,  ó  perte- 
necientes á  un  establecimiento  de  instrucción  ó 
beneficencia,  y  á  los  administradores  ó  deposi- 
tarios de  caudales  embargados,  secuestrados  ó 
depositados  por  autoridad  pública,  aunque  per- 
tenezcan á  particulares.  » 


El  Código  francés  aun  cuando  no  hace  una 
declaración  especial  en  esta  materia,  acepta  in- 
discutiblemente la  imposición  de  las  penas  co- 
rrespondientes al  peculado  y  malversaciones 
de  bienes  del  Estado,  á  los  que  sustraigan  ó 
malversen  bienes  de  instituciones  oficiales,  y 
aun  de  particulares,  que  les  hubiesen  sido  con- 
fiados por  autoridad  pública.  Basta  leer  su  ar- 
tículo 169,  que  hemos  trascrito  en  la  página 
428  para  convencerse  de  que  castiga  del  mis- 
mo modo  á  todo  recaudador  que  sustraiga  fon- 
dos públicos  ó  privados  que  se  encontraren  eii 
su  poder  en  virtud  de  sus  funciones. 
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El  Código  italiano  declara,  en  su  artículo 
207,  que  para  los  efectos  de  las  leyes  penales 
son  considerados  como  funcionarios  públicos: 
i.*^  los  que  estén  investidos  de  empleos  públi- 
cos aunque  temporales,  retribuidos  ó  gratuitos, 
en  servicio  del  Estado,  de  la  Provincia  ó  de  los 
Municipios  ó  de  un  instituto  sometido  por  la 
ley  á  la  tutela  del  Estado,  de  la  Provincia  ó  del 
Municipio:  2.®  los  notarios,  3.^  los  agentes  de 
la  fuerza  pública  y  los  ujieres  pertenecientes 
al  orden  judicial;  y  que  se  equipara  con  tales  j 

funcionarios  á  los  jurados,  los  arbitros,  los  pe- 
ritos, los  interpretes  y  los  testigos,  durante  el 
tiempo  que  están  llamados  á  ejercen  sus  fun- 
ciones. 

En  este  supuesto;  están  evidentemente  com- 
prendidos en  el  artículo  168  de  dicho  código, 
que  hemos  trascrito  en  la  comparación  de  nues- 
tro articulo  196,  los  administradores  y  deposi- 
tarios de  bienes  municipales  ó  de  estableci- 
mientos de  instrucciún  ó  beneficencia,  ó  de 
otras  instituciones  públicas. 

No  vemos  con  igual  claridad  que  este  códi- 
go conceda  las  mismas  garantías  que  á  los  pú- 
blicos, á  los  bienes  de  particulares  confiados 
por  la  autoridad  en  administración  ó  depó- 
sito, 

ArL  198.  El  empleado  público  que  teniendo  fon- 
dos expeditos^  demore  un  pago  ordinario  ó  decretado 
por  autoridad  competente  y  sufñrá  suspensión  de  tres 
á  seis  meses  y  multa  de  dos  á  diez  por  ciento  sobre  la 
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cantidad  no  satisfecha  á  beneficio  de  la  parte  damni- 
ficada. 

Comentario.  El  hecho  á  que  este  artículo  se 
refiere  rio  puede  considerarse  como  delito  con- 
tra la  cosa  pública,  sino  por  el  daño  que  infiere 
al  crédito  del  Estado,  del  Municipio,  ó  de  la 
institución  publica  cuyas  obligaciones  no  hubie- 
sen sido  oportunamente  servidas. 

Por  tal  motivo  conceptuamos  sin  objeto  pe- 
nal justificable,  la  parte  del  artículo  que  impone 
multa  en  beneficio  de  la  persona  damnificada, 
pues,  en  relación  con  esta,  el  acto  deja  de  ser 
delictuoso.  Es  común  sentir  de  los  tratadistas 
que  no  debe  reputarse  delito  el  acto  ilegal  que 
pueda  ser  reparado  con  la  mera  restitución  ó 
indemnización;  y  no  hay  duda  de  que  el  perju- 
dicado cesará  de  serlo,  luego  que  se  le  pague 
lo  adeudado.  Cuando  más  tendrá  derecho  á 
reclamar  un  interés  moratorio  no  fijo,  sino  pro- 
porcionado al  tiempo  del  retardo,  por  la  vía 
meramente  civil. 

Si  la  multa  se  agrega  á  la  suspensión,  como 
un  castigo  por  daño  causado  al  crédito  público, 
en  cuyo  caso  tendría  verdadero  carácter  penal; 
no  hay  razón  para  que  el  Estado  á  cuyas  ren- 
tas corresponde  el  fondo  de  multas,  cancele 
la  obligación  civil  que  debe  recaer  en  el  fun- 
cionario culpable. 

El  Código  argentino  también  desnaturaliza 
como  el  nuestro  la  pena  pecuniaria  que  forma 
parte  de  la  que  impone  por  este  delito.     Su 


tyo  solo  difiere  del  nuestro  en  exigir 
¡mora  sea  injustificada. 


DIGO  BELGA  y  el  FKANCÉ3  hacen  caso 
:1  hecho  que  nos  ocupa. 


iDTCo  CHILENO  dlce: 

237.  El  empleado  público  que,  de- 
acer  un  pago  como  tenedor  de  fondos 
do,  rehusare  hacerlo  sin  causa  bastan- 
ala  pena  de  suspensión  del  empleo  en 
05  minimo  á  medio.  »  (f) 

disposición  es  aplicable  al  empleado 
jiie,  requerido  por  orden  de  autoridad 
nte,  rehusare  hacer  entrega  de  una  co- 
a  bajo  sil  custodia  ó  administración.  » 

se  vé;  este  código  no  impone  multa; 
ir  del  tenedor  de  la  obligación  no  pa- 
á  favor  déla  autoridad  libradora. 


DIGO  ESPAÑoi.  se  expresa  asi: 
409.  El  empleado  público  que  de- 
acer  un  pago,  como  tenedor  de  fondos 
io,  no  lo  hiciere,  será  castigado  con 
i  de  suspensión  (2)  y  multa  del  5  al 
ento  de  la  cantidad  no  satisfecha.  » 


ii  dias,  á  1  años. 

jn  mes  y  un  día  á  6  años. 
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<r  Esta  disposición  es  aplicable  al  funcionario 
público  que  requerido  con  orden  de  autoridad 
competente,  rehusare  hacer  entrega  de  una  co- 
sa puesta  bajo  su  costodia  ó  administración. 
La  multa  se  graduará  en  este  caso  por  el  va- 
lor de  la  cosa  y  no  podrá  bajar  de  125  pe- 
setas. » 

Aquí  la  multa  tiene  carácter  verdaderamente 
penal  y  no  el  de  indemnización  civil. 


El  Código  italiano  no  define  el  punto  que 
nos  ocupa  de  un  modo  preciso;  pero  contiene 
el  peligroso  artículo  que  copiamos  á  conti- 
nuación. 

Art.  175.  El  funcionario  que  abusando  de 
su  cargo  ordene  ó  cometa  contra  los  derechos 
de  otros  cualquier  acto  arbitrario  no  previsto 
como  infracción  de  una  disposición  especial  de 
la  ley,  será  castigado  con  prisión  de  quince 
días  á  un  año;  y  cuando  obre  con  un  fin  parti- 
cular, se  aumentará  la  pena  en  una  sexta  parte, 
sustituyendo  la  prisión  con  la  reclusión  ...» 

En  este  artículo  cabe  todo;  desde  el  leve  des- 
cuido del  funcionario  que  lastima  los  intereses 
de  tercero,  aunque  sea  sobre  materia  de  nin- 
guna importancia,  hasta  la  escandalosa  lesión 
de  derechos  que  no  hubiese  previsto  el  legis- 
lador. Este  sólo  artículo  puede  considerarse 
como  un  código  penal  privativo  subsidiario, 
que  suple  todos  los  olvidos  y  reprime  todos  los 
actos  contra  derecho  en  que  puedan  incurrir 
los  encargados    del  servicio  público;  pero  des- 
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:nte  está  en  abierta  oposición  con  el 
del  mismo  código,  que  declara  que 
i  ser  castigado  por  un  hecho  que 
presamente  previsto  como  infracción 
enal,  y  en  pugna  con  el  principio, 
por  todas  las  legislaciones,  de  no 
:o  si  no  hay  violación  voluntaria  y 
e  un  deber  garantido  por  la  ley  con 
1  penal. 

idemos  que  el  legislador  italiano  ha 
;a  de  una  administración  pública  in- 
>ero  el  medio  á  que  ha  apelado  se 
absoluta  arbitrariedad  judicial.  Por 
calificado  de  peligroso  dicho  articulo. 

.  Es  aplicable  la  pena  anterior  al  em- 
co  que,  requerido  por  autoridad  compe- 
re  entregar  vna  cantidad  ó  efecto  depo- 
íto  bajo  su  custodia  ó  administración, 
\duarse  la  multa  por  el  valor  en  que  se 
efecto. 

lo.  Creemos  que  en  este  articulo, 
T  no  ha  querido  dar  á  la  palabra 
;ma  amplia  significación  que  en  los 
ste  título;  porque  es  claro  que  si 
emplease  ahora  para  designar  los 
crédito,  no  prescribirla  la  justipre- 
3l  el  cómputo  de  la  multa. 


Go  ARGENTINO  en  SU  artículo  271  di- 
ente lo  mismo  que  el  nuestro. 


•  ".i 
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El  Código  belga  y  el  francés,  ya  sabemos 
que  no  tratan  de  este  delito  en  la  forma  de 
retardo  ó  negativa  de  pago:  agregaremos  que 
tampoco  lo  consideran  en  la  forma  de  resisten- 
cia á  la  entrega  de  cosa  depositada  ó  dada  en 
administración  ó  custodia. 


El  Código  chileno  (Véase  lo  dicho  en  la 
comparación  del  articulo  anterior.) 


El  Código  español  (Véase  también  la  com- 
paración  del  artículo    198.) 


El  Código  italiano  (Véase  igualmente    la 
comparación  del  artículo  precedente.) 


TITULO   10^ 


DE  LOS  FRAUDES  Y  EXACCIONES 

Comentano.  Antes  de  entrar  en  la  glosa  y 
comparación  de  los  artículos  que  este  titulo 
contiene,  juzgamos  necesario  fijar  el  sentido  le- 
gal de  las  palabras  fraude  y  exacción;  porque 
evidentemente  no  están  tomadas  por  el  Código 
en  su  significación  ordinaria  ó  usual. 
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Fraude,  en  el  estilo  corriente,  es  lo  mismo 
que  engaño  6  dolo: 

Exacción  es  la  recaudación  de  impuestos  ó 
contribuciones,  y  también  el  mismo  impuesto 
ó  contribución  que  se  recauda. 

Al  dar  por  epígrafe  á  este  título  «De  los 
fraudes  y  exacciones,»  el  legislador  ha  usado, 
pues,  de  expresiones  inexactas;  porque  en  rea- 
lidad no  va  á  tratar  de  engaños,  sino  de  la  ad- 
quisición dolosa  por  los  empleados  públicos 
de  las  cosas  pertenecientes  al  Estado,  al  Mu- 
nicipio ó  á  las  particulares,  lo  que  propiamen- 
te se  llama  defraudación;  ni  de  las  exacciones 
en  general,  sino  de  las  ilegítimas,  únicas  que 
pueden  constituir  delito, 

Art  200.  El  empleado  público  que  en  los  contra- 
tos en  que  intervenga  y  por  razón  de  su  cargo  ó  por 
comisión  especial^  defraudare  al  Estado^  concertán- 
dose con  los  interesados  en  los  convenios,  ajustes,  li- 
quidaciones  ó  suministros,  sufrirá  reclusión  en  ter- 
cer gi'ado  ( I ) 

Comentario.  Una  pena  invariable  para  un 
delito  cuya  entidad  está  sujeta  á  numerosos 
cambios  por  la  magnitud  del  daño  que  ocasio- 
ne, á  mas  de  la  injusticia  que  entraña  es  hasta 
cierto  punto  desmoralizadora.  El  mal  emplea- 
do rehuirá  las  pequeñas  defraudaciones,  pero 
no  las  que  puedan  enriquecerle  súbitamente. 
Las  legislaciones  de  otros  países,  como  vamos 

( c )  Tres  afios. 
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á  verlo  eii  seguida,  arreglan  la  pe 
tía  de  lo  defraudado,  ya  precisái 
fialando  un  mínimo  y  un  máxin 
los  cuales  puede  el  juez  escoger  í 


El  Código  argentino  dispon' 
a  Art.  272.  El  empleado  públ 
contratos  en  que  intervenga,  pí 
cargo  ó  por  comisión  especial, 
Estado,  concertándose  con  los 
los  convenios,  ajustes,  liquidacío 
tros,  sufrirá  prisión  de  un  año  á 
habilitación  absoluta  por  cinco  á 


El  Código  belga  da  menos  1 
disposiciones  en  esta  materia.  S 
relativo  entre  otros,  á  los  delit 
veedores  del  ejército  y  armada  > 
tar  el  servicio  de  que  estaban  en 
retracen  ó  perjudiquen  de  otro  1 
que  si  hubiere  fraude  sobre  la 
lidad  ó  cantidad  de  los  trabajos, 
de  obra,  de  las  cosas  suministi 
gue  á  los  culpables  con  prisión 
á  tres  años  y  multa  de  100  á  i 
pudiéndose  condenarles  ademí 
dicción  de  los  derechos  que  seil 
nuación  dice: 

«  Art.  298.  A  los  funcionari< 
los  agentes  delegados  ó  retribui( 
bierno  que  hayan  participado  de 
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I  castigará  con  prisión  de  dos  á  ciaco  años 
Ita  de  200  á  lo.ocKJ  francos.  »  .    .    , 
mbiéii  autoriza  la  condenación  de  estos  á 
licción  de  los  indicados  derechos. 


Código  chileno,  dice: 
L.rt.  239.  El  empleado  público  que  en  las 
iciones  en  que  interviene  por  razón  de  su 
t,  defraudare  ó  consintiere  que  se  defrau- 
estado,  á  las  municipalidades  ó  á  los  es- 
:Ímientos  públicos  de  instrucción  ó  de  be- 
:nc¡a,  sea  originándoles  pérdida  ó  priván- 
de  un  lucro  legítimo,  incurrirá  en  las  pe- 
e  presidio  menor  en  sus  grados  medio  á 
TÍO  (1)  inhabilitación  especial  perpetua  pa- 
cargo  ú  ofício  y  multa  del  diez  al  cincuen- 
r  ciento  del  perjuicio  causado.  » 


Código  esfaSül  dispone  lo  que  sigue: 
,rt.  411.  £1  funcionario  público  que  in~ 
liendo  por  razón  de  su  cargo  en  alguna 
ion  de  suministros,  contratas,  ajustes,  ó 
aciones  de  efectos  ó  haberes  públicos  se 
rtare  con  los  interesados  ó  expendedores 
re  de  cualquier  otro  artiñcio  para  defrau- 
1  Estado,  incurrirá  en  las  penas  de  prisión 
:cional  en  sus  grados  medio  á  máximo  (2) 


De  541  días,  á  5  afios. 

De  3  afios,  4  meses  y  un  día,  á  6  afioi. 


é  inhabilitación  temporal  especial 
máximo  (i)  á  inhabilitación  perpéti 


El  Códtgo  FRA^'cÉs  no  precisa 
saría  claridad  las  defraudaciones 
públicos  que,  con  más  ó  menos  detaiies,  v— 
ben  los  códigos  anteriores:  su  artículo  4 
bla  de  faltas   cometidas  en  el  cumplimier 
<;us  contratos  por  los    abastecedores  ó  pi 
dores  del  ejército  y  armada,  y  el  432  dio 

a  Si  los  funcionarios  públicos  ó  agentt 
misionados  ó  asalariados  por  el  Gob 
ayudasen  á  los  culpables  á  faltar  al  se 
serán  condenados  á  la  pena  de  trabajos 
dos  temporales;  sin  perjuicio  de  mayor 
ñas  en  caso  de  inteligencia  con  el  enemig 


El  Código  italiano  no  señala  pena  es 
para  el  funcionario  público,  reo  del  delit 
nos  ocupa;  pero  evidentemente  son  apl¡ 
al  caso  las  disposiciones  que  siguen,  y  q 
mamos  del  capítulo  relativo  á  falla  de  c 
miento  de  obligaciones  y  á  los  fraudes 
suministros  públicos,  y  del  que  estable 
el  mismo  titulo  de  los  delitos  contra  la 
nistración  pública,  disposiciones  comune 
dos  ellos. 

H  Art.  206.  El  que  cometa  fraude  en 
cié,   calidad  ó    cantidad  de  las  cosas  ind 

(i)  De  10  aflos  y  un  dia,  á  la  afios. 


1^ 


r 
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en  el  artículo  anterior  (i)  será  castigado  con 
la  pena  de  reclusión  de  seis  meses  á  cinco  años 
y  con  multa  de  500  liras  como  mínimun.  » 

«  Cuando  se  trate  de  fraude  en  otros  sumi- 
nistros para  un  establecimiento  publico  ó  un 
servicio,  la  pena  será  de  reclusión  hasta  dos 
años  y  multa  hasta  3.000  liras. 

Art.  201.  El  empleado  público  que  directa  ó  in- 
directamente se  interese  en  cualquiera  clase  de  con- 
trato ú  operacióji^  en  que  deba  intervenir  por  razón 
de  su  cargoj  será  castigado  con  inhabilitación  espe- 
cial en  segundo  grado  (2),  y  multa  de  diez  á  cincuen- 
ta por  ciento  sobre  el  valor  de  la  parte  que  hubiere 
tomado  en  el  negocio. 

Esta  disposición  es  aplicable  á  los  peritos,  arbi- 
tros y  contadores  particulares^  respecto  de  los  bienes 
ó  cosas  en  cuya  tasación,  adjudicación  ó  partición 
intervinieren;  y  á  los  guardadores  y  alhaceas,  respec- 
to de  los  pertenecientes  á  sus  pupilos  ó  testamenta- 
rias . 

Comentario.  De  acuerdo  con  este  artículo,  el 
128.°  dé  la  ley  de  Municipalidades  de  14  de 
Octubre  de  1892,  dispone  que  <c  el  funcionario 
ce  municipal  que  subastare  ó  contratare  cual- 
«  quiera  de  los  ramos  municipales,  valiéndose 


(i)  El  205,  que  trata  de  la  falta  de  víveres  ü  otros  ob- 
jetos necesarios  para  un  establecimiento  publico  ó  para  re- 
mediar una  calamidad  pública,  por  malicia  ó  negligencia 
de  los  abastecedores. 

(2)  De  4  á  6  años. 
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(c  de  interpósita  persona  6  de  cualquiera  otro 
«  modo  simulado  ó  fraudulento,  será  desde 
«  luego  sometido  á  juicio  y  separado  del  ejer- 
ce cicio  de  sus  funciones.  • 


Creemos  que  lo   dispuesto  por  el  Código  y 
la  ley  de  Municipalidades  solo  se   deriva   de 
una  racional  previsión  á  fin  de  impedir  el  me- 
noscabo de  las  rentas  y  servicios  públicos.  No 
hallamos  incompatibilidad  intrínseca,   esencial, 
entre  las  calidades  de  funcionario  público  y 
contratista  ó'  partícipe  en  contratos  con  el  Es- 
tado, el  Municipio  ú  otras  corporaciones  oficia- 
les: es,  por  el  contrario,  posible  cumplir  honra- 
damente los  deberes  del  empleo  y  obtener  los 
beneficios  legítimos  del  contrato;  mas  sería  im- 
prudencia someter  á  constante  prueba  la  pro- 
bidad del  empleado,  combatido  por  las  instiga- 
ciones de  su  interés  individual,  permitirle  que 
sea  asentista,  solo  ó  asociado  á  otras  personas- 
Consideraciones  análogas  son   aplicables  á 
los  comprendidos  en  la  segunda  parte  del  ar- 
tículo. 

Como  hay  prohibiciones  legales  infringidas, 
cuando  alguno  de  los  impedidos  para  contratar 
sobre  determinada  cosa  lo  verifica,  y  para  lle- 
gar á  realizarlo -hay  por  lo  menos  ocultación  de 
la  verdad;  la  ley  hace  cargo  del  engaño  ó  frau- 
de, aun  cuando  no  haya  perjuicio  de  los  intere- 
ses públicos  ó  de  los  particulares  privilegiados. 
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;o  AEGENTiKo,  en  su  artículo  273,  dí- 
almente  lo  mismo  que  el  peruano 
jues  las  únicas  diferencias  consisten 
e  durar  la  inhabilitación  sólo  de  uno 
s,  y  en  que  señala,  como  subsidia- 
ulta,  la  pena  de   prisión  de   uno  á 


30  BELGA  (art.  245)  castiga  con  pri- 
i  meses  á  dos  años  y  multa  de  50  á 
)s.  pudiendo  además  ser  condena- 
;erdicci6n  del  derecho  de  desempe- 
es,  empleos  ó  cargos  púbücos,  á  los 
s  y  encargados  de  servicios  píibli- 
hicieren  culpables  de  este  delito; 
3túa  de  pena  al  que  no  pudiera  por 
US  circunstancias,  favorecer  por  su 
US  intereses  privados  y  que  haya 
blicamente  6  sin  reserva. 


GO  CHILENO  se  expresa  en  estos  tér- 

\o.  El  empleado  público  que  direc- 
:tamente  se  interesare  en  cualqtiíe- 
contrato  ú  operación  en  que  deba 
por  razón  de  su  cargo,  será  castiga- 
penas  de  reclusión  menor  en  su  gra- 
(1)  inhabilitación  especial  perpetua 
go  ú  oficio  y  multa  del  diez  al  cin- 


dfas,  á  3  afios. 
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cuenta  por  ciento  del  valor  del  interés  que  hu- 
biere tomado  en  el  negocio.  » 

a  Esta  disposición  es  aplicable  á  los  peritos, 
arbitros  y  liquidadores  comerciales  respecto  de 
los  bienes  ó  cosas  en  cuya  tasación,  adjudica- 
ción, partición  ó  administración  intervinieren, 
y  á  los  guardadores  y  albaceas  tenedores  de  bie- 
nes respecto  de  los  pertenecientes  á  sus  pupi- 
los y  testamentarias.  » 

«  Las  mismas  penas  se  impondrán  á  las  per- 
sonas relacionadas  en  este  artículo,  si  en  el  ne- 
gocio 6  operación  confiados  á  su  cargo  dieren 
interés  á  su  cónyuge  ó  alguno  de  sus  ascen- 
dientes ó  descendientes  legítimos  por  consan- 
guinidad ó  afinidad,  á  sus  colaterales  legítimos 
por  consanguinidad  hasta  el  tercer  grado  in- 
clusive, y  por  afinidad  hasta  el  segundo  tam- 
bién inclusive,  á  sus  padres  ó  hijos  naturales  ó 
ilegítimos    reconocidos.  » 


El  Código  español  tiene  concebido  su  ar- 
ticulo 412,  casi  literalmente,  en  la  misma  for- 
ma que  el  nuestro:  difiere  en  que  fija  á  la  in- 
habilitación especial  la  duración  de  seis  años 
y  un   día  á  doce  años. 


El  Código  francés  dice,  en  su  artículo  175, 
lo  siguiente: 

«  Todo  funcionario,  oficial  público  ó  agente 
del  Gobierno  que,  ya  abiertamente,  ya  por  ac- 
tos disimulados,  ya  por  medio  de  otras  perso- 
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ñas,  hubiese  tomado  ó  recibido  un  interés 
cualquiera  con  motivo  de  las  actas,  adjudica- 
ciones, empresas  ó  arriendos  cuya  administra- 
ción ó  vigilancia  estuvieren  en  todo  ó  en  parte 
en  su  poder  en  el  momento  de  celebrarse,  será 
condenado  á  un  mínimun  de  seis  meses  6  un 
máximun  de  dos  años  de  prisión;  y  sufrirá  ade- 
más una  multa  cuyo  máximun  será  la  cuarta 
pártele  las  restituciones  y  de  las  indemniza- 
ciones, y  cuyo  mínimun  será  la  dozava  parte 
de  las  mismas.  Se  le  declarará  además  incapa- 
citado durante  toda  su  vida  para  ejercer  ningún 
cargo  público.  » 

((  La  presente  disposición  será  aplicable  á 
todo  funcionario  ó  agente  del  Gobierno  que 
hubiere  tomado  un  interés  cualquiera  en  un  ne- 
gocio cuyo  pago  ó  liquidación  estuviese  á  su 
cargo.  » 

El  código  italiano  se  expresa  en  esta  forma: 
ff  Art.  176.  El  funcionario  público  que  di- 
rectamente ó  por  mediación  de  otra  persona, 
ó  con  actos  simulados  tome  un  interés  priva- 
do en  cualquier  acto  de  la  administración  pú- 
blica, en  la  que  ejerza  su  cargo,  será  castiga- 
do con  reclusión  de  un  mes  á  cinco  años  y  con 
la  multa  de   100  á  5,000  liras.  » 

Art.  202.  El  empleado  público  que  arbitraria- 
mente  exija  una  contribución,  ó  cometa  otras  exaccio- 
nes aunque  sea  para  el  servicio  público  y  sufrirá  sus- 
pensión de  cuatro  meses  á  un  año^  y  multa  de  cinco  á 
veinticinco  por  ciento  de  la  cantidad  exigida. 
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Si  la  exacción  se  se  verificase  empleando  fuerza^  su- 
frirá destitución  sin  perjuicio  de  la  multa,  » 

Gom^ntaiio.  Este  delito  y  los  descritos  y  pe- 
nados en  los  artículos  siguientes,  hasta  el  204 
inclusive,  constituyen  el  crimen  llamado  concu- 
sión ó  repetundarum,  que  las  leyes  patrias,  ante- 
riores á  la  promulgación  del  Código,  castiga- 
ban con  la  infamia  y  multa  de  300  á  i,cxx>  pe- 
sos, sin  perjuicio  de  la  devolución  de  lo  inde- 
bidamente percibido;  pero  dicho  Código,  de 
acuerdo  con  la  Constitución  política  del  Estado 
que  protege  el  honor,  ha  declarado  que  no  se 
puede  imponer  otras  penas  que  las  señaladas 
en  su  artículo  23,  entre  las  que  no  está  inclui- 
da la  infamia. 

Creemos  comprendida  en  este  articulo  la  im- 
posición de  cupos  de  guerra  á  determinados 
individuos  ó  clases  sociales,  acto  culpable  muy 
corriente  entre  los  rebeldes  y  sediciosos,  y  que, 
con  verdadero  escándalo  del  país,  ha  sido  tam- 
bién ejecutado  entre  nosotros  por  algún  g<v 
bierno  llamado  constitucional:  unas  veces  á  tí- 
tulo de  empréstito  forzoso  y  otras,  como  multa 
administrativamente  decretada  so  pretexto 
de  complicidad  con  los  enemigos  del  orden  im- 
perante, ó  de  simple  ahesicn  á  su  causa:  sin 
embargo,  se  halla  en  tramitación  en  las  Cáma- 
i^as,  y  con  probabilidad  de  ser  sancionado,  un 
proyecto  de  ley,  declarando  delictuosa  esa  im- 
posición, señalándole  penas  más  graves  que 
las  establecidas  por  el  Código,  y  haciendo  res- 
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ponsables  civil  y  crimirialíiieíite,  no  solo  á  la 
autoridad  que  ordene  la  exacción;  sino  á  los 
funcionarios  y  agentes  que  la  ejecuten. 

Según  el  articulo  8.°  de  la  Constitución  no  se 
puede  imponer  contribuciones  sino  en  virtud 
de  una  ley;  y  esta  prohibición  es  una  garantía, 
no  sólo  para  la  sociedad  en  conjunto;  sino  pa- 
ra las  distintas  clases  que  la  constituyen  y  para 
todos  y  cada  uno  de  los  individuos  que  com- 
ponen éstas.  Por  consiguiente;  las  exacciones 
que  no  emanen  de  la  ley,  cualquiera  que  sea 
su  extensión;  ya  afecten  á  la  República  toda,  á 
una  clase  social,  á  una  corporación,  á  un  indivi- 
duo, son  exacciones  indebidas  y  del  número  de 
las  que  castiga  el  articulo  202  que  comenta- 
mos, aunque  su  producto  se  invierta  en  be- 
neficio del  Estado  ó  en  un  servicio  público 
cualquiera:  y  si  el  exactor  las  aprovecha  pa- 
ra si,  es  un  verdadero  concusionario  á  quien  el 
Código  no  ha  olvidado. 

Los  ejecutores  de  la  exacción,  también  están 
comprendidos  por  el  Código  en  el  número  de 
los  cómplices,  pues  no  tienen  obligación  de 
obedecer  mandamientos  ilegales,  y  si  de  obser- 
varlos, si  quieren  salvar  su  responsabilidad, 
que  es  solidaria  con  la  del  autor  principal  en 
cuanto  á  restituciones,  reparaciones  é  indemni- 
zaciones, según  el  articulo  90. 

No  encontramos,  pues,  de  todo  punto  nece- 
saria la  ampliación  del  Código  en  esta  parte: 
si  se  realiza,  habrá,  no  una  implicancia;  pero 
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si  una  redundancia,  por  lo  menos  en  cuanto  á 
la  calificación  del  hecho. 


Escritas  las  lineas  anteriores,  ha  sido  pro- 
mulgada por  el  Presidente  del  Congreso,  con 
fecha  21  de  Octubre  de  1897,  ^^  '^y  ^  Q"^ 
ellas  se  refieren,  y  cuyo  tenor  es  el  siguiente: 

MANUEL  CANDAMO 

PRESIDENTE    DEL   CONGRESO 

a  Por  cuanto  el  Congreso  hadado  la  ley  si- 
guiente: 

El  Congreso  de  la  República  Pe}iiaica; 

K  Ha  dado  la  ley  siguiente: 

((  Art.  I.®  Cometen  delito  de  exacción: 
«  i^  Las  autoridades  legalmente  constí- 
«  tuidas  y  las  revolucionarias  que  impongan  á 
((  los  particulares  cupos  ó  contribuciones  de 
c(  guerra,  en  dinero  ó  en  especies  de  cual- 
«  quier  género,  sea  con  el  nombre  de  cupos  ó 
((  empréstito  forzoso:  ó  con  cualquiera  otra  de- 
«  nominación. 

«  2.®  Las  autoridades  que,  en  tiempo  de 
ce  paz,  exijan  por  la  fuerza  contribuciones  no 
«  establecidas  por  la  ley  sea  en  dinero  ó  en 
«  especies. 

((  3.°  Las  autoridades  constituidas  y  los 
<(  agentes  revolucionarios  que,  en  tiempo  de 
a  paz  ó  de  guerra,  se  apoderen  ó  hagan  uso  de 
«  acémilas   de  particulares,   sin  contratar  y  pa- 
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espectivos  fletes  con  sujeción  á  los 
tos  que  dicte  el  Poder  Ejecutivo.  » 
Los  que  exijan  servicios  gratuitos  ó 
:en  de  forrajes  sin  abonar  su  valor. 
"  Los  reos  comprendidos  en  el  inci- 
articulo  anterior,  serán  castigados 
:1  en  5.°  grado,  si  el  monto  de  la 
no  llega  á  503  soles,  y  con  peniten- 
primer  grado,  término  mínimo  si 
;sa  suma,  y  ademas  una  multa  de 
idad    igual    á    la  exijída    por  exac- 

os  comprendidos  en  el  inciso  2."  se- 
);ados  con  la  pena  señalada  en  el 
del  Código  Penal. 

emprendidos  en  los  incisos  3.°  y  4.° 
ia  pena  de  cárcel  en  primer  grado, 
penas  no  excluyen  la  responsabili- 
á  que  hubiere  lugar. 
.'  Son  reos  del  delito  de  exacción  y 
gados  y  penados  como  tales  los  que 
n  la  exacción,  los  que  la  hagan  efec- 
5  jefes  de  la  oficina  de  hacienda  que 
u  importe. 

"  Se  consideran  como  circunstancias 
es  ó  atenuantes  de  este  delito  el 
;  lo  exijido  en  proporción  de  la  for- 
damnificado,  la  forma  de  la  impo- 
los  medios  de  violencia  empleados 
erla  efectiva. 

.°  La  responsabilidad  civil  compren- 
olución  de  la  cantidad  indebidamente 
sus  intereses  correspondientes. 
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rt.  6'  La  responsabilidad  civil  de  los 
del  delito  de  exacción,  es  solidaria. 
I  damnificado  puede  ejercitar  su  acción 
ra  cualquiera  de  ellos, 
rt.  7°  La  responsabilidad  civil  declarada 
1  articulo  1."  puede  solicitarse  antes  y 
lues,  independientemente  del  juicio  cri- 
1. 

rt.  8."  Cuando  los  bienes  de  los  reos  n<^ 
ncen  para  cubrir  la  multa  y  la  responsa- 
lad  civil,  se  dará  á  ésta  preferencia  sobre 
:11a. 

rt.  9.°  Los  jueces  ó  tribunales  que  co- 
ran de  estos  juicios,  darán  cumplimiento 
responsabilidad  á  lo    dispuesto  en    el 
ulo  90  del    Código  de    Enjuiciamiento 

nuníqtiese  etc. 
la  lectura  del  texto  de  la  ley  preinserta 
que  nuestras  observaciones  quedan  en 
se  nota  cierta  tendencia  á  reglamentar 
Uiaciones  anormales,  pues  á  esto  equiva- 
nuestro  concepto,  el  señalar  limites,  ba- 
ción  penal,  á  los  actos  de  los  trastorna- 
del  orden  público. 

el  mismo  Código  y  las  leyes  reformato- 
5  él,  que  hemos  reproducido  en  otros  lu- 
,  habian  declarado  la  responsabilidad  de 
lincuentes  políticos  por  los  delitos  comu- 
ue  con  ocasión  de  las  rebeliones,  sedicio- 
te.  cometieren;  y  creemos  que  sólo  bajo 
orma  era  lógico  castigar  los  ataques  ala 
edad  privada    perpetrados  por  aquellos 
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:ntes,  Pero  hacer  de  estos  ataques 
— ... —  especiales,  independientes  de  los  que 
trastornan  el  orden  interior  de.l  Estado,  es  dar 
lugar  á  concebir  responsabilidades  que  sólo 
emanan  del  hecho  de  haber  salido  de  la  órbita 
in  que  era  permitido  evolucionar  al  rebelde,  sedi- 
cioso, ó  motinista. 

•  El  Código  aegentino  describe  y  pena  este 
delito  en  su  articulo  274  que  difiere  bien  poco 
del  que  comentamos.     Dice  asf: 

(t  El  empleado  público  que  arbitrariamente 
exija  una  contribución  ó  cometa  otras  exacio- 
nes, aunque  sea  para  el  servicio  público,  sufri- 
rá suspensión  de  dos  meses  á  un  año,  y  multa 
de  cinco  á  veinticinco  por  ciento  de  la  cantidad 
exijida,  ó  en  su  defecto,  arresto  hasta  un  año. 
Si  la  exacción  se  verificase  empleando  fuerza, 
sufrirá  destitución,  sin  perjuicio  del  máximum 
de  la  multa,  ó  en  su  defecto,  prisión  de  uno  á 
tres  años. 

El  Código  belga  dice: 

a  Art.  243.  Los  funcionarios  ú  oficiales  pú- 
blicos y  cualesquiera  otras  personas  encarga- 
das de  un  servicio  público  que  se  hayan  hecho 
culpables  de  concusión,  ordenando  percibir, 
exigiendo  ó  recibiendo  lo  que  ellos  sabían  no 
ser  debido,  ó  exceder  de  lo  que  era  debido, 
por  derechos,  tarifas,  contribuciones,  rentas  ó 
intereses  por  salarios  ó  contratos,  serán  casti- 
gados con  prisión  de  seis  meses  á  cinco  años 
y  podrán  ser  condenados,  además,  á  la  tnter- 

63 
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dicción  del  derecho  de  desempeñar  funciones, 
empleos  ó  cargos  públicos.  » 

«  La  pena  será  reclusión  si  la  concusión  se 
ha  cometido  por  medio  de  violencias  ó  amena- 
zas, i 

La  ley  de  30  de  Abril  de  1 848  dispone  tam- 
bién lo  siguiente: 

«  Art.  17.  Los  empleados  ó  agentes  de 
montes  de  piedad  que  hayan  exijido  sumas  é 
intereses  que  excedan  de,  lo  que  ellos  sabían 
ser  debido,  en  virtud  de  las  tarifas  y  reglamen- 
tos, serán  castigados  con  las  penas  correccio- 
nales establecidas  por  el  Código  penal. 

Y  continúa  el  código: 

«  Art.  244.  Las  infracciones  previstas  en 
este  capitulo  se  castigarán,  además,  con  multa 
de  50  á  1000  francos.  » 

a  Dichas  penas  son  aplicables  á  los  delega- 
dos ó  comisionados  de  los  funcionarios  ú  ofi- 
ciales públicos  y  de  cualesquiera  otras  perso- 
nas encargadas  de  un  servicio  público,  según 
las  distinciones  que  se  acaban  de  establecer,  p 


El  Código  chileno  considera  las  exacciones 
indebidas  como  un  atentado  de  los  funciona- 
rios contra  los  derechos  individuales  garanti- 
dos por  la  Constitución,  y  las  castiga  aún  cuan- 
do lleven  el  carácter  de  penas  arbitrariamente 
impuestas,  como  se  vé  en  los  siguientes  artícu- 
los: 

«  Art.  154.     Si  la  pena  arbitrariamente  ím- 
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fuere  pecuniaria,  el  empleado  culpable 
stígado:  » 

."  Con  inhabilitación  absoluta  tempo- 
L  cargos  y  oficios  públicos  en  sus  gra- 
limo  á  medio  (i)  y  multa  de  tanto  al 
e  la  pena  impuesta,  cuando  esta  se  hu- 
ecutado.  » 

Con  suspensión  de  cargo  ú  oficio  en 
]o  mínimo  (2)  y  multa  de  la  mitad  al 
i  la  pena  no  se  hubiese  ejecutado.  Ji 
indo  no  hubiere  tenido  efecto  por  revo- 
voluntaria  del  empleado  antes  de  inti- 
1  penado,  no  incurrirá  aquel  en  respon- 
d.  » 

.  157.  Todo  empleado  público  que  sin 
'eto  de  autoridad  competente,  deduci- 
,  ley  que  autoriza  la  exacción  de  una 
ición  6  de  un  servicio  personal,  los  exi- 
o  cualquier  pretexto,  será  penado  con 
ación  especial  temporal  para  el  empleo 
[uiera  de  sus  grados  (3)  y  multa  de  100 
}esos.  » 

t  exacción  de  la  contribución  se  hiciere 
no  de  lucrarse,  el  empleado  culpable 
isiderado  y  penado  como  reo  de  estafa. » 


3DIG0  ESPAÑOL  califica  del  mismo  modo 
hileno  las  exacciones  de  que  tratamos, 


3  aflos  y  un  dia,  &  7  afios. 

61  dtas,  á  un  aQo. 

3  aflos  y  un  dia,  á  10  aflos. 
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en  sus  artículos  223,  224,  225  y  227,  que  he- 
mos reproducido  en  la  comparación  de  nues- 
tro artículo  168  (página  334);  é  impone  á  sus 
autores  las  penas  que  hemos  indicado  en  la  de 
nueíitro  articulo  169  (página  359) 


El  Código  francés  describe  el  delito  casi 
en  los  mismos  términos  que  el  belga;  pero  es- 
tablece penas  especiales  que  dependen  de  la 
cantidad  de  la  exacción  y  de  la  calidad  del 
exactor: 

Si  la  cantidad  indebidamente  exijida  ó  perci- 
bida pasa  de  300  francos;  castiga  á  los  funcio- 
narios ú  oficiales  públicos  con  reclusión;  y  á 
sus  empleados  ó  comisionados,  con  prisión  de 
dos  á  cinco  años. 

Si  dicha  cantidad  no  pasa  de  300  francos; 
castiga  á  los  funcionarios  ú  oficiales  públicos 
con  prisión  de  dos  á  cinco  años;  y  á  sus  em- 
pleados ó  comisionados,  con  la  misma  pena  de 
uno  á  cuatro  años. 

Declara  equiparados  en  este  caso  el  delito 
consumado  y  la  tentativa,  y  la  facultad  de  con- 
denar además  á  los  culpables  á  la  interdicción 
por  cinco  ó  seis  años  de  los  derechos  que  su 
artículo  42  señala. 

Prescribe,  además,  que  los  culpables  sean 
condenados  á  una  multa  de  la  cuarta  á  la  do- 
zava parte  de  las  restituciones  y  de  los  daños 
y  perjuicios 

Extiende,  por  fin,  estas  disposiciones  á  los 
escribanos  y  cartularios  y  á  los  oficiales  minis- 
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cuando  el  hecho  hubiese  sido  cometido 
ivode  los  ingresos  de  que  están  encar- 
1  virtud  de  la  ley.    (art.  174.) 


JDIGO  ITALIANO   dice; 

169.  El  funcionario  público  que  aba- 
le su  cargo,  obligue  á  alguno  á  dar  ó 
r  indebidamente  á  él  ó  á  un  tercero 

otra  utilidad,  será  castigado  con  la 
ación  perpetua  para  cargos  públicos, 
;clusión  de  tres  á  diez  años  y  con  mul- 
erior  á  300  liras. 

,  cantidad  ó  la  utilidad  indebidamente 
>rometida  es  de  poco  valor,  la  inhabili- 
erá  temporal  y  la  reclusión  de  uno  á 
os.  » 
t.   170   castiga  con  reclusión   de   uno 

inhabilitación  temporal  para  cargos 
y  multa  de  100  á  5,cxx>  liras  la  tenta- 
este  delito;  penas  que  se  reducen  á 
nos  graves,  si  el  culpable  solo  aprove- 
L  recibir  lo  indebido,  dei  error  ageno,  ó 
:c¡ón  es  de  poca  importancia. 


03.  Si  el  empleado  conoirtkre  en  prove- 
0  las  exacciones  expresadas  en  el  articulo 
iufrirá  las  penas  impuestas  á  los  sustracto- 
¡dales  públicos, 

'ario.     Modificado  por  la  ley  de  24  de 
de  1896  el  artículo    ig6  del  Código, 


que  señalaba  las  penas  correspondientes  á  los 
sustractores  de  caudales  públicos;  ha  quedado 
indirectamente  modificado  éste.  Por  el  delito 
que  él  describe  se  debía  imponer  antes  inhabi- 
litación y  reclusión  en  los  grados  que  aquel 
artículo  indica:  hoy  el  exactor  debe  sufrir  inva- 
riablemente cárcel  en  quinto  grado  si  aprove- 
cha de  la  suma  indebidamente  exigida. 


Creemos  mas  fundada  la  igualación  que,  en 
cuanto  á  la  pena,  hacen  algunas  legislaciones 
entre  el  exactor  y  el  estafador,  que  la  que  nues- 
tro Código  establece  entre  el  primero  y  el  sus- 
tractor  de  caudales  públicos.  Cualquiera  que 
sea  la  extensión  y  forma  de  la  exacción,  el  pro- 
ducto que  de  ella  se  obtenga  no  tendrá  sino 
las  apariencias  de  una  renta  ó  fondo  público; 
pero  en  su  esencia  ^o  será  realmente  sino  una 
propiedad  particular  dolosamente  caida  en  ma- 
nos del  funcionario  exactor. 


El  Código  argentino  dice,  en  su  articulo 
275:  «  Si  el  empleado  convirtiere  en  provecho 
propio  las  exacciones  expresadas  en  el  articulo 
anterior,  sufrirá  las  penas  impuestas  á  los  la- 
drones. » 

El  empleo  del  término  ladrones  importa,  en 
este  artículo,  aún  mayores  dificultades  que  en 
el  268,  copiado  en  la  comparación  de  nuestro 
art.  196,  pues  la  exacción  indebida,  qué  puede 
asimilarse  al  robo  en  el  caso  de  hacerse  con 


ia  sobre  las  personas,  no  ofrece  analogía 
:e  ni  con  el  hurto  no  mediando  fuerza. 


,ÓDIGO  BELGA,  EL  CHILENO,  EL   FRANCÉS   V 

,IAN0  comprenden  lo  dispuesto  en  este 
>,  en  las  prescripciones  que  de  ellos  he- 
mado  comparando  el  anterior. 


-ÓDiGO  ESPAÑOL,  en  sus  artículos  226  y 
le  hemos  extractado  en  la  comparación 
strDs  artículos  168  y  169,  (pags.  334  y 
isigna  las  penas  correspondientes  á  ¡os 
arios  exactores  que  no  reintegran  en 
ios  públicos  lo  que  indebidamente  re- 
,  y  á  las  autoridades  cómplices  6  encu- 
s  del  delito. 

20á.  El  empleado  publico  qite  exija  dere- 
ropinas  por  lo  que  debe  practicar  ffratuU'imea- 
tud  de  su  oficio,  ó  cobre  miifores  derechos  que 
'nados  por  la  ley,  los  <let>olverá  con  una  mul- 
uplo  al  cuadruplo  de  la  caitíidad  que  hubie- 
ñilo. 

ira  efectuar  estas  exacciones  supone  órdenes 
es,  comisión,  mandaniento  judicial  ú  otra 
tetón  legítima,  sufrirá  además  ua  año  d^e  sus- 

dpable  habitual  de  este  delito,  será  destitui- 
mpleo  ó  cargo  que  ejerza  sin  perjuicio  de  la 
ón  y  de  la  multa. 
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Comentario.  Sería  conveniente  que  el  Códi- 
go, no  habiendo  establecido  una  regla  general 
para  conocer  el  hábito  de  un  delito,  fijase,  si- 
quiera en  el  presente  artículo,  el  número  de 
veces  que  es  necesario  cometerlo  para  califi- 
car de  consuetudinario  á  su  autor.  Desde  lue- 
go creemos,  con  el  Doctor  Vicente  y  Cara- 
vantes,  comentador  del  antiguo  código  espa- 
ñol, y  con  los  publicistas  que  cita,  que  el  hábi- 
to de  un  delito  no  es  la  reincidencia  en  él  ó  en 
otro  de  la  misma  especie,  por  cuanto  la  rein- 
cidencia presupone  juzgamiento  y  condena;  y 
el  hábito  no  es  sino  la  propensión  á  determi- 
nado acto  punible,  acreditada  por  su  reitera- 
ción, aun  cuando  no  haya  condena  que  autori- 
ce á  llamar  reincidente  al  culpable. 

El  Código  español  de  1850,  en  el  número  6^ 
de  su  artículo  9.*  contenía  la  siguiente  decla- 
ración: «Se  reputa  habitual  un  hecho  cuando  se 
ejecuta  tres  veces  ó  más,  con  intervalo  á  lo 
menos  de  veinticuatro  horas  entre  uno  y  otro 
acto  »  pero  esta  declaración,  que  evidentemen- 
te tenía  menos  alcance  que  el  que  resulta  de 
su  tenor  literal,  pues  estaba  en  rigor  destinada 
á  calificar  a)  ebrio  de  habitual  ú  ocasional;  la 
ha  retirado  el  código  de  1870. 


El  Código  argentino,  en  su  artículo  276, 
contiene  literalmente  toda  la  primera  parte  del 
articulo  que  comentamos. 

La  segunda  está  también  tomada  al  pié  de 
la  letra  en  dicho  código;  pero  no  impone,   co- 
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mo  el  peruano,    un  año  de  suspensión;  sino 
destitución. 

La  tercera  ha  sido  suprimida;  sin  duda  por 
creer  en  la  imposibilidad  de  que  se  haga  habi- 
tual el  delito  destituyendo  al  concusionario  des- 
de que  por  una  vez  concurren  en  aquel  las  cir- 
cunstancias expresadas  en  la  segunda  parte. 


El  Código  belga,  y  como  él  el  francés  y 
EL  ITALIANO  nada  agregan  á  lo  prescrito  res- 
pectivamente por  sus  artículos  244,  174  y  169, 
que  en  el  presente  titulo  hemos  reproducido. 
Y  nada  necesitaban  agregar,  porque  sus  dispo- 
siciones se  refieren  á  todas  las  formas  de  la 
exacción  indebida. 

El  Código  cpiileno  trae  el  artículo  siguiente: 
«  Art.  241.  El  empleado  público  que  exijie- 
re  directa  6  indirectamente  mayores  derechos 
de  los  que  le  están  señalados  por  razón  de  su 
cargo,  será  castigado  con  una  multa  del  duplo 
al  cuadruplo  de  la  cantidad  exijida.  » 

<r  El  culpable  habitual  de  este  delito  incurri- 
rá además  en  la  pena  de  inhabilitación  espe- 
cial temporal  para  el  cargo  ú  oficio  en  su  grado 
medio.  » 

El  Código  español,  dice  lo  mismo  que  el 
chileno  ha  reproducido  literalmente.  La,  única 
diferencia  consiste  en  que  el  primero  no  señala 
duración  á  las  penas  de  inhabilitación  especial 
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temporal,  dejando  libertad  al  juez  para  impo- 
nerla dentro  de  su  mínimo  de  seis  años  y  un 
día,  y  su  máximo  de  doce  años. 

ArU  205.  Los  empleados  que  nombren  ó  propon- 
fian  para  cargos  públicos  d  individuos  que  no  tengan 
los  requisitos  legales,  sufrirán  suspensión  de  trno  á 
tres  meseSf  quedando  además  sin  efecto  el  nombra- 
miento. 

Comentario.  La  parte  final  de  este  artículo 
está  de  acuerdo  con  el  lo^  de  la  Constitución 
del  Estado,  que  declara  nulos  los  empleos  con- 
feridos sin  los  requisitos  exijidos  por  la  misma 
Constitución  ó  las  leyes;  y  apesar  de  sus  perni- 
ciosos efectos  sobre  la  administración  pública, 
el  delito  á  que  dicho  articulo  se  contrae  no  ha 
sido  previsto,  entre  los  códigos  que  estudia- 
mos, sino  por  el  nuestro,  el  chileno  y  el  es- 
pañol. 

Debe  tenerse  presente  que,  para  que  haya 
delito  en  el  proponente  y  en  el  que  hace  el 
nombramiento,  ha  de  concurrir  la  circunstan- 
cia, no  expresada  en  el  artículo,  de  que  á  sa- 
biendas de  la  falta  de  idoneidad  del  agraciado, 
hagan  la  propuesta  ó  la  designación. 


El  Código  chileno  más   explícito  que    el 
nuestro  dice: 

Art.  220.  El  empleado  público  que  á  sabien- 
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ibrare  ó  propusiere  para  cargo  público 
la  en  quien  no  concurran  los  requísi- 
les,  sufrirá  las  penas  de  suspensión  del 
en  su  grado  mínimo  (i)y  multa  de 
quinientos  pesos.  » 


JDiGo  ESPAÑOL  dice  en  su  articulo  393. 
"uncionario  público  que,  á  sabiendas, 
!re  ó  nombrare  para  cargo  público  per- 
quien  no  concurran  los  requisitos  le- 
:rá  castigado  con  la  pena  de  suspen- 
y  multa  de  125  á  1250  pesetas.  » 


SECCIÓN  SEXTA 

DE  LAS  FALSEDADES 

tarto.  La  falsedad  es  el  género  en  es- 
ie  de  delitos;  y  consiste,  en  la  altera- 
cultación  de  la  verdad,  con  daño  de 
j  de  la  sociedad,    persiguiendo  ilícitas 

.edad  puede  recaer  sobre  la  parte  sus- 
e  las  cosas,  ó  sobre  sus  formas  exter- 
asemejarlas  á  las  legítimas  y  facilitar 

>i  días,  á  un  año. 

in  alio  y  un  dia,  á  6  afios. 


el  fraude:  lo  primero  se  llama  pro 
sedad;  lo  segundo,  falsificaciáa. 

El  que  firma  un  pagaré  por  suit 
be,  en  fraude  de  sus  verdaderos 
comete  falsedad,  porque  altera  la 
esencia  dei  documento,  apesard 
dad  de  las  formas.  Por  el  contií" 
imita  la  firma  de  otro  en  documen 
ra  hace  una  falsificación, 

La  falsedad  se  puede  cometer  e 
mentos,  como  en  el  primer  caso  de 
ra  ejemplo  acabamos  de  citar,  ó  er 
nio  que  se  preste  ó  en  las  expos 
se  haga  ante  la  justicia  sosteníend 
nión  ó  dictamen  pericial. 

La  falsificación  se  comete  ordinal 
en  la  moneda,  en  el  papel  del  Est 
especies  valoradas;  ya  en  los  instru 
sirven  para  su  fabricación  6  impn 
fin,  en  los  documentos  públicos  ó  | 
terando  su  forma  originaria. 

La  falsedad  es  punible   en  todo 
jamás  se  la  puede  cometer  sin  íntc 
sa;  pero  la  falsificación  puede,  en 
sos,  ser  inofensiva;  y  entonces  no 
na.     Tal  es  nuestro  parecer. 

£1  que  falsifica  por  mero  entr 
sin  ánimo  de  utilizar  los  productos 
lidad  ó  destreza,  entra  en  verdad  i 
no  peligroso,  pero  no  es  un  crin 
que  no  turba  el  estado  de  derecho 
algunas  legislaciones  han  tenido  en 
circunstancia  al  exijir,  como  nos 


udio  comparativo  que  luego  haremos, 
lya  daño  de  tercero,  para  imponerle  cas- 

ITódigo  peruano  sin  embargo,  da  á  sus 
iciones  una  latitud  incompatible  con  la 
d  que  lo  distingue;  lo  que  nos  hace  pre- 
que  peca  por  omisión  de  detalle;  no  por 
dad  excesiva, 

I  todo;  la  falsificación  de  moneda  y  de  do- 
itos  de  crédito  debe  ser  reprimida,  en 
■o  concepto,  algunas  veces,  aunque  no  ha- 
;uido  emisión,  si  se  falsifica  en  cantidad 
¡erable;  porque  la  intención  criminal  es 
:es  manifiesta. 

;stro  Código,  uno  de  los  mas  deficientes 
a  materia,  castiga  las  falsedades  y  falsifi- 
,  dividiéndolas  en  los  siguientes  grupos: 
Falsificación  de-sellos,  firmas  y  marcas; 
Falsificación  de  documentos  en  general; 
Falsificación  de  documentos  de  crédito; 
Falsificación  de  moneda; 
Falso  testimonio. 

legundo  grupo  se  refiere  ala  falsificación 
;r¡turas  públicas  ó  privadas  y  demás  do- 
itos  otorgados  por  particulares,  lo  mis- 
le  á  los  expedidos  por  empleados  públi- 
1  el  ejercicio  de  sus  funciones,  con  tal 
o  constituyan  un  titulo  de  crédito  pübli- 
>Jótase  en  este  grupo  la  falta  de  disposí- 
5  relativas  á  los  billetes  y  otros  documen- 
i  banco  que,  por  la  forma  y  circunstan- 
speciales  de  su   expedición,  reclaman  se- 
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guridades  y  garantías,  innecesarias  en  otra  es- 
pecie de  documentos. 

Comprende  el  tercer  grupo  los  títulos  de 
deuda  pública,  las  letras  y  libranzas  del  Minis- 
terio de  Hacienda  y  de  sus  oficinas  superiores 
y  subalternas  y  el  papel  sellado;  pero  no  los 
timbres  fiscales  ó  postales,  ni  los  que  se  em- 
plea para  asegurar  el  pago  de  impuestos;  lo 
que  nos  parece  inconveniente,  pues,  siendo, 
como  el  papel  sellado  especies  valoradas,  de- 
berían estar  sujetos  á  las  mismas  disposiciones 
y  asegurados  con  las  mismas  garantías.  El 
artículo  208  incluye  dichos  timbres  entre  los 
sellos,  con  la  misma  razón  que  pudo  incluir  el 
papel  sellado. 

Dada  la  organización  actual  de  la  hacienda 
pública,  no  pueden  menos  de  estar  compren- 
didos en  este  tercer  grupo  los  libramientos 
que  los  distintos  Ministerios  de  Estado  jiren 
directamente  contra  el  Tesoro. 

La  falsificación  de  moneda  forma  por  si  sola 
el  40  termino  de  agrupaciones;  y  tanto  las 
prescripciones  que  contiene  el  título  que  le 
respecta,  cuanto  las  del  relativo  á  falsificación 
de  documentos  de  crédito  público,  tienen  su 
complemento  en  las  del  artículo  228,  que  de- 
signan las  pepas  correspondientes  á  los  que 
fabrican,  introducen  ó  conservan  instrumentos 
apropiados  para  la  falsificación  de  moneda  ó 
de  documentos  de  crédito. 

La  mayoría  de  los  códigos,  objeto  de  nues- 
tras comparaciones,  castiga  con  penas  espe- 
ciales á  los  que  ayudan   á  los  falsificadores  á 
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cometer  el  delito  ó  á  aprovechar  de  sus  efec- 
tos, ó  se  aprovechan  ellos  mismos  de  estos; 
pero  nuestro  código,  considerando  tales  actos 
como  de  codelincuencia,  complicidad  ó  encu- 
brimiento, se  abstiene  de  entrar  en  tales  espe- 
cificaciones, que  carecen  de  objeto  cuando  se 
ha  establecido  reglas  generales  para  la  imposi- 
ción de  las  penas  según  el  grado  de  participa- 
ción en  el  delito. 

El  estudio  que  en  seguida  haremos  de  los 
expresados  códigos  nos  descubrirá  la  diferen- 
cia de  plan  que  ellos  y  el  nuestro  han  seguido. 


No  concluiremos  esta  breve  digresión  sin 
hacer  notar  la  gran  importancia  que,  para  los 
intereses  sociales  y  privados  de  todo  orden, 
tiene  la  conservación  de  la  fé  pública  y  de  la 
confianza  en  la  probidad  privada.  El  Comer- 
cio, puede  decirse,  descansa  sobre  estos  dos 
ejes;  y  si  ellos  flaquean,  se  arruina,  trayendo 
á  tierra  las  fortunas  y  sumiendo  á  la  sociedad 
en  la  miseria. 

Sin  embargo,  como  vamos  á  verlo,  nuestra 
ley,  no  solo  ha  descuidado  dar  preferentes  ga- 
rantías á  esa  institución;  sino  que,  por  lo  gene- 
ral, castiga  con  tal  lenidad  á  los  falsificadores 
y  falsarios,  que  puede  decirse  que  esta  polilla 
de  la  sociedad  vive  impune  entre  nosotros;  á 
tal  punto  que  el  falso  testimonio  es  moneda 
corrriente  en  nuestros  juzgados  y  tribunales. 
Hoy,  la  magistratura  lo  persigue  con  el  mayor 
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celo;  pero  necesita   el  apoyo  de  una  legisla- 
ció  severa. 


TITULO  i^ 


DE  LA  FALSIFICACIÓN   DE   SELLOS,    FIRMAS  Y 

MARCAS 

Jrt.  806.  El  que  falsiiique  el  gran  sello  del  Es- 
tado ^  será  castigado  con  cárcel  en  quinto  grado  (i) 
y  multa  de  mil  á  dos  mil  pesos. 

Comentarío.  La  ley  de  25  de  Febrero  de 
1825  que  fijó  el  escudo  de  armas  distintivo  de 
la  Nación,  su  pabellón,  bandera,  estandarte  y 
escarapela,  que  hasta  entonces  habían  sido  pro- 
visionales; después  de  describir  el  escudo  en 
su  artículo  i.^  dice,  eti  el  segundo:  «cEstas  ar- 
«  mas  constituirán  el  gran  sello  del  Estado, 
«  puesta  en  la  circunferencia  la  inscripción; 
<c  República  Peruana.  » 

Este  sello  se  estampa  en  los  documentos  de 
cancillería,  en  los  títulos  de  los  altos  funciona- 
rios de  la  Nación  y  en  otros  documentos  de  es- 
ta especie  para  imprimirles  mayor  autenti- 
cidad. 

La  falsificación  de  este  sello  puede  consistir 


(i)  Cinco  afíos. 


1 

L 
■ 
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en  la  fabricación  fraudulenta  de  otro  capaz  de 
producir  estampas  iguales  á  las  que  deja  el  se- 
llo verdadero,  ó  en  la  imitación  de  estas  estam- 
pas por  procedimientos  caligráficos  ú  otros  idó- 
neos para  el  mismo  fin. 

No  habla  nuestro  código  de  la  falsificación 
en  el  Perú  del  sello  del  Estado  y  otros  oficia- 
les correspondientes  á  una  potencia  extrange- 
ra,  ni  del  uso  que  en  nuestro  país  se  pueda  ha- 
cer de  esos  mismos  sellos  falsificados  en  el  ex- 
trangero.  Tal  omisión  es  inexcusable,  porque 
ambos  hechos  son  indudablemente  delictuosos 
y  caen  bajo  la  jurisdicción  nacional  como  per- 
petratrados  en  su  territorio. 

Casi  todos  los  Códigos  que  vamos  estudian^ 
do  tratan  de  estos  delitos.  (V,  cod.  belg.  art. 
186 — 87,  cod.  esp.  art.  281 — 82,  cod.  chil.  art. 
173—74—75»  187.    

El  Código  argentino  no  menciona  la  falsifi- 
cación del  gran  sello  del  Estado;  pero  el  art. 
57  de  la  ley  federal  de  14  de  Setiembre  de  1863 
declara  punible  ese  hecho;  y  lo  castiga  con  tra- 
bajos forzados  por  dos  á  seis  años,  ó  multa  de 
1,000  á  3,000  pesos  fuertes,  ó  una  y  otra  junta- 
mente. 

El  Código  belga  dice: 

«Art.  179.  Se  castigará  con  trabajos  forza- 
dos de  diez  á  quince  años  á  los  que  hayan  imi- 
tado el  sello  del  Estado,  o  hagan  uso  del  sello 
imitado,  d 
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En  los  dos  extremos  que  este  artículo  expre- 
sa están  comprendidas  las  dos  formas  de  falsi- 
ficación que  indicábamos  arriba. 


El  Código  chileno,  en  su  artículo  i8o,  se  ex- 
presa asi: 

<x  El  que  falsificare  el  sello  del  Estado  o  hi- 
ciere uso  del  sello  falso,  sufrirá  la  pena  de  pre- 
sidio mayor  en  su  grado  medio,  (i) 


El  Código  español  trae  la  siguiente  disposi- 
ción: 

fic  Art.  283.  El  que  falsificare  el  sello  del  Es- 
tado será  castigado  con  la  pena  de  cadena  tem- 
poral. »  (2) 

<K  El  que  á  sabiendas  usare  el  sello  falso  del 
Estado,  será  castigado  con  la  pena  inmediata- 
mente inferior  en  grado  á  la  señalada  en  el  pá- 
rrafo  anterior,  d 

El  Código  francés  dice;  en  su  artículo  139, 
que  serán  condenados  á  la  pena  de  trabajos 
forzados  á  perpetuidad,  los  que  hubieren  falsi- 
ficado el  sello  del  Estado  ó  hecho  uso  del  sello 
falsificado. 

El  Código  italiano,  en  su  artículo  264,  dice: 
«  El  que  imite  el  sello  del  Estado  destinado 


(i)  De  10  años  y  ün  día,  á  15  años. 
(2)  De  12  años  y  un  dia^  á  20  años. 
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uesto  en  los  documentos  del  Gobierno 
uso  de  dicho  sello,  aun  para  otros,  incu- 

1  la  pena  de  reclusión  de  tres  á  seis 
multa.  » 

207  El  que  en  documento  público  falsifi- 
otros  sellos  oficiales,  ó  la  firma  del  Presiden- 
República,  de  los  Presidentes  de  las  Cóma- 
los Ministros  de  Estado  ó  de  los  Agentes 
áticos,  será  castigado  con  cárcel  en  auirto 
['i)  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos. 

•ntario.  Solo  puede  reputarse  oficíales 
o<í  usados  por  los  funcionarios  políticos, 

de  justicia,  juzgados  de  i^  instancia  y 
nstituciones  ó  autoridades  alas  que,  por 
ción  legal  ó  gubernativa,  está  concedido 
leo  del  escudo  nacional,  con  determina- 
:ripción,  en  sus  comunicaciones,  decre- 
otros  actos  del  servicio  público.     Los 

cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  la 
:¡ón  que  los  use,  se  hallan  en  la  catego- 
sellos  particulares, 

2  considerarse  ademas  como  sellos  ofi- 
aunque  no  lleven  grabado  el  escudo  na- 
las  marcas  ó  contraseñas  á  que  se  re- 
articulo  2o8;  pero  su    falsificación  es  re- 

por  la  ley  como  delito  menos  grave, 
lo  sin  duda  en  consideración  que  con 
puede  causar  daño  menor  á  los  intere- 
dHcos,  que  con  la  de  los  verdaderos  se- 
irt.  2o8) 

jatro  ados. 
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No  castigando  la  ley  la  falsiñcación  de  sellos 
oficiales  en  documento  privado,  probablemen- 
te porque  tales  sellos  no  contribuyen  á  darles 
autenticidad  ni  fuerza;  puede  creerse  que  repu- 
ta ese  acto  como  indiferente;  mas  el  empleo  in- 
debido y  falsiñcación  del  gran  sello  del  Estado 
debe  considerarlo  punible  en  todo  caso,  por- 
que no  hace  distinción,  como  al  tratar  de  los 
demás  sellos  oficiales,  de  la  naturaleza  del  do- 
cumento en  que  se  haga  la  impresión  ilegiti- 
ma de  aquel.  

La  falsificación  de  las  firmas  de  los  Agentes 
Diplomáticos  constituye  delito;  ya  sea  la  firma 
de  un  Ministro  extranjero  acreditado  ante  el 
Gobierno  peruano,  ya  la  de  un  Ministro  pe- 
ruano acreditado  ante  el  de  una  potencia  ex- 
tranjera; y  aun  debemos  creer  que  es  igual- 
mente delictuosa  la  falsificación  de  la  firma  de 
un  Ministro  Diplomático  extranjero  de  tránsi- 
to en  el  Perú,  porque  la  generalidad  del  tér- 
mino empleado  por  el  Código  no  autoriza  á 
hacer  distinciones  de  ninguna  especie.  Mas 
es  preciso,  para  incurrir  en  el  delito  que  este 
^artículo  castiga,  que  la  falsificación  se  haga  en 
documento  público. 


Ni  este  ni  ninguno  de  los  títulos  siguientes 
de  la  presente  sección,  castiga  de  un  modo  es- 
pecial la  falsificación  de  las  firmas  del  Presiden- 
te de  la  República  de  los  Presidentes  de  las 
Cámaras,  de  los    Ministros  de  Estado  ó  de  loa 
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Agentes  Diplomáticos  en  cartas  ú  otros  docu- 
mentos de  carácter  privado;  más,  á  nuestro  en- 
tender, este  silencio  no  permite  considerar  in- 
diferente este  acto,  como  juzgamos  la  impre- 
sión indebida  de  sellos  oficiales  en  la  misma 
clase  de  papeles;  porque  los  efectos  del  abuso 
de  la  firma  no  son  los  mismos  que  los  del  abu- 
so del  sello.  Este,  como  dijimos  antes,  no  au- 
menta valor  al  documento  ni  constituye  uno 
de  sus  requisitos;  aquella  es  de  necesidad  ab- 
soluta para  darle  autenticidad;  puede  decirse 
que  sin  ella  no  hay  documento,  ni  auténtico  ni 
apócrifo.  Por  eso  deducimos  nosotros  que  es- 
ta especie  de  falsificación  se  halla  comprendida 
entre  las  que  castiga  el  articulo  210,  pues  no 
es  racional  presumir  que  los  altos  funcionarios, 
por  el  solo  hecho  de  serlo,  estén  privados  de 
las  garantías  que  la  ley  acuerda  á  los  particu- 
lares para  sus  intereses  personales. 


En  cuanto  al  modo  de  hacer  la  falsificación, 
no  explica  la  ley  si  ha  de  consistir  en  imitar 
precisamente  la  escritura  y  rúbrica  de  la  perso- 
na á  quien  falsamente  se  atribuye  el  documen- 
to, ó  si  basta  poner  el  nombre  solo  ó  acompa- 
ñado de  un  rasgo  caligráfico  caprichoso. 

Creemos  que  una  y  otra  forma  de  falsifica- 
ción son  igualmente  punibles;  mas  ó  menos 
destreza  en  el  falsificador;  mas  ó  menos  auda- 
cia, pero,  en  el  fondo,  siempre  el  propósito  cul- 
pable de  presentar  ccmio  debidamente  autori- 
zado un  documento  que  no  lo  está.     Por  lo 


menos  tratándose  de  sellos,  otras  legislaciones 
castigan  la  imitación  de  la  estampa  que  ellos 
producen,  por  medios  inaparentes  para  la  re- 
producción. 

El  Código  argentino  no  establece  disposi- 
ciones, para  los  efectos  penales,  entre  las  dis- 
tintas gerarqufas  de  las  instituciones  y  funcio- 
narios cuyos  sellos  y  firmas  se  hubiere  falsifica- 
do.    Su  artículo  277  dice: 

ce  El  que  falsifique  sellos  oficiales  ó  firmas^de 
funcionarios  públicos,  será  castigado  con  pri- 
sión de  uno  á  tres  años  »  .    .    . 

Preferible  aunque  oscura  y  deficiente,  es  la 
disposición  de  nuestro  artículo  207,  después  de 
consignada  la  del  206.  El  Código  argentino 
castiga  de  un  modo  general  la  falsificación, 
cualquiera  que  sea  la  magnitud  del  mal  que 
con  ella  pueda  causarse,  cualquiera  que  sea  la 
categoría  del  funcionario,  cuyas  atribuciones  se 
usurpa  al  sustituirle  en  el  acto  falsificado,  y 
cualquiera  que  sea  el  fin  que  se  persiga  y  la 
calidad  atribuida  al  documento  apócrifo;  esto 
nos  parece  el  más  completo  olvido  de  los  prin- 
cipios sobre  la  proporcionalidad  de  las  penas. 

Sin  embargo:  el  mismo  artículo  57  de  la  ley 
federal  citada  en  la  comparación  del  articulo 
precedente  iguala,  para  los  efectos  penales,  la 
falsificación  de  las  firmas  del  Presidente  de  la 
Nación  y  sus  ministros  de  Estado,  con  la  del 
sello  nacional. 
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ÍL  Código    belga,   dice  al  respecto  lo  si- 
ente: 

Art.   1 8o.  Se  castiga  con  reclusión,  b 
A  los  que  hayan  imitado  ó  falsifícado  ya 
sellos  nacionales,  ya  los  punzones^  que  sir- 
I  para  contrastarse  las  materias  de  oro  ó  de 
ta;  » 

A  los  que  hayan  hecho  uso  de  dichos  sellos 
unzones  imitados  ó  falsiñcados;  » 
A  los   que  hayan  imitado  ó  falsÍ6cado  los 
queles,  cuños  destinados  á  la  fabricación  de 
nedas;  u 

A  los  que  hayan  imitado  ó  falsificado  los 
délos  en  relieve,  matrices,  moldes,  planchas 
ualesquiera  otros  objetos  que  sirvan  para 
abricación,  ya  de  sellos,  ya  de  acciones,  obli- 
:iones,  cupones  de  intereses  ó  de  dividendos, 
de  billetes  de  banco  cuya  emisión  haya  sido 
Brizada  por  una  ley  ó  en  virtud  de  una  ley.  » 
:  Art.  l8i.  Se  castigará  con  la  misma  pena 
js  que  á  sabiendas  hayan  puesto  á  la  venta 
leles  ú  objetos  de  oro  ó  de  plata  marcados 
I  un  sello  ó  un  contraste  imitado;  si  han  si- 
imitados  sin  emplear  un  cuño  ó  un  sello 
itraecho,  se  castigará  á  los  culpables  con 
sión  de  seis  meses  á  cinco  años.  » 
:  Art.  182.  Si  las  marcas  impuestas  por  el 
contraste  se  han  aplicado  fraudulentamente 
tros  objetos,  ó  si  dichas  marcas  ó  la  estam- 
:ión  de  un  sello  han  sido  imitadas,  sin  em- 
ar  un  cufio  ó  sello  imitado,  se  castigará  á 
culpables  con  prisión  de  ocho  días  á  seis 
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(c  Art.  ig3,  Al  que  habiendo  adquirido  á  sa- 
biendas papel  marcado  con  un  sello  imitado  ó 
falsificado,  haga  uso  del  mismo,  se  le  castigará 
con  prisión  de  ocho  días  á  seis  meses. 

El  art.  184  castiga  con  prisión  de  tres  me- 
ses á  tres  años,  pudiéndose  imponerles  la  in- 
terdicción de  los  derechos  de  desempeñar  fun- 
ciones, empleos  ó  cargos  públicos,  de  elección 
activa  y  pasiva,  de  usar  condecoración  ó  título 
nobiliario,  de  ser  jurado,  perito  ó  testigo  y 
otros,  por  el  término  de  cinco  á  diez  años; 

Al  que  haya  imitado  los  sellos  para  el  tras- 
porte de  personas  ó  de  cosas,  ó  que  haga  uso 
pe  un  billete  imitado,  y 

Al  que  haya  imitado  el  sello,  timbre  ó  mar- 
ca, ya  de  una  autoridad  cualquiera,  ya  de  un 
establecimiento  privado  de  banco,  ya  de  un 
particular,  ó  que  haya  hecho  uso  de  sellos, 
timbres  ó  marcas  suplantadas. 

Y  dispone  además  que  la  simple  tentativa 
de  este  delito  se  castigue  con  prisión  de  un 
mes  á  un  año. 

Iguales  penas  imponía  á  los  que  imitan  mar- 
ca, sello  ó  timbre  de  establecimientos  de  indus- 
tria ó  comercio;  pero  la  ley  de  i."*  de  Abril  de 
1879  ha  derogado  lo  que  al  respecto  disponía 
el  Código,  y  consignado  preceptos  y  señalado 
penas  especiales  para  garantir  la  inviolabilidad 
de  los  sellos,  timbres  y  marcas  de  los  estable- 
cimientos de  ese  género. 

Continua  prescribiendo  el  Código  belga: 

«  Art.  185.  Se  castigará  con  prisión  de  dos 
meses  á  tres  años  á  cualquiera  que  habiéndose 


i 
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procurad»  indebidamente  los  verdaderos  sellos, 
timbres,  cuños  ó  marcas  que  tengan  alguno  de 
los  destinos  expresados  en  los  artículos  179  y 
180  (pags.  513  y  519)  haya  hecho  de  ellos  una 
aplicación  ó  un  uso  perjudicial  á  los  intereses 
del  estado,  de  una  autoridad  cualquiera  ó  de  un 
particular.  » 

a  La  tentativa  de  este  delito  se  castigará  con 
prisión  de  quince  días  á  un  año.  d 

a  Árt.  186.  A  los  que  hayan  imitado  ó  falsi- 
ficado los  sellos,  timbres,  cuños  ó  marcas  que 
tengan  alguno  de  los  destinos  señalados  en  los 
artículos  179  y  180  y  pertenezcan  á  países  ex- 
trangeros,  ó  que  hayan  hecho  uso  de  dichos 
sellos,  timbres,  cuños  ó  marcas  imitados  ó  fal- 
sificados, se  les  castigará  con  reclusión.  » 

«  Art  187.  Se  castigará  con  prisión  de  un 
mes  á  dos  años  á  cualquiera  que,  habiéndose 
procurado  indebidamente  los  verdaderos  sellos, 
timbres,  cuños  ó  marcas  mencionados  en  el  ar- 
tículo precedente,  haya  hecho  una  aplicación  ó 
un  uso  perjudicial  á  los  derechos  é  intereses  de 
dichos  países,  de  una  autoridad  cualquiera  y 
hasta  de  un  particular.  i> 

«  La  tentativa  de  este  delito  se  castigará  con 
prisión  de  ocho  días  á  seis  meses.  ^  (i) 

La  falsificación  de  firmas  no  está  considerada 
en  este  código. 


(i)  Este  artículo  y  el  siguiente  han  sido  modificado 
por  la  ley  de  22  de  Junio  de  1896  que  dice: 

Art.  10  El  artículo  186  del  vigente  Código  penal  se 
entenderá  completado  por  las  siguientes  disposiciones: 

66 
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El  Código  chileno  mira,  y  á  nuestro,  juicio 
con  bastante  razón,  la  falsificación  de  firmas  co- 
mo parte  constitutiva  de  la  falsificación  de  do- 
cumentos, pues  el  contrahacer  ó  suplantar  una 
firma  en  papel  que  no  contenga  obligación,  de- 
claración ú  otro  acto  semejante,  apenas  puede 
considerarse  como  peligroso  entretenimiento. 
Más  en  cuanto  á  falsificaciones  de  sellos, 
punzones,  matrices,  y  marcas,  contiene  las  si- 
guientes disposiciones: 

«  Art.  i8i.  El  que  falsificare  punzones,  cu- 
ños ó  cuadrados  destinados  á  la  fabricación  de 
moneda;  punzones,  matrices,  clisées,  planchas 
ó  cualesquiera  otros  objetos  que  sirvan  para  la 
fabricación  de  bonos,  acciones,  obligaciones, 
cupones  de  intereses  ó  de  dividendos,  ó  bille- 
tes de  banco  cuya  emisión  haya  sido  autorizada 
por  la  ley;  timbres,  planchas  ó  cualesquiera  otros 
objetos  destinados  ala  fabricación  de  papel  se- 


§  20  Los  que  falsifícaren  el  sello,  timbre,  cufio  6  mar- 
ca de  ana  autoridad  extrangera,  asi  como  los  que  hi- 
cieren uso  de  los  sellos,  timbres,  cufíos  ó  marcas  falsiñca- 
das,  serán  castigados  con  la  pena  de  3  meses  á  3  años  de 
prisión  y  la  de  interdicción  en  su  caso,  con  arreglo  al 
artículo  35.  La  tentativa  de  este  delito  se  castigará  con 
la  pena  de  un  mes  á  un  año  de  prisión. 

Art.  20  El  párrafo  19  del  articulo  187  del  Código  penal 
se  entenderá  modificado  en  la  forma  siguiente: 

Será  castigado  con  la  pena  de  (  mes  á  2  años  de  prisión, 
el  que,  habiéndose  procurado  ilícitamente  los  verdaderos 
sellos,  timbres,  cuños  ó  marcas  destinados  á  cualquiera  de 
los  usos  mencionados  en  los  artículos  1 79  y  180,  y  perte" 
necientes  á  países  extrangeros,  hiciere  de  ellos  uso  ó  apli- 
cación perjudiciales  á  los  intereses  del  Estado  de  que  se 
trate^  ó  á  los  de  cualquiera  autoridad  ó  particular. 
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Hado  ó  estampillas,  y  el  que  hiciere  uso  de  es- 
tos sellos  ó  planchas  falsas,  será  castigado  con 
presidio  mayor  en  sus  grados  mínimo  á  me- 
dio (i)  y  multa  de  mil  á  cuatro  mil  pesos. 

El  inciso  i.^  de  su  artículo  193  castiga  con 
presidio  menor  en  su  grado  máximo  á  presidio 
menor  en  su  grado  mínimo  (2)  al  empleado  pú- 
blico que,  abusando  de  su  oficio,  cometiere  fal- 
sedad contrahaciendo  ó  finjiendo  letra,  firma  ó 
rúbrica   en   documento   público;  y  el   194,  con  \ 

presidio  menor  en  sus  grados  medio  á  máxi- 
mo (3)  al  particular  que  cometiere  en  docu- 
mento público  ó  auténtico  la  misma  falsedad. 

El  artículo  197  del  mismo  código  impone 
las  penas  de  presidio  menor  en  cualquiera  de 
sus  grados  (4)  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos  6 
sólo  la  primera  de  ellas,  según  las  circunstan- 
cias, al  que  con  perjuicio  de  tercero  cometiere 
falsificación  de  firma  ú  otra  distinta  en  instru- 
mento privado;  y  advierte  que  si  la  falsedad  se 
hubiere  cometido  en  letras  de  cambio  ú  otra 
clase  de  documentos  mercantiles,  se  castigará 
á  los  culpables  con  presidio  menor  en  su  grado 
máximo  (5)  y  multa  de  quinientos  á  mil  pesos, 
ó  sólo  con  la  primera  de  estas  penas  atendi- 
das las  circunstancias. 


(i)  De  5  años  y  un  dia,  á  15  años. 

(2)  De  3  años  y  un  día,  á  10  años. 

(3)  De  541  días,  á  5  años. 

(4)  De  61  días,  á  5  años. 

(5)  De  3  años  y  un  dia,  á  5  años. 
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El  Código  español  dice: 

«  Art.  280.  El  que  falsificare  la  firma  ó  es- 
tampilla del  Regente  del  reino  ó  la  firma  de  los 
Ministros  de  la  Corona,  será  castigado  con  la 
pena  de  cadena  temporal.  »  (i) 

Y  agrega: 

«  Art,  281.  El  que  falsificare  la  firma  ó  es- 
tampilla del  jefe  de  una  potencia  extrangera  ó 
la  firma  de  sus  Ministros,  será  castigado  con  la 
pena  de  presidio  mayor  (2)  si  hubiere  hecho  el 
culpable  uso  en  España  de  la  firma  ó  estampi- 
lla falsificadas,  y  con  la  de  presidio  correccional 
en  su  grado  medio  al  máximo  (3)  cuando  hu- 
biere hecho  uso  de  ellas  fuera  de  España.  » 

ce  Art.  282.  El  que  á  sabiendas  usare  firma 
ó  estampilla  falsa  de  las  clases  á  que  se  refie- 
ren los  artículos  anteriores,  incurrirá  en  la 
pena  inmediatamente  inferior  en  grado  á  la  se- 
ñalada  en  los  mismos  para  los  falsificadores. 

«Art.  286.  La  falsificación  délas  marcas  y 
sellos  de  los  fieles  contrastes  será  castigada 
con  las  penas  de  presidio  mayor  (4)  y  multa  de 
250  á  2500  pesetas.  » 

<c  Art.  '287.  Con  la  pena  señalada  en  el  artí- 
culo anterior  serán  castigados  los  que  á  sabien- 
das expusieren  á  la  venta  objetos  de  oro  ó  pla- 
ta marcados  en  sellos  falsos  de  contraste.  » 

<c  Art.  288.  La  falsificación  de  sellos  usados 


(i)  De  12  años  y  un  día,  á  30  años. 
[2)  De  6  afios  v  un  día,  á  12  afios. 
3)  De  2  afios,  4  meses  y  un  día,  á  6  afios. 
[4)  De  6  afios  y  un  día  á  12  afios. 


-  525  — 

.]quiera  autoridad,  tribunal,  corporación 
.  encina  pública,  será  castigada  con  las 
le  presidio  correccional  en  sus  grados 
á  medio  (i)  y  multa  de  150  á  2500  pe- 
solo  uso  de  esta  clase  de  sellos,  á  sa- 
:  de  que  son  falsos,  se  castigará  con 
;na,  si  tuviere  por  objeto  el  lucro  con 
¡o  de  los  fondos  públicos;  en  otro  caso 
>ndrá  al  culpable  la  pena  inmedtatamen- 
ior  en  grado.  » 

289.  La  falsificación  de  los  sellos,  mar- 
ontrasefias  deque  se  usa  en  las  oficinas 
ido  para  identificar  cualquiera  objeto  ó 
;gurar  el  pago  de  impuestos,  será  casti- 
<n  las  penas  de  presidio  correccional  en 
dos  mínimo  á  medio  (2)  y  multa  de  150 
pesetas.  » 

290.  Si  las  falsificaciones  de  que  tratan 
artículos  anteriores  se  hubieren  verifi- 
1  emplear  timbre,  ni  sello  n¡  otro  ins- 
to mecánico  propio  para  la  falsificación, 
mdrá  al  culpable  la  penaínmedíatamen- 
ior  en  grado  á  las  señaladas  para  aque- 
¡tos.  » 

.  293.  Incurrirá  también  en  la  pena  de 
mayor  (3}  y  multa  de  125  á  1250  pese- 
ue  hiciere  desaparecer  de  cualquier  se- 
;te  ó  contraseña  la  marca  ó  signo  que 

6  meses  y  un  día  á  4  aüos  y  dos  metes. 

id.  &    id. 
un  mes  y  un  día,  á  6  meses. 
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indique  haber  ya  servido  ó  sido  inutilizados  para 
el  objeto  de  su  expendición^  » 

<r  El  que  usare  á  sabiendas  de  esta  clase  de 
sellos  ó  contraseñas,  incurrirá  en  la  multa  de 
125  á  250  pesetas,  d 


El  Código  francés  completa,  en  su  artículo 
139,  citado  en  la  comparación  anterior  (pági- 
na 514)  disponiendo  que  los  que  hubieren  con- 
trahecho ó  falsificado,  ya  efectos  emitidos  por 
el  Tesoro  público  con  su  timbre,  ya  billetes  de 
Banco  autorizados  por  la  ley,  ó  también  hecho 
uso  de  dichos  efectos  y  billetes  contrahechos  ó 
falsificados,  ó  los  hubieren  introducido  en  el  te- 
rritorio francés,  sean  condenados  á  la  pena  de 
trabajos  forzados  á  perpetuidad;  y  ordena  en 
seguida  lo  que  copiamos  á  continuación: 

«  Art.  140.  Los  que  hubieren  contrahecho  ó 
falsificado,  ya  uno  ó  varios  timbres  nacionales, 
ya  los  martillos  nacionales  destinados  á  las  mar- 
cas de  montes,  ya  el  punzón  ó  punzones  des- 
tinados á  marcar  las  materias  de  oro  ó  plata,  ó 
hubieren  hecho  uso  de  papeles,  efectos,  timbres, 
martillos  ó  punzones  falsificados  ó  contrahe- 
chos, incurrirán  en  la  pena  de  trabajos  forza- 
dos temporales,  en  cuyo  caso  se  ks  aplicará 
siempre  el  máximun.  » 

«  Art.  141.  El  que  habiéndose  proporciona- 
do indebidamente  los  verdaderos  timbres,  mar- 
tillos ó  punzones  destinados  á  los  usos  expre- 
sados en  el  artículo  140,  hubiere  hecho  aplica- 
ción ó  uso  de  ellos  en  perjuicio  de  los  derechos 
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ó  intereses  del  Estado,   será  condenado  á  re- 
clusión. » 

«  Art.  142.  Los  que  hubieren  falsificado  las 
marcas  destinadas  á  ser  puestas  en  nombre  del 
Gobierno  en  las  diversas  especies  de  géneros 
ó  mercancías,  ó  hubieren  hecho  uso  de  dichas 
marcas  falsas;  los  que  hubieren  falsificado  el 
sello,  timbre  ó  marca  de  una  autoridad  cual- 
quiera, ó  hubieran  hecho  uso  de  sellos,  timbres, 
ó  marcas  falsificadas;  los  que  hubieren  falsifica- 
do los  sellos  de  franqueo  ó  hubiesen  conciente- 
mente  hecho  uso  de  sellos  de  franqueo  falsifi- 
cados, incurrirán  en  la  pena  de  prisión;  que  no 
bajará  de  dos  años  ni  pasará  de  cinco»  .    .    . 

Continua  d¡sp9niendo  la  interdicción  de  de- 
rechos cívicos  y  civiles  contra  los  culpables  y 
su  sometimiento  á  la  vigilancia  de  la  alta  poli- 
cía y  sigue: 

<c  Art.  143.  El  que  habiéndose  procurado  in- 
debidamente los  verdaderos  sellos,  timbres  ó 
marcas  destinados  á  uno  de  los  usos  expre- 
sados en  el  artículo  142,  hubiese  hecho  ó  inten- 
tado hacer  de  ellos  aplicación  ó  uso  perjudi- 
cial á  los  derechos  ó  intereses  del  Estado  ó  de 
una  autoridad  cualquiera,  incurrirá  en  la  pena 
de  seis  meses  á  tres  años  de  prisión  ♦    .    .  » 

Dispone  también  en  seguida  la  interdic- 
ción y  sujeción  á  vigilancia  de  estos  culpables» 
para  declarar  luego  (art.  144)  que  quedan 
exentos  de  pena  los  que,  antes  de  consumar 
estos  delitos  y  antes  de  comenzar  las  diligen- 
cias, hubiesen  dado  conocimiento  de  ellos  y  de- 
nunciado á  los  autores  á  la  autoridad  constituí- 
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da,  ó  que,  después  de  haber  principiado  las  di- 
ligencias, hubiesen  coadyuvado  á  la  prisión  de 
los  demás  culpables.  Ordena,  sin  embargo, 
que  también  aquellos  sean  vijilados  por  la  alta 
policia. 

El  Código  italiano  trae  las  siguientes  dis- 
posiciones, en  el  capitulo  relativo  á  falsifícación 
de  sellos,  después  de  señalar  peña  por  la  del 
sello  del  Estado: 

«  Art  265.  El  que  imite  el  sello  de  una  au- 
toridad del  Estado,  de  una  provincia,  ó  de  un 
municipio  ó  de  un  establecimiento  puesto  por 
la  ley  bajo  la  tutela  del  Estado,  de  )a  provincia 
ó  del  municipio,  ó  el  de  un  notario,  6  haga  uso 
de  dicho  sello  falsificado,  aunque  lo  haya  sido 
por  otros,  será  castigado  con  la  pena  de  reclu- 
sión de  un  mes  á  dos  años  y  con  multa  hasta 
1500  liras.  » 

«  Art.  266.  El  que  imite  los  sellos,  punzo- 
nes, marcas  ü  otros  instrumentos  destinados 
por  disposición  de  la  ley  ó  del  Gobierno  á  la 
fé  pública,  ó  haga  uso  de  tales  instrumentos 
falsificados,  aunque  lo  hayan  sido  por  otros,  se- 
rá castigado  con  la  reclusión  de  uno  á  cinco 
años  y  con  la  multa  de  cincuenta  á  tres  mil 
liras.  D 

«  En  la  misma  pena  incurrirá  quien  no  ha- 
biendo cooperado  á  la  falsifícación  ponga  en 
venta  objetos  en  los  que  se  haya  hecho  uso  de 
los  instrumentos  falsificados.  » 

a  Art.  267.  El  que  sólo  imite  la  impresión 
de  los  instrumentos  indicados  en  los  artículos 
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que  preceden,  por  un  medio  impropio  para  su 
reproducción  y  distinto  del  uso  de  los  instru- 
mentos falsificados,  será  castigado  con  la  pena 
de  reclusión  de  seis  meses  á  tres  años  en  el  ca- 
so del  artículo  264;  (i)  de  un  mes  á  un  año  en 
el  caso  de  los  artículos  265  y  266  y  siempre  con 
la  multa  hasta  1,000  liras.  » 

«  Art.  268.  El  que  imite  el  documento  sella- 
do, los  sellos  ó  las  marcas  del  Estado  será  cas- 
tigado con  la  reclusión  de  dos  á  cinco  años  y 
con  la  multa  de  1,000  á  3,000  liras.  » 

«  Art.  269.  El  que  imite  los  sellos  para  los 
documentos  ó  cualquiera  clase  de  éstos  para  su 
aplicación,  será  castigado  con  la  reclusión  de 
seis  á  treinta  meses  y  con  la  multa  de  50  á  1,000 
liras.  » 

«  Art.  270.  El  que  haga  uso  de  documento 
sellado  ó  de  sellos  falsificados,  ó  los  venda  ó 
de  cualquier  otro  modo  los  ponga  en  circula- 
ción, será  castigado  con  la  reclusión  hasta  trein- 
ta meses  y  con  la  multa  hasta  5,000  liras.  » 

«  Art.  271.  El  que  no  habiendo  cooperado  en 
alguno  de  los  delitos  previstos  en  los  artículos 
precedentes,  tenga  en  depósito  los  sellos  ó  do- 
cumentos falsificados,  ó  los  instrumentos  des- 
tinados exclusivamente  á  la  falsificación,  será 
castigado  con  la  reclusión  de  un  mes  á  dos  años 
y  con  la  multa  de  50  á  500  liras,  d 

ce  Art.  272.  Erque  habiéndose  hecho  de  los 
verdaderos  sellos  ó  timbres  indicados  en  el  pre- 
sente capítulo  haga  uso  de  ellos  en  perjuicio 

(i)  Sé  refiere  á  la  imitación  del  sello  del  Estado. 

67 
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de  otros,  ó  en  provecho  suyo  ó  de  otros,  incu- 
rrirá en  las  penas  establecidas  en  los  artícu- 
los anteriores,  disminuidas  de  una  tercera  par- 
te á  la  mitad.  » 

«  Art.  273.  El  que  falsifique  ó  altere  billetes 
de  ferrocarril  ó  de  otras  empresas  públicas  de 
trasportes  ó  haga  uso  de  dichos  billetes  falsica- 
dos  ó  alterados,  aunque  lo  hayan  sido  por  otros, 
será  castigado  con  la  pena  de  reclusión  hasta 
un  año  y  multa  de  50  á  1,000  liras.  » 

a  Art.  274.  El  que  borre  ó  de  cualquiera  otro 
modo  haga  desaparecer  los  sellos,  timbres,  &, 
de  los  billetes  de  ferrocarriles  ó  de  otras  empre- 
sas públicas  de  trasporte  ú  otras  señales  pues- 
tas en  ellos  para  indicar  el  uso  ya  hecho  de 
ellos,  ó  haga  uso  de  tales  objetos  así  alterados, 
incurrirá  en  la  pena  de  reclusión  hasta  tres  me- 
ses y  multa  hasta  de  500  liras.  » 

Art.  208  El  que  falsifique  lafinna  de  cualquier 
otro  empleado  público^  ó  los  sellos^  marcas  ó  contra- 
señas qv£,  para  identificar  un  objeto  ó  asegurar  el 
pago  de  impuestos^  se  usan  en  las  oficinas  del  Estado, 
será  castigado  con  cárcel  en  tercer  grado  (i)  y  iww/¿a 
de  cincuenta  á  quinientos  pesos. 

Comentario.  Es  indudable  que,  entre  las  con- 
traseñas á  que  este  artículo  se  refiere,  están  in- 
cluidos las  llamadas  timbres  fiscales  y  timbres 
postales  ó  estampillas  de  correos;  y  creemos 
que  ademas  lo  están   las  estampillas  ó  timbres 


(i)  Tres  afíos. 


—  531  — 

s  por  los  rematistas  de  impuestos  para 
r  el  objeto  que  ha  pagado  ya  la  cuota 
:tiva;  porque  los  efectos  de  la  falsificación 
:en  sentir  al  fin  sobre  las  rentas  públicas, 
cometa  sobre  especies  directamente  ex- 
Jas  por  la  administración,  ya  sobre  las 
idirectamente  venda  por  el  intermedio  de 
Rtas.  Menoscabado  el  provecho  de  estos 
fraude,  las  ofertas  en  la  licitación  de  las 
;  fiscales  ó  municipales  irán  reduciéndose 
ssivamente.  Y  aun  cuando  esto  no  su- 
a;  la  ley  debe  cautelar  la  propiedad  y 
IOS  de  los  particulares  con  la  misma  soli- 
que  los  públicos. 


Código  argentino  comprende  en  su 
77,  reproducido  en  lo  pertinente  en  la 
iración  del  arttculo  anterior,  la  falsifica- 
e  toda  clase  de  sellos  oficiales  y  de  fir- 
e  funcionarios  públicos,  que,  como  lo  hí- 

notar,  castiga  indistintamente  con  las 
is  penas.  

Código  belga,  en  su  artículo  184,  cita- 
la  comparación  de  la  página  520,  castiga 
brma  que  allí  se  indica  las  falsificaciones 
sellos  y  marcas  oficiales  á  que  el  presen- 
culo  de  nuestro  código  se  contrae, 
trata  de  firmas. 
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El  Código  chileno,  prescinde  en  esta  parte 
de  la  falsificación  de  firmas  á  que  el  presente 
artículo  se  contrae;  mas  en  lo  relativo  á  sellos 
y  marcas  oficiales  contiene,  á  mas  de  lo  pres- 
crito en  su  artículo  i8i  que  hemos  reproducido 
en  la  página  522,  las  siguientes  disposiciones: 

(c  Art.  182  El  que  de  concierto  con  los  falsi- 
ficadores toma  parte  en  la  emisión  del  papel 
sellado  ó  estampillas  falsificados,  sufrirá  las 
penas  de  presidio  mayor  en  su  grado  mínimo 
(i)  y  multa  de  mil  á  tres  mil  pesos.  » 

«  Art.  183  El  que  sin  ser  culpable  de  la  fal- 
sificación á  que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
se  hubiere  procurado  á  sabiendas  papel  sellado 
ó  estampillas  falsas  y  los  emitiere  ó  introduje- 
re en  la  República,  será  castigado  con  presidio 
menor  en  sus  grados  mínimo  á  medio  (2)  y 
multa  de  ciento  á  mil  pesos.  » 

Las  penas  serán  presidio  menor  en  su  grado 
mínimo  (3)  y  multa  de  ciento  á  trescientos  pe- 
sos, sí  habiéndose  procurado  á  sabiendas  papel 
sellado,  ó  estampillas  falsas,  se  hubiere  hecho 
uso  de  ellos.  » 

«  Art.  184.  Cuando  la  falsificación  fuere  tan 
mal  ejecutada  que  cualquiera  pueda  notarla  y 
conocerla  á  la  simple  vista,  los  que  la  hubie- 
ren efectuado  y  los  que  expendieren  ó  intro- 
dujeren el  papel  sellado  ó  las  estampillas  asi 
falsificados,  se  reputarán  reos  de  engaño  y  se- 


(1)  De  5  años  y  un  día,  á  10  afíos. 

(2)  De  61  días,  á  tres  años. 

(3)  De  61  dias  á  540  días. 
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rán  castigados  por  este  delito  con  las  penas 
que  se  establecen  en  el  artículo  respectivo.» 
El  artículo  185  pena  la  falsificación  de  sellos, 
timbres  y  marcas  de  las  autoridades,  en  la  for- 
ma que  veremos  al  comparar  el  210  del  nues- 
tro. 

El  Código  español  olvida  también  las  falsi- 
ficaciones de  firmas  de  funcionarios  públicos  en 
este  lugar,  como  el  belga  y  el  chileno;  y  desti- 
na sus  artículos  286  á  290  inclusive,  reprodu- 
cidos en  las  páginas  524  y  525  á  castigar,  en  la 
forma  que  expresan  la  falsificación  de  las  mar- 
cas puestas  por  los  fieles  contrastes  en  los  ob- 
jetos de  oro  ó  plata;  de  los  sellos  usados  por 
autoridades;  y  de  los  sellos  y  marcas  que  se 
emplea  en  las  oficinas  públicas. 

Debe  notarse  que  las  falsificaciones  hechas  á 
#la  plum^  ó  por  medios  semejantes,  que  nues- 
tro Código  parece  haber  olvidado,  tienen  me- 
nor pena  que  las  efectuadas  por  medio  de  ins- 
trumentos aptos  para  la  reproducción  rápida 
de  las  imitaciones,  sin  duda  por  el  menor  daño 
que  puede  causarse  con  las  primeras;  juicio 
que  creemos  aventurado  porque  muchas  veces 
podrá  suceder  que  una  sola  falsificación  á  ma- 
no sea  más  nociva  que  centenares  de  otras  rea- 
lizadas por  instrumentos  ó  mecanismos  espe- 
ciales. 

El  art.  293  prevee  el  caso  de  rehabilitar  con- 
traseñas, marcas,  estampillas  etc.  borrando  el 
signo  puesto  en  ellas  para  inutilizarlas.  El 
hecho  es  en  realidad  punible;  pero  á  nuestro 
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juicio  no  tanto  como   falsificación;  sino  como 
defraudación. 

El  Código  francés  tampoco  habla  de  falsi- 
ficación de  firmas  de  funcionarios;  pero  sí,  en 
su  artículo  142,  que  hemos  reproducido,  com- 
parando el  207  del  nuestro,  página  527,  de  la 
de  sellos,  marcas  y  timbres  de  oficinas  públi- 
cas, en  los  términos  alli  expresados. 


El  Código  italiano,  como  casi  todos  los  que 
vamos  comparando  con  el  nuestro,  olvida  las 
falsificaciones  de  firmas,  para  contraerse  á  las 
de  sellos,  timbres,  marcas,  contraseñas,  y  de 
las  estampas  que  ellos  pueden  producir  en 
los  documentos  ó  papeles  en  que  deben  ser 
usados.  Castiga  esas  falsificaciones  y  el  uso 
culpable  de  las  especies  falsificadas  en  la  for- 
ma que  expresan  sus  artículos  265  á  268  in- 
clusive, que,  comparando  el  artículo  207  de 
nuestro  Código,  hemos  copiado  en  las  páginas 
528  y  5^9, 

Art.  209.  Se  considera  como  falsificación  la  im- 
presión fraudulenta  del  sello  verdadero  en  el  docur 
mentó  en  que  sea  necesario.  Este  delito  se  castigará 
con  un  grado  menos  de  la  respectiva  pena  señalada 
en  los  anteriores  artículos. 

Comentario.  Acordes  están  con  el  nuestro 
todos  los  códigos  que  con  él  vamos  comparan- 
do, en  declarar  punible  la  imposición  fraudu- 
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;1  sello  verdadero  en  el  documento  que 
iita;  pero  no  hay  la  misma  armonía  en 
á  las  condiciones  requeridas  para  que 
íea  delictuoso  ni  en  cuanto  á  su  gra- 

algunos,  solo  gozan  de  esa  garantía  los 

e  Estado  ú  oñcíales;  y  para  otros,  ella 

nsíva  á  los  de  empresas  é  individuos 

ares, 

unos,  ha  de  resultar  del  hecho  perjuicio 

lo,  á  la  autoridad,  á  la  corporación  ofi- 

la  empresa  ó  individuo  cuyo  sello  hu- 
lo  clandestinamente  estampado;  y  para 

acto  es  punible  aunque  no  produzca 

tro  Código  no  se  pronuncia  claramente 
juno  de  Tos  extremos  indicados;  con  lo 
lugar  á  dudas,  que  hacen  de  su  artículo 
ley  oscura  y  deficiente;  si  bien  parece, 
jgar  que  ocupa  en  el  título  de  falsifica- 
ie  sellos,  firmas  y  marcas,  que  se  incli- 
igurar  solo  la  integridad,  unicidad  é  in- 
dad  de  sellos  oficiales;  y  por  ta  breve- 
sus  términos,  que  ordena  el  castigo, 
no  resulte  daño,  tal  vez  por  el  desaca- 
mplica,  como  cree  el  Dr.  Malagarriga, 
idor  del  código  argentino.  Pero  la  gra- 
de la  imposición  fraudulenta  del  sello 
ra  expresamente  menor  que  la  de  las 
nones  por  imitación,  en  el  mero  hecho 
lar  á  ta  primera  menor  pena  que  á  las 
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El  Código  argentino  completa  su  artículo 
277,  parcialmente  trascrito  en  la  página  518, 
con  la  siguiente  disposición: 

«  Se  considera  como  falsificación  la  impre- 
sión fraudulenta  del  sello  verdadero  en  docu- 
mento en  que  sea  necesario.  j> 

Pero  no  reduce  en  tal  caso,  como  nuestro 
Código,  la  pena  de  la  falsificación. 


El  Código  belga,  en  sus  artículos  185  y  187, 
reproducidos  íntegramente  én  las  páginas  520 
y  521,  declara  delictuoso  el  mismo  acto  de  la 
imposición  fraudulenta  de  sellos  verdaderos;  y 
lo  castiga  con  las  penas  que  allí  se  indica. 


El  Código  chileno,  en  su  artículo  186,  pe- 
na con  presidio  menor  en  cualquiera  de  sus 
grados  (i)  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos  al  que 
habiéndose  procurado  indebidamente  los  ver- 
daderos sellos,  timbres,  punzones,  matrices  ó 
marcas,  ya  sean  destinados  á  autorizar  los  do- 
cumentos del  Estado,  ya  á  la  fabricación  de 
moneda,  ya  á  la  de  bonos,  acciones,  obligacio- 
nes, cupones  de  intereses  ó  de  dividendos,  ó 
billetes  de  banco  cuya  emisión  haya  sido  au- 
torizada por  la  ley,  ya  á  la  de  papel  sellado  ó 
estampillas,  hiciere  de  ellos  una  aplicación  per- 
judicial á  los  derechos  é  intereses  del  Estado, 
de  una  autoridad  cualquiera  ó  de  un  particular. 

(1)  De  61  días,  á  5  años. 


—  537  — 

Su  articulo  187  dispone  que  si  los  sellos  y 
más  instrumentos  indicados  en  el  acápite  an- 
■ior  pertenecieren  á  países  extranjeros  y 
;ren  falsificados,  ó  se  usare  de  los  falsificados 
r  distinta  persona;  las  penas  sean  presidio 
:nor  en  sus  grados  mínimo  á  medio  (2)  y 
lita  de  ciento  á  quinientos  pesos;  y  finalmen- 
su  artículo  188  declara  que  las  penas  serán 
isidio  menor  en  sus  grados  mínimo  á  medio 
nulta  de  ciento  á  mil  pesos,  cuando  háblen- 
se procurado  indebidamente  los  verdaderos 
los,  timbres,  punzones,  matrices  ó  marcas,  se 
biere  hecho  de  ellos  en  Chile  una  aplicación 
iso  perjudicial  álos  derechos  é  intereses  de 
>5  países,  de  una  autoridad  cualquiera  ó  de 
particular. 

He  aquí  un  Código  que,  á  la  inversa  del 
estro,  considera  alguna  vez  más  grave  la  im- 
sición  fraudulenta  que  la  falsificación  del  se- 


£l  Código  espaRol  trae  las  disposiciones  si- 
lentes: 

[  Art.  338.  El  funcionario  que  para  ejecutar 
tlquiera  falsificación  en  perjuicio  del  Estado, 
una  corporación  ó  de  un  particular  de  quien 
penda,  hiciese  uso  de  los  útiles  ó  ¡nstrumen- 
legitimosquele  estuvieren  confiados,  incu- 
rá  en  las  mismas  penas  pecuniarias  y  per- 
lales  que  corresponden  ala  falsedad  come- 
1,  imponiéndoselas  en  su  grado  máximo,  y 

2)  De  61  dtas  i  5  aflos. 
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además  en  la  de  inhabilitación  absoluta  tempo- 
ral en  su  grado  máximo  (i)  á  inhabilitación  ab- 
soluta perpetua». 

ct  Art  329.  Los  que  sin  estar  comprendidos 
en  el  artículo  anterior,  se  apoderasen  de  los 
útiles  ó  instrumentos  legítimos  que  en  el  mis- 
mo se  expresan  é  hicieren  uso  de  ellos  para 
ejecutar  cualquiera  falsiñcación  en  perjuicio  del 
Estado,  de  una  corporación  ó  de  un  particular 
á  quien  pertenecieren,  incurrirán  en  las  mismas 
penas  pecuniarias,  y  en  las  personales  inme- 
diatamente inferiores  en  grado  que  correspon- 
dan á  la  falsedad  cometida. 


El  Código  francés  castiga,  en  su  articulo 
141,  con  la  pena  de  reclusión  á  los  que  habién- 
dose proporcionado  indebidamente  los  verda- 
deros timbres,  martillos  ó  punzones  destinados 
á  marcar  las  materias  de  oro  y  de  plata,  hubie- 
sen hecho  de  ellos  uso  ó  aplicación  con  perjui- 
cio de  los  derechos  é  intereses  del  Estado;  y 
con  la  de  prisión  de  seis  meses  á  tres  años,  en 
el  143,  á  los  que  causaren  el  mismo  perjuicio 
abusando  de  los  legítimos  sellos,  timbres  ó 
marcas  destinados  á  ser  puestos  en  nombre  del 
Gobierno  en  las  diversas  especies  de  géneros  ó 
mercaderías,  al  uso  de  las  autoridades  ó  al 
franqueo  de  correspondencia. 

Prescribe  además  el  articulo  143  que  los  cul- 
pables á  que  él  se  refiere,  pueden  ser  privac" 

(i)  De  ro  años  y  un  día  á  12  aftos. 
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:chos  civiles  y  cívicos,  que  expresa 
1  periodo  de  cinco  á  diez  años,  y  so- 
or  tiempo  igual  y  en  virtud  de  la  sen- 
i  vigilancia  de  la  policía.  Advierte 
penas  vienen  después  de  cumplir  la 


Go  ITALIANO,  en  el  capítulo  relativo  á 
a  de  sellos,  en  el  que  sólo  habla  cta- 
e  sellos  oficiales,  si  bien  es  cierto  que 
disposiciones  parece  referirse  á  toda 
¡líos,  introduce  el  siguiente  articulo; 
2.  El  que  habiéndose  hecho  de  los 
i  sellos  ú  timbres  indicados  en  el 
Lpitulo  haga  uso  de  ellos  en  perjui- 
s  ó  en  provecho  suyo  ó  de  otros,  in- 
las  penas  establecidas  en  los  articu- 
res,  disminuidas  déla  terceta  parte 
> 

).  El  quf.  falsifique  sello,  firma,  marca  ó 
h  individuos  ó  establecimientos  particula- 
arresto  mayaren  cuarto  grado  (i)  ymvl- 
á  doscientos  pesos. 

io.  Como  es  natural  que  la  falsifica- 
por  objeto  la  persecución  de  algún 
t  lucro  ilícito;  creemos  que  siempre 
ifa  ó  defraudación  que  por  medio  de 
cometa,  merezca  pena  mayor  que  la 
;n  este  articulo;  se  debe  guardar  lo 
por  el  articulo  45. 
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El  Código  argentino,  en  su  artículo  278,  di- 
ce literalmente  lo  mismo  que  el  que  estamos 
comentando,  con  sola  la  diferencia  de  que  se- 
ñala como  duración  mínima  del  arresto  un  mes, 
y  como  máxima  un  año. 


El  Código  belga  reserva  la  falsificación  de 
firmas  de  particulares  para  castigarla  con  la  de 
los  documentos  en  que  se  cometiere;  pero  en 
su  artículo  184,  que  hemos  citado  en  la  pá- 
gina 520,  pena  en  la  forma  que  allí  se  indica  las 
falsificaciones  de  sellos,  timbres  ó  marcas  de 
establecimientos  privados  y  de  particulares, 


El  Código  chileno  procede,  respecto  de  las 
firmas  de  particulares,  en  el  mismo  sentido  que 
el  belga;  y  trae  el  articulo  siguiente  en  cuanto 
á  sellos,  marcas,  etc. 

«  Art.  183.  El  que  falsificare  boletos  para  el 
trasporte  de  personas  ó  cosas,  ó  para  reunio- 
nes ó  espectáculos  públicos,  con  el  propósito  de 
usarlos  6  de  circularlos  fraudulentamente,  y  el 
que  á  sabiendas  de  que  son  falsificados  los  usa- 
re ó  circulare;  el  que  falsificare  el  sello,  timbre 
ó  marca  de  una  autoridad  cualquiera,  de  un  es- 
tablecimiento privado  de  banco,  de  industria  ó 
ó  de  comercio,  ó  de  un  particular,  ó  hiciere  uso 
de  los  sellos,  timbres  ó  marcas  falsos,  sufrirá 
la  pena  de  presidio  menor  en  cualquiera  de  sus 
grados  (i)  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos. 

(i)  De  6t  días  á  5  afios. 
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El  Código  español  también  reserva  la  falsi- 
ficación de  firmas  de  particulares  para  casti- 
garla con  las  penas  de  la  falsificación  del  docu- 
mento en  que  la  firma  fuere  suplantada,  pero 
consigna,  respecto  de  los  otros  puntos  que 
abraza  el  presente  articulo,  las  disposiciones 
que  luego  copiamos: 

«Art.  291.  La  falsificación  de  sellos,  marcas, 
billetes  ó  contraseñas  que  usan  las  empresas  ó 
establecimientos  industriales  ó  de  comercio,  se- 
rá castigada  con  las  penas  de  presidio  correc- 
cional en  sus  grados  mínimo  á  medio.)»  (i) 

«Art.  292.  Será  castigado  con  la  pena  de 
arresto  mayor  (2)  y  multa  de  125  á  1,250  pese- 
tas el  que  expendiere  objetos  de  comercio,  sus- 
tituyendo en  ellos  la  marca  ó  el  nombre  del  fa- 
bricante verdadero  por  la  marca  ó  nombre  de 
otro  fabricante  supuesto.» 


El  Código  francés.  No  hemos  hallado  en 
éste  código  ninguna  disposición  que  garantice 
contra  la  falsificación  los  sellos,  timbres,  mar- 
cas ni  contraseñas  de  establecimientos  priva- 
dos ó  individuos  particulares. 

Sus  disposiciones  relativas  á  falsificación  de 
firmas  de  personas  no  investidas  de  carácter 
oficial,  están  contenidas  en  el  párrafo  de  falsi- 
ficación de  escrituras,  que  estudiaremos  al  tra- 
tar de  la  falsificación  de  documentos  siguiendo 
el  plan  de  nuestro  Código. 

Íi)  De  6  meses  y  un  día  á  4  afios  y  dos  meses. 
2)  De  I  mes  y  i  día  á  6  meses. 
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El  Código  italiano  tiene  dos  artículos  con- 
cebidos asi: 

oArt.  269.  El  que  imite  los  sellos  para  los 
documentos  ó  cualquiera  clase  de  estos  para 
su  aplicación,  será  castigado  con  la  reclusión 
de  seis  á  treinta  meses  y  con  la  multa  de  50  á 
á  1,000  liras.» 

«Art.  273.  El  que  fabrique  ó  altere  billetes 
de  ferrocarril  6  de  otras  empresas  públicas  de 
transporte  ó  haga  uso  de  dichos  billetes  falsifi- 
cados ó  alterados,  aunque  lo  hayan  sido  por 
otro,  será  castigado  con  la  pena  de  reclusión 
hasta  un  año  y  multa  de  50  á  1,000  liras. 

Art  211.  Si  fuese  empleado  el  que  incurra  en  al- 
guno  de  los  delitos  comprendidos  en  los  artículos  an- 
teriores y  lo  cometiere  abusando  del  cargo  que  ejerza, 
se  agravará  la  pena  en  dos  ó  tres  términos. 

Comentarios. — Conviene  notar  que,  para  la 
agravación  de  pena  que  este  articulo  impo- 
ne, no  basta  que  el  culpable  sea  un. funciona- 
rio público  6  empleado  particular;  sino  que  es 
preciso  además  que  cometa  el  delito  abusando 
del  cargo  ó  empleo  que  desempeña.  De  suerte 
que  el  funcionario  público  ó  empleado  particu- 
lar que  falsifique  sello  que  no  estaba  á  su  car- 
go, que  se  apodere  del  vigilado  ó  costudia- 
do  por  otro,  como  habria  podido  hacerlo  un 
particular  ó  un  estraño;  ó  falsifique  firma  en 
documento  en  que  no  intervino  ejerciendo  fun- 
ciones oficiales,  ó  propias,  de  su  empleo  será  pe- 
nado  como  los  delincuentes  comunes  del  mis- 
mo crimen. 
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Código  argentino  se  expresa  así: 
t.  279.  Si  fuese  empleado  el  que  incurra 
uno  de  tos  delitos  comprendidos  en  los 
os  anteriores,  y  lo  cometiere  abusando 
'go  que  ejerza,  sufrirá  el  máximun  de  la 
;  inhabilitación  perpetua.» 


Código  belga,  lo  mismo  que  los  demás 
¡tudiamos,  no  consigna  disposición  espe- 
ntra  los  funcionarios  públicos  ni  contra 
pleados  particulares  culpables  de  falsi- 
n  de  firma,  sello,  marca,  etc.;  por  lo  que 
os  comprendido  el  caso  en  el  artículo 
:!  expresado  código,  que  en  otros  loga- 
mos citado  y  que  repetimos  á  contínua- 
Dice  así: 

era  del  caso  en  que  la  ley  señale  espe- 
nte  las  penas  correspondientes  á  crlme- 
delitos  cometidos  por  funcionarios  ú  ofi- 
públicos,  cuando  estos  sean  culpables  de 
crímenes  ó  de  otros  delitos  que  estaban 
dos  á  prevenir,  hacer  constar,  perseguir 
imir,  se  les  condenará  á  las  penas  tnhe- 
>  á  estos  crímenes  ó  á  estos  delitos,  cuyo 
m  se  duplicará  si  se  trata  de  la  prisión,  y 
nentará  con  dos  años,  tratándose  de  la 
:ión  y  de  los  trabajos  forzados  tempora- 


CóDiGO  CHILENO,  en  los  Incisos  7.°  y  8." 
artículo  12."  declara  que  son  sircunstan- 
^ravantes  de  la  responsabilidad  criminal; 
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cometer  el  delito  con  abuso  de  confianza,  y 
prevalerse  del  carácter  público  que  tenga  el 
culpable;  y  en  sus  articulos  62  y  siguientes 
prescribe  reglas  para  la  aplicación  de  las  penas 
en  relación  con  la  calidad  y  número  de  las  cir- 
cunstancias de  agravación. 


El  Código  español  procede  en  el  mismo 
sentido  que  el  chileno.  Los  incisos  10  y  11  de 
su  artículo  10  son  los  que  dan  el  carácter  de 
circunstancias  agravantes  á  los  abusos  de  con- 
fianza ó  de  autoridad;  y  sus  artículos  78  á  88, 
los  que  establecen  las  formas  de  aplicación  de 
las  penas  según  las  causales  de  atenuación  ó 
agravación. 


El  Código  francés,  á  semejanza  del  belj 
establece  en  sus  artículos  166,  167  y    168,   las 
siguientes  reglas: 

«Todo  crimen  cometido  por  un  funcionario 
público  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  es  una 
prevaricación.» 

«Toda  prevaricación  contra  la  que  la  ley  no 
haya  consignado  pena  más  grave,  será  castiga- 
da con  la  degradación  cívica.» 

«Los  simples  delitos  no  constituyen,  con  res- 
pecto á  los  funcionarios,  el  crimen  de  prevari- 
cación.» 

Como  la  ley  francesa  no  ha  señalado  para 
el  funcionario  reo  de  falsificación  de  sello  y 
marca,  timbre  ó  contraseña  pena  especial,  ó 


—  545  - 

ha  reservado  el  castigo  de  la  falsificación  de  fir- 
mas para  los  casos  de.  falsificación  de  docu- 
mentos; es  claro  que  al  falsificador  de  sellos, 
martillos,  timbres  etc.  que  cometiere  el  delito 
abusando  de  su  empleo,  habrá  de  imponérsele 
la  pena  de  degradación;  atendiendo  á  que  el 
hecho  es  crimen  y  no  delito  por  la  naturaleza 
de  la  pena  impuesta  á  los  reos  comunes;  cons- 
tituye prevaricación  en  el  funcionario,  y  no  tie- 
ne pena  especial  designada  por  el  código. 

Las  falsificaciones  cometidas  por  empleados 
particulares  ó  dependientes  escapan  de  las  dis- 
posiciones anteriores  en  la  ley  francesa;  y  así 
tenía  que  ser,  pues,  como  lo  dijimos  en  el  co- 
mentario anterior,  no  las  menciona  siquiera. 


El  Código  italiano  se  halla,  en  esta  parte, 
en  condiciones   análogas  al  belga  y  al  francés. 

Su  artículo  209  dice: 

«Cuando  para  cometer  un  delito  se  valga  el 
autor  de  las  facultades  ó  de  los  medios  inhe- 
rentes al  cargo  público  de  que  está  investido, 
se  aumentará  la  pena  establecida  para  el  deli- 
to cometido  de  una  sexta  á  una  tercera  parte, 
á  no  ser  que  la  calidad  de  funcionario  público 
la  haya  tenido  ya  en  cuenta  la  ley.» 

Habrá,  pues,  que  hacer  el  aumento  de  las 
penas  señaladas  á  los  reos  comunes,  porque  en 
ninguno  de  los  casos  de  falsificación  de  sellos 
de  que  tratan  los  artículos  del  código  italiano 
que  hemos  reproducido  arriba,  se  toma  en 
cuenta  la   calidad    del  responsable;  pero,  en  lo 

69 
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relativo  á  falsificaciones  de  sellos,  timbres,  mar- 
cas y  contraseñas  particulares,  no  resulta,  de 
las  disposiciones  de  este  código  ninguna  di- 
ferencia en  la  penalidad,  ya  sean  cometidos  por 
sus  empleados  ó  dependientes  ya  por  indivi- 
duos estraños  ala  empresa,  establecimiento  ó 
individuo  perjudicados. 


TITULO  29 

DE  LA  FALSIFICACIÓN  DE    DOCUMENTOS  EN 

GENERAL 

Comentario.  Sin  duda,  consultando  el  legis- 
lador la  brevedad  en  la  expresión,  ha  incurrido 
en  la  inexactitud  de  afirmar  que  este  titulo  se 
consagra  á  describir  y  penar  las  falsificaeiones 
cometidas  en  todo  género  de  documentos,  pues 
esto  es  lo  que  se  entiende  por  documentos  en  ge- 
neral] pero  la  verdad  es  que  aquí  solo  se  trata 
de  las  falsificaciones  en  documentos  que  no 
sean  de  crédito  público,  á  los  que  está  destina- 
do el  titulo  siguiente. 

Entiéndese  por  documento  «la  escritura  6 
instrumento  con  que  se  prueba  ó  confirma  al- 
guna cosa»:  de  suerte  que  en  rigor  lo  mismo 
es  escritura  que  documento  ó  instrumento. 

Ei  Código  de  enjuiciamientos  en  materia  ci- 
vil divide  los  instrumentos  en  públicos  y  priva- 
dos; y  subdivide  los  primeros  en  auténticos  y  es- 
crituras públicas,  diciendo  que  los  públicos  son 
los  expedidos  por  persona  pública  caracteriza- 
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da;  y  los  privados,  los  hechos  por  personas 
particulares  sin  intervención  de  otra  autoriza- 
da, 6  por  persona  pública  en  actos  que  no  son 
de  su  oficio.  Agrega  que  si  la  persona  pública 
que  expidió  el  instrumento  es  un  Escribano 
público,  aquel  toma  el  nombre  de  escritura 
pública;  y  cuando  lo  expide  algún  otro  funcio- 
nario, el  de  auténtico. 

De  estas  clasificasiones,  y  del  orden  adopta- 
do por  el  presente  Código  para  describir  y  pe- 
nar las  falsificaciones;  se  infiere  que  solo  una 
clase  de  instrumentos  auténticos,  la  de  los  lla- 
mados de  crédito  público,  está  reservada  para 
el  título  siguiente;  entrando  en  éste  los  ins- 
trumentos auténticos,  las  escrituras  públicas  y 
los  documentos  privados. 

Art.  212.  Se  comete  falsedad  en    un  documento: 

I  .^  Suplantando  documento  que  no  ha  existido  en 
el  libro  ó  registro  en  que  se  inscriben  los  de  su  clase: 

2.®  Dando  testimonio  ó  copia  certificada  de  do- 
cumento que  no  existe: 

3.^  Alterando  documentos  verdaderos  de  alguna 
de  las  maneras  siguientes:  1^  Agregando  cláusulas^ 
suprimiéndolas^  varíándolas  sustancialmente  ó  bo- 
rrándolas; 2^  Variando  las  firmas  ó  fechas;  3.^ 
Suponiendo  circunstancias  ó  hechos  falsos;  4.^  Eje- 
cutando en  los  testimonios  ó  copias  certificadas,  que 
se  expidan  por  razón  de  oficio^  las  alteraciones 
que  se  enumeran  en  las  tres  primeras  partes  de  es- 
te inciso. 

Comentario.  Están  comprendidas  en  el  inciso 
3.**  de  este  artículo,  las  falsedades  que  en  los 
procesos  judiciales     cometieren   los  actuarios 
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dando  fé  de  haber  practicado  diligencias  que 
no  hicieron,  ó  de  haber  cumplido  con  solemni- 
dades legales  que  en  realidad  olvidaron  ú  omi- 
tieron maliciosamente,  pues  los  actos  judicia- 
les están  calificados  por  la  ley  (Art.  727  C.  E, 
C.)  como  inistrumentos  auténticos,  y  los  hechos 
expresados,  incluidos  entre  los  previstos  por 
la  tercera  parte  del  inciso  mencionado. 

Alcanzan  igualmente  á  dichos  procesos  las 
demás  prescripciones  del  artículo,  en  su  ca- 
lidad de  documentos  auténticos;  pero  he- 
mos llamado  especialmente  la  atención  so- 
bre la  tercera  parte  del  inciso  tercero,  porque 
es  la  que  casi  resume  todo  el  artículo,  y  la  que 
más  fácilmente  se  olvida  en  la  prática. 


Se  nos  ha  presentado  en  nuestras  tareas  ju- 
diciales el  siguiente  caso: 

Interesaba  á  un  reo  la  desaparición,  en  un 
libro  parroquial,  de  un  asiento  del  que  se  habla 
expedido  copia  certificada  en  debida  forma;  é 
hizo  arrancar,  ó  arrancó  por  si  mismo — esto 
no  llegó  á  probarse — la  hoja  que  contenía  tal 
asiento  y  la  sustituyó  ó  hizo  sustituir  con  otra 
semejante,  pero  no  con  t^ta  sutileza  que  no 
nos  apercibiéramos  de  la  suplantación.  En  la 
nueva  hoja  se  copió  por  la  misma  mano,  ó  imi- 
tando perfectamente  la  escritura  primitiva,  los 
antiguos  asientos;  duplicando  uno  y  omitiendo 
el  que  interesaba  suprimir.  Hecha  esta  ope- 
ración, sin  que  fuera  notada  por  el  nuevo  pá- 
rroco; se  le  pidió,   para  destruir  el  valor  del 


r- 
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certificado  expedido,  que  otorgase  otroh; 
constar  la  no  existencia  del  asiento  á  qi: 
refería.  El  párroco  dio  esa  constancia,  y 
presentada;  lo  que  nos  puso  en  la  mano  i 
del  hilo  para  descubrir  la  trama,  en  cuar 
obra  culpable;  pero  sin  que  pudiésemos 
á  conocer  á  sus  autores,  por  la  obstinad; 
tiva  del  reo,  empeñado  en  hacer  creer  < 
tenia  participación  ninguna  en  ella. 

Hay  en  este  caso  otros  detalles  que 
mos  por  no  conducir  á  nuestro  objeto, 
nos  contraeremos  á  decir  que  en  definid 
encontramos  con  lo  siguiente: 

i.°  Una  suplantación  de  una  hoja  de 
gistro  parroquial  perfectamente  comprol 
que  evidentemente  no  había  sido  hecha 
custodio  de  dicho  registro;  lo  que  ponU 
tor  al  abrigo  de  las  disposiciones  del  a 
185  sobre  mfidelidad  en  la  custodia  di 
mentos: 

2."  Un  certificado,  auténtico  según  to 
probabilidades,  de  que  en  cierta  fecha  exi 
ese  libro  el  asiento  cuyo  tenor  literal  re 
cía;  pero  cuya  veracidad  era  imposible 
tar  plenamente  por  la  confrontación  con 
ginal  ya  destruido: 

3.°  Otro  certificado,  igualmente  aut 
de  que,  con  fecha  posterior,  ya  ese  asier 
ginal  no  corría  en  la  hoja  del  registro  cit 
el  anterior,  ni  en  ninguna  otra. 

Estos  dos  últimos  certificados  tampoc 
bajo  las  disposiciones  del  presente  titulo,  j 
el  primero  no  está  incurso  en  el  inciso 
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artículo  212,  pues  el  certificado  se  otorgó  cuan- 
do el  asiento  original  existía;  y  el  segundo 
afirmaba  un  hecho  cierto  en  su  fecha. 

Aún  cuando  el  hecho  en  conjunto  pueda 
considerarse,  tal  vez,  como  un  conato  de  intro- 
ducir en  proceso  una  falsedad,  inutilizando  una 
de  sus  piezas,  á  semejanza  del  que  borra  cláu- 
sula de  un  documento;  juzgamos  que  sería  su- 
tilizar demasiado  el  interpretar  así  la  ley,  que, 
en  materia  penal  debe  ser  lo  más  clara  y 
terminante  que  pueda;  y  que  en  nuestro 
Código  faltan  disposiciones  para  castisgar 
debidamente  un  hecho  cuyo  carácter  delictuo- 
so ante  la  ciencia  no  puede  ser  más  manifiesto. 

No  tenemos  ley  que  castigue  el  delito  pre- 
visto por  el  artículo  185,  cuando  sea  cometido 
por  un  particular  burlando  la  vigilancia  del 
custodio  oficial  ó  privado  de  los  documentos 
que  él  expresa;  ni  ley  que  declare  reo  de  false- 
dad en  documento,  al  que  habiendo  sustraído, 
alterado,  destruido  ó  inutilizado  documentos 
existentes  en  escribanía  ó  archivo  oficial,  ó  te- 
niendo conocimiento  de  que  fueron  sustraídos, 
alterados,  destruidos  ó  inutilizados  por  otros, 
pretendiese  negar  en  juicio  los  hechos  que  de 
tales  documentos  hubieren  constado,  y  apoyar 
su  neo^ativa  en  el  certificado  de  su  no  existen- 
cia  actual. 


Cuando  menos  por  analogía  con  lo  declarado 
por  el  artículo  209,  debería  considerar  el  Có- 
digo como  falsificación  de  documento  el  acto 
de  conseguir  sorpresivamente  en  él  la  firma 


idera  del   funcionario   público  ó  individuo 
:ular  á  quien  falsamente  se  atribuye. 


Código  argentino,  en  su  artículo  280, 
textualmente  lo  mismo  que  el  nuestro, 
ws,..  ^jla  la  diferencia  de  que,  en  el  primero,  la 
tercera  parte  del  inciso  tercero  está  redactada 
así:  3^  suponiendo  circunstancias  ó  fechas  fal- 
sas. 

Creemos  un  ^simple  error  tipográfico  la  pa- 
labra fechas  que  subrayamos;  porque  ella  im- 
porta una  repetición  de  lo  dicho  en  la  segunda 
parte;  y  juzgamos  que  el  autógrafo  del  códi- 
go esté  en  absoluta  conformidad  con  el  nues- 
tro. 

Tenemos  á  la  vista  dos  ediciones  del  código 
argentino;  la  oficial  y  la  del  doctor  Malaga rri- 
ga:  en  ambas  está  la  palabra  fechas,  que  el  se 
g^ndo  deja  correr  sin  observación. 


El  Código  belga,  destina  el  cuarto  capítulo 
del  título  3.°  de  su  2°  libro  á  las  falsedades 
cometidas  en  escrituras  y  en  despachos  tele- 
gráficos, y  las  clasifica  en  las  tres  secciones  si- 
guientes: 

i^  Falsedades  en  documentos  auténticos  ó 
privados; 

a*  Falsedades  en  pasaportes,  licencias  de  ar- 
mas, libretas,  hojas  de  ruta  y  certificados; 

3*  Falsedades  en  despachos  telegráficos. 
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Los  delitos  que  describe  y  pena  en  la  prime- 
ra sección,  corresponden  á  los  que  nosotros 
calificaríamos  como  falsedades  en  escritura  pú- 
blica y  documentos  privados. 

Los  que  forman  la  segunda  sección,  corres- 
ponden á  los  que  nosotros  consideramos  como 
falsificación  de  documento  auténtico  (pero  que 
no  sea  de  crédito  público). 

Los  de  la  sección  tercera  entran  en  el  resu- 
men general  de  falsedades  hecho  por  el  artícu- 
lo 217  de  nuestro  Código, 

Previene  el  artículo  193  del  código  belga, 
que  las  falsedades,  para  ser  punibles,  han  de  ser 
cometidas  con  intención  fraudulenta  ó  con 
designio  de  perjudicar. 

Las  falsedades  de  la  i^  sección  pueden  con- 
sistir: 

1°  En  poner  los  funcionarios  públicos  firmas 
falsas,  alterar  documentos  escritos  ó  firmas, 
suponer  personas,  adiciones  ó  entrerrenglona- 
duras en  registros  ó  en  cualesquiera  otros  do- 
cumentos públicos  con  posterioridad  á  su  con- 
fección ó  conclusión. 

2^  En  redactar  los  funcionarios  ú  oficiales 
públicos  los  documentos  propios  de  su  minis- 
terio desnaturalizando  su  esencia  ó  circunstan- 
cias; sea  suscribiendo  convenios  diferetes  de  los 
formulados  ó  dictados  por  las  partes;  sea  ha- 
ciendo constar  como  verdaderos  hechos  que  no 
lo  son. 

3^  En  poner  los  particulares  firmas  falsas;  ó 
en  imitar  estas  y  lo  escrito;  ó  en  simular  con- 
venios,   disposiciones,  obligaciones   ó   desear- 
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I  en  insertar  estos,  después  de  cerrar  las 
ó  documentos;  ó  en  adicionar  ó  alterar 
lias,  declaraciones  ó  hechos,  que  sean 
)  propio  y  deban  hacerse  constar,  en  do- 
itos  públicos  y  auténticos,  ó  de  comercio, 
neo  ó  privados,  (art.  194,  195  y  196) 
1  falsedades  de  la  segunda  sección  pue- 
onsistir: 

En  imitar  ó  falsiñcar  un  pasaporte,  una 
ia  de  armas  ó  una  libreta,  ó  en  hacer  uso 
s  mismos  documentos  falsíñcados  por 
(art    198) 

En  tomar  nombre  supuesto  en  dichos  do- 
ntos,  ó  concurrir  como  testigo  para  que 
scpedidos  en  esa  forma,  (art  199) 
En  imitar  ó  falsificar   una  hoja  de  ruta,  ó 
leer  uso  de  la  falsificada  por  otro.  (art. 

En  tomar  nombre  supuesto  ó  calidad  que 
tiene  en  hoja  de  ruta.  (art.  201) 
En  expedir  un  oficial  público  alguno  de 
xpresados  documentos  sin  coilocer  á  la 
na  á  quien  lo  otorga  ni  tomar  las  infor- 
mes del  caso.  (art.  202) 
En  fingir  certificado  de  enfermedad  ó  im- 
lento  físico  para  librarse  ó  librar  á  otro 
1  servicio  debido  6  de  otra  obligación,  ya 
>mando  el  nombre  de  un  médico  ú  oficial 
co,  ya  bajo  nombre  imaginarlo  agregán- 
Talsamente  alguna  de  esas  calidades,   (art 

£n  expedir  los  médicos  ú  oficíales  públi- 
1  misma  clase  de  certificados  á  individuos 
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que  no  tengan  tal  enfermedad   ni  tal  impedi- 
mento, (art.  204) 

h)  En  ñngir  bajo  el  nombre  de  un  funciona- 
rio público  certificado  de  buena  conducta,  indi- 
gencia ú  otia  circunstancia  para  excitar  la  bene- 
volencia de  la  autoriddad  pública  ó  de  los  par- 
ticulares á  fin  de  que  les  proporcionen  soco- 
rros, crédito,  destino  etc.  (art.  205) 

t)  En  fingir  bajo  el  nombre  de  un  funciona- 
rio público  ó  aun  de  particulares,  certificados 
de  cualquiera  otra  naturaleza  que  puedan  com- 
prometer los  intereses  públicos  ó  privados, 
(art.  206) 

j)  En  haberse  servido  de  alguno  de  los  cer- 
tificados falsos  á  que  se  refieren  las  letras  /,  g^ 
hj  i.  (art.  207) 

I)  En  expedir  certificados  falsos,  falsificar 
certificados  ó  usar  de  certificados  falsificados  ó 
falsos  los  funcionarios  ú  oficiales  públicos, 
(art.  208) 

II)  En  haber  concurrido  como  testigo  para 
obtener  de  una  autoridad  pública  uti  certifica- 
do falso,  (art.  209) 

m)  En  haber  inscrito  los  fondistas  y  posade- 
ros en  sus  registros  bajo  nombres  falsos  ó  su- 
puestos á  las  personas  hospedadas  en  sus  ca- 
sas, (art  2 jo) 

Las  falsedades  de  la  tercera  sección,  en  fin, 
pueden  consistir  en  fingir  ó  falsificar  despa- 
chos telegráficos  los  funcionarios  consagrados 
á  este  servicio;  y  en  hacer  uso  de  tales  despa- 
chos. (art«  2 1 1  y  2 1 2) 
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DIGO  CHILENO,  en  su  articulo  193,  de: 

a  siguiente  forma  los  actos  que  con 

Isiñcación  de  documentos  públicos 

s: 

ontrahaciendo  6  fíngiendo  letra,  ñrm 

.  X 

üponiendo  en  un  acto  la  intervencíó 

tas  que  no  la  han  tenido.  » 

tribuyendo  á  tos  que  han  intervenid 

laraciones  ó  manifestaciones  difereí 

.  que  hubieren  hecho.  » 

altando   á  la  verdad  en  la  narractó 

í  sustanciales.  » 

Iterando  las  fechas  verdaderas.  » 

iaciendo   en    documento  verdader 

a   alteración  ó  intercalación  que  vari 

3.» 

'ando  copia  en  forma  fehaciente  d 
nento  supuesto,  ó  manifestando  ¡e 
contraria  ó  diferente  de  la  que  coi 
verdadero  original. » 
cuitando  en  perjuicio  del  Estado  ó  d 
llar  cualquier  documento  oficial.  » 
culo  175  declara  reo  de  falsedad  : 
3  ó  empleado  de  una  oficina  telegri 
in  el  ejercicio  de  sus  funciones,  foij 
;e  partes  telegráficos;  y  el  136,  al  ir 
jue  maliciosamente  hiciere  uso  dt 
ito  falsificado  á  que  se  refiere  el  art 
ó  del  parte  á  que  se  contrae  el  195. 
su  articulo  197,  constituyen  falsifica 
istrumentos  privados  los  mismos  a< 
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tos  descritos  en  el  artículo  193;  siendo  más  gra- 
ve la  que  recaiga  en  letras  de  cambio  ú  otra 
clase  de  documentos  mercantiles;  y  el  198  equi- 
para, con  el  falsificador,  para  los  efectos  pena- 
les^ al  que  haga  uso  maliciosamente  del  instru- 
mento falsificado. 

Dedica  sus  artículos  199  y  siguientes,  hasta 
205  inclusive,  á  castigar  á  los  empleados  p6bli- 
eos  y  médicos  que,  en  sus  respectivos  casos, 
otorgaren  pasaportes  ó  portes  de  armas  bajo 
nombre  supuesto  ó  los  dieren  en  blanco;  libra- 
ren certificación  falsa  de  méritos  ó  servicios,  de 
buena  conducta,  de  pobreza  ó  de  otras  circuns- 
tancias semejantes  de  recomendación,  de  enfer- 
medad ó  lesión  con  el  fin  de  eximir  á  una  per- 
sona de  un  servicio  público;  lo  mismo  que  á  los 
particulares  que  hicieren  uso  de  esos  falsos  do- 
cumentos ó  los  falsificaren. 


El  Código  español,  en  su  artículo  314  enu- 
mera los  actos  que  constituyen  falsificación  de 
documentos  públicos,  en  los  mismos  términos 
que  el  articulo  193  del  chileno  que  acabamos 
de  trascribir  arriba,  sin  más  diferencia  que  el 
inciso  octavo,  redactado  en  el  código  español 
de  esta  manera:  c  8.^  Intercalando  cualquiera 
escritura  en  un  protocolo,  registro  ó  libro  ofi- 
cial. 9 

Declara  el  mismo  artículo  que  no  sólo  son 
reos  de  falsedad  los  funcionarios  públicos  que 
abusando  de  su  oficio  practicaran  tales  hechos; 
sino  también  los  eclesiásticos  que  incurrieren 
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en  alguno  de  esos  delitos  respecto  á  actos  ó 
documentos  que  puedan  producir  efectos  en 
el  estado  de  las  personas  ó  en  el  orden  civil. 

El  artículo  315  de  dicho  código  hace  exten- 
sivas las  disposiciones  del  314  a  los  particula- 
res que  en  documento  público  ú  oñcial  ó  en 
letras  de  cambio  ú  otra  clase  de  documentos 
mercantiles  cometieren  alguna  de  las  falseda- 
des que  en  dicho  artículo  314  se  expresa,  sin 
más  diferencia  que  la  de  sustituir  para  ellos  con 
la  de  presidio  mayor  la  pena  de  cadena  tempo- 
ral impuesta  á  los  oficiales  públicos. 

Como  el  belga  y  el  chileno,   considera  delito 
de  falsedad  la  suposición  y  falsificación  de  des- 
pachos telegráficos  por  los  empleados  en  las 
oficinas  de  ese  ramo;  y  de  la  misma  manera 
que  ellos,  consigna,  en  sus  artículos  320  á  325, 
disposiciones  sobre  la  falsificación  de  cédulas 
de  vecindad  y  certificados,  análogas  á  las  esta- 
blecidas por  los  expresados  códigos  sobre  pa- 
saportes, licencias  de  armas  etc.,  que  reserva- 
mos para  la  comparación  de   nuestro  articu- 
lo 227. 

La  falsificación  de  documentos  privados  con- 
siste, según  el  artículo  318  del  código  español, 
en  practicar  en  ellos  los  mismos  actos  enume- 
rados en  su  artículo  314. 


El  Código  francés,  en  sus  artículos  145,  146 
y  147,  declara  como  actos  de  falsificación  de 
escritura  pública  ó  auténtica  ó  de  comercio  ó 
de  banco,  los  mismos  que  el  código  belga  agru 
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pa,  bajo  titulo  análogo,   en   sus  artículos   194, 
195  y  196  que  arriba  hemos  extractado. 

En  sus  artículos  150  y  151,  el  código  fran- 
cés declara  falsificaciones  de  escritura  privada» 
los  mismos  hechos  que,  practicados  por  parti- 
culares, constituyen  falsificación  de  escritura 
pública  (Véase  núm,  3.^  en  la  i^  sección  de  . 
falsedades,  Cod.  belg.)  ] 

Los  artículos  153  y  siguientes  hasta  162,  tra- 
tan de  las  falsificaciones  cometidas  en  los  pasa- 
portes, licencias  de  caza,  hojas  de  ruta  y  certi- 
ficaciones, en  forma  análoga  á  la  empleada  por 
los  códigos  belga,  chileno  y  español.  Con  el 
fin  indicado  en  el  párrafo  anterior,  omitimos  por 
ahora  el  estudio  de  esos  artículos. 


El  Código  italiano  declara  reos  de  falsifi- 
cación de  documentos  á  los  funcionarios  pú- 
blicos: 

I.*  Cuando  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
hagan  en  todo  ó  en  parte  un  documento  falso, 
ó  alteren  uno  verdadero,  pudiendo  de  esto  re- 
sultar perjuicio  público  ó  privado.    _ 

A  los  documentos  originales  serán  asimila- 
das las  copias  auténticas  de  los  mismos, 
cuando  con  arreglo  á  la  ley  hagan  las  veces  del 
original  faltando  éste.  (art.  275) 

2.®  Cuando  al  recibir  ó  redactar  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  un  documento,  certifiquen 
como  verdaderos  y  ocurridos  en  su  presenc 
hechos  ó  declaraciones  no  conformes  con 
verdad  ú  omitan  ó  alteren  las  declaraciones  n 
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:Ilo5,  cuando  de  esto  pueda  resi 
público  ó  privado,  ^art  276.) 
1  suponiendo  la  existencia  de  i 
úblico,  simulan  una  copia  de  él 
1  forma  legal,  ó  expiden  una  cop 
lento  público,  diferente  del  oríj 
ste  haya  sido  alterado  ó  destruíc 
(art.  277) 

Declara  igualmente  reos  de  falsiñcación  c 
documento: 

1."  Al  que  no  siendo  funcionario  públic 
cometa  una  falsedad  en  documento  público  < 
la  forma  indicada  en  el  articulo  275.  (art.  278^ 
2."  Al  que  atestigüe  en  falso  al  funcionar 
público  en  documento  público,  la  identidad  ó 
estado  de  su  propia  persona  ó  de  otra,  ú  otr 
hechos  cuya  verdad  esté  destinado  á  probar 
documento,  cuando  pueda  resultar  de  ello  pi 
juido  público  ó  privado,  (ar.  279) 

3.°  Al  que  haga  en  todo  ó  en  parte  un  doi 
mentó  privado  falso  6  altere  uno  verdade 
cuando  pueda  resultar  de  ello  perjuicio  pul 
co  6  privado,  {art.  280) 

Los  artículos  285  á  292  de  este  código  1 
Ren  ñn  análogo  y  se  hallan  en  el  mismo  cí 
que  los  de  los  códigos  belga,  chileno,  espai 
y  francés,  que  para  la  comparación  de  nuesi 
articulo  227  hemos  reservado  en  los  parral 
anteriores. 

Art.    213.    El    empleado    que    abusando 
su  oficio,   canuta  falsedad   en  documento  públí 
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será  castigado  con  reclusión  en  tercer  grado  (i)  y 
multa  de  doscientos  á  dos  mü  pesos. 

Si  el  delito  fuere  cometido  por  un  particular,  se 
aplicará  reclusión  en  segundo  grado  (2)  y  miUta  de 
ciento  á  mil  pesos. 

Si  se  cometiere  la  falsificación  'en  documento  pri- 
vado, la  pena  será  reclusión  en  pnmer  grado  (3)  y 
multa  de  cincuenta  á  quinientos  pesos. 

Comentario.  En  la  última  parte  del  comenta- 
rio anterior,  hemos  hecho  notar  la  diñcíencía 
del  Código  en  la  enumeración  de  los  modos  de 
cometer  falsificación  de  documentos;  por  lo  que 
debemos  agregar  aquí,  que  no  consideramos 
incursos  en  las  penas  señaladas  por  los  incisos 
de  este  artículo,  á  los  que  hubieren  practicado 
el  acto  inmoral  que  en  dicho  lugar  indicamos, 
y  que  no  es  producto  de  nuestra  fantasía,  pues, 
en  nuestra  práctica  judicial,  se  nos  ha  presen- 
tado el  caso  de  un  empleado  de  hacienda  que 
defraudaba  al  Fisco  fingiendo  órdenes  superio- 
res, que  hacia  firmar  al  respectivo  Ministro, 
presentándolas  entre  los  demás  documentos 
cuya  expedición  habia  sido  ya  acordada,  y  sor- 
prendiendo asi  la  confianza  de  su  jefe.  Si  no 
hubiera  mediado  la  circunstancia  de  la  de- 
fraudación; ese  empleado  habría  podido  eludir 
el  juicio  alegando  no  haber  materia  justiciable. 


(i)  Tresafios. 

(2)  Dos  afíos. 

(3)  Un  afio. 
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El  Código  argentino,  más  severo  que  el 
nqestro,  aunque  expresándose  en  los  mismos 
términos,  impone:  en  el  primer  caso,  la  pena 
de  tres  á  seis  años  de  penitenciaría  é  inhabili- 
tación perpetua  para  empleos  de  la  misma  clase, 
y  multa  de  doscientos  á  dos  mil  pesos;  en  el  se- 
gundo, la  de  prisión  por  uno  ó  tres  años  é  inha- 
bilitación por  doble  tiempo  y  multa  de  cien  á 
mil  pesos;  y  en  el  tercero,  la  de  arresto  por  un 
mes  ó  un  año  y  multa  de  cincuenta  á  quinientos 
pesos. 


El  Código  belga,  castiga  con  trabajos  forza- 
dos de  diez  á  quince  años,  á  los  funcionarios  pú- 
blicos que  hubiesen  cometido  en  ejercicio  de  sus 
funciones  alguna  de  las  falsedades  indicadas  en 
los  números  i.**  y  2.**  de  la  sección  i^;  y  con  re- 
clusión á  las  demás  personas  que  incurran  en 
las  que  expresa  el  número  ¿J"  de  la  misma  sec- 
ción,  (pag.  554.) 


El  Código  chileno,  en  su  articulo  193,  ci- 
tado en  el  comentario  de  nuestro  articulo  an- 
terior, castiga  con  presidio  menor  en  su  grado 
mínimo  (i)  al  empleado  público  que  abusando 
de  su  oñcio  cometiere  falsedad  en  documento 
público  ó  auténtico,  y  en  el  194  aplica  la  misma 
pena  de  presidio  menor  en  sus  grados  medio  á 

(i)  De  5  afios  y  un  día,  á  xo  afios. 

7» 
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máximo  (i)  á  los  particulares  que  se  hicieren 
reos  del  mismo  delito. 

Su  artículo  197  dice: 

«  El  que  con  perjuicio  de  tercero,  cometiere 
en  instrumento  privado  alguna  de  las  falseda- 
des designadas  en  el  artículo  193,  sufrirá  las 
penas  de  presidio  menor  en  cualquiera  de  sus 
grados  (2)  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos,  ó  só- 
lo la  primera  de  ellas  según  las  circunstan- 
cias. ]» 

((  Si  tales  falsedades  se  hubieren  cometido  en 
letras  de  cambio  ú  otra  clase  de  documentos 
mercantiles,  se  castigará  á  los  culpables  con 
presidio  menor  en  su  grado  máximo  (3)  y 
multa  de  quinientos  á  mil  pesos,  ó  solo  con  la 
primera  de  estas  penas  atendidas  las  circuns- 
tancias. » 


El  Código  español  castiga  con  cadena  tem- 
poral (4)  y  multa  de  500  á  5,000  pesetas  al 
funcionario  público  que  cometiere  las  falseda* 
des  descritas  en  su  articulo  314,  citado  en  la 
comparación  de  nuestro  artículo  212,  lo  mismo 
que  al  ministro  eclesiástico  que  incurriere  en 
igual  delito. 

Su  artículo  315,  citado  en  el  mismo  lugar, 
castiga  con  presidio  mayor  (5)  y  multa  de  500 


[ 


i)  De  54T  días,  á  5  afios. 
2)  De  61  días,  á  5  años. 

(3)  ^^  3  ^os  y  un  día,  á  5  afios. 

(4)  De  1 2  afios  y  un  dia,  á  20  afios. 

(5)  De  6  afios  y  un  día,  á  12  afios. 
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á  5,000  pesetas  á  los  particulares  culpable 
falsiñcactón  de  documento  público  ú  oñcia 
tra  de  cambio  ó  otra  clase  de  documentos 
cantiles. 

En  el  articulo  3 1 3  impone  presidio  ce 
cional  en  sus  grados  minimo  á  medio 
multa  de  250  á  2,500  pesetas  á  los  falsífí 
res  de  documento  privado. 


El  Código  francés,  en  sus  artículos 
146,  aplica  la  pena  de  trabajos  forzados  í 
petuidad,  á  los  funcionarios  ú  oñctales  pul 
falsiñcadores  de  escrituras  públicas  6  au 
cas  que  cometieren  el  delito  en  cualquíe: 
las  formas  que  hemos  indicado  en  la  com 
cíón  de  nuestro  anterior  artículo;  y  en  el 
la  de  trabajos  forzados  temporales  á  los 
culares  falsificadores  de  escritura  auténi 
pública  y  de  letra  de  cambio  ó  de  banco. 

En  su  artículo  150  castiga  con  reclusión 
que  falsifícaren  escritura  privada. 


El  Código  italiano,  cuyos  artículos  275 
277,  278,  279  y  280  hemos  dado  en  extra< 
comparar  nuestro  artículo  212  {pag.  55Í 
pone  respectivamente  á  los  que  incurren  í 
delitos  de  falsedad  ^descritos  en  ellos,  1 
guientes  penas: 

(1)  De  6  meses  y  un  día  á  4  afios  y  dos  meses. 


K. 
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i^  Beclusión  de  cinco  á  doce  años;  ea  el  caso 
del  artículo  275;  pero  si  el  documento  hiciere 
fé  hasta  que  se  le  impugne  por  falso,  la  reclu- 
sión será  de  ocho  á  quince  años; 

2^  Las  mismas  penas  en  el  caso  del  articulo 
276; 

3^  Reclusión  de  tres  á  diez  años,  en  el  del 
artículo  277;  pero  si  el  documento  fuere  de  los 
considerados  en  la  segunda  parte  del  número 
i.^  la  reclusión  no  podrá  ser  inferior  á  cinco 
años; 

4^  Reclusión  de  tres  á  diez  años,  en  el  del  ar- 
tículo 278;  más  hallándose  el  documento  entre 
los  que  legalmente  merecen  fé  mientras  no 
sean  impugnados  por  falsos,  la  reclusión  no  po- 
drá bajar  de  cinco  años. 

«c  Si  se  cometiere  falsedad  en  la  copia  de  un 
documento  público,  ya  sea  suponiendo  su  ori- 
ginal, ya  haciéndola  diferente  del  verdadero, 
ya  alterando  una  copia  verdadera;  la  pena  se- 
rá de  reclusión  de  uno  á  cinco  años,  y  si  el  do- 
cumento hiciera  fé  por  ley  hasta  ser  tachado  de 
falso;  la  reclusión  no  podrá  ser  inferior  á  tres 
años.  » 

5^  Reclusión  de  tres  meses  á  un  año  en  el 
caso  del  artículo  279;  y  de  nueve  á  treinta  me- 
ses si  se  tratare  de  un  documento  del  estado 
civil  ó  de  la  autoridad  judicial. 

«  Será  castigado  con  reclusión  de  tres  meses 
á  un  año,  quien  en  títulos  ó  efectos  de  comer- 
cio atestigüe  en  falso  su  propia  identidad  ó  la 
de  otra  persona. » 

6^  Reclusión  de  uno  á  tres  años,  en  el  del 
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jIo  28o;  más  la  pena  solóse  impone  cuan- 
falsificador  ü  otro  hagan  uso  del   docu- 
;nto  falsificado. 

í,  21éi.  El  que  á  sabiendas  haga  uso  de  un  do- 
to ó  certijicado  falso,  ó  de  uno  verdadero  ex- 
7  para  oti-a  persona,  cuyo  nombre  asume  ó  susti- 
on  el  suyo,  será  castigado  con  arresto  miyor  en 
logrado,  (i)  y  multa  de  diez  á  cincuerúa  pesos. 
el  documento  falso  fuere  presentado  en  juicio 
yrueba,  se  aumentará  un  grado  más  de  arresto, 
la  multa  será  de  cincuenta  á  quinientos  pesos . 

neniarlo.  Los  únicos  certificados  cuya  fal- 
dón condena  el  articulo  212,  son  los  ex- 
los  por  razón  de  oficio,  según  puede  ver- 
la 3?  y  4?  partes  de  su  inciso  3^,  Como 
ssente  articulo  impone  de  un  modo  ge- 
las  penas  que  él  designa,  al  que  hiciere 
de  certificados  falsos;  parece  que  compren- 
i  también  al  que  hiciere  lo  mismo  con  cer- 
do expedido  por  persona  particular,  como 
le  pobreza  y  buenas  costumbres,  de  que, 
í  lo  hemos  visto,  tratan  expresamente 
i  legislaciones;  más  á  nuestro  entender,  la 
icación  y  uso  de  tales  documentos  y  otros 
nismo  género,  están  incluidos  en  la  dispo- 
n  compleja  del  articulo  227,  en  que  caben 
s  las  falsedades  no  descritas  por  el  Código 
n  modo  especial. 
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El  Código  argentino  reproduce  casi  lite- 
ralmente, bajo  el  número  282,  el  artículo  de 
nuestro  Código;  pero  fija,  como  duración  del 
arresto,  de  seis  meses  á  un  año;  y  como  tasa  de 
la  multa,  de  veinte  á  cien  pesos,  para  los  casos 
ordinarios. 

En  el  de  presentación  en  juicio  del  docu- 
mento falsificado,  convierte  el  arresto  en  pri- 
sión de  uno  á  tres  años  é  impone  multa  de 
cien  á  mil  pesos. 


El  Código  belga,  en  su  articulo  197,  declara 
que  las  mismas  penas  decretadas  contra  los 
falsificadores  de  documentos  auténticos  6  pri- 
vados, son  aplicables  á  los  que  hayan  hecho 
uso  de  tales  documentos. 

Declaraciones  iguales  hacen  susarticulos  198, 
200,  207,  208  y  2 1 2  contra  los  que  usan  falsi- 
ficados respectivamente,  pasaporte,  hoja  de  ru- 
ta, certificado  de  exensión  por  enfermedad, 
defecto  físico  ú  otra  circunstancia;  certificado 
en  favor  de  un  funcionario  público,  y  despa- 
chos telegráficos. 


El  Código  chileno  también  equipara,  para 
la  imposición  de  la  pena,  á  los  reos  de  falsifica- 
ción de  documentos  públicos  ó  auténticos,  des- 
pachos telegráficos,  instrumentos  privados,  pa- 
saportes y  certificados  oficiales  ó  profesiona- 
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les,  y  á  los  que  maliciosamente  hicieren  uso  de 
tales  documentos  falsiñcados.  Asi  lo  dispo- 
nen respectivamen  sus  artículos  196,  198,  201, 
y  204. 


El  Código  espaRol,  castiga,  por  lo  general, 
con  penas  menos  rigurosas  que  á  los  falsiñca- 
dores,  á  los  que  hacen  uso  de  documentos  fal- 
siñcados, como  se  observa  en  los  siguientes 
artículos;  ■ 

«  ArL  304.  Los  que  sin  estar  en  relación 
con  los  falsificadores  ó  inCroductures  adquie- 
ran, para  ponerlos  en  circulación,  billetes  de 
Banco  ú  otros  títulos  al  portador  ú  sus  cupo- 
nes, sabiendo  que  eran  falsos,  serán  castigados 
con  la  pena  de  cadena  temporal.  >  (i) 

La  pena  de  los  falsificadores  é  introductores 
es  de  cadena  temporal  en  su  grado  medio  á  ca- 
dena perpetua  y  multa  de  2,500  á  25,000  pese- 
tas, (art.  303.) 

«  Art.  306.  Los  que  habiendo  adquirido  de 
buena  fe  billetes  de  Banco  ú  utros  títulos  al 
portador  ó  sus  copones,  comprendidos  en  los 
artículos  303  y  305,  los  expendieren  sabiendo 
su  falsedad,  serán  castigados  con  presidio  co- 
rreccional en  sus  grados  medio  á  máximo  (2) 
y  multa  de  de  250  á  2,500  pesetas.  » 

£1  articulo  305  castiga  con  candena  tempo- 
ral, á  los  que  falsifiquen  en  España  billetes  de 

(i)  De  13  afios  y  un  dia,  á  30  afios. 

(i)  De  2  afios,  4  meses  y  un  dia,  á  6  aflos. 
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Banco  ú  otros  títulos  al  portador  ó  sus  cupo- 
nes, cuya  emisión  esté  autorizada  por  una  ley 
de  un  país  extranjero  ó  por  una  disposición 
que  tenga  en  el  mismo  fuerza  de  ley. 

«  Art.  309.  El  que  á  sabiendas  negociare  ó 
de  cualquier  otro  modo  se  lucrare  con  perjui- 
cio de  tercero  de  un  título  falso  de  los  com- 
prendidos en  los  dos  artículos  precedentes,  in- 
currirán en  la  pena  de  presidio  correccional  en 
sus  grados  medio  y  mínimo  (i)  y  multa  de  150 
á  1,500  pesetas.  » 

Los  artículos  precedentes  son  el  307  y  308, 
que  respectivamente  castigan:  con  cadena  tem- 
poral (2)  y  multa  de  2,500  á  5,000  pesetas,  á 
los  falsificadores  ó  Introductores  de  títulos  no- 
minativos ú  otros  documentos  de  crédito  que 
no  sean  al  portador,  cuya  emisión  esté  autori- 
zada en  virtud  de  una  ley;  y  con  presidio  ma- 
yor en  su  grado  medio  á  cadena  temporal  en 
su  grado  mínimo  (3)  á  los  falsificadores  é  in- 
troductores de  documentos  del  mismo  género 
autorizados  por  ley  de  un  país  extranjero. 

«Art  310.  El  que  presentare  en  juicio  al- 
gún título  nominativo,  al  portador  ó  sus  cupo- 
nes constándole  su  falsedad,  incurrirá  en  las 
penas  de  presidio  correccional  en  sus  grados 
medio  y  mínimo  (4)  y  multa  de  125  á  1,250 
pesetas.  » 


(x)  De  6  meses  y  i  dfa,  á  4  años  y  2  meses. 
(2}  De  12  años  y  i  día,  á  20  años. 

(3)  De  12  años  y  i  día,  á  14  años  y  8  meses. 

(4)  De  2  años  4  meses  y  i  día  á  4  años  y  2  meses,  y  de 
6  meses  y  i  día,  á  2  años  y  4  meses,  respectivamente. 


r 


i 
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El  artículo  316  declara  que  á  los  que  en  jui- 
cio presentaren  falsiñcados  documentos  públi- 
cos ú  oficiales,  letras  de  cambio  ú  otros  docu- 
mentos mercantiles,  les  corresponden  penas 
inferiores  en  dos  grados  á  las  señaladas  para  los 
falsificadores  de  dichos  documentos;  y  el  319, 
que,  en  el  caso  de  presentación,  también  en 
juicio,  de  documento  privado  con  el  mismo  de- 
fecto, se  impondrá  al  que  lo  exhibiere  con  in- 
tención daftosa,  aunque  no  haya  tenido  parte 
en  la  falsicación,  la  pena  inferior  en  un  grado 
á  la  que  corresponde  al  autor  de  ella. 

En  los  demás  casos  de  presentación  ó  uso 
de  certificados  ü  otros  documentos  falsos,  im- 
pone también  penas  menos  graves  que  las  se- 
ñaladas á  los  falsificadores,  como  veremos  en 
la  comparación  de  nuestro  articulo  227. 


El  Código  francés,  en  su  articulo  148,  cas- 
tiga con  trabajos  forzados  temporales  al  que 
hiciere  uso  de  falsa  escritura  pública  ó  auténti- 
ca, ó  de  documentos  de  comercio  ó  de  Banco 
igualmente  falsos;  y  sus  artículos  153,  154  y 
156,  que  tratan  de  la  fialsificación  de  pasapor- 
tes y  licencias  de  caza,  y  de  hojas  de  ruta,  im- 
ponen las  mismas  penas  á  los  que  usan  de  ta- 
les documentos  y  de  los  que  los  suplantan  ó 
alteran. 

Respecto  de  la  presentación  en  juicio  de  do- 
cumentos falsos  ó  falsificados,  no  hallamos 
en  este  código  ninguna  disposición  especial. 

ya 
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El  Código  italiano,  equipara  en  su  arti- 
culo 281»  para  la  imposición  de  la  pena  al  que 
£aüsifica  documento  público  ó  privado;  según  el 
caso,  al  que  usa  del  documento  falsifícado;  y 
en  el  282  establece  que  si  los  que  falsifican  do- 
cumentos ó  usan  de  ellos,  cometen  el  delito 
para  procurarse  á  si  ó  á  otro  un  medio  proba- 
torio de  hechos  verdaderos,  incurrirán  en  la 
pena  de  reclusión  de  un  mes  á  dos  años  si  se 
tratase  de  documento  público,  ó  en  la  de  re- 
clusión hasta  seis  meses,  si  se  tratase  de  uno 
privado. 

Comparando  nuestro  articulo  227,  haremos 
notar  que,  tratándose  de  toda  clase  de  docu- 
mentos falsificados,  este  código,  como  el  chile- 
no mantiene  el  paralelismo  entre  los  autores 
de  la  falsificación  y  los  que  aprovechan  de 
ella. 


TITULO  3^ 


DE  LA  FALSIFICACIÓN  DE  DOCUMENTOS  DE  CBÉDITO. 

Art.  215.  Falsifica  documentos  dd  crédito  pú- 
blico: 

i.^  El  que  fabrica  f  introduce  ó  expende  á  sabien- 
das^  falsos  títulos  de  la  deuda  pública^  de  cualquie- 
ra denominación,  y  letras  ó  libranzcLS  del  Minis- 
terio ú  otras  oficinas  superiores  de  Hacienda: 


\' 
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2.^  El  qtie  altera  los  documentos  verdaderos ,  au- 
mentando la  cantidad  que  expresan,  ó  horrando  las 
anotaciones  de  cantidades  amortizadas  que  consten 
en  ellos: 

3.^  El  que  para  recabar  alguna  cantidad  del  Fis- 
cOf  fragua  expedientes  de  créditos  supuestos^  ó  au- 
menta maliciosamente  la  cantidad  de  una  acreencia 
legítima,  ó  apoya  su  crédito  con  pruebas  falsas: 

4.^  El  que  fábrica  papel  sellado,  libranzas  ó  le- 
tras de  la  Tesorería  ú  oficinas  inferiores  de  ha- 
cienda. 

Comentario.  Creemos  que  no  hay  en  el  inci- 
so I  .*"  de  este  articulo,  la  precisión  necesaria 
para  su  completa  claridad.  Entre  los  títulos 
de  la  deuda  pública  puede  haberlos,  con  inte- 
reses—que es  lo  más  corriente — y  sin  intere- 
ses: los  primeros  llevan  de  ordinario  adheridos 
á  la  misma  cédula,  que  constituye  el  titulo, 
los  cupones  de  intereses;  especie  de  títulos  adi- 
cionales que  representan  el  rédito  periódica- 
mente devengado;  y  aun  cuando  el  articulo,  en 
el  inciso  á  que  nos  referimos,  habla  de  títulos 
de  deuda  pública  en  general,  por  lo  que  debe 
inferirse  que  incluye  en  este  número  los  cupo- 
nes lo  mismo  que  las  cédulas;  podría  argüirse 
en  contrario,  y  pretenderse  que  la  falsificación 
de  cupones  no  se  halla  sujeta  á  las  mismas  pe- 
nas que  la  de  cédulas  á  verdaderos  títulos. 


Están  comprendidos  en  la  primera  parte  del 
inciso  3.°  tanto  el  que  falsifica   un   expediente 
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de  crédito  contra  el  Estado,  desde  la  solicitud 
de  reconocimiento  hasta  la  resolución  de  pago, 
cuanto  el  que  hace  intervenir  en  su  organiza- 
ción y  resolución  á  funcionarios  legítimos  y 
competentes,  y,  caminando  de  ardid  en  ardid, 
de  una  falsedad  en  otra,  logra  sorprender  la 
buena  fé  de  aquellos  y  alcanzar  el  reeonoci- 
miento  de  candidad  que  no  se  le  debió  jamás; 
puesto  que  uno  y  otro  fraguan  expediente,  es- 
tando al  sentido  figurado  de  la  expresión. 

Aumentan  maliciosamente  la  cantidad  de 
una  acreencia  legitima  el  que  por  falsificación 
altera  la  consignada  en  expediente  debidamen- 
te girado  y  resuelto,  y  el  que  reclama  más  de  lo 
que  se  le  debe,  apoyando  su  petición  en  docu- 
mentos ó  testimonios  falsos,  ó  sólo  bajo  la  fé 
de  su  palabra. 

La  exhibición  ó  cita  de  documentos  ó  testigos 
falsos  pueden  hacerse,  ya  para  reclamar  el  pa- 
go de  un  crédito  legitimo  y  circunscrito  en  sus 
verdaderos  límites,  ya  para  consegir  el  de  otro 
legítimo  pero  exagerado,  ya  en  fui  para  hacer 
valer  una  reclamación  falta  de  toda  verdad. 


No  hallamos  razón  para  que  el  papel  sella- 
do esté  incluido  entre  los  documentos  de  cré- 
dito público  á  que  se  contrae  el  inciso  4."  co- 
mo dijimos  en  el  comentario  general  de  esta 
sección:  (pag.  507)  el  papel  sellado  no  es  en 
rigor  sino  una  contrasena  dada  al  que  ha  paga- 
do un  impuesto  á  las   rentas  públicas,  y  de 
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modo  pueden  convenirle  las  denomi- 
:s  legales  de  documento,  instrumento  ó 
ra. 

ipel  sellado,  los  timbres  fiscales  ó  pos- 
as de  consumo  de  tabaco  y  otras  espe- 
loradas,  son  suceptibles  de  falsificación, 
.a  ^u^,  constituye  un  delito;  y  pueden  ser  ma- 
liciosamente vendidos  ó  usados  por  los  que  no 
los  falsificaron,  lo  que  constituye  tambiéa  otro 
delito.  A  uno  y  otro  aplican  penas  diferentes 
varios  de  los  distintos  códigos  que  con  el  nues- 
tro comparamos,  y  algunos  imponen  la  misma, 
pero  expresándolo  así,  por  la  falsificación,  el 
expendio  y  el  uso;  mas  nuestra  ley  sólo  casti- 
ga la  falsificación,  y  guarda  silencio  sobre  los 
otros  dos  puntos;  lo  que,  en  nuestro  sentir,  es 
una  omisión  que  se  debe  subsanar. 

Declarando  el  articulo  23^  de  la  ley  de  iTiu- 
cipalidades  de  14  de  Octubre  de  1892,  que  los 
bienes  municipales  gozan  de  los  mismos  privi- 
legios y  exensiones  que  las  leyes  conceden  á 
los  bienes  fiscales,  y  que  los  contratos  que  se 
celebre  sobre  aquellos  quedan  sujetos  á  las 
disposiciones  relativas  á  estos;  opinamos  por 
que  los  títulos  de  deuda  municipal  están  am- 
parados por  lo  prescrito  en  este  articulo  y  los 
dos  siguientes,  pues  las  cédulas  ó  bonos,  y  sus 
cupones,  no  son  sino  verdaderas  pólizas  de 
contratos  celebrados  por  el  Muncipio. 


El  Código  argentino  dice: 

■  Art,  283  Falsifica  documentos  de  crédito: 

1°  £1  que  fabrica  y  el  que  á  sabiendas  intro- 
duce al  país  falsos  títulos  de  deuda  pública  de 
una  provincia  ó  municipalidad  ó  el  que  se  en- 
carga de  expenderlos,  y  letras  ó  libranzas  de 
los  Gobiernos,  oñcinas  de  hacienda 
ú  municipal; 

2°  El  que  altera  los  documentos  ve 
aumentando  la  cantidad  que  expreí 
rrando  las  anotaciones  de  cantidades 
das,  que  consten  en  ellos; 

3^  El  que  para  recabar  alguna  can 
fisco,  fragua  expedientes  supuestos, 
ta  maliciosamente  la  cantidad  de  ur 
cía  legitima,  ó  apoya  su  crédito  coi 
falsas» 

Este  código  castiga  en  la  misma  f 
las  anteriores  falsificaciones,  la  de  b 
Banco  autori^tado. 


El-  Código  belga  castiga,  en  si 
173,  con  trajos  forzados  de  quince 
años  á  los  falsificadores  de  títulos  < 
emitidos  por  el  Tesoro  público,  de 
nes  de  intereses  ó  de  billetes  de  Baño 
dor  autorizados  por  la  ley;  y  en  el  1 
misma  pena,  de  diez  á  quince  años,  i 
cometieren  el  mismo  delito  en  docun 
igual  especie  correspondientes  á  un 
tranjero. 
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artículo  175;  con  la  misma  pena  de  tra- 
■zados,  de  diez  á  quince  años,  si  la  emi- 
ha  hecho  en  Bélgica,  y  con  reclusión, 
ejecutado  en  el  extranjero;  á  los  que 
1  falsificado  títulos  de  deuda,  ó  cupo- 
ntereses  que  afecten  á  una  provincia, 
:o,  establecimiento  público,  sociedad  ó 
o  particular. 

:ículo  176  declara  equiparados  con  los 
iores,  para  la  imposición  de  las  penas, 
e  de  acuerdo  con  ellos  cooperen,  ya  á 
,n  de  dichos  documentos,  ya  á  su  in- 
5n  en  Bélgica,  ya  á  la  mera  tentativa 
6n  é  introducción. 

ticulos  177  y  178  imponen  respectiva- 
,  pena  de  prisión  de  uno  á  cinco  años, 
mes  á  un  año,  al  que  á  sabiendas  com- 
titulos  falsos  y  los  expenda  ó  trate  de 
r;  y  al  que  habiéndolos  adquirido  de 
5,  los  haya  puesto  en  circulación  des- 
haber descubierto  su  falsedad.  A  es- 
>  le  aplica  además  el  segundo  de  di- 
culos,  una  multa  de  50  á  1000  francos 
3  fuere  grave. 

o  al  uso  y  venta  de  papel  sellado,  véa- 
■ticulos  181  y  183  de  este  código,  re- 
íos en  la  comparación  de  nuestro  ar- 
'7- 


>DiGO  CHILENO,  en  sus  artículos  172  á 
lusive  contiene  disposiciones  iguales  á 
s  artículos  173  á  178  del  belga,  que  en 


/ 
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párrafo  anterior  hemos  extractado:  sólo  hay  di- 
ferencia en  la  cantidad  de  las  penas,  que  en  e| 
código  chileno  es  la  siguiente: 

A  los  falsfícadores  de  bonos  del  Estado,  cu- 
pones de  intereses  correspondientes  á  estos, 
billetes  de  Banco  al  portador  cuya  emisión  es- 
tuviere autorizada  poruña  ley  de  la  República; 
presidio  menor  en  su  grado  máximo  á  presidio 
mayor  en  su  grado  mínimo  (i)  y  multa  de  mil 
á  tres  mil  pesos,  (art.  172)  Pero  si  los  títulos 
de  deuda  pública  ó  billetes  de  Banco  son  de 
país  extranjero;  presidio  menor  en  su  grado 
medio  (2)  y  multa  de  ciento  á  quinientos  pe- 
sos, (art.   173) 

A  los  falsifícadores  de  títulos  de  deuda  muni- 
cipal ó  de  establecimientos  públicos,  cupones  de 
intereses  de  esos  títulos,  acciones  de  socieda- 
des anónimas;  presidio  menor  en  sus  grados 
medio  á  máximo  (3)  y  multa  de  quinientos  á 
mil  pesos  si  la  emisión  hubiese  tenido  lugar  en 
Chile,  y  presidio  menor  en  su  grado  medio  (4) 
y  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos  cuando 
hubiere  tenido  lugar  en  el  extranjero,  (atr.  174) 

El  articulo  175  castiga  al  participe  en  la 
emisión  ó  introducción  de  los  documentos  fal- 
sos á  que  se  refieren  los  otros  artículos  ante- 
riores, con  la  misma  pena  que  al  falsificador; 
el  176,  con  presidio  menor  en  sus  grados  mí- 


(i)  De  5  afíos  y  un  día  á  10  afíos. 

(2)  De  541  días  á  tres  afíos. 

(3)  De  541  dias,  á  5  años. 

(4)  De  541  dias  á  3  años. 
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no  á  medio  (i)  y  multa  de  ciento  á  mil  pe- 
},  al  que  sin  ser  partícipe  en  la  .falsificación, 
biese  comprado  á  sabiendas  y  puesto  en  Gir- 
ación tales  documentos;  y  el  177  declara 
e  la  tentativa  de  estos  delitos  será  castiga- 
con  el  mínimo  de  pena  que  en  los  respecti- 
s  casos  corresponde  al  delito  consumado. 
A.  los  que  habiendo  adquirido  de  buena  fé 
jIos  falsos  de  los  expresados  en  los  artículos 
ados  en  estp  párrafo,  los  circularen  después 
constarles  su  falsedad,  les  impone  el  articulo 
S  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo  (2) 
Tiulta  de  ciento  á  trescientos  pesos,  si  subie- 
de  diez  pesos  el  valor  del  titulo  circulado, 
1  caso  contrario  considera  y  manda  penar  el 
cho  como  falta. 

Z^oncluye  el  código  chileno  el  párrafo  re- 
ivo  á  este  asunto  con  la  siguiente  disposi- 
n: 

I  Art.  179.  Si  la  falsificación  fuese  tan  grose- 
y  ostensible  que  cualquiera  pueda  notarla  y 
locería  á  la  simple  vista,  los  que  falsificaren, 
vendieren,  introdujeren  ó  circularen  los  titu- 
así  falsificados,  se  reputarán  reos  de  enga- 
y  serán  castigados  por  este  detito  con  Tas 
ñas  que  se  establecen  en  el  título  respec- 


i)  De  61  dfas  á  3  aRos. 
2)  De  61  dias  á  540  días. 
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El  Código  español  no  hace  distinción,  pa- 
ra los  efectos  penales,  entre  la  falsifícación  de 
títulos  de  crédito  emitidos  directamente  por  el 
Gobierno  ú  otras  instituciones  oñciales;  y  los 
expedidos  con  autorización  legal  por  institu- 
ciones privadas:  estatuye  en  general  sobre  fal- 
sificación de  documentos  de  crédito. 

En  la  comparación  de  nuestro  artículo  214, 
hemos  trascrito,  in  extenso  ó  extractado,  el  con- 
tenido de  sus  artículos  303  á  310  inclusive;  lo 
que  nos  releva  de  volver  á  indicar  aquí  cuales 
son  los  actos  que,  según  la  ley  española,  cons- 
tituyen falsificación  de  documentos  de  crédito 
público  ó  tráfico  ilícito  de  estos. 

Réstanos  si,  decir  que  también  este  código 
incluye  en  el  mismo  título  que  la  falsificación 
de  documentos  de  crédito,  la  de  papel  sellado 
y  otras  especies  valoradas;  más  no  confundién- 
dolas como  el  nuestro. 

Así,  su  artículo  311,  dice: 

«  £1  que  falsificare  papel  sellado,  sellos  de 
telégrafos  ó  de  correos,  ó  cualquiera  otra  cla- 
se de  efectos  timbrados,  cuya  expendición  es- 
té reservada  al  Estado,  será  castigado  con  la 
pena  de  presidio  mayor. »  (i) 

«  Igual  pena  se  impondrá  á  los  que  los  intro- 
dujeren en  el  territorio  español  ó  á  los  que 
los  expendieren  en  connivencia  con  los  falsifi- 
cadores ó  introductores. 

Y  el  siguiente  artículo: 


(i)  De  6  afios  y  un  dia  á  la  afios. 
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«312.  Los  que  sin  estar  en  relación  con 
los  falsificadores  ó  introductores  adquieran  á 
sabiendas  papel,  sellos  ó  efectos  falsos  de  la 
clase  mencionada  en  el  articulo  anterior  para 
expenderlos,  serán  castigados  con  la  pena  de 
presidio  correccional  en  sus  grados  mínimo  á 
medio  (i)  y  multa  de  150  1,500  pesetas. 

Agrega  el 

<c  Art.  313.  Los  que  habiendo  adquirido  de 
buena  fé  efectos  públicos  de  los  comprendidos 
en  el  artículo  anterior,  los  expendieren,  sabien- 
ds  su  falsedad,  incurrirán  en  la  pena  de  arres- 
to mayor  en  su  grado  máximo  á  prisión  correc- 
cional en  su  grado  mínimo.  »  (2) 

ic  Los  que  meramente  los  usaren,  teniendo 
conocimiento  de  su  falsedad,  incurrirán  en  la 
multa  del  quintuplo  al  décuplo  del  valor  del 
papel  ó  efectos  que  hubieren  usado.  » 


El  Código  francés,  en  su  artículo  139,  hace 
consistir  la  falsificación  de  efectos  públicos  en 
el  acto  de  contrahacer  ó  suplantar  los  efectos 
emitidos  por  el  Tesorero  público  con  su  tim- 
bre, y  en  hacer  uso  de  los  efectos  contrahe- 
chos; castigando  este  delito,  lo  mismo  que  la 
falsificación  de  billetes  de  Banco  autorizados  por 
la  ley  y  el  uso  de  tales  billetes  falsificados,  con 
la  misma  pena  de  trabajos  forzados  perpetuos 
impuesta  á  los  falsificadores  del  sello  del  es- 
tado. 


(i)  De  6  meses  y  un  día  á  4  afios  y  2  meses. 
(2)  De  6  meses  y  un  dia  á  2  años  y  4  meses. 
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El  Código  italiano  dice: 

«  Art.  263.  Para  los  efectos  de  las  leyes  pe- 
nales, se  equiparan  á  las  monedas  los  docu- 
mentos de  crédito  público  ». 

<í  Por  documentos  de  crédito  público  se  en- 
tiende, además  de  los  que  tienen  curso  legal 
como  moneda,  las  letras  y  documentos  al  por- 
tador emitidos  por  los  Gobiernos  y  que  cons- 
tituyan títulos  negociables,  y  todos  los  demás 
que  tengan  curso  legal  ó  comercial,  emitidos 
por  establecimientos  autorizade»^  para  hacer 
emisiones  1». 

Art.  216.  Los  reos  de  duilquiera  de  los  delitos  de- 
signados en  los  tres  primeros  incisos  del  artículo  pre- 
cedente, sufnrán  penitenciaría  en  segundo  grado  ( i ) 
y  multa  de  trecientos  á  tres  mü  pesos. 

Los  reos  comprendidos  en  el  inciso  cuarto^  cárcel 
en  tercer  grado  (2)  y  multa  de  ciento  á  mil  pesos. 

Art.  217.  Se  considera  circunstancia  agravante 
en  estos  delitos,  el  que  el  reo  sea  empleado  público  y 
abuse  del  empleo  para  cometerlos. 


El  Código  argentino  se  expresa  asi: 
<c  Art.  284.  Los  reos  del  delito  designado  en 
el  primer  inciso  del  artículo  anterior,  sufrirán 
la  pena  de  penitenciaría  por  tres  á  ocho  años 
y  multa  de  quinientos  á  mil  pesos  y^. 

ce  Los  reos  de  los    delitos  comprendidos  en 

(i)  9  afios. 
(2)  3  años. 
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los  otros  incisos,  sufrirán  prisión  de  uno  á  tres 
años  y  multa  de  trescientos  á  tres  mil  pesos  ». 

El  artículo  285  castiga  también  con  peniten- 
ciarla de  tres  á  ocho  años  y  multa  de  quinien- 
tos á  mil  pesos  á  los  que  fabrican  ó  introdu- 
cen en  el  país  ó  se  encargan  de  poner  en  cir- 
culación billetes  de  Banco  autorizados;  y  pre- 
viene que  si  el  billete  fué  recibido  en  pago  de 
buena  fé,  y  luego  se  expendiese  con  conoci- 
miento de  su  falsedad,  la  pena  sea  una  multa 
equivalente  al  triplo  de  la  suma  expendida. 


Los  Códigos  belga,  chileno,  espaRol  y  fran- 
cés imponen  á  los  falsificadores  de  documen 
tos  de  crédito  las  penas  que  hemos  indicadc 
en  las  respectivas  comparaciones  del  artícuU 
anterior. 

El  Código  italiano  castiga  los  mismos  de 
litos,  por  lo  general,  con  reclusión  y  multa;  pe 
ro  como  precisa  las  c¡  re  unta  netas  de  cada  cas( 
al  tratar  de  la  falsiñcación  de  moneda,  reserva 
mos  la  especifícación  de  las  penas  para  el  exá 
men  y  comparación  del  título  siguiente. 


TITULO  4." 

DB  LA   FALSIFICACIÓN  DE    MONEDA 

Árt.  218.  Falsifica  moiuda: 

I .**  El  <iue  fabrica,  falta  de  peso  ó  de  ley,  monea 
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de  oro  ó  plata  que  tenga  curso  legal  en  la  Repúbltca: 

2.®  E¿  que  sin  la  autorización  competente, 
fabrica  moneda  de  oro  ó  plata  que  tenga  curso 
legal  en  la  República,  aunque  sea  de  buen  peso  y 
buena  ley: 

Z-^  Él  que  fabrica,  dentro  del  territorio^  mo- 
7téda  de  oro  ó  plata  que  no  tenga  curso  legcU  en 
la  República: 

4.®  El  que  de  propósito  altera  el  peso  de  la 
moneda  de  oro  ó  plata  que  esté  en  circulación: 

5.**  El  que  sin  autorización  competente,  fabri- 
ca ó  altera  moneda  de  cobre  que  tenga  curso 
legal  en  la  República. 

Comentario.  La  falsificación  de  moneda  pue- 
de ser  una  defraudación,  como  en  el  caso  del 
inciso  i^  de  este  artículo;  un  engaño,  como  en 
el  del  inciso  2^,  ó  ambas  cosas  á  la  vez.  Se  de- 
be, por  consiguiente  castigar  en  ella,  no  sólo 
el  mal  que  resulta  al  que  de  buena  fé  recibe 
lo  que  no  representa  con  exactitud  el  valor 
que  en  cambio  entrega;  sino  el  abuso  que  se 
hace  de  la  garantía  del  Estado,  extendiéndola 
aparentemente  sobre  lo  que  él  no  ha  garanti- 
zado en  realidad. 


El  inciso  I.**  se  refiere  no  sólo  al  particular  que 
por  su  cuenta  fabrica  moneda  con  los  defectos 
que  él  indica;  sino  también  al  que,  teniendo 
autorización  oficial  para  fabricarlai  comete  frau- 
de en  su  peso  ó  en  su  ley. 

El  inciso  2.^  describe  un  delito  que  se  co- 
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meterá  muy  rara  vez,  porque  no  resultando 
de  su  perpetración  más  beneficio  al  culpable 
que  lo  debido  al  Estado  por  derechos  de  amo- 
nedación, no  es  fácil  que  se  arrostren  las  con- 
secuencias del  crimen  ante  la  perspectiva  de 
un  insignificante  provecho. 

El  3/  contiene  el  único  caso  de  falsificación 
en  que  nuestra  ley  proteje  intereses  extraños 
á  los  intereses  peruanos;  mas  lo  hace  induda- 
blemente con  el  exclusivo  objeto  de  cautelar 
los  segundos. 

El  inciso  4.*  más  que  un  caso  de  falsifi- 
cación lo  es  de  defraudación,  porque  cercenar 
la  moneda,  paradesminuir  su  peso,  conservan- 
do su  aspecto  originario;  es  una  sustracción 
fraudulenta  de  una  cantidad  de  metal,  y  no 
una  imitación  ó  adulteración  de  formas. 

La  separación  de  la  moneda  de  cobre,  no 
considerada  en  los  incisos  anteriores  al  5*°  só- 
lo puede  excusarse  considerándola  motivada 
por  la  necesidad  de  imponer  pena  distinta,  en 
antención  de  la  exigüidad  del  daño  que  con 
la  falsificación  de  ella  se  puede  causar;  porque 
entendemos  que  esencialmente  el  delito  es  el 
mismo,  cualquiera  que  sea  el  metal  de  que  es- 
té fabricada  la  moneda  legítima. 

Se  puede  también  falsificar  moneda  em- 
pleando metales  ó  aleaciones  metálicas  que 
imiten  las  ligas  de  oro  y  cobre,  plata  y  cobre, 
etc.,  que  ordinariamente  se  usa  para  la  fabri- 
cación de  las  monedas  legítimas;  pero  nuestro 
Código  no  se  ha  puesto  en  ese  caso:  él  sólo  ha- 
bla de  alteración  de  ley  y  peso;  y  no  se  puede 


^ 
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creer  que  considere  como  alteratión  de  ley  el 
empleo  de  metales  que  no  sean  el  oro  y  la 
plata  para  alearlos  con  el  cobre  ú  otra  sus- 
tancia. 

Más  cobre  que  el  tolerado  en  las  monedas 
de  oro  y  plata  será  alteración  de  ley;  pero  ha* 
cer  una  moneda  de  melchor  imitando  una  de 
plata,  es  sustituirla  sustancia;  no  alterar  la  ley. 

De  la  combinación  de  los  incisos  3.°  y  5.®  re- 
sulta que  la  falsificación  de  moneda  de  cobre 
sin  curso  legal  en  el  Perú,  aún  cuando  lo  ten- 
ga en  otro  país,  no  es  delito. 

Hallamos,  además,  deficiente  el  inciso  5.* 
porque,  si  bien  es  cierto  que  hoy  no  tiene  el 
Perú  más  monedas  legales  que  las  de  plata  y 
de  cobre,  por  haberse  desmonetizado  el  oro  y 
suprimido  la  circulación  de  la  provisional  de 
níquel;  es  posible  que  se  introduzca  en  nues- 
tro sistema  monetario  la  acuñación  legal  de 
piezas  de  nfquel  ú  otra  sustancia  de  menos  va- 
lor comercial  que  la  plata,  quedando  la  falsifi- 
cación de  ellas  fuera  de  la  ley  penal,  (i) 


Otra  cuestión  que  puede  presentarse  en  ma- 
materia  de  falsificación  de  moneda,  es  la  si- 
guiente: 

¿En  qué  especie  de  delito  incurre  el  que  fa- 
brica moneda  de  oro  ó  plata  que  en  otro  tiem- 
po tuvo  curso  legal  en  el  Perú,  pero  no  lo  tie- 
ne actualmente? 


(i)  Cuando  se  escribía  este  párrafo,   no  existia  la  libra 
de  oro  peruana,  equivalente  á  la  idglesa. 
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^Está  incluido  en  el  inciso  3odel  presente  ar- 
ticulo, ó  es  reo  de  defraudación  según  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  346? 

Nosotros  nos  inclinamos  á  resolver  la  cues- 
tión en  el  segundo  sentido;  porque  las  piezas 
de  moneda  retiradas  de  la  circulación  en  virtud 
de  una  ley,  pierden  su  carácter  de  medida  de 
valores;  dejan  de  ser  monedas  para  convertir- 
se en  una  mercadería  ordinaria,  en  una  canti- 
dad de  oro  ú  otro  metal,  cuyo  valor  en  cam- 
bio debe  determinarse  por  la  voluntad  de  los 
contratantes,  sin  consideración  á  la  garantía, 
ya  cancelada,  de  la  autoridad  pública. 


Algunos  códigos  niegan  hasta  cierto  punto 
el  carácter  de  falsificación  á  la  imitación  grose- 
ra de  monedas  empleando  material  que  se 
puede  distinguir  al  más  ligero  examen,  y  pro- 
cedimientos inaparentes  para  conseguir  el  éxi- 
to que  el  culpable  se  propuso,  Pero  el  Códi- 
go peruano  no  hace  distinciones  á  este  respec- 
to; da  á  sus  prescripciones  un  carácter  tan  ab- 
soluto, que  en  virtud  de  ellas  existen  en  la  pe- 
nitenciaria de  Lima  muchos  infelices  purgando 
el  delito  de  haber  fundido  unas  pocas  pesetas 
de  estaño  ó  de  plomo  en  moldes  de  barro. 
Creemos  que  para  evitar  esta  desproporción, 
injusta,  aunque  legal,  entre  el  delito  y  la  pena; 
convendría  adicionar  en  esta  parte  nuestro  Có- 
digo, con  disposiciones  análogas  á  las  que,  en 
el  examen  comparativo  que  va  en  seguida,  no* 
tara  el  lector. 
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El  Código  argentino  no  trata  de  falsifica- 
ción de  moneda;  pero  la  ley  federal  de  14  de 
Setiembre  de  1863  dice: 

«  Art.  60.  Los  que  fabriquen,  introduzcan  6 
espendan  moneda  falsa  de  especie  que  tenga 
curso  legal  en  la  Nación  y  sea  de  un  valor  in- 
ferior á  la  legitima,  serán  castigados  con  la 
pena  de  trabajos  forzados  desde  cuatro  hasta 
siete,  años  y  con  una  multa  de  500  á  5,000  pesos 
fuertes,  si  la  moneda  fuese  de  oro  ó  plata;  pe- 
ro si  fuera  de  cobre  aunque  su  valor  no  sea 
inferior  al  de  la  legitima,  con  la  de  trabajos 
forzados  por  dos  ó  cuatro  años,  y  multa  de  50 
á  500  pesos  fuertes  ». 

«r  Si  la  moneda  falsa  se  hubiere  recibido  en 
pago  de  buena  fé,  y  se  expendiere  con  conoci- 
miento de  su  falsedad,  la  pena  será  una  multa 
equivalente  al  triple  de  la  suma  expendida  ». 

Art.  6t.  El  que  cercenare  moneda  legitima 
de  oro  ó  plata,  será  castigado  con  uno  á  dos 
años  de  trabajos  forzados  y  una  multa  de 
50  á  500  pesos  fuertes.  El  que  expendiere  ó 
introdujere  moneda  cercenada,  incurrirá  en 
las  mismas  penas  ». 

«  Si  la  moneda  cercenada  se  hubiere  recicibí- 
do  en  pago,  de  buena  fé,  y  se  expendiere  con 
conocimiento  de  su  cercenamiento,  la  pena  se- 
rá una  multa  iquivalente  al  triple  de  la  suma 
expendida.  1» 

Va  hemos  advertido,  antes  de  principiar  este 
volumen,  que  el  código  argentino  no  conside- 
ra los  delitos  que  afectan  el  orden  y  derecohs 
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¡ela  Nación:  que  los  delitos  públicos  descritos 
y  penados  por  él  se  refieren  al  orden  y  dere- 
chos de  las  Provincias  confederadas,  quedando 
los  primeros  á  cargo  de  las  leyes  y  tribunales 
federales. 


El  Código  belga,  en  susarticulos  i6o  á  167, 
y  171  y  172,  declara  reos  de  falsificación  de 
monedas: 

I."  A  los  que  fabriquen  ó  alteren  monedas 
de  oro,  plata  ú  otro  metal  que  tengan  curso 
legal  en  Bélgica,  ó  que  no  lo  tengan; 

2."  A  los  que  de  acuerdo  con  los  falsificado- 
res hayan  cooperado  á  la  expendición  ó  tentí- 
va  de  expendición  de  las  monedas  falsificadas;  y 

3.'  A  los  culpables  de  fraude  en  la  elección 
de  los  marcos  destinados,  en  cumplimiento  de 
la  ley  monetaria,  á  la  comprobación  del  peso  y 
ley  de  las  monedas  de  oro,  plata  ú  otro  me- 
tal. 


El  Código  chileno  considera  también  reos 
de  falsificación  de  moneda:  i  °  al  que  sin  au- 
torización fabrica  moneda  pue  tenga  curso  le- 
gal en  la  República,  ya  sea  de  la  misma  mate- 
ria, peso  y  ley  que  la  legitima,  ya  de  peso  y  ley 
inferiores;  (art.  162)  2.°  al  que  cercena  mone- 
da de  oro  ó  plata  de  curso  legal;  (art.'  164)  3.° 
al  que  falsifica  moneda  que  no  tenga  curso  le- 
gal en  la  República;  (art.  165.)  4.°  al  que  cer- 
cena  la  misma  clase  de  moneda,  (art.  166.) 
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Mas  previsor  que  el  código  peruanc^  conde- 
na, en  su  articulo  163,  la  falsificación  de  mone- 
da de  oro  ó  plata  ó  de  vellón  que  tenga  curso 
legal,  empleando  otras  sustancias;y  declara,  era 
el  171,  que  si  la  falsificación  ó  cercenamiento 
fueren  tan  ostensibles  que  cualquiera  pueda 
notarlos  y  conocerlos  á  la  simple  vista,  los  c 
pables  serán  reputados  reos-  de  engaño  y  a 
tígados  por  este  delito. 


El  Código  espaRol,  castiga  como  culpabl 
de  falsificación  de  moneda: 

i.°  al  que  fabrica  moneda  falsa  de  un  val 
inferior  á  la  legitima;  {art.  294) 

2.'  Al  que  cercena    moneda  legítima;  ^(a 

295) 

3-''  Al  que  fabrica  moneda  falsa  del  valor  < 
la  legitima,  imitando  moneda  que  tenga  o 
so  legal  en  el  reino;  (art.  296) 

4.°  Al  que  fabrica  moneda  falsa,  ¡mitan< 
moneda  que  no  tenga  curso  legal  en  el  rór 
(art.  297) 

S."  Al  que  cercena  moneda  legítima  que 
tenga  curso  legal  en  elreino;  (art.  298) 

6."  A  los  que  introdujeren  en  el  reino  moi 
da  íaha,  ó  la  expendieren  á  sabiendas;  (a 
298) 

7."  A  aquellos  en  cuyo  poder  se  encueni 
monedas  falsas  que,  por  su  número  y  condic 
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nes  se  infiera  razona:bleniente  que  están  desti- 
nadas á  la  expendición.  A  estos  los  considercí 
reos  de  tentativa  de  expendición.  (art.  302) 


El  Código  francés  declara  culpables  de 
falsificación  de  moneda: 

i'^  Al  que  falsifica  ó  altera  las  monedas  de  oro 
6  plata  que  tienen  curso  legal  en  Francia,  ó  con- 
tribuya á  la  eniisión  ó  circulación  de  dichas  mo- 
nedas falsas  ó  alteradas  ó  á  su  introducción  en 
el  territorio  francés;  (art.  132) 

2.®  Al  que  practica  los  mismos  hechos  en  re- 
lación con  la  moneda  de  vellón  ó  de  cobre;  (art. 
Ídem) 

3.**  Al  que  fabrica  6  altera  en  Francia  mone- 
das extranjeras  ó  contribuye  á  su  emisión,  cir- 
culación ó  introducción  en  el  territorio  francés; 
(art.  133) 

4.*  Al  que  colora  las  monedas  que  tienen 
curso  legal  en  Francia,  ó  las  extranjeras,  con 
el  objeto  de  engañar  sobre  la  naturaleza  del 
metal  y  al  que  las  emite  ó  introduce  en  el  terri- 
torio, francés,  (art.  134) 


El  Código  italiano.  Según  este  código  son 
culpables  de  falsificación  de  moneda: 

i.^  El  que  hace  moneda  falsa  nacional  ó  ex- 
tranjera con  curso  legal  ó  comercial  en  el  Es- 
tado ó  fuera  de  él;  el  que  altera  de  cualquier 
modo  moneda  legitima  para  darle  la  apañen- 
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cía  de  un  valor  superior;  y  el  que  de  acuerdo 
con  el  que  ha  ejecutado  ó  concurrido  á  ejecu- 
tar la  falsiñcación  ó  alteración  de  la  moneda, 
la  intruduce  en  el  Estado,  ó  la  expende  ó  la 
pone  en  circulación,  ó  la  proporciona  á  otros 
con  el  fín  de  expenderla  ó  ponerla  en  circula- 
ción; (art.  256) 

2?  El  que  altera  monedas  de  la  calidad  indi- 
cada en  el  número  anterior  mermando  su  va- 
lor de  cualquier  modo,  ó  de  acuerdo  con  quien 
asi  haya  alterado  la  moneda,  realice  algunos  de 
los  actos  indicados  en  la  tercera  parte  del  cita- 
do número:   (art.  257) 

3.''  Al  que  fabrica  ó  tiene  instrumentos  des- 
tinados exclusivamente  á  la  falsiñcación  ó  alte- 
ración de  moneda,  (art.  260). 

Art.  219.  El  reo  designado  en  el  primer  incido  del 
artículo  precedente^  sufrirá  penitenciaría  en  segundo 
grado  ( 1 )  y  multa  de  trescientos  á  tres  mü pesos. 

El  designado  en  el  inciso  segundo,  penitenciaría  en 
primar  grado  (2)  y  multa  de  doscientos  á  dos  mil  pe- 
sos. 

Los  designados  en  los  incisos  tercero  y  cuar- 
to, cárcel  en  segundo  grado  (3)  y  multa  de  cien- 
to d  mil  pesos. 

Los  designados  en  el  inciso  quinto,  cárcel  en 
primer  grado  (4)  y  multa  de  ciento  á  guinten- 
tos  pesos. 


(i)  9  afios. 

2)  6  afios. 

3)  a  afios. 
(4)  X  afio. 
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El  Código  argentino,  como  ya  sabemos, 
no  trata  de  la  falsiñcación  de  moneda;  pero  la 
ley  de  14  de  setiembre  de  1863  designa  las  pe- 
nas que  en  la  comparación  del  artículo  ante- 
rior hemos  indicado,  aunque  olvida  la  falsiñca- 
ción y  cercenamiento  de  moneda  sin  curso  le- 
gal en  la  República. 


El  Código  belga  castiga  á  los  reos  de  fal- 
sificación de  moneda  con  las  siguientes  penas: 

I  .*  Con  trabajos  forzados  por  diez  á  quince 
años,  á  los  que  falsifican  moneda  de  oro  ó  pla- 
ta con  curso  legal,  (art.  160) 

2.**  Con  reclusión,  á  los  que  alteran  la  mis- 
ma clase  de  moneda,  (art.  161) . 

3.®  Con  prisión  de  uno  á  tres  años  á  los  que 
falsifican  moneda  de  otro  metal  con  curso  legal 
en  Bélgica,  pudiendo  ser  además  condenados  á 
interdicción,  y  sometidos  á  la  vigilancia  de  la  po- 
licía de  cinco  á  diez  años. 

La  tentativa  de  falsificación  la  castiga  con 
prisón  de  tres  meses  á  dos  años.  (at.  162.) 

4.^  Con  prisión  de  tres  meses  aun  año  á  los 
que  alteran  las  mismas  monedas,  (art.  163) 

5.®  Con  reclusión  á  los  que  falsifican  mone- 
da de  oro  ó  plata  sin  curso  legal,  (art.  164) 

6^  Con  prisión  de  uno  á  cinco  años  á  los  qué 
alteren  monedas  de  la  misma  clase,  pudiendo 
imponérseles  además  las  penas  accesorias  in- 
dicadas en  el  número  3^.  (art.  165) 
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7-'*  Con  prisión  de  seis  meses  á  dos  años  á 
losjque  falsifiquen  moneda  de  otro  metal  y  sin 
curso  legal. 

La  tentativa  la  castiga  con  prisión  de  un  mes 
áunafío.  (art.  i66). 

8.^  Con  prisión  de  dos  á  seis  meses  la  alte- 
ración de  las  mismas  monedas,  (art.  167.) 

9.®  Con  trabajos  forzados  de  quince  á  veinte 
años,  á  los  que  cometan  fraude  en  la  elección 
de  marcos  para  la  comprobación  del  peso  y  ley 
de  la  monada  de  oro  ó  plata,  (art.  171) 

10.^  Con  reclusión  á  los  que  incurran  en  el 
mismo  delito  tratándose  de  comprobar  el  peso 
y  ley  de  monedas  de  otra  clase  de  metal. 


El  Código   chileno,  cuyos    artículos   162^ 

164,  165  y  166,  hemos  extractado  en  la  compa^ 

ración  del  articulo  anterior,  impone  respectiva 

mente,   por  los   delitos  descritos  en  ellos,  las 

penas: 

i^  De  reclusión  menor  en  su  grado  mini* 
mo  (i)  y  multa  de  ciento  á  trescientos  pesos; 

2^  Presidio  menor  en  sus  grados  mínimo  á 
medio  (2)  y  multa  de  ciento  á  quinientos  pe- 
sos; y 

3^  Presidio  menor  en  su  grado  medio  (3)  y 
multa  de  ciento  á  quinientos  pesos  si  la  mone- 

(i)  De  61  á  540  días. 

(2)  De  61  días  á  3  afíós. 

(3)  De  541  dia$  á  3  afios. 
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da  sin  curso  legal  que  se  falsifique  fuere  de 
oro  ó  plata»  y  presidio  menor  en  su  grado  míni- 
mo (i)  y  multa  de  ciento  á  trescientos  pesos 
si  fuere  de  vellón;  4."*  presidio  menor  en  su 
grado  minimo  (2)  y  multa  de  ciento  á  tres- 
cientos pesos. 

Previene  el  articulo  162  que  cuando  se  falsi- 
fique moneda  con  curso  legal»  si  la  ley  y  peso 
fueren  inferiores  á  los  legales,  las  penas  serán 
presidio  menor  en  su  grado  medio  (3)  y  mul- 
ta de  ciento  á  quinientos  pesos. 

Para  el  caso,  no  previsto  por  el  código  pe- 
ruano, de  falsificar  moneda  de  curso  legal  em- 
pleando sustancias  diversas»  señala  el  chileno 
las  penas  de  presidio  menor  en  sus  grados  me- 
dio á  máximo  (4)  y  multa  de  quinientos  á  mil 
pesos»  si  la  moneda  falsificada  fuere  de  oro  ó 
plata;  y  las  de  presidio  menor  en  sus  grados  mi- 
nimo á  medio  (5)  y  multa  de  ciento  á  quinien- 
tos pesos,  si  fuere  de  vellón,  (art.  163) 


El  Código  español»  aplica  las  siguientes 
penas  para  los  siete  casos  de  falsificación  de 
moneda  especificados  en  la  comparación  del 
articulo  anterior: 


(i)  De  61  á  540  dias. 
(2)  De  61  á  540  dias. 

De  541  dias  á  3  afios. 

De  541  dias  á  5  años. 
(5)  De  61  dias  á  3  afios. 


(3) 
(4) 


7S 
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Para  el  i.®,  cadena  temporal  en  su  grado 
medio  (i)  á  cadena  perpetua  y  multa  de  2,500 
á  25,000  pesetas,  si  la  moneda  imitada  fuese 
de  oro  6  plata;  y  si  fuese  de  vellón,  presidio 
mayor  (2)  y  multa  de  250  á  2,500  pesetas. 

Para  el  2.°  presidio  mayor  (3)  y  multa  de 
250  á  2,500  pesetas  si  la  moneda  cercenada 
fuese  de  oro  6  plata;  y  si  fuese  de  vellón,  pre- 
sidio correccional  en  sus  grados  mínimo  á  me- 
dio (4)  y  multa  de  125  á  1,250  pesetas. 

Para  el  3.*,  presidio  correccional  en  sus  gra- 
dos medio  á  máximo  (5)  y  multa  de  250  á  2,500 
pesetas. 

Para  el  4.®,  presidio  correccional  en  sus  gra 
dos   medio  á  máximo  (6)  y  multa  de    125  a 
1,250  pesetas. 

Para  el  5.*,  presidio  correcional  en  sus  gra- 
dos mínimo  á  medio  (7)  y  multa  de  500  á  5,000 
pesetas, 

Para  el  6.^  las  mismas  penas  señaladas  á 
los  falsificadores  y  cercenadores  en  los  núme- 
ros precedentes,  según  el  caso. 

Para  el  7^.  las  que,  según  las  reglas  gene- 
rales establecidas  4)or  el  código,  corresponden 
á  la  tentativa  de  expendición  de  moneda  falsa. 


(i)  De  14  afíos  8  meses  y  un  día  á  17  afíos  y  4  meses. 

(2)  De  6  años  y  un  día,  á  12  años. 

(3)  De  Ídem  á  ídem. 

(4)  De  6  meses  y  un  día  á  4  afios  y  2  meses. 

(5)  De  2  años  4  meses  y  i  dta  á  6  afios. 

(6)  De  id  á  id  id  id. 

(7)  De  6  meses  y  i  día  á  4  afios  y  2  meses. 
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El  Código  francés  pena,  en  la  siguiente 
forma,  los  cuatro  casos  que  señala  dé  falsiñca- 
ción  de  moneda  y  describe,  según  hemos  visto 
en  la  comparación  del  anterior  articulo  de  nues- 
tro Código: 

£1  i^  con  trabajos  forzados  á  perpetuidad, 
si  la  moneda  falsificada  ó  alterada,  á  cuya  in- 
troducción, expendio  ó  circulación  se  hubiere 
contribuido,  fuese  de  oro  ó  plata; 

El  2.*  con  trabajos  forzados  temporales,  si 
el  delito  recayese  en  moneda  de  vellón  ó  de  co- 
bre. 

El  3.%  con  la  misma  pena  de  trabajos  forza- 
dos temporales. 

El  4.^,  con  prisión  de  seis  meses  á  tres  años. 


El  Código  italiano,  para  castigar  los  tres 
casos  generales  de  falsificación  de  moneda  con- 
tenidos en  el  respectivo  párrafo  de  la  compa- 
ración del  anterior  articulo,  señala  las  penas 
que  siguen: 

1^  Tres  á  doce  años  de  reclusión  para  los 
diferentes  actos  previstos  en  los  distintos  nú- 
meros del  artículo  256;  previniendo  que  si  el  va- 
lor legal  ó  comercial  representado  en  la  mone- 
da falsificada  ó  alterada  fuese  muy  considera- 
ble, la  pena  será  de  cinco  á  quince  años  de  re- 
clusión; y  que  si  el  valor  intrínseco  de  las  mo- 
nedas falsas  fuese  igual  ó  superior  al  de  la 
moneda  buena,  la  pena  será  de  uno  á  cinco  años 
de  reclusión, 
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2^  Uno  á  cinco  afios  de  reclusión  para  los 
hechos  áque  se  contrae  el  artículo  257. 

3^  La  misma  pena  para  los  culpables  conte- 
nidos en  el  articulo  260. 

Advierte  el  artículo  261  que,  cuando  para 
los  delitos  anteriormente  indicados,  se  aplique 
la  pena  de  reclusión,  se  unirán  siempre  la  mul- 
ta y  la  sumisión  á  la  vigilancia  especial  de  la 
autoridad  pública. 

Art  220.  Los  que  á  sabiendas  introduzcan  á 
expendan  moneda/alsa,  sufrirán  respectivamen^ 
te  la  pena  designada  para  los  falsificadores^  dis- 
minuida en  uno  6  dos  términos^  y  multa  de  cien- 
to á  mil  pesos. 

Comentario.  Creemos  que  esta  disposición  no 
comprende  al  que,  habiendo  tenido  parte  en  la 
falsificación  de  moneda,  se  encargue  de  intro- 
ducirla después  en  el  territorio  peruano;  porque 
el  que  tal  hace  es  coautor  ó  cómplice  del  pri- 
mero de  dichos  delitos,  y  debe  sufrir  la  pena 
en  proporción  á  su  grado  de  culpabilidad,  si- 
guiendo las  reglas  establecidas  en  el  título  i^ 
sección  quinta  del  libro  i.^ 


Parece  que  el  legislador  no  hubiese  tenido 
en  cuenta  al  que  de  buena  fé  recibe  moneda 
falsificada  ó  alterada,  y  la  expende  después 
de  haberse  convencido  de  su  ilegitimidad.  No 
de  otro  modo  se  explica  que  le  equipare,  para 
los  efectos  penales,  al  que  intencionalmente  ad- 
quiere moneda  falsa  ó  cercenada  para  expen- 
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derla  después:  la  responsabilidad  criminal  de 
ambos  es  muy  diferente,  en  lo  que  están  acor- 
des, como  vamos  averio,  las  demás  legislacio- 
nes que  estudiamos. 


El  Código  argentino.  (Véase  lo  dicho  res- 
pecto de  este  código  en  las  comparaciones  de 
los  artículos  anteriores). 


El  Código  belga,  en  su  artículo  i68,  casti- 
ga como  falsificadores  ó  como  cómplices  de  es- 
tos á  los  que,  de  acuerdo  con  ellos,  hayan  coo- 
perado á  la  expendición  ó  á  la  tentativa  de  ex- 
pendición  de  monedas  falsificadas  ó  alteradas 
y  á  su  introducción  ó  tentativa  de  introducción 
en  territorio  belga;  y  aftade 

«Art.  1Ó9.  El  que,  sin  ser  culpable  de  la 
participación  mencionada  en  el  articulo  prece- 
dente, haya  adquerido,  á  sabiendas,  monedas 
falsas  ó  alteradas  y  las  haya  puesto  ó  intenta- 
do ponerlas  en  circulación,  incurrirá  en  prisón 
de  un  mesa  tres  años.  1» 

<c  Art,  1 70.  Al  que  habiendo  recibido  por 
buenas  monedas  falsas  ó  alteradas  las  ponga  en 
circulación,  después  de  haber  comprobado  ó 
hecho  comprobar  sus  defectos,  se  le  impondrá 
multa  de  veintiséis  á  mil  francos.  » 


598 


El  Código  chileno,  en  su  artículo  167,  tra- 
ta del  mismo  modo  que  el  belga,  á  los  que,  de 
acuerdo  con  los  falsiñcadores  ó  cercenadores 
de  monedas,  tomen  parte  en  su  emisión  ó  in- 
troducción; y  luego  dice: 

«  Art  168.  El  que  sin  ser  culpable  deja  parti- 
cipación á  que  se  refiere  el  artículo  precedente, 
se  hubiere  procurado  á  sabiendas  moneda  falsi- 
ficada ó  cercenada  y  la  pusiere  en  circulación,  su- 
frirá las  penas  de  presidio  menor  en  sus  grados 
mínimo  á  medio  (i)  y  multade  cien  á  mil  pesos.» 

c  Art.  1 70.  El  que  habiendo  recibido  de  bue- 
na fé  moneda  falsa  ó  cercenada,  la  circulare 
después  de  constarle  su  falsedad  ó  cernamíen- 
to,  sufrirá  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  (2)  ó  multa  de  ciento  á  tres- 
cientos pesos,  si  el  valor  de  la  moneda  circula- 
da subiere  de  diez  pesos*  i» 

<í  Cuando  no  exceda  de  esta  suma,  estimán- 
dose el  hecho  mera  falta,  se  penará  como  tal.  » 


El  Código  español  procede  lo  mismo  que 
el  belga  y  el  chileno.  En  su  artículo  299  decla- 
ra á  los  introductores  y  expendedores  de  mone- 
da falsa  ó  cercenada  la  misma  responsabilidad 
criminal  que  á  los  falsificadores  y  cercenado- 
res  con  quienes  estuvieron  de  acuerdo  y;  des- 
pués añade: 


í 


i)  De  61  días,  á  3  años. 
2)  De  6z  dias  á  540  dla^. 
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«  Art.  300.  Los  que  sin  la  connivencia  de  que 
habla  el  artículo  precedente,  expendieren  mo- 
nedas falsas  ó  cercenadas,  que  hubieren  ad- 
quiñdo  sabiendo  que  lo  eran,  para  ponerlas 
en  circulación,  serán  castigados  con  las  penas 
de  presidio  correccional  en  sus  grados  me- 
dio á  máximo  (i)  y  multa  de  125  á  1,250 
pesetas.  » 

«Art.  301.  El  que  habiendo  recibido  de 
buena  fé  moneda  falsa,  la  expendiere  después 
de  constarle  su  falsedad  será  castigado,  si  la 
expendición  excediere  de  125  pesetas,  con  la 
multa  del  tanto  al  triplo  del  valor  de  la  mo- 
neda. » 


El  Código  francés  (art.  135)  releva  de  to- 
da responsabilidad  criminal,  al  que  recibiendo 
como  buenas  monedas  falsas  ó  alteradas,  las 
pone  dé  buena  fé  en  circulación;  pero  al  que 
procede  del  mismo  modo,  después  de  haberse 
instruido  y  convencido  de  la  mala  calidad  de  la 
moneda  que  recibió,  le  castiga  con  una  multa 
del  triplo  al  séxtuplo  de  la  moneda  circulada, 
advirtiendo  que  nunca  podrá  bajar  dicha  multa 
de  16  francos. 

En  la  comparación  del  artículo  anterior  he- 
mos indicado  las  penas  que  corresponden  á  los 
que  maliciosamente  contribuyen  á  la  emisión, 
introducción,  circulación  y  expendio  de  mone- 
das falsas  ó  cercenadas. 


(i)  De  2  años  4  meses  y  i  día  á  6  afios. 
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El  Código  italiano  (art.  258)  castiga  á  los 
que  maliciosamente  pero  sin  estar  de  acuerdo 
con  los  falsificadores,  expenden  ó  ponen  en  cir- 
culación moneda  falsificada  ó  alterada,  en  esta 
forma: 

i,^  Reclusión  de  uno  á  siete  años,  si  se  tra- 
ta de  falsa  moneda  nacional  ó  extranjera  con 
curso  legal  ó  comercial  en  el  Estado;  ó  de  mo- 
neda legítima  alterada  para  darle  apariencia  de 
un  valor  superior; 

2.®  Reclusión  de  tres  á  diez  años,  si  el  valor 
legal  ó  comercial  de  la  moneda  alterada  ó  fal- 
sificada fuese  muy  considerable; 

3.**  Reclusión  de  tres  á  treinta  meses,  si  se 
trata  de  moneda  alterada   mermando  su  valor. 

<c  Si  el  culpable,  dice,  hubiera  recibido  de 
buena  fé  las  monedas,  la  pena  será  dé  prisión 
hasta  seis  meses  ó  de  multa  hasta  2,000  liras.  )» 

El  artículo  259  reduce  las  penas  correspon- 
dientes á  éste  y  demás  casos  de  responsabili- 
dad por  delitos  de  esta  especie,  de  una  sexta 
á  una  tercera  parte,  siempre  que  la  falsedad  de 
la  monada  se  conozca  fácilmente. 


TÍTULO  5' 


DEL   FALSO  TESTIMONIO 


Comentario.  Parécenos  que  el  falso  testimo- 
nio no  debiera  considerarse  como  delito  esp-3 


—  6oi  — 

cial;  sino  como  un  acto  de  participación  en  otro 
ya  cometido,  si  se  presta  en  favor  del  acusado; 
ó  en  delito  que  se  prepara,  si  se  presta  en  fa- 
vor de  una  acusasión  calumniosa  ó  de  una  ac- 
ción civil  ó  excepción  injustas. 

£1  que  con  una  falsa  declaración  proteje  á  un 
criminal  es,  cuando  menos,  su  incubridor. 

£1  que  auxilia  al  calumniante  es  cómplice 
de  éste* 

£1  falso  testigo  en  causa  civil  es  cómplice  ó 
encubridor  de  un  deudor  punible,  de  un  usur- 
pador, defraudador  etc.  según  las  circunstan- 
cias. 

Sin  embargo,  todos  los  códigos  que  estudia- 
mos están  acordes  con  el  nuestro,  en  mirar  el 
falso  testimonio  como  acto  delictuoso  indepen- 
diente, y  en  señalarle  su  pena  propia. 


Antes  de  expon^er  las  prescripciones  de  núes* 
tro  Código  en  esta  materia;  creemos  de  nece- 
sidad investigar  en  qué  consiste  el  falso  testi- 
monio; ya  que  el  legislador  no  describe  el  deli- 
to, limitándose  á  las  insuficientes  indicaciones 
del  artículo  59  del  Código  de  enjuiciamien- 
tos. 

La  fórmula  que  la  ley  señala  para  recibir  el 
juramento  del  testigo  antes  de  oír  su  declara- 
ción, demuestra  que  éste  contrae  la  obligación 
de  decir  la  verdad,  toda  la  verdad  y  nada 
más  que  la  verdad,  en  cuento  á  los  hechos,  las 
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personas  que  los  practicaron,  y  las  circuns- 
tancias en  que  ocurrieron.  Faltan,  pues,  á  esta 
obligación: 

i^  El  testigo  que  relata  hechos  no  ocurrí- 
dos; 

2^  El  que  relata  incompletos  los  que  real- 
mente se  han  veriñcado; 

3^  El  que  agrega  circunstancias  á  los  hechos 
ciertos  para  desfigurarlos; 

4?  El  que  atribuye  intencionalmente  á  una 
persona  el  hecho  practicado  por  otra; 

5^  El  que  relatando  el  hecho  con  verdad, 
oculta  el  nombre  de  la  persona  que  lo  practi- 
có, asegurando  inexactamente  no  conocerla; 

6.''  El  que  indicando  con  exactitud  ciertas 
hechos  y  la  persona  que  los  practicó,  oculta 
otros  ejecutados  por  la  misma; 

7,**  El  que  asegura  inexactamente  y  con  ma- 
licia, haber  ocurrido  en  cierta  época  y  en  deter- 
minado lugar,  hechos  realizados  en  época  y  lu- 
gar diferentes. 

Compréndese  que  no  son  estos  todos  los  ca- 
sos de  falsedad  de  testimonio  que  pueden  pre- 
sentarse; pero  son  los  más  frecuentes;  y  habría 
convenido  que  la  ley,  por  lo  menos  en  una 
fórmula  general,  los  hubiese  abrazado  todos,  é 
indicado  cuándo  no  se  incurre  en  el  delito  ape- 
sar  de  la  inexactitud  de  la  declaración;  por 
cuanto  ella  puede  provenir  de  infidelidad  de 
los  recuerdos,  de  la  poca  importancia  de  los 
hechos  en  relación  con  el  testigo,  y  de  otros 
motivos  más. 
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Es  indudablemente  un  falso  testigo  el  que, 
conociendo  los  hechos  sobre  los  que  se  le  inte- 
rroga, con  todos  sus  detalles,  añrma  al  Juez 
que  todo  lo  ignora;  mas  es  imposible  aplicarle 
pena,  por  no  haber  modo  de  conseguir  la 
prueba  jurídica  de  la  falsedad  en  que  incurre. 
£1  conocimiento  es  un  hecho  de  conciencia;  y 
aún  cuando  por  el  testimonio  de  otros  se  acre- 
dite que  el  testigo  se  halló  en  condiciones  de 
ver  ú  oir  lo  que  asegura  no  haber  visto  ni 
oido;  no  habrá  el  derecho  de  afirmarle  lo  con- 
trario, desde  que  sólo  él  puede  dar  cuenta  de 
sus  percepciones.  Lo  mismo  sucede  con  el 
que  declara  ciertos  hechos  ocultando  los  de- 
más. 

Art.  221,  E¿  testigo  falso  será  castigado  en  el 
orden  siguiente: 

I  .^  Si  en  virtud  de  su  falso  testimonio  se  im^ 
pone  la  pena  de  muerte^  sufrirá  penitenciaria  en 
segundo  grado:  (i) 

2.^  Si  se  impone  penitenciaría^  expatriación^ 
confinamiento  ó  inhabilitación^  sufrirá  cárcel  por 
la  tercera  parte  del  tiempo  de  la  condena: 

3.**  Sise  impone  cárcel  reclusión  ó  arresto^  su- 
frirá respectivamente  la  tercera  parte  de  la  pena 
que  cause: 

4.®  Si  se  impone  suspensión  ó  multa,  sufrirá 
arresto  mayor  en  primer  grado  (2);  y  si  desti- 
ttmóny  arresto  mayor  en  tercer  grado.  (3) 


(i)  9  afios. 

2)  a  meses. 

3)  4  meses. 


í 
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Comentario.  Los  cuatro  casos  comprendidas 
en  este  articulo  son  de  falso  testimonio  pres- 
tado contra  el  reo,  en  causa  criminal,  descu- 
bierto después  de  ejecutoriada  la  sentencia  y 
cuando  ya  el  condenado  la  ha  cumplido  ó  co- 
menzado á  descontar;'  pues  si  la  falsedad  es 
reconocida  durante  el  enjuiciamiento,  es  bien 
claro  que  la  deposición  calumniosa  no  será  to- 
mada en  cuenta,  ni  se  llegará  á  imponer  pena 
ninguna  en  virtud  de  ella. 

Hemos  creído  necesaria  esta  avertencia,  por 
haber  oido  censurar  más  de  una  vez  las  dispo- 
siciones de  este  articulo,  creyéndolo  aplicable 
á  falsos  testigos,  reconocidos  á  sospechados  de 
tales  en  el  mismo  sumario  ó  inmediatamente 
después  de  haber  declarado  en  la  estación  de 
prueba.  El  fundamento  alegado  para  opinar 
asi  es  que  el  inciso  i^  dice: 

€  Si  en  virtud  del  falso  testimonio  u  impo- 
ne. Y  se  objetaba  que,  si  se  tratase  de  pena 
ya  impuesta,  diría: »  se  hubiese  ó  hubiere  im- 
puesto. De  ahí  se  derivaba  contra  la  ley  se- 
rios cargos,  que  la  presentaban  como  absurda. 

La  observación  más  es  gramatical  que  le- 
gal, pues  bien  se  comprende  que  la  mente  de  la 
ley  es  la  que  hemos  indicado;  y  con  más  clari- 
dad, fijándose  en  el  articulo  siguiente. 

Bueno  sería,  con  todo,  obviar  dificultades  en- 
mendando la  redacción. 


■  K  P^i 
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El  Código  argentino,  en  su  artículo  286, 
dice: 

«  El  falso  testigo  será  castigado:» 

«  i^  Si  en  virtud  de  su  falso  testimonio  se 
impusiese  la  pena  de  muerte,  sufrirá  peniten- 
ciaría por  seis  á  diez  años;  » 

«  2.**  Si  se  impusiese  presidio  ó  penitenciaría 
por  tiempo  indeterminado,  sufrirá  presidio  ó 
penitenciaría  por  tres  á  seis  años;  » 

«  3.°  Si  se  impusiese  presidio  ó  penitenciaría 
por  tiempo  determinado,  sufrirá  prisión  por 
uno  á  tres  años;  » 

«  4.*"  Si  se  impusiese  prisión,  destierro  ó  in- 
habilitación, sufrirá  arresto  por  tres  meses  á 
un  año; » 

«  5.**  Si  se  impusiese  arresto  ó  multa,  sufri- 
rá la  tercera  parte  de  la  pena.  » 


El  Código  belíía,  aunque  en  forma  siempre 
análoga,  castiga  con  distintas  penas  el  falso 
testimonio,  según  que  sea  prestado  en  materia 
criminal,  correccional  ó  civil. 

En  materia  criminal,  el  falso  testimonio  tie- 
ne la  pena  de  reclusión,  ya  sea  adverso,  ya 
sea  favorable  al  reo;  (art.  215)  pero  si  el  acu- 
sado ha  sido  condenado  á  muerte,  á  detención 
por  mas  de  diez  años,  ó  á  trabajos  forzados; 
el  falso  testigo  que  declaró  en  su  contra  tiene 
que  sufrir  la  pena  de  trabajos  forzados;  perpe- 
tuos en  el  primer  caso,  y  de  diez  á  quince  años 
en  los  otros  dos  (art.   216).     Estas    penas  se 
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biere  sido  declarada  calumniosa  por  sentencia 
ejecutoriada,  será  castigada  con  presidio  me- 
nor en  su  grado  máximo  (i).  y  multa  de  qui- 
nientos á  mil  pesos,  cuando  versare  sobre  un 
crimen;  con  presidio  menor  en  su  grado  medio 
(2)  y  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos,  si 
fuere  sobre  simple  delito,  y  con  presidio  me- 
nor en  su  grado  mínimo  (3)  y  multa  de  cien- 
to á  trescientos  pesos,  si  se  tratare  de  una  fal- 
ta. » 

El  Código  espaSol  trae  los  siguientes  ar- 
tículos: 

«í  Art.  332.  El  que  en  causa  criminal  diere 
falso  testimonio  en  contra  del  reo,  será  casti- 
gado: » 

<c  I.""  Con  la  pena  de  cadena  temporal,  en  su 
grado  máximo  (4)  á  cadena  perpetua,  si  el 
reo  hubiere  sido  condenado  en  la  causa  á  la 
pena  de  muerte  y  ésta  se  hubiere  ejecutado;  9 

«  Con  la  de  cadena  temporal,  {5)  si  el  reo  hu- 
biere sido  condenado  en  la  causa  á  la  de  cadena 
perpetua  y  la  hubiere  empezado  á  cumplir; » 

«  3.®  Con  la  pena  de  presidio  mayor,  (6)  si 
el  reo  hubiere  sido  condenado  en  la  causa  á  la 
de  cadena  perpetua  y  no  la  hubiere  comenzado 
comenzado  á  sufrir; » 


(i)  De  3  aftos  y  un  dia,  á  5  afSos. 

2)  De  541  dias,  á  3  años. 

3)  De  61   á  540  dias. 

(4)  De  17  años,  4  meses  y  un  día,  á  20  años. 

(5)  De  12  á  20  años. 

(6)  De  6  años  y  i  día  á  12  años. 


i 
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t  4."  Con  la  pena  de  presidio  correccional 
en  sa  grado  máximo  á  presidio  mayor  en  su 
grado  medio  (l)  si  el  reo  hubiere  sido  conde- 
nado en  la  causa  á  cualquiera  otra  pena  aBicti- 
tiva  y  la  hubiere  empezado  ¿sufrir;  » 

«  5.°  Con  la  pena  de  presidio  correccional 
en  su  grado  medio  á  la  de  presidio  mayor  en 
su  grado  mínimo,  (2)  si  el  reo  hubiere  sido 
condenado  en  la  causa  á  cualquiera  otra  pena 
añictiva  y  no  lu  hubiere  empezado  á  sufrir,  n 

«  6."  Con  las  penas  de  presidio  correccional 
en  sus  grados  médío  á  máximo  (3)  y  multa 
de  250  á  2,500  pesetas,  si  el  reo  hubiere  sido 
condenado  en  la  causa  á  pena  correccional  y 
la  hubiere  empezado  á  sufrir;  » 

«  y.°  Con  las  penas  de  presidio  correccional 
en  sus  grados  minímo  á  medio  (4)  y  multa  de 
150  á  r,5oo  pesetas,  si  el  reo  hubiere  sido  con- 
denado en  la  causa  á  pena  correccional  y  no  la 
hubiere  empezado  á  sufrir;  » 

«  8.°  Con  las  penas  de  arresto  mayor  en  su 
grado  máximo  á  presidio  correccional  en  su 
grado  mínimo  (5)  y  multa  de  125  á  1,250  pe- 
setas, si  el  reo  hubiere  sido  condenado  á  una 
pena  leve  y  la  hubiere  empezado  á  sufrir;  s 

«  9.°  Con    la    pena  de  arresto  mayor  (6)  y 

(1)  De  8  allos  y  un  día  á  10  allos. 
(3)  De  10  años  y  t  día  á  13  aflos. 

(3)  De  a  aQos  4  meses  y  i  dia  á  6  afios. 

(4)  De  6  meses  y  ud  dia  á  4  aflos  y  dos  meses. 

(5)  De  6  meses  y  i  dta,  á  3  aflos  y  4  meses. 

(6)  De  I  roes  y  i  dia  &6  meses. 
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multa  de  125  á  1,250  pesetas,  si  el  reo  hubiere 
sido  condenado  á  pena  leve  y  no  la  hubiere 
empezado  á  sufrir.  » 


El  Código  francés  dispone  lo  siguiente: 

cArt  361.  El  culpable   de   falso  testimonio 
materia  criminal,  ya  en  contra  del  acusado,  ya 
en  su  favor,  será  condenado  á  la  pena  de  re 
clusión.  9 

« Sinembargo,  si  el  acusado  hubiere  sido 
condenado  á  una  pena  mayor  que  la  de  reclu- 
sión, el  falso  testigo  que  hubiese  declarado 
contra  él,  sufrirá  la  misma  pena,  ji 

a  Art  362.  El  culpable  de  falso  testimonio 
en  materia  correccional,  ya  en  contra  del  acu- 
sado, ya  en  su  favor,  será  condenado. á  un  mí- 
nimum de  dos  ó  á  un  máximum  de  cinco 
años  de  prisión  y  á  una  multa  de  50  á  2,000 
francos.  9 

«  Sinembargo,  si  el  acusado  hubiese  sido  con- 
denado á  más  de  cinco  años  de  prisión,  el  fal- 
so testigo  que  hubiese  declarado  contra  él,  su- 
frirá la  misma  pena.  » 

ff  El  culpable  de  falso  testimonio  en  materia 
de  policía,  ya  en  contra  del  asusado,  ya  en  su 
favor,  será  condenado  á  la  pena  de  uno  á  tres 
años  de  prisión  y  á  una  multa  de  16  á  100  fran* 

COS.  » 

Permite  este  código  que  en  ambos  casos  los 
culpables,  después  de    cumplida   su  condena, 
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sean  sometidos  á  interdicción  de  ciertos  de- 
rechos y  vigilancia  de  la  autoridad  de  cinco  á 
diez  años. 

Es  necesario  fíjar  bien  la  atención  en  la  se- 
gunda parte  del  articulo  361  de  este  código. 
A  primera  vista  parece  que  impone  al  falso  tes- 
tigo la  misma  pena  que  se  hubiere  aplica- 
do al  reo  por  su  culpa:  pero  no  es  asi;  lo  que 
él  prescribe  es  que  la  pena  del  falso  testigo 
sea  la  de  reclusión,  aun  cuando  la  que  se  im- 
ponga al  enjuiciado  fuere  mayor  que  ésta. 


El  Código  itaijano  describe  el  falso  testi- 
monio, y  pena  el  que  se  prestare  en  causa  cri- 
minal, del  modo  siguiente: 

«  Art.  214.  El  que  declarando  como  testigo 
ante  la  autoridad  judicial,  afírme  lo  falso,  ó  nie- 
gue la  verdad,  6  calle  en  todo  ó  en  parte  lo  que 
sepa  acerca  de  los  hechos  sobre  los  cuales  sea 
interrogado,  incurrirá  en  la  pena  de  reclusión 
de  uno  á  treinta  meses  y  de  inhabilitación  tem- 
poral para  cargos  públicos.  » 

<r  La  reclusión  será  de  uno  á  cinco  años,  si  el 
hecho  se  cometiere  en  perjuicio  de  un  acusado 
ó  en  los  debates  en  causa  criminal;  y  de  tres  á 
á  diez  años  si  concurrieren  ambas  circunstan- 
cias. ]» 

ff  Si  el  hecho  hubiere  dado  lugar  á  una  sen- 
tencia condenatoria  á  pena  mayor  que  la  reclu- 
sión, ésta  será  de  diez  á  veinte  años. )» 

«  Si  se  hubiere  prestado  la  declaración  sin 
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juramento,  se  rebajará  la  pena  de  una  sexta  á 
una  tercera  parte.  » 

«  Art.  215.  Estará  exento  de  pena  por  el  he- 
cho previsto  en  el  articulo  anterior:  » 

«  I  .^  El  que,  manifestando  la  verdad,  se  ex- 
pondría á  sí  mismo  ó  á  algún  pariente  cercano 
á  grave  perjuicio  en  su  libertad  6  en  su  ho- 
nor; » 

«  2^  El  que  por  sus  propias  condiciones  per- 
sonales, declaradas  por  él  al  juez,  no  hubiera 
debido  comparecer  como  testigo  ó  hubiera  de- 
bido ser  advertido  de  la  facultad  que  tiene  de 
abstenerse  de  declarar. » 

<c  La  pena  se  rebajará  solo  de  la  mitad  á  las 
dos  terceras  partes,  si  la  falsa  declaración  ex- 
pusiera á  otra  persona  á  una  causa  ó  una  con< 
dena. » 

«Art.  216.  Estará  exento  de  pena  por  el  he- 
cho previsto  en  el  articulo  214  el  que  habiendo 
declarado  en  causa  penal,  se  retracte  de  la  fal- 
sedad y  manifíeste  la  verdad  antes  que  la  ins- 
trucción se  termine  con  sentencia  ó  providen- 
cia de  no  haber  lugar  á  procedimiento,  ó  antes 
que  se  terminen  los  debates  ó  se  aplace  la 
causa  para  otra  audiencia  por  causa  del  falso 
testimonio.  » 

«  Si  se  efectuare  la  retractación  posteriormen* 
te  ó  se  reñriese  á  una  declaración  falsa  en  jui- 
cio civil,  la  pena  se  rebajará  de  una  tercera 
parte  á  la  mitad  con  tal  que  tenga  lugar  antes 
que  se  dicte  en  la  causa  en  que  diclaró  en  fal- 
so el  veredicto  de  los  jurados  en  los  juicios  en 
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que  entienda  este  tribunal,  ó  la  sentencia  en  los 
demás  juicios.  » 

Si  de  la  falsa  declaración  resultare  el  arresto 
de  cualquier  persona  ú  otro  grave  perjuicio  pa- 
ra la  misma,  la  pena  no  se  disminuirá  más  que 
en  un  tercio  en  el  caso  de  la  primera  parte  y 
en  una  sexta  en  el  caso  del  primer  párrafo  del 
presente  artículo. 

Estas  disposiciones  abren  las  puertas  al  arre- 
pentimiento, evitando  con  prudente  previsión 
los  funestos  resultados  de  un  testimonio  falso; 
y,  apartándose  de  rigorismo  inflexible  de  otras 
legislaciones,  excusan  el  mal  proceder  del  que 
fué  temerariamente  colocado  entre  sus  afectos 
y  el  respeto  á  la  verdad. 

Nuestra  legislación  penal  también  admite  las 
retractaciones  de  los  testigos;  pero  solo  en  los 
careos,  y  obligándolos  á  explicar  satisfactoria- 
mente la  variación  de  su  testimonio,  so  pena 
de  incurrir  en  la  nota  de  perjuros  (art.  59  y 
64  E.  P.)  y  reconoce,  en  ciertos  casos,  la  irres- 
ponsabilidad del  que  delinque  falto  de  libertad 
moral,  por  encubrir  el  delito  en  que  incurrie- 
ron los  vinculados  á  él  por  relaciones  de  fami- 
lia {art.  17  de  este  Cód.);  pero  es  evidente 
que  sus  disposiciones  no  tienen  el  alcance  de 
las  del  código  italiano,  que  desearíamos  ver 
trasladadas  al  nuestro. 

Art.  222.  Si  el  reo  no  llega  á  sufrir  su  condena, 
ó  es  dbsueUo,  ó  no  termina  el  juicio  por  algún  moti- 
vo legal,  el  testigo  falso  sufrirá  la  pena  del  calum- 
niante. 
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Si  la  falsa  declaración  se  hvhiese  prestado  en  fa- 
vor del  reOf  se  impondrá  al  testigo  la  pena  del  encu- 
bridor. 

Comentario.  La  imposición    de  una  pena  y  su 
mayor  ó  menor  gravedad  no  son  aqui,  como  lo 
fueron  en  el  anterior  articulo,  el  punto  de  par- 
tida ni  la  medida  para  el  castigo  del  falso  testi- 
monio.   Para  aplicarlo»  basta  el  hecho  de  la  al- 
teración ú  ocultación  de   la  verdad  ante  la  jus- 
ticia; pero  la  naturaleza  de  ese  castigo  se  de- 
termina por  la  circunstancia  de  ser  favorable  ó 
adversa  al  reo  la  declaración  prestada.  En  el 
segundo  caso,  la  ley  mira  al  testigo  falso  como 
calumniante  y  le  aplica  el  castigo  de  tal;  en  el 
primero  le  considera  encubridor  del  delincuen- 
te al  que  se  propuso  favorecer,  y  como  á  tal  le 
castiga  con  sujeción  á  la  regla  establecida  en  el 
articulo  49* 


En  esta  parte  surge  una  cuestión  que  se  de- 
riva de  la  definición  dada  por  el  mismo  código» 
en  su  articulo  287.  t  La  falsa  imputación^  dice 
dicho  articulo,  de  un  delito  en  que  tenga  obli- 
gación de  acusar  el  Ministerio  físcal,  ó  de  de- 
litos ó  faltas  cometidas  por  un  empleado  públi- 
co en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  constituye 
el  delito  de  calumnia;  »  y  el  artículo  siguiente 
dispone  que  el  reo  de  calumnia  sea  castigado 
respectivamente  con  un  grado  más  de  pena 
que  el  injuriante,  aumentáRdose  la  pena  en  uno 
ó  dos  términos  cuando  la    calumnia   sea  hecha 
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en  acusación  judicial.  Como  es  evidente  que 
el  falso  testimonio  contra  el  acusado  puede 
prestarse  ya  sea  en  juicio  por  delito  que  deba 
perseguir  el  Ministerio  Fiscal,  ya  en  juicio  por 
delito  exceptuado  de  la  acción  de  dicho  Minis- 
terio, verbi  gracia  los  de  adulterio,  violación, 
injurias  etc.  cabe  preguntar  ¿Cómo  se  impon- 
drá pena  de  calumnia  al  que  legalmente  no  es 
reo  de  calumnia;  por  cuanto  solo  atribuye  fal- 
sametite  delito  exceptuado  de  la  persecusión 
fiscal?  La  observación  nos  parece  embaraso- 
sa  en  el  estado  actual  de  nuestra  legislación; 
pero  creemos  quedaría  salvada  si  el  inciso  pri- 
mero de  este  artículo  dijese:  a  el  testigo  falso 
sufrirá  la  pena  del  calumniante  ó  del  inju- 
riante según  la  naturaleza  del  juicio  en  que  hu- 
biere declarado,  i» 


Fluye  de  lo  dicho  en  párrafo  anterior,  esta 
otra  cuestión.  ¿El  testigo  de  tacha  que  falsa- 
mente declare  estar  impedido  para  atestar,  por 
vicio  ó  falta  de  moralidad,  otro  testigo  presen- 
tado sobre  lo  principal  del  juicio,  quedará  libre 
de  pena?  Nos  inclinamos  á  resolver  la  cues- 
tión en  sentido  negativo  porque,  á  más  de  ser 
reo  de  injuria  contribuye  con  su  falso  testimo- 
nio á  perjudicar  ó  á  favorecer  al  acusado,  y 
queda  por  consiguiente  comprendido  en  las 
disposiciones  del  presente  articulo. 
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Entendemos  que  el  primer  término  del  pri- 
mer inciso  se  refíere  á  los  siguientes  casos: 
I.  fallecimiento  del  reo  al  ejecutoriarse  el  fallo 
condenatorio;  2.^  fuga  del  mismo  en  circuns- 
tancias análogas,  sin  que  pueda  ser  habido  du- 
rante el  término  legal  de  la  prescripción;  3.® 
indulto  de  la  pena. 

El  segundo  término  no  necesita  aclaración. 

El  tercero  debe  comprender  estos  casos:  i.® 
sobreseimiento  absoluto;  2^  sobreseimiento 
condicional,  si  durante  el  término  de  prescrip- 
ción no  se  consigue  mejor  prueba  de  la  culpa- 
bilidad del  acusado,  ó  éste  no  es  habido;  3.^ 
amnistía;  4.°  perdón  de  la  parte  ofendida,  cuan- 
do él  baste  á  condonar  la  responsabilidad;  5.* 
abandono  de  la  instancia  en  la  misma  clase 
de  juicios. 


El  Código  argentino  dice: 

«  Art.  287.  Si  el  reo  no  llega  á  sufrir  su  con- 
dena,  ó  si  es  absuelto  ó  no  termina  el  juicio 
por  un  motivo  legal,  el  testigo  falso  será  casti- 
gado: » 

«c  i.*^  Con  penitenciaria  de  tres  á  seis  años, 
si  declarase  centra  el  reo  en  delito  que  merez- 
ca pena  de  muerte; » 

ff  2.**  Con  prisión  de  uno  á  tres  años,  si  de- 
clarase contra  el  reo  en  causa  por  delito  que 
merezca  presidio  ó  penitenciaría  por  tiempo  in- 
determinado; » 

«3.°  Con  arresto  por    seis    meses  aun  año, 
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si  declarase  contra  el  reo  en  causa  por  delito 
que  merezca  presidio  6  penitenciaría  por  tiem- 
po determinado; » 

€  4.°  Con  arresto  de  un  mes  á  tres,  si  decla- 
rase en  causa  por  delito  que  merezca  prisión, 
destierro  ó  inhabilitación; » 

«i  ¡.^  En  caso  de  que  el  falso  testimonio  se 
diese  en  causa  por  delito  que  merezca  pena  de 
arresto  ó  multa,  se  impondrá  la  sexta  parte 
de  la  pena  que  se  habría  impuesto  al  reo«  Si 
éste  hubiese  sido  absuelto  ó  el  juicio  no  termi- 
nase, el  Juez  graduará  la  pena  dentro  del  lími- 
te establecido,  según  su  prudente  arbitrio.  » 

«  Art.  288.  Si  la  falsa  declaración  se  hubie- 
ra dado  á  favor  del  reo,  la  pena  del  testigo  fal- 
so será  la  de  arresto.  » 


El  Código  belga,  según  hemos  visto  en  la 
comparación  del  articulo  221,  prescinde  de  las 
circunstancias  de  haberse  sufrido  ó  no  la  con- 
dena por  el  reo,  y  de  haber  terminado  ó  no  el 
juicio:  el  falso  testigo  en  materia  penal  es  cas- 
tigado siempre  conforme  á  los  artículos  215  y 
218  que  en  dicho  lugar  hemos  extractado;  sea 
que  el  reo  haya  sufrido  ó  no  la  pena,  sea  que 
el  juicio  esté  ó  no  concluido;  sea  que  el  falso 
testimonio  le  favorezca,  sea  que  le  perjudique. 
Solo  en  \o%  casos  de  los  artículos  2 1 6  y  217  hay 
penas  especiales. 
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El  Código  chileno  procede  en  el  mismo 
sentido  que  el  belga  en  esta  parte:  no  atiende, 
para  la  imposición  de  castigo  al  que  falsamen- 
te  declara,  á  los  efectos  que  su  testimonio  ha- 
ya producido;  sino,  como  antes  lo  hemos  visto, 
á  la  mera  alteración  ú  ocultación  de  la  verdad 
en  materia  más  ó  menos  grave,  y  al  hecho  de 
pretender  perjudicar  ó  favorecer  al  reo. 


El  Código  español,    como  hemos  visto  al 
comparar  el   articulo  221,  señala  las  penas  del 
falso  testimonio  según  la  gravedad  de  la  causa 
en  que  se  presta,  y  cuida   de  designar  alterna- 
tivamente las  que  se  ha  de  imponer  cuando  el 
reo  haya  empezado  á  sufrir  su  condena  y  cuan- 
do no  haya  empezado  á  sufriría.  En  estos  últi- 
mos casos  están  indudablemente  comprendi- 
dos los  de  paralizeción  del  juicio,  los  de  indul- 
to,  fallecimiento  del   reo  y  demás  que  hemos 
indicado  en  el  cuarto  párrafo  de  este  comen- 
tario. 
Trae  además  las  siguientes  disposiciones: 
«  Art.  333.  El  que  en  causa  criminal  diere 
falso  testimonio  en  favor  del  reo,  será  castiga- 
do con  las    penas    de    arresto     mayor  en  su 
grado  máximo  á  prisión  correccional  en  su  gra- 
do medio  (i)  multa  de  150  á  500  pesetas,  si  la 
causa  fuere  por  delito,  y  con  la  de  arresto  ma- 
yor si  fuese  por  falta.  » 


(i)  De  2  afios  4  meses  y  i  día  á  4  afios  y  2  meses. 


^ 
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« Art,  334*  AI  que  en  causa  criminal  por 
delito  diere  falso  testimonio  que  no  perjudi- 
que ni  favore  zea  al  reo,  se  le  impondrá  la  pe- 
na de  arresto  mayor  en  sus  grados  mínimo  á 
medio,  (i) 


El  Código  francés,  del  mismo  modo  que 
el  belga,  el  chileno  y  el  italiano,  digámoslo  de 
una  vez;  no  toma  en  consideración  la  circuns- 
tancia de  que  el  reo  haya  principiado  ó  no  su- 
frir su  condena,  ni  la  de  que  el  juico  se  halle 
én  curso,  paralizado  ó  reservado,  para  la  varia- 
ción del  castigo  al  falso  deponente;  pero,  lo 
mismo  que  ellos,  y  como  se  puede  ver  en  los 
respectivos  párrafos  de  la  comparación  del 
articulo  221,  castiga  con  mayor  pena  al  que 
se  propone  perjudicar  al  reo,  que  al  que  inten- 
ta favorecerle. 

Art,  223.  El  falso  testigo  en  materia  civil,  su- 
frirá cárcel  en  primero  ó  segundo  grado  (2)  según  la 
entidad  del  juicio. 

Si  este  fuese  de  menor  cuantía,  el  falso  testimonio 
se  castigará  como  falta,  con  arresto  menor  en  tercero 
ó  cuarto  grado. 

Comentario.  Reproducimos  aqui  la  observa- 
ción de  la  página  469.  Es  necesario  fijar  un 
máximo  en  la  entidad  del  juicio  civil  para  la 

(1)  De  I  mes  á  4  meses. 

(2)  Hasta  uno  ó  dos  años. 
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imposición  de  la  pena  de  cárcel  en  primer  grado; 
pues,  como  en  aquel  lugar  decíamos,  puede 
imponerse  diferente  pena  para  el  mismo  de- 
lito, ó  penas  iguales  para  delitos  diferentes. 


El  Código  argentino  se  expresa  así: 
<r  Art.  289,  El  testigo  falso   en  materia  civil 
sufrirá  prisión  de  uno  á  tres  años,  según  la  en- 
tidad del  juicio.  » 

«  Si  el  valor  de  lo  cuestionado  no  excediera 
de  mil  pesos  y  la  pena  será  de  arresto  de  un 
mes  á  un  año.  » 


El  Código  belga  castiga,  en  su  articlo  219, 
como  antes  dijimos,  con  prisión  de  dos  meses  á 
tres  años  el  falso  testimenio  en  materia  civil. 


El  Código   chileno  dispone  lo  siguiente: 
ff  Art.  209.  El  falso  testimonio  en    causa  ci- 
vil, será  castigado   con  presidio  menor  en  su 
grado  medio  (i)  y  multa  deciento  á  mil  pe- 
sos. 9 

c  Si  el  valor  de  la  demanda  no  excediere  de 
ciento  cincuenta  pesos,  las  penas  serán  presi- 
dio menor  en  su  grado  mínimo  (2)  y  multa  de 
ciento  á  trescientos  pesos.  » 


(i^  De  541  dias  á  3  afíos. 
(2}  De  61  días  á54o  dias. 
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El  Código  español  dice: 

a  Art.  335.  El  falso  testimonio  en  causa  ci- 
vil será  castigado  con  las  penas  de  arresto  ma- 
yor en  su  grado  máximo  á  presidio  correccio- 
nal en  su  grado  medio  (i)  y  multa  de  250  á 
2,500  pesetas.  » 

<c  Si  el  valor  de  la  demanda  no  excediere  de 
50  duros,  las  penas  serán  las  de  arresto  mayor 
(2)  y  multa  de  125  á  1,250  pesetas.  » 


El  Código  francés   trae  este  articulo: 
<c  Art.  363.  El  culpable  de  falso  testimonio 
en  materia  civil  será    condenado  á  la  pena  de 
dos  á  cinco  años  de  prisión  y  multa  de   50  á 
2,000  francos  •    .  » 

El  mismo  articulo  permite  condenarle  á  in- 
terdicción de  ciertos  derechos  y  sujeción  á  vi- 
gilancia de  la  alta  policía  de  cinco  á  diez  años. 


El  Código  italiano,  á  más  de  la  disposi- 
ción general  de  su  articulo  214,  reproducido 
en  la  comparación  del  221  de  este  Código,  pre- 
viene, en  la  segunda  parte  de  su  articulo  277, 
que  el  funcionario  público  que  cometiere  fal- 
sedad al  declarar  sobre  el  contenido  del  ins- 
trumento público   en    cuyo  otorgamiento  hu- 

(i)  De  2  años  4  meses,  y  i  día,  á  4  afios  y  2  meses. 
(2)  De  X  y  I  día,  á  6  meses. 
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biere  intervenido,  sea  condenado,  si  de  su  di- 
cho resulta  perjuicio,  á  reclusión  de  uno  á  cin- 
co años. 

Art.  324.  La  pena  del  testigo  falso  por  sobor- 
no, se  agravará  con  una  multa  igual  á  la  cantidad 
ofrecida  f  ó  al  duplo  de  la  recibida. 

El  sobornante  sufrirá  la  pena  del  simple  testigo 
falso. 


El  Código  argentino  redacta  su  articulo 
290  casi  en  los  mismos  términos;  pero  induda- 
blemente ha  expresado  un  concepto  distinto 
del  que  ha  querido  emitir.  Dice  qué  la  pena 
del  testigo  falso  por  soborno,  se  agravará  con 
una  multa  igual  al  duplo  de  la  cantidad  recibida 
ú  ojrecida;  de  donde  resulta  la  injusticia  de  ha- 
cer mayor  la  pena  del  que  pecó  por  mera  pro- 
mesa, pues  tiene  que  oblar  el  doble  de  lo 
ofrecido;  en  tanto  que  el  que  faltó  á  la  verdad 
por  paga  efectiva,  salda  sus  cuentas  devol- 
viendo lo  ageno  y  gravándose  sólo  en  otro 
tanto. 

Este  es  otro  pequeño  defecto  del  código  ar- 
gentino, que  su  comentador,  el  Dr.  Malagarri- 
ga  deja  correr  sin  observación. 


El  Código  belga  prescribe  lo  siguiente: 
«  Art.  223.  El  culpable  de  soborno  de  testi- 
gos, de   intérpretes  ó  de  peritos,  incurrirá  en 
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las  mismas  penas  que  el  testigo  falso,  con  arre- 
s^lo  á  las  distinciones  establecidas  en  sus  artícu- 
los 215  á  222.»   (i) 

<c  Art.  224.  Al  culpable  de  falso  testimonio 
ó  de  falsa  declaración  que  haya  recibido  dine- 
ro, una  recompensa  cualquiera  6  su  promesa, 
se  le  impondrá  además  una  multa  de  50  á  3,000 
francos.  » 

«í  La  misma  multa  se  impondrá  al  autor  del 
soborno,  sin  perjuicio  de  las  demás  penas.  » 


El  Código  chileno,  según  vimos  en  la 
comparación  de  nuestro  articulo  176,  casti- 
ga el  soborno  en  favor  del  reo  en  causa  cri- 
minal con  las  penas  designadas  por  su  articu- 
lo 250;  pero  alli  solo  trata  de  soborno  ó  cohe- 
cho de  funcionarios  judiciales  que  intervengan 
en  la  causa. 

En  el  párrafo  relativo  á  falso  testimonio  y 
perjurio,  no  incluye  ninguna  disposición  aná- 
loga á  la  que  vamos  comentando. 


El  Código  español  dice: 

«  Art.  337.  Siempre  que  la  declaración  fal- 
sa del  testigo  ó  perito  fuere  dada  mediante 
cohecho,  las  penas  serán  las  inmediatamente 
superiores  en  grado  á  las  respectivamente  de- 


(i)  Los  arts.  215  á  218,  están  reproducidas  en  la  com- 
paración de  nuestro  articulo  221:  el  221  y  el  222  los  re- 
produciremos en  la  de  nuestto  art.  225. 
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signadas  en  los  artículos  anteriores,  imponién- 
dose además  la  multa  del  tanto  al  triplo  del  va- 
lor de  la  promesa  ó  dádiva.  » 

(c  Esta  última  será  decomisada  cuando  hubie- 
re llegado  á  entregarse  al  sobornado.  » 

Nótese  que  esto  no  es  lo  mismo  dispuesto 
por  el  código  argentíno. 


El  Código  francés,  en  su  artículo  364,  dis- 
pone: 

I.*  Que  el  falso  testigo  en  materia  criminal, 
que  hubiere  recibido  dinero,  promesas  ó  una 
recompensa  cualquiera,  sea  condenado  á  tra- 
bajos forzados  temporales;  sin  perjuicio  de  su- 
frir la  misma  pena  que  el  reo,  si  á  este  se  hu- 
biere impuesto  una  mayor  que  aquella; 

2.*  Que  el  falso  testigo  en  materia  correc- 
cional ó  civil  que  hubiere  sido  sobornado  sea 
condenado  á  reclusión; 

3."*  Que  el  falso  testigo  sobornado  en  mete- 
ría de  policía  sea  condenado  á  prisión  de  dos 
á  cinco  años  y  á  una  multa  de  50  á  2,000  fran- 
cos. 

Previene  además,  que  á  éste  último  se  le 
puede  condenar  á  interdicción  de  ciertos  dere- 
chos y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  policía 
de  cinco  á  diez  años;  y  que  en  todo  caso  se 
confisque  el  soborno  que  el  testigo  falso  hu- 
biere recibido. 

En  su  articulo  365  impone  al  culpable  de  so- 
borno de  testigos,  las  mismas  penas  que  á  los 
testigos  falsos  respectivamente* 
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El  Código  italiano  no  aumenta  la  pena  del 
falso  testigo  ppr  la  circunstancia  de  haber  sido 
sobornado;  pero  castiga  en  su  artículo  218  al 
sobornador  en  esta  forma: 

i.^  Con  reclusión  de  tres  meses  á  tres  años, 
si  el  soborno  tiene  por  fin  que  el  testigo  afir- 
me lo  falso,  niegue  la  verdad  ó  calle  en  todo  ó 
en  parte  lo  que  sepa  acerca  de  los  hechos  so- 
bre los  cuales  sea  interrogado; 

2.®  Con  reclusión  de  dos  á  siete  años,  y  res- 
pectivamente de  cinco  á  doce  años,  si  tuviere 
por  fin  perjudicar  á  un  acusado,  ú  oscurecer 
la  verdad  en  los  debates  en  causa  criminal,  6 
ambas  cosas  á  la  vez; 

3.*  Con  reclusión  por  un  tiempo  no  menor 
de  doce  años,  si  el  testimonio  del  testigo  sobor- 
nado diere  lugar  á  una  condena  á  pena  mayor 
que  la  reclusión. 

Si  el  falso  testimonio  se  prestó  sin  juramen- 
to, se  rebaja  la  pena  de  una  sexta  á  una  terce- 
ra parte. 

La  tentativa  de  soborno  se  castiga  con  la 
tercera  parte  de  la  pena  impuesta  al  soborno 
consumado. 

Cuando  la  condena  no  tenga  como  efecto  la 
inhabilitadión  perpetua,  se  añadirá  la  inhabili- 
tación temporal  para  cargos  públicos. 

Se  confiscará  todo  lo  que  byaa  dado  el  so- 
bornador. 

ArU  285.  La  falsa  exposición  de  los  peritos  é 

intérpretes^  se  castigará  con  la  pena  respectivamente 
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designada  para  los  testigos  falsos,  y  malta  de  diez  á 
cien  pesos. 

Art.  226.  Guando  la  falsedad  dd  testimonio  ó 
exposición ^  no  recayere  sobre  la  esencia,  sino  sobre 
algún  incidente  de  poca  entidad,  se  castigará  como 
falta,  según  el  prudente  arbitrio  del  juez. 

Comentario.  El  perito  es  un  testigo  facultati- 
vo; y  el  intérprete,  un  perito  en  determinada 
especialidad.  Razón  tiene  pues  el  articulo  225 
"de  nuestro  Código  al  equiparlos  á  todos  pa- 
ra los  efectos  penales,  cuando  se  bagan  reos  de 
falsedad. 

Como  el  perito  es  siempre  remunerado,  sal- 
vo el  caso  de  procedimiento  de  oíkio;  la  obli- 
gación de  decir  verdad  es  en  él  aun  más 
exequible  que  en  el  testigo;  y  tanto  por  esta 
causa,  cuanto  por  que  su  competencia  profe- 
sional le  garantiza  contra  el  error,  y  por  la  pre- 
sunción racional  de  que  un  interés  pecuniario 
sea  el  que  le  induzca  á  faltar  á  su  compromiso; 
conviene  agravar  su  pena  con  la  multa  que  el 
expresado  articulo  designa. 


Solamente  los  códigos  argentino  y  español, 
hacen  la  reducción  de  pena  que  indica  el  arti- 
culo 226;  y  que  encontramos  justificable  por  la 
menor  gravedad  del  daño  que  se  causa  alte- 
rando la  verdad  por  reticencias  ó  agregación 
de  incidentes,  que  faltando  abiertamente  á  ella: 
los  demás   que  examinamos  guardan  silencio 
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en  este  punto;  por  lo  que,  según  ellos,  el  testi- 
go, perito  6  intérprete  que  se  desvíe  de  la 
verdad  en  lo  menor,  tiene  que  sufrir  el  castigo 
en  toda  su  amplitud. 


El  Código  argentino  se  expresa  así: 
«  Art.  291.  La  falsa  exposición  de  los  peri- 
tos ó  intérpretes,  se  castigará  con  la  pena  res- 
pectivamente designada   para  los  testigos  fal- 
sos. 9 

«  Art.  292,  Cuando  la  falsedad  del  testimo- 
nio ó  exposición,  no  recayera  sobre  la  esencia, 
sino  sobre  algún  incidente  de  poca  entidad,  la 
pena  será  de  arresto.  » 


El  Código  belga,  en  su  articulo  221,  dice: 
que  al  intérprete  y  al  perito  culpables  de 
falsas  declaraciones,  ya  en  materia  criminal 
contra  el  acusado  ó  en  su  favor,  ya  en  materia 
correccional  ó  de  policía  contra  el  acusado  ó 
en  su  favor,  ya  en  materia  civil,  se  les  castiga- 
rá como  testigos  falsos;  pero  rebaja  la  pena  en 
un  grado  al  perito  que  hubiere  sido  oido  sin 
juramento. 


El  Código  chileno  aun  cuando,  en  el  inci- 
so 3°  de  su  artículo  227^  incluye  á  los  peritos 
entre  los  reos  de  prevaricación  por  los  actos 
ilegales  que  sus  articulos  223  y  siguientes  in- 
dican; no  habla  de  las  falsedades  que  en  sus  dic- 
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támenes  ó  exposicionees  pudieren  cometer;  y 
tampoco  los  considera  en  los  casos  de  falsa 
testimonio  y  perjurio,  á  cuya  descripción  y  cas- 
tigo consagra  sus  artículos  206  á  2 1 2. 


El  Código  español,  después  de  señalar  las 
penas  de  los  falsos  testigos,  agrega: 

ff  Art.  336.  Las  penas  de  los  artículos  pre- 
cedentes son  aplicables  en  su  grado  máximo 
á  los  peritos  que  declaren  falsamente  en  jui- 
cio. » 

Y  después  de  prescribir  que  el  perito  sobor- 
nado sufra  las  penas  inmediatamente  supe< 
riores  á  las  respectivamente  designadas  para 
los  testigos,  dice: 

«  Art.  338.  Cuando  el  testigo  ó  perito,  sin 
faltar  sustancialmente  á  la  verdad,  la  altera- 
re con  reticencias  ó  inexactitudes,  las  penas  se- 
rán: » 

«  I. °  Multa  de  150  á  1,500  pestas,  si  la  fal- 
sedad recayere  en  cauáa  sobre  delito;  9 

<c  2,°  De  125  á  1,250  pesetas,  si  recayere  en 
juicio  sobre  falta  ó  negocio  civil.  » 


El  Código  francés  se  halla,  á  este  respec- 
to, en  condiciones  análogas  al  chileno.  La  par 
te  final  de  su  artículo    177  trata  de  la  prevari" 
cación  de  los  peritos;  pero  no  de  las  falseda- 
des que,  mediando  ó  no    cohecho,    pudieran 
cometer. 
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El  Código  italiano  agrega,  á  continua- 
ción de  los  artículos  relativos  á  falso  testimonio, 
lo  siguiente: 

«  Art.  217.  Las  disposiciones  de  los  artícu- 
los que  preceden  se  aplicarán  también  á  los 
peritos  é  intérpretes,  que,  llamados  en  su  calir 
dad  de  tales  ante  la  autoridad  judicial,  dieren 
pareceres,  informes  ó  interpretaciones  falsas; 
y  tratándose  de  peritos,  la  inhabilitación  tem- 
poral para  cargos  públicos  podrá  extenderse  al 
ejercicio  de  la  profesión  ó  arte.  » 


TITULO  69 


disposicioní;s    generales 

Art.  227.  El  que  de  cualquier  otro  modo  que  no 
esté  especificado  en  ¿os  títidos  precedentes,  cometa 
falsedad,  simulandoj  suponiendo^  alterando  ú  ocul- 
tando la  verdady  maliciosamente  y  con  perjuicio  de 
tercero,  por  palabras  y  escritos  ó  hechos;  usurpando 
nombre,  calidad  ó  empleo  que  no  le  corresponda;  supo- 
niendo viva  á  una  persona  muerta  ó  que  no  ha  exis- 
tidoy  ó  al  contrario;  sufrirá  reclusión  en  primero  ó 
seyundo  grado. 

Comentario. .  Nuestro  Código  y  el  argentino, 
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entre  los  que  estudiamos,  son  los  únicos  que 
contienen  esta  disposición  subsidiaria  en  la 
cual  se  hallan  comprendidas  indudablemente 
la  falsiñcación  de  billetes  de  banco,  de  accio- 
nes de  sociedades  mercantiles  ó  industriales  y 
de  despachos  telegráficos;  la  rehabilitación  frau- 
dulenta de  especies  valoradas,  sellos  ó  con- 
traseñas; las  falsas  declaraciones  ante  autori- 
dades distintas  de  las  judiciales,  para  eludir  el 
pago  de  contribuciones  ó  con  otro  fin  ilicito; 
la  falsedad  cometida  en  el  juramento  deciso- 
rio; la  presentación  de  falsos  testigos  en  las 
controversias  judiciales,  y  otros  delitos  más, 
que  dichos  códigos  describen  y  penan  en  de- 
talle, sin  comprenderlos  todos,  por  ser  impo- 
sible preveer  la  multitud  de  formas  que  la  mala 
fé  puede  tomar. 

Excusamos,  por  lo  dicho,  las  comparaciones 
singulares  en  este  articulo,  limitá^ndonos  á  in- 
dicar que  la  pena  común  señalada  para  tales 
casos  por  el  código  argentino  (art  293)  es, 
arresto  y  multa  de  veinte  á  trecientos  pesos. 

La  ley  de  Municipalidades  de  14  de  octubre 
de  1892,  declara  comprendidos  en  este  artícu- 
lo del  Código,  á  los  que  cometan  fraudes  ó  su- 
plantaciones en  la  elección  de  Concejos.  ' 

Art.  228  El  que  á  sabiendas  fabricare^  introdu- 
jere en  la  Bepública  ó  conservare  en  su  poder^  cuños, 
marcaSf  ó  cualquiera  otra  clase   de  útiles  ó  instru- 
mentos ^  conocidamente  destinados  á  la  Jalsijicació 
de  moneda  9  de  papel  sellado  ó  documentos  de  créd 
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to;  será  castigado  con  un  grado  menos  de  la  pena  se^^ 
ñalada  á  los  falsificadores,  y  multa,  de  ciento  á  mil 
pesos. 

Comentario.  Los  únicos  códigos  que  contle 
.  nen  disposición  análoga  en  su  forma  á  la  de  es- 
te artículo  del  peruano,  son  el  argentino  y  el 
español;  aunque  notablemente  modiñcada  en 
estos,  y  especialmente  en  el  último;  los  demás 
la  incluyen  entre  las  falsificaciones  de  sellos, 
cuños,  marcas  etc.,  según  vamos  á  verlo. 

Se  ha  acusado  de  inconsecuencia  á  nuestro 
Código,  por  los  que,  examinando  la  fabrica- 
ción, introducción  ó  simple  tenencia  de  instru- 
mentos y  otros  objetos  aptos  para  tales  falsifi- 
caciones, en  relación  con  el  hecho  de  la  falsifi- 
cación misma;  no  han  encontrado  motivo  legal 
para  penarlas,  ni  como  tentativas  ni  como  actos 
preparatorios. 

No  son  tentativas,  han  dicho  j  y  han  tenido 
razón;  porque  realmente  ellas  no  importan  el 
principio  de  ejecución  directa  del  delito  de  fal- 
sedad que  constituiría  la  tentativa. 

Siendo  cuando  más  actos  preparatorios  de 
falsificación,  agregan,  no  se  les  debe  imponer 
pena;  porque  el  articulo  4.®  del  mismo  Código 
declara  que  estos  actos  no  son  punibles,  sino 
cuando  media  confabulación,  y  el  228  no  la 
presupone.  También  tienen  razón;  pero  no  se 
han  fijado  en  que  tampoco  se  trata  de  actos 
preparatorios,  aunque  bien  pudieran  serlo. 

Arrastrados  por  las  apariencias,  han  creído 
que  el  Código  castigaba  en  este  articulo  un  ac- 
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to  de  falsificación  simplemente  intentada  6  pre- 
parada, á  lo  que  se  presta  ia  situación  de  di- 
cho articulo;  siendo  asi  pue  los  actos  á  que  se 
refiere,  aunque  relacionados  con  las  falsedades 
no  son  de  falsedad,  apesar  de  que  la  misma  ley 
les  da  esta  denominación. 

La  fabricacióni  introducción  ó  conservación 
de  cuños,  troqueles,  moldes  y  demás  objetos 
á  que  el  articulo  que  comentamos  se  contrae 
han  sido  declaradas  por  la  ley  actos  ilícitos,  co- 
mo la  introducción  y  conservación  de  armas  y 
municiones  de  guerra,  ó  de  materias  explosi- 
vas que  puedan  causar  extragos  ó  de  sustan- 
cias venosas  ó  en  alto  grado  nocivas  á  la  sa- 
lud; y  ha  impuesto  una  pena  á  los  que,  contra- 
viniendo á  ella,  fabriquen,  intruzcan  ó  conser- 
ven lo  que  no  han  debido  fabricar,  introducir 
ni  conservar. 

Y  no  ha  faltado  razón  para  traer  directamen 
te  al  Código  penal  hechos  semejantes,  con 
prescindencia  de  la  introducción  ó  conserva- 
ción de  armas,  municiones  etc.  relegadas  á  re- 
glamentos de  policia;  porque  los  efectos  de 
aquellos,  una  vez  conocidos,  pueden  ser  honda- 
mente perturbadores  de  la  tranquilidad  social 
y  causar  considerables  perjuicios. 

El  descubrimiento  de  una  pieza  de  moneda 
falsificada  inicia  la  alarma;  el  de  los  instrumen- 
tos con  que  esa  pieza  fué  falsificada,  la  aumen- 
ta en  proporciones  tales,  que  todos  los  tene- 
dores de  piezas  legitimas  desconfían  de  haber 
sido  victimas  de  un  fraude;  y  el  pánico  cunde, 
y  las  transacciones  se  dificultan  ó  entorpecne. 
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Cosa  igual  ocurre  con  la  aparición  de  billetes 
de  banco,  ó  de  un  titulo  de  crédito  falsificado 
ó  el  descubrimiento  de  la  forma  ó  cliché  con  que 
fué  impreso.  El  hecho  que  parecía  inofensivo 
se  ha  trasformado,  pues,  en  serio  motivo  de 
desorden,  en  verdadero  delito,  que  á  la  ley  pe- 
nal toca  reprimir. 

No  por  otra  causa  se  castiga  á  los  que  fa- 
brican sustancias  nocivas  á  la  salud,  ó  produc- 
tos químicos  capaces  de  originar  extragos,  aun- 
que no  hayan  llegado  á  expenderlos. 


El  Código  argentino  consigna  la  misma 
disposición;  pero  modificada  de  esta  manera: 

«  Art.  294.  El  que  fabricase  y  el  que  á  sa- 
biendas introdujese  al  país  ó  conservase  en  su 
poder,  cuños,  marcas,  ó  cualquiera  otra  clase 
de  útiles  ó  instrumentos,  conocidamente  desti- 
nados á  la  falsificación  de  billetes  de  banco, 
papel  sellado  ó  documentos  de  crédito,  serán 
castigados  con  arresto  de  seis  meses  á  un  año 
y  multa  de  cien  á  mil  pesos,  ji 

Nótese  que  aquí  no  se  habla  de  útiles  ó  ins- 
trumentos aptos  para   falsificación  de  moneda. 


El  Código  belga,  en  su  artículo  180,  que 
en  otro  lugar  hemos  reproducido,  castiga  con 
reclusión,  á  los  que  fabriquen  punzones  falsos 
para  el  contraste  de  los  objetos  de  oro  ó  plata; 
troqueles  ó  cuños  para  la  fabricación  de  mo- 
neda; modelos   en   relieve,  matrices,  moldes  ó 
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planchas  6  cualesquiera  otros  objetos  que  siV 
van  para  la  fabricación  de  sellos,  acciones,  obli- 
gaciones, cupones  de  intereses  6  de  dividen- 
dos, ó  billetes  de  banco  de  emisión  autoriza- 
da; pero  no  considera  culpables  á  los  introduc- 
tores 6  tenedores  de  tales  punzones,  cuños, 
troqueles,  moldes,  planchas  y  demás  objetos. 
Sus  artículos  162,  166,  176  y  otros,- castigan 
las  tentativas  de  falsificación  de  moneda,  titula 
de  crédito  etc.;  pero,  como  no  declara  que  la 
introducción  ó  tenencia  de  que  habla  nuestra 
ley  constituyen  una  de  esas  tentativas,  supo- 
nemos qu  ellas  son  en  Bélgica  actos  licitos, 
mientras  un  principio  de  ejecución  ó  la  consu- 
mación de  la  falsedad  no  vengan  á  darles  ca- 
rácter delictuoso. 


El  Código  chileno,  en  su  artículo  181,  como 
antes  lo  hemos  visto  (página  522)  castiga  con 
presidio  mayor  y  multa  á  los  falsificadores, 
de  punzones,  cuños  ó  cuadrados,  matrices,  plan- 
chas ú  otros  instrumentos  ó  útiles  destinados  á 
la  fabricación  de  moneda,  títulos  de  crédito, 
billetes  de  banco  etc.;  pero  tampoco  habla  de 
los  introductores  ó  conservadores  de  semejan- 
tes instrumentos  ó  útiles;  por  lo  que  le  son  apli- 
cables las  mismas  consideraciones  hechas  en  el 
párrafo  precedente. 
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El  Código  español  trae  los  siguientes  ar- 
tículos: 

«  Art.  326.  El  que  fabricare  ó  introdujere 
cuños,  sellos,  marcas  ú  otra  clase  de  útiles  ó 
instrumentos  destinados  conocidamente  á  la 
falsiñcación  de  que  se  trata  en  los  capítulos 
precedentes  de  este  título,  será  castigado  con 
las  mismas  penas  pecuniarias  y  con  las  perso- 
nales inmediatamente  inferiores  en  grado 
á  las  respectivamente  señaladas  á  los  falsifica- 
dores. > 

«  Art.  327.  El  que  tuviere  en  su  poder  cual- 
quiera de  los  útiles  ó  instrumentos  de  que  se 
habla  en  el  artículo  anterior  y  no  diere  des- 
cargo suficiente  sobre  su  adquisición  ó  con- 
servación, será  castigado  con  las  mismas  penas 
pecuniarias  y  las  personales  inferiores  en  dos 
grados  á  las  correspondientes  á  la  falsificación 
para  que  aquellos  fueran  propios,  d 

La  ley  española  admite  una  explicación,  y 
releva  de  la  culpa,  cuando  ella  es  satisfactoria: 
la  ley  peruana  no  abre  las  puertas  á  los  des- 
cargos del  tenedor  de  los  útiles  de  falsificación; 
restringe  su  defensa  á  las  causas  generales  de 
justificación. 


El  Código  francés  guarda  el  mismo  silen- 
cio que  el   belgs  y  el  chileno,    respecto  de  los 
introductores  y  conservadores  de   cuños,  tro 
queles  y  otros  elementos  de  falsificación  de  mo-' 
neda  ó  valores. 
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El  Código  italiano  dice: 

«  Art  260.  El  que  fabrique  ó  tenga  instru- 
mentos destinados  exclusivamente  á  la  falsifi- 
cación ó  alteración  de  moneda,  será  casti- 
gado con  la  pena  de  reclusión  de  uno  á  cinco 
años.  9 

Debemos  recordar  que  el  articulo   263  de 
este  código,  para  los  efectos  penales,  equipara 
á  las  monedas   los  documentos  de  crédito  pú 
blico. 

Art.  829.  Los  reos  de  falsifieadón  que  revelen 
el  delito  á  la  autoridad  antes  de  haber  producido  su 
efecto  ó  causado  perjuicio  á  t^rcero^  quedarán  exen- 
tos de  responsabilidad  criminal^  pero  sujetos  á  la  vi- 
gilancia de  la  autoridad  por  el  tiempo  que  designe  el 
juez. 

Comentario.  Censurábamos,  al  comentar  el 
artículo  3.*  de  este  Código  (Tomo  I,  pag.  38) 
la  disposición  del  8.'  del  código  chileno  que 
declara  exento  de  toda  pena  al  confabulado 
para  cometer  crimen  ó  delito,  que  antes  de 
principiar  la  ejecución  y  de  iniciarse  el  proce- 
dimiento judicial  contra  el  culpable,  se  desis- 
tiese y  revelase  el  plan  de  los  confabulados  á 
la  autoridad,  disposición  tomada  evidentemen- 
te del  código  español  de  1850,  que  la  contenía 
en  su  artículo  4°  y  que,  en  el  239,  la  repro- 
ducía especialmente  en  favor  de  los  delatores 
responsables  de  falsedad. 

Tócanos  ahora  lamentar  que  nuestros  legis- 
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laiflores  se  hubiesen  dejado  seducir  también 
por  las  ventajas  qué  una  concesión  semejante 
puede  proporcionar  para  contener  los  daños 
que  la  falsedad,  como  otros  delitos  de  gran 
trascendencia,  es  capaz  de  ocasionar  á  los  par- 
ticulares y  al  Estado;  y  repetimos  lo  que  en  el 
^  lugar  citado  decíamos:   no  hay  consideración 

'^  que  baste  á  santificar  la    degradación  del  ca- 

rácter nacional  por  la  ley  misma,  pervirtiendo 
los  sentimientos  altruistas. 

Ni  aún  limitando  los  efectos  del  artículo  229 
á  los  casos  en  que  no  haya  más  delincuente 
que  el  mismo  delator,  se  la  puede  aceptar  co- 
mo conveniente;  porque,  como  observa  el  co- 
mentador señor  Pacheco,  citado  por  Vicente  y 
Caravantes,  esa  impunidad  toma  carácter  más 
alarmante  si  el  culpable  es  un  funcionario  pú- 
blico, al  que  ni  siquiera  seria  aplicable  una 
destitución  á  toda  luz  necesaria. 

Sea  vigilante  la  policía;  tortúrese  el  cerebro 
del  legislador  para  descubrir  otros  medios  de 
atajar  las  consecuencias  de  una  falsedad  ó  de 
una  falsificación  y  prevenir  éstas;  y  si  no  pue- 
de conseguirlo,  acéptese  la  insuficiencia  de  la 
ley,  antes  que  consentir  en  que  se  relajen  las 
*  ligaduras  de  la  sociedad  mantenidas  por  el  afec- 

to recíproco  de  sus  miembros,  ni  en  que  la  fé 
pública  quede  entregada  á  manos  conocidamen- 
te impuras. 
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El  Código  argentino  no  contiene  disposi- 
ción ninguna  equivalente  á  la  que  comentamos. 


El  Código  belga  si  participa  de  las  ideas  que 
inspiraron  el  francés  y  tomó  el  antiguo  código 
español.  Consigna  el  siguiente  artículo: 

«  Art.  192.  Las  personas  culpables  de  las 
infracciones  mencionadas  en  los  artículos  160, 
168,  171  á  176,  y  en  el  último  aparte  del  ar- 
ticulo 180,  quedarán  exentas  de  pena  si,  antes 
de  toda  emisión  de  monedas  imitadas  ó  falsifi- 
cadas ó  de  papeles  imitados  ó  falsificados  y 
antes  de  todo  procedimiento,  dan  parte  y  reve- 
lan los  autores  á  la  autoridad. 


El  Código  chileno,  á  más  de  la  disposi- 
ción general  de  su  artículo  8.**  consigna  lo  si- 
guiente: 

<c  Art.  192.  Quedan  exentos  de  pena  los  cul- 
pables de  los  delitos  castigados  por  los  artícu- 
los 162,  163,  165,  167.  172,  173,  174,  175,  180, 
181  y  182  siempre  que,  antes  de  haberse  hecho 
uso  de  los  objetos  falsificados,  sin  ser  descu- 
biertos y  no  habiéndose  iniciado  procedimien- 
to alguno  en  su  contra,  se  delataran  á  la  auto- 
ridad, revelándole  las  circunstancias  del  de- 
lito. 
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El  Código  español  de  1870  ha  retirado  los 
artículos  á  que  aludíamos  al  principio  de  este 
comentario. 


El  Código  francés  dice: 

Art.  138,  Las  personas  culpables  de  los 
crímenes  mencionados  en  el  artículo  132  (i) 
quedarán  exentas  de  pena,  si  antes  de  consu- 
mar dichos  crímenes  y  antes  de  empezar  las 
diligencias,  hubiesen  dado  conocimiento  de 
ellos  y  denunciado  á  los  autores  á  las  autorida- 
des constituidas,  ó  si,  aun  después  de  haber 
principiado  las  diligencias,  hubiesen  coadyuva- 
do á  la  prisión  de  los  demás  culpables.  1^ 

<c  Podrán,  sin  embargo,  estar  sometidas,  por 
toda  la  vida,  ó  por  algún  tiempo,  á  la  vigilan- 
cia especial  de  la  alta  policía.  » 

Art.  144.  Las  disposiciones  del  artículo  138 
serán  aplicables  á  los  crímenes  mencionados 
en  el  artículo  131  (2). 


El  Código  italiano  no  premia  la  delación 
con  la  impunidad,  se  limita  á  abrir  al  culpable 
el  camino  del  arrepentimiento  por  la  siguiente 
disposición: 


(i)  Los  de  falsifícación,  alteración,  etc.  de  moneda. 
(2)  Los  de  falsifícación  de  sellos,  documentos  de  crédi- 
to etc. 
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c  Art.  262.  Estará  exento  de  pena  el  culpa- 
ble de  alguno  de  los  delitos  previstos  en  los 
artículos  anteriores  (1)  si  consigue,  antes  de 
que  la  autoridad  tenga  noticia  de  ello,  impedir 
la  falsificación,  alteración  ó  circulación  de  la 
moneda  falsificada  ó  alterada.  9 

Como  hemos  dicho  antes,  este  código  equi- 
para la  moneda  y  documentos  de  créditp  para 
los  efectos  penales,  en  su  articulo  263. 
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(i)  Los  de  &lsiíicación  ó  alteración  de  moneda. 
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